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Pastor, dnti Mariano, en autos con h »s >eñorc* Gustavo y 
Hernán Pares y Antonio Gol, >ol>re cobro de pesos. 
Recurso d« hecho ■ 430 

Pantano, don Amonio, contra la Provincia de Santiago del 
Estero, sobre cobre ejecutivo de honorarios 88 



Peralta Ramo», don jacinto, en atttOS con don Km ii|iie 
Alio, por la Provincia di- Buenos \ircs, sohre reivin- 
dicación 
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Rtrtasco, don Cayetano, contra cJ Ferrocarril Central de 
Buenos Aires, sobre devolución tic exceso de fletes. ... 16 

Polotto, Bondoni y Cía. contra el Fem>carril Central de 

filíenos Aires, solí re repetición de sumas ijadas. ... 16 

IWnau, don t^ofioldPi en autos con don Heñíanlo Ber- 
gez, sobre desalojamiento. Recurso de hecho 125 

Procurador Fiscal de la Cámara Federal de Apelación de 
La Plata, en los autos seguidos ¡xir don Antonio Hur- 
tado, sobre carta de ciudadanía. Recurso de hecho.. 144 

Provincia de Buenos Aires, en autos con don Alfredo San- 
ders. |>or repetición de una suma de dinero , 328 

Provincia de UuenOS Aires, en autos con don Ensebio 
del Carmen Macigalupo, por cobro de ¡tesos 125 

Provincia de Buenos Aires, en autos con don Gabriel Sean- 
napieco. sobre incousiitueionalidad de impuesto 73 

Pruvincia de Buenos Aires, en autos con don Manuel Ama- 
relte y don Francisco Carlos Pedro Angefetti, sobre re- 
petición de una suma de dinero . . . , 435 

Provincia de Buenos Aires, un autos con don Miguel 
Mennella. sobre rc|>ctición de una suma de dinero 435 

Provincia de Buenos Aires, en autos con don Silvestre 
Machi nandiarena, sobre repetición de una suma de di- 
nero 397 

Provincia de Buenos .Aires, en autos con el Frigorífico 
Annour de La Plata, sobre devolución de dinero e ín- 
constitucionalidatl de la ley al capital en giro. Excep- 
ción dilatoria dé falla de jiersonalidad en el procurador 
tle la actora 412 

Provincia ele Buenos Aires, en autos con los señores ( )tto 
Franke y otros, sobre devolución de una suma de dinero 331 

Provincia de Buenos Aires, en autos con M asure! Fils. por 
repetición de dinero; sobre cancelación de gravamen.. * \4*) 

Provincia de Mendoza, en autos con don Antonio Pa- 
cini. sobre cobro de pesos 368 
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Prpvincía de Mendoza, en autos con don Lu>> Cret. so- 
bre cobro de pesos 401 

Provincia de Mendoza, cu autns con <!■ »n Macedón ¡o Va- 
raschin. i*>r devolución tic una suma fie difiero 401 

Provincia de San Juan, en autos cutí la Compañía Argen- 
tina de Motores l>i-iitz Ottq Legitimo, S. A., ¡Mir enbrn 
ejecutivo de pesos Í4.} 

Provincia de San Luis, en autos con don Ernesto S. Ma- 
glione. sillín* incoiisiitucionaltdad de una ley provincial 224 

Provincia de Santa Fe. en autos con doña t 'armen V. de 
Hspindola. sobre cobro fie pesos 1 lo 

Prnviiicia de Santa Fe, en auto* con la Jewisth Coloniza- 
tion y Assoeiatión, sobre devolución de dinero 402 

Provincia de Santiago del listero, en nulos con don Anto- 
tonto Pautasso, sobre cobro ejecutivo de honorarios. . fis 

R 

Ramírez, don Ramón, routra el Gobierno de ta Nación, 
sobre cumplimiento de contrato ....... .Ín2 

Urbagüati. d<m Elido R., en autos con la Compañía TeV- 
llíca Mercantil SutI Americana, sobre cobro di pesos 4,Í4 

Reünquco, Martina, criminal, contra, |Hir infanticidio ÍSfó 

Renna Unos., contra el Ferrocarril Central fie Buenos Ai- 
res, sobre devolución de exceso de fletes.. 16 

Riccardi. don Sabatn, cti autos con don Kd nardo Higuera, 

-obre cobm de |h>o>. Recurso de lucho. . . * . . 329 

Rodríguez, doña Vicenta K.. contra et Gobierno ele la N'a- 
cióu. Mibre indemnización por accidente del trabajo.. Ui.\ 

Rodríguez .don Joaquín M.. su sucesión. Contienda de 
competencia 424 

Rodríguez. Manuel. Recurso de «babeas corpiís*, inter- 
pueMo en íavor de Juan \ntonio Alvarez Mlanco y 
otros, detenidos por orden de la Cántara de Diputados 
dé la Provincia de Ttieumán 1 IX 
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KiMlnKiio, Pedro A. Kaursii ríe revisión ...... ~ \2d 

Romeo, Cóloinho e hijo y Cía. contra el Ferrocarril Oes- 
te, sohre devolución de exceso de fletes \u 

Roiitetí* ColomlKi e hijo y fia. contra el Ferjfoeaitáí ( feste 
de Buenos Aires, st»liri' devolución de exceso de* fletes; 
Aclaratoria de sentencia * \q$ 

Romero, don Juan José, su sucesión, en autos con la Mn- 
Uietpaliq^ad dé la Capital, sohre expropiación. Recurso 
de hecha , . , . . ............ J32 

Romero» dOtl Salvador, tu la tercería de dominio deducida 
|*>r duna Rosa 1.. de I femare, en d jujeip seguido 1>nr 
a<|uél. contra don Fi%icisco I femare, sobre cohro eje- 
cutivo de pesos. Recurso de hecho 4<X) 

Rpsatlo y (ionzíilez, denuncia al presidente y secretario de 
la Cámara de Apelaciones en lo Criminal y Currcecio- 
nal de la Capital. Recurso de hecho 400 

Rossi y Rpcca (comisión tfyuidádptfa), contra la .Munici- 
palidad de Tucumáii, -Hir cobro de peso». Incidente- so- 
lire cmharjrn , x) 

ííusso y Heraldo, contra el l*ern «carril Central de ríñe- 
nos Aires, sohre devolución de exceso r|c- fletes 16 



Sanders, don Alfredo, contra la Provincia de Buenos Ai- 
res, iK>r repetición de una suma de dinero. 

Seannapieco, don Cahriel, contra la provincia de líuenos 

Aires, sohre iiicoiislitueionalidad de impuesto.,. 7% 

Scíarreta. don Pedro contra el Ferrocarril < feste. M .|, R . 

devolución de exceso de fletes }0 

Sil-illa, dpn Héctor {su sucesión), sohre rendición de 
cuentas, inconii>ctcttcia de jurisdicción por inhihitoria .i24 

Sociedad Anónima W'eil Hims. y Cía., apelando de una 
resolución de aduana. Recurso fie hecho 379 
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Sociedad Refinería de Azúcar de Unenos Aires, en au- 
tos con el Fisco Nacional, sobre- expropiación ...... 

San Juan 1-and y Cia. Limitada, en autos con don Enri- 
que Alio ]H«r la Provincia <U* Muchos Aires, sobre rei- 
vindicación , . 

Solari. doña Dolores l'arravietni de, y otra, en los autos 
seguidos |Nir don t "arlos Recito y otros, contra la su- 
cesión de don Jacolxl l'urravicini, sobre nulidad de 
testamento. Recurso de hecho 

Spinelt. don Andrés, contra el Ferrocarril Cent ral de 
Buenos Aires. sobre devolución de fletes 

Sumario instruido con motivo de un robu cometido en ca- 
sa del encargado de negocios de Austria, don Rudolfo 
Sclmlz: sobre jurisdicción originaría de la Curte Su- 
I trema 

T 

Tahbi, David Alíow», criminal, contra, |ior homicidio. Re- 
curso de hecho 

Taberner, dun Xadal, solicita excepción del servicio mi- 
litar 

r¡milHtnuo. Adolfo. Recurso de «babeas Corpus» 

Tatuada, don Luis Alberto, contra don Severiauo Olmos, 
sobre restitución de bienes inmuebles. Contienda de 
competencia 

lava v Hondi. contra el Ferrocarril Central de Buenos 
Aires, sobre devolución de exceso de fletes. ......... 

Torunzos T< trino. < lona Silvia «le. y otros, contra don 
Juan Carlos Diaz y otros, sobre reconocimiento de so- 
ciedad y rendición de cuentas. Contienda de comi*- 
tencia 

Torre, don Teodoro y Cia. contra el Ferrocarril al Pací- 
fico, sobre devolución de exceso de fletes 
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Viltafañc. don Francisco, en autos con el Gobierno de b 
Nación, sobre consignación de llaves 

OHagra. don líudoro. en autos con don Casiano Lesea- 
no, sobre indemnización por accidente del traía jo. Re- 
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Villar, don Vicente K. ]>or retardo de justicia. Recurso 
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A 

Actuaciones fosíenores a un fallo ta Cótíe Supretmn Veasn 
«Recurro extraordinario y ordinario». 

Arbitraje. Véase « Kerrocarril t k*l peste». 

Autoridades d t - provincia. — Sí bien las autoridades dé una pro- 
vincia [Hieden estar habilitadas ]H*r mis leyes u ordenanzas 
locales i>ara la njiertura. conservación, ensanche o inodífi- 
caciotu* dé Galles pública* u otras análoga dentro del te- 
rri t<trii> de la tni>nia. tal facultad del te entenderse sin per- 
juicio dé los jamúas acordadas por la Constitución Xa- 
cional y la ley común a la propiedad y a la jurisdicción 
creada pir aipiélla y las leyes nacionales, sefíún la naciona- 
lidad y vecindad dé las personas cuyos derechos sean aíee- 
tados o se pretenda que ta son, ptr resolución administrati- 
vas. Pá& MU, 
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Bienes públicos tiaaoaalcs, provinciales y muwá pules.— tai pro- 
piedad piihlica del Estado Xacioual o de los Estados pro- 
vinciales, asi como de las comunas o municipalidades en el 
caso del art. 2.144 del Código Civil, sobre las inmuebles 
que forman el objeto de aquella, y a que se refeicrc el ar- 
tículo 2.140, inciso 7' 1 dt>| mismo Código, termina por la 
desafinación producida |ior «na declaración de la admi- 
nistración, o por un lucho de la misma, en cuya virtud ;q«i- 
rezca indudable que la cusa lia de jado de servir directamen- 
te al fin de uso y gocé públicos, al cnal basta ese momento 
m- ciicuntralia destinada. V tal desafee! ación, cuando es or- 
denada ]n)r la autoridad con facultades suficientes, produ- 
ce el efecto general ríe cambiar la fundición jurídica del 
bien, que se torna, a jiartir de ella, enajenable, prescriptible, 
euiliargahlc y regido, no ya i>or las dijposicioncs de! derecho 
administrativo relativas a la policía de los caminos y de las 
calles, sino por el derecho civil, a cuyo campo dé acción ha 
ingresado como consecuencia de aquélla, y dentro del cual 
el listado o la comuna ejercitan su poder jurídico sobre las 
cosas, en las condiciones de sus otros bienes del dominio 
privado. 1 54. 

Bienes públicos nacionales, provinciales y umnit ¡pules — Los bie- 
nes del dominio público del estado general, de los estados 
I ¡aniculares y de los municipios, son los de uso público, sea 
|)or su naturaleza o txir su afectación o destino a mi servi- 
cio de utilidad público, y estos últimos mientras dure esa 
afectación o destinos (art ¡culos 23.17 a 2342. 2344. 2640. 
2M5 y nota Código Civil (V. IVoulum «Dómame í'ulibe» 
X" 210. 211 y 216; Aubry.et Kan, par. IW; ver nota del 
cliKtor tfelez Sársfield al iirt. 3<>52 del Código Civil et Colin 
y Capitaut «Cours Klein, de Dn.it Civ, Francaís', .1' edición 
T. \. |«i,trina 7m a 713; y el listado Nacional, los Kstados 
provinciales y los municipios pueden, en con secuencia, den- 
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tro (te sus facultades constituí ionak ■-. y legales, a f triar los 
bienes privados di' las personas de existencia visible a un 
uso o servicio público, sea aceptando y consag raudo por 
un acto dentro de mis atribuciones, l-1 ofrecimiento que el 
prppietafíO particular haga de su bien para el servicio de tttt- 
1id:id colectiva, sea expropiándolo dentro de las normas de 
la Constitución y de la ley (Constitución Nacional, art. 14, 
cláusula séptima, art. 17. artículos a 0$ 251 1 y 2512, 
Código Civil, ley N« 18?). Pág, 
Bienes que están en el comercio. — Según lo prescripto en los ar- 
ticulas wk a 2&W del Código Civil (Ve Gaif InstítuttontBn 
1-11. Justiniano. ltistitutiimum, II el kan pár. 171: Kreitas 
l'royeeto. I.. I. S; II. C. II, par. 8), están en el comercio 
es decir, son susceptibles de ser adquiridas y trasmitidas las 
cusas cuya enajenación no fuese expresamente prohibida o 
dependiente de una autorización pública, fuera del comer- 
cio: a) en absoluto, aquellas cuyas enajenación hubiese si- 
tio prohibida expresamente \*>r la ley o por actos entre vi- 
vos o de última voluntad |K-rinitid<>s por ella; b| en forma 
relativa las que necesilan pata su enajenación de una auto- 
rización previa. í'ág. 17S. 

c 

Cántara Federal ¡leí Kasario—\¿n Corte Suprema, dada ta gra- 
vedad de cienos hechos ocurridos en la Cámara Federal 
de Rosario, resolvió de conformidad con lo dictaminado por 
el Procurador General y lo dispuesto en el artículo 11. in- 
ciso 4 V de la ley 4055. ponerlos en conocimiento de la Ho- 
norable Cámara de Diputados de la Nación. I\íg. 25. 

Ciudadanía— Vot nuestra carta fundamental, al titulo de ciuda- 
danía son inherentes derechos, privilegios e inmunidades que 
no pueden considerarse circunscriptos al desempeño de la 
función itel sufragio, dado que. si así fuera, esto es. si a la 
|K-rsonalidad ciudadana ln integrara el solo atributo del ejer- 



I>K jtíSTIflA W NACIÓN 



4BH 



cicio de los derechos políticos, cuando éstos se suspenden o 
se pierden, se perdería también la ciudadanía, y por el he- 
cho de eslar excluidos del ixidrón electoral los soldados, ca- 
to* y sargentos del ejército y de la armada y los agentes 
de pdícia. entre otros, habrían dejado de ser ciudadanos, lo 
<iue siendo a todas tuces inadmisible, demuestra la incon- 
sistencia de ta definición que circunscribe la ciudadanía a 
la actitud legal jiara el ejercicio de los derechos políticos y 
prueba a «contrario sensu», (pie la i>érdida o privación tic 
éstos no implica, necesariamente, la privación o pérdida de 
la ciudadanía, (Ley W 8871, art. 2 1 '. inciso 2\ apartado b) : 
Ley X" .146, art. 8'; Fallos, tomo 92, pág. 55). 

Examinadas en su conformación substancial di versas cláu- 
sulas de la Constitución (arts. 20 y 21 ) y de la ley de 1869. 
N» 346 (arts. 3», 4", 6», 10. 11, í% inciso 2* y 5"). se ob- 
serva que ha trascendido a citas la acepción común qué 
«■quipara en significado y equivalencia las expresiones «na- 
cionalidad y ciudadanía», por lo que carece de fundamen- 
to la denegatoria de carta de ciudadanía solicitada, debien- 
do resolverse el caso de acuerdo con el espíritu de liberal 
amplitud con que las instituciones que nos rigen consagran 
los principios básicos de nuestra organización civil y políti- 
ca. Pág. 252. 

Competencia. — Véase * furisdicción». 

Conflictos entre jueces de distinta jurisdicción.— Corresponde a 
la Corte Suprema dirimir un conflicto entre jueces de dis- 
tinta jurisdicción, respecto a las formalidades que debe lle- 
nar un exhorto librado ¡>or uno de ellos. Pág. 417. 

Contienda de cotnpet rucia N T o puede promoverse .contienda de 
competencia pira ct conocimiento de tina causa terminada 
fior sentencia de trance y remate. No tratándose de un ca- 
so de jurisdicción universal, es improcedente la inhibitoria 
solicitada, estando cu manos de los acreedores solicitar las 
medidas preventivas correspondientes, o deducir tercerías de 
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mejor derecho, y habiendo declarado d juez reíjuerido la 
validez del n-man- sin iierjuicio de las resulta», de los autos. 
I'ájí. 356. 

Contiendas de competencia - - cuestiones sobre courpetencia 
solo pw-den referirse a juicios ¡leiidicrites y no corresponde 
a los ya fenecidos, cuyo couocimeiiHo no puede ser nial»' 
ría di- una cuestión de esla índole. PiSg. 414. 

Contrató safirc se-rtfotós en la armada: su cltmfilítirícnto.^lji re- 
solución de la Dirección Genera) del Personal sitljaUcrno de la 
armada, dandi i dr baja a im contratado en H cUfeppri de mués- 
tran/a de la armada, míe por expresa declaración dé! mis- 
mo, lucha en el contrato, se sometió a las leyes y reglamen- 
tad míe ngCI! en la marina de guerra. |Kir considerársete 
inapto para el servicio, a cansa fie enfermedad contraída 
con anterioridad a mi ingreso en la misma, reviste el carác- 
ter de definitiva y im puede ser revisada |»or ta justicia. 
( Klta fné adoptada |*«r quien tenia jurisdicción exclusiva ja- 
ra ese efecto, anienlos M y Mt del reglamento orgánico oVI 
personal de la armada). Pag. 36Í2, 

COSOS '/"<■ r.thitt fuera del etnitert'io.-~\M> cosas (jnc catán fuera 
del comercio, no pueden ser olí jeto de los actos jurídicos, 
no smi susceptibles de enajenación ni de prescripción (ar- 
ticnlos £53, 2337. 233$ 3951 y 395 > del Código Civil». 
Pag; 17* 

Cestas, — l-as costas forman parle de la indemnización en cansas 
de accidente de trabajo, y para poder eximirse de ellas es 
necesario, por lo menos, (pie la parle demandada cumpla 
con la obligación impuesta en el art. 9? de la ley 9688 y de- 
creto reglamentario de la misma, de|msitando en la t aja la 
indemnización, sin dar margen a los procedimientos del 
juicio. Pag. 103* 

Créditos: SH dwisi&iU^lJi división legal de los créditos, en pre- 
sencia de lo dispuesto [«>r los artículos 3469, 3503 y 3509 
del Código Civil, no es óbice para míe la partición sea sus- 
ceptible ele comprender los créditos de la sucesión con el 
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efecto tic ijitp rada heerderó se considere dueño tic los mis- 
mus desdi- el día de l:t apertura de la sucesión, siempre que 
tales créditos no hubieran sido de íiniii vanante adquiridos por 
terceros antes de la partición. 

Extinguido por prcscrqnión en la fecha en (pie se hizo 
la Cliente partieinniuia. la parte del crédito «le la es|x»sa so- 
hrcvjviente, sus hijos tm pueden hacer desa|>arecer esa cau- 
sa de extinción, adjudicándose la totalidad del misino. Pá- 
gina 110. 

Ciimht particiomiriit.—Yúnsv «Créditos: su división». 

D 

Oomktlip (cambín de)— Una cláusula testamentaria cu la que 
el causante de la sucesión declara que «constituyo mi do- 
micilio en esta Capital de la República, donde desde ahora 
me radico y me propongo vivir en lo sucesivo y donde de- 
berá minarse mi sucesión», importa una prtteki o incluyente 
de que el cambio de domicilio que dio bise a la contienda 
fie com|H-tencia, se operó de hecho y de derecho. Pág; 36, 

Oócniimitús hahMtanfeit.— Véase «Excepción de falla de ]wrso- 
nalídad en el procurad! ir», 

Dominio : .tu adquisición y trasmisión.— Wéás$ «I Yescriprinn*. 

E 

Bimtitrás públicas.— Véase *i:.\cc|»ejón de falta de personalidad 
<-n el procurador». 

tlstablet ¡miento [trina pal z .ta traslación^— \i\ artículo 97 del Có- 
digo Civil no se refiere al hecho material de la traslación 
del principal estableciiniento sino al ánimo de realiza rio, y la 
expresión «principal establecimiento» de dicha disposición 
legal, no delic entenderse en el sentido material, sino en el 
del asiento de la dirección de tos negocios o actividades fun- 
damentales, pág. 36. 

Excepción ¡le falta de personalidad en el procurador. — Con arre- 
glo a la última parte del articulo 1033 del Código Civil, en 
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una escritura de jiodcr otorgada a nombre de una sociedad, 
dcl«e transcrihirse lo> instrumentos ( estatutos, actas, etc.), 
dr las cítalo emerge la justificación de la personería jurídi- 
ca de t'sia, la composición de su actual directorio y el ca- 
rácter ¡mocado ]>or los eompa mientes, o sen, los documen- 
tos habilitantes a míe se refiere dicho artículo y el W04 
del expresado l'ódígo. IYijj. 41J. 

Exhorto: requisitos pum su tíiiiycttciawicnto, — Ciara que mi ex- 
horto dirigido [«>r autoridades tiacionales a autoridades de 
provincia o nacionales, fuera de su jurisdicción, pueda diti- 
gencarse, no se requiere más requisito que la firma del juez 
y el sello de tinta del juzgado respectivo. Pag. 417. 

ÜxpropMt iótt. — Kl valor de tos I tienes delierá regularse |tor el 
(jue hubieran tenido si la obra no hubiese sido ejecutada 
ni aún aun ¡rizada. (Articulo 15. ley lif I. Pág. 33& 

r 

fü rroHtrrtf dsl Oeste. — U*i \' ación no es sucesora de la Pro- 
vincia de lineóos Aires en lo> derechos u ol ilinaciones con- 
tractuales emergentes de la venta y concesión del I'Yrnx-a- 
ril del ( (este, siéndolo, solamente en lo relativo a la juris- 
dicción, es decir* en cuanto al ejercicio del |K>der de policía, 
a partir del uiomenlo en que el ferrocarril comprado a ta 
mencionada provincia, salió del dominio de ésta y adquirió 
el carácter tic nacional, como nutrimiento del comercio de la> 
provincias entre -i o entre ellas y la Capital o Territorios 
Nacionales. Pág. 132, 

fíértócarrilrs. — Véase «Tarifas ferroviarias». 

h' ítems. — Kl precepto del articulo <i*i5. inciso 2" del Código de 
Justicia Militar rjtí importa hacer revivir los fueros persona- 
les, sino establecer una sanción punitiva para íii fracciones 
de caráctt r esencialmente militar, haciendo surgir, virtual- 
mente, para tales actos el fuero real o de cansa que dejó 
Subsistente la ley de 5 de jubo de 1N2.1 y que la Constitu- 
ción actual no ha >upriniido. (Faltos^ tomo lid, pág. 465); 
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y tal sanción míe tiene como fundamento la .suprema nece- 
sidad de orden y de disciplina, además de hallarse autoriza- 
da por la cláusula del art, í>7 ', inciso 2.Í de la Constitución, 
cjue encarda ai Congreso formar reglamentos y ordenan/as 
esj>eciales para el gobierno di- las fuerzas anuadas. es p0r- 
Feciamente compatible con ,-1 principio de igualdad, l'ág. 45. 

i 

íriirtiitthis constituí ¡omites— Véase tFneros», «Inviolabilidad de 
la defensa*. «Inviolabilidad de la propiedad», «Jueces desig- 
nados por la ley». Libertad de locomoción», 

H 

*f faiteas tarpus*.— No procede el recurso de «habéas corpus» 
deducido en favor de un ciudadano agregado a un regi- 
miento de infantería y remitido a un hospital militar por 
diaposición del jefe del distrito correspondiente y orden del 
comandante de la división respectiva, por existir dudas res- 
pecto a la legalidad de la excepción que por inhabilidad fí- 
sica le fué acordada. (Art. ¿35; inciso 1^ del Código de 
Procedimientos en lo Criminal). l'ág. 67. 

Honorarios (solicitud de regulación de), — \jh solicitud de regu- 
lación du honorarios tiene, en lo substancial, el carácter de 
una verdadera demanda, aunque sometida al procedimiento 
sumario de lo prevenido en el art. 7" de la misma. Pág. .375. 

I 

ftícmiJiiitUcwtialidaii de impuesto (al ausentismo establecido por 
ley de la Provincia de Santa Ke, de 27 de diciembre de 1922 ) 
—La norma constitucional según la cual la igualdad es la 
base del impuesto y de las cargas públicas, no excluye la 
facultad del legislador para establecer distinciones o formar 
categorías de contribuyentes, siempre «pie tales clasificacio- 
nes no revistan el carácter de arbitrarias o estén inspiradas 
en un propósito manifiesto di- hostilidad contra determinadas 
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personas o clases; y. examinado a l-" 1 bi/ de éstos princi- 
pios-, ta ley de la provincia de Santa Vi X' 2040, ríe 27 de 
diciembre de V.*22. \mr la cual se CTCft un impuesto al ausen- 
tismo, impugnada como vlblatoria de toa ari>. 16. 14 y 105 

de la Constitución Nacional, no aparece vulnerada por rila 
l:t igualdad preconizada por ésta, 

tmonsíitucwnattdad de Constitución provincial (la del art. 5 V de 
la de Santiago ííe) Kstcro). —El articulo 5 V de la Constitn- 
( ¡un de la protincia de Santiago del Estero; al sustraer a 
ésta a la acción de sus acreedores cu cuanto a la turma y mo- 
do dé hacer efécíívos mis derechos, ha estatuido sobre ina- 
tt-ría cjjtte es del resorte exclusiva del Congreso, a cuya le^is* 
tacióu del ii ii conformarse las provincia», no obstante cual- 
quier disposición en contrario que contengan sus constitu- 
ción b leyes locales, Éii consecuencia, tas excé|kiohés de «nu- 
lidad», «espera» y compromiso», fundadas en el expresado 
pr«r«cpio itc fa constitución provincial, np pueden serlo con 
eficacia; | meque din ini] Mirlaría consagrar disposiciones de- 
rogatorias >U las que contiene el Código Civil mi cuanto a la 
forma y medios de perseguir el pago, l'ág; 8íS¡ 

Kl |Hidrr de ¡ni|w>uer de las provincias sé extiende a 
todas las cusas que se encuentren dentro de sn jurisdicción 
territorial y formen parle de su riqueza pública, enn tal 
que íto vulneren algunas de las prohibiciones de carácter fis- 
cal consignadas cu los arts. <>. 10. II y H>K de la Coostilur 
ción. Kl heetlO de que se recargue el impuesto inmobiliario 
cuando lo* propietarios resjRrtivos e>i ;n radicado* fuera del 
país, np desvirtúa su carácter eininetileinenle real sobre I ñe- 
ñes situados dentro de la iimvincia y sujetos a mi indiscuti- 
ble jurisdicción, l'ág- "W*-- 

tufottétUucwnalidfid de ley (Ley Orgánica de las Muuicipatida 
des de Tueumáu). — Kl articulo 196 de la ley orgánica de 
las municipalidades al sustraer a la MuiuVqtalidad de Tu- 
cutnán a la acción de sus acreedores en cnanto a la forma 
y modo de liacer efectivos sns derechos, ha estatuido sobre 
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arteria (|iiu es cid resorte exclusiva del Congreso, a cfíya 
legislación dclien cuíifóittríaHe las provincias un optante 
cualquier disjMisk-ión cu contrario que eontengaií la cúíisft- 
ttteton ■! leyes locales. Ku coiiseetiencia, el auto do la Corte 
Suprema de la Provincia de TúCiiitiáii denegando un ihkÍIcÍq 
de embargo preventivo sobre un hicii de projítedad miiuid- 
pali a mérito de (o estatíiídp en la expresada disposición de 
ta ley prjgáiiBa de ^Iiittieípálidádes¿ no puede fundarse cotí 
eficacia lega] en tUchp precepto, [ic»rc|iK- din inqiortaría con- 
sagrar di sj «bidones den pj-at nrías di- las i\w contiene d Có- 
digo Civil eii cnanto a la furnia y medios de perseguir el 
paga de las deudas, t^ig. _ K >. 
Inconsiititaotiatúhtíi (fe /, v (t-cy U interpretación da- 

da al art. 21 de la lev ll.i.ii, segfin la cual la sucursal del 
Banco de Córdolia, establecida en esta Capital, si- halla mi- 
jeta al régimen cíe jubilación de empleados líancarios creado 
jKir aquélla, no vulnera los principios consagrado 5* y 1(14 
a IOS de la Constitución. Pág, 2,V>. 
tmmst&Miontíiidáti <ir toutenaa < Inierpretación del art, 90 a la 
ley de decciones \* KS7I >.— Ks contraria al texto expreso 
«Id art. 37 de la Gi sustitución «pie establece que la Cátnara 
de Piplttados se CüllíiJOtldirá de representantes elegidos di- 
rectamente |K»r d pueblo de las provincias y de la capital, 
que se consideran a este fin como distritos electorales» de un 
solo Estado, la interpretación dd art. **> de la ley di- elec- 
ciones nacionales X" SS7I, ;i mérito de la cual los sitios Sc- 
rodino y Cfarke. situados en la provincia de Santa Re. cons- 
tituyen dos distritos distintos n W fines electorales previs- 
tos en la referida disposición de la mencionada ley de elec- 
ciones. Pag. 2&L 
¡¡Huthhul ante la ley. — Véase «Imiltos». 

ItrMtbUuhhi rfc ta ti? f rusa— Los disposiciones de las leyes pro- 
cesales destinadas a reglamentar la oportunidad y condicio- 
nes en que di lie rendirse la prudta en las causas qux se 
ventilen ante la justicia, son jieríeclamente eonq>aliblcs con 
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la inviolabilidad de la defensa en juicio de la persona y de 
los derechos; garantía constitucional que no impone que los 
litigantes dclsui Ser nidos y tengan el derecho de producir 
sus probanza* en cualquier momento y sin ninguna restric- 
ción de i i trina, ni exige la i q h iri unidad para hacer oir u ha- 
cer valer las deleitas. sea dado al litigante en cada etajKi 
del juicio con la misma amplitud en tridos los casos, y que 
«««lamente |Hnlría Considerarse vulnerada si por el ejercicio 
abusivo de las facultades de que se halla investido el juez 
instructor no atendiere las indicaciones hechas en si su 
mario por el procesado o su defensor *>n el sentido de la pro- 
ducción «le la prueba testimonial, y que, \*>r tal causa, que- 
dase privado aquel, de elementos esenciales para su defen- 
sa. Ksta «¿aramia un reqtieicre que las causas se ventilen en 
varias instancias, ni impide que las cuestiones de hecho sean 
apreciadas jnir el trilmnal de primer resorte en la forma que 
lo hacen hahitualmeiitc los jurados, ni finalmente constituye 
un ohsiáculo a «pie la instruida «le alzada verse, exclusi- 
vamente, sobre la aplicación de la lev o del derecho como 
ocurre en los tribunales de casación. Pag. 45. 
¡ m 'uiUibiütUui tir ta propicdad^—lá. garantía constitucional de la 
inviolabilidad de la propiedad no puede decirse afectada 
porque la apreciación del tribunal «a quo» respecto al valor 
jurídico de la operación de mensura de «pie se trata, sea 
contraria a la «pie sostiene el apelante; ni puede afirmarse, 
con verdad, que a éste se le haya sacado de los jueces de- 
signado* |»or ley «mr la circunstancia que invoca, pues el juez 
de mensura a que se refiere no es un funcionario judicial, 
sino un agrimensor encargado de practicar el deslinde, que 
en el caso apárete «autorizado por el juez de paz del lugar*, 
según ta sentencia recurrida. l'ág, 

J 

huTcs iicsujtunios piit- l,i {¡y ({ ¡aramia constitucional í. — Véase 
la «Inviolabilidad «le la propiedad». 
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/mk7£> ,v proceso (art, 1S de la Constítucióii).— Las palabras «jui- 
cio y proceso* del :irt. 1S de la Constitución Nacional fio si 
aplican a actuaciones parlamentarias pira reprimir desacatos 
o alagues a los pnyilfegibs de asambleas legislatívs. ISg, 1 1X, 

Jurlsdkathi. — l-a justicia nacional es incompetente para conocer 
de las cuestiones sobre colín» de impuestos locales. mientra?, 
no sean pagados con las reservas respectivas y se formulen 
después las acciones en repetición que fuesen procedentes, 
l'ág. 73. 

JuriMfkt iim.-— La jurisdicción para conocer en el pleito imi i- - 
lo conducente a hacer cumplir las decisiones que un él re- 
caigan. (Se trataba de cumplir la orden de cancelación del 
gravamen). 

Siendo en el caso, la provincia demandada nn litigante 
sometido a la jurisdicción fiel tribunal, cualquier reparación 
que considerase de su deber hacer a las resoluciones recaí- 
das en el pleito, debe hacerlas en la forma ordinaria autori- 
zada por las leyes procesales y no en fon na de decreto que 
se manda hacer saber a la Corte Suprema. |>or(pu\ dentro del 
pleito, es solamente al tribunal a quien mcuml>e dictar reso- 
luciones sobre la materia litigiosa. I'ág. 149. 
Jurisdicción. — Corresponde a la justicia federal. jmr razón de las 
personas, el conocimiento de un juicio de interdicto deduci- 
do por la empresa del ferrocarril Buenos Aires al Pacífico, 
con domicilio en esta Capital, contra la Comisión de Fo- 
mento Aaróu Castellanos, institución de carácter municipal 
con asiento dentro del territorio de la provincia de Santa 
Pe, I'ág. 304. 

Jurisdicción— K] demandado ante el juez de una sucesión que 
concurre ante el mismo y formula peticiones sin oponer nin- 
guna excepción, prorroga la jurisdicción de aquél, ante el 
cual queda adicado y déla- fenecer la causa 

De acuerdo con lo prescripto por el art. 412 del Có- 
digo de Procedimientos de la Capital, aplicable subsidiaria- 
mente, en lo federal, el demandado ante un juez no puede 
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abandonar el prnc«Hmicntn sobre declinatoria itiieia^q ante 
el mismo para recurrir al de inhibitoria ante otro, Pág, 324. 
funstticiuht. -La jurisdicción sobre ta sucesión corresponde a 
los jutas ttel último domicilio del áiíisáíife, f Kn el caso; si 
bi*n la autora de la sucesión residía ni esta Capital cuan- 
do falleció, no residíala demostrado que futra éste su do- 
micilio nal. sinó que ella se trasladó de Santiago del listero 
para hacerse asistir de la enfermedad <le que falíeciq al poco 
tif)U|K>. dejando .illi instalada la rasa de su propiedad en nm 
vivió hasta el dia de su viaje). I*ág. 345. 
htriidkfutu.— l'n |uido sobre emtergo preventivo no radica jti- 
risdicción y. |»nr consimiienie, el demandad», al pedir el le- 
vantamiento del colilargo, uo prorOrga jurisdicción alguna. 
I'ara que haya prórroga do jurisdicción es necesario de 
acuerda con To que prescribe el inciso 4'-' del art, \2 de la 
ley 4N. oue el demandado cuntiste la demanda. 

Promovida declinatoria, no puede abandonarse ésa e,\- 
crpcióu para recurrir a la inhibitoria, ni ejercitar amito* me- 
dios sucesivamente (art. 12 del ctkligd de procedimientos de 
la ( apila! ) . Pág, 34'*. 
Jurisdicción. Iniciado ante un juez local por el Banco fie la Na- 
ción Argentina ¿i mérito de la autorización que le confiere 
el art> ÍB de la lev 45U7, t m juicio ejecutivo i*ir cobru de 
una óbli^ción garantida con prenda agraria, cor res] .onde 
tómbiín, a ilieho juez, el conoi imieuto de una demauila ius- 
tauracla por d ejecutado |Mir nulidad del contrato prendario. 
(Dada ta conexión evidente y la relación inmediata entre 
ambos juicios. seguido* entre las mismas «sirtes, sobre la ba- 
se del mismo instrumento público, recita que le demanda 
de nulidad imfM.rta, cu definitiva, la promoción del juicio 
ordinario consiente al ejecutivo que k< sirve de base, y es 
di- derecho que la jurisdicción que quedó establecida en és- 
te, es ta míe puede ejercitarse para el conocimiento de aquél t. 

Pagina 35J. 

ftirhdiirwu--i'um\Hitv t originar ¡amenté, a la juslicia federal, et 
coiKKimicnto de una causa p»r contrabando, en la que las 
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mercaderías materia de éste fueron detenidas fut ra de la jtt 
risdiccitín aduanera. PSgi 41*', 

Jurisdicción.- — Infiriéndose cíe ios antecedentes de la contienda 
tle competencia que el causante de la sucesión se hallaha 
domiciliado en esta Capital a la época de su fallecimiento, 
( inventario en eilri, im sólo tle muebles y enseres de su 
casa-habitación, sinó también (ic los papeles que aeredi ta- 
llan sus aetivitíacies, y traslación e inhumación di' sus restos 
t u la misma dudad l. corres|ioiulc de acuerdo con la ley y 
jurisprudencia, a los j tures de esta ("apila!, el conocimiento 
del juicio sucesorio. l*áj*. 424. 

JttristÍ¡ccióú.—Cattes\)0niW a las autoridades militares juzgar y 
decidir ui i proceso instruid* i a conscriptos por hurto de una 
bicicleta, cometido cu el local de la Kscueln de Aviación 
Naval del Puerto BclgrSirtQ {zona militar sujeta exclusi- 
vamente a las autoridades militare* i. Pag. 42S. 

Jurisdicción oríy i liaría, —Al establecer el articulo I *, inciso I'-' de 
la ley N" 4K y la X" 14o/, <|iie corresponde a la Corte Su- 
prema conocer en primera instancia de las causas civiles 
entre una provincia y algún vecino de otra o de la Capital . 
se ha referido, sin duda, a las regidas por el derecho co- 
mún o que versen sohre derechos nacidos de estipulación o 
contrato; no hallándose en estas condiciones la que oriiji- 
na una demanda contra la provincia fie San Luis, por in- 
constitucional idad de la ley X" í>03, por ser ésta repugnante 
al inciso II del art. í>7 de la Constitución Nacional y vio- 
laloria del de los Códigos Civil y de Miueriu, dado que lid 
causa no afecta a la provincia como persona jurídica, ni de- 
riva de estipulación o contrato, ni está regida por el derecho 
común, sino ipte constituye un caso y determina una situa- 
ción en que. la demandada actúa como |xider administrador' 
rigiéndose los actos emanados por tal concepto, del ejerci- 
cio de su soberanía, por los principios y dis|>osiciones )htü- 
neiues del derecho púhlico del Kstado. instituido y aplicado 
en la órbita fie su propia jurisdicción, yntr lo que su cono- 
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dmícrito iu> C(irRs|Miii(| t a | a jurisdicción originaria di* la 
Curte Suprema. 

La interpretación «pie las autoridades locales den a las 
ÜísiJosicitmcs del códjgo de minería y la aplicación que ha- 
BUfl di- las mismas, al igual de las de los otros código enu- 
merados en t i art. 67, inciso II de la Constitución Xaciorial. 
no son susceptible de ser revisada» y uindif ¡cadas por la Cor- 
te Suprema p.r la via de uti juicio ordinario entablado 
contra ellas, sino, m mi casn. | H ir la del recurso extranrdiu- 
ríó dH art. 14 de la ley X" 48. como I<> tiene declarado una 
jurisprudencia constante, porlque la «acción civil» que requie- 
re el an, 1". ¡neis.» I" de dicha lev. es la regida jH>r el derecho 
común, cuyo ejercicio eti nada afecta ni inenu>calui la ihde- 
I tendencia de los poderes (íróvííicialés en su legítima esfera 
de acción. Pág. 224. 

Jurisdicción originaria^— substracción «le una alfombra del 
domicilio particular de Un encargado de negocios extranje- 
ro, no es de las causas previstas en e) art. 101 de la Consti- 
tución y art. !'■'. inciso .V' de la ley 48. I'ág. IQ6; 

Jurisdicción (jifórftíga (lé).-^Hay prórrogti de jurisdicción y es. 
por lo tatito, de procedente aplicación lo dispuesto en el art. 
14 de la lev 4S. en un caso en que el representante de una 
sucesión promueve ante un juez federal una demanda que 
nene |.or ,,1, ,,•[,, ,iivmíoiii> planteadas y pendiente» de reso- 
lución ni el juicio sucesorio. IVtg. 77. 

L 

t.,i mujer, su aptitud féra rf ejeremo dé hs derechos emites. 

La -iiuaeioii de inca puridad de la mujer pitra el desenq*'fto 
de la función cívica del sufragio, no amengua su nacionali- 
dad, ni afecta su aptitud («ira el ejercicio de sus derechos 
civiles, |ii proviene de expresa o miplicita disposición consti- 
inciorial o legal, y. |H>r consiguen te, sólo ohsta a la eíccli- 
vidail de los derechos y deberes electorales de ta mujer, la 
omisión de la ley. que el Congreso pudo modificar, otorgán- 
dolos o impOnietldoloS, si asi lo juzga conduce a] mejor ser- 
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vicio ttc los intereses generales ( h' iii-cl* »lc* social y iKilítica 
que comporta el problema. Pág. 252. 

Leyes sobre ¡as relaciones privadas de los habitantes de la Repú- 
blica. — VA precepto que contiene el articulo 108 de la Cons- 
titución mi deja jugar a duda en cuanto a que ludas las le- 
ves que estatuyen sóíire las relaciones privadas de los bal li- 
tantes de la República, siendo del dominio de la legislación 
civil «i comercial, están comprendidas entre las facultades de 
dictar los códigos fundamentales que la Constitución atrihu- 
ye exclusivamente al Congreso. I'ág. 2SK 

Leyes sobre las relaciones privadas de tos habitantes de la Repú- 
blica. — Kl precepto que conítetie el art. IOS de la Constitu- 
ción mi do ja lunar a duda en cuanto a (pie tudas las leyes 
que esttattyen sobre las relaciones [privadas de los habitantes 
de la República, siendo del dominio de la legislación civil 
ii comercial, están comprendidas entre tas facultades de dic- 
tar los códigos fundamentales que la Constitución atribuye 
exclusivamente al Congreso. I'ág. SK. 

Libertad de locomoción. — Iji libertad de locomoción asegurada 
\*>r v\ art. 14 di- la Constitución, no es un derecho absoluto 
Pág. 402. 

Locación {contrato de)— -El hecho de qué el locador (Gobierno 
Macional) haya continuado ocupando la casa alquilada al de- 
mandante, hasta ciñen meses después ele vencido el plano del 
contrato ( 1" de octubre de 1 l )24>, y pagado tos arrendamien- 
tos corres] h ludientes, no presupone su consentimiento a la 
prórroga del contrato a mérito de la cláusula del tnsmo, que 
establece te! Ministerio de justicia v Instrucción Pública, 
se reservaba la facultad de prorrogar el contrata hasta el l v 
de septiembre de P>26». 

Cu contrato de locación celebrado |»or el Gobierno Na- 
cional, no puede ser prorrogado jHir acto ilel ministerio rus- 
pCCtivo, dado que ta prórroga obliga a ta Xación. Pág. J82. 
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Modos <h- üdqmrír y Irvstitittr (as InpHps.—VMse tl'rtsorijKióii* 
Municipalidades de h¡ ftroyÍM¡a de Hítenos /ÍJ>e¿.~Lás muñid 
PUWwi» tfe Provincia de Buenos Aire* han sido inves- 
tidas, entré otros jiodercs. para limar etica/memo servi- 
viciOs c intereses tócales que está a ¡su cargo (Cdiiístihifeión 
de ia Provincia; artículos 202; 204 y síguicities) con la fa- 
Ciíítátl de decidir y t e^lannntar dentro del ejido aprobado por 
el Poder ICiecutiv» ron intervención dd Departamento ,U- 
ingenieros, la apertura, ensanche, modificación, empedrado, 
conservación y mejoramieMo de callo, caminos, pinzas, par- 
ques y paseos (art. 47. Enciíso 2.1. lev orgánica de las mn- 
ntcipaKdadjsi rjut% de la provincia, de 28 de octubre ríe 
t$89>, teiio de propiedad (doniinio) de h» municipio;. 
Iris caminos rftt«ñci|)ales, como los camino* genérales o par- 
ciales y vecinales, muí de uso ¡limitado y ounún a todos 
habitantes, es decir, de foso púhtieo». (art. 17. ley citada 
de Caminos), a&rj^Ktfetue a las miínicijjalio'ades la ad- 
ministración y venta (le los bienes muuíci|iales y la conce- 
sión directa y h enajenación de ÍOS sr .lares, quintáis y elia- 
craa dentro del ejido |(un>iiiuct<Vu de la provincia, an. 
205, ittctsó 5" . v i r ley do ejido» de .í dé riovicniliré de 1S70, 
artículos 2*, indsn *■; 7*. o. m, \t,, \j v silentes, 24, 25. 
Jf-. 2K. .11 ¡. ley de I'' ele julio de ]W7 sobre vi-illa ile t erre- 
no^ <" ¡Os ejidos de las pueblos, articulo 7". ley de caminos 
y cercos filada, art. 47, inciso 30 jk 

Resultando de las disposiciones legales y antecedentes 
judiciales y administrativos aducidos en autos, míe las tie- 
rras ik- ln> ejidos municipales cuando no pertenecen a los 
particulares, son dd dominio dé las enmunas. es evidente que 
la de Mar ild data ejercitó un derecho legitimo al vender a 
la señora de Mezquita. Ja que se trata de reivindicar por la 
provincia en el presente juicio, y que la compradora proce- 
flio de hueiia fe al adquirirla, en la creencia de que lo hacía 
legalmente cuando la municipalidad se la vendió. I'ág, 154. 
Munieipaiidiides de la l'rov'mcia de Muchos Aires,— tás innnici- 
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(talidadcs de la Provincia <H- Unenos Aires han sido inves- 
tidas* iwira atender con eficacia las gestiones y servicios lo- 
cales a su var«;ti (Constitución dé la Provincia. artículos 202 
y 204 y siguientes), entre otras atnbücioues, con la facul- 
tad de decidir y reglamentar dentro del ejido aprobado | hit 
el Poder Ejecutivo Con inierveueiúu del Departamento de 
Ingenien*, la «apertura, ensanche, modificación», enipedra- 
do, conservación y mejoramiento de calles, caminos, pla/as, 
parques, paseos (artículo 47. incist> 17. ley de caminos y cér- 
eos de ó de octubre de 1889). siendo de «propiedad (domi- 
nio) de 10S municipios los caminos municipales*, cuino lus 
¿átnínos generales o parciales y vecinales son de uso ilimi- 
tado y común a tollos los hal litantes o sea de «ruso público» 
(art 17, ley citada de caminos), correspondiendo a tas mu- 
nicipalidades la administración y venta de los bienes muni- 
cipales y la concesión directa y enajenación de los solares, 
quintas y chacras dentro del ejido (Constitución de la Pro- 
vincia, articulo 205. inciso 5": ver lev de ejidos de *í de no- 
viembre de 1870, art. 2\ inciso 7", 9". 10. K>. 17 y siguientes. 
24. 25. 2(», 28, 29, JO: ley de (9 de julio de 18*7, sobre ven- 
ia de terrenos en los ejidos de los pueblos, arl. 7'>, ley or- 
gánica ele la* munieip-didades citada, inci>o 30). Pág. 178. 

P 

Poderes de la saberama .<e<nin el sistemo político adaptada par 
nuestra Constitución. — De acuerdo con el sistema |iolítÍco 
adoptado |Hir nuestra Constitución* Tos poderes de la sobe- 
ranía st- encuentran divididos entre el gol tierno nacional y 
los gobiernos provinciales: los del primero revisten la ca- 
lidad de Mipreinos y absolutas, y se aplican en lodo el te- 
rritorio de la líepúlilica. es decir, aún dentro del ]tertcne- 
ciente a las- propias provincias: los de los segundo», presen- 
tan los mismos caracteres, |w*ro únicamente pueden ser ejer- 
citados tjehtro de los límites territoriales de la provincia. 

Xinguna provincia puede legislar si no es con referen- 
cia a las cosas y a las personas que se hallen dentro de sir 
propia jurisdicción. • 
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KT derecho reservado por las provincias, es el de fuu 
dar un Hamo de Kstado sin facultad de emitir billetes y tiu 
el de fundar un Banco y sus sucursales en las demás pro- 
vincias. 1'ag. 230. 

Prescripción (acciones en ¡articular (. — Li prcseH|jeión autoriza- 
da por el inciso 3» del artículo 4027 del Código ti vil. se apli- 
ca a los intereses de todo crédito, cuya cantidad se encuentre 
determinada, cualquiera «pie sea su naturaleza y así se tra- 
te de intereses debidos en virtud dé una convención, de la 
ley o de «na sentencia, l'ág. 110, 

Prest -r¡ peían. — Los modos de adipiirir y trasmitir los bienes co- 
rrc-spotltten al derecho civil y están legislados por el Código 
Civil, siendo la presen) tción uno de los morios de adquisi- 
ción Los enajenaciones inexistentes por falta de objeto, no 
pueden engendrar un justo titulo pitra la prescripción (aft. 
9» citado y 4010 y siguientes. Código Civil), f'átf. 178. 

Prescripción de los intereses. —Es condición necesaria para la pro- 
cedenecia de la prescri|»eión ele los intereses, que la obla- 
ción sea cxigiltle y. además, que los intereses corres] xjiidau a 
un crédito cuya cifra sea determinada y conocida : no pulien- 
do decirse que lo sea la que «deberá señalarse en vista de 
las constancias del juicios sucesorio». El derecho y la ac- 
ción, en efecto* no pueden ] rescribirse sino después de ha- 
ber nacido. P%, 110. 

Prescripción (interrupción de la)— Ui causa de mterru|x:ióu de 
la preserijicíón derivada de la demanda subsiste durante tixlt» 
el tñiirpO de duración de la instancia, Via. 110. 

Prescripción (>u suspensión ).— til beneficio de Ja suspensión 
ile la prescri peióti sólo puede ser invocado )*>r las personas 
a favor de las cuales está establecido y no por sus cointere- 
sados. ( Artículo 3981, Código Civil ). l'ág. J 10. 

Prescripción,- - Véase « Reivindicación». 

Procuración,- - V.\ requisito de la inscripción en la matrícula de 
procuradores exigido |mr el artículo 3* de la ley N ? « 10996. 
debe ser llenado también jKir los aliogados y los escrtliatlos 
nacionales que optaren al ejercicio de la procuración (Ar- 
tículo 12). IVig. 94, 
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Provincia de Hítenos - tires contó veiidcdúrü del lurrocunii dd 

Qestc, — I-íi Provincia de Huciins Aires, vendedora del ferroca- 
rril, conserva Indos los atributos y se halla sometida a todas 
las restricciones de naturaleza contractual derivadas de di- 
cho acto jurídico, tu* obstante el cambio de jurisdicción, y es 
ella. por lo tanto, la única i|ite podría obligar y ser obligada 
a someter sus diferencias a la decisión de la justicia arbi- 
tral. Para la Nación, dicha cláusula compromisaria como 
todas las demás estipulaciones del recordado contrato es |fíéá 
inter altos acta* : por lo que es improcedente la constitución 
del tribunal arbitral reclamado del Gobierno Nacional a mé- 
rito de lo establecido en el art. 17 de la ley contrato de con- 
cesión celebrado |Hir la empresa del Kerrocarril del < >este con 
el Gobierno de la Provincia de hítenos Aires el 28 de Abril 
de 1890. Pág, 132. 

i'nn-Unia de CórdoM, su fcimlfai par nfmidar y kijisiar sobre 
im Banco de Estado— De la combinación de los atrs. 104. 
105, 106, 107 y IOS de la Constitución, resulta evidente que 
la provincia de Córdoba ha usado de sus | unieres, al fundar 
y legislar sobre un Banco de Kstado. y también que ese de- 
recho no ha podido ser desconocido o restringido en su ejer- 
cicio por el Congreso de la Nación, ni |*ir ninguno de los 
otms órganos del gobierno federal. P%, 239. 

Provincias (sus faculptades | .—Véase «Poderes de la solara 
nia según el sistema político adoptado por nuestra Constitu- 
ción». 

Provincias (su resiionsabilidad cómo jwrsonas jurídicas). — Con 
arreglo al artículo 32. inciso 2* y artículo 42 del código ci- 
vil, las provincias son personas jurídicas de existencia ne- 
cesaria que püéden ser demandadas y hacer ejecución en sus 
bienes, y el cumplimiento de sus obligaciones civiles o co- 
merciles está regido por las disposiciones de los resistivos 
códigos que lia sancionado el eongreso y que no pueden sor 
alterados por las provincias (Art. 108 de la Constitución). 

pág. m 
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h'<rnr si > eMmardinaHo.—íio píxide el recurso extraordinario 
dd art. 14. ley 48. en un ras,» m que 1 a cuestión dekuida 
fué resuelta |H>r los iiílmnales provinciales, sosteniendo la 
apKcaMlídátl cié la ley local y la justicia ordinaria de la Ca- 
pital, aplicando dísiiosieiones contenidas en la ley M2H7, e 
Interpretando, a sus efectos, precitos del derecho cortitin 
Cóttíénidos ni el art. II del Código Civil, sin que el inte- 
resado hubiera impugnado cu ningún caso. como contrarías 
a la Constitudón Nacional, ninguna de las deposiciones le 
galís aplicadas. 

La manifestación del ajiélauté de «Pero antes quiero 
hacer constar un ludí.. .pie repugna a la Constitución \ a . 
cional. y es la exigencia de] doble |)agq de i ui| .tiestos suce- 
sorios cu esta Capital y cu Salla por las mismas cédulas», 
ni > Insta ]>ara la procedencia del recurso. por no llenar la 
e«%eñcta del art. 15 de la ksy 4H. F% 91. 
AV. ur A „ rxtniorühuiriiK—Kú precie el recurso extraordinario 
del art leu ln 14. ky 4.X. o-ntra una sentencia pronunciada 
en una cau*a del mida y resuelta ]«ir mi ¡sideraciones de lie- 
dlos y prueljas juzgado-, tne. liante la interpretación y apít- 
cacióu de jlijiiícipitis y disiMistctones de derecho común con- 
sagrados en el Código Civil y en leyes procesales, (Cucslin- 
nes relativa.- al dominio, |»oscsióii y prescripción ). 

Xo constituye una Ctiesftón federal ta dé delenninar si 
una declaración testimonial ticue mayor eficacia prolmfóHa 
que otra, ni la de establecer si la uhicación (jue la senten- 
cia asigna al inmttehle reivudicado correspindc o no a la 
qUC fe atribuye el titulo dd mismo. 

liara la procedencia del expresado recurs hasta que 

se tnv.K|ue o]»or tunamente una cláusula constitucioiKil. la de 
un tratado o ley especial del Congrego, sinü qUÉ es necesario 
'I 111 ' k« i'-nstitutivos de la causa guarden con los preceptos 
constitucionales o legales invocados ln relación directa e in- 
UHdiani. k -alnu tuc requerida (art. t.\ lev X" 48), de tal 
manera, que la decisión deluda de l<1 interpretación que se 
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. -asigne ;i teles garantías ni relación ;il raso: siendo asimismo 
tic aplicación al de autos la jurisprudencia que determina el 
requisito tic que la resolución *|iu- haya de dictarse |ior la 
Corte Suprema sobre la cuestión federal, tetina eficacia cu 
sus efectos t>ara modificar la sentencia recurrida. [*;ig. 96. 

Recurso cxfntarilinario. — Xo pueden ser revisadas por la Curtí' 
Suprema ]>or vía del recurso extraordinario del art. 14, ley 
4K, las considcacioncs de hecho y de derecho común en qué 
se apoya ima sentencia (pie dfdara no haberse operado la 
prescripción. IVij*. IOS. 

h' ce tirso c$tfáptátnari0>— l*a legitimidad di' una orden de deten- 
ción dinada |»t una autoridad de provincia y reconocida |ior 
los tribunales de la misma, interpretando y aplicando la pro- 
pia Constitución, no puede ser revisada por la Corte Supre- 
ma ]nir vía del recurso extraordinario del art. 14. ley 4S. 

Recurso extraordinario, — 151 recurso extraordinario del art. 14. 
ley 4íí. procede lo mismo como una garantía <pte amiiara 
la arción fiscal que la de los particulares. 

Xo procede el expresado recurso en un cuso en que 
fundado el pedido de carta de ciudadanía en el inciso 7" del 
articulo 2» de la ley .146, no impugnado, la inteligencia de la 
cláusula del art. 20 de ta Constitución no fué cuestionada, 
ni le fué atribuida por el solicitante, el juez de sección y la 
Cámara Federal, mía inteligencia distinta de la (pie le atri- 
buyó el recurrente, resolviéndose, en definitiva, la cuestión 
|hii- los fundamentos de hecho de ser inaplicable al cas», 
la ley 702*>. |>or no haber sido derogada y río consttiuír el 
postulante un elemento peligros» para la sociedad. I'ág. 144, 

h' catrsv extraordinaria. — X» procede el recurso extraordinario . 
del art. 14, ley 4S, contra una resolución que reconoce y 
acuenla el privilegio del fuero federal. I*ág. 147. 

Mentes» extraordinaria, — L"na resolución de un Superior Tri- 
bunal de Justicia provincial que declara que el art. 13 de 
la ley %KX no establece el procedimiento al cual debe ajus- 
tarse una demanda por indemnización, y que, a falla de esa 
enunciación manda aplicar a la substanciación de la causa el 
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trámite nrdinrio que establece Li ley local Sobre proccdimien 
tos civiles es, por su naturaleza, IfrcvUible (art Í4. ley 4S, 
Página 152. 

Recurso cxtraaniwarto. Procede fel recurso extraordinario del 
;trt. 14. k-y 4X. contra una sentencia que, dandb a! art, 21 
de la Constitución una intef]>fetación distinta de la tribuida 
¡ior ti recurrente, no hace lu¡íar al derecho fundado por és- 
te en dicha cláusula constitucional, según su propia interpre- 
tación, Pág. 10, 

Kefürs& r.rtntnrifiiioriit. W» procede el recurso extraordinario 
del articulo 14. ky 4X, contra una sentencia que no se funda 
en una interpretación de la cláusula constitucional invocada, 
que sea contraria a la inteligencia atribuida por el recu- 
rrente^ sillo eu la circunstancia de que éste ha renunciado 
expresamente a la exención del ari. _'l de la Constitución a 
que al presente sr acoge, ( Fundamento que pe ir referirse a 
un antecédeme de hecho y prueba, es extraño a dicho re- 
curso. I'ág. 27. 

Recurso cxtraordimriü. Trocéele el recurso extraordinario del 
art. 14. ley 48, contra una decisión de un atrilninal provin- 
cial de última instancia, favorable a la validez de tina dispo- 
sición de la ley orgánica de las mnniciaplidades. impugnada 
|Mir el recurrente como contraria a una cláusula de la Cons. 
til lición Nacional y a inquisiciones riel Cód. Civjt. IVig. i*) 

Rt-títrso extraordinario. - - Kseapa a la acción re visura de la Cor- 
t«- Suprema en el recurso extraordinario del art. 14. ley 48. 
una decisión del Consejo Supremo de ( ¡uerra y Marina {¡Ué 
se ha limitado, al pronunciarse acerca fíe su jurisdicción para 
conocer del caso, a resolver cuestiones de lucho rclacinna- 
das tiin ta aplicación de normas contenidas en el Código de 
Justicia Militar, es decir, preceptos legales distintos de los 
provistos en la expresada disposición legal. Tág. 45. 

Recurso extraonlitmrh. \o procede el recurso extraordinario 
del art. 14. lev 4S. contra una resolución en juicio sobre fal- 
sificación y UMirjKieión de marca, cuyo fundamento es la 
cuestión ile hecho, de si existe o no imitación ca|«iz de ill- 
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ducir en centurión ;t los consumidores del producto en ra- 
zón de las enunciaciones que el misnio contiene y que caracte- 
rizan la marca ilc los querellantes. Pa£ 71. 

Recurso extraordinario, — Versando el Wtígio sobre la interpre- 
tación que corresponda dar al art. 21 de la ley 11.232, el cual 
dentro de la economía di- aquella ley reviste manifiestamen- 
te el carácter de un precepto dictado |>or el Congreso como 
legislatura local, ya que por su contenido, es de exclusiva 
aplicación a la Capital y territorios nacionales, la cuestión 
relativa a su inteligencia serta por eso mismo ajena al re- 
curso extraordinario (pie presupone, conforme al inciso .V" 
del art. 14 de la ley 4X. la sanción de una ley de carácter 
general; l'ág. 2#>. 

Recurso extraordinario. — Interpretado ]>or el fallu recurrido, 
mía o más distinciones (le !a pertinente lev especial del Con- 
greso, y habiendo sido contraria sn aplicación al derecho in- 
vitado y es|>ecia1inetile al de acusación (pie se atribuye al 
recurrente, existe, en el caso, la cuestión federal planteada 
en los términos que estatuyen los arts. 14 de la ley N v 
y 6" de la ley N'-' 4055. y, en consecuencia, el recurso extraor- 
dinario es procedentes: (Faifas, tomo 9H. pág. 421; tomo 
10!. pág. 21f.; tomo 114, $j¿ mire "tros). 2$6. 

Recurso extraordinario. — l'roeede el recurso extraordinario del 
artículo 14. ley 4S, contra una resolución denegatoria del fue- 
ro federal invocado pur razón de la distinta vecindad. Pá- 
gina ,104. 

Recurso extraordinario. — títi caso resuelto por interpretación 
fie la ley N" <pie organizó la Dirección de tas OI>r:is 

Sanitarias de la Nación, institución local como la ley que 
la crea, dictada por el Congreso para el régimen de la Ca- 
pital y Territorios Nacionales y. en consecuencia, exenta de 
carácter federal, no puede fundar el recurso extraordinario 
autorizado por el art. 14 de la ley nacional de jurisdicción 
y cnitqjeteueia. 

No lsista liara la procedencia del recurso extraordinario 
preceptuado en el inciso ,V del art. 14, ley N* 48, que se lia- 
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ya discutido durante el juicio la inteligencia de alguna cláu- 
sula de la Constitución, o de un tratado q ley del Congreso 
ii una comisión ejercida en nombre de la aítforidad hádoná), 
requiriéndose, ¡fu1¡s|Knis»lik-iiu a iitc*. que la decisión definitiva 
sea conmina a la valide* del titulo. rJcrechQ, privilegio o 
exención fundada en dicha cláusula, 

Ks improcedente la intervención dé la Corte Sítprema 
cu ejercicio de -u jurisdicción ajpelada extraordinaria, cuan- 
do lío lia habido división contraria al derecho reclamado haju 
d imperio de la ley nacional. ( Kn el caso hulm, jmr el eou- 
irarin. reeoiKteiniíehta del derecho invocado |Hir el deman- 
dante), r.íy. .IJn. 

Hecursif Miritúrdinarim Broeede d recurso extraordimínq deJ 
art. 14, lev 48» en un caso en que. puesto en cuestión un tí- 
tulo fiiu- se decía emanado de autoridad nacional, aquélla 
ttié resuella desconociéndose f lidio título. IVig, .Í5K. 

Kéctirsp c.vtriwniiiuuiv. Cara la procedencia dd recurso cx- 
iraordinarto del art 1 1. lev 4K, no kisia que la decisión fi- 
nal desconozca un derecho de carácter federal ; es indis) tensa- 
nte para ello, t\w es derecho haya sido ¡.mocado por via de 
acción o de exección como punto comprendido en la fon- 
no versia, pues sólo de esa manera mieda introducido en d 
juicio y pueile ser inriteria de pronunciamiento. (En el caso 
la cuestión fué planteada por primera vez. en el escrito en 
«|ue se interpuso el recurso extraordinnrio. 

Kl examen de las condiciones de uno de los miembros 
dd tribunal «a ipin», pura intervenir en la decisión del ea- 
mi. y la nin.My ujeute anulación del fallo dictado con d con- 
curso <U- rlidio magistrado, son cuestiones regidas exclusi- 
vamente pnr las leyes de procidim ¡culos y de organización 
• le la justicia local, extrañas al expresado recurso, l'ág, ,171. 

AVdir.ífí cxtriioi tliuui tu y onfiifário, l;MS actuaciones produci- 
da- con p.-ti rioridai! al fallo dictado pnr la Corle Suprema, 
y destinados ha hacer efectiva la semencia, no pueden dar 
Inyar a nuevas «sentencias definitivas», susceptibles de au- 
torizar los recursos ¡pie contemplan los artículos 14 de la 
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ley 48 y 3? y 6" «le líi ley 4055. pues son meras resoluciones 
procesales, derivadas Üc aquella decisión y encaminadas a 
determinar el cumplimiento efectivo de la misma. Pág. .í7'>. 

Rcmndicactóil. — Las causas |»or las cuates se adquirí* o se ex- 
tingue el derecho de propiedad, están previstas en el Código 
Civil, y siendo la proscri|)cióti una de ellas, sus disposicio- 
nes delu-ti pre\'alecer sobre Jas leyes provinciales, respecto 
de las condiciones requeridas (jara (jtte ella se produzca; en 
consecuencia, carecí- de valor la defensa funda en cjue solo 
la posesión de terrenos de ejido, constituye título suficiente 
contra toda ¡gestión de dominio |>or |>arie del fisco o de las 
municipalidades, en virtud de lo dispuesto por la ley de ¿li- 
tios en su art. 5 V . y. por lo tanto, procede el rechazo de la 
acción reivindicatoría deducida. P%. 154. 

HcwMwciéíih — Siendo necesario (art, 2758 y siguientes del 
Código Civil i para ejercer la acción reivindicatoría ser, di- 
recta o indirectamente, |ior modos originarios o derivato- 
ríos. dueño del inmueble que se reclama, haher perdido la 
posesión ile él, y demandar al míe la tiene, y no habiendo 
d<-mo>trado c l Estado provincial ser propietario del ¡n 
mueble que reivindica, no es de aluvión ni mucho me- 
nos de aluvión | posterior a] ]" de enero de 1871 ; ni hien 
sin dueño, ni bien vacante o mostrenco (arts, 2M2. incisos 
t* y 3" y 2524 del Código Civil) ; sitió tierra que ha perte- 
necido a un propietario y poseedor, que ha sirio afectada al 
uso público y desafectada después a pedido de un sucesor 
a ti Hilo, a la vez singular por intermedio de otro, y tmi ver- 
bal del arijciglljjj propietario. |Hir el Estado provincial, sobre 
todo con la conformidad activa de la Municipalidad de Mar 
del Plata: al volver al comercio no ha podido entrar en el 
dominio y presión del Estado provincial, pues, lo que no 
es materia de este pronunciamiento, o ha retro vertido a 
los Sucesores de sus antiguos dueños o a la Municipalidad 
de Mar del Plata, que ejercía el dominio sobre esa calle pú- 
blica, ele acuerdo con las disposiciones dadas cu el consi- 
derando 14, En tales coudtcones procede el rechazo de la 
acción re vindicatoria deducida, l'átf. 178. 
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h'cil'tiufhiítio». - Resultando que v) título i livor;» lu j»or ta de 
mandada. i> sea, Ja pwesióu otorgada por el juez federal, 
fia I ña quedado sin efecto |ior el desistimiento del respectivo 
juicio de expropiación, sendo sustituido | m »r el que emanaba 
tic una compra privada a un tercero, la sentencia recurrida 
no desconoció ningún derecho fundado en título, que tuviera 
coino base unn resolución de autoridad nacmnalí |Mir la que 
córtesixinde su confirmación en la partí- materia del recur- 
so. IVig. 35S. 

i 

Vi-niViVi mUtím: 1.a defensa de la patria y di- la Constitución 
«culi forme a las leyes (pie dicte el Congreso y los decretos 
del l'oder Kjmilvn», no consiste sólo en tomar las anuas 
en caso de guerra, sino en ít trinar parte en lodo ticnijM j de 
las fuer/as artuadas de la Nación ; |»or lo que. el ciudadano 
iiaturati/adn ipie renuncia libremente en el acto de enrolar- 
se, al lieueficio del articulo Ji de h Coiislit lición, queda con 
la obligación de prestar el servicio militar que prescril>en 
las leyes de la materia pira indos los ciudadanos argentinos, 
según la clase a que ]Hir mi edad pertenezca y sometido por 
consiguiente, a las exigencias y penalidades dispuestas por di- 
días leyes. 

I-ít disjKísicina del art. 275 del código civil, que prohibe 
a los lujos menores de edad enrolarse en servicio militar, 
no puede interpretarse sino en el sentido de que dicha pro- 
hibición se refiere al enganche en servicio voluntario, de 
tiempo, remuneración, etc.. y las condiciones y la situación 
jurídica en míe se coloca respecto al servicio militar el me- 
nor de edad argentino por naturalización que renuncia al 
k-nefieio del articulo 21 de la Constitución, no son j>or con- 
cepto alguno, las <1el soldado voluntario que presta sus ser- 
vicio:» |M>r locación de los mistnoS, y no difiere sobre este 
puutb del ciudadano nativo, teniendo, en general. los mis- 
mos derechos y deberes, regidos cu igualdad fie condiciones 
]Mir fas mantas 1*yes. l'ág. lü. 
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Titriftts ft'fmfMi'iiiA'. La aprobación de las tarifas curres- 
pondicntcs a los servicios de |b¡s ferrocarriles que dentro del 
régimen establecido por las leyes 2S35 y 2S73 y decerto 
reglamentario dt esta última, ineumlie a! Poder I£jecÜtívo, 
un es rtccesiria que sea x presa. Untando, di- acuerdo con 
H decreta de 5 de marzo de V>V>, incorporado como ar- 
ticulo Jl.í K al Reglamento General (le Ferrocarriles, el sim- 
ple transcurso de más de cijairo iiteses desde la fecha de su 
comunicación a la I >irccctt>n General de Ivi-rnearriles sin i jm* 
hayan sido observadas, para (jije se las tenga jhii- aproltadas. 

J -II proposito gubernativo al diciar el decreto de 2i de 
agosto di* 1821, fui - ' solamente impedir la aplicación tic ta- 
rifas que no hubieren merecido su aprobación en alguna dé 
las formas autorizadas, es decir, expresa n tácitamente. 

Kl derecho de las cu q irisas ferroviarias a aplicar ta- 
rifas a prohadas, constituye una propiedad en la acepción 
constitucional no reconoce más limitaciones míe la cohteni- 
plada ni el art. de la lev 5315, y respecto del cual es apli- 
cable la disposición del art. S74 del Código Civil, que esta- 
Mece que la intención de renunciar no se presume y la íhter- 
prctactóu de los actos que induzcan a probarla dehe ser res- 
trihgída. I'ág- 5. 

TüHfaS fi'rrovhii-'his. Las circunstancias de haher comunicado 
la empresa a la Dirección (¡enera! de Ferrocarriles el pro- 
yecto de modificación de las tarifas videntes, y ríe haher 
aceptado aquella las observaciones de ésta: de haber la em- 
presa presentado un nuevo proyecto en lodo de acuerdo con 
las indicaciones de la expresada oficina y de haher sido pa- 
sadas, favorablemente informadas por ésta, las nuevas tari- 
fas al Ministerio de Obras Públicas [igra mi aprobación |H>r 
el poder Kjeculivo, no autorizaban a la empresa j«ra ]h niel- 
en vigencia las tarifas modificadas, antes de que quedaran 
aprobadas | Mir éste como lo exige la ley especial \" 
y las leves generales sobre ferrocarriles números y 
287 .í, o de que hubieran transcurrido los cuatro meses que 
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rninii-ri el KYi;!;nm'iHn. íife^k te Mía tle Hti etmiutftracíon 
a ta Dimcíún < ¡rtirral y la (te su aplicación al traPM.mrie tm ~ 
tcriffl *lf la «lili-»: *ím <|uc pneda atribuirse a mía á'saítóiáh 
■!i 1:! 1 Ifruvíi'm (¡curra! de Kermcarrilcs. dejando sin rúr- 
t<> .-ira ■ ti pe SC !«• fijaba a la eíiilihsn ti! icrmin.i ríe nia- 
n nía j ticfuj horas ¡«m trae eesara eii líi itvfraéíiun qtie cstu- 
í-.-' cometíeiHlu. el cíen., de stdasintah la taha de nprtúsmftn 

' «presa pe inutn¡l.r rwtiisivamcmr al ftjtfcr Kj'miiivo, ni 
tatuj«K.-t» el ilc fhr \*>r aprobadas, inceanicamenic. dicha* ta- 
rifas •■ntrv tte haber tran-enrrid.! teraithos re^lamniu- 
r¡>'-. IViy. SI, 

Varífué ñrmémajt. La- bttínmetiait^ eÍMluadas v aún las 
nniltas iUl|>ttteMa- a -la empu-a p.,r haber aplicad- f pía matu- 
ramente las tarifas, esto es, a r,ii> de haber pedndn aproba- 
das en alguna de foírtjas autorizadas por h |j»y ü los 
reglamentos, rio o instituyen (a?* idWeríattfones a pe alude el 
ílietwfcrtiailó arti 213 K. fes cuajes supñeíi; necesariamente. 
'liM..in,.nn¡ 1 la.l con las irrita- ini-ma-, por no ser justas „ 
ra/, .nal ile- . Pa-. |l>N 

ÍVfW/efir hrro:ion,ís, , Trai.-eiuTidu on exceso los uutn. me- 
ses a pe m- refiere el ait. 213 I.?, del reglamento genera! 
de h-rrui-irril.s. sin ,¡, :( hubiesen sido nl^ervadas ¡jor no üh- 
justas ra/, .nalilrs 1;,, jarifa* comunicada* a ía Dire-ción 
General 5 publicada* de eontornndad con 1" que dfcpo'm.' el 
an. m <U- la ley V _>s7.í. el ferri .carril demandado pudo 
presa que incnmljc cxehisivameiiic ; ,| l^m Kjecntiyo, ni 
apilarías con |*rfecto derecho a los transportes materia 
itel pleito, t% 231. 

niif/o f>jycutmn Si los dojttiníeruois con pe se promueve eje- 
cución íiit ta-íi finiHidiiS i »r antiiri/atuin del que se dice 
oldigadú, defiera acompañarse e! iii,iriiiiu-iii.. <K esa aillo- 
r«ación indicar W n^i^tr.. en i|nt se eiienentre, de acucr- 
»!<! en |., dis|,n-t.. |,.r <•! art. -I7n dil cu.li-., .i.- prnctili- 
iniehfeis dt la capital. s U plvt..riu ni 1,. redera!, según la lev 
numen. f»^ .Í4.Í. 



FALLOS 

DE LA 

CORTE SUPREMA 

m 

JUSTICIA DE LA NACIÓN 

Caí» I* fíliciA» de mu t-«p«!nra» c*ti*»i 

PUBLICACION niHKilDÁ 
po* los 

DOCTORES HUUAPtX> M. ZAVALlA Y CARLOS DEL CAMPILLO 
SecrcUrlói del Tr.twmi 

VOLUMEN CXLVM - entrega primera 



BUENOS AIRES 
Otero «S Co., Impresofus 

Sucesor**: ANT. CtARCtA & CO 

19*! 



FALLOS 

DE LA 

CORTE SUPREMA 



JUSTICIA DE LA NACIÓN 

Con li ríticiAn i»e hií !fj¡Ki:itt»i cmnn 



PUBLICACIÓN DIRIGIDA 

POW LOS 

Doctores Eduardo M. ZavalIa v Carlos dpi Campillo 

Sccrclirini Jet Tribunal 



VOLUMEN CXI. Vil 



BUENOS AIRES 
o i k h o A c o . , Impresores 

Fufoorcs: Af*r. CíAUCIA & Co 
('»!!* t>*iu. ÍM - 58 
1Í3-J»; 



/'mi '/'tumis Devota y l otiipañia contra el Ferrocarril Central 
de fíncaos Aires, sohre 'devolución de dinero por fieles 
cabrados de más. 



Sunmrin: 1. I.a aprobación de las tarifas correspondientes a 
los servicios tic los ferrocarriles que dentro del régimen 
establecido ]ior las leyes 2835 y 287.1 y decreto reglamen- 
tario di- esta última, incumbe al l'oder Ejecutivo, no es 
necesaria que sea expresa, bastando, de acuerdo con el 
decreto de 5 de marzo de 1919, incorporado como articulo 
213 E al Reglamento General de Ferrocarriles, el simple 
transcurso de más de cuatro meses desde la fecha de su 
comunicación a la Dirección General de Ferrocarriles sm 
que hayan sido observadas, para que se las tenga por apro- 
badas. 

2, " El propósito gubernativo al dictar el decreto de 
21 de agosto de 1821, fué solamente impedir la aplicación 
de tarifas que no hubieren merecido su aprobación en al- 
guna de las formas autorizadas, es decir, expresa o táci- 
tamente. 

3. * El derecho de las empresas ferroviarias a aplicar 
tarifas aprobadas, constituye una propiedad en la acepción 
constitucional, no reconoce más limitaciones que la contem- 
plada en el articulo 9,* de ta ley 5315, y respecto del cual 
es aplicahle la disposición del artículo 874 del Código Civil. 
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que establece que la intención de renunciar no .se presume 
y la interpretación de los actos que induzcan a prolnrla 
debe ser restringida. 

CVwo: Lo explican las piezas sip 



SENTENCIA DEL SKÑOK JUEZ b'EDEKAl. 

I 

Butnoi A¡r«. Noviembr. 10 de 1HÍ4 

\ vistos : 

1a*¡> promovidos por Tomas Devoto y Cía. emura la etn 
presa del l'errocarril Central Buenos Aires, sobre dcvol lición 
de dinero por fletes cobrados fie más. 

■, 

V Considerando: 



1." Qik la adora manifiesta en su demanda, que ella cn- 
niercia con frutos del país y recibió de distintos remitentes por 
intermedio de la empresa, citada, grandes cantidades de lana, 
cuetos, cenias, etc., durante la ¿poca en que todos los ferro- 
carriles aumentaron las tarifas siu la autorización del P. E.. 
|n>r lo i|ue >c ampara en el decreto dictado por éste en agosto 
¿1 de 1921 en (pie se declaraban nulos tales aumentos, y se 
ordenaba a las empresas los devolvieran a los interesados. 

Kn Ijase a tal decreto y a los dispuesto en los artículos 784 
i del Código Civil, solicita se condene a la empresa a de 
volver la cantidad de sesenta y nueve mil trescientos treinta y 
nueve pesos con noventa centavos moneda nacional, en concepto 
de fieles col irados de más, con intereses y costas. 

f-a demanda al contestar sostiene haber ajustado su con- 
ducta en lo relativo a las tarifas, a lo que dispone la ley 2K7.Í, 
¡mes llenadas las formalidades que ella prescribe comenzó a 
aplicar las tarifas. f\l decreto del P. F. de agosto 21 de 1°21 
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tu acata l;i empresa en este caso, se abstiene tic discutir]. i y 
observa que na obstante sus términos, las tarifas cuestionada* 

|uédaron tácitamente aprobadas el 26 de febrero de 1921, por 
lo que la obligación de devolver establecirla en dicho decreto, 
nada tendría que hacer con transportes iniciadas después de esa 
fecha, ni por lo tanto con los que motivan este juicio. Luego 
fie otras reflexiones, dice la empresa que la adora no protestó, 
ni hizo reserva alguna a pes.ir de lo dispuesto en el artículo 1% 

leí Código de Comercio y como el caso se rige ]>or los artícu- 
los SI6y 791 del Código Civil, solicita el lechazo de la deman 
ría, con costas. 

2: Que estudiada la presente causa con ta atención que 
reclama ¡a naturaleza de las cuestiones en ella debatidas, en- 
cuentra el suscrito que la empresa demandada aplicó tarifas au- 
mentadas sin aprobación,, a los tratisportes que motivan estos 
autos, cuyas tarifas eran mayores que las vigentes con anterio 
rulad a su aplicación. 

La propia demandada no desconoce esta circunstancia y 
pretende cohonestarla explicando como ella ln entiende el me- 
canismo relativo a las tarifas contenido en la ley 2K73 y regla- 
mento respectivo. 

•V Oue examinado el punto concerniente a las protestas, 
reservas o salvedades vinculadas con el pago, a que alude la 
demandada a fs. 25, encuentra el suscrito que con las cons- 
tancias de fojas 29 a 32, 36, 38, 06 vuelta y compulsa de fojas 
<M a 85, queda evidenciado que promediaron las reservas y sal- 
vedades, que sostuvo la demandada al trabar la "litis'*, no había 
existido. Por lo tanto, no será menester ocuparse del argumento 
esgrimido por la empresa demandada en su contestación de fo- 
jas 26. 

4.' Que entrando a examinar el punto relativo a la fijación 
de las tarifas por parte de la empresa, la intervención que en 
ello tiene el t*. E. de conformidad a la legislación en vigor y 
demás cuestiones propuestas y planteadas en la "litis contcstatio'". 
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recuerda el superito que en agosto 24 di; 1923 verificó un cjí 
tenso estudio con acopio de numerosos antecedentes de diversa 
Índole, llegando a la conclusión, de que Iti empresa ferroviaria 
■ ti aquel caso demandada, deliia devolver a la actura respectiva, 
il importe de hs sumas alionadas de más. en concepto di* fletes 
cobrados con aumentos no autorizados, en los casos en que hu 
hiera promediado protesta o reserva de repetición. Véase juicio 
le Romeo Colombo v. Ferrocarril Oeste cuya sentencia ya ci 
tada del suscrito, fecha agosto 24 de 1923, figura publicada en 
i'.acctú tlt't Foro, N." 2221: F.t referido juicio bailase pendiente 
ríe sentencia en la Cámara Federal y ya que se trae a cuenta 
i esle Tribunal, conviene señalar que con fecha 27 de octubre 
de 1924 lia pronunciado sentencia -registrada como fallo nú 
mero |í>,4.ít en el juicio Juan II. ( ¡ótniv. v. Ferrocarril Ceu 
tral Córdolta, en la que se advienen una serie de considerado 
¡íes concordantes con las expresadas por el suscrito en agosto 
24 de 1923 ( 1 1, juicios: Colombo v. Ferrocarril Oeste y l.nrn 
fwirdi v. Ferrocarril Sud en septiemlire 29 de 1924 (2¡. 

La referida sentencia de la Cámara recientemente dictada, 
concuerda en gran pane ron el pensamiento del que suscribe, 
antes expresado y ]H,r ende, es factible invocar dicha sentencia, 
fiara robustecer en lo pertinente a la presente. 

5." Que a mérito de lo que se desprende de la "litis" Ira 
kida y compulsa prcalndida y lo dispuesto en el articulo St> de 
la ley nacional N\" 50, el Juzgado estima que la cantidad a de 
volver^ por la demandada, es la que señala la adora al deducir 

i ! inicio. 

PoT la-- consideraciones que preceden, y fundamentos en 
enturados de la sentencia dictada por la Cámara Federal en oe 
tubre 27 ppdo. en la citada causa Gómez v. Ferrocarril Central 
Córdoba — Gaceta Jd Foro, N.* 2571, — fallo: condenado, con 
costas, a la empresa del Ferrocarril Central de 1 Sueños Aires a 
devolver a la adora Tomás Devoto y Cia„ dentro del término 
de lie? dias de ejecutoriada la presente, la cantidad de sesenta 
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s nue\c mil triesKieiitOS treinta y nueve j>esos con noventa cetí 
tavos moneda nacional cuya devolución persigue cu concepto <\< 
aumentos de fieles indebidamente cobrados, Con intereses estilo 
Banco de la Nación a contar desde la notificación de la de 
manda. Xoliííqtiese. repóngase el sellado y oportunamente ar- 
chívese. 



SK.VI i;xa.\ OK J.A CÁMARA l-KOl-KAI, 

Hutnni Atrtí, Jull« .*! át I . 

Vistos y considerando: 

One Tomás Devoto y fia. demandan a la empresa del fe- 
rrocarril Central de Unenos Aires, ]>or cantidad de pesos a nit- 
rito <le haber cobrado esta mayores tarifas fjiie las autorizada- 
por el Poder Ejecutivo durante los meses de "julio, agost-. \ 
septeimbre de 1921, y noviembre y diciembre de 1922" 

Alegan <jue no se hicieron las publicaciones de las nuevas 

tarifas, como lo ordenan los artículos 33 y 44 de la ley 2S73 ; 

ipte el Poder Ejecutivo ]>or decreto de 21 de agosto de 1921. 

■ Icelaró "nulos y sin valor alguno los aumentos efectuados, di- 

"hiendo las empresas devolver a los interesados las sumas ex 

"cedentes cobre tas tarifas autorizadas que actualmente vi 
i. 

gen. 

One la empresa, cumpliendo un compromiso contraído ">c 
abstiene en este caso de discutir la legalidad de dicho decreto, 
sin que rito importe sentar precedente para el futuro, sin re 
nunciar al derecho de sostener en toda otra circuittsancta la ile- 
galidad e inconstitucional idad del articulo 213. E del reglamenta 
general"; qtie el decreto establece que deberán devolverse los 
aumentos hechos sin aprobación previa de las tarifas que en el 
caso ellas no fueron observadas ni durante, ni después de los 
cmtrn meses de su presentación, quedando aprobadas el 25 de 
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febrero de 1921, pues fuernn presentados el 2f> de octuhrr 
tic 1920. 

Sostiene asimismo que se trata de una obligación natural. 
v* >luntar ta mente cumplida, sin reservas, salvedades ni protestas 
de ninguna clase, y por lo taino no procede la repetición de l<> 
logado. 

Oue la sentencia recurrida admite la demanda, haciendo 
mérito de consideraciones legales vertidas por este Tribunal en 
ta causa de Gómez contra el Ferrocarril Central ríe Córdoba, 
fallada el 27 de octubre de 1924. 

Qw en esa ocasión la empresa demandada "no acató" el 
decreto de 21 de agosto, sosteniendo que dentro del margen del 
artículo 9/ de la ley 5,115 |*odta elevar sus tarifas, sin aproba 
ción del Poder Ejecutivo, ni intervención de la Dirección Ge 
riera). 

Que no hace al caso consignar la argumentación de este 
I ribünal en aquel entonces a propósito de la obligación legal 
en el que se encuentran las empresas ferroviarias de obtener 
aprobación expresa o tácita del Poder Ejecutivo para elevar sus 
tarifas, porque como se lia dicho, la demandada reconoce que 
el Poder Ejecutivo ha obrado en ejercicio de atribuciones pro 
pias al diciar el decreto mencionado. 

Que en tal concepto es indudable obligación en que se en- 
cuentra ta empresa del Ferrocarril Central de Buenos Aires de 
devolvét no sólo lo», excedentes cobrados sobre las tarifas que 
regían en la fecha del decreto, sino también los cobrados inte- 
riormente hasta el 24 de junio de 1923, fecha en que se fijaron 
definitivamente por el Ministerio de Obras Publicas las nue- 
ras tarifas. 

Qüíí, en efecto, el decreto de agosto 21 no sólo ordena de- 
volver los excesos de fletes cobrados hasta esa fecha, sino que 
también establece que, a fin de fijar las tarifas razonables y 
insta? que deberán regir, el Ministerio de Obras Públicas pro 
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II 



Cederá al estudio y revisión de las vigentes, consultando la ca- 
pacidad económica del país.. 

Que por decreto del Poder Ejecutivo de 24 de junio <k 
1*'22. se aprobaron las conclusiones del informe de la comisión 
técnica de estudio y revisión de las tarifas, autorizándose la mo- 
dificación parcial de las vigentes. 

< hie si bien es cierto que en .íl de agosto de 11*21, la Dirección 
General lia declarado justas y razonables las tarifas presenta- 
das, poniéndolas en vigencia a partir del 1." de septiembre 
í ís. 112). no lo es menos que en este caso la Dirección lia careci- 
do de facultad |>ara "aprobarlas directamente", no sólo porque es- 
taba pendiente el cumplimiento del decreto de 2i de agosto, sino 
también porque esto únicamente podía hacerlo la Dirección den- 
tro de los límites de las aprobadas pir el Poder Ejecutivo 
(articulo 71, inciso 8.". ley 6.120). las que, como se ha visto, 
recién fueron aprobadas en 24 de junio de 1922. 

Que por lo que respecta a ía segunda razón de oposición 
invocada por la demandada, o sea la derivada de la situación 
judídica en (pie se encuetra la parle adora con relación a los 
fletes, caben las consideraciones legales aducidas por este Tri- 
en el va citado caso de Gómez. 



f 'El pago ]Hir parle de la aclora - elijo la Cámara en este 
" fallo — de las tarifas no autorizadas ni "aprobadas tácitamen- 
" te" no puede considerarse que importe el cumplimiento de una 
"obligación natural, en cuyo caso no puede reclamarse lo pa- 
"gado. tanto jiorque aquél no reviste tal carácter (artículo 513. 
"" (."ódigo Civil), cuanto porque para que la obligación natural 
" produzca su efecto, es indispensable que el pago se haya he- 
"00 voluntariamente, lo que no ocurre en el "sub judice", 
" puesto que la demandada que goza de un monopolio de he- 
"cho con sus vías y de derecho aquel pago para transj>ortar sus 
■ productos (articulo 516, Código Civil)". 

" Y finalmente, que ninguna ley ni reiterada jurispruden- 
' m, exige la portcsta previa para que se 



"efectuado sin causa (artículos ~"2 y 793 ■ Código Civil, 
"cuantío no m* trata, cómo en <■! caso "sttb lite ". del pago de 
" impuestos". 

" ( hu- la protesta previa para justificar la devolución de la 
parle del precio pagado, a f|ite se refiere la Curte Suprema 
en el fallo une si- registra en el tomo 23, pág. 336, citado \mr 
"el ii r/»<y. (pit- si* refiere a la relaja sobre el flete legitimo 
i|iie lo es el correspondiente a las tarifas aprobadas por el Po- 
der Kjfi-iuivo. a <pie tiene derecho el cargador [ior el retardo 
en el transporte; pero no al mayor precio exigido como fleu- 
por la empresa. La procedencia de la repetición lia salo re 
" suelta definitivamente por esta Cámara en la causa análoga 
"seguida |x t La Protectora Agrícola contra el Ferrocarril Cen 
tral Argeiiino, fallada en 24 de agosto de 1923". 

I'i ir las consideraciones expuestas y sus concordantes s* 
ion tirina la sentencia apelada de fs, 150: y. en consecuencia ,sc 
declara q»e la empresa del Ferrocarril Central de Buenos Aires 
i-stá obligada a devolver a Tomás Devota y Cía. en el término 
de diez días de ejecutoriada esta sentencia, los excesos cobrados 
sobre las tarifas aprobadas fjue lian regido hasta el 24 de ju 
nio dé 1922. conm asimismo los excesos ib- fletes («gados en 
noviembre y diciembre de 1922, siempre ipu> ¿stos excedan 
las tarifas establecidas en el decreto citado de 24 fie junio de 
1922, con sus intereses a estilo del Banco de la Nación Argén 
tina, desde la fecha de notificación de la demanda, las costas 
<!e ambas instancias en el urden causado, pir haber asistido a las 
partes razón probable para litigar. — ¡Mtinrliim V.sailuda. - 
T. éÍrm,—M 4, Xasar Amhnrcna. — J . P. I una. — Utf 
Maro» fén disidencia). 

uidinEXciA 

Siendo el préseme caso análogo a los de Torre y Cía. contra 
el Ferrocarril Central Buenos Aires al Pacífico, y Alfonso Hnns. 
contra el Ferrocarril Ccnlral de Buenos Aires, (A), fallados \*n 
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expuestas los misinos, debe revocarse la sentencia del ti ,¡u<> 
expuestas en los mismos, debe revotarse la sentencia del "atino" 
corriente a fojas 150 de este juicio seguido por Tomás Devoto 
y Compañía contra la empresa del Ferrocarril Central de Bu* 
nns Aires, ]>or devolución del importe (le exceso de fletes. 

fosé Marca 
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Buenos Alies, Asiomo Idt l"M 

Vistos y considerando; 

Ijuc dentro del régimen establecido por la> leves 28.15 \ 
2S/3 y decido reglamentario de esta última, las tarifas corres- 
Iludientes a los servicios de los ferrocarriles deben ser apro 
liadas previamente por el Poder Hjcculivo, independien teniente 
de la facultad de qne se haya investido dicho poder público para 
intervenir las tarifas vigentes en las condiciones especificada» 
por la lev X." 5315 (sentencias de esta Corte, de fecha 21 de 
mayo del corriente año dictadas en las causas seguidas por don 
Ju.'ji B. Gómez y otn»s contra la empresa del Ferrocarril Cen- 
tral Córdoba). 

Oue no es necesario, sin embargo, (pie la aprobación del 
Poder Kjcnitivo sea otorgada de una nienra expresa, pues de 
acuerdo ron i l decn to de 5 de marzo di 1 1919, incorporado 
como articulo 213 K al Reglamento General (le Ferrocarriles, 
•*c considerará aprobada toda tarifa míe no hubiere sido obser- 
vada en los cuatro meses siguientes :t la fecha de su comuni 
cación a la Dirección General de Ferrocarriles Nacionales. 

Oue las tarifas de tpie se trata en la presnte "litis" a)»a 
recen comunicadas a la Dirección General con fecha 20 de 
octubre di- P'20 y fueron debida y oportunamente publicada», 
llenándose asi los rermisitos establecidos en los artículos 33 i 
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44 de la ley X" 2873. según lo hace constar dicha oficina en 
su resolución de .1! de ago-to dé 1021 f Testimonios de fs. 112 
v 1 13. 

(hw. por consiguiente, dichas tarifas quedaron aprobadas 
i»ur él simple transcurso tic termino reglamentario ei dia 2u de 
febrero de 1921¡ toda vea que no fueran observadas dentro de 
ese plazo |»or la repartición administrativa encargada de su es- 
tudio ni |Hir el Poder Ejecutivo; y la empresa demandada lia 
podido aplicarlas con pleno derecho a |r»> transporte- realizados 
a |Kirtir de la fecha expresada. 

Qü£ estas mismas tarifas no pueden considerarse afecta 
das |«jr la declaración de nulidad contenida en el decreto de 
21 de agosto di- 1921, porque dado el contexto dé esta resolu- 
ción y las causas que determinaron al gobierno a dictarlo, esto 
es, la desintetigehcla producida entre !a administración > la- 
empresas de ferrocarriles con molivo de la facultad, que se 
atribuían estas últimas, de modificar las tarifas sin intervención 
-Id Poder Ejecutivo, resulta indudable que el propósito gttber 
nativo fué solamente impedir la aplicación de tarifas que tw 
hubieren merecido su aprobación en alguna de las formas auto 
rizadas, es decir, — expresa o tácitamente, — ya que l»or otra 
parte no es de presumir que hubiese entendido privar a las etrt- 
presas del derecho a aplicar tarifas aprobadas: derecho que enn- 
tuuye una propiedad en la acepción constitucional y que tío re 
coimcc más limitaciones que la contemplada en el artículo de 
la ley X." 5M 5. 

Que tampoco puede hacerse derivar la facultad del Poder 
Ejecutivo para anular las tarifa- en cuestión, de la nota colee 
tiva pasarla por la- empresas con fecha 4 de agosto de 1921 
(testimonio de i-. 114), pues del contexto de la recordada eo- 
tiumicación se infiere de una manera inequívoca que el acata- 
miento anticipado que en ella se prestaba, >e refería a la ríe- 
cisión que adoptase el GobCirno respecto a las tarifas aplicada* 
sin previa aprobación, no pudiendo en tales ondictones inter- 
pretarse la actitud d<- los ferrocarriles Como una renuncia ai 
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derecho adquirido de aplicar aquellas tarifas que estuvieron 
aceptadas expresa o implícitamente |w>r el Gobierno, porque con 
arrecio a la ley "la intención de renunciar no se presóme y la 
interpretación de los actos rpic induzcan a aproljarla dtét» ser 
restrictiva". (CÓdi K o Civil, articulo 874). 

One si bien la Dirección General de Ferrocarriles carece de 
atribuciones legales para aprobar tarifas o para decidir acerca 
de la justicia y razonabilidad de las mismas, estando limitada 
-11 acción sobre tales asuntos a asesorar al Poder Ejecutivo, 
procede observar . sin embargo, que en el caso la falta de juris- 
dicción con que fueron dictadas las resoluciones de aquella ofi- 
cina transcriptas a fs. H2 y 11% no puede perjudicar el dere 
eho úv la demandada pira cobrar las tarifas «le que se traía, 
toda vez que ese derecho no se hace surgir de las resoluciones 
impugnadas sino dej lieeho de la aprobación mecánica produ- 
cida por el transcurso de más de cuatro ríjcses desde Ja fecha 
de la comunicación. 

I'or ello y porque lox transportes cuyo precio se discute, 
aparecen realizados con posterioridad a la époéa en que las ta- 
rifas respectivas quedaron aceptadas ("planilla de fs. 10 y si 
. gfUtentes), oído el señor Procurador General se revoca la sen* 

[encía apelada No» i f iquese y devuélvanse al tribunal de pro- 
cedencia donde se repondrá el papel. 

A. PlMíMKJO - j. JmcíCKKOA Al.COH 
CORTA. — ÍÍAMÓx MÉNDEZ — lio- 
iif-KTo Repf.tto. — M. Lavren 

CENA, 



Kn la niÍMiia fecha la Corte Suprema fe pmnttríctó en 
sitial sentido en las causas siguientes: Guitia, '/aihasíí y Cía. 
contra el Ferrocarril del Suri: Mamúda, Moscosso y Cía. mn- 
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ira el Ferrocarril Oeste, > Polotto. Bondoni y Cia. contra el 
Ferrocarril Central de Buenos Aires, sobre repetición de sumas 
pagadas; Litis y Alfredo Lomhardi y Sucesión Vda. de Plácido 
García contra el Ferrocarril de! Sltd.; Teodoro Torre y Cía 
contra el Ferrocarril al Pací] ico; Gmiide, Borniello y Cía.. 
Carlos Gutiérrez; Lolago Hitos, y Fropf y Cía. contra el Fe- 
rrocarril Central de Buenos Aires y Romeo y Colombo e hijo 
y Cia. contra el Ferrocarril Oeste, sobre devolución de exceso 
de fieles. En las falladas con fechas seis del mismo: Jerónimo 
Cassonatto; Berisso Hnos y Pedro Sciarreta contra el mismo 
ferrocarril, por idéntica causa; veintitrés: Alcuaz Hnos. con- 
tra ¡a empresa del Ferrocarril del Sud, jwr igual causa y, en 
las de fecha veinticinco: José Jj. Badano; Renna linos.; Be- 
llini, Antonio; Hoioli, Di Lerna y Cía.; Iníantidis y Cía, Teo- 
-loro; Pedro Filomena y Hnos.; Calteua, Antonio; Lignore 
y Mcuutti; Juan Brizzolara; Alberto Adano; Agustín Alca- 
yaga; Alvarez y Ci;i. : Uusso y Beraldo; Pinasco Cayetano; Ta 
va y Bondi ; Orslni, Alberto y Mugnani, Vicente contra el Fe- 
rrocarril Central de Buenos Aires, por la misma causa. 



(Jim Niuiitl Tabcrtter, soikittt excepción d*-i servicio millar, 

Sumario; t" Procede el recurso extraordinario del articulo 14. 
fey 4/8, contra una sentencia que, dando al articulo 31 de 
la Constitución una interpretación distinta de la atribuida 
¡Mir el recurrnte, no hace lugar al derecho fundado por éste 
en dicha cláusula constitucional, según su propia interpre- 
tación. 

2." 1.a defensa de la |«itria y de la Constitución "con 
forme a las k-yes »¡ue dicte el Congreso y los decretos del 
Poder Kjeeulivo". un consiste sólo en tomar las armas en 
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caso guerra, -.ido rn ímtnar parle en iodo tiempo de las 
imtm armadas de | a \V¡ó M; , )ür ]„ ( .¡ L .; lI(]íI(Iano 
ÍHPalijs^Ip que reaijiicíá ri&raftchte ni el ac¿o dj! enrolarse 
•■'1 Iludid.. dd articulo Jl de & ConstiAt, queda coh 
la olügad&l de prestar c¡ servicio militar nüe prescriben las 
leyes de la materia par;- todos los ciudadanos argentinos, 
según la clase a qne por su edad pertenezca v cometido m 
consiente. : . ]ns t^Sgafcias y penal idades 'dispuestas poV 
'lidias leyes. 

X- Ka disposición del artículo 275 del Código Civil que 
hihc a los hijos menores de edad enrotitfse cu servido 
uiihiar. nu puede interpretarse sinu en el sentido de que 
dicha prohibición *c refiere al enganche en servicio volun- 
timo, [fe tiempo, remuneración, etc., y las condiciones y la 
situación jurídica en une .se coloca respecto al servido mi- 
litar el menor de edad argentino por naturalización qúe re- 
minc.a al beneficio del articulo 21 de la Consiimdón, no 
*on [>or concepto algwtii», las del soldado voluntario que pres- 
ta sus servicios por locación de los mismos, v no difiere 
sobre este punto del ciudadano nativo, teniendo, cu general, 
los mismos derechos y deberes, regidos en igualdad de con- 
diciones por las mismas leyes. 

C aso : Lo ex pitea» fas piezas 



si;.\Ti:.\i t.v om si-ñor , L ti; z , 

Autos y Vistos: («ira resolver sobre la solicitud de excep- 
ción militar de Nadal Taberncr, fundada en el art. 21 de la Cons- 
titución Nacional. 
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Y Considerando: 

1. ' Que habiendo renunciado el solicitante, cuino extranjero 
naturalizado, al privilegio de no prestar servicio militar durante 
diez años, que establece el art. 21 de h Constitución Nacional, 
hay que considerar previamente tas circunstancias en que se pro- 
dujo dicha renuncia, porque su eficacia depende de que haya 
sido hecha o no en condiciones legales. 

2. " Que los extranjeros que acrediten los extremos exigidos 
en la ley sobre naturalización, entre los cuales se halla el de te- 
ner, por lo menos, diez y ocho años de edad, obtienen, si la 
piden, ciudadanía argentina y deben enrolarse con forme a las 
disposiciones de la ley S129. 

3. * Que del hecho de que la ley habilite a los extranjeros 
l*ara gestionar la obtención de ta ciudadanía nacional a la cdatl 
de diez y ocho años, no puede derivarse eme desde esa edad liasta 
la de veintidós años, en que cesa la incapacidad (art. 128, Cótl 
Civ.), sean capaces de ejercer derechos como ct de la declinación 
de un privilegio cuya renuncia implica obligar sus personas a la 
contribución del servicio militar. La situación del nativo es dis- 
tinta; él no tiene que acogerse a ningún beneficio; a los veinte 
años de edad presta servicio militar porque se lo exigen ta Cons- 
titución y la tey especial mente destinada a regir sus obligaciones 
militares, 

4.9 Que la renuncia hecha por Nadal Tabcrner significaría 
que este, a lus diez y ocho años de edad, seria hábil para obli- 
garse por si mismo a prestar servicio militar, to eual contraría 
disposiciones deméntales sobre capacidad, contenidas en nuestro 
Código Civil. Desde luego, según éste, el menor adulto esta su- 
jeto a representación necesaria (art. 56) ; y en autos consta 
'. tv ti "in íine") t que no ha intervenido en la renuncia hedía 
por Taberncr ninguna de las personas llamadas por la ley para 
ejercer dicha representación. El art. 275 prohibe, además, ex- 
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presamente, que los hijos se enrolen en servicio militar, sin li- 
cencia o autorización de sus padres, siempre, natnratmente, como 
ocurre en este caso, que una ley militar no disponga lo contrarío. 
Y la ley militar no dispone lo contrario, respecto del extranjero, 
iwrque si éste no renuncia al beneficio del art. 21 de la Consti- 
tución Nacional, no está obligado a prestnr servicio militar du- 
rante diez años. 

5.» Que !a renuncia de que se trata» hecha por Taberner en 
las condiciones descriptas, carece de eficacia por las razones ex- 
puestas j subsiste, pues, el Ijencftcio que acuerda a aquél la Cons- 
titución Nacional en el art. 21, y es ilegal ta inclusión del soli- 
citante de ta excepción en las listas de sorteo de la dase a que 
pertenece, para prestar servicio militar, 

Por tanto, así se declraa ; remítase al Distrito Militar testimo- 
nio de la presente y la libreta de enrolamiento de fs. 1. — Koti- 
fiquese y archívese. — R. A. Legui samán. 



" SKXTGNCIA T)tí ¡, A CÁMARA KEI>KKA1, 

L» PIIU, ScpUtmbfc U 4c m: 

Y Vistos: Las obligaciones y derechos que ta Constitución 
crea y aetterda a los ciudadanos argentinos, en su carácter de 
tales, están regidos sólo por las leyes reglamentarías respectiva*, 
especiales en la materia c independientes de la legislación codi 
írcada aplicable a todos tos habitantes de} país. 

Las leyes políticas y las que rigen la organización del ejér- 
cito y la defensa nacional, reglamentando disposiciones expresas 
de la Constitución, deben interpretarse, por tanto, sin subordina- 
ción a otras de carácter distinto y general, pues aquéllas contem- 
plan, únicamente, las relaciones de los argentinos con la Nación 
y la elección de sus poderes teniendo por sujeto al ciudadano 
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írcnle a su patria de origen o de adopción legitima, mientras que 
tas otras se refieren al común de las personas, desde su naci- 
miento y en sus relaciones cutre si o con la familia, o con las 
cosas o con el Estado, cúfño entidad de derecho. 

A nadie se íe lia ocurrido que los jóvenes mayores de diez 
v ocho años y menores de veintidós, necesitan de la autorización 
paterna para disponer lihremcute de su voto, o cumplir otros de- 
beres electorales, estando, no obstante, trajo la patria potestad y 
todas las restricciones que tal estado imjmrta. Es que el derecho 
de voto y demás obligaciones ciudadanas escapan del campo de la 
legislación puramente civil establecida en el código respectivo, 
para encuadrar dentro de la ley de elecciones nacionales que 
acuerda el voto independiente a los ciudadanos de diez y ochu 
anos cumplidos creándoles deberes correlativos. 

Así también cuando la ley número 180 concede en favor de 
Io> extranjeros mayores de diez y ocho años el beneficio de la 
naturalización sin otros requisitos que la residencia necesaria y 
la manifestación ante el Juez Federal de su voluntad de ser ciu- 
dadano argentino, delx; entenderse que dicha manifestación dv 
voluntad, ha de hacerse libremente, sin tutorías ni consentimiento 
alguno extraño, toda vez que se trata de la exteriorizaeión d*- 
un sentimiento absolutamente personal. 

l'or otra parte, la naturalización, una vez obtenida, asemeja 
el naturalizado al nativo, con muy pocas limitaciones y con el 
beneficio del articulo 21 de la Constitución, consistente cu la 
libertad para prestar o no el servicio militar, que obliga a todo* 
los ciudadanos, durante diez años. 

Si las leyes, pues, reglamentarias de los artículos 20 y 21 de 
la Constitución Nacional, permiten a los extranjeros de diez y 
ocho años optar por si solos a la nacionalidad argentina, acep- 
tando todas sus consecuencias, lógico es admitir que los naciona- 
lizados en esas condiciones, puedan renunciar también por si a 
los beneficios respectivos, estando, como lo está, prevista y auto- 
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rutada dicha minucia. Es cierto que el Código Civil prohibe a 
los menores enrolarse en el servicio militar, pero aparte de que 
esa prohibición no podría ópiitte^e nunca a los artículos 20 y 21 
de la Constitución; 2* y 1 * y 2.» de las leyes 8129 y 4707, ella 
debe, aplicarse con respecto at enganche en servicio voluntario, 
en cuyo caso los menores no están obligados por la Constitución 
o la ley. 

Ahora bien; si los ciudadanos deben armarse en defensa de 
la |>atria y de la Constitución, conforme a las leyes que dicta e! 
Congreso y decretos del Poder Ejecutivo Nacional, el servicio 
obligatorio libre de [.restarse o no personalmente i>or los extran- 
jeros naturalizados no puede ser sinó el reglamentado por esas 
leyes y no otro alguno circunstancial o especial, es decir, el ser- 
victo llamado de conscripción regido ]>or la ley 4707. q ue tiene 
su principio de ejecución en la ley de enrolamiento 8129. 

Del* considerarse, en consecuencia, que el ciudadano natu- 
ralizado, del caso, que ha renunciado libremente, en el acto de 
enrolarse al beneficio del articulo 21 de la Constitución, ha que- 
dado con la obligación de prestar el servicio militar que prescri- 
ben las leyes de la materia, (jara todos los ciudadanos argentinos 
según ta clase a que por su edad pertenezcan, y por consiguiente, 
sometido a las exigencias y penalidades dispuestas por aquellas 
leyes. 

Por estos fundamentos se revoca la sentencia apelada de 
fs. 13, — Devuélvase. — R, Guido tavaík. — Antonio L. Mar- 
cenan (en disidencia \. — U. ft,nd. 



FALLO HE LA COH^K SUPREMA 

Aire», AffMt* 4 de INI 



Y Vistos : el recurso extraordinario interpuesto y concedido 
cintra sentencia de la Cámara Federal de Apelación de 1.a Plata 
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en la solicitud de excepción del servicio militar del ciudadano 
naturalizado Nadal Taherncr. 

Y Considerando: 

Que según se expresa por el recurrente ^ escrito de fojas 4;. 
al renunciar al beneficio del articulo 21 de la Constiutción, in- 
terpretó dicha cláusula en el sentido de que la defensa a que 
alude se refiere ftl raso de guerra, y la sentencia de que se apela, 
atribuyendo a la enunciada disposición constitucional una inter- 
pretación distinta, no hace lugar al derecho fundado en aquel 
concqjto, circunstancia que determina la procedencia del recurso 
■•xtraorrlinario, y asi se declara. 

Que en cuantn al fondo, la cuestión relativa a la inteligencia 
que corresponde atribuir al articulo 21 de la Constitución, üq 
puede ser otra que ta que fundamenta el fallo recurrido, toda ve/ 
que dicho precepto constitucional no contiene la limitación in- 
vocada ni es posible inferirla de su texto que consagra la obli- 
gación de armarse en defensa de la patria y de la Constitución 
"conforme a las leyes míe dicte le Congreso y a los decretos del 
Kjecutivo Nacional"; facultades ampliamente ejercidas por am- 
bos poderes al dictar leyes y reglamentaciones sobre servicio mi- 
litar, de acuerdo con las exigencias permanentes del interés su- 
premo de la defensa, la que no consiste sólo en tomar las urina** 
en caso de guerra, sino en formar tarte en todo tiempo de la:- 
fuerzas armadas de ta Nación. 

Que respecto al punto principal del litigio, que consiste en 
determinar si es o no legalmente válida la renuncia del bene- 
ficio de que se trata, aparece resuelto igualmente en la sentencia 
recurrida, de acuerdo con los principios y las disposiciones le- 
gales que rigen el caso, esto es, de normas y preceptos especiales, 
como las relaciones jurídicas a que se aplican, y que no estando 
comprendidas en la esfera de acción del derecho común, no pue- 
den ofrecer a su respecto la contradicción o discordaivcta que ha 
suscitado la presente "litis 1 *. 
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Es, en efecto, de tal manera elemental la diferencia de la 
noción o concepto de la "persona ciudadano" de la que define 
y caracteriza a la "persona civil", (¡uc fas derechos y deberes res- 
pectivos tienen forzosamente que regirse por estatutos diferen- 
tes, en radios de actuación legal propios, sin discrepancias fun- 
damentales que impidan la coexistencia armónica de una y otra 
situación jurídica. De ahí que, en casos como el de autos, un 
menor de edad, ¡ncajucitado por la ley común para el ejercicio 
de los derechos civiles, es capaz por ta ley de ciudadanía para 
naturalizarse ciudadano argentino y ejercer los derechos poli- 
ticos inherentes a ese título, sin que ello altere o modifique en 
una y otra situación el imperio de las leyes respectivas. 

Que de acuerdo con las consideraciones precedentes y las 
disposiciones legales aludidas, y si bien la sentencia apelada es 
irrevisihle sobre este punto por ser de derecho común y extraño, 
en consecuencia, al presente recurso, cabe sin embargo establecer, 
a mayor abundamiento, que la disposición del art. 275 del Código 
Civil que prohibe a los hijos menores de edad enrolarse en ser- 
vicio militar sin Ucencia o autorización de sus padres, no puede 
interpretarse sino en el sentido en que lo ha sido por la sentencia 
<|uc se examina, esto es, que dicha prohibición se refiere al en- 
ganche en servicio voluntario, acto que no se determina j)or el . 
cumplimiento de un deber legalmente impuesto al menor, sino 
]Hir una relación contractual entre éste y el Estacó para !a pres- 
tación de servicios militares en determinadas condiciones de 
tiempo, remuneración, etc., y de ahí que sea necesaria la autori- 
zación paterna para la validez de dicha convención. Así lo ha 
entendido el Honorable Congreso, que no derogó, como pudo 
hacerlo, por la ley especial el precepto citado del Código Civil, 
sino que lo confirmó al sancionar el articulo 44 de la ley 4707 
reformado por la ley 5043, estableciendo que los soldados volun- 
tarios del ejército deberán comprobar condiciones de buena sa- 
lud, buena conducta y aptitudes para el servicio militar, y ade- 
más "presentar autorización de sus padres o tutores, cuando 
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fuesen menores de edad": y así la ha establecido la jurispruden- 
cia, refiriéndose siempre, al aplicar el artículo 275 del Código 
Civil a los casos de servicio militar ajustados par contrato de 
etigátiche, t omo ocurrió en las causas del tomo 65, páginas 4 1 ' 
y 339 de los fallos de esta Corte, que se anotan en el voto en 
disidencia de fojas 26 de autos. 

Que las condicione!? legales y la situación jurídica cu que se 
odoca respecto al servicio militar el menor de edad argentino por 
naturalización que renuncia al beneficio del artículo 21 de la 
Constitución, no son por concepto alguno las del soldado volun- 
tario que presta sus servicios por locación de los mismos. Eli- 
minada la exención constitucional referida, el ciudadano natura- 
lizado no difiere sobre este punto del ciudadano nativo; tiene, en 
general, los mismos derechos y delires, regidos en igualdad de 
condiciones por las mismas leyes; de manera que llenada la for- 
malidad del enrolamiento, se incorpora su nombre a las listas de 
-orleo, y practicado éste, et número que le corresponda dctcnnin;< 
su situación de servicio al convocarse la clase a une pertenezca. 
Si en estas condiciones, el ciudadano naturalizado o el nativo, no 
fuese llamado a la prestación del servicio obligatorio porque una 
causal legítima lo exime de ese deber, el exceptuado puede si asi 
lo desea, ingresar al ejército en calidad de voluntario, y entonces, 
si es menor de edad, tendrá que acreditar, cutre otras exigencias 
legales precedentemente enumeradas, el consentimiento de sus 
]>adrcs o tutores. 

En la presente cansí, ningún antecedente autoriza a consi- 
derar que la renuncia de la franquicia aludida haya respondido 
al propósito de enrolarse el menor naturalizado como soldado vo- 
luntario por contrato, ni es esc el servicio que la autoridad mi- 
litar exige en el caso, sino el que deriva de inmediato de la 
situación bien definida de un ciudadano en la plenitud de los 
derechos y deberes que le son inherentes en tal carácter. 

Que por lo demás, ningún óbice legal se opone a que por 
su libre determinación, el beneficiario de una concesión de es- 



tintillo como la de que se tratn. la renuncie na™ incorporarse a 
su patria de adopción sin reatos ni privilegios. La minoridad no 
puede constituir causal de invalidez de un acto jurídico de «ta 
índole, cuando no lo lia sido en la realización del de mayor tras- 
cendencia que le precede, esto es, el de renuncia de la propia 
nacionalidad y adopción de otra, lo que implica su adaptación 
legal a las instituciones fundamentales de una nueva entidad 
política. 

Mor estos fundamentos, y oido el señor Procurador General, 
se confirma la sentencia apelada en cuanto ha podido ser ma- 
teria ,M recurro. -- W.tifíquese y devuélvanse al tribunal de 

V lÍF.itMEJO — J. FjGUEROA AlCOS- 

cokta — Ém$$ Méndez — Ro- 
níTTu — M. I..\rKi:vci:\.« 



Carlos M, Avih, Presidente de h Cántara Federa! de Apelación 
det Rosario, solicita medidas de superintendencia. 

Smnari» ; La Corte Suprema, dada la gravedad de ciertos he- 
cho.- ocurridos en la Cámara Federal de Rosario, resolvió 
de conformidad con lo dictaminado por el Procurador Ge- 
neral y lo dispuesto en el articulo 12, inciso 4,' de la ley 
4055, ponerlos en conocimiento de la Honorable Cámara de 
Diputados de la Nación. 



Caso : Lo explican las piezas siguientes : 
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U1CTAMKV OKI, 1'ROCLiRAHOK UKXEKAL 

Bueno* Air», A(0»tO 3 d« M0M 

Suprema Corte: 

En i'l despacho telegráfico precedentemente agregado el 
,cñor Presidente de la Cámara Federal de apelación del Rosario, 
doctor Carlos M. Avila, da cuenta a V. E. que ha sido desacatado 
e injuriado de palabra y de hecho por el Vocal de la misma, doc- 
tor José M. Fierro, en un acuerdo, produciéndose como conse- 
cuencia un incidente de vías de hecho entre ambos magistrados 
por lo que solicita la intervención de esta Curte Suprema y la 
investigación cor rescindiente. 

En un lucho pi ►steruir ej mismo Presidente de la Cámara 
anuncia que acaba de ser retado a duelo por el doctor Fierro, 
habiendo rechazado ta provocación. 

La gravedad de los hechos que se denuncian ponen de nía 
niíic-to. tu mi opinión, la necesidad de la intervención que 8* 
requiere en ejercicio de la superintendencia general que a V. F. 
acuerda dj articulo 11, inciso 4." de la ley 4055. 

Procede, así que V. E. tome noticia de la denuncia referid;! 
;i los fines de |>oncr la incidencia en conocimiento, si fuere el 
caso, de la Honorable Cámara de Diputados de la Nación. 

f^a falta de armonía entre los miembros de la Cámara Fe- 
deral referida en grado de llegar a oponer trabas al regular fun- 
cionamiento del tribunal es evidente atento las precedente comu- 
nicaciones de Su Presidente y los conflictos a que se retiren las 
resoluciones de V. E. de IR de junio de 1924 (tomo 140. p. 425) 
y de 14 de diciembre de 1925 (tomo 145, p. 305) : todo lo que 
pueda dar fundamento a reclamar de la Honorable Cámara de 
Diputados de la Nación el ejercicio de la facultad que le acuerda 
i4 articulo 45 de la Constitución de la Nación. 

Tal cí mi dictamen. 

Horario R, Lárrria. 
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■ 

BllCHOf Aíftft, AgO&'Q 4 dt 19*0 

Vienta la gravedad de los actos ofensivos al decoro de la 
;Kliiiiiiis,t radón tic Justicia y que traban el regular funcionamien- 
to del tribuna!, denunciados por el Presídeme de la Cámara 
Federal de Apelación dé Rosario de Santa Fe, doctor Avila y el 
Vocal de la misma, doctor Fierro, actos que crean a ese tribunal 
una situación que no podría ser favorablemente modificada por 
aplicación de las simples medidas disciplinarias que autoriza la 
ley, de conformidad con lo dictaminado por el señor Procurador 
( jeneral y lo dispuesto en el artículo 1 1 . inciso 4." de la (ey nú- 
tuero 4055, póngase en conocimiento de la H. Cámara de Di- 
putados de la Xación. con remisión de sus antecedentes. 

A. Bermejo. — J, Ficueroa Al- 
cor ta. — Ramón Méndez. — 

Roberto Rkpetto. — M. Lav- 

RENCENA. 



Gnú Üioitistú del Carril, solicita excejaón del senrkio tuilitar. 

Sumario : No prficcde el recurso extraordinario del artículo 14. 
ley 48, contra una sentencia que no se funda en una inter- 
pretación de la cláusula constitucional invocada, que sen 
contraria a la inteligencia atribuida por el recurrente, sino 
a la circunstancia de que éste ha renunciado expresamente 
:t la exención del articulo 21 de la Constitución a que el 
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presente se acoge. (Fundamento que por referirse a un au 
tccedcntc de hecho y prueba, es extraño a dicho recurso). 

Caso: I.o explica le siguiente: 



FALU> I>« LA COKTE SUFKEMa 

■ntttM Airo. Aisil* < dt \w 

Y Vistos: 

El recurso extraordinario interpuesto y concedido contra 
sentencia de la Cámara Federal de Apelación de La Plata, en la 
solicitud de excepción militar del ciudadano naturalizado, Dio- 
nisio Carril. 

Y Considerando : 

Que la sentencia recurrida, a diferencia ile la que recayó 
en el caso de Taherner resuelto rocientemnte, no se funda en una 
interpretación de la cláusula constitucional invocada que sea con- 
traria a la inteligencia que le atribuye el recurrente o su repre- 
sentante legal, sino en la circunstancia, que se dice demostrada 
en autos, de que el peticionante ha renunciado expresamente a 
la exención a que ahora se acoge, fundamento que, por referirse 
a un antecedente decisivo de hech* y de pntefia. no puede auto- 
rizar la procedencia del recurso extraordinario. 

Que otro tanto procede observar respecto a! sentido legal 
con que el fallo en apelación ha declarado inaplicable al caso el 
artículo 275 del Código Civil, decisión que por recaer sobre un 
punto de derecho común no es revisible por la vía del presente 
recurso, según es de ley y de constante jurisprudencia (Ar- 
tículo 15, ley número 4$). 

Que por lo demás, rorn-siMHidc establecer que en lo funda- 
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mental esta causa guarda completa analogía con la resuelta |H>r 
esta Corte en fecha 4 de agosto corriente, en los autos "Excep- 
ción del servicio militar del ciudadano naturalizado Nadal Ta- 
berner", y en consecuencia, supuesta la procedencia de la ape- 
lación, le serían aplicables las consideraciones principales y la 
decisión recaída en dicho pronunciamiento. 

En su mérito, y atenta la improcedencia de la apelación ex- 
traordinaria intentada, oido el señor Procurador General, se de- 
rla ra mal concedido rl recurso. — Notifíquesc y devuélvase. 

■ 

A, Besmejo. _ J. FrcinctOA Al- 
corta. — Ramón M¿ndh. — 
Robehto Repctto. — H. Laü- 

R5.VCENA 



Señores Rossi y Rocen (Comisión Liquidadora) contra la Mu- 
nicipalidad de Tucuwán, por cobro de pesos. — incidente 
sobre embargo. 

Sumario : 1* Procede el recurso extraordinario del artículo 14. 
ley 48, contra una decisión de un tribunal provincia de úl- 
tima instancia, favorable a la validez de una disposición de 
la ley orgánica de las municipalidades, impugnada por el 
recurrente como contraria a una cláusula de la Constitución 
Nacional y a disposiciones del Código Civil. 

2» El precepto que contiene el artículo 108 de la Consti- 
tución no deja lugar a duda en cuanto a que todas las leyes 
que estatutyen sobre las relaciones privadas de los habi- 
tantes de la República, siendo del dominio de la legislación 
civil & comercial, están comprendidas entre las facultades 
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los códigos fundamentales que 9a Constitución atribuye ex- 
clusivamente al Congreso. 

3* El articulo 196 de la ley orgánica <le los municipali- 
dades al sustraer a ta Municipalidad de Tucumáu a la acción 
de sus acreedores en cuanto a la forma y modo de hacer 
efectivos sus derechos, ha estatuido sobre materia que es 
del resorte exclusivo del Congreso, a cuya legislación deben 
conformarse las provincias no obstante cualquier disposi- 
ción en contrario que contengan la constitución o leyes lo- 
cales. F.n consecuencia, el auto de la Corte Suprema de 
la Provincia de Tucumán denegando un pedido de embargn 
preventivo sobre un bien de propiedad municipal, a mérito 
de lo estatuido en la expresada disposición de la ley orgá- 
nica de Municipalidades, no puede fundarse con eficacia 
legal cu dicho precepto, porque ello importaría consagrar 
disposiciones derogatorias de las que contiene el Código 
Civil en cuanto a la forma y medios de perseguir el pftgci 
de las deudas. 

c f jo explican tas -¡guíenles piezas. 



I>K» KKIO BE M SCPBI M\ CIWTK I1K ,1 l STK1A DF. TLCi AlÁN 

Tucumid, Novkahie M de lí» 

No siendo procedente el pedido formulado de fs. ,Í33 a 
f» ,i34, — de acuerdo a lo dispuesto por el articulo Ü6 f« fi»c. 
de líi Ley Orgánica de las Municipalidades — , no ha lugar á 
lo solicitado. 

Pács tic la Ton; . 



Solicitada reconsideración del decreto que precede, se dictó 
la siguiente; 
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Tucwrta, Dtcfetfbti M «c IMS 

Autos y Vistos, Y Considerando : 

I — Que las precedentes diligencias tienen por objeto d 
embargo de bienes contra la Municipalidad de Tucumán, en eje- 
cución ile la sentencia de fs. 235 a 237 que la condena a pagar 
una suma de dinero. 

II. — Que tal embargo sólo puede efectuarse en la cuarta 
parte de sus rentas según lo prescripto por el artículo 1% de la 
Ley Orgánica de las Municipalidades, análogamente a lo que 
dispone el art. 18, íjj fnie, de la Constitución de Tucumán res- 
pecto a esta provincia. 

TU. — Que dicho precepto legal nú vulnera ni desvirtúa los 
derechos (|ue según la Constitución Nacional y el Código Civil 
puede tener el ejecutante, porque es simplemente reglamentario 
del procedimiento en juicio. 

Si bien es verdad que establece una excepción en cuanto al 
urden de los embargos a que se refiere el art. 336 del Código 
de Procedimientos Civiles, no es menos cierto que trátase de una 
ley local sobre materia reservada exclusivamente al estado pro- 
vincial, y <¡ue es a la ve¡í de orden público. 

Eu efecto, si al arbitrio del acreedor pudieran embargarse 
los bienes de la provincia o de la municipalidad, los poderes pú- 
blicos que representan a esas entidades quedarían imposibilitados 
para Henar sus fines con evidente perjuicio del bien púhlico, 

IV. — Que por otra parte, tío es argumento válido el que 
alega el ejecutante sobre la supuesta conformidad de la Muni- 
cipalidad ejecutada, porque esta sanción sólo es aplicable en él 
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caso previsto por el arr, 106 del Código de Procedimientos Ci 
vilea y no por analogía, 

Además, na consta que el traslado o vista ordenada a is 334 
se haya corrido con las copias de ley (Arl. 49, Código de Pro 
cedimientos Civiles). 

Que atento lo considerado y no concurriendo los extremos 
de los artículos 2 y 6 de la ley nacional número 4055, no pro 
cede la apelación en subsidio interpuesta para ante la Suprema 
Corte Nacional. 

Por tanto, se resuelve ; No hacer lugar a la reconsideración 
-.i (licitada de la providencia de fs, 333 a 334. en cuanto dispone 
(\nc el embargo pedido por el ejecutante debe practicarse con- 
forme al artículo 196 de la Ley Orgánica de las Municipalidades, 
y denegar, asimismo, ta apelación en subsidio interpuesta para 
ante la Suprema Corte Nacional. — Regúlame los honorarios 
del dóctór Adolfo Piossck por su intervención en esta instancia, 
en la suma de cien pesos moneda narínnal. — Hágase saber. 

M. Tiirr Je Ui Turre. -- Ernesto Anwz. — Adolfo S. Cu- 
rransa. — M. S alazar Colambres, secretario. 



U1CTAMKN [>EL S1ÑOK l*KOH KAI«)K UESEHAJ- 

Buenos Airts. Junta ' de l9Sñ 

Suprema Corte: 

La resolución de fojas 342 dictada cu esta causa que siguí- 
la Sociedad Rossi y Rocca contra la Municipalidad de la ciudad 
de Tucumán, ptir cobro de pesos, deniega a la actora el derecho 
que ésta invoca, fundado en disposiciones de la Constitución Na- 
cional y del Código Civil, para hacer efectivo un crédito qu;* 
ejecuta sobre bienes de propiedad de la comuna 
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El tribunal ha resucito la causa en última instancia sin en- 
trar a considerar la naturaleza de los bienes cuya ejecución se 
s< '¡cita, lia denegado; lisa y llanamente, el embargo pedida jtor 
la actora en atención a que el artículo 196 de la Ley Orgánica 
de las Municipalidades sólo permite el embargo de una cuarta 
parte de las rentas comunales. 

Los antecedentes indicados demuestran, inte en la causa 
st- ha planteado el caso federal que autoriza la intervención de 
V. E. en el recurso extraordinario creado por el artículo 14 de 
la ley 48. recurso que, interpuesto por la actora, ha sido dene- 
gado, indebidamente en mi opinión, por el tribunal apelado. 

Por ello pillo se sirva así declararlo. 

En cuanto al fondo del asunto: La doctrina uniforme de 
Y. E. ha establecido (137; 169 y otros) que las leyes locales, 
si bien pueden imponer reglas a tas autoridades de una provin- 
cia para la inversión de las rentas de ésta, ellas no pueden sig- 
nificar la derogación de las (pie contienen los códigos dictados 
j K ,r el Congreso resjwclo a la forma y medios de perseguir el 
pago de las riendas (Constitución, artículo 31 y 67. inciso II 
y artículo 108. 

Habiendo la sentencia recurrida denegado el embargo so- 
licitado sin pronunciarse acerca de si los bienes objeto de esa 
medida estaban o no afectados al pago de servicios públicos in- 
eludibles, soy de opinión que la interpretación dada por el tri- 
bunal apelado al artículo 196 de la ley Municipal citada, es vio- 
latoria de los derechos que invoca la parte actora. 

Tal es mi dictamen. ' 

Horade h. t.arrchi 
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FALLO Di: LA CORTE SUPREMA 

•wfiM AlRt. Attita « de It» 

Autos y vistos : 
Considerando : 

Que en el curso del juicio tramitado ante la Suprema Corte 
ríe la Provincia de Tucumán por "Rossi y Rocca (comisión liqui- 
dadora) contra la Municipaldiad de ta ciudad de Tucumán sobre 
cobro de pesos" se ha sostenido por el recurrente la invalidez 
riel artículo 196 de la ley orgánica de las municipalidades por 
ser contraría a lo dispuesto por los artículos 31 de la Constitu- 
ción Nacional y 33 y 42 del Código Civil. 

Que habiendo sido la decisión del tribunal de la última ins- 
tancia favorable a la validez del artículo 196 de la ley orgánica 
de las municipalidades de Tucumán. el recurso extraordinario es 
procedente de acuerdo con lo establecido en el artículo 14. in- 
ciso 2> de la ley N» 48. 

Por ello y de conformidad con lo dictaminado por el señor 
Procurador General, así Sí declara, 

Considerando en cuanto al fondo del asunto por ser inne- 
cesaria mayor substanciación. 

Que la Corte Suprema de la Provincia de Ttietimán ha de- 
negado el pedido de embargo sobre un bien de propiedad muni- 
cipal, fundándose en que de acuerdo con los dispuesto por el 
artículo 1% de le ley orgánica, las Municipalidades "no podrán 
ser ejecutadas en la forma ordinaria ni embargadas sus rentas, 
debiendo en esc caso el Concejo arbitrar dentro del término de 
ocho meses, los recursos para verificar el pago, bajo pena de 
la ejecución de la sentencia en la eiiarta parte de ta renta mu- 
nicipal". 

Que como lo ha declarado esta Corte, de acuerdo con el 
articulo IOS de la Constitución, las Provincias no ejercen el po- 
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dcr delegado a la Nación y no les está permitido diciar Jos có- 
digos civil, penal, comercial y de minería, después que i*l Con- 
greso los haya sancionado, precepto que no deja lugar a duda 
en cuanto a que todas las leyes que estatuyen sobre las relacio- 
nes privadas de los habitantes de la República, siendo el domi- 
nio de la legislación civil o comercial, están comprendidos entre 
las facultades de dictar los códigos fundamentales que la cons- 
titución atribuye exclusivamente al Congreso. ( Fallos: tomo 103. 
página 373 y tomo 133» página 161). 

Que los Municipios son por el Código Civil (articulo 33, 
inciso 3«) personas jurídicas de existencia necesaria, demanda- 
Mes > susceptibles de ser ejecutadas; de suerte que el articulo 
196 de la ley orgánica de las Municipalidades, al sustraer a la 
Municipalidad de Tucumán a la acción de sus acreedores en 
cuanto a la forma y modo de hacer efectivos sus derechos, ha 
estatuido sobre materia que es* del resorte exclusivo del Con- 
greso, a cuya legislación deben conformarse las provincias no 
obstante cualquier disposición en contrario que contengan su 
constitución o leyes locales. (Tomo 133, página 161). 

Que en ronsecuencia, el auto denegatorio del ciulKirgo, no 
i Hiede fundarse con eficacia legal en el precepto invocado ¡>nr 
la Corte de Tucumán, porque ello importaría consagrar dispo- 
siciones derogatorias de las que contiene el Código Civil, en 
cuanto a la forma y medios de perseguir el pago de las deudas. 

Que, como se ha establecido en casos análogos, el régimen 
jjolitico y administrativo de las Provincias no es otro que el . 
previsto en los artículos 104, 106 y correlativos de la Consti- 
tución Nacional y por latos que sean fos poderes inherentes al 
mismo, no llegan lutsta autorizar sanciones legales que esién en 
pugna con la legislación de fondo dictada por el Congreso, como 
ocurre con el artículo 196 de la ley orgánica de las Municipa- 
lidades de la Provincia de Tucumán , del punto de vista expues- 
to en los considerandos precedentes. (Constitución Nacional, 
artículos 31 y 108; argumento del fallo, tomo 124. página 379. 
y fallo, tomo 133, página 161), 
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lin su mérito y de conformidad con lo dictaminado y pe- 
dido por el señor Procurador General, se revoca la sentencia 
apelada. Notificptese, repóngase el papel y archívese, devolvién- 
dose los autos remitidos por vía de informe con transcripción 
de la presente. 

4 Bekmejo. — J. Ficueroa Al- 
corta. — Ramón Méndez. — 
Roberto Rf.petto. — M. Lau- 

RKXCENA. 



Dot: Kvtl&lfa (ñviuc isn sucesión). Votitumia tic eómpetmm 

Sumario : 1'' Una cláusula testamentaría en la que el causante de 
la sucesión declara que "constituyo mi domicilio en esta 
fupita! de la República, donde desde ahora me radico y 
me propongo vivir en lo sucesivo y donde deberá iniciarse 
mi sucesión", importa una prueba concluyeme de que el 
cambio de domicilio míe dió base a la contienda de com- 
petencia, se operó de hecho y de derecho. 

2 f Kl articulo 97 de) Código Civil no se refiere al hecho 
material de la traslación del principal establecimiento sino ;il 
jultmo de realizarlo, y ta expresión '■principal establecimien- 
to" de dicha disposición legal, no de!* 1 entenderse en el sen- 
tido materia), sino en el del asiento ííé la dirección de los 
negocios o actividades fundamentales. 

Coso: Lo explican las piezas siguientes: 

AÜTü DEL JVM EN LO CIVIL 

Bwn«i Aire», F«6tmo t$ de IWW 

Autos y vistus: 

Para resolver la atwtión de competencia promovida a fi 88 
por el señas Juez letrado del Ncuquén. 
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Las constancias que acompañan como recaudos al oficio 
de fs. 88 prueban acabadamente que el causante, hasta poco 
antes de su muerte, tenia su residencia y el asiento de sus he* 
en Newquén. 

No hay i»rucba que a raíz dd último viaje a esta Capital 
trasladara materialmente a clin el asiento de sus negocios ; cabe 
pensar, por el contrario, que ninguna variación fundamental 
ocurrió a ese res|jecto. 

l*or otra ¡jarle, en el testamento testimoniado a fs. 12 el 
causante declara que está domiciliado en esta Capital, calle Char- 
cas N tf 22íí2 y agrega que desde esc momento se radica en este 
domicilio y en él se propone vivir en lo sucesivo. 

Trátase de salicr qué es lo que lia de prevalecer para deter- 
minar la jurisdición currcs|H>ndieMc a estos autos, si el domi- 
cilio tenido hasta la fecha del testamentu, que es también lugar 
del asiento de los negocios o el nuevo lugar de residencia ele- 
gido por el causante con manifiesta voluntad de permanencia. 

Kl articulo 97 dispone que "el cambio de domicilio se ve- 
rifica instantáneamente por el hecho de la traslación de la re- 
sidencia de un lugar a otro; con ánimo de i>crmanccer en él y 
tener allí su principal .establecimiento". 

Kn el caso de autos íuiIhj cambín de residencia con ánimo 
de ¡jermanecer, i>ero falta la prueba de que se haya establecido 
aquí el principal establecimiento. 

En los autos sucesorios de José Vercelli que tramitan por 
imte este mismo Juzgado y secretaría, el infrascripto opinó que: 
"efectuado el cambio con la intención (pie la ley exige, queda 
operado con todas las consecuencias jurídica aunque la circuns- 
tancia de una muerte inmediata impida el cumplimiento del se- 
gundo requisito del artículo 97". 

La elección de domicilio es materia librada de modo abso- 
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luto a la libertad individual, tamo que el inciso I" del articulo 
531 del Código Civil prohibe que «na limitación a este respecto 
sea materia de convención. Esto no quiere decir que el cambio 
•le don-' *(io esté litiradfi ;i una mera manifestación de la parte: 
el cou'^ exige cambio real de residencio y traslación del prin- 
cipal establecimiento. Si faltan estas dos condiciones de nada 
vale la declaración en que se afirma el cambio y el ánimo de 
(K;rmanecer. Más aún: si sólo ha existido cambio €le residencia 
y se prttelja que la traslación ha obedecido al propósito de elu- 
dir una acción judicial, prevalecería el domicilio anterior, asien- 
to del principal establcccimiento. Pero cuando, como cu el pre- 
sente caso, hay cambio de residencia y mani festacit n expresa 

¡el ánimo de permanecer, y no se ha imputado al hecho, ni a 
la manifestación el propósito de eludir una acción judicial ¿ha 

U seguir considerándose domicilio real el anterior, sólo porque 
i n i-I nuevo no llegó a establecerle el principal asientiv.de los ne- 
Uocios? 

El Infrascripto, consecuente con la opinión a que se lia lu- 
dio referencia, entiende que el cambio se ha producido plena- 
mente del punto dr vista jurídico: l v i>or<|Ue lo que debe prevale- 
cer en la dilucidación de estas cuestiones es la intención de ta |>ar- 
tr que al resolver el camino, usa de una libertad que la ley ade- 
más de reconocer, proteje expresamente (artículos 531 y 97 ci- 
tados) ; 2° porque no hay prueba ni imputación de que el cam- 
ino haya obedecido al propósito de burlar acciones judiciales o 
perjudicar a intereses de terceros; |ior consiguiente, el uso dr 
la libertad ha sido lícito y debe ser respetado: 3» porque el ar- 
tículo 97 no se refiere al hecho material de la traslación del prin- 
cipal establecimiento sino el ánimo de realizarlo; y ante el cam- 
ino de residencia y la maní (estación del ánimo de permanecer, 
hay que considerar que esta última intención se refiere también 
i la traslación de! principal establecimiento, sobre todo cuando 
ia circunstancia de una muerte inmediata no permite argumentar 
ni probar que el ánimo sólo se refiere a ta residencia. 

Por otra parte, la expresión "principal establecimirmn" \k, 
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debe entenderse en el sentido material, sino en el del asiento de 
la dirección de los negocios o actividad* fundamentales. De tal 
modo que, quien reside ¡icrniancntementc en un sitio distinto 
de aquel en que sus empresas, comercios o industrias operan, 
materialmente tiene su domicilio real en el sitio de ta residencia 
si en él ha asentado la dirección superior de sus negocios. Esto 
i|uierc decir que el hecho de que en el presente caso el causante 
se haya limitado a cambiar de residencia sin tomar ninguna de- 
terminación ostensible con respecto at traslado de sus negocios 
■inda pruelia contra ta recta intención de cambiar domicilio, pues 
sin alterar en lo material el asiento de sus operaciones finan 
doras pudo haber trasladado a esta Capital su dirección supe 
riur, con lo que el requisito del principal asiento quedaba cum- 
plido sin que fuera necesario agregar manifestaciones y pruebas 
materiales del traslado: quien se determina a radicarse perma- 
nentemente en un sitio fiado, por ese sólo hecho traslada virtual • 
mente a esc sitio "el principal establecimiento" entendido como 
superior dirección que incumbe exclusivamente al propio inte- 
resado. 

A este respecto calw observar que la fuente del artículo 97 
es el 103 del Código franceés según el cual el cambio se opera 
"por el hecho de una habitación real en otro lugar unido a la 
intención de fijar su principal estableceimicnto" ; y la jurispru- 
dencia y la doctrina interpretándolo han declarado que "todas 
las condiciones prescriptas al efecto de operar el cambio de do- 
micilio se encuentran cumplidas desde el momento en que, a la 
intención de cambiar, formalmente manifestada, se agrega el 
hecho, cualquiera que haya sido su duración, de una habitación 
real eíl otro lugar", precisamente las condiciones que en el caso 
de auios aparecen cumplidas; y también que "quien ha fijado 
su residencia durante muchos años donde ha establecido su fa- 
milia y su hogar... aún en ausencia de declaraciones legales 
(lo que quiere decir que cuando hay intención declarada — caso 
de autos — la lary¡i residencia no se exige) se considera que lia 
transferido su domicilio aunque haya conservado en el antiguo 
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un centro de explotación y continúe pagando allí sus contribu- 
ciones personales y mobiliarias y ejerciendo sus derechos elec- 
torales" (Fuzier Hermán, tomo 1. páginas 160 y 164). 

Contra todo lo dicho puede objetarse que. en el caso, el tras- 
ludo de Vi residencia obedeció a un motivo excepcional que por 
si solo demuestra el carácter accidental dcl\jucvo domicilio, y 
que todo lo argumentado se refiere al caso de un cambio que. 
aunque la muerte lo haga efímero, aparece determinado por 
razones permanentes y no por una tan incidental como es el 
vi;ijc que originariamente solo obedeció a motivos de salud. 

Sea ; pero lo que según todas tas apariencias fué nada más * 
que un viaje incidental conviértese en el punto de partida de 
un nuevo domicilio real desde el momento en que se formula 
una intención tan expresa de permanencia como la que consigna 
el testamento, y contra esa declaración sólo puede alegarse el 
propósito de eludir una acción judicial o el de perjudicar a un 
tercero. Si ni una ni otra cosa se prueban, ni se invocan siquiera, 
bay que estar a la manifestación de voluntad que es expresión del 
uso de una libertad que, según se ha dicho, la ley considera 
inalienable. 

La consideración de conveniencia no puede ser tenida en 
cuenta en cuestiones de esta índole, porque la ley al determinar 
la jurisdición en razón del domicilio del causante ha excluido 
expresamente todo otro criterio. Por otra parte, es de notar qui- 
se trata de una sucesión cuyo trámite está adelantado, que hay 
contra ella un juicio pendiente en estado de prueba (Naram- 
buena contra Gómez, su sucesión, rendición de cuentas.), y que 
la cuestión de competencia no lia sido promovida por la más 
directa interesada — la cónyugue supérstite, 

la Suprema Corte, al resolver las cuestiones de «.ompe- 
Trneia sucesoria ( por razón del domicilio ha acentuado siempre 
1a importancia de la manifestación de voluntad, dando a enten- 
der, tácita o expresamente, que en presencia de esa manifesta- 
ción H hecho de que la residencia en el nuevo domicilio haya sido 
t r< ve. nada importa (tomo 81, página 158; tomo 90, página 208, 
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lomii 113, página 19; tomo 117, págiua3%j. Hu algunos de es- 
tos casos el pronunciamiento fué contrario a la competencia del 
Juez del último domicilio, pero en todos la Suprema Corte deja 
constancia de que la última residencia no causa domicilio cuando 
es accidental "y el causante no ha declarado formalmente su vo- 
luntad de permanecer". Pero cuando esta declaración existe, 
aunque no tan categórica como la de autos (tomo 113, pági- 
na 19). el |üéz del último domicilio, lia sido declarado comi - 
tente. 

lin cuanto al caso consignado en el tomo %, página 208. 
en el cual la Suprema Corte se pronunció en contra de la compe- 
tencia del Juez del último domicilio por entender que la simple 
indicación del lugar actual de residencia hecha en un testamento 
no quita el carácter de accidental que éste puede tener, los se- 
ñores Ministros doctores Bungc y Bazán se pronunciaron en 
disidencia jior el carácter real del último domicilio, invocandr 
como argumento esencial la absoluta y amplia libertad que ta 
ley acuerda para el cambio; tanto, según esa opinión, que el 
mero hecho de declarar en un testamento un determinado lu- 
gar de residencia sin agregar matii testación alguna sobre la 
intención de permanecer, importa la constitución de un nuevo 
domicilio real con todas sus consecuencias. El Infrascripto in- 
voca esta opinión ¡jorque, si bien no prevaleció en el caso, a sn 
juicio pone fielmente de relieve la importancia que, en principin. 
ha atribuido siempre la Corte a la manifestación de voluntad cu 
materia de domicilio ; y en el caso de autos todo radica en esta- 
blecer el valor y alcance de la categórica declaración del testa- 
mentó. 

Por todo lo expuesto y lo dictaminado por el señor Agente 
Ktscal. el Infrascripto resuelve; no hacer lugar a la inhibición 
que se le lia solicitado, y en consecuencia, da por trabada la cues- 
tión ile competencia. Hágase saber por oficio al señor Juez Le- 
trado del Neuquén para que eleve tas actuaciones a la Suprema 
Corte (artículo 9*'. ley 4055, y remítanse estas al mismo Tribu- 
nal, sin más trámite. — M, de Vcdia y Mitre. — Ante mi: 
T. D. Casares. 
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Suprema Corte: 
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lamentaría de don Rodolfo (iómez 

Corresponde a V. E. dirimir la contienda, de acuerdo con lo 
dispuesto en el artículo 9» de la ley 4055. 

El expresado Gómez falleció en la Capital de la Nación a 
tlonde se habrá trasladado de su domicilio en el territorio nacio- 
nal indicado. 

Xii aparece, en mi opinión, stlfick-n temer ik' establecido -si 
la traslación a Buenos Airo del causante fué hecha o no con 
ánimo de conservar su anterior domicilio. 

Pero esta intención aparece manifestada en forma evidente 
y documentada en el testamento otorgado por Gómez en esta 
Capital Federal, después de su traslado a la misma, en et que 
manifiesta su propósito de radicarse en Buenos Aires y vivir 
aqui en lo sucesivo. 

Ante manifestación tan terminante carece de valor la pruc- 
bá intentada para acreditar que Gómez conservaba, al fallecer, 
su domicilio en el Neuquén (artículos 91 . 92. 97 y 99 del Código 
Civil). 

De acuerdo con ello y con lo que dispone el articulo 3284 
del Código Civil, Ja jurísdictón sobre la sucesión corresponde 
a! Juez de la Capital de ta Nación, por ser el tugar del último 
domicilio del difunto. 

Esta es la doctrina uniforme de V. E. (112, ,Í57 y mros). 
Tal es mi dictamen 



Horade fí. Larreta. 
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B«mo» Aífct, A««lto » di IC.*" 

Autos y vistos: 

L»s de contienda tic cotiipetencia entape un Juez en lo Civil 
de esta Capital y el Juez Letrado del Territorio Nacional del 
Neuquén, para conocer en el juicio sucesorio de don Rodolfo 

Gómcs?. 

Y Considerando: 

(¿ue la contienda proviene en el caso, de (jjüfi ambos jueces 
se consideran competentes para entender en los autos mencio- 
nados, fundándose en*e) hecho de haber tenido el causante su 
último domicilio dentro de sus respectivas jurisdiciones. 

Que en efecto, abierto en esta Capital el juicio testamen- 
taria del causante a solicitud de su viuda, dnña Hortensia Con- 
t re ras de Gómez, y nombrada esta administradora de los bienes 
de la sucesión (fs. 76 expediente de la Capital) el Juez Letrado 
<lel Ncuquén, a requisición de parte, promovió la inhibitoria del 
Juez en lo Civil de ésta, fundado en que el último domicilio de 
Gómez fué en el territorio mencionado Departamento de Ñor- 
quén. (fs. 47 a 50, expediente del Neuquén): y, a su vez, el 
Juez de la Capital mantuvo su competencia por considerar que 
esta Capital había sido el último domicilio del anisante, según 
expresa declaración testamentaria del mismo (Auto de fs. 131, 
expediente de la Capital). 

Que si bien el antecedente de que antes de trasladarse a 
Buenos Aires, Gómez tenía su domocilio real en el Territorio 
del Neuquén, lugar de radicación de sus intereses, no ha sido 
controvertido en la substanciación de la contienda, sin embargo, 
es de tal manera precisa y terminante su manifestación de vo- 
luntad de cambiar aquel domocilio por éste, estableciéndose en 
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esta Ciudad con ánimo de permanencia definitiva, que no cal*' 
dudar de que el cambio de domicilio se ha obrado de hecho v 
de derecho, de acuerdo con t-1 propósito y la decisión expresados 
|Mir el causante en la cláusula testamentaría que .dice "Declaro 
que constituyo mi domicilia en esta Capital de la República, 
donde desde ahora me radico y me propongo vivir en lo sucesivo 
y donde deberá iniciarse mí sucesión" (h. 13 in fine y 14, ex 
pediente de la Capital). 

Otie las cuestiones que el caso plantea relativas a la dura 
ció» y cambio de domicilio han sido resueltas por el Juez de la 
jumdicíón de la Capital interpretando y aplicando acertada 
mente las disposiciones legales pertinentes, esto es, las que con- 
sagran los artículos 9!, 92 y 9/ del Código Civil que rigen en 
términos concretos el sub índice en los puntos referidos. 

l'or estas consideraciones, las que fundamentan el auto 
de fojas 131 del Juez de la Capital y de acuerdo con lo dicta- 
minado por el señor Procurador General, con lo que establecen 
los artículos 634 del Código de Procedimientos de la Capital, 
'JO inciso 7* y 3284 del Código Civil y la reiterada jurispruden- 
cia de esta Corte (Fallos; tomo 138. página 27; tomo 140. py 
í,nna 420; tomo 142, páginas 116 y 260; tomo 144, página 145 
y los allí citados), se declara que el juez competente en el caso 
es el de lo Civil de esta Capital, a quien se remitirán lus autos, 
avisándose al Juez Letrado del Territorio Xacional del Neii- 
<|uén en la forma de estilo. Repóngase el papel. 

.V ííiiksiKjo. — J. Fir.itrjtuA Al- 
torta — Ramón Méndez — Uo 

HFRTO RrPETTO. 
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l'cdro l". Mortnfit. sumario instruido en .(» contra, por iiisulutr- 
dinaaÓH a mano armada con vías de hecho. 

Sumarios l v Escapa a la acción revisora de la Corle. Supremn 
efl el recurso extraordinario del artículo 14, ley 48, una de 
cisión del Consejo Supremo de Guerra y Marina que se ha 
limitado, al pronunciarse acerca de su jurisdicción para co 
nocer del caso, a resolver cuestiones de hecho relacionada- 
con la aplicación de normas contenidas en ct Código de Jus 
ticia Militar, es decir, preceptos legales distintos de los pro 
vistos en la expresada disposición legal. 

2* Las disposiciones de las leyes procesales destinadas ;i 
reglamentar la ojjortuntdad y condiciones en que debe ren- 
dirse la prueba en las causas que se ventilen ante la justicia, 
son perfectamente conq>atiblcs con la inviolabilidad de la de- 
fensa en juicio de la persona y de los derechos: garantía 
constitucional que no impone que los litigantes deban ser 
oídos y tengan el derecho de producir sus probanzas en 
cualquier momento y sin ninguna restricción de forma, ni 
exige que la oportunidad para hacerse oír u hacer valer la.< 
defensas, sea dado al litigante en cada etapa del juicio con 
la misma amplitud en todos los casos, y que solamente po- 
dría considerarse vulnerada si por el ejercicio abusivo de las 
facultades de que se halla investido el Juez. Instructor, no 
atendiere las indicaciones hecW en el sumario por el pro- 
cesado o su defensor en el sentido de la producción de la 
prueba testimonial, y que, por tal causa, quedase privado 
aquél, de elementos esenciales para su defensa. Esta garan- 
tía no requiere que las causas se ventilen en varias instan- 
cias, ni impide que las cuestiones de hecho sean apreciadas 
por el tribunal de primer resorte en la forma que lo hacen 
habituatmente los jurados, ni. finalmente, constituye un obs- 
táculo a que la instancia de alzada verse, exclusivamente. 
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Mtbrc ta aplicación de la ley o fiel derecho como ocurre en 
tns Tribunales de casación 

3* El precepto del artículo 635, inciso 2 B del Código de 
Justicia Militar no importa hacer revivir los tueros perso- 
nales, sino establecer una sanción punitiva para infraccio- 
nes de carácter esencialmente militar, haciendo surgir, vir- 
lualmcnte, para tales actos el fuero real o de causa que dejó 
subsistente ta ley de 5 de Julio de 1S23 y que la Constitu- 
ción actual no ha suprimido (Fallos, t. 101, pág. 405); y 
tal sanción que tiene como fundamento la suprema necesi- 
dad de orden y de disciplina, además de hallarse autorizada 
por la cláusula del artículo 67, inciso 23 de la Constitución, 
que encarga al Congreso formar reglamentos y ordenanzas 
especiales para el gobierno de las fuerzas armadas, es per- 
(idamente compatible ohi el priheíjlio ¡íi> igualdad. 

Caso Lo explican las piezas siguientes : 



SI-MI \'l l.\ l>i:i. CONSEJO sl l'kl.Mii m lii'MMKA V MAItiNA 

Opila) lateral. Abril 13 d* IWi 

Vista: 

Ksta causa scemida al subteniente doti Pedro Víctor Mur- 
ióla, argentino, solter i, de 2? años de edad, de la pasiva, ncu- 
sado de infracciones que afectan lu disciplina., el que se encuen- 
tra a disposición de este Consejo Supremo en prisión preven - 
liva rigurosa en el citarle! del regimiento 3 de Infantería, y 

Resultando: de la sentencia de fs. 270 %0; 

l v Que está prnltado el hecho que se le imputa al procesado 
Mibietiif tiie don Pedro Víctor Mórtola. de liahcr agredido d* 
berilo al mayor Ricardo Cabrera, aplicámlolc primeramente un 
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empujón y dos filazos con un látigo que llevaba en la mano 
y después un golpe de puno en Ja cara, hedía ocurrido el dia 16 
ile agosto de 1925, más o menos, a las trece horas en ia vereda 
próxima a Ja confitería det Molino de esta capital (dec. de fs. 1. 
3. 8. 13. 18 v., y 28 v.). 



2* Qtu- está 




que lian concurrida en este hecho fetí* 



a) Que el mayor don «¡cardo Cabrera vestía de uniforme 
tar, en el momento de ser agredido por el acusado (dec. ¡fe 

fs. I. 3. S. 13, 18 vta. y 28 Ha.). 

b) Que está igualmente probado que d acusado vestía trait- 
civil en el momento del incidente ídec. de fs. referidas en el 
inciso a). 

c) Que está proliadn que el mayor Cabrera en el momento 
de salir de la confitería, le formuló al acusado la siguiente pre- 
gunta : "¿«me le pasa subteniente que está tan nervioso?" (de 
olaracinncs de fs, referidas en el inciso a). 

d) Que está igualmente probado que a raíz de esta pre- 
gunta, el acusado agredió al mayor Cabrera, quien se hallalia ni 
compañía del coronel José Morales Bustamante, mayor Alberto 
Campi y escribano don Juan White (dec. de fs. referidas en ol 
inciso a). 

e) Que está probado que el acusado no había prestado ser- 
vicios a tas órdenes del mayor Cabrera (dec. de fs, referidas ct¡ 
inciso a). 

í) Que no está probado que el mayor Cabrera, ordenó al 




g) One no está probado que el mayur Cabrera le puso la 

h) Que está probado que el mayor Cabrera fué arrojado 
al suelo del golpe de puño que le aplicara el acusarlo (dec. de 
fs. referidas en ol inciso a). 
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¡ i ( jíi- está probado q)p el mayor Cabrera, eu el ipeíi lente, 
lia adoptado una aptitud completamente pasiva (úcc de te, re- 
feridas, inciso a ) , 

j > Que está igualmente projbatlo que e! incidente referido 
se ha ptoducidó en pfése«# de numeroso público idee, de 
ís. referidos, inciso ;i ). 

i 9 Que e.-tá prolwtdo el hecho de ijik- se acuso al misino 

procesado, de haberse di'Macado. abiertamente, á1 Ége^ie' de fac- 
i luii <ju< ¡liti rviiiii i'ii el incidente, aplicándote tinos ¡¡ñipes con 
la fusta, en el moiuenlo de proceder a su detección (dec. de 
*, 25, 25 v . 28 v. 55 y 5-1 1. 

-t" Que está proliado (pie han cnnairrido en este hecho las 
cii constancias Mullientes : 

.ti íjue el acusado se resistió :i loa agentes de policía, quie- 
nes tuvieron que recurrir a ta fuerza para hacerlo subir a un 
automóvil con objeto de conducirlo a la comisaría seccional (de- 
claraciones de Es. 25, 25 v-, 2S v„ 55 y 54). 

b) f>ue está igualmente probado isa resistencia a l;i 
autoridad st produjo ante numeroso público, que presenciaba 
la escena (dec. de Is. referidas en las circunstancias anteriores \ 

5" ( Jni- eMa probado el heelio de que se acusa al mismo pro- 
cesado, de haberse desatado en denuestos contra el tnayor Ca- 
brera y demás militares que le acompañaban, eu el momeutn de 
t-er conducido pr>r los agentes a la comisaría seccional (dcc. de 
ís. referidas anteriormente). 

fi" Ouv. está probuln que en este hecho han concurrido las 
i trcuntancias siguientes : 

a > <Jue tas jKilahras proferidas han sido "militares putos, 
|«>r ustedes He perdido la carrera" fdec. de ÍS, 15 v„ 19 V., 54 

y 4n. 

h) fjue está igualmente probado tpie esas palabras las pro- 
firió et acusado ante uu público numeroso que presencial)» la 
escena (decide fs. referidas eu la circunstancia anterior). 



DI JUSTICIA DS LA MACIÓK 

r » V ; s 

*■ 1 t 

7" Que no está probado el Hecho afirmado por el subte- 

nientc Mórtola en el Tribunal de Honor, de haber sacado su 
revólver para agredir al teniente Joaquín Andrés, en circuns- 
tancias que este oficial lo llevaba de orden del señor jefe del 

año ppdo. 

8? Que está probado que el acusado fué condenado por 
este Tribunal a cinco meses de prisión menor por quebranta- 
miento de arresto, con fecha 19 de diciembre de 1924 (B. M. 



&> Que está protado que el acusado fué condenado a un 
año de suspensión de empleo, por decreto del R E. con fecha 
29 de julio de 1925. como consecuencia de la resolución de un 
Tribunal dé Honor (dec. de fs. 4C>, 47, 48, 49, 50 y 51). 

Cuestiones adicionales presentadas por la defensa y acep- 
tadas por el Tribunal. 

lO-' Que está probado que el mayor don Ricardo Cabrera 
y el subteniente Mórtola no se conocían con anterioridad al he- 
cho (dec. de fs. 178, 179 y 180). 

U v Que no está proliado que el mayor Campi impresionó 
a sus compañeros, coronel Morales Bus tama nte y mayor Ca- 
brera, contra el subteniente Mórtola, 

(fe su suspensión de empleo. 

12" Que no está pruliado tpic los participantes en el inci- 
dente con el subteniente Mórtola, fueran los tres militares y el 
ciudadaitu Whtte. 

íü* Que no está probado que Mórtola sólo gritó "puto" at 
lite. 



14» Que el Consejo de Guerra jura Jefes y Oficiales, con- 
dena al procesado subteniente don Pedro Víctor Mórtola, de 
la pasiva. \wt halier cometido el delito de insubordinación con 
vías de hecho, fuera de actos de servicio, con las agravantes de 
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desacato a la autoridad policial e indecoro militar, a la pena de 
cuatro años y cuatro meses de prisión mayor de acuerdo con lo 
dispuesto en los artículos 635, inciso 2?;(iSti, última izarte en su 
referencia a los incisos 2* y 3' del misino: 503, 512, inciso X*\ 
518. 528, 574. 582 y 663, inciso 2» del Código de J. M. con la 
accesoria de destitución, impuesta por el articulo 528 del mismo 
código con abono de la prisión preventiva que lleva sufrida. i>or 
disponerlo así el articulo 578 del Código de Justicia Militar; y 



Primero: Que el recurso ha sido interpuesto por el Fiscal, 
por estar disconforme con la sentencia, fundado en el artículo 
428. inciso 1» 429. inciso 2» del Código de J. M. 

Segundo: Que el señor defensor funda su recurso en los 
artículos 429, incisos l v y 2» y artículo 430, incisos 3*. 4* y 5" 
del Código de J, M. 

Tercero: Que el Fiscal General interino en su dictamen de 
i*. 290 a 293 y vta., sostiene la eompetcnena de la justicia mili- 
tar y está de acuerdo en un todo con lo resuelto por el Consejo 
de Guerra para Jefes y Oficiales y solicita que sean desestima- 
das las causales del defensor y que se confirme en todas sus par- 
tes la sentencia recurrida, por estar ajustada a derecho, tanto 
en la calificación legal de los hechos probados, como en la pena 
impuesta. 

Cuarto: Que siendo una de lasa causales del recurso inter- 
puesto la de "incompetencia" del Consejo que dictó aquella sen- 
tencia, por halwr sido opuesta por la defensa en su oportuni- 
dad, «mío excepción al juicio militar, de acuerdo con el artículo 
342. inciso I" del Código de Jttstica Militar, este Trihunal debe 
pruuunciarse sobre los fundamentos legales porque fué recha- 
zada aquella excepción, como le autoriza el artículo 348 del mis- 
mo código, por ser de capital importancia desde que su decisión 
resolverá de la validez de aquel fallo y el sometimiento del acu- 
sado a los Tr 
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Quinto: Que invocando la defensa como causales del re- 
curso, lo determinado por los incisos 3», 4 V y 5* del articulo 430 
del Código de J. M. p es decir: "En que se ha omitido diligen- 
cias de pruelw que han sido ofrecidas y aceptadas como perti- 
nentes y necesarias (inciso 3»), y en la de "incompetencia" del 
Consejo que dictó la sentencia (inciso 4*), pues la cita del in- 
ciso 5* es un error de la defensa, dado que no existe en el Código 
dfi Justicia Militar; afirma la defensa, tomando con»o lase de su 
argumentación para sostener la incompetencia de la jurisdicción 
militar, que el estado militar del procesado está suspendido y 
que esa cuestión debe resolverse dentro de los términos del Có- 



La ley 9075 prima sobre el Código de Justicia Militar, en 
primer lugar por ser posterior y en segundo lugar por ser la 
ley especial que define el estado militar y situación de reviste 
como consecuencia. Que contemplando sus disposiciones, es evi- 
dente que la situación del procesado "de sus|>cnsión de empleo" 
está encuadrada dentro de lo dispuesto por los artículos 14 y 
15 de la ley 9675 en su capítulo III, así como en la disposición 
del artícido 23 de la misma, desde que el único efecto de la 
suspensión de empico impuesta, fuera de la prohibición del uso 
del uniforme, que es una de las prerrogativas de grado (artícu- 
lo 17, inciso 5*), y la de goce de emolumento prevista por el 
inciso 3* del mismo artículo ha sido la de su pase a la "pasiva" 
de conformidad con (o establecido en el inciso 5* del articulo 33, 
ley citada ; pase que no importa i ndepend izarlo del ejército des- 
de que la revista en la pasiva es sólo una situación temporal de 
su grado y revistando en ella, el procesado depende de ta Direc- 
ción General de Personal, como lo determina el articulo 62 de 
la reglamentación y porque, además, la "|iasiva" es una de las 
situaciones de revista de "actividad", como tic una manera clan 
e indiscutible lo determinan los artículos 23, 24, 29 y 33, inci- 
so 5 V . La revista en la pasiva es, pues, una situación transitoria 
como la del servicio efectivo o disponibilidad, comprendida, por 
lo tanto, dentro de la situación de "actividad" que es la situación 
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del personal que descsmpeña todas las funciones inherentes a 
su grado (artículos ¿3 y 20). Kl estado militar del procesado 
no está suspendido ni puede estarlo. Kl estado militar se tiene 
o no, La prueba es que esto no está encuadrado éii disposición 
alguna del Código de Justica Militar ni de la ley %7,\ la situa- 
ción que atribuye la defensa y en que pretende a tincar al pro- 
cesado, La pena de su>q»t'Usióit de étwpleo lio trac, en manera 
alguna, aparejada la |térdid¡L del estado militar, que según lo 
di fine el artículo 14 de la ley W»~5, es el conjunto de ohligacio- 
ues y derechos que las leyes y reglamentos establecen para cada 
militar en su grado, situación y destino. Kl estado militar sólo 
ie pierde por Ixija, |Kir condena de los Tribunales Militares o 
comltnes b i>or decreto del P. E. (articulo 19. incisos 1» al 4»), 
situaciones estas en que tampoco se encuetra el procesado. Ade- 
más, el estado militar es el conjunto de obligaciones y derechos 
inherentes al grado y la suspensión de empleo consiste en la pri- 
vación de los derechos, prerrogativas y honores propios del em- 
pleo (articulo 541 del Código de J. ¡ti)., es decir, del destino 
reglamentario que corresponde al grado; de manera pues, que 
la privación temporal de empleo no importa la privación tem- 
poral del grado o sea, de su estado militar. 

IX' todo lo expuesto se despn .ule que el subteniente Mór- 
tola, cuahdó se produjeron los hechos que se le imputan, poseía 
estado militar íntegro, en situación de revista cu ¡visiva. Kstaba. 
pues, dentro de la situación de "actividad" y, ¡Kir lo tanto, sujeto 
a la inri ión militar, ya qtic ello está expresamente estable- 
cido en el ¡miso *f i|et articulo lí>. ley l Wv5. V ¡ara mayor abun- 
damiento, debe recordarse cpie el Código de Justicia Militar in- 
vocado ¡>or la defensa como "único i*ara determinar penas y 
íijar el alcance y consecuencias" en su artículo 118. inciso l", 
establece terminantemente: "Kstán en todo tiempo sujetos a la 
jurisdicción militar, los alistados en el ejército o armada, cual- 
quiera que sea su jerarquía y la situación en que se encuentren, 
ya estén en "actividad" en disponibilidad o con Ucencia". Ha 
quedado, gor sonsiguicnte. bien evidenciado (pie la situación del 
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procesada cu la pasiva es una de las que comprendí' "la acti- 
vidad" artículos 23 y 29, lev 9675 J. IW lo tanto, queda acerta- 
damente establecida la competencia y jurisdicción del Consejo 
di- Guerra para Jefes y ( »fieia1es y por ende. !a de este alto Tri- 
bunal, para ver y fallar esta causa. 

Sexto: Que la defensa^ como medio general de su argumen- 
tación, tacha también de inconstitucional, las disposiciones de 
los artículos 360 y 395 del Código de Justicia Militar en razón 
fie (pie el primero, limita la pruelxi que puede producirse ante 
v\ Consejo de f ¡tierra y el segundo i jorque da el carácter de irre- 
vocable a los hechos declarados protados ]Hir el Inferior, im- 
pidiendo al Consejo Supremo modificarlos o ampliarlos. 

Que aun cuando no es iK-rtiticnte ni corresponde a este Tri- 
bunal Militar el pronunciarse sobre lo objetado, desde que es- 
capa a su competencia y pertenece a la Suprema Corte de la 
Nación resolver este recurso extraordinario, si se le fuera lle- 
vado en forma, ealje, no obstante, observar a la defensa, que el 
Código de Justicia Militar es ley de la Nación, y que ambas 
disposiciones, los artículos 360 y 395, se fundan en el sistema 
y régimen adoptado, ]>or ser el más propio como mecanismo 
sencillo, con procedimientos simples y rápidos, ya que ellos tien- 
den a asegurar la disciplina, liase de su organización y objetivo 

En cuanto al segundo artículo impugnado también como 
inconstitucional, el Consejo Supremo no puede juzgar del valor 
tle la prultca producida, pues deriva del carácter de este Tribu- 
nal qiíe es de casación b de inedia casación, y su función se 
limita, exclusivamente, a examinar si se ha hecho bien o mal la 
aplicación de ta ley. que en vex de anularla o devolverla, dicta 
el Consejo Supremo una nueva sentencia, haciendo la aplicacióu 
legal a los hechos irrci'ocables establecidos para el primer caso; 
y sólo cuando hubiere quebrantamiento en la forma, procede l;t 
nulidad del proceso, devolviéndolo para que se substancie de 
nuevo y salve la nulidad determinada. Y mal puede argumen- 
tarse de de inconstitucionales estas disposiciones del Código de 



"** FALLOS PE I.A CORTE SUPREMA 

Justica Militar, citando este código es el único vigente en el 
país que se aproxima a los que la Constitución reclama para et 
juicio criminal, ya que actúan los Tribunales Militares como 
jurados, eti cuanto declaran los hechos y como jueces, en cuanto 
aplican la tey; sistema y doctrina la de este código, que la mis- 
ma Honorable y Suprema Corte de la Nación ha encontrado 
perfectamente constitucional como, entre otras causas, en la ins- 
truida al teniente don Pedro A. Qüiroga en abril de 1905 cuando 
expresaba : "Que esa organización especial con sus leyes de fon- 
do y de forma, se ha fundado en la neccsklart de colocar al 
Ejército y Armada en una situación diferente de las demás par- 
tes del mecanismo gobernante, ya por su composición ya por 
las reglas que deben golwrnarlo. dándole, al mismo tiempo, la 
unidad y dirección que la ejecución de las órdenes requieren". 

Que la Constitución Nacional lia atribuido al Congreso la 
facultad de fijar la fuerza de linea, de tierra y de mar en tiempo 
fie paz y de guerra y formar "reglamentos" y "ordenanzas" para 
el gobierno de dichos ejércitos, y en uso de ellas dictó la lev 
,V>79. de 13 de enero de 1808 y la &* 3737, de 8 de noviembre 
del mismo año, aprobatoria fiel Código de Justicia Militar, que 
comprenden tres tratados: Las infracciones de carácter mili- 
tar, de carácter profesional en la marina y tas de la ley perial 
general, la organización y eom|ieteiicia de los Tribunales Mili- 
tares y d procedimiento que del>e observarse con ellos. Mal 
puede, pues, urgiürse de inconstitucionales disposiciones de un 
código, que tiene un origen legal como el expresado, que regla- 
menta el funcionamiento de los distintos Tribunales Militares, 
y éstos, interpretando y aplicando los preceptos de los tratados 
TI y III dr este código de justicia, se encuentran en una situa- 
ción análoga a los de la Capital y provincias. 

Cuantas veces ha sido llevado ante la Suprema Corte el 
recurso para tachar de inconstitucional la existencia de los Tri- 
hunales Militares y código que aquellos aplican, siempre él ha 
sido desestimado, reconociéndose la legalidad y constituciona- 
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lidad ( antecedentes : causa de) coronel Toscano. mayor Villa- 
mayor, teniente Quiroga y alférez Juan de Dios Núñtt). 

Séptimo : Qne el hedió declarado proliado |»r el resultando 
primero de esta sentencia, de que es responsable el acusado, 
subteniente don Pedro V. Mórtola en situación de pasiva, im- 
iwrta una falta de respeto a ta autoridad y dignidad de un su- 
perior, constituyendo el delito de "insubordinación" previsto 
|H>r el inciso 2» del artículo 635 del Código de Justicia Militar 
v habiendo consistido en vías de hecho contra el superior, su 
penalidad está prevista por el inciso 2? del articulo 638 del có- 
digo citado. 

Ooctavo; Que el hecho declarado prohado por el resultan- 
do quinto, habiendo consistido en una falta de resfieto a sup- 
riores y dignidad personal de los mismos, de que es igualmente 
responsable el procesado, corresponde idéntica calificación legal 
de "insubordinación" la que habiéndose exteriorizado en insultos 
y ofensas de palabra, tiene su penalidad prevista en el inciso ¡3* 



N* 2. letra h) de que el acusado en el momento del incidente 
vestía traje de civil, como consecuencia de la suspensión de 
emplo que le Itabía sido impuesta |ior el Poder Kjecutivo y que 
el incidente se produjo en la calle, evidencian que ambas insu- 
lmrdinaciones han sido cometidas fuera de actos del servicio, 
destruyendo la presunción del articulo 639 del C. J. M. y por 
consecuencia, su penalidad se halla establecida en la segunda 
parte del artículo 638, en su referencia cu los incisos 2° y 3° 
del mismo. 

Noveno : Que de estas dos infracciones, ambas con distinta 
Tonalidad, a juicio de este Tribunal reviste mayor gravedad la 
que corresponde al hecho declarado protado [xir el resultando ]'■', 
por haber consistido en vías de hecho contra el superior sin 
lesionarlo, previsto por el inciso 2*, segunda parte, artículo 633 
del C. J. M que lo reprime con "prisión mayor" genéricamente 
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designada, ló que es faculta*! del Tribunal el aplicarla cu 
sus distintas furnias y modalidades, con la amplitud que la au- 
toriza el artículo 5K2; (¡ir- esta pet^a dé prisión mayor impuesta 
a este delito tan grave, lleva como accesoria legal la destitución, 
romo ¡ii prescribe el artículo 528. Que aquellos hechos por si 
solos fueran .suficiente?, para aplicarla cu el caso "sttb judice". 
si uc» concurrieran también, par?» agravarlo otras circunstancias 
Aclaradas probadas por los resultandos ,\" y 7", segundo acáp. d) 
y gj ; 4"> acáp. ai y b). Ci" acáp. bt y asimismo también, el hecho 
de haber sido condenado hace un año, |w>r hafíer cninctido el de- 
lito de quebrantamiento de arresto, y que apenas esc castigo fué 
cumplido» el de suspensión de empleo por faltas gravísimas: 
infracciones todas ellas concurrentes y sujetas a jurisdicción 
militar, como lo preceptúa el artículo 574 y éstas a juicio de 
este Tribunal, no revisten tal extremo de gravedad que justi- 
fiquen la agravación en ti tiempo que la sentencia recurrida 
la lia impuesto. One. con estricta ecuanimidad, corrcS|H>iide tam- 
bién, apreciar los propios antecedente?- personales fiel procesado, 
su buena calificación militar anterior a los hechos materia ilt 
este proceso, aun cuando se evidencie que mientras el proce- 
sado estaba fojo ¡a paternal vigilancia y severa disciplina del 
Colegio Militar, era un alumno sobresaliente, y que apenas egre- 
sado ile sus aulas, olvidó aquella enseñanza de celosa cultura 
militar, para llevar su uniforme impropiamente, en sitios inade- 
cuados, con mengua de su dignidad personal, j»or lo que mere- 
ció ser suspendido de su empleo por su ciKlucta indecorosa. Por 
lo que. en definitiva y atento a las consideraciones legales ex- 
presadas, la gravedad de los delitos e infracciones cometidas, >c 
hace pasible el procesado, responsable de aquéllas, de sufrir la 
pena ile dos años y seis meses de prisión mayor con la accesoria 
legal ciirrcspondiVm por ser la que tjorr^jxmdc en justicia v 
equidad. 

Por estos fundamentos y atento lo dictaminado por el señor 
Kiscal General interino, el Consejo Supremo de Guerra y Ma- 
rina, falla: confirmase la sentencia de ís. 279 a 283, en cuanto 
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condena al procesado, subteniente don Pedro \"icltir Mórtota. 
de la "pasiva", por halicr cometido el delito de insubordinación 
con vías de hecho fuera tic actos del servicio, y agravantes con- 
eurremes: y modifícase la pena impuesta de cuatro años y cua- 
tro meses de prisión mayor y accesoria de destitución, por la 
de dos años y seis meses de prisión mayor y accesoria de des- 
titución, de acuerdo con los artículos 635. inciso 2*. 638. se- 
gunda parte en su referencia a los incisos 2» y 3* del mismo. 
503. 51.1, inciso V 518. inciso 3» 527, 528. 574. 588. 663. inci- 
so 2?, todos del Código de Justicia Militar, con aliono del tiempo 
de prisión preventiva que llera su fruta, de acuerdo con el ar- 
ticulo 57.S del código citado. Xotifíqucse. comuniqúese al Mi- 
nisterio de Guerra a los efectos de ley. — R. \f. Agnirrc: Te- 
niente General- Presidente. — D. Rojas Torres. — Sarro Ta- 
ranto. — Martin Rodrirjuec. — Luis M. Guapos l ></mai. - 
Perfecto Arayu. 



a IiUTAMI-.N IIKI. SitOS l'KOi n: VIIOK CKNKRAL 

* 

Buenot Airci, JHiyo li de 1IK6 

Suprema Corte; 

P defensor del Subteniente Redro \ ietorio Mórtola, pro- 
cesado y condenado por el Consejo Supremo de Guerra y Mari- 
na a la pena de dos años y seis meses de prisión, en la causa 
(pie por Hisuljordmaríón a mano armada, con vías de hecho, se le 
siguió ante la justicia militar, se queja en el recurso extraordi- 
nario que ha deducido ante esta Corte Suprema contra la sen- 
tencia de fojas 315. de que su defendido ha debido ser juzgado 
por la Justicia local del Crimen de la Capital de la Nación, cuya 
jurisdicción invocó oportunamente en la causa referida. 

Se mieja. asimismo de que en la sulwlanciación del prtteeso 
militar se han violado numerosas garantías de orden constitucio- 
nal, que las enumera y funda a fs. 343. 




58 



fallos ne i.a come suprema 



V, así, sostiene que su defendido ha sidn sacado de sus 
jueces naturales, que se le ha impedido su derecho de ejercitar 




libremente la defensa, que no ha existido juicio previo, que se 
ha violado el principio de igualdad ante ta ley, y que los Tribu- 
nales militares carecen de la inaiuovilidad c independencia que, 
á dice, consagra el artículo % de la Constitución de la Nación. 



En cuanto al fondo del asunto y en lo que respecta a la 
incompetencia alegada, resulta de autos y de los antecedentes con- 
signados en los tres incidentes (raidos en apelación a esta Corte 
Suprema y resueltos por V. E. (tomo 145, páginas 130, 137 y 
140), que el procesado planteó ante la justicia del Crimen una 
cuestión sobre incompetencia por inhibitoria de los tribunales mi- 
litare* a los que aquéllos no hicieron lugar, cuestión que. como 
be dicho, ha promovido ahora directamente ante dichos Tribu- 
nales militares. 

La denegación que éstos han hecho de la jurisdicción local 
invocada, no puede, en mi opinión, ser revisada por V. E. 

• 

Si habría podido la Corte Suprema entrar a conocer acerca 
di' la naturaleza del delito cometido, militar é de carácter común, 
¡-i se hubiera visto precisada a dirimir una contienda tiurc dos 
jueces para establecer ante cual de ellos debía proseguirse la 
causa. 

Pero, tratándose de la competencia de un tribunal especial 
que interpreta y aplica su propia ley especial en sentido favora- 
ble a In jurisdicción que la misma crea, no encuentro que se 
baya denegado privilegio o garantía alguna de carácter federal, 
ya que no es tal el derecho que el procesado invoca de ser juz- 
gado ante los tribunales locales del Crimen de ta Capital, que 
ndministran la justicia común de la misma (101: 70). 

Sí Mórtola era o no militar en el momento de cometer el de- 
lito jior el que se le acusa, y si por ello es pasible o no de la pena 




la jurisdicción que le da la ley militar para conocer y a¡ 
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las excepciones del inculpado, tocio lo que es ajeno a la revisión 
por esta Corte en c! recurso extraordinario deducido y porque 
como lo ha dicho Y. E. : "la apreciación de la procedencia o im- 
procedencia de las disposiciones del mencionado Código, según 
concurran o no determinadas circunstancias de hecho, no corres- 



c en recursos 



como 

'i ( S . C. N . , 

En lo que respecta a Ins violaciones de carácter constitucio- 
nal que se invocan, así como a la inconstitucional ¡dad de nume- 
rosas d¡*|>osicioncs del Código de Justicia Militar, calic recordar, 
en general, la doctrina de V, E. contenida en la causa que se re- 
gistra en el tomo 101 , página 354 ; 

"Las leyes militares sólo han sido aceptadas por todos los 
" pueblos civilizados, como una necesidad social, y se ha querido 
" con ellas, no sólo prevenir los peligros de la fuerza armada, 
'' sino tanihién asegurar su eficacia, en su propia garantía y la 
" garantía de la Nación, y a fin de que puedan llenar cumplida- 
'■ mentí- los fines que te han dado origen y la justifican, o sean, 
" proveer ;i la defensa común y consolidar la paz interior." 

"Que ante esas consideraciones y la jurisprudencia nacio- 
" nal concordante con la de los Trihunales de la Unión Ameri- 
" cana, fundada en texto legales que han servido a los nuestros 
" de modelo, no puede ponerse en iluda la constitucioualidad. en 
" general, de los trihunales militares, implícitamente autorizados 
" |>or el articulo ó7. incisos 2.1 y 24 de la Constitución Xacional 
m " y reconocidos además. \mr las mismas leyes relativas al poder 
"judicial. (Palios, tomo 4, página 225 y otros; artículo 7. ley 
" n* 4M ; articulo 25 Código de Procedimientos en la Criminal : 
" arts. fi y 9. inciso d h ley 4055 - 20 How. 65 ; 158, l\ S. 109)". 

Dentro de este acertado orden de ideas, no encuentro vulne- 
rado en el proceso ja garantía constitucional de libertad de la de- 
fensa en juicio por el hecho de que los trihunales militares, de 

Código respectivo» no hayan 




del sumario aceptando nuevas medidas 



en 
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insinuadas |*>r la defensa. | ion pie c<»nio lo ha dicho esta Corte 
Suprema, la garantía aludida se cumple, en materia criminal, 
cuando ge observan las formas substanciales di'l juicio relativas 
a la acusación, defensa, prueki y sentencia, dictada por los jue- 
ces naturales del reo, ( Fallos, tomo 70, página 25; 125: 10, 72. 
168; 127. 36 y otros ) las que acrecen cumplidas en esta causa. 

Un la causa citada del tomo 101 . página 354, V. E. dijo, al 
respecto: "Que al organizar el Congreso esos Tribunales (las 
militares) y dictar las reglas de su funcionamiento, procede con 
nmplia libertad de acción, sin estar sujeto, en lo que a la ga- 
rantía o inviolabilidad ile la defensa de los procesados concierne, 
a más limitaciones <pie a las comunes establecidas por el artículo 
IS de la Constitución, según la cual "ningún habitante de la Na- 
ción puede ser penado sin juicio previo, fundado en ley anterior 
al hecho del proceso, ni juzgado ]H>r comisiones especiales o sa- 
cado de los jueces designados ]>or la ley antes del hecho de la 
causa. Nadie puede ser obligado a declarar contra sí mismo : ni 
arrestado sino en virtud de orden expresa escrita de autoridad 
cniTi| tétente. Es inviolable la defensa en juicio de la persona y 
dr tns derechos", etc. 

No es más eficaz la impugnación que se hace a la forma- 
ción de los Tribunales militares, los que la defensa considera 
funcionando en oposición al precepto fundamental de que el reo 
debe ser juzgado ame su* jueces naturales. 

El concepto de lo que debe entenderse por jueces naturales 
lo ha dado esta Corte Suprema y lo viene repitiendo desde la 
causa «pie se registra en el tomo 17. página 22 de la colección 
-le fallos del Tribunal : "Oue el objeto del articulo 18 de la Cons- 
titución, dijo V. E.. ha sido, proscribir las leyes t.r f>ost fado. 
y tos juicios por comisiones nombradas especialmente para el 
caso, sacando al acusado de la jurisdicción permanente de los jue- 
ces naturales para someterlo a tribunales o jueces accidentales o 
de circunstancias." 

Xo puede sostenerse, como o, notorio, que tos jueces que ttan 
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juzgado a Mórtola hayan sido especialmente designados con ese 
objeto después del hecho (ic la causa. 

lis más. V. E. lia dcclaradu que los Tribunales militares 
especiales que se organizan con posterioridad at hecho llamado 
a juzgar, pero dentro de las normas permanentes del Código de 
Justicia Militar, no a]>areecn afectados de la tacha de ¡ncimstitu- 
cionnlidad que se menciona (S. C. N., 101: ,154, consdierandos 
6* y 7 V ), No se ha violado, pues, la referida garantía constitu- 
cional. 

No resulta, tampoco que el procesado haya sido condenado 
sin juicio ] previo o sin ley anterior al hecho de la causa, ya que 
el presente proceso y la existencia anterior de las leyes militares 
asi lo comprueta. como es obvio. 

1W último, en fo que respecta a la inconstiiucinnaiidad en 
tu formación de los Tribunales militares que se sostiene, en ra- 
zón de que sus jueces carecen de la iiiamovilidad que prescribe 
e| articulo 96 de nuestra Carta Fundamental, calie observar que 
él precepto aludido se refiere a los jueces de la Corte Suprema 
y de los Tribunales inferiores de la Nación, es deir, a los Magis- 
trados Federales, a los Jueces de la Constitución y no a los que, 
por leyes generales o especiales o locales de las provincias, son 

Por todo lo expuesto, soy de opinión que en el presente 
proceso no existe violación alguna de garantías constitucionales 

Tal es mi dictamen. 

Momio K. í.tirrt ttt. 
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Butnot Air». Agosto 11 de IW 

Y vistos: El recurso extraordinario interpuesto por el 
fensor del Subteniente Pedro V. Mórtola, en la causa 



a 
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«te último por insubordinación con vias ríe hecho al superior, 
contra la sentencia pronunciada por el Consejo Supremo de Gue- 
rra y Marina que impuso a dicho procesado la pena de dos años 
y seis meses de prisión ma* 



Que en las instancias ordinarias del proceso se han plan- 
teado por el recurrente las siguientes cuestiones, que 
el 




b) luconstituctonatidad de los artículos 360 y 395 det Códi- 
go de Justicia Militar, por ser incompatibles con la inviolabilidad 
de la defensa en juicio asegurada j>or el articulo 18 de la Cons- 
titución ; 

<*) Inconstitucionalidad del articulo 635, inciso 2* y sus con- 
cordantes del mismo código, como repugnantes al artículo 16 de 
la ley fundamental, según el cual, en la Nación Argentina no 
personales. 



Que ta incompetencia de la Justicia Militar se hac< 
var del hecho de que el procesado. Subteniente Pedro V. Mórto- 
la. se encontraba, en el momento de cometerse la infracción, 
cumpliendo ta pena de suspensión fie empleo militar que le había 
impuesto el Tribunal do Honor, y que en tales condiciones esta- 
la privado, aunque temporalmente, del estado militar que es 
condición esencial i>ara hacerlo justiciable jwr el Consejo de Gue- 
rra o tribunal de esc fuero. 

Que al pronunciarse sobre esa defensa de falta de jurisdic- 
ción, el tribunal a quo se ha limitado a resolver cuestiones de he- 
cho relacionadas con 'a aplicación de normas contenidas en el 
Código de Justicia Militar, es decir, preceptos legales distintos 
de los previstos en el artículo 14 de la ley n» 48, y, por lo tanto. 
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la decisión recaída escapa a la acción revisora de esta Corte en 
el recurso extraordinario, con arreglo a lo dispuesto en el artículo 
15 de ta citada ley de Jurisdicción y Competencia de los Tribu- 
nales Nacionales y a lo reiteradamente resuelto. (Fallos, tomo 
101. páginas 389 y 393 y tomo 1 12, página 121 ¡ entre otros. ) 

Que respecto a la mconstitucioiialidad del artículo 360 del 
Código de Justicia Militar, procede, desde luego, oteervar que 
las disposiciones de las leyes procesales destinadas a reglamen- 
tar la oportunidad y condiciones en que debe rendirse la prueba 
en las causas que se ventilen ante la justicia, son perfectamente 
compatibles con la inviolabilidad de la defensa en juicio de la 
persona y de los derechos. Esta garantia constitucional no im- 
pone, en efecto, que los litigantes deban ser oídos y tengan el 
derecho de producir sus probanzas en cualquer momento y sin 
ninguna restricción de forma, pues ello haría interminables los 
litigios y muy difíciles el contralor de la lintel» por las partes in- 
teresadas y el desempeño de la función judicial. Confiere sola- 
mente, un derecho cuyo ejercicio delw ser reglamentado, es decir, 
restringido o limitado, por las leyes de procedimientos, a fin de 
hacerlo compatible con el derecho análogo de los demás litigan- 
tes y con el interés social de obtener una justicia efica*. En subs- 
tancia, la inviolabilidad de la defensa sólo exige que el litigante 
sea oído y que se le dé oportunidad de hacer valer sus medios 
de defensa en la forma y con la solemnidades prescribas por 
tos leyes de procedimientos, como lo ha dicho esta Curte en 
reiteradas ocasiones, (Fallos, tomo 119, página 150; tomo 121. 
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y otros). 



(¿uc estos requisitos esenciales no puede» considerarse alte- 
rados o menoscalKulos por la disposición del Código de Justicia 
Militar, segó» la cual sólo se admitirán nuevas declaraciones de 
testigo.* en el plenario cuando se trate de delitos comunes, (ar- 
tículo 3ó0, inciso 4 V ). de lo que se infiere que, tratándose de de- 
litos de naturaleza esencialmente militar, como es el que consti- 
tuy la materia de esta causa, no se permitirá en el 



M FALLA»» BE LA COIT* lUflIMA 

' .«.'.. 

prueba testimonial que la ratificación de los testigos presentes 
de» sumario. (Art. ¿60, inciso 3°). 

Que, en efecto, no es necesario a tos fines de la garantía 
constitucional de que se trata, que la oportunidad para hacerse 
oír y para hacer valer las defensas a que se ha hecho referencia 
precedentemente, sea dada al litigante en cada etapa del juicio 
con la misma amplitud en todos los casos. El legislador, haciendo 
uso del poder de reglamentación ha podido graduar la extensión 
de la defensa teniendo en cuenta las necesidades inherentes al 
asunto que debe ventilarse, ta naturaleza y gravedad del mismo; 
y ha entrado, por lo tanto, en sus facultades, hacer distinciones 
a ese respecto entre los delitos comunes y los de carácter exclu- 
sivamente militar, toda vez que por la índole de estos últimos, 
que afectan siempre a la disciplina del Ejército, lógicamente se 
requieren procedimientos más estrictos y decisiones más rápidas. 

Que estando autorizado el reo para indicar durante el suma- 
rio tas diligencias probatorias que interesen a su defensa (ar- 
tículo 246), entre las cuales se encuentran comprendidas la ci- 
tación e interrogatorio de testigos, la ratificación de éstos du- 
rante el plcnario satisface, en principio, los requisitos primarios 
de la defensa en juicio y solamente podría considerarse vulnera- 
tía la garantía fundamental invocada, si por el ejercicio abusivo 
de las facultades de que se halla investido el Juez Instructor no 
atendiere las indicaciones hechas en el sumario |>or el procesado 
o su defnesor en el sentido de la producción de prueba testimo- 
nial, y que, por tal causa, quedase aquél privado de elementos 
esenciales para su defensa, lo que no ocurre en la especie sab Hlt\ 
piles ni siquiera se ha alegado la existencia de tales indicaciones 
o jicdidns de prueba al íuiicimiario instructor. 

Que es igualmente infundada la tacha de incoustituciona- 
lidad que se formula rtsjxxto del articulo 393 del Código de 
Justicia Militar en cuanto declara irrevocable el pronunciamiento 

del Consejo de líitcrra sobre los hechos discutidos en el proceso, 
porque ta garantía de la inviolabilidad de la defensa no requie- 
re que las causas se vent ileu -*n varias instancias, ni impide 
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ijir' las cuestiones de hecho sean apreciadas por el tribunal de 
primer resorte mi la íorma <¡uc lo hacen hahitualmentc los ju- 
rados, ni íinalim ■ule. ci instituye un obstáculo a c]iit' la instancia 
de alzada verse exclusivamente sobre la aplicación de la ley o 
def dereclm, como ocurre en los tribunales de casación. Todas 
estas modalidades armonizan con la exigencia constitucional de 
la defensa y su adoptación dc]>eude. exclusivamente, de la volun- 
tad y buen sentido del legislador ipte ha podido elegir entre los 
diversos sistemas de organización judicial y que ha optado en 
el caso por una solución que se aproxima mucho a la aspiración 
consignada en los artículos 67, inciso II y 102 de la Consti- 
tución. 

(Jile resulta, asimismo, desprovista de todo fundamento la 
impugnación hecha a la dsiposición del articulo 635, inciso 2? 
del Código de Justicia Militar por ser contraria a la altolición 
de los fueros personales y repugnante al principio de igualdad 
consagrado |>or el art. ló de la Constitución. El precepto ob- 
jetado se limita a disponer tpg comete insuÍ>ordinuctóii el mili- 
tar tpiu falte en cualquier forma a los respetos debidos a la 
autoridad o a la dignidad personal del superior, lo que. por cierto, 
no ¡mirria hacer revivir los fueros la-rsonales sino ^establecer 
mía sanción intuitiva para infracciones de carácter esencial- 
mente militar, haciendo surgir, virlualntente. para tales actos, el 
fuero real o de causa que dejó subsistente la ley de 5 de julio 
de 1823 y mié la Constitución actual no ha suprimido (Fallos, 
tomo 101, pág. 405 t. "La abolición de los fueros personales, 
ha dicho esta Corle, significa netamente que ningún militar goza 
ya del privilegio de ser juzgado i>or los tribunales militares por 

viduo fiel Ejército, en causas civiles por delitos que no impli- 
quen violación de la ordenanza y cuyo juzgamiento corresponda 
a utra jurisdicción según la naturaleza tle dichos delitos, liste 
es netamente el alcance de la aMición de los fueros per solíales, 

arrelKttado a los tribunales militares la facultad necesaria de 




conocer y jilear ludas las infracciones de las leyes que rigen al 
t-jército y a la armada de la Noción". (Fallos, tomo 54, pág. 577. 
a la $g£|, Y respecto a la facultad de concordancia di- ía 
<JtspjÓ8|eíqU atacada, con ti principio de igualdad, bastara |>ara 
demostrar su inconsistencia, recordar que el Congreso se en- 
cuentra investido por el articulo tí/, inciso 23 de la Constitución 
de tm fwéaliS necesarius pura sancionar reglamentos y 
¿as destinadas al Gobierno de las fuerzas militares 
que ese jHwler constitucional comprende, necesarianieute, la fa- 
cultad de establecer las hormas y sanciones que sean necesarias 
!>ara inculcar y mantener l urden y !a disciplina en dichas fuer- 
zas: y ipiu. para obtener esc resultado, es indispensalile impuuer 
el respeto y la estricta sultordinación dentro de la jerarquía mi- 
litar. 

<Jue entre esta» ¡lumias exce|x-ionales, de cuya severa ubser- 
vanci.i depende que el ejercito sea un factor eficiente de la de- 
fensa nacional y no un jn-ltcro para la paz interna y para la esta- 
bilidad de las instituciones, se encuentra la disposición impugnada 
cpie define los actos calificativos del delito de insubordinación, 
haciéndolos pasilile de ¡tena: y tal sanción, que tiene como fun- 
i lamento la suprema necesidad de orden y de disciplina, además 
tfe hallarse autorizada por la cláusula recordada que encarga al 
Congreso la sanción de reglamentos y ordenanzas especiales para 
el (Hibierno fie las fuerzas armadas, se ¡terfeetamente compatible 
con el principio de igualdad, la cual, lia dicho esta Corte, no es 
otra cusa que el derecho a cpie no se establezcan excepciones o 
privilegio* que excluyan a uim* de |.. que <%• coticede a utms en 
iguales circunstancias, i |-a11«s. tinm. 123, pág. 106: tonto 124, 
pag, 122 y tos alli citados. 

Kn su mérito y los fundamentos del dictamen det señor i'ro- 
enrador General, se confirma la sentencia apelada en cuanto ha 
ludido ser materia del recurso. Notifiquen- y devuélvase. 

A. Bi:rme.k> — J. Fic^-kroa Al- 
corta — Ramón Mi-niikz - líu- 
jíKhto Repetto. 



Don Adolfo Tamborino. — Kccurso de 

Sumario : No procede el recurso de habeos Corpus deducido en 
favor de un ciudadano agregado a un regimiento de infan- 
tería y remitido a un hospital militar por disposición del 
jefe del distrito correspondiente y orden del Comandante 
de la división respectiva, jjor existir dudas respecto a la le- 
galidad de la cxcqwión que por inhabilidad física le fué 
acordada. (Artículo 635, inciso t* del Código de Procedi- 
mientos en lo Criminal). 



SKNTK m IA OEI. JCE3Í l-KOKK Al. 

ROMllu. Junio 26 Je \»X 

Autos y Vistos: 

Ei recurso de habeos corpas deducido por don Adolfo Tam- 
horniim en favor de su hijo Adolfo Aníbal Tandx>niitio, di- la 
clase de 1905, matricula 427, Distrito Militar 34, 

Primero: De autos resulta cpie el ciudadano Adolfo Tan*- 
iHirnino ha sido agregado al Regimiento I I de Infantería jjor dis- 
ixisición del señor Comandante de la División con el objeto de 
que se le practique un nuevo examen médico |x>r halier dudas 
acerca del primero que se le hizo éd et Distrito Militar 36, con 
fecha 25 de enero último y del que resultó inapto. 

Segundo: De acuerdo a lo informado por el señor Jefe del 
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Regimiento II ele Infantería res|>ecto a que "si el resultado tic 
dicho reconocimiento, modifica la clasificación anterior, se envíe 
(a Adnlfu Aníbal TamlKirnínu) al Hospital Militar Divisionario 
Paraná", parece que las autoridades militares tuvieron dudas 
acerca de la legalidad de la excepción que por inhabilidad física 
se le otorgó al mencionado Adolfo Aníbal Tambornino. 

Tercero: Con estos elementos de criterio y teniendo en 
ementa el fundado dictamen del señor Procurador Fiscal, cargo 
número 1917 (s. íí), es razonable no hacer lugar al pedido for- 
mulado pm él Señor Aníbal Tambornino en favor de su hijo 
Adolfo. 

Resuelvo : 



No hacer lugar. |Hjr abura, al recurso de ItabcdS corfitts inter- 
puerto a favor del ciudadano Adolfo Aníbal TanilK>ruino. In- 
sértese, hágase saber y archívese el e\|>ediuite, previa nposición 
del sellado adeudado. — Juan Airan ;. 



SI-NTKNCIA UE I.A lÁMARA FEDERAL W. AI'KLAClÓ* 



Howio, juníd X d> IfliS 

Vi*to el recurso de habtus Corpus interpuesto por .-\níl»al 
> a favor tic Adolfn Tambornino ; 



Y Considerando ; 



d otorgamiento de excepciones del servicio militar por 
los Distritos respectivos, como sueedió con el recurrente, es de- 
finitivo, ruando no hubiere sido apelado, apelación que no consta 
de autos, ni siquiera se menciona en los informes de fs. 3 y 5, 
según se desprende del inciso 2* del articulo 08 de la ley 4707. 
pnr la 9686; habiendo. iH,r lo 1 
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para detener a aquél el Comando Militar 



Y oido el señor Fiscal de, Cámara: Se revoca el auto de 
fojas 7. del 25 del corriente, deponiéndose la inmediata libertad 
del detenido Adolfo Tamliorniim. a cuyo efecto se librarán las 
órdenes del caso. — Xotifíquesc y devuélvanse. — Carlos M. 
Avila. — fosé .1/, Fierro. — Luis V. González. 



PICTAMES DEL SENOK PROrrHAnOR GENERAL 

Bueno* Alrei, 3 dt AfioMo de tSCS 

Suprema Corle: 

Adhiero a los fundamentos de la sentencia de fs. 7 y consi- 
deraciones conconlantes sostenidas por el Ministerio Fiscal en el 
presente recurso de habeos Corpus interpuesto a favor de don 
Adolfo Tamboniino. detenido por las autoridades militares para 
un nuevo reconocimiento médico y [«ra eoiuproliar su inhabi- 
lidad física a los fines de su excepción del servicio militar. 

Pido j>or ello, a V. \\., revoque la sentencia apelada de fs. 12. 
dictada por la Cámara Federal del Rosario, que hace lugar al 
recurso interpuesto. 

Horado R. Larreta. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Iihh Atrti, Afuio ll de LK» 

Vistos y Considerando: 

Que el presente recurso de habeos corpas interpuesto por 
en favor de su hijo Adolfo A. Tambor- 
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rAr.u>s dc la coktí suneuA 



niño, ha sido traído a esta Corte |»or vin del recurso extraordi- 
nario previsto en el inciso 3». articulo 14 de la ley 48. por el 
Ministerio Fiscal, a mérito de haberse desconocido el derecho 
i lindado en la ley nacional n» 9C»86. 

fjuc el ciudadano Adolfo A. Tamborninn perteneciente a la 
dase del año 1905. matricula 427. fué agregado al Regimiento 
1 1 dc Infantería y remitido al Hospital Militar de la 3* División 
fiel Ejército, por disposición del Jefe del Distrito 34 y orden del 
Comandante del a 3» División para ser reconocido en Junta Mé- 
dica por existir rindas respecto a la legalidad de la excepción que 
)n»r inhahilidad física, le fuera acordada en enero del corriente 
año. 

Um ¡ ir el articulo tiH de la ley orgánica del Kjéreito. n* 4707 
reformada por la ley dfiWV. articulo 68. inciso 2* la competencia 
para acordar o denegar la excepción prevista en ta letra o), ar- 
rictilo 63 f inl labilidad física) dc la primera, fué atribuida al Jefe 
del Distrito Militar del domicilio del reclamante, con apelación 
al Comandante de la Región y en última instancia al Ministerio 
ile í aterra. 

Que ese fué el proj Masito de ta ley iY> 9686 consta en el Men- 
saje del Poder Ejecutivo de agosto 12 dc 1915 proponiendo la 
reforma, aleccionado, según lo expresa, por una experiencia de 
diez años y en la manifestación del miembro informante según 
la cual "el proyecto reserva exclusivamente a la autoridad militar 
el conocimiento y resolución de las excepciones por razón dc 
inutilidad, por tratarse de cuestiones de hecho que dclu.i resol- 
verse con criterio técnico militar". (Diario de Sesiones del Ho- 
Morábfc Senado, año 1915. páginas 362 y 579 >, 

ÍJlte cu vista de tales antecedentes, es de aplicación al caso lo 
dispuesto en el articulo 635. inciso 1? del Código dc Procedi- 
mientos en lo Criminal y la declaración de ta improcedencia del 
recurso de Htibi-as Corpus deducido a fojas 1. 

I'or elfo se revoca la sentencia apelada de fojas 12. — Noti- 
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te origen donde se repondrá el 



A. Hl-HMKJCt — J. FlíifEROA AlXGR- 
COHTA — lÍAMÓN M KND1- Z — Ro 
Kl-KTO 1ÍEPKTTO. 



Doña Ayncs \ fukl, ett autos con ¡os señores Mendct y Compañía, 
por falsificación y usurpación de marca. — Recurso de 
hecho. 

Sumario: No procede el recurso extraordinario del artículo 14. 
ley 48, contra una resolución en juicio sobre falsificación y 
usurpación de marca, cuyo fundamento es la cuestión de 
hecho, de sí existe o no imitación capaz de inducir en con- 
fusión a los consumidores del producto en razón de las 
enunciaciones que el mismo contiene y que caracterizan la 
marca de los querellantes. 

Caso : Lo 



DICTAMEN DEL .SEÑOR PROCURADOR GEXKRAI. 

Biitni* Ai*». AfMtA 5 dt m 



Ij> que la Cámara Federal de Apelación de la Capital ha 
resuelto a fs. 626 de este proceso seguido por Mendcl y Cía. 
contra doña Agnes Muhl por falsificación y usurpación de mar- 
ca, al confirmar por sus fundamentos la sentencia de fs. 610 
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del señor Juez Federal, es, en definitiva, una cuestión ríe hecho, 
a sahcr. si existe o no imitación capa? de inducir en confusión a 
los consumidores del jiroduclo secuestrado en nuón de las enun- 
ciaciones míe el mismo contiene y rjue caracterizan la marca de 
los consumidores del producto secuestradn. en ríizón de las eimn- 
sentencia de primrra instancia referida. 

Las conclusiones a que el iriltunnl llega sobre esta materia 
son irrevisahles por CS'a Curte Suprema. por disponerlo así el 
articulo 14 de la ley 48 y el fi' de la 4055. 

Además, la sentencia apelada contiene, como lo indica la 
misma querellada al recurrir para ante V. E. a fs. 229. funda- 
mentos de derecho común referentes al valor probatorio del tí- 
tulo invocado por los querellantes, fundamentos que, por su na- 
turaleza, tampoco pueden ser materia de revisión en el recurso 
extraordinario que acuerda la disposición legal anteriormente 
citada. 

Tales fundamentos y los de hecho antes referidos, son su- 
ficientes para sustentar la semencia recurrida, mu presciudc-ncia 
de las cuestiones federales que puedan haberse deducido en fa 
causa. 

Soy por ello de opinión que corresponde declarar hien dene- 
gada 9a apelación interpuesta en lo* autos pitra ante esta Cune 
Suprema. 

Horacio ft. Lar reta. 



FALLO Uti LA COKTE SL'PKKM A 

Bwtiof Atrrt, AgMo II de 18» 



Autos y Vistos: 

Téngase por resolución lo dictaminado precedentemente por 
el señor Procurador (ieneral. declarándose, en consecuencia, tío 
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haber lugar a la queja deducida. Notifiques^ y archives?, pre- 
vía reposición del pape!, devolviéndose los autos venidos por vía 
de informe, con iran-WTipción de la prrsenk- y del dictamen del 



A. Bermejo. — J. Fia-KW'A Ai.- 
corta — Ramón Méndez — Ro- 
wükto Repkttu. 



Em Gabriel Scatwapicco contra la Provincia de Buenos Aires, 
sobre mconstituciouaHdad de impuesto. 

Sumario : 1.a justicia nacional es incompetente para conocer de 
las cuestiones sobre cobro de impuestos locales, mientras nn 
sean pagados con las reservas respectivas y se formulen des- 
pués las acciones en repetición que fuesen procedentes. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 



l'KOtl'RADOR CjKNKKAI. 

Buhos Air», Julio t 4t 1*2* 

Don Gabriel Scannapieco demanda ante V. E., a la Pro- 
vincia de Buenos Aires por inconstitucional ¡dad del impuesto 
especial de afirmados del camino público de La Plata a Avella- 
neda en ejecución de una ley provincial de 30 de diciembre 
de 1907. 

El actor no solicita devolución de suma alguna de dinero 
pagada por dicho concepto porque, según afirma, se ha negado 




Suprema Corte : 
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a alionarlos nn obstante el juicio ípic para su cobro le sigue el 
Fisco Provincial ante los Tribunales locales. 

Solicita la declaración <|e inconstitucionalidad de dichos im- 
puestos jwjrquc en la aludida ejecución se le ha trabado un cm- 
bargo en la propiedad, que le impide disponer de la misma 
mientras no satisfaga la expresada deuda. 

De estos antecedentes se infiere la improcedencia de la de- 
manda entablada. 

En efecto, consta en autos, como he rlicho, que el cobro de 
los impuestos aludido,» se encuentra discutido judicialmente ante 
los tribunales de la Provincia. No es dado adelantar la solución 
de ese litigio de la que i»odría resultar innecesario la tramitación 
de este nuevo juicio. 

Sobre todo, la Corte Suprema no puede avocarse origina- 
riamente el conocimiento de una causa que ha quedado sometida 
a la jurisdicción local y en la cual las partes pueden hacer valer, 
si lo juzgan pertinente, los derechos que acuerda el artículo !4 
de la ley número 48 para que sea traúla a resolución de V. E. 

Por otra parte, rs doctrina uniforme que para alegar la in- 
cousiituciotialidad del impuesto es requisito indis]>cnsahle su pre- 
vi» i pago y lia jo protesta. 

I-is relaciones entre el contribuyente y un listado no están 
regidas sino subsidiariamente por el derecho común. 

Dichas relaciones forman la materia propia del derecho pú- 
blie... 

El alcance fie esta doctrina la lia fijado V. E. al decir : "(¿ue 
la exigencia del pago previo de los impuestos, con la correspon- 
diente protesta. i«ara que el contribuyente pueda recurrir a los 
jueces de su fuero pidiendo la devolución de lo indebidamente 
pagado, no ha respondido en la jurisprudencia invocada, al pro- 
pósito de constituir la prueba del i»ago, que consta en los recibos 
otorgados jwr la Administración, sino al de no paralizar la recau- 
dación que debe hacerse par las autoridades locales con arreglo a 
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sus propias leyes y no privar de sus rentas a los Go 
provincia". (S. C. N.. tomo 99. pág. 355). 





Horacio R. J 



.LO DE Í.A COKTE SUPREMA 



Buaot Alm, Asesto lü de IW» 



Y Vistos estos autos de los que resulta : 



Que a fs. 9 se presenta antevista Corte don Gabriel Scan- 
napieco. promoviendo demanda contra la Provincia de Buenos 
Aires por inconstitucionalidad e ilegalidad del impuesto especial 
tle afirmados del camino público de La Plata a Avellaneda, esta- 
blecido en la ley provincial de 50 de diciembre de 1907. 

Manifiesta ser propietario de cuatro fracciones de campo 
situadas en los cuartetes tercero y octavo del Partido de Quilmes, 
Provincia de Buenos Aires, designadas con los números 2, 4, 6 
y 8 del plano que en copia acompaña a fs. 7 cuyos inmuebles se 
encuentran afectados por el mencionado gravamen. 

Hace referencia en seguida, a decisiones pronunciadas por 
esta Corte y termina solicitando que se declare indebida ta con- 
tribución que ta provincia pretende hacer efectiva sobre la pro- 
piciad, en virtud de ser contraria al art. 17 de la Constitución 
y se le condene al pago de las costas del juicio por haber ya sen- 
tencia dictada en casos iguales. 

Una vez acreditada la jurisdicción originaria de esta Corte 
se corrió traslado de la demanda a la Provincia de Buenos Aires, 
que lo evacuó a fs. 30 solicitando que oportunamente sea recha- 
zada con costas dicha acción. 
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Ktcibida la cau^i a pfóeba por auto de fs. 33 vuelta, agre- 
gada la producida [ior lae {Kiries, fs. 37 a fs. 122, el respectivo 
alegato de la parte aclara ele fs. 125 a fs 147 vuelta y oido el 
señor IWurdaor (leñera) (fs. 152), la causa quedó conclusa 
pata sentencia a mérito del llamamiento de autos de fs. 153. 

■ 

Y Considerando: 

Que de los propios términos de la demanda se desprende 
que el impuesto provincial de que se trata en este juicio no lia 
sido satisfecho por el contribuyente. 

Que en tales condiciones el asunto no corresponde a la ju- 
disdkción originaria de esta Corte porque no reviste el carácter 
de causa civil (Art. I", inciso 1» Ley N* 48), estando regido 
todo l<> (|ue se refiere a impuestos provinciales y a su |H;ct |xión. 
l>or el derecho administrativo local, pues Tas Provincias se dan 
sus propias instituciones y se gobiernan por ellas con arreglo al 
articulo 105 de la Constitución Nacional, de lo que se infiere ne- 
cesariamente el derecho a crear impuestos y, a los medios para 
hacerlos efectivos por el órgano de sus propias autoridades. 
( Fallos : Tonw > 94, pág. 43fi ) . 

Que, por consiguiente, la presente causa ha debido ventilarse 
ante los jueces de la provincia demrndada, y no puede ser traído 
a la jurisdicción de esta Corp sino en virtud del recurso autori- 
zado por el artículo 14 de la Ley N* 48, o por acción civil de 
repetición del impuesto pagado con las reservas consiguientes 
por ser contrario a la Constitución o leyes nacionales. (Fallos: 
Tomo 95, pág. 229, 234 y 337; Tomo 98. pág. 20; Tomo 115, 
pág. 64 ; Tomo 119. pág. 310 y otros). 

Que en cuanto a la imposibilidad en que se dice encontrarse 
el demandante para llenar el requisito del pago previo por la 
magnitud de la contribución que aparece excediendo el valor de 
los inmuebles afectados, y a la desigualdad que esa exigencia crea 
entre las personas contribuyentes según cuenten o nó con los re- 



cursos necesarios para í'fcctuar el pago previo, procede observar: 
t v , que esa exigencia tiende sólo al fin de no sustraer la percep- 
ción de los impuestos de la competencia de las autoridades tócales 
y del régimen de sus propias leyes y al mismo tiempo no privar 
de sus ventas a los Gobiernos de provincia, lo que no impide que 
las acciones judiciales se entablen, como se lia dicho anterior- 
mente, ante los jueces de dichas jurisdicciones y se pueda llegar 
basta esta Corte por ta vía del recurso extraordinario. (Fallos: 
Tomo 17, pág. 207; Tomo 31. pág. 103: Tomo 99, pág. 355)'; y 
2*, que tratándose en la especie sub-lite de un impuesto pagadero 
IHir cuotas y a largos plazos, al actor le hubiera bastado haber 
satisfecho la primera cuota para iniciar la acción de repetición. 

Por ello ; de acuerdo con lo dictaminado por et señor Pro- 
curador General y de conformidad con lo resuelto en casos aná- 
logos. (Fallos: Tomo 95, pág. 51 y 290; Tomo 105, pág. 273; 
Tomo 107, pág. 179 entre otros), se declara que al asunto no 
corresponde a la jurisdicción originaria de la Corte Suprema. — 
Nutifíqttese y archívese, reuniéndose el papel. 

A. Bermejo — J. Figueroa Al- 

tojíTA. — Kamún Méndez. 



Doña Sifc'w de Toranzos Torino y otros contra Jitan Carlos Dúic 
y otros* sobre reconocimiento de sociedad y rendición de 
cuentas. — Contienda de competencia. 

S untar ¡o : Hay prórroga de jurisdicción y es por lo tanto de pro- 
cedente aplicación lo dispuesto en el articulo 14 de la ley 48, 
en un caso en que el representante de una sucesión promueve 
ante un juez federal una demanda que tiene por objeto cues- 



» FALLOS DE LA COtTE SU PICUA 

t Iones planteadas y pendientes de resolución en el juicio su- 
cesorio. 

Caso : Lo explican las piezas siguientes : 



DICTAMEN DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aira. Afwto > 4t ltM 

Suprema Corte: 

Se ha trabado contienda de competencia entre el Juez Fe- 
deral de Bahía Blanca y el de Primera Instancia en lo Civil y 
Comercial de la misma ciudad para conocer en el juicio que los 
herederos del doctor Nicanor Tornaras Tormo han interpuesto 
contra don Carlas Díaz y otros por reconocimiento de sociedad 
y rendición de cuentas. 

La sucesión del expresado doctor Toranzos Torino tramita 
ante el Juzgado en lo Civil referido y, a estar a los informes ex- 
pedidos en el expediente seguido ante dicho juzgado» corrobo- 
rados jxir las demás actuaciones judiciales, dicha sucesión :a di? - 
cutido con los d emendados la forma de liquidar la sociedad o co- 
munidad que existió entre el causante y. dichos demandados con 
motivo de la tramitación de asuntos hecha por el estudio jurídico 
del primero. 

En dichas actuaciones no se ha promovido incidencia alguna 
sobre incompetencia ni ha sido opuesta esta excepción por la su- 
cesión actora. 

Ks evidente que la demanda que ésta entabla ahora se re lie re 
a la manera en que debe liquidarse y percibirse parte del halwr su- 
cesorio, formado por los créditos por honorarios en la sociedad 
o comunidad de referencia y tiende a resolver cuestiones íntima- 
mente ligadas a las propuesta» y sometidas a resolución del Juez 
de la sucesión. 
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Ha existido, pues, prórroga de la jurisdicción de este último 
magistrado y las partes han quedado, por ello, inhabilitadas para 
someter sus cuestiones a decisiones de otro juez. 

Soy, por tanto, de opinión que corresponde declarar compe- 



Los de contienda de competencia entre el Juez Federal de 
Bahía Blanca y el de primera instancia en lo civil y comercial del 
I>epartamcnto Costa Sud de la Provincia de Buenos Aires, para 
conocer en el juicio sobre reconocimiento de sociedad y rendición 
de cuentas promovido ]>or doña Sylvia Lavié de Toranzos Torino 
y sus hijos menores contra los señores Juan Carlos Díaz, Emilio 
K. Díaz y Adriano Pillado, hijo. 

Y Considerando: 

Qxk ta dentada se ha entablado ante el Juez de Sección por 
considerarse procedente el fuero federal en razón de la distinta 
vecindad de actores y demandados, unos y otros argentinos, do- 
miciliados los primeros en Salta y los segundos en Bahía Blanca. 

Que la inhibitoria promovida al Juez Federal se funda en 
que, sostenida por la parte actora la existencia de una sociedad 
con los demandados, procede en el caso la aplicación de la doc- 
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10 de II*» 
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trina consagrada por la jurisprudencia, de fjuc los socios de dis- 
tinta vecindad, por el hecho r|<« ser talos socios, tienen el mismo 
domicilio y están sujetos a la misma jurisdicción. 

One no es necesario dilucidar esta cuestión en el snb judicc. 
pues a los efectos de determinar la jurisdicción a que compete su 
conocimiento, es bastante examinar si, como lo afirma ta parte 
demandada y In niegan los actores, la materia objeto de fa de- 
manda ha sido planteada y está iludiente de resolución en el 
juicio sucesorio que tramita ante d juez provincial que ha pro- 
movido la inhibitoria. 

Que este magistrado expresa en su auto de fojas 25, expe- 
diente del Juzgado Civil y Comercial y lo reitera en el de fs. .36 
del mismo expediente, que el representante de la sucesión del 
doctor Nicanor Toranzos Torino ha promovido en los autos de 
dicho juicio sucesorio una cuestión sobre la forma en que deben 
(livfdtrse los honorarios devengados en los dos juicios indicados 
en los escritos a que se refiere, sosteniendo dicho representante 
que corresponde a la sucesión la mitad de todos los honorarios, 
ya se refieran a trabajos anteriores o posteriores al fallecimiento 
del causante ; agregando, que en cualquiera de las dos situaciones 
planteadas en la demanda, esto es, ofrecimiento del señor Díaz 
a continuar la sociedad con la viuda e hijos del causante, o de 
mediar una sociedad de hecho como consecuencia de su falleci- 
miento, en ambos juicios se debaten idénticos derechos o sean los 
tic la sucesión, constituida por los mismos actores, a seguir te- 
niendo partiepación en los honorarios que corresponde a los de- 
mandados con posterioridad al fallecimiento del doctor Toranzos 
Torino y sin que esta situación se modifique por la circunstancia 
de que en una demanda se haga referencia al señor Díaz sola- 
mente y en Ja otra se comprenda también a los doctores Diaz y 
Pillado, ]«>rque en la discusión, radicada en la jurisdicción ordi- 
naria, no sólo se hallan comprendidos los honorarios i ¡envilecien- 
tes al señor Emilio li. Diaz. sin»» también a los mencionados le- 
trados por su intervención en los referidos juicios. 
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Que en estas condiciones y con tales antecedentes, aparece, 
fuera de duda, la radicación de la causa ante el Juez de la suce- 
sión, y de procedente aplicación, en consecuencia, la disposición 
del artículo 14 de la ley número 48 que fundamenta el auto alu- 
dido, en el que se establece la prórroga de jurisdicción de que 
asimismo se hace mérito en el dictamen del señur Procurador 
General. 

Por estas consideraciones y las concordantes de! dictamen 
de referencia, se declara que es Juez competente para entender 
en esta causa el de Primera Instancia en lo Civil y Comercial de 
liahía Blanca, a quien se remitirán los autos, avisándose al Juez 
de Sección en la forma de estila Repóngase el papel. 

A. Bekue/o. — J. Figueroa Al- 
corta. — Ramón Méndez. — 

ROHKBTÚ RüPETTO. 



Señores Kaufmami y Cía., contra el Ferrocarril Central Argen- 
tino, fiar devolución de pesos. 

Satuario : Las circunstancias de haber comunicado la empresa a 
la Dirección General de Ferrocarriles el proyecto de modi- 
ficación de las tarifas vigentes, y de haber aceptado aquélla 
las oliservaciones de ésta; de haber la empresa presentarlo 
un nuevo proyecto en todo de acuerdo con las indicaciones de 
la expresada oficina y de haber sido pasadas, favorablemen- 
te informadas por ésta, las nuevas tarifas al Ministerio de 
Obras Públicas para su aprobación por el Poder Ejecutivo, 
no autorizaban a la empresa para poner en vigencia las tari- 
fas modif icadas, antes de que quedaran aprobadas por éste, 
como lo exige la ley especial número 6062 y las leyes genera- 
les sobre ferrocarriles, números 2853 y 2873, o de que hu- 



pm.ws di- la corte SUPRKMA 



hieran transcurrido los cuatro meses que requiere el Kegla- 
niento, desde la fecha de su comunicación a la Dirección Ge- 
ni ral y la de su aplicación al transarte materia de la ¡¡lis 
mu que puftla atribuirse a una resolución de la Dirección Ge- 
hena" di- Ferrocarriles, dejando sin efecto otra en que se le 
njaha a la empresa vi té#lítlo de cuarenta y ocho horas para 
«pie cesara ut | a infracción que estala cometiendo, vi efecto 
di subsanar la falta de aprolKición expresa que incttmlie vx- 
ch^vamenX: ai i'oder Ejecutivo, id tampoco el de dar por 
aproadas, mecánicamente, dichas tarifas antes de haher 
transcurrido los términos reglamentarios. 

Cuso: Lo explican I;,- ,,iezas M<-menles: 



SHXTKNCIA W LA CÁMARA FKhtiKAI. 

Bu* ti «Air», Nwlembfc « de IWí, 

ViStflS estos autos seguidos por Knufmanu y fia. contra la 
resa del J'ern ¡carril Central Argentino, sobre devolución de 
exceso de fletes ; y 

O msiderando : 

ÍJue vi 15 de lebrero de 1921, la empresa dem; ada pre- 

hq» a la Dirección General de Ferrocarriles un provecto de au- 
mono de varia, de sus tarifas, entre ellas la relativa a grasos, 
que se aic-tiona en el presente caso. 

Hne la hispección General Administrativa y la Dirección 
í.encral de Ferrocarriles observaron dichas modificaciones, con 
lechas abril _?X y junio 8. respetivamente. 

[}uv ello motivo la presentación, por ¡a empresa, de un nue- 
vo proyectn con fecha junio M) del mismo año ISÜ» el cual, sien- 
do mtorma<lo favorablemente por la Dirección General de Ferro- 
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carril,* |Msú al Ministerio ele Obras Públicas. c,u¡«, de Confur . 

£S r , M amV " rnXUr;i,] " r ' k] '" ts í "-I™ el 
a . <CC " in (;i ' ,ur:t ' dc ^^.cairik-s. robándole 
nuevos y mayores informes. • 

<V> estando pendiente dfcSo fer ] , 

cret0 de agosto 21 m m\ dechrimln ,..,) • • . 
* aumento de la, tarifas ¿ ^S^' ' ^ 

sí ^ <* *¡» P* é« a R ost« 18 la Dirección Genera] 
( rr,ram, " S R T IV,U ÍÍÍar 1:1 Cmi — <W eren- 

; 1 T ,m t no 1,11 i,]:mi * w * uta » - - *m fJ uc dejas, 

I w n a,,J,K " m ° <K ' ,aS «** "" *■» ««««i W v 

r,^ ,;11S 'T' a ." ,¿rÍtn <U ' ,SW 'I 111 ' díÓ !a em P r,,á. 

«tictite, declarando, en definitiva, valederas las tarifas „ fc £ 
nu,u, que tai malvé® „o Pra <fe M1 mme e ^ m ^ 
esta automada para "aprolwr directamente modificaciones ,1, fes 
mrsmas, dentro c!, los limites de las tarifas aproadas por el 
. t. 71. inciso S.", |, y ¡ y , ,„ y ^ fas ¿¿ 

as tarifas presentadas , M . r ia empresa no estal™, au t „ri,adas 
1- ,1 R 1, y. ^ ,, s $ mp$ m , mtm t m a , s([t(|in ,,,, 

"V ,9 f\ c r l,ílh,a > id " *» <*éo dias de mtmmm 

a Ja resolución de la Dirección < ¡ern-ral de Ferrocarriles, y „„ c 
d,ju Sin efecto tos aumentos lucho, por las empresas ferrovia- 
rias en sus unías. . 1 mu ' 

Que d decreto (k .| i» \: <k . 2 \ (k . ;iíí(>st() tk . , (J _,j cs <u . t . v 
rancT g,„,ral. y se aplica a todas las tarifas e ( fte en ese momento 
se baílala su, aprobncion expresa o tácita, v en esa condición efe 
talKUt las eueshouadas. míe se encomral*,. iludientes del mU n - 
m¡ re.pun.lo por el Ministerio ríe ( «>ras 1'úblieas a la Diraviún 
(JencraJ (Je Ferrocarriles, cu .ío.lc julio ( je 1921. 

ia devolución de las tarifas col.ra.las de' más. ¡Z f ue ^Í^efe 
f.ulaeran podido ,K,nerse en vigeticia. era necesaria la aproado., 
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preña expresa <lel P, E.. o (¡uc ellas hubieran quedado automá- 
tica o tíÉCitanieme aprobadas |>or cumplimiento de Jas condiciones 
o transcurso del término del articulo 213 E. del reglamento gene- 
ral, lo que no acontece en el siib lite. En efecto, el proyecto de 
aumento de las tarifas presentado et 15 de febrero, fué rechaza- 
do por la Dirección, a mérito de que los aumentos propuestos con- 
duc.nan a la obtención de un producto líquido muy suprior al 
jiorcentaje establecido |>or la ley 5315. razón ,»or la cual la em- 
presa presentó un nuevo proyecto de aumento en sus tarifas el 
30 de junio, el cual, para que hubiera quedado tácitamente apro- 
bado, como lo pretende ta empresa, hubiera sido necesario el 
transcurso dé los cuatro meses, sin que la Dirección las oliva- 
ra, desde esta última fecha, lo que no ha ocurrido en el presente 
caso, como resulta de los precedentes considerandos. 

gue por lo que respecta a la pn>cedencia de la acción de re- 
petición de lo lepado, este Trihmfal rcprmlucc las consideraciones 
hechas en el caso de Gómez v. E C. Central Córdoba, fallido en 
octubre 27 de 1924, '% pago por parte de la actora de las tarifas 
un autorizadas ni aproadas tácitamente, no puede considerarse 
que miarte el cumplimiento do mia obligación natural, en cuyo 
caso no puede reclamarse lo legado, tanto porque aquél no re- 
viste tal carácter (articulo 515 del £ Civil», cuanto porque, 
para que la obligación natural produzca su efecto, es indispensa- 
ble que el pago se haya hecho voluntariamente, lo que no ocurre 
■ n «"I Sttb judie, puesto que la demandada que goza de un mono- 
|h»lftí de hecho con sus vías y de derc-hn, en virtud de la conce- 
do», lia exigido fique} pago jiara transportar mis pipetes (ar- 
ticulo 5 ló del C Civil). Y, fitialmente. que ninguna ley. ni reite- 
rada juris] xudeucia. exi^e la protesta previa pata que" pueda re- 
petirse el pago efectuado sin causa {artículos 792 y 7*A1 del Có- 
digo Civil), cuando no se trata, como en el caso sub judia; do! 
pago de impuestos". 

Que la protesta previa |iara justificar la devolución del pre- 
cin |)agado ( a que se refiere la Corte Suprema en el fallo que se 
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registra en el tomo &A, página AMk citado por el « <f no, se refiere 
a la rcliaja suhrc el flete legítimo, que lti es el correspondiente a 
las tarifas aprobadas por el P. E. a que tiene derecho el cargador 
jmr retardo en el transporte; pero no al mayor precio exigido por 
ta empresa, como f lete. La procedencia de la repetición ha sido de- 
finitivamente resuelta |«>r esta Cámara, en la cansa análoga se- 
guida por La Protectora Agrícola contra el F. £ Central Argen- 
tino, fallada en agosto 24 de 1926. 

suelto por este Tribunal en casos análogos, se revoca la sentencia 
apelada de fs. It7. declarándose, en consecuencia, que la empre- 
sa det F. C Central Argentino está obligada a devolver a Kauí- 
iiiann y Cía., dentro de los diez días de ejecutoriada esta senten- 
cia, la suma de cuatro mil ochocientos veintisiete pesos con trein- 
ta y cuatro centavos moneda nacional, con intereses a estilo del 
líancfi de la X'acióti Argentina, a contar desde la notificación de 



Las costas, en el orden causado, |Kir haber asistido a la em- 
presa razón proliable para litigar. Devuélvanse y rej>óngaiisc bí 
fojas en primera instancia.—//. A, Xazar Anchomm. — T. Arfo?, 
— J. P. I.umt. - líu disidencia: MuraHuo lisarlutta. — Josf 
Marcó. 



Pallo tu: la coktk svpfema 

Bueno» Mtm A*>ito 18 di IffSS 

Vistos y Considerando : 

Que cotí fecha 15 de febrero de 1921 la empresa demandada 
comunicó a la Dirección < íeneral de Ferrocarriles, a los fines es- 
tablecidos en el artículo 6¿* de la ley núnicco 6062. esto es. para 
obtener la aprolación guliernattva, un proyecto de modificacio- 
nes de sus tarifas vigentes. La mencionada re|>artición adniinis- 



FALLOS DE LA CQtTI SUPIEMA 

vmm hi*. sak-r a fe m tm la> oW-aWs formuladas a 
las Linfas ej ,»«■ la oficina encargada .spcciainH-ntc de 

su mwdto Oüiiía 8 de 192! ) : y en dfcnas „|,. 

^rvae.oncs. la demandada *j apr.-s U ró a manifestar su «nfotM* 
dad ellas, prescindo pncr» dias después (jíMio 38 de 1»} 

,,n m rr i,r,,mtn tn ""^ ,u ' ***** fe* wp^i g 

recordada W Estas nuevás tarifas. favoraWeniente mfortna- 
, l as M ! K,r 1:1 n,m ' c¡,m G*»"^ padrón ni ÜinfateHo de Obras 
I uM.cas para la resolución definitiva del Poder Ejecutivo |* 

yw no tuvo ..(«munidad de ¡irodaeirsc a caíisa del decreto do" ?i 

•If agosto, y del nombramiento do una comisión para informarse 
S6B13B los asuntos proyectados ]x,r todas las empresas. 

Que los antecedente* relación ad..s, acerca do los cuales no 
asiste divergencia entre fas parU*. 1K , autorizaban. , M ir cierto, a la 
empresa detnandada. |»aríi poner eti vigencia las tarifas mndifi- 
radas. toda ve. que en la '¡fem de su aplicación a los transpor- 
t«» de que se trata, no habían sido aprobadas por el Poder Eie- 
ntluo. M11 „ lo ^ fe j, v ( . slH , c¡;i , n - miirfi ^ ^ f;is ¡. •> 

tiendes sobre terrooan ¡les. números 2H.\5 y 2H7,% "(semencias de 
«ta forte de Mayo 21 del corriente año, en los juicios seguidos 
por Juan H. Gómez contra el 1-YrrncarriI Central C¿«M» y en 
"tras cansas análo^is), J 

Que la única excepción a fa exigencia tfc la aprobación ex- 
presa dn las tarifas por el Pode* tuitivo de la Nación, es fe 
nue WpMgt» el áríícuio 2*J E; riel ke-drnne.m, General de l-V- 
rn^rrtles í Decreto de % de marzo de 1*>I9». S «efi n el cual las 
lentas se cnsulerará,, aprobadas si transcurridos cuatro meses 

' ! ' f«***to ■ la Dirección General, «oh*, 

lucren sido observadas. 

One es evidrnn- o„, fa demandada no puede invocar en 

apoyo de su derecho; la mencionada i¡k, uiti ;,.; ■., -i 

mi,It "»na«S (lis|H»sKtuii reglamentaria; 

I . I'onjue las pnmeras tarifas t ,nc sometió a la aprobación d¿ 
Wrnat.va fuero,, observadas por la Dirección Genera! o por una 
<Ie sus .dianas, que para el caso es lo mismo, desde que al comu- 
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mear las observaciones a la empresa, la Dirección las hacia suyas; 

jorque, además, dichas tarifas fueron im| lícitamente retira- 
das |Kir la empresa al presentar, con fecha 30 de junio, las i|iie 
contemplaban las indicaciones formuladas \*>r la Dirección Ge- 
neral; y .V-, porque estas nuevas tarifas no recibieron aprobación 
expresa ni implícita del Poder E jeeutivo, como quiera que entre 
la fecha de su comunicación a la Dirección General (30 de junio 
de 192 1 ) y la de su aplicación al transporte materia de la litis, 
no habían transcurrido los cuatro meses exigidos por el Regla- 
i nento. 

Que la circunstancia de que la empresa del ferrocarril acep- 
tara las observaciones de la E)irección Genera!, o de alguna de sus 
oficinas, no es razón valedera para llegar a la conclusión de que 
el lérmino de cuatro meses del* computarse desde el 15 de febre- 
ro di- 1921, fecha fie la presentación del primer provecto de modi- 
ficación de tariffis. desde que |wra ello seria necesario admitir 
que |ior el hecho de halarse atendido tales observaciones, éstas 
debieron considerarse como no formuladas, solución a todas luces 
inndmisilile. ya que para tener i>or inexistentes las observaciones 
de la Dirección Genera!, habría sido indispensable que esta re- 
IKirtición las huhiere retirado. lo que no ha sido ni siquiera alega- 
do ñor la empresa. 

One no puede atrillarse a la resolución de la Dirección Gc- 
de agosto de 1921 el efecto de subsanar la falta de 
expresa que Íneuml>e exclusivamente al Poder Ejecu- 
tivo, ni tañido el de dar por aproadas, mecánicamente, dichas 
tarifas antes de halicr transcurrido los términos reglamentarios, 
desde que ninguna ley le confiere tales atribuciones a la mencio- 
nada oficina, debiendo, por 1» tanto, limitarse el alcance de la re- 
cordada resolución a lo relativo a las multas aplicadas a la em- 
presa recurrente jw.r la misma Dirección General, onu era lo úni- 
co pura lo que se encontraba habilitada esa re^rtíctón adminis- 
trativa. 




Por elín. y porque el hecho de la conformidad de la empie- 



FALLOS DE LA COI TE SUMEWa 



m m Us ".«creaciones de I» Dirección General m ^ d 

""'^ 1S,ra ■P r » l «" tarifa ,Ic lo, ferrocarriles, y p¿ 
las consunciones concordantes del fallo apelarlo. w Jo 

vansc al tribunal <fc procedencia, doacfc se repodra ci p^j 



A. Bermsjo. — J, Ficueroa Al- 
corta — Ramón Méndez — Ro- 
berto Repetto. 



Pon AntMio PMteMü vontm la P rm¡m¡a de Surtido R stv . 
ro. tebre rjrattivo efe honorarios. 

Sumario : 1,9 M precepto que contiene d artículo 108 de la Con*- 
titucmn no deia lugar a titula en cuanto a que torlas las le- 
yes f| tie estatuyen sobre las relaciones privadas de los habi- 
tantes de la república, siendo del dominio de la legislación 
mil o comercial, está., comprendidas eutre las facultades de 
dictar los Cmm fundamentales que la Constitución atri- 
lmye exclusivamente al Congreso. 

fe El artículo 1* de Ja Constitución ríe la provincia de 
• Sil,1 "f' ,,cl físttr "- =»í siiífaÜír a ésta a la aeeión de sus 
acreedores en cuanto a la forma y morir» ríe hacer efectivos 
sus derechos, fia estatuido sol.re materia que es del resorte 
oclusivo del Congreso, a cuya legislación dcl>cn conformar- 
ía las provmcias. no Atante cualquier disposición en con- 
trario que contengan su constitución o leves locales. |-: u con- 
secuencia, las excepciones de "nulidad'; "espera" v "coni- 
prom.so", fundadas en el expresado precepto de l a constitu- 
ción prov.nctal. no r nteden serlo con eficacia, porque ello ím- 
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portaría consagrar disposiciones derogatorias de las que con- 
tiene el código Ovil en cuanto a la forma v medios de ncr- 
segmr el pago, 



Caso : Lo 



d siguiente: 
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Y Vistos: 



BuM«t Air», Aceito ia dt im 



Los seguidos por el doctor Pautasso contra la provincia de 
Santiago del Estero sobre cobro ejecutivo de honorarios regula- 
dos por este Tribunal, de los que resulta: 

Que no habiendo dado resultado la intimación de pago he- 
cha en la persona del señor Colimador ríe la provincia y des- 
I-oes de traído el emUirgo de que instruye el ofieio de fe 19 
e-ste quedo sustituido con la snma depositada por el cobierno de 
la provmcia írecil»o de fa 22). mrmdándose levantar el nnteri,.,- 
enmo se hace constar en el auto de fs. 40 vía. 



Que las excepemnes de "nulidad", "espera" y "compromi- 
so opuestas por la demandada se f midan en qm el emlwrgo tra- 
ído c« nt rana lo dispuesto ,>or el articulo 5." de la C onstitución 
de la provincia qne establece: "Si bien la provincia puede ser de- 
mandada por obligaciones contraídas, sin eml»argo. siendo conde- 
nada al ,»ago. no |>odrá ejecutarse ia sentencia, ni embargarse sos 
rentas, hasta pasados seis meses, dentro de cuvo término la Le- 
gislatura del* arbitrar el nindo y forma de verificar el pago". 

"C?™ ™> I» declarado esta Corte, de acuerdo con d 
ámenlo 108 de la Constm.cióm las nrovin™* no ViCTCen e , ^ 
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"der delegado (le la Nación, y tío fes está ,Kmiili.lo dictar los 
«hIikor civil, in-iial. eotnerciíd y de mincria. dcspue> qm - el 
"Congreso ir,:, haya sancionado. |inw|,| (1 que no deja lugar a 
duda en cnáiilo a que Indas las lew* «fin estatuyen snhrc las re- 
laciones privadas de los hahitantcs de la líepúhlíca. siendo del 
"dominio dé ta legislación civil o comercial, están comprendidos 
"entre las facultado de dictar los códigos fundamentales que la 
" Constitución alrilmyc exclusivamente al Congreso", (Rallos: 
tomo IO.Í. página y tomo 133. página 161). 

One las l'rmitvcias Federadas son. ]»or el Código Civil, (ar- 
tículo 33. inciso personas jurídicas ríe existencia necesaria, 
dcmandaliles y susceptililes de ser ejecutadas: de suerte .pie el ar- 
ticulo 5." de la Constitución de la Provincia, al sustraer a la pro- 
vincia de Santiago del listen, a la acción de sus acreedores en 
cuanto a j a forma y modo de hacer electivos sus dtrechos. ha es- 
tatuido Mthrc materia qiíc es del resurte exclusivo del Congre;-. 
a cuya legislación delien confonoarse las provincias, tío ohstantc 
cualquier disposición en contrario que contengan su Omslitu- 
o leyes locales. (Tomo 13,1. página lfil ). 



fjne. en consecuencia, las excepciones opuestas no [Hieden 
futid;trse con eficacia en el precepto invocado \mr la provincia de- 
mandada. jK-npie .lio ini|>ortaria consagrar disecciones deroga- 
torias <le Jas ipte contiene el Código Civil en cnanto a la forma v 
medios de perseguir el pago. 

Que como se ha estahlecido en caso* análogos, el régimen o,,, 
lítieo y admini>tratÍvo de las provincias, no es otro qfte el previs- 
f en los artículos 104. i(Y> y correlativo* ríe la Constitución 
anual: y por latos que «eao los pu$|a inherentes al mismo. Mo 
llegan hasta autorizar sanciones legales «pie estén en pugna con 
la legislación de fondo dictada por el Congreso, como ocurre ron 
ef articulo |.» .| ( . Ja Constitución fie la provinci.'. de Sanii:-.-o del 
Estero, del punir» de vista expuesto en lo» considerando* \m<?& 
denles. (Constitución Nacional, artículos 31 y 10S : argumento 
•leí fallo tomo 124. página 379; y ' 
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Por estos fundamentas se resuelve ,,n hacer fe» , ¡* s ~ 

E ^f^' " V m;,,V,:Í,Mlí '- la ejecución 

facerse el acreedor íntegro ^ del capital, interés 2 

v ; nt 1ese y rt .p„ níí;t¡ÍC t ,| [)apc ] 

4 Bermejo. - J. F.CUEROA Al- 
corta. _ Ramóx 
Roberto Repetto. 



5 en lo Ci- 



ño,, Sivto Ovejero, etf r ¡ , . r / (nr/o ^ r jf() 

ífl/ rfr /,/ provincia de Salta, a otro de igual r/ ftV( 

la. Reírlo Z telT * ^ °"« ^ 



^Sfí* N ° procwle 01 I*»» ^ordinario del artículo 14 
ley m m un raso en une la cuestión fi r Z,Un 

los ir. hueles provinciales, sosteniendo la aplicahilidad de 
• ley l^al v la justicia ordinaria de la Capital aplicando dis- 
pones tutandas en la ley M2.S7. , interpretando, S sus 
«feft* mi del derecho común contenidos en el articü- 
<■ «H Civil, sin q«é t ., ímm , íi(fn |ln||j 

S^r^T Jp -'barias a la Constitución Va- 
cinal, las disposiciones Urales aplicadas. 

£ U manifestación deUpdante de "1'ero antes quiero 
hacer ^ constar un hecho r,ue repuja a la Constitución N'a- 

32*? ¡¡ ™ a <w ,,n,,it ' * -.-tos ■¿i 

nos, en esta Capital y en Salta por las mismas cédulas" n 
l«sta para la procedencia del recurso, p,,r no llenarla é.xi- 
mm del artículo 15 de la ley 48. 



FALLOS DI LA COET* SUKSUA 



MlTAMKN DEL SKSoK PRIkT RADOK (HXKkAI. 

Bueno* §m Amito • de 1W 

St!|>rtnia Corte: 

En la resolución de fojas 98 de estas actuaciones tramita» las 
con motivo de un jicdido de transferencia de fundos hecho |>or 
exhorto en la sucesión de don Nolasco Ortu Viola, que tramita 
ante d Juzgado de (Viniera Instancia en lo Civil y Comercial de 
la Ciudad de Salta, la Cámara Primera de Apelaciones en lo Ci- 
vil de la Capital de ta Nación, interpretando y aplicando la ley 
nacional sobre impuesto a la transmisión gratuita de bienes, ha 
exigido el pago de una liquidación formulada por et apoderado 
del Consejo Nacional de Educación. 

Ca interpretación de referencia ha sido favorable a la üfr 
ilez de la ley invocada. 

Por ello es ajustada a derecho la denegación del recurso ex- 
traordinaria de apelación interpuesto para ante V. E„ ya que el 
•■aso de autos no está comprendido dentro de los que contempla 
el artículo 14 de la ley 48. 

Tal es mi dictamen. 

Horacio K. Lar teta. 



PALCO OK I.A IOKTK SC1'RKM.\ 



os y Vistos, y Considerando: 



í>iic de la exposición con que el recurrente funda v] iTcurso 
de queja y de los antecedentes que obran en el extHXÜnite caratu- 
lada "Exhorto Juez Dr. Angel Marra Pigueroa. juicio sucesorio 
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de clon Nolascu Ortiz Viola, solicitando transferencia" acnmm- 
ñados. resulta : 

a) Que se trata de la aplicación de un impuesto por la trans- 
misión gratuita de bienes. 

b) Que la cuestión delatóla ha sido resuelta por los Tribu- 
nates de la provincia de Salta sosteniendo la apHcabiíidad de una 
ley de la referida provincia que grava las bienes del causante, si- 
tuados en el lugar de su domicilio. 

c) Que la justicia ordinaria de la Capital, durante el difi- 
genciamicnto del exhorto enviado por el Juez de la sucesión en 
la mencionada provincia de Salta con la intervención >del repre- 
sentante del Consejo Nacional de Educación, ha aplicado dispo- 
siciones contenidas en la ley 11287, interpretando a sus efectos 
preceptos del derecho común, contenidos en el artículo 1 1 del Có- 
digo Civih 

d) Que los interesados no han impugnado en ningún caso 
como co, «rarias a h Constitución Nacional ninguna de las dispo- 

e) Que fwr lo demás, se trata de puntos de hecho, como son 
los de saber cuál era el domicilio del causante, lugar del falleci- 
miento, dónde se cncomralxin los bienes, si eran o nó muebles, y 
si Im mismos eran de asiento fijo n pasional, iwra la aplicación 
de la ley corres|>ondicnte, !o míe es ajeno al recurso extraordina- 
rio, atento lo que disjwme el artículo 14 de la ley número 48 y la 
reiterada jurisprudencia de esta Corte. 

f í Que a mayor abundamiento, calie agregar en el caso, que 
no se ha planteado en el caso cuestión federal alguna, toda ve/ 
que la simple manifestación hecha por el apelante en el memorial 
presentado ante la Cámara Civil de Apelaciones de la Capital de 
'Tero antes quiero hacer constar un hecho que repugna a la 

y es la exigencia del doble jago de im- 
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puestos sucesorios de esta Capital y c .i Salta pur las mismas cé- 
dulas", no basta para la pn>cedencia del recurso por cuanto, co- 
mo lo ha declarado este trilnmal reiteradamente, para ello es' ne- 
cesario (,m- se alegue la inobservancia de una cláusula constitu- 
cional; demostrándose, asimismo, de que" manera se vulnera el 
principio consagrado m vn¡l ., tllíiI cs , a re i aciu11 (Hrw . ta e ínmc _ 

díala que e.xiste entre las cuestiones deliatidas en el litigio y el 
punto de derecho federal a resolverse, como f„ exige el artículo 
15 de la citada ley número 48. 

Por ello, y de conformidad con lo dictaminado por el señor 
Procurador General, se declara no Haber lugar a la queja dedu- 
cida. Notifiquese. y repuesto el papel, archívese, devolviéndose el 
juicio solicitado por via de informe, con transcri|>cion de h ,w 
seiife. 

A. Bi:m mi:jo. — J. FroUEnoA Al- 
corta — Ramón Méndkz — Ro- 
berto Rf.petto. 



Señares Arguelles y BormMa contra el i<envcarril Central .h- 
ih ntino, sobre daños y per juicios; sobre inscripción eu fa „,„- 
írieula de pruafnidorcs. 

Sumario: El requisito de la inscri^ión en la matricula de procu- 
radores exigido |K.r el articulo &» de ta ley número irw%, 
debe ser llenado también po? los abogados y los cscnlianns 
nacionales que optaren al ejercicio de la procuración. (Ar- 
tículo 12). 
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B«em» Alm, junio It dt l«¡ 

N*o encontrándose el peticionante dentro de las condiciones 
mmm m k W ütimm 10996. „<> ha lugar a lo solicitado. 



DICTA M EN" liRf. 

Suprema Corte : 



l'KOCl RADOH CF.NF.RAf. 



Opino que corres|H»ndc mantener la resolución de V tí de 
h \W en cnanto por ella se dispone no aceptar al aleado, doc- 
tor Félix A. líchegaray. como representante de la Sociedad "Ar- 
guelles y Horinida'\ en razón de im encontrarse el interesado den- 
tro de las condiciones exigidas |n,r la ley número 109% sobre 
Ejercicio de la Procuración. 

Kn efecto! el requisito de la inserción en la matricula de 
procuradores exigido por el artículo 3.» de la ley referida debe 
ser llenado también por los alagados y los cscrilwnos nacionales 
que optaren ]x>r el ejercicio de la procuración (Art. 12). 

La ley no establece las distinciones que se formulan a fojas 
200. entre representación en casos es ( >eciales o accidentales o con 



Horacio R. I.nrrcta. 
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EAM.O DE LA CORTE SUPREMA 

, , Bntno* Aire». Agotto » dr Ifttt 

Autos y \ istos; 

■ 

Atento lo dispuesto por el artículo 12 de la ley número 10896 
respecto fie la representación en juicio por |«rtu de lus abogados 
Y escrilwnos nacionales, y no importando la disposición del ar- 
tículo | * eximirlos de llenar las condiciones exigidas ]»or el ar- 
ticulo 3 .» de la citada ley, ni existiendo, por otra i*arte, en el ar- 
ticulado de la misma, más excisiones que las enumeradas en los 
artículos 15. 16 y 17 no aplicables al caso presente: |xir ello, lo 
resuelto can casos análogos y lo dictaminado por el señor Procu- 
rador General, no lia lugar a la revocatoria solicitada. Hágase sa- 
U-r y rejHjngase et papel. 

A. Bermejo. — J. FiGUEROA Al- 
corta. — Ramón Míndr. — 



Don Oscar Garzón y otros, en autos ton do» Cruz í 'era. sobre 
reivindicación. Recurso de hecho. 

Sumario- \y No procede el recurso ixtraordin.irio del artículo 
14. ley 48, contra una sentencia pronunciada en una causa 
debatida y resuelta por consideraciones de hechos y pruebas 
juzgados mediante la interpretación y aplicación de princi- 
pios y disposiciones de derecho común consagrados en el Có- 
digo Civil y en leyes procesales. (Cuestiones relativas al do- 
minio, posesión y prescripción). 

M No constituye una cuestión federal la de determinar 
si una declaración testimonial tiene mayor eficacia 
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ría que nira. ni la de establecer si la ubicación que la senten- 
cia asigna af inmueble reivindicado corresponde o nó a la 
que atribuye el titulo del mismo. 

W Para la procedencia del expresado recurso no basta 
«pie se invoque oportunamente una cláusula constitucional 
la de un tratado o ley WpeciaJ del Congreso, sino que es ne- 
cesario que los constitutivos de la causa guarden co» los 
preceptos constitucionales o legales invocados, la relación di- 
recta e inmediata legalmente requerida (artículo 15. ley nú- 
mero 48), de tal manera, que la decisión dependa de la in- 
terpretación que se asigne a tales garantías en relación al 
caso; siendo asimismo de aplicación al de autos la jurispru- 
dencia q 1R . determina el requisito de que la resolución que 
liava d c dictarse por la Corte Suprema sobre la cuestión fe- 
deral, tenga eficacia en sus efectos para modificar la senten- 
cia recurrida. 




4.v La garantía constitucional tic la inviolabilidad dc ¡a 
propiedad no puede decirse afectada porque la apreciación 
del tribunal a quo respecto al valor jurídico de la operación 
de mensura de que se trata, sea contraria a !a que sostiene el 
allante; tú p „edc afirmarse, con verdad, que a éste se le 
buya sacado de los jueces designados por la ley por la cir- 
cunstancia que invoca, piles el jucá dc mensura, a que se re- 
fiere no es un funcionario judicial, sino un agrimensor en- 
cargado dc practicar el deslinde, que en el caso aparece "au- 
torizado ¡K>r el Juez rio Paz del lugar" según la sentencia re- 
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mCTAMEN UE!. 



(■EXERAL 
Buenas Airt*. Jume S de 11». 



KI doctor Cruz "Vera demandó a don Oscar Carzón y otros 
ante el Juzgado Federal de Mendoza. t x>r reivindicación de unos 
terrenos situados en el Departamento San Rafael, de esa pro- 
vincia. 

Substanciada la causa, el Juez no hizo lugar a la acción. |iero 
la Cámara Federa] de Apelación de la Capital de la Nación ha 
revocado la sentencia, aceptando en todas sus jwtcs la demanda. 

Contra esa decisión el demandado ha deducido para ante 
esta Corte Suprema" recurso de apelación fundado en el articulo 
14 efe la ley 48. el que ha sido denegado por el trihunal aludido. 
|M>r entender que en la causa no se ha resucitó cuestión alguna 
de carácter federal. 

Adhiero a la opinión de la Cámara Federal. 

La sentencia de referencia resuelve el caso por aplicación ex- 
clusiva de disposiciones de derecho común. 

Sostiene el recurrente, al apelar f fs. 874) y ante V. E. (fs. 1 
del presente recurso) míe en la causa se han violado las fiaran- 
ñas que acuerdan los artículos 17 y 18 de la Constitución Nado- 
nal en cuanto establecen que ningún habitante de la Nación pue- 
de ser privado de su propiedad sino en virtud de sentencia fun- 
dada en ley, que es inviolable la defensa en juicio y que nadie 
(Hiede ser sacado ríe sus jueces naturales. 

I-a existencia y tramitación dada a este voluminoso expedien- 
te están demostrando, cu mi opinión, que el demandado ha sido 
■ mío y vencido en juicio, en et que ha tenido la oportunidad de 
hacer valer ampliamente, como lo ha hecho, sus derechos, cum- 
pliéndose así el precepto fundamental invocado en cuanto apare- 
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raí observadas las formas substanciales del juicio referentes a la 
demanda defensa, prueba y sentencia; ¿j¿ |„ ticn , 
\ . k. uuitormcmente. 

La circunstancia de cjue tas diligencias de una mensura ofre- 
nda cu.no prueba. nu hayan sido practicadas por la autoridad com- 
m¡m m m & m procedimientos, como lo sostiene 
el mnrreme para negarle valide/, aparte de ser un punto cuva 
aprecaaou corresponde exclusivamente al Juez o tribunal de 'la 
causa, sin recurso ulterior. „o i m| >orta una violación de la garaú- 
na acordada por la Constitución de que nadie pueda ser juzgado 
por otros jueces que 110 sea n los naturales del reo, ni establece 
una relación directa e inmediata con dicha garantía ya que, como 
es sabido, esta se cumple cuando ta causa es sometida a magis- 
trados que no son designados exproíeso para su juzgamiento, con 
Interioridad al hecho que la motiva, todo lo que ajeno, como es 
notorio, al causo de autos. 

* 

El valor probatorio de la referida mensura ha sido apreciado 
y juzgado en esta causa por interpretación y aplicación del Có- 
digo Civil, siendo de notar que dicha mensura no constituye pa- 
ra el tribunal apelado, el único fundamento indispensable de la 
sentencia para reconocer el derecho alegado por los actores, 

La diferente apreciación que el demandado y la Cámara Fe- 
deral hacen sobre el valor probatorio de los hechos y de los dis- 
tintos elementos acumulados, así como del derecho comón aplica- 
do, es cuestión ajena a la reWsión por esta Corte Supren»a, como 
o tiene resuelto V. E. al interpretar, uniformemente, los articu- 
los 14 y 15 de la ley 48. 

tanto, que el recurso deducido es bien denegado. 

Horario K. barri ta. 
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Butnot Aire*. Atollo 96 de 

Autos y vistos : 

EJ recurso de hecho jwir denegación del extraordinario in- 
terpuesto contra sentencia tic la Cámara Federal de Ablación de 
Ja Capitaf, en el juicio seguido por don Juan Vera contra don 
Oscar Carsón y otros sobre reivindicación. 

V Considerando : 

pte las extensas actuaciones que se han acompañado al re- 
rnrso. por vía de informe, acreditan que el caso en trámite lo 
constituye un juicio reivindicatorío fallado en definitiva por la 
Sentencia de (me se apela, recatona de la de primera instancia, 
que desestimó la acción intentada. 

Que tanto los expedientes aludidos, y especialmente las de- 
cisiones de referencia, como la exposición misma cu que se fun- 
da la queja, dejan esLiblecido que la causa ha sido debatida y re- 
suelta por consideraciones de hechos y pruelwe que se han juzga- 
do mediante la interpretación y aplicación de principios y díspost- 
ciones de derech.i común, consagradas en el Código Civil y en le- 
yes procesales, sin que aparezca legalmente planteada y debati- 
da en el curso de la litis cuestión alguna de carácter federal. 

(Jue el litigio que resuelve el falb» recurridn. constituye por 
su naturales y los fines que persigne, una contención jurídica 
directamente regida en general ]x>r normas expresas de la legis- 
lación civil ; y al delwitirse en autos se han tratado cuestiones de la 
misma índole, relativas a! dominio, a la posesión, a la prescrip- 
ción a la cosa juzgada, materias todas de derecho común que de 
acuerdo con la ley y la jurisprudencia, no autorizan el recurso ex- 
traordinario de las leyes 4S y 4055. artículos 14 y fe, respectiva- 
mente, 



Que las precedentes consideraciones relativas a la improce- 
dencia del recurso, son igualmente aplicables a los fundamento, 
que el apelante deriva de la apreciación que estima indebida de 
hechos y pruebas que atribuye a conceptos erróneos del tribunal 
« quo, pues no constituye una cuestión federal la de determinar 
si una declaración testimonial tiene mayor eficacia probatoria que 
otra, m la de establecer si la ubicación que la sentencia asigna al 
pueble reivindicado corresponde o nó a la que le atribuye el 
mulo del mismo, puntos < JUC como los demás a que alude la ape- 
lación, son extraños a un recurso de puro derecho como es el ex- 
traordinario intentado. 

Que si bien de los antecedentes relacionados ajarece que se 
invocaron en oportunidad ix>r el recurrente garantías constitucio- 
nales que se dicen vulneradas por el fallo que se examina, procede 
observar, desde luego, que dichas invocaciones no tienen en el 
«ib ftidicc la eficacia legal necesaria para determinar la proce- 
dencia del recurso, porque como lo ha establecido una jurispru- 
dencia reiterada y constante de este Tribunal, para que dicho re- 
curso proceda, no basta que se invoque oportunamente una cláu- 
sula constitucional, la de un tratado o ley especial del Congreso 
sino que es necesario que los constitutivos de la causa guarden 
con los precepttos constitucionales o legales invocados la relación 
directa e inmediata legalmente requerida (artículo 15, ley núme- 
ro 481. de tal manera que la decisión dependa de la interpretación 
que se asigne a tales garantías en relación al caso; siendo asimis- 
mo de aplicación al de auto, la jurisprudencia que determina el 
requisito de que la resolución que haya de dictarse por la Corte 
sobre la cuestión federal, tenga eficiencia en sus efectos para mo- 
d.ficar la sentencia recurrida; y asi una decisión, aunque traiga a 
juicio una de las garantías aludidas, si tiene por Irase princi t >al 
jomo en la presente causa, la apreciación de hechos y pruebas y 
la aplicación de códigos comunes, y tales fundamentas son tos- 
tantes j)ara que subsista el fallo, éste no puede ser revisado en el 
recurso extraordinario. (Fallos; Tomo 104, pág. 293- Tomo 1CR 
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pág. 21.1; Tomo 116. p%, 174: Tomo 130. Tomo 121. 

pac;. 223, entre otms). 

<Jue |K»r lo demás, y con referencia concreta :i Iris patos 
<|iu- se tsi«vií¡i-;tii y a las cláusulas constitucionales que se citan 
iii la cxi>(>s¡t-iñn de íundaniemos del recurso de hecho, ni la ga- 
rantia de la inviolabilidad de la propiedad puede decirse afectada 
por que la apreciación del tribunal a qua respecto al valor juridi- 
e.i de la operación de mensura de que se trata, sea contraria a la 
que sostiene el afielante; ni puede afirmarse con verdad que a 
éste se le haya sacado de los jueces designados pór la ley por la 
circunstancia que invína. pues el juez tic mammt a que se refie- 
re, un es un funcionario judicial, sin» un agrimensor encargado 
de practicar el deslinde, que en el caso aparece "autorizado por el 
Juez de Paz del lugar", según la sentencia de fs. 8n7; y, en fin. 
ta amplitud manifiesta con que resulta de los autos (pie se ha de- 
latido la causa instaurada y resuelta sin restricción alguna en las 
dos instancias del procedimiento ordinario, no permite aceptar 
que se haya vulnerado la garantía de la inviolabilidad tic la de- 
fensa en juicio, en e! que. por otra parte, no se han discutido los 
principios constitucionales aludidos, pues ni el actor ni !a senten- 
cia recurrida han opuesto un concepto distinto a la interpretación 
que el a| Hilante atribuye a los artículos 17 y 18 de la Constitución. 

Por esto* fundamentos y los del dictamen del señor Procu- 
rador General, se declara bien denegad» el recurso, v, en conse- 
cuencia, no se hace lugar al de queja. Notifkpicse y repuesto el 
ItiqH-l archívese, devolviéndose los autos venidos \mr vía de infor- 
me con trauscriixiÓH de la presente resolución. * 

A. B ESMETO. — J. FlCUEROA AL- 

CORTA — lÍAMÚN- MKXOKZ — 
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y ¡cenia E. Rodrigue contra el Gobierno de Ui Nación, so- 



Sumario: Lis costas forman parte de la indemnización en causas 
tic accidente de trabajo, y para jwdcr eximirse de ellas es ne- 
cesario, por lo menos, que la jiartc demandada cumpla con la 
obligación impuesta en e] artículo 9, v de la ley 9688 y decreto 
reglamentario de la misma, depositando en la Cija la indem- 
nización, sin dar margen a los procedimientos del juicio. 

Cuso ; Lo 



PariaJ, Abrir 7 de i *48 



W Que doña Vicenta Edelmira Rodríguez, declarada única 
y universal heredera de su hijo legitimo Cecilio Gonzalo* de- 
manda al Gobierno de la Nación por col»ro de seis mil pesos, im- 
porte ríe la indemnización que le corresponde por haber muerto 
el hijo en un accidente de trabajo, y a más los intereses y costas. 

2. » Que el señor Procurador Fiscal, con autorización gulier- 
nativa. contesta la demanda reconociendo la exactitud de los he- 
chos alegados y el derecho en que se funda, y aviniéndose a la 
demanda en los términos en que ella lia sido planteada, con la úni- 
ca salvedad de las costas, las cuales cree no proceden, ,»nr cuanto 
se ha recurrido a Ja vía judicial sin necesidad, y no hay otwsición 
a la demanda. 

3. ' Que corrida vista de este último a la parle actora, replica 
que las costas proceden porque el Gobierno no lía dado un solo 

* a ^'sfacer la indemnización, y no ha depositado 
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ej im[)orte en la Caja dentro dé los treinta días del accidente. 
Que i«ir otr;i parte, las costas fnfmau parte de la indemnización, 
y el IkcIh- de la no oposición a la demanda, no implica nada, do 
de que illa fué provenía por la negligencia del i "¡ohii-rno. 

4.'' Mainrido taitas y consentida esta providencia, lia llegado 
la oportunidad de que el juzgado se pronuncie. 

Y Considerando : 

l.<? (Jne dado el reconocimiento hecho por el señor Fiscal en 
SU respuesta a la demanda y las constancias del sumario adniinis 
rrativo corriente en copia de is, 9 a 16, el Gobierno debe ser con- 
denadn a pagar la indemnización c intereses solicitados por la 
parte actora, 

2:> Qjie en cuanto a las costas, ellas deben serle impuestas 
también al Gobierno: primero. porque la jurisprudencia ha de- 
clarado uniformemente que ellas forman parte de la indemniza- 
ción ; y segundo, porque i»ara eximirse de ella hubiera sido ne 
cosario, i>or lo menos, que la parte demandada cumpliera con la 
obligación impuesta en el artículo 9.* de la !,cy 9688 y decreto 
reglamentario de la misma, depositando en la Caja la indemniza- 
ción, sin dar margen a los procedimientos del juicio. 

Por lo expuesto definitivamente juzgando, fall o: Admitien- 
do la demanda en todas sus partes y condenando, en consecuen- 
cia, al Gobierno de la Nación a )>agar a la señora Vicenta Kdcl- 
inira Rodríguez de González, la suma de seis mil pesos moneda 
nacional, depositando su importe en la Caja de Garantía, yapa 
Karle. igualmente, los intereses de esa suma desde el día de la de- 
manda, a estilo de lo que cobra el Banco de ta Nación en los do- 
cimientos ordinarios, con las costas del juicio. Regístrese y há- 
gase saber. — R. Avila Castilla. 
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CÁIIMKA FEDKHAL DEL IV.R.VXÁ 

Visios : p " aBá - J unio M d * l «s 

• IV Ai tmm<®$f> m m$*m Í sentencia de fs. 32, en 
M«- abacia que al Gobierno de .a Nación a! pago de 

te cnstas de) tygfe Hágase saber y dcv„é]van S c. - 5 
» ^ - César B, Pér<* CUnan _ Curios Alberto Añ£ 

DICTAMEN DEr. SEÑOR PROCURADOR GENERAL 

Suprema Corte: 

i 

A mérito «le las consideraciones aducidas por la representa- 
co» legal del Gobierno de la Nación en el escZ de fsTcl 
y^term™, en lo pertinente, me permito reproducir an'te V, E. 
brevüat sjmtsa, p.do a V. E. quiera servirse revocar la semen- 
de' andada de fe 37. y declarar al Gobierno fflBSS 
e pago de tas costas procesales, por haberse allanado, en su de- 
m oi»r ítin ,dad, a satisfacer la indemnización reclamada en este 

JUICIO. 

Horado R. Larreta. 

VALLO DE LA CORTE SUPREMA 

■ueno* Aire», Amata W 4t 1026 

-v Vistos: Por los fundamentos de la sentencia 
de fs. 32. se conf.rma la de f S . 37 en cuanto ha sido materia del 
recurso. Notifíquese y devuélvase, reuniéndose el papel. 

A. Bermejo. — J. Ficueroa Al- 
corta — Ramón Méndez — 
Roberto Repetto. 



Sumario instruido con motk'a de un robo cometido en casa del 
encordado de negocios de Austria, don Rodolfo Schttiz; so- 
bre jurisdicción originaria de h Corte Suprema. 

Snitiario: La substracción de titta alfombra del domicilio par- 
ticular de un encargado de negocios extranjero, no es de las 
««isas previstas en el artículo 101 de ta Constitución y ar- 



Scñor Juez : 

Atente* al carácter de "Encargado dé Negocios" de Austria, 
que inviste el damnificado, señor Rodolfo Schutz, según resulta 
de su denuncia de fs. 2, y a lo dispuesto en el artículo 21 del Có- 
digo de Procedimientos en lo Criminal, opino mu- V. S. det>c de- 
clararse incomjK'teiitc para seguir entendiendo en esta causa y 
remitirla a la Suprema Corte Nacional. 

tlMptiho. junta 23 de IMH 



I A1.I.0 I1KL .SEÑOR Jl'EZ OK IfíSTRI CCIÓN EN LO CRIMINAL 




Caso: Lo explican las piezas siguientes: 



DICTAMEN DEL SEÑOR AOENTE FISCAL 



B, /'art el de Peralta. 



V Vistos : 



¡i i>, no EMt ta?p 



De conformidad con el dictamen fiscal que antecede, y aten- 
to lo que prescriben el articulo 21 del Código de Procedimientos 
en lo Criminal, y el artículo L v . inciso 3u* de la ley número 4& 
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declárase él suscripto incompetente |>ara entender en esta causa 
la que rlelR-ni ser remínda a la Suprema Curte de justicia, con 
oficio He mm&L - hume AW/ ( *_Antc mí; WmtH Ja»tus 



DICTAMEN DEL SESOS PROIVKAIKIK OENERAL 

Bueno. Aires, julio 7 Út I9M 




IM domicilio particular del Encargado de 
tria, don Rodolfo Schulz. Avenida Atvcar 1.352. autores 
nocidos sustrajeron una alfombra que el mismo ir 
lúa en cien pesos. 

Practicada por éste la denuncia respectiva ante la Poli- 
cía <le la Capital, y elevados los antas al Juez de Instrucción en 
10 Crimmal de la Capital de la Nación, sin haberse conseguido 
detener o descubrir a los causantes del hecho, este magistrado se 
lia declarado incompetente i>ara conocer en la causa, por enten- 
der cpic su conocimiento corresponde a la jurisdicción originaria 
y oclusiva de esta Corte Suprema, de acuerdo con lo que pres- 
cribe el artículo 21 del Código de Procedimientos en lo Criminal 
y el articulo • inciso 3* de la ley 48, dado que el damnificado 
es un diplomático extranjero. 

No resulta, como se ve, comprometida en este sumario nin- 
guna de las personas de la legación indicadas en las precitada* 
disposiciones legales, por lo «,ue no puede decirse que el asunto 
concierna al diplomático aludido en el concepto dado a esta pa- 
labra por el artículo 101 de la Constitución Nacional y la doc- 
trina uniforme de V. E. 

Por ello, soy de opinión que la presente causa no correspon- 
de a la jurisdicción originaria de esta Corte Suprema. 

Horacio R. Larreta. 



loa 
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KALLO DE Ui C 



Buim Alrtt, Airéate 21 de iuj6 



Autos y Vistos: 

l'or las fundamentos del precedente dictamen del señor Pro- 
curador Genera}, lo que informan la constante jurisprudencia de 
esta Corte (Fallas. Tomo 65, página 229; Ttwno 107, página 
395; Tomo 145. página 302. entre otros), y no tratándose de 
una dé fas causas previstas en el articulo 101 de la Constitución 
y articulo l.v inciso 3.» de la ley número 48. se declara que ella 
es ajena a la jurisdicción originaria de esta Corte, y devuélvanse 
al Juez remitente. 

A. Bermejo. — J. Figueroa Al- 
corta — Ramón Méndez — 



Don Romeo Cptombo e hijo y Compañía contra la Empresa del 
Ferrocarril Oeste de fíttenos Aires, sobre devolución de ex- 
ceso de fletes. Aclaratoria de sentencia. 

Sumario: I* Ijis intimaciones efectuadas y aún las multas im- 
puestas a la empresa jxir haber aplicado prematuramente las 
tarifas, esto es. antes de haber quedado aprobadas en alguna 
de las formas autorizadas por la ley o los reglamentos, no 
constituyen las observaciones a que alude el mencionado ar- 
ticulo 213 E. las cuales suponen, necesariamente, disconfor- 
midad con las tarifas mismas, por no ser justas o razonables. 

2* No pueden ser revisadas por la Corte Suprema por vía 
del recurso extraordinario del artículo 14. ley 48, las consi- 
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iteraciones de hecho y de derecho común en que se a|wya 
una sentencia que declara no liaherse operado h prescrip- 



el siguiente: 



FAj.LO W. LA COKTK SUPREMA 

Anta, y Vistos: Byeno» Aire*, aromo 35 4c 1826 

Los pedidos de aclaratoria de sentencia de fojas 375 formu- 
lados por la Sociedad demandante y por la empresa demandada. 

Considerando respecto al pedido de la actora: 1 * que al ha- 
cer mérito esta Corte de la aprobación tácita de las tarifas con 
arrezo a lo dispuesto en el artículo 213 E del Reglamento Gene- 
ral de Ferrocarriles, lo ha hecho liajo la autoridad de lo declara- 
do por la Dirección General en la resolución testimoniada de fo- 
jas 182. declaración cuya eficacia se halla reconocida por el ar- 
ticulo 75 de la ley número 2873; y 2* que las intimaciones efec- 
tuadas y aún las multas impuestaü a la empresa por haber aplica- 
do prematuramente las tarifas, esto es. antes de halier quedado 
abobadas en alguna de las formas autorizadas por la ley o los 
reglamentos, no constituyen las observaciones a que alude el 
mencionado artículo 213 E. las cuates suponen, necesariamente, 
disconformidad con las tarifas mismas por no ser justas o razo- 
nables ; y 

Considerando en cuanto al jwdido de la demandada : 

Que la sentencia del tribunal a quo, al reproducir las conclu- 
siones de la de primera instancia relativamente a la prescripción 
anual establecida por el articulo 9.', inciso 6.» de la ley número 
10650. se limita a declarar que, en el caso, aquélla no se había ope- 
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rado, apoyando tal c< inclusión éfi consideraciones de hecho y de 
derecho cütnün que han impedido el curso di- dicha prescripción 
y que no pueden ser revisadlas en el presente recurso extraordi- 
naria, a mérito de lo estatuto en los artículos 14 y 15 de la ley 
número 4* y a la uniforme jurisprudencia del tribunal. 

Por dio se declara no halier lugar a las aclaratorias solicita- 
das. Repóngase 1 .| jiaptd en La furina ya ordenada. 

A. Bermejo. — J. Figueroa 
cok ta — Ramón 

líOHF.UTO ÍÍKl'KTTO. 

(1 ) ta sentencia a que se refiere ta presente resolución se 
llalla publicada en f urina de nota, al pie fie la causa seguida por 
don Tomás Devoto y Compañía contra d Ferrocarril Central de 
Buenos Aires, fallada CGfl fecha dos del corriente. 

(2) En la misma fecha se resolvió en igual sentido a ta pri- 
mara parte de la resolución que precede, el pedido de aclaratoria 
formulado en la causa seguida por Cornide. Bonie.Ho y Cía. con- 
tra el Kcrroearri! de Huenos Aires al Pacifico, sobre devolución 
de exceso de fletes, publicada, igualmente, al pie de la causa de 
don Tomás Devoto y Compañía ante mencionada. 



fh)fia Carmen V, de Espíndola contra h provincia de Santa /•*•. 
sobre cobro de pesos. 

Sumario: 1.- Lo división leg.il de los créditos, en presencia de lo 
dispuesto por los artículos 350.Í y 3509 de! Código Ci- 
vil, no es óbice pira que la pirttción sea siiscqrtible de com- 
prender los créditos de la sucesión con el efecto de que cada 
heredero se considere dueño de los mismos dcstte d día di- 
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la :i|HTttirxi cte la sucesión, siempre que tales créditos na hu- 
bieran sido definitivamente adquiridos por terceras antes de 

2:-> i:i lienefieio de la sus|nfisión de la prescripción sólo 
puede ser invocado por las personas a favor de las cuales 
está estalilecido y no |Kir sus cointeresa<los. (Artículo 39S1. 
Código Civil j. 

i." Extinguido por preserijxrión en ía fecha en que se 
hizo la cuerna parttetouaria, la parte del crédito de la esposa 
sobreviviente, sus hijos no pueden hacer desaparecer esa cau- 
sa de extinción, adjudicándose la totalidad det mismo. 

4. ' ta prescrii>eión autorizada por el inciso del ar- 
ticulo 4027 del Código Civil, se aplica a los intereses de todo 
crédito, cuya cantidad se encuentre determinada, cualquiera 
quu sea su naturaliza y así se trate de intereses debidos en 
virtud de una convención, fie la ley o ríe una sentencia. 

5. v l-i causa de interrupción de la prescripción derivada 
de la demanda suhsiste durante todo el tiempo de duración 
de !a instancia. 

<>.■' lís condición necesaria para la procedencia de la 
prescri|xión de los intereses, que la obligación sea exigible 
y. además, que los intereses corrcsjHíndan a un crédito cuya 
cifra sea determinada y conocida; no pudiendo decirse que lo 
sea la que "deberá señalarse m vista de las constancias del 
juicio sucesorio", Kl derecho y la acción, en efecto, no pueden 
prescribirse sino después de lialwr nacido. 
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KA 1.1. |IK | A (."OH TE SI I'KHva 
Bueno* . 



% Vistos, Considerando : 

Que la liquidación presentada en estos autos por el repre- 
sentante de los hijos Intimos del doctor Camilo Domínguez 
Jorge Alfredo Camilo. Ataría Felisa y Zulema Domínguez, cuyo 
monto, con arreglo a los escritos de fs. 1210 y fs. 1229, asciende 
«i concepto de capital e intereses, a la cantidad de noventa y ocho 
mil cuatrocientos noventa y nneve jk-sos con setenta y siete cen- 
tavos moneda nacional, ha sido observad» por el representante 
.le la provincia de Santa Fe. por las siguientes razones: a) des- 
de (iggft porque dicha liquidación no se ajusta a los términos de 
la semencia de esta Corte, la cual incluyó, únicamente en su par- 
te dispositiva el crédito de los hijos del doctor Camilo Domin- 
ytiez. con exclusión de lo que en él pueda corrcsjwinder a la viu- 
da, doña Elisa Concha de Domínguez, quien no estuvo facttltada 
para entablar la acción, jior no halwr obtenido la posesión judi- 
cial de la herencia de su esposo; |) qüe las adjudicaciones de 
<)»e n.struyc el testimonio de fs. 1208 no pueden invocarse con 
eficacia contra la provincia de Santa I-e. porque contrarían el 
pnnepio del artículo 3485 del Código Civil, y tenderían a burlar 
los derechos que aquélla ha adquirido por prescripción contra la 
viuda del causante; c) que o,mne, también, la exctíjición de pres- 
cripción contra los intereses que puedan corresponder al saldo 
adeudado, de acuerdo con el articulo 4027, inciso 3* del Código 
Civil, los que. a su vez. deberán liquidarse ajustándose al tipo cv 
rnente del Banco de la Nación; d) que la liquidación contenida 
en el escrito ampliatorio de fs, 1229 viola el precepto legal de 
que no deben cobrarse intereses de intereses. 

Que la sentencia dictada por esta Corte a fs. 913 con fecha 
5 de octubre de 1912, condenó a la provincia de Santa Fe a |»a- 
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gar n los herederos t H ,¡ (K . t<ir Camilo u, }in ¡ ng „ tl¡P y xt \ Qmtl 
m Jnrge, Alfredo Gtónfo y Camilo, la suma que Ies co- 

rresponda en | :i scxta parte de) justiprecio do las tierras de Ca- 
jeta y st,s intereses, con exclusión de les derechos de la cónyuge 
supersme, también demandante, en razón de que ésta no había 
acompañado la pruelia de haber obtenido la posesión judicial de 
la herencia en la sucesión del esposo. ' 

Que. posteriormente, a fs. 999 y con fecha II de julio de 
, <' l 'crdin S e "que la determinación de lo que corresponda a los 
menores hijos de don Camilo Domínguez en la sexta parle del 
justiprecio de las tierras de Cayastá, deberá señalarse en vista de 
las constancias del juicio sucesorio de aquel." 

Que. según se infiere del testimonio de hijuela acompañado 
con la liquidación de fs. 1208, la cuenta particionaria en la suce- 
sor, del doctor Camilo Domínguez, aprobada judicialmente con 
fecha 3 de febrero de 1926. ha adjudicado la totalidad del crédi- 
to contra la provincia de Santa Fe a los cuatro hijos siguientes, 
Jorge, Alfredo Camilo, María Felisa y Zülethá Domínguez. 

Qiw constituyendo esa cuenta de partición la "constancia 
del juicio sucesorio'* a la cual se ha referido el trihunal en la re- 
cordada resolución de fs. 999 para la determinación de lo que co- 
rresponde a los lujos, sus adjudicaciones serán definitivas y obli- 
gatorias para la provincia de Santa Fe a causa del efecto declara- 
tivo que le es atribuido por el artículo 3503 del Código Civil si ' 
no resulta de los autos que antes de producirse el acto de parti- 
ción se hallaba extinguida por prescripción una parte de su deuda. 

Que el crédito de propiedad de don Camilo Domínguez que- 
do dividido por ministerio de la ley el mismo día de su muerte, 
entre los hijos y ta esposa, en proporción de la parte por la cual 
cada uno de ellos era llamado a la herencia, con facultades para . 
exigir c! pago en igual proporción. Artículos 3485. 3486 v 13H 
del Código Civil. y 

Qtie la susodicha división legal de los créditos, en presencia 
de lo dispuesto por los artículos 3469, 3503 y 3509 del G'xligo 
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Civil, no l-s tibia- para que la partición sea susceptible de com- 
prender los múim tlé la sucesión con e] efecto % que cada fe» 
redero se considere d^eftq de los mismos desde él día de la aper- 
tura de la sucesión, siempre que mies créditos no hubieran sido 
definitivamente adquiridos i>or terceros ames dr la partición \u- 
b% Han. página (>(>2. nota 7: l'laniol. tomo fV, número 24(10; 
IVmolnmU-. mino 17. página .Í4í). número 295. Este último ÚM 
lo siguiente acerca del punto: "Concluímos entonces, que la reída 
m la partición declarativa es (gjjjfe&fe a los créditos hereditarios 
en el se.ukl., de que mando ellos fian sido atribuido» por la igni- 
ción a uno de los coherederos, este heredero se reputa halar te- 
nido la propiedad del crédito, desde tü> imtio. de tal suerte ■pie no 
se le pmde üppiier ningún paf-u, ninguna wniperwacKMi. ninguna 
mi$ñ, ningún embargo, en fin. cuvo efecto liberatorio o trasla- 
tivo no hubiere sitio definitivamente cumplido antes de la parti- 
ción " 

One de conformidad con !o «puesto en la última pane del 
considerando anterior, la excepción de prescripción opuesta por 
H Provincia de Santa Fe acerca de tina parte del crédito, pira 
ser viable, delie presentar la característica de liaberse cumplido 
como cansa lil.eratoria, con anterioridad al momento de aproar- 
se la cuenta particionaria. 

One el cansante, doctor Camilo Domínguez, falleció el 2ó de 
septiembre de 190t ( f s . I) y | a cuenta particionaria ha sido prac- 
tieada el 10 de diciembre de 1025. Entre las dos fechas habría 
transcurrido mayor tiempo que el necesario |>ara la prescri|HÍÓn 
de veinte anos f articulo 4D2.1. Código Civil), aplicable ésta en 
razón de haberse trasladad., la viuda y los hijos, a raíz del falle- 
eimiento de l padre, a la provincia de San Luis, donde han vivido 
hasta el momento rutttal. como aparece ampliamente demostrado 
en autos. 

Ouc. aun cuando durante el misino uvm\n, la prescri|K*ión 
lia estado inurrimipida i»or la demanda deducida en 11 de sep- 
tiembre de 1907 o suspendida durante la menor e.dad de los hi- 
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jos, la paite del crédito de la cónyugue sobreviviente no anrovv- 
cha de mvmW líe ellas. Rn cuanto a la interrupción, porque si 
bien la cónyuge dedujo conjuntamente con sus hijos la demanda 
contra fa provincia de Santa Fe. ésta fue altsuelta a su resf>ectr>. 
sicmfo de consiguiente aplicables la última parte del artículo 3987 
del Código Civil y el 3992. Y acerca de la suspensión en benefi- 
cio de los menores, porque tal beneficio sólo puede ser invocad- 
por las personas a favor tic las cuales esté establecido y no por 
sus cointeresados . Artículo 3981. Código Civil. 

Que, según eso, hallándose definitivamente extinguido por 
prescrii>ción en la fecha de la facción de la cuenta particíonaría 
la parte del crédito de la esposa sobreviviente, sus hijos no po- 
drían hacer desaparecer esa causa de extinción, adjudicándose Ja 
totalidad del mismo, pues ello redundaría en visible detrimento de 
los derechos adquiridos por la provincia de Santa Fe en el inter- 
valo entre la muerte del causante y la fecha de partición. En estas 
condiciones, procede hacer lugar a la prescripción opuesta res- 
pecto fie los derechos de la cónyugue sobre la mitad del crédito 
de la sucesión. 

Que la prescripción de los intereses opuesta por la provin- 
cia de Santa Fe invocando el inciso 3.» del artículo 4027 del Có- 
digo Civil, se aplica a los intereses de todo crédito cuva cantidad 
se encuentre determinada, cualquiera que sea su naturaleza, y así 
se trate de intereses debidos en virtud de mía convención, de h 
ley o de una sentencia. Aubry Rau, párr. 774. 4« edición. pári- 
na 434. 

Que como la provincia de Santa Fe se ha limitado a oponer 
la prescripción quinquenal respecto de los intereses, sin hacer dts- 
tinció alguna entre los producidos antes de la sentencia y los de- 
vengados después, corresponde dejar establecido que los prime- 
ros se encuentran en principio excluidos fiel precepto recordado, 
porque concurre en cuanto a tales intereses, la causa de interrup- 
ción derivada de b demanda, causa que subsiste durante todo el 
tiempo de duración de la instancia. En cambio, los intereses de- 
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vengad.» después de la sentencia, se encuentran, en principio 
«anélidos a la prescripción de eitieo años ; Haudrv Lacantincric et 
?mm 4.* edición, número 785. I.aurcnl. tomo' ,12 número 47ó. 

Que, eri cuanto a estos últimos, es condición necesaria para 
te procedencia de la prescripción, que la obligación sea exigihle 
y adema. que | us intereses correspondan a un crédito cuva cifra 
SCa y «-'..nocida. El derecho y la acción, en efecto ,,n 

f-unU,, p rescribirá sin,, después de hal.er nacido. Artículo 3SK7- 
liandry Lacantinerie. números 793 y 789 bis; Laurent. tomo V 
pagma 46»; Segovia. notas al articulo 4027. 

Que en presencia de los términos efe ta recordada resolución 
<le fu.as 000. por la enal se estableció que la parte «le cada bere- 
dero -VIH*™ señalarse en vista de las constancias del jt.icio mi- 
eesonn del causante", un es posible decir que el crédito contra la 
provincia de Santa Fe fuera determinado en su monto ni tampo- 
eo exigióle; lo primero, porque aquel importe variaría según la 
forma arbitrada para practicar la partición; v lo segundo, por- 
que mientras ésta no se aproara, los herederos de Domin-mcz 
babean careei<lo de derecho para reclamar ,M deudor suma al- 
guna eu concepto de intereses. Y, en tales condiciones, no es de 
aphcani.ni al caso de autos el inciso & del artículo 4027 del CYmIí- 
go Civil, p, u . s „o existirían los "atrasos" en el papo de tos tntere- 
Tn el' 1 ' 1 ^ Cí,,,<IÍC '" n í,,íMíl tH' n sahle Para la prescripción prevista 

Que. por último, no habiéndose liquidado judicialmente el 
crédito de los herederos de Domínguez, pues el auto de fs 999 
expresamente posfcrg£ PS a liquidación basta el momento de la 
pirtrcrun, |„ s actores no lian podido en la ampliación de fojas 
I-,'. cargar intereses sobre intereses, como lo hacen, sin desco- 
nocer el principio general consagrado por el artículo 623 del Có- 
digo Civil. 

Éti mérito de estas razones se admite la prescripción opues- 
ta por la provincia de Sünta Ee, res^to de los derechos de la 
esposa a la mitad del crédito; se desestima la prescripción quin- 
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g*f <Ie ,ns illltfr ^. y «c d«lara que los acreedores no están 
legalmente facultados para cargar intereses de intereses, como lo 
hacen en la mptimén de fs. 1229; y se manda practicar por los 
acreedores ima nueva liquidación con arreglo a la presente rc- 
stimmi computándose los intereses que ^ cobrado el Banco 
de la Nación o. en su caso, el término medio de los mismos. Xo- 
tlíiquese y repóngase el sellado. 

A, BERMEJO. — J. FlCUEROA Al- 
t'ojfTA — Ramón- 
Rojíehto RkI'F.TTO. 



Autos v Vistos : Bu * n °* * im " StptitmbM 8 ae ,Kfi 
Considerando : 

Que el crédito dé la señora viuda del doctor Domínguez lia 
dejado de pertencccrle a mérito de lo que resulta de la cuenta de 
partición, cuyo testimonio se ha acompañado a estos autos, v por 
consigmente, cs a los adjudicatarios como sucesores particulares 
de aquella contra quienes únicamente la provincia de Santa F<> 
ha podido oponer la prescripción. 

Que el pronunciamiento de esta Corte de fs. 9l3 desesti- 
mando la demanda en la parte relativa a la viuda del doctor Do- 
mínguez, es la sentencia definitiva en el sentido procesa] y \x>t 
oposición a ínterlocutória a que alude el artículo 3987 del 'códi- 
go Civil. 

En su mérito, estése a lo resuelto. 

A. Bermejo. — J. Ficuéroa Ai^ 
corta. — Ramón Méndez. — 
Roberto Repetto. — M. I,au- 



US 
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Recurso de habeos tarpus interpuesto por don Manuel Rodrigo 
en favor de hs ciudadanos Juan Antonio Alvares Blanco y 
otros, detenidos por orden de la Cámara de Diputados de la 
prointicia de Tueumán. 

Sumaria : |.» La K «itíniúlací de mía orden de detención dictada 
por mía autoridad de provincia y reconocida por los tribu- 
nales de la misma, interpretando y aplicando la propia Cons- 
titución, no puede ser revisada por la Corte Suprema por 
vía del recurso extraordinario del artículo 14, ley 48. 

2.' Las paíaiíras juicio y proceso del articulo 18 de la 
Constitución Nacional no se aplican a actuaciones parlamen- 
tarias para reprimir desacatos Ó ataques a los privilegios de 
asambleas legislativas. 

Casó: Lo explican las piezas siguientes: 



DICTAMEN OEI. SEÑOR AGENTE FISCAL 

Señor Ji ez: 

Atonto fas constancias de estas actuaciones, y la* disposicio- 
nes del artículo 64 de la Constitución de la Provincia, considero 
que es improcedente el recurso de habeos eorpu.; interpuesto ante 

V. S. 

Por lo tanto : 

Soy de opinión ( ,„e V. S. no dclte nacer Lüfp a lo solicitado. 
—Alejo Ledesma Possc. 
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SENTENCIA BUL SF.Rott JL-KZ DE IN»1Rt7CClÓN 

Tucumln. Afotto 4 de UÜ 

Autos y Vistos : 

El presente recurso de Itabcas corpas interpuesto t.nr el se- 
ñor Manuel Rodrigo a favor de los detenidos Alberto Madrid, 
Juan Antonio Alvarex Blanco. Eugenio Lossepü, Clitofonte iW 
sy y José A. Monteros, las constancias de las actuaciones, oído 
él señor Agente Fiscal, 

Y Considerando: 

Que el artículo 64 de la Constitución de la Provincia auto- 
riza a cada Cámara jíara corregir con arresto que no pase de un 
mes. a toda persona de fuera de su seno, jmr falta de respeto, 
etc.. etc. 

Que esta es una facultad de carácter judicial conferida al 
Poder Legislativo dentro del concepto de la división armónica de 
los Poderes del Estado, imperante en nuestro régimen de go- 
hierno. 

píe ni la Constitución, ni ley, ni reglamento alguno han mar- 
cado f€»rmas o procedimientos en que debe lasarse el ejercicio 
«le la prerrogativa que confiere el artículo 04 citado. 

Que siendo así, y teniendo en cuenta las facultades propias 
de cada poder, el Juzgado delie atenerse a la nota del señor Pre- 
sidente de la Honorable Cámara de Diputados y a los anteceden- 
tes remitidos (informe de la Comisión y resolución de la Hono- 
rable Cámara de Diputados) para considerar que en este caso se- 
llan llenado las formalidades legales en la detención de las perso- 
nas a que se refiere el presente recurso de habeas Corpus. 

Por lo expuesto, y atento a fo ya resuelto |M>r este Juzgado 
y la Kxcma. Sala en lo Criminal en un caso análogo {habeas car- 
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/■«í interpuesto por. José. Maestre Sotíl^^ a favor fie Raúl 
Castro Viiltía) f y de conformidad con lo aconsejado ,>or ú se- 
nur Aseme !<tscal y lo dispuesto los articulo* 635. inciso I * 
4el í oduo tie Procedimientos en lo Cnmhml, el Ju Zfí ado resuel- 
ve: I. 1 ' No hacer '.«jar, con costas, artículo 144 Cocido de Pru- 
ced.nuentos en lo Criminal, el recurso de amparo a la libertad 
Interpuesto por el ciudadano Manuel Rodrigo a favor de los de- 
tenidos Juan Antonio Al vare* Blanco. José A. Monteros Miar- 
lo Madnd, Eugenio í.ossca.1 y Clitofonte Uassv. Hágase salnr. 
— l^jjprf /. Alurrahh. — Ante mi : Huiioro ¡ UUtfañe. 
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Excma. Sala : 

De conformidad con los fundamentos de la resolución de 
fs. 21 soy de opinión que V. E. dehe confirmar dicha resolución. 

—a. ¿. BQmgmgttotí. 



J-ALLo |»K I.a St.-PRKMA CORTK DE TUCUMAX 

Amo. y Vistos; ^«Í*áS^Mm 

Un acuerdo extraordinario, el re-curso de apelación inter- 
WgO contra la sentencia de fs. 21 que deniega el amparo de la 
Ji >ertad sohcitado a favor de los detenidos Juan Amonio Afeare? 
B anco. Eugenio L ftsscau> Qitofonte Dassv. Jasé A. Monteros v 
AlfKTto Madrid, y 

Considerando, 

Que haliiéndose deducido el recurso de que se trata ci 
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me al articulo 122 de la Constitución de la Provincia, surge como 
primera cuestión a resolver, la de si esta Corte es o no compe- 
tente, # 

Que jara dividirla en sentido afirmativo, basta tener en 
cuenta que el solicitante del Iv.beas corpas, en su escrito amplia- 
torio de fs. 17, ha planteado conjuntamente con la cuestión de 
fonrlo sobre ¡legalidad ríe ta detención de !as personas arriba ex- 
presadas, la de inconstitucionalidad del decreto o sanción de la 
H. Cámara de Diputados al ordenar aquella medida privativa de 
la tilxrlad. 

Que tratándose, pues, de un caso regido por la Constitución 
de la Provincia, en el que se dicen violadas las garantías consa- 
gradas por los artículos 22 de la misma y 18 de la Constitución 
Nacional, y en el que no qttrda otra vía at recurrente para liacer 
valer sus derechos a ese respecto, es indudable la com]íctcncia de 
esta Corte, que en definitiva debe ser la intérprete de la Constitu- 
ción provincial, coníorme lo tiene resuelto cu 9 de Septiembre de 
(919 (T. III, ]>ág. 915 de Jurisprudencia Argentina) ; en 29 de 
Mayo de 1923 (caso: Benjamín D. Moyano, violación de fueros 
de diputado), y en 5 de Mayo de 1925 (ver número 59. pág. 73. 
T. I de Jurisprudencia de Tucumán). 

Ijo resuelto en contrario por este Tribunal en los casos de 
Ambrosio Nóbile, recurso de habeos corptts, 8 de mayo de 1925, 
y Dirección General de Rentas contra Cooperativa de los FF. CC. 
del Estado, 1 1 de diciembre de 1924 (números 54 y 333, respec- 
tivamente del T, 1 de Jurisprudencia de Tucumán). dejan a sal- 
vo alegar la inconstitucionalidad por la vía correspondiente, y por 
tanto, lejos de desvirtuar la doctrina precedentemente expuesta, 
la corrolntran. 

Considerando en cuanto al fondo de la cuestión de inconsti- 
tucionalidad planteada : 

(>ue si bien es verdad la resolución apelada no contiene un 
pronunciamiento expreso en su parte dispositiva, no es menos 
cierto que implícitamente tal punto ha sido resucito, dados los 
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fundamentos de derecho constitucional que informan didia reso- 
lución, y como quiera que se examine tai omisión, no puede, en 
manera albina: ser causa de nulidad (artículo 800 y demás "co- 
rrelativos del Código de Procedimientos Civil). 

f>ue jHir 1<, demás, resulta evidentemente infundada la in- 
cnnstitucionalidad que se a)cga. toda vez que de los antecedentes 
que oliran cu autus, remitidos por el Presidente de la H. Cámara 
de Diputados, se constata que la detención impuesta a los recu- 
rrentes ha sido ordenada ]xjr autoridad competente y dentro de 
la esfera tic atribuciones que le confiere el artículo 64 de la Cons- 
titución de la Provincia, ejercitando facultades judiciales que le 
son privativas. 

Considerando en cuanto a los argumentos de orden legal que 
aduce cf recurrente : 

Que éste incurre en grave error al calificar como juzgamien- 
to propio de la justicia criminal el que ha verificado la H. Cá- 
mara de Diputados, extralimitándose, por consiguiente, ésta en 
sus facultades, porque la prerrogativa acordada a aquel cuerpo, 
de imponer penas disciplinarias análogas a las que ejerce el Po- 
der Judicial, es, como lo dijo la sentencia de 13 de julio de 1924. 
de la líxcma. Sala en lo Criminal, muy (¡.istinto en hecho y en de- 
recho, a la sanción de desacato, delito del Código Penal y que el 
citado artículo í,4 de la Constitución de la Provincia ha distinguido 
al decir: "pudiemlo. cuando a su juicio fuere el caso grave, y lo 
hallaren conveniente, ordenar el enjuiciamiento del delincuente 
por los Trihunales ordinarios", caso al que se refiere el artículo 
1S de la Constitución Xacional. si fuera invocahle". 

Por tanto y oído el seiior Ministro Fiscal y demás funda- 
mentos aducidos por el Juez a qtto, se 
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T. Declarar que no es inconstitucional la orden de detención 
sancionada por la H. Cámara de Diputados, el 30 de Julio próxi- 
nio pasado, contra los señores Juan Antonio Alvares Illanco Eu- 
genio Losscaiu AHktio Madrid, Clitofonte Dassn y José Amado 



II. Confirmar, con las costas del recurso, la resolución ape- 
lada corriente de fe. 21 y 21 vta.. del señor Juez de Instrucción, 
que no liace lugar, con costas al recurso de amparo a la libertad 
interpuesto por el ciudadano Manuel Rodrigo a favor de las per- 
sonas antes nombradas. Hágase saber, — AI. Páca de la Torre 
~ ¿ - G™l>cca> — T. López. - Adoljo S. Carraña. - Etttcsto 



—- .1/. 



DICTAMEN Ptt SEÑOR PHOCURADOR GENERAL 

Bpinoi Air». Agoito «3 de 1IHS 

Suprema Corte : 

Don Manuel Rodrigo interpuso ante el Juzgado de Instruc- 
ción y Correccional de Tucumán recurso de habeos corpus en fa- 
vor de don Juan Antonio Al vare* Blanco y otros, detenidos por 
orden tic la Cámara de Diputados de esa Provincia. 

Fundó el recurso en la circunstancia de no emanar la orden 
de tktencióii de autoridad competente, negando a tal fin la fa- 
cultad que se arrogaba la Cámara referida, fundada en el artículo 
(A de la Constitución local, que autoriza a cada Cámara Legisla- 
tiva liara corregir con arresto que no fiase de un mes, a toda i>er- 
sona de fuera de su seno, !»or faltas de respeto a los miembros que 
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Tanto el juez de ía cansa como la Corte Suprema de Tusti- 
cia de la Provincia ha denegado el recurso, estableciendo que la 
orden de detención lia sido ordenada por autoridad competente 
y dentro de la esfera de atribuciones que le confiere el articulo M 
citado, ejercitando facultades que les son privativas. 

Adhiero a esta doctrina, que es. por otra parte, la sostenida 
pnr el suscripto en el dictamen emitido en una causa idéntica a 
Ja presente que se registra en la página 394 del tomo 144 de la 
colección de fallos del Tribunal, el que doy por reproducido. 

V, E. en dicha causa, de acuerdo con Jo que tiene resuelto 
«m los fallos registrados en los tomos 120; 207 y 125 : 287, v, <k 
conformidad con lo expuesto y pedido en el dictamen de referen- 
cia, cúflffrnió la sentencia apelada en la parte materia del recurso. 

Es lo que, en nii opinión, corresponde hacer en esta causa 
respecto del fallo de fs, 27 recurrido para ante esta Corte Supre 
ma. en virtud de lo dispuesto por el articulo 6 de la ley 4055. 

Horacio R. Larrcta. 



PALLO DE LA CORTE Sl'PRE.UA 

Rutar* Afín, Afofto 27 úe ltte 

Autos y Y istos*: 

De acuerdo con la doctrina que informan los fallos registra- 
dos en fns tomos 120, página 207; 125. página 287 y 144, página 
394, y de conformidad con lo expuesto y pedido ¡>or el señor 
IV. curador General, se confirma la sentencia apelada en la parte 
materia del recurso. Notifique* y devuélvase al tribunal de pro- 
cedencia. 

A. Bkrmkjo. — j. Fiüueboa Al- 
corta — Ramón Méndez — 

koitERTO RePETTO. 
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NOTAS 

En la demanda entablada por don Ensebio del Carmen Ba- 
cigalupo contra la provincia de Buenos Aires, por repetición de 
la suhia de once mil quinientos pesos con treinta y cinco cent* 
yos moneda nacional, satisfechos bajo protesta, en concepto del 
impuesto creado por la ley de dicha provincia de 30 de diciembre 
de 1907, destinado a allegar los recursos necesarios para ta apei- 
tura y pavimentación de un camino entre La Plata y Avellaneda 
la Corte Suprema, con fecha 2 de Agosto de 1926. y de acuerdó 
con lo dictaminado por el señor Procurador General, declaró que 
el impuesto establecido por la referida ley, es contrario a tos ar- 
tículos 16 y 17 de la Constitución Nacional, mandando devolver a 
la actora la suma reclamada, con sus intereses a estilo de los que 
cobra el Banco de la Nación, desde la fecha de la notificación de 
la demanda. 



Con fecha cuatro de Agosto se declaró improcedente la que- 
ja deducida por don Leopoldo Pontnau, en autos con don Ber. 
nardo Bcrgez, sobre desalojamiento, por no aparecer que se hu- 
biera interpuesto ante el, tribunal de última instancia dentro de la 
jurisdicción local y para ante la Corte Suprema, recurso alguno 
que le hubiese sido denegado. 



En la misma fecha se declaró, igualmente improcedente, la 
queja deducida por don Ismael C. Pace, en los autos seguidos 
]*>r la Munici]vilidad de la Capital contra los herederos de don 
Domingo M. Pace, sobre desalojo, en razón de no tratarse de 
ninguno de los casos previstos en el artículo 14 de la ley 48, y 
no guardar las cláusulas constitucionales invocadas, la relación 
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directa e inmediata con las cuestiones planteadas, como lo dispo- 
ne el articulo 15 de la citada ley. 



Fn seis del mismo se declaró liien demudo el recurso de 
hecho interpuesto por Natalio Botana y otro, en la causa seguida 
en su contra, por desacato, en razón de no estar comprendido el 
raso en la disposición de! artículo fi* de la ley 4055, por no tra- 
tarse de sentencia definitiva, sino de un simple auto intcrlocuto- 
rio que resolvía im incidente de prueha, a cuyos efectos no im- 
l>edía que pueda ser resuelto al dictarse aquélla. 



Kn ta misma fecha fué confirmada jior la Corte Suprima la 
sentencia pronunciada por la Cámara Federal de Apelación de 
Plata, la que condenó a Basilio García, a sufrir la pena de 
diez y siete años de prisión en vez de la de doce años de la mis- 
ma pena que te fuera impuesta por el Juez Letrado del Territo- 
rio Nacional de la Pampa Centraf. como autor del delito de ho- 
micidio perpetrado en la persona de José Montaner en el ejido 
de) pueblo Lovenruel, jurisdicción del expresado territorio, el dia 
19 de abril del año \92X 



En la misma fecha la Corte Suprema, de conformidad con 
lo dictaminado por el señor Procurador General, ordenó se remi- 
tiese a la Cámara Federal fie Apelación del Paraná, ef recurso de 
revisión interpuesto por el penado Pedro A. Rodríguez, dado que. 
la sentencia cuya revisión se solicita!*, había sido dictada por la 
expresarla Cámara, que es la que delie entender, por lo tanto, en 
el recurso interpuesto, con arreglo a lo dispuesto por el artículo 
4* de la ley 4055, que sólo admite el de apelación |\ira ante la 
Corte Suprema. 
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En once del mismo no se hizo lugar a la queja deducida por 
José Amonio Crtizberca, en la causa seguida en su contra por el 
delito de lesiones por imprudencia, en razón de no tratarse de 
ninguno de los casos previstos en los artículos 4* y 6.» de la ley 



Con fecha 13 de la Corte Suprema, de conformidad con lo 
dictaminado ]»r el señor Procurador General, no hizo lugar a la 
queja deducida por doña Francisca A. de Jaureguibcrry, en au- 
tos con doña Ezequiela Pereyra de González, sohre escrituración, 
en razón de que la decisión recurrida, pronunciada por la Cámara 
de Apelación de Dolores, provincia de Buenos Aires, se hahía 
fundado en la autoridad de ta cosa juzgada, precepto de derecho 
común extraño al recurso extraordinario previsto en el artículo 
14 de la ley 48; agregándose, además, que los artículos 14, 17 y 
18 de la Constitución, cuya inobservancia se alegaba, no gitarda- 
Iwn con tas cuestiones planteadas en la causa, la relación directa 
e inmediata que exige el artículo 15 de ta expresada ley 48. 



En la misma fecha no se hizo lugar a la queja deducida por 
José Conde, en el juicio seguido en su contra, por hurto, por no 
tratarse de ninguno de los casos previstos en el artículo 22, apar- 
tado 2?, inciso 3.' del Código de Procedimientos en lo Criminal, 
desde que la resolución recurrida se limitaba a interpretar dispo^ 
siciones de derecho común aplicándose, en el caso, el artículo 52 
del Código Penal. lo que es extraño al recurso extraordinario, 
según lo dispuesto en la Última parte del articulo 15 de la ley nú- 
mero 48. 



En diez y odio del mismo no se hizo lugar a la queja dedu- 
cida por doña Josefa Curia de Alai, en autos con el Ferrocarril 
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Central de filíenos Aires, «obre daños y prejuicios, en razón de 
que la sentencia de primera iusiancia, confirmada por la Cámara 
Federal de Apelación tk; la Capital, analizaba un punto de hecho 
y de prueba, como es el de saber si la empresa demandada era o 
no la propietaria de las vías donde ocurrió el accidente y de] ve- 
hículo que 16 ocasionó, todo lo cual es extraño al recurso ex- 
traordinarin de puro derecho federal, de acuerdo con el articulo 
15 de la ley 4K y lo reiteradamente resuello. 



Kn veintitrés riel mismo la Corte Suprema, de acuerdo con 
'l'clamiiiarlu por el señor Procurador General no hizo lugar 
a la (pu ja deducida por don Dagos Paprica. en autos con la Di- 
rección de Petróleos ríe Comodoro Rivadavia, sobre cobro de pe- 
sos, )w resultar de los antecedentes* que se consignad™ en las 
actuaciones venirlas por via de informe, que la decisión apelada 
quedó ejecutoriada en fecha anterior a la interposición del re- 
curso, y en consecuencia, éste aparecía deducido fuera ríe térmi- 
no. (Articulo 231, ley 50 y articulo 235, Código de Procedimien- 
tos de la Capital). 



kn la misíná fecha, y de conformidad con lo dictaminado 
por el señor Procurador General, la Corte Suprema no hizo lugar 
a la queja deducirla jior don Alberto Laffin y Compañía apelan- 
do de una resolución de la Aduana ríe la Capital, en razón de qu<- 
la contienda había versado sobre un punto de hecho y de prueba, 
como es el de saber si la mercadería denunciada se encontraba o 
nó, en cuanto a su peso, dentro de la tolerancia de la ley ; y eso 
piintn vs extraño al recurso extraordinario de puro derecho fede- 
ral, ríe acuerdo con lo que dispone el artículo 15 de la ley número 
4S y lo reiteradamente resuelto. 
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)■:■! la misma fecha, y dé acuerdo con 1» dictaminado por el 
SCñ ^ Procurador Genera!, no se hiao lugar a ía queja deducida 
m doti Fmmúé 1-ano y Compañía, apelando de una resolución 
de la Aduana de la Capital, en razón de que la resolución recurri- 
da analizaba un punto de hecho y de prueba, como es el de sa!>er 
si la diferencia de calidad del yute excedía del 50 % del valor 
^■tinado en e! documento agregado a los autos, todo lo cual es 
ajeno al recurso extraordinario de acuerdo con el articulo de la 
U y 4S. 



En Ja misma fecha no se hizo lugar, igualmente, a la queja 
. edueda por Hirschhcrg ¿fc Cía. Ltda., en autos con la Aduana 
< e la Capital, mm Uik , mic¡a (ie cali(h(! dadQ quc h 

debatida en el litigio versaha sobre la diferencia de calidad de la 
mercadería manifestada por el apelante y la que le asignó la Ad- 
ministración de la Aduana a ios efectos del aforo correspondien- 
te, es decir, pimíos de hecho y de prueba que no pueden ser re- 
visados por la Corte Suprema en el recurso extraordinario de 
acuerdo a lo que prevé el articulo 15 de la ley número 48 y lo 
reiteradamente resuelto. 



En !a misma fecha, y de acuerdo con lo dictaminado por el 
señor Procurador General, no se hizo lugar a la queja deducida 
por don jubo L. Bustos, apelando de tina resolución de Aduana 
m razo., de que la sentencia de la Cámara de Apelación .te !a Ca- 
pital, analizaba un punto de hecho y de priu-ha. como es el de sa- 
m¡ "la diferencia que resulta entre el valor fijado para dicha 
mercadería por la tarifa (889.85 ) y la cantidad asig.ia.la jara 
ta misma por el documento (SS&tó), representa la suma 33969 
es decir, mas del cincuenta por ciento de esta última, que alcanza 
a ,,8.08 todo lo cual es extraño al recurso extraordinario de 
puro derecho federal, de acuerdo con el ar 
mero 48. y Ir, reiteradamente resuelto." 
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En la misma fecha, y teniéndose presente lo dictaminado por 
el señor Procurador General, no se hizo lunar a la queja deduci- 
da por don Alfredo U' Angelo, apelando de una resolución de la 
Aduana de la Capital, en razón de que la resolución de que se re- 
curría, era una consecuencia de la comprobación hecha por la Ad- 
ministración de la Aduana respecto a la diferencia de calidad de 
la mercadería manifestada |wr el apelante, es decir, puntos de 
hecho y tic pruel» que no pueden ser revisados por la Corte Su- 
prema en el recurso extraordinario, de acuerdo a lo que prevé et 
artículo 15 de la ley número 48 y lo resuelto reiteradamente. 



En la misma fecha no se hizo fugar, igualmente, a la queja 
deducida por los señores Boeker y Compañía, apelando de una 
resolución de la Aduana de la Capital, en razón de que la cuestión 
dcliatida hahía sido resuelta, analizándose puntos de hecho y de 
prueba como son los de sal>er la fecha de la rectificación solicita- 
da por el apelante a la Administración de la Aduana y la denun- 
cia, todo ello ajeno al recurso extraordinario, de acuerdo con tn 
que dispone el artículo 15 de la ley número 48 y lo reiterada- 
mente resucito. 



En la misma fecha, y de conformidad con lo dictaminado 
por el señor Procurador General, no se hizo lugar a la queja de- 
ducirla por don Francisco P. Bordigoni, apelando de una resolu- 
ción de la Aduana de la Capital, en razón de que la resolución de 
que se recurria, analízala un punto de prueba y de hecho, como 
es el de salwr la calidad de la mercadería cuyo manifiesto estaba 
agregado a los auto», lo cual es ajeno al recurso extraordinario, 
de acuerdo con lo (jue dispone el artículo 15 de la ley número 4* 
y lo reiteradamente resuelto. 
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Con fecha veinticinco no se hizo lugar a la queja deducida 
iwr clon Atilio Nayer en autos con Pagnani Hno*., sobre desalo- 
jo, en razón de no encontrarse autorizados por ¡a ley número 4S, 
ni por la número 4155 los recursos extraordinarios de inconsti- 
tucionalídad e inaplicabílidad de ley. (Artículo 336 del Código de 
Procedimientos de la Capital), 



Con fecha veintiocho no se hizo lugar a la queja deducida 
por don Buenaventura Donnarumma, en autos con don Marcos 
MarcHo, sobre cobro de pesos, dado que en la especie suh lite se 
había cuestionado y resuelto acerca de ta aplicación de un precep- 
to de la ley numero 11290, relativo a la reposición del sellado y 
multa aplicada en expediente que tramitaba ante la justicia ordi- 
naria de la Capital: disposición que es, por lo tanto, de carácter 
local en cuanto está destinada a aplicarse en la Capital de la Na- 
ción y, en consecuencia, su inteligencia no puede autorizar el re- 
curso extraordinario para ante la Corte Suprema. 



,M FAfXOS DE LA CORTF, SUPREMA 



Ferrocarril del Oeste de Hítenos Aires contra el Gobierno Nacio- 
nal, sobre constitución de tribunal arbitral. 

Sumario-, l.M-a Nación no es sucesora de la Provincia de Bue- 
nos Aires en los derechos u oblaciones contractuales emer- 
gentes de la venta y concesión del Ferrocarril <|d Oeste, 
siéndolo, solamente en lo relativo a la jurisdicción, es decir, 
en cuanto al ejercicio del poder de policía, a partir del mo- 
mento en que el ferrocarril comprado a la mencionada pro- 
vincia. salió del dominio de ésta y adquirió el carácter de 
nacional, como instrumento del comercio de fas provincias 
entre sí o entre ellas y la Capital o Territorios Nacionales. 

2.* l-a Provincia de Buenos Aires vendedora de] ferro- 
carril, conserva lodos los atributos y se halla sometida a 
todas las restricciones de naturaleza contractual derivadas 
de dicho acto jurídico, no ohstante el camino de jurisdicción, 
y es ella, por lo tanto, la única que i>odria obligar y ser 
obligada a someter sus diferencias a la decisión de la jus- 
ticia arbitral. Pira la Nación, dicha cláusula compromisoria 
como todas las demás estipulaciones del recordado contrato 
es res Ínter alias acta; |x>r lo que es improcedente la consti- 
tución del tribunal arbitral reclamado del Gobierno Nacio- 
nal a mérito de lo establecido en el articulo 17 de la ley 
contrato de concesión celebrado |H,r la Kmprcsa del Ferro- 
carril de! Oeste con ef Gobierno de la provincia de Buenos 
Aircs el >Á de Abril de IÍWO. 



Caso: Lo explica las piezas siguientes: 



FALLO DEL JUEZ FEDERAL 



V Vistos: 



Buenos Aires, Febrero IT de IÍ12I 



Estos autos seguidos por la . 
Oeste «Y Rúen,,,, Aires Limitada, contra el 
sobre constitución de tribunal arbitral, de cuyo estudio resulta: 

Que « f s. 5 don Fidel Ortiz, en representación de la empresa 
actora demanda al Gobierno de la Nación, a fin de que se le de- 
clare oblado a constituir el tribunal arbitral previsto en la ley 
contrato de concesión de la Empresa del Ferrocarril Oeste de 
Buenos Aires, con costas. 

Manifiesta que en 1902. el Poder Ejecutivo Nacional pro- 
movió investigaciones para determinar el capital de las empresas 
ferroviarias de jurisdicción nacional, con el fin de establecer si 

ll Sal ^ * ESlad ° e? dCrCCh ° * mivrv ™ m 

Que la determinación fiel capital del Ferrocarril Oeste dió 
lugar a tramiftcioncs en las que intervino d Gobierno de la Pro- 
vmcia de Buenos Aires, y de las que surgió, entre los asesores del 

^fTS?^ " na di - r ^ncia sobre el al- 
canco del art.culo 13 de la ley de concesión que no pudo solucio- 
narse administrativamente; y el Poder Ejecutivo el ^0 de Mar 
7o de 190&. por decreto, dió nóvenla días a la empresa para que 
traTio'sobc! Üé COnformí í Í;,d con (,t te »™'nada cifra, y en casó con- 
í^^tli^ ' a C ° nStÍtUdÓn dd tr¡bunaI arbitral 1'»- ¡Sí te 

Que su representada manifestó al Poder Ejecutivo su di<- 
c-onfornudad con la Slim a fijada como capital, y declaró estar dis- 
puesta a concurrir a formar el tribunal arbitral. 



FALLOS DK LA CORTE SI'l'RFltA 

( .Hit en 190/ se sancionó |;i ley número 5315. la que méé 
la reanudación de las gestiones sobre fijación del capital de su 
représemela. que no obtuvieron el resultado esperado, norma si 
bien & Bo&ér Kjecutivo, en 28 de octulirc de 1909 admitió la re- 
clamación, aplazando el reconocimiento hasta que le presentasen 
las pruebas jiertincntcs, en 1910, por decreto de mayo y junio 
4, denegó el derecho cuestionado. 

Que listo este resultado, su representada, el 20 de Julio de 
1914, solicitó al Poder Ejecutivo la constitución del tribunal arbi- 
tral. I<> que en definitiva fué denegado por decreto de julio IS 
de I91o. 

Que el derecho de la empresa emerge tío la ley contrato de 
concesión celebrado con el Gobierno de la Provincia de Buenos 
Aires, el 28 de abril de 1890, en su artículo 17. 

Que los contratos celebrados por las provincias, en ejercicio 
de facultades jurisdiccionales, obligan a la Nación, cuando ésta 
a consecuencia de leyes posteriores subroga a las primeras en los 
derechos y obligaciones que emanan de la solicranía: como lo ha 
resuelto la Suprema Corte, en los fallos registrados en el tomo 
111, páginas .175 y 41. í. 

Que la divergencia suscitada entre el Poder Incentivo y su 
representada es esencial, no siendo admisible que la Nación se 
atribuya la facultad de declarar por sí lo que del* ser materia de 
pronunciamiento arbitral. 

Corrido traslado de la demanda, se presenta a fs. 1,3, el Pro- 
curador dtl Tesoro, doctor Vicente F. López, en representación 
del Gobierno de la Nación, pidiendo su rechazo, con costas, y la 
agregación dtl expediente administrativo que acompaña. 

Que la oposición que se ha hecho a constituir el tribunal ar- 
bitral, proviene de que el Ferrocarril del Oeste, no tiene ninguna 
ley que autorice u obligue al Gobierno a acceder a su pretensión, 
pues la ley contrato celebrada en 1890 por la empresa con el Go- 
bierno de la Provincia de Buenos Aires, le obligaría a ello si el 
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Gobierno Nacional fuera sucesor del de la provincia i>or ese con- 
trato pero c „ éste, (| «e continúa en vigencia, no interviene para 
nada la Naciun. 

Que el hecho de que el ferrocarril esté sometido a la juris- 
darc.on nacional, en razón de los territorios que atraviesa, no quie- 
re decir ni puede interpretarse que ese acto obligue a la Nación a 
someterse a la cláusula de arbitraje tratada con el Gobierno de 
la l'rovincw; y además, que tampoco se trata de la aplicación del 
refendo contrato, pues el ferrocarril se ha acogido a los artícu- 
los 8 y 9 de la ley 5315 y las cuestiones sobre el capital de la em- 
presa, deben resolverse con el criterio de esta ley. 

Declarada la cuestión de puro derecho, se corrió un nuevo 
traslado a las partes por su orden, que lo evacuaron a fs. 16 y 23, 
con lo que estos autos quedaron en estado de dictar sentencia. 

■ 

Y considerando ¡ 

Que de los términos de la presente litis habría que resolver 
si el Gobierno de la Nación es parte como sucesor del Gobierno 
de la Provincia de Buenos Aires en el contrato de concesión cele- 
brado con el Ferrocarril del Oeste en 1890, y establecer el crite- 
rio con que deberá fijarse su capital, hahiéndose acogido esta em- 
presa a la ley número 5315. 

Que en las actuaciones administrativas que corren por cuer- 
da separada, consta a fs. 84 el decreto del Superior Gobierno con 
fecha marzo 20 de 1906. fijando el capital de la Empresa del Fe- 
rrocarril Oeste de Buenos Aires, el 30 de junto de 1905, en la 
suma de 50.(500.610.38 $ m|n, señalando el plazo de noventa días 
para que la empresa manifieste su conformidad con dicha cifra: 
y en caso de no estar de acuerdo, solicite la constitución del tri- 
bunal arbitral que preven la ley y contrato respectivo. 

Que, en su virtud, habiendo resuelto el Gobierno de la Na- 
ción, en el año 1906, someter a arbitraje la 
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fe i:iil¡.rv.s,» del Ferrocarril iU-1 ®e$fc, lio itay objeto alguno t-tr 
examinar si l; t , cláusulas del contrato de Cóncesíoti de tS90, obtí- 
galsiu nó al ( ¡ohiemo Nacional, ni si es i^Ofisefí del Gobier- 
no de la Provincia, ni si procedió como parte Contratante o a mé- 
rito de -11 potestad jurisdiccional, desde que no puede aceptarse 
la manifestación que contiene el dictamen de F% ISS al decir que 
m- había incurrido en un error de expresión en el decreto de mar- 
zo _ J (i di- pi.K,. por nn existir cláusula aljpoa tpgsj itm* d«j derecho 
a la empresa pata recurrir ai arbitraje. Fs evidente que si el Go- 
liieriin de la Nación asintió en el decreto ríe I90í> someter a arbi- 
traje la> diferencias surgidas con la Fmprcsa del Ferrocarril del 
' ,ts "' relativas a ta fijación de su capital, de acuerdo con el ar- 
ticulo 17 del intrató de concesión, no es admisible, liajo ningún 
concepto, .me pretenda sustentar ahora, .¡ue no le obligaba la refe- 
rida disposición. 

Que con posterioridad, en septiembre 30 de 1907, se dictó 
la l.cy de Ferrocarriles número 5315, a la que se acogió la etn- 
ptm del Fern .carril riel Oeste, cuyo artículo !9 establece que 
las empresas existentes podrán, dentro del plazo de seis meses, 
acogerse a i-s henef icios establecidos en el artículo 8°, siempre 
que se sometieran a las condiciones establecidas en e! mismo 
articulo &* y 9 £ de la referida, ley. 

Que con esto cambió por completo la situación creada con 
motivo del decreto de junio 30 de 1905. ordenando la constitu- 
ción del tribunal arbitral, pues el artículo 9.'. al autorizar la in- 
tervención del Poder Fjccuttvo en las tarifas de pasajeros y de 
carga, cuando el promedio del producto bruto de la línea en tres 
anos seguidos excediera del 17 % del capital en acciones y obli- 
gaciones, reconocido por el l l oder l'.jecntivo. no estableció se re- 
solviera por jueces árbitros las divergencias qne pudieran pre- 
sentarse. 

Que jMir lo tanto, habiéndose acogido la empresa del Ferro- 
carril del Oeste a las sanciones de la ley número 5315. cuyos ar- 
tículos &' y 9* no autorizan la constitución de tribunales ar- 
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Mírales, para resolver las referidas diferencias en cuanto a la 

« 'hTcvtncH Cai f ;i,0!Í ' n0 . PU " k " ***** #»* 
l n m ic> anterior de concesión. 

Que esta misma interpretación dio a la lev número 531 S h 
empresa del Oeste, al manifestar en s« escrito de f 135 óue 
■ - ta dominación de. capüa, « t ™ 

te dtetlfifa mterprc.ación dada al articulo 13, la q ue Só rcS 

d-nnur ese desacuerdo, que puede quedar pendiente durante la 
* /» n^ionada ley, cuyos términos par, íft££ 

Ejecutivo. b q reconozca el Poder 

1850. sk^Jo «admáibl. quc a„ ora y¿*™**f ^ 

inducida en error al hacer aquella nuniíeslTcinn ™f i 

■o 4, M decreto rc^amenJio ^S^St^ 

esJ^SS ^P*^ la empresa del Ferro- 

tarrif dtl Ueste a lo depuesto en los artículos 8* y 9* de la 

l T mimCrü * * W ha I » nuevo régimen'en sus 

rdanones Jlindlcas Cün e¡ g » « £ 

& acuerdo con lo dispuesto en el articulo 1197 del Código $ 
A y es ev.dcnte. entonces, que si aquella en ningún de «0 
d-spostennes establece .a cláusula del arbitraje, todas L 12 
-es relamí a .a fijación de su capital, deberán ser resueltas 
con «man a lo preceptuado en los artículos g.. y i» de la re- 
ferida ley, porque el arbitraje importa una renuncia de la juris- 

&2¿Z&?£ ju " s ,,atura,es y ^ procedc IW man - 
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Que ello no importa consagrar que el Gobierno de la Nación 
sea la última ratio como se afirma en la demanda y que se subs- 
traiga a los jueces la decisión relativa a la fijación del capital 
que motivo este litigio, pues a lo que aquel se opone, es a some- 
ter la cuestión a arbitros, por considerar que el asunto debe ser 
resuelto por los jueces naturales creados por la Constitución, por 
ser los competentes para entender en los juicios en que la Na- 
ción es parte, todo Jo cual importa una verdadera garantía para 
la mejor defensa de los dcrcclios que sustenta h empresa actora. 

Por estos fundamentos, fallo: no haciendo lugar a la pre- 
sente demanda instaurada por la empresa del Ferrocarril del 
Oeste de Buenos Aires Limitada, contra el Gobierno de la Na- 
ción, sin cosías, por no haber mérito para ello. Notifiques* y 
repóngase las fojas. 

Manuel B, de . tiuhorcm. 



SENTENCIA l»K LA CÁMARA FEDERAL DE APELACIÓN 

Bueno» Aires. Nnvitmbre 18 de IWI 



y y 



istos . 



Estos autos seguidos t*jr la empresa del Ferrocarril del Oes- 
te de Buenos Aires, contra el Gobierno de la Xación. sobre cons- 
titución de tribunal arbitral; 



1.* <Jih- la actora aduce como fundamento de su demanda 
la cláusula contenida en el artículo 17 de la ley de concesión de 
la provincia de Unenos Aires, que establece que toda cuestión 
que se suscite entre el Gobierno y el comprador o sus sucesores 
sobre interpretación o consecuencias de este contrato, será diri- 
mida por arbitros arhiiradorcs nombrados uno por cada parte, 
los que nombrarán un tercero en el mumento de constituirse para 



el caso de discordia; y sostiene que los contratos celebrado* por 
las provmcias en ejercicio de facultades jurisdiccionales obligan 
a fe ta mm «ta. a consecuencia de leves posteriores 
mktm 3 fes primera cn los derechos y obligaciones aue «m 
tm de la soberanía, ^'one* que ema- 

^ gue al negarse el Poder Ejecutivo de fe Nación a cons- 
Wmr m tffam mm m h f|cternijnación 

i 1 ™ * IJ " CnOS AÍreS ' 10 *■ <* ejercicio d 

2 t, 5 , , S" SC enCUC,Ura aco « ida ,a «"P~ actor, 

de ..cuerdo con el articulo 19 de la misma. 

i articulo 9.' citado, establece que el capital de las empresa* 
£«, y& reconocido» y "será fijado" por K 
?fi¡ V « * fe misma corara este prccZ 

Poder Ejecutivo a rescatar fes obras eoS I" 
*JJtt*J d 'capital reconocido", aumentado en un 20 % ■ en 
concordan™ con estas disposiciones, los artículos 4* *'£ 
decreto reglamentario se refieren a ta fii-.riñn a i Í2k 
d foder Ejecutivo. ' °" dd ^P'* 31 P° r 

J^%M¡P <P> precedió | la sanción de la ley. no deja 

to'I d L fijar y de reconocer el capital ferroviario. 

El diputado Seguí, miembro de fe Comisión que despachó 

SES& T prcsc r do ror ei <S£ 

e articulo 16, sobre cual era "el capital reconocido en acciones v 
o .gac.oncs , p^so la supresión de bs términos "en acc o- 
m y obbgaaones', porque lo que interesa al Estado es 1 

f 7 *í ! rCC ° nOCC C ° mo en fe 

con r, cemn . Ante una observación del diputado Caries, el 

d.pu tado mm contestó que al decir el proyecto "capital reco 

gfdo ,„ ^.ones y obligaciones", no quiere decir que el ct 

en el cual el Poder Ejecu- 
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tiyo desconoció veinte y tres millones trescientos sesenta y nueve 
mil cuatrocientos cincuenta y siete pesos oro. así lo ¡trucha y 
que el capital "que se reconocería no sería ese capital aguado de 
las compañías unificadas, sino el legítimo". Luego el diputado 
Seguí, discutiendo si se debía redactar el articulado en los tér- 
minos "capital reconocido*' o "capital invertido", como en ese 
momento se lo proponía el diputado Méndez Casariego, dijo que 
lo mismo era uno que otro "porque el Poder Ejecutivo no reco- 
nocería sino el capital invenido". 

Al volarse el proyecto del articulo 16, que decía "capital 
reconocido en acciones y obligaciones", es rechazado y en la 
d.scusm., habida at res|*ctn, Mitre aj;nyó que es muy difícil 
averiguar el capital reconocido, mientras que es fácil determinar 
el "capital reconocido"; es un dato fijo que da al Gobierno una 
base segura para proceder en cualquier momento. Y ante las 
observaciones de Seguí y Caries, agregó el diputado Mitre- "si 
se hubiese suprimido la mención "de acciones y obligaciones" 
dejando la disposición restringía al reconocimiento del capital 
por pane del Poder I-jecutivo. se habria llenado igualmente el 
proposito del anicuío". 

Por último, el diputado Méndez Casariego, dro: "en cuanto 
a la indicación que se había hecho de substituir el término que 
emplea el despacho de la Comisión por el de "capital invertido" 
vn n.. tengo Eneortveniettte -«uguno en acepta que se ponga "ca- 
pital reconocido", romo |¡ opone el diputado Mitre, toda vez 
que el señor Ministro de < Jbras Públicas lia establecido nue el 
capttal reconoció es equivalente al capital invertido y nm > 
el Poder Kjeentivo r(T(>flnc( . romo CAp¡ta , (f(? ¡y ^ s ¿_ 
no lo que inviertan en sus líneas". 

3.* Que la concesión ríe la provincia de líucnos Aire, a la 
empresa actora que eslabkcc que toda cuestión que se suscite 
entre el Goliíemp y la empresa a sus sucesores sobre interpre- 
tación o consecuencias del contrato sería dirimida tí©r Arbitros 
no obliga en lorma alguna a la M. que no ha sucedido a la 
provincia en sus obligaciones. 
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FJ ferrocarril de !a jKirtc adora, como instrumento de co- 
mercio mterprovincial, se halla sometido a la jurisdicción nacio- 
nal, de acuerdo con ej articulo 67, inciso 12, de la Constitución 
Nacional, y el artículo 3.*, inciso 3*. de la ley 2873, s ¡ n que ello 
importe, como lo pretende la actora, que la Nación haya subra- 
yado a fa provincia que concedió el ferrocarril en tos derechos 
y obligaciones <juc emanan de la soberanía, 

la antCrÍOrm r te . mm m tífica prejuzgar 

la procedencia o improcedencia de la jurisdicción federal, para 
decidir s, el Poder Ejecutivo ai fijar o reconocer el caphal Tfe 
mmm «? ha ajustado a las normas legales, sino sólo resolver 
la improcedencia de someter a arbitros la divergencia suscitada 
a que se refieren estos autos. 

listos fundamentos y los concordantes de la sentencia 
de fs. W, se fa confirma, sin costas, por haber tenido la parte 
actora razón pruliiiule para litigar. — B. A. Nácar Anchorcna 
- Marcdino Escalada. ~ T. Arias. - J. p f „ t¡a 
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Buenos Aire* Stpiicmbi* I.» de ItEe 

m recursü ordinario de apelación interpuesto por ta mm- 
sa del Ferrocarril del Oeste, en autos con el Gobierno de la Na- 
ción, sobre constitución de tribunal arbitra!, contra la sentencia 
pronunciada por ta Cámara Federal de Apelación de la Ca- 
pital ; y 

Considerando: 

IV según lo expresa el recurrente en su escrito de de- 
manda, la ley-contrato de concesión celebrado con el Gobierno de 
pmvmcu de lineo* Aires, el 2S de abril de 1890, estableció 
en su ámenlo 17 q ue "toda cuestión que se suscite entre el Üo- 
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bienio y el comprador o sus sucesores sobre interpretación o 
consecuencia de este contrato será dirimida por arbitros arbi- 
tradores nombrados uno por cada parte...". 

Que de ese antecedente y del hecho de haber pasado el Fe- 
rrocarril de! Oeste a depender de la jurisdicción nacional en vir- 
tud de lo estatuido en el artículo 3.* de la ley número 2873, la 
demandada deduce que la precitada cláusula compromisoria obli- 
ga a la Nación en sus relaciones con la empresa, como sucesora 
de la Provincia de Unenos Aires y que, en consecuencia, corres- 
ponde someter al falto de arbitradorc, Jas cuestiones suscitadas 
con motivo de ta fijación del capital de la demandante. 

Que desde luego procede dejar establecido que la Nación 
no es sucesora de Ja Provincia de liutiios Aires, en los derechos 
u obligaciones contractuales emergentes de la venta y concisión 
del Ferrocarril del Oeste. Es sucesora, solamente, en lo relativo 
a la Jurisdicción, es decir, en cuanto al ejercicio del poder de 
policía, a partir dil momento en que el ferrocarril comprado a 
la mencionad,! provincia, salió del dominio de ésta y adquirió el 
carácter de Nacional como instrumento del comercio de las pro- 
vincias i-ntre sí o entre ellas y la Capital o Territorios Naciona- 
les. (Constitución, art. 67, inc. 12; ley N.» 2S73, art. 3.'). 

Que el hecho de hat>er pasado el ferrocarril del Oeste de la 
jurisdicción provincial a la de la Nación, no ha producido nova- 
ción alguna, en cuanto a las personas -me contrataron la venta y 
concesión de dicha linca y que a tales fines acordaron derechas 
y contrajeron ot ilinaciones. La Provincia de Buenos Aires, ven- 
de* lora del ferrocarril, conserva todos los atributos y se halla so- 
metida a todas las restricciones de naturaleza contractual deri- 
vadas de dicho acto jurídico, no obstante el cambio de jurisdic- 
ción, y es ella, por lo tanto, ta única que podría obligar y ser 
obligada a someter sus diferencias a la decisión de la justicia 
arbitra! i*ar;i la Nación, dicha cláusula coni promisoria como 
todas las demás estipulaciones del recordad ocontraro o ley- 
contrato es r t 'í ói/rr altos tteta. 
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Que los antecedentes de jurisprudencia invocados por la em- 
presa nn guardan relación alguna con el caso traído éh apela* 
ción. Los fallos registrados en el tomo 111, páginas y 3<X). 
de las decisiones de esta Corte, se refieren a concesiones otorga- 
das por la Provincia de Buenos Aires, antes de la federalización 
de la ciudad del mismo nombre, y respecto de las cuales la Na- 
ción era sucesora de dicho Estado wovincial en los derechos 
y obligaciones que debieran hacerse valer dentro del distrito fe- 
deral izado; entretanto, la venta y concesión del Ferrocarril del 
Oeste, tuvo lugar varios años después de haberse desprendido 
la Provincia, de su ciudad Capital, para entregarla a la Nación, 
eiiTttnsianeia que ]mr si .sola excluye toda idea de sucesión o 
novación tpie no hubiere sido expresamente pactada. Y el fallo 
registrado en el tomo 94, página 396, se limita a establecer la 
jurisdicción exclusiva del Gobierno de la Nación sobre los fe- 
rrocarriles nacionales, cuestión, a todas luces, distinta de la que 
constituye la materia de la presente litis. 

Que. por lo demás, el hecho de haber optado la empresa 
demandante, por acogerse a los beneficios de la ley número 5315, 
sería decisivo para excluir el sometimiento de las cuestiones sur- 
gidas con motivo de la fijación del capital de la compañía con- 
cesionaria del ferrocarril, cualquiera que fuese la situación del 
Gobierno Nacional, con respecto a la cláusula compromisoria 
concertada con la Provincia de Buenos Aires, toda vez que la 
mencionada ley 5315 y su decreto reglamentario determinan los 
procedimientos a que debe sujetarse la operación que ha dado 
origen a la controversia y entre ellos no se halla previsto el 
sometimiento de Jas cuestiones a la decisión de arbitradores. 

Que, en tales condiciones, y sin que ello importe excluir 
soluciones que amparen los legítimos derechos de las empresas 
en ,<us relaciones con el Estado, la constitución de tribunal ar- 
bitral reclamada en la demanda, resulta improcedente, como 
ra que esa jurisdicción es excepcional y en pri 
de cuando media convenio expreso de partes. 
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Por ello : y por los fundamentos concordantes del fallo re- 
currido, se lo con firma en todas sus partes* «¡„ costas. Notiíi- 
oueje y devuélvanse al tribunal «fe procedencia <l<Mi.!e se remn- 
'Ira él papel 

A. Bkr.uií;o._ Ranún Méndez. — 
Kohertó Rei-etto. — M. Lau- 

KKXCKXA. 



Procurador Fiscal de la Cámara Federal de Apelación de La 

Plata, en fes autos seguidas por don Antonio Húrtalo, so- 
bre carta de ciudadanía. 

Sumario: V 1 VA recurso extraordinario de) artículo 14, Üjgg 4$ 
procede lo mismo como una garantía que ampara la acción 
fiscal que la de los particulares. 

2» No procede el expresado recurso ni un caso en que 
fundado el pedido de carta de ciudadanía en el inciso 7 » del 
artículo 2? de la ley 346, no impugnado, la inteligencia de 
la clausula del artículo 20 de la Constitución no fué cues- 
tionada, ni le fué atribuida [>or el solicitante, el [uez de 
Sección y la Cámara Federal, una inteligencia distinta de la 
que le atribuyó el recurrente, resolviéndose, en definitiva, 
la cuestión por los fundamentos de !echo de ser inaplicable 
al caso, la ley 7029, por no baber sido derogada y no cons- 
tituir el postulante un elemento peligroso para la sociedad. 



Caso ; Lo explica el siguiente : 
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¡Sueños Alies, Septiembre t.- 4c Itte 

Autos y Vistos: 

El recurso de hucho por denegación del extraordinario in- 
terpuesto por el Procurador Fiscal de la Cámara Federal de 
Ablación de La Plata, contra sentencia de dicho tribuna!, dic- 
tada en la causa seguida por Antonio Hurtado, solicitando carta 
de ciudanía argentina, 

Y Considerando: 

Que de los autos que consignan los antecedentes del caso 
se desprende que la gestión de la carta de ciudadanía de que se 
trata, fundada en el inciso 7.', del articulo 2 de la ley de na- 
cionalización número 346, esto es, en el hecho del matrimonio 
del solicitante, con mujer argentina, fué desestimada en pri- 
mera instancia por aplicación del artículo 6», de la ley núme- 
ro 7029 (auto de fojas 10 vuelta) ; que apelada esa decisión, ha 
recaído a su respecto, sentencia revocatoria fundada en las dos 
consideraciones siguientes; 1.' en que la ley 7029 es inaplicable 
por haber sido derogada (Fallos, t. 136, pág. 388), y 2» en que 
de acuerdo con lo que resulta de la causa- seguida en ta juris- 
dicción ordinaria al postulante, éste no constituye un elemento 
pebgmso para la sociedad (auto de fs. 19), y que interpuesto 
de tal resolución al recurso extraordinario para ante esta Corte, 
ha sido denegado por considerarse que la dec^íón recurrida no 
es contraria a derecho alguno que competa a los particulares en 
virtud de la ley de ciudadanía (auto de fs. 22). 

Que si bien es verdad, como sostiene el Procurador Fiscal 
recurrente, que por la consideración expresada no ha podido ne- 
gársele el recurso, pues éste procede, según jurisprudencia cons- 
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tante de esta Corte, lo mismo comu uivi garantía que ampara la 
acción fiscal que la de los particulares (Fallos, t. 136. págs, 73 
y 78 ), no es menos cierto que por otros conceptos, resulta evi- 
dente la improcedencia de la apelación extraordinaria intentada. 
I-a invocación, en efecto, de una cláusula constitucional y la re- 
ferencia a diversas disposiciones de leyes especiales, no basta en 
fij mh judio.- para que pn* ,1a | a aplicación a l mismo del iucisn 
3". attiéulo 14, de la ley 48, pues aparte de (pie el Procuradnr 
l' iscal lía ciiadn i articulo 21) tic la Cnnstit lición, en cuanto pres- 
cribe que los extranjeros obtienen la ciudadanía residiendo dos 
años continuos en la Nación, que no es el caso de autos, funda- 
do, como queda dicho, en un precepto legal que no ha sido im- 
pugnado, aparte de esa circunstancia, no procede la apelación 
porque la inteligencia de la referida cláusula constitucional no 
ha sido cuestionada, ni el solicitante, ni el Juez de Sección, ni la 
Cámara IVderal han atribuido a dicha cláusula una inteligencia 
distinta de la que le atribuye el recurrente, resolviéndose en de- 
finitiva la cuestión, como queda establecido, por los fundamen- 
tos de hecho precedentemente anotados. 

vocaeioii del articulo 2» incis.i de ¡ a ley fj! ■'ciudadanía, nú- 
mero 346. que consagra el mismo precepto del artículo 20 de la 
< lüi-iiiiii ióu y que no ba Mdn cuestionado ni ha tenido aplicación 
en este litigio, como no lo han tenido la ley número 817 de in- 

cionales. la* que. por otra parte, no guardan con la cuestión de- 
batida la relación directa e inmediata que legalmente se requiere 
{art. lj, ley N." 48), y que están, ¡wr consiguiente, en las mis- 
tíias ebuliciones que las j-aramias ennstituci.maU-s que d n- 
cur rente invoca para fundar su tesis a contrarío scus». 

Que por lo demás, y sin que esto importe resolver sobrf 
el fondo de esta litis, cabe anotar tomo una actitud plausible, 
orientada hacia la consagración de intereses superiores, la del 
iM misterio bisca! que propende a la selección de los factores ét- 
nicos que han de incorporarse por titulo legal a nuestra nació- 
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nnlidad. í.:is normas expresas y el espíritu bien definido de 
nuestras instituciones abren anejio cauce a dicha incorporación, 
con las restricciones determinadas especialmente por exigencias 
de orden moral, social y jurídico, a las que se debe estricta ob- 
servancia y entre las cuales no fuera justo incluir, atenta la des- 
calificación que implican, sino las derivadas de causas por lo 
menos virtualinentc comprendidas en un precepto legal de ex- 
plícita o implícita aplicación al caso. 

Por los fundamentos de los considerandos anteriores al que 
precede, y oído el señor Procurador General, se declara no haber 
lugar a! recurso. Notifíquese y archívese, devolviéndose los au- 
tos venidos por vía de informe en lo que se transcribirá la pre- 
sente resolución. 

A. Bermejo. — J. Figueroa Al- 
corta. — Ramó.v Méndez. — 
Roiierto Repetto. — M. Lau- 

RENCENA. 



Banco de la Provincia de Duchos Aires, en autos con la Caja de 
Jubilaciones y Pensiones de empleados de empresas banca- 
rias, sobre incauipelcm ia de jm isdh t ión. 

Sumario: No procede d recurso extraordinario del artículo 14. 
ley 48. contra una resolución que reconoce y acuerda el pri- 
vilegio del fuero federal. 
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FALLO DÉ LA COKTE SUPREMA 

Bu™. A,re., Septiembre « de \K6 




Autos y Vistos: 

El recurso de hecho por apelación denegada interpuesto por 
el láanco de la Provincia de Buenos Aírse. en los autos 
en su contra por la Caja Nacional de Jubilaciones y 
de empleados de empresas bancadas; 



Que el recurso se interpone contra la resolución dictada por 
la Cámara Federal de Apelaciones de ía Capital que, confirman- 
do la sentcncta de primera instancia, rechaza la excepción de in- 
competencia de la justicia federal opuesta por el «anco recu- 
rrente. 

Que, además, según el recurrente, dicho tribunal no ha he- 
cho lugar al recurso de apelación interpuso a mérito de que 
los mmm de la Constitución Nacional invocados, no tienen 
relación con las cuestiones debatidas en el pleito. 

Que c] pronunciamiento de la Cámara Federal, se ha limi- 
tado a rechazar la excepción de incompetencia de la justicia fe- 
deral y considerado que ¡as cuestiones debatidas en el P Mto no 
tienen relación con los artículos de la Constitución citados. ' 

Que el articulo 14, inciso 3*. de la lev número AS y articu- 
o 6*, de la ley número 4055. sólo autorizan el recurso' de ape- 
lación pani ame la Corte Suprema, de hs sentencias definitivas 
"cuantío la inteligencia de alguna cláusula de la Constitución o 
de un 1 ratado o' ley del Congreso « nna comisión ejercida en 
nombre de la autoridad nacional hava sido cuestionada v la deci- 
sión sea contra la validez del título, derecho, privilegio o exen- 
eiuti que ,se funda en dicha cláusula y 
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Que para la procedencia de dicho recurso es necesario que 
se haya debatido en el pleito una cuestión federal y que la deci- 
sión haya sido contraria al derecho fundado en la Constitución, 
tratado o ley nacional invocados. 

Que en el caso, el tribunal ante el cual se lia debatido una 
cuestión federal, ha consagrado la supremacía del precepto legal 
o autoridad nacional. 

Que el privilegio del fuero federal ha sido reconocido y 
acordado en el presente juicio, por lo que resulta improcedente 
I>ara ante esta Corte el recurso extraordinario autorizado por el 
articulo H de la ley número 48 y 6, de la ley número 4055. 

Que en cuanto a las cláusulas constitucionales cuya inobser- 
vancia se alega, cabe observar desde luego, que ellas no guardan 
con las cuestiones debatidas en el pleito la relación directa e in- 
el artículo 15 de la ley número 48. 

) : se declara no haber lugar a la queja deduci- 
da. Notifíquesc y repuesto el papel, archívese. 

corta. _ Ramón- Méndez.'—- 
Roiikrto Rkpetto. — M. Lw- 

KICNXKXA. 




Masare! Ft'lx contra la Provincia tic filíenos Aires, por repetición 
de dinero, sobre cancelación de gravamen. 

Sumario : 1 » 1.a jurisdicción para conocer en el pleito importa 
lo conducente a hacer cumplir las decisiones que en él recai- 
gan. (Se trataba de cumplir la orden 
vanien ) . 



2> Siendo en el casta la provincia demandada, un liti- 
gante sometido a la jurisdicción del tribuna!, cualquier repa- 
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ración que considerase de su deber hacer a tas resoluciones 
recaídas en el pleito, debe hacerlas en la forma ordinaria au- 
torizada por las leyes procesales y no en forma de decreto 
que se manda hacer saber a la Corte Suprema, porque den- 
tro de! pleito, es solamente al tribunal a quien incumbe dictaT 
resoluciones sobre la materia litigiosa. 



I A1-I.O ni; t .A chute SrritKMA 

Buena» Aire», Septiembre * de ltf>> 

Vistos : 



Ea nota contestación dd fV,|, r Ejecutivo & h Provincia tk 
Rueños Aires, al oficio librado a peticiún de la parte actora y en 
cumplimiento de lo dispuesto en la resolución de fecha 26 de ma- 
yo del corriente añn. "para que por intermedio de la repartición 
administrativa que corre^nda se anule la cuenta corriente nú- 
mero 10.137. a que se refiere la libreta acompañada en autos" - y 



Que la mencionada resolución (h. 122). fué distada des- 
pués de Iteb^rse nido al reprímame fie la I Win™ dnuahdít- 
* acerca de la pvrtimueia ríe la molida solicitada por la ,>ane 
actora en su os^to de fe, IU. y ,„ dicho pronnnei.minUo t& 
< nrte :ice,rto la solución indicada por el propio mandatario de di- 
cho Estatfós como el medio más adecuado de dar pleno cumpli- 
miento a la sentencia definitiva que declaró inconstitucional e! 
impuesto provincia d- |m ¡mentación, en cuanto aftetaki el in- 
mueble de los dcmanda&S, «SI los Sres. Masurol Fífs. elij,» vn 

i<a oport unidad e¡ Dr. Emilio Zorraquln. aflorado ile la Pro- 
vincia — bubii-rau. pedido a V. E. en virtu.l Ir la declaración 
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de inconstitucionalidad que contiene la sentencia dictada se libra- 
ra oficio, como se ha hecho en numerosos casos análogos, haciendo 
saber a la Dirección General de Rentas fie la Provincia, que debe 
considerarse cancelada la cuenta de los señores Masurcl Fils por 
pavimentos con relación al terreno afectado, por haberse decla- 
rado inconstitucional la ley, la Dirección de Rentas hubiera cum- 
plido como corresponde la resolución de V. E. y acatando la sen- 
tencia con el respeto rju« merece el alto tribunal, hubiera expe- 
dido lítego el certificado. Oue asi lo hagan los señores Masurel 
Fils. copiando los escritos presentados en juicios análogos que 
tramitan ante Y. K. y habrán solucionad*, su dificultad" (escriin 
de fs. 



Que la facultad de esta Corte para ordenar la cancelación 
del gravamen no puede considerarse siquiera discutible, toda ve2 
que la jurisdicción para conocer en el pleito importa lo condu- 
cente a hacer cumplir las decisiones que en él recaigan, y es de 
toda evidencia que la medida ordenada y comunicada a la Pro- 
vincia de Buenos Aires era una consecuencia necesaria de ta de- 
claración de la inconstitucionalidad del impuesto y la única ma- 
nera de hacerla efectiva. 

Que sintcntizando la doctrina y la jurisprudencia relativas 
a los efectos de la declaración judicial de inconstitucionalidad de 

rada inconstitucional, es como si nunca hubiera existido. No 
puede fundarse en ella derecho alguno y los contratos que de la 
misma dependen .son nulos ; no proteje a nadie que haya proce- 
dido con arreglo a ella ni puede ser castigado por halarle negado 
observancia. Y lo que es cierto de un acto nulo m loto, es cierto 
también respecto a cualquier parte de una ley que es declarada 
inconstitucional y del* ser mirada como si nunca, en ningún mo- 
mento, hubiera tenido fuerza legal". Const. Lim. 7\ de pági- 



na ¿:>y, 

ÍJue, por lo demás, la provincia 
un litigante sometido a la jurisdicción del 



es en el caso 
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cualquier reparo que considerase de su delwr Iwccr a las reso- 
les recaídas en el pleito, debe hacerlas en la forma ordinaria 
autonzada por \m leyes procesales y no en forma de decreto que 
se manda hacer sabor a e.sta Corte, porque dentro del pleito, es 
-lamente al inbuual a quien incumbe dictar resolncio£ 
ra uiatcriq fitigiosa 

En su mérito, reitérese el oficio ordenado a fs 124 con 
traiiscríjwton de fe immm n^Annúu. Repagase ,| píl[ld . 

A, BERMEJO. — J. FlfiUEKOA Al 

cohta. ~ Ramóx Méndez. - 

RoBEttTO fÍEPETTO. — M. LaU- 
RENCENA. 



Pon liúdos miágréi en auto, m do» Z. WflJÍJ() sobre 

aaon P° r &*0m¡B M trabajo. — Recurso dv 




Sumario: Lna resolución de un Superior Tribunal de Justicia 
provincial que declara que el articulo 13 de la lev 9688 no 
establece el proced.micnto al cual debe ajustarse una de- 
W mdemni^cidn. y q„,. a f a | Ia de esa enunciación 
manda aplicar a la substanciación de la causa el trámite or- 
dinario que establece la lev local sobre procedimnentos ci~ 
viles, es, por su naturaleza, irrevisiblc (art. 14, ley 48). 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 



i>i; justicia di; la nación 



latí 



DICTAMEN" mi. 



GENERAL 



Suprema Corte: 



Bueno» Airci, Agosto 10 de WÉ8 



Ul !p y sobre accidentes del trabajo número 9688, es de ca- 
rácter común, ampliatoria a modicatoria del Código Civil. 
Así lo tiene resuelto Y. E. unifornie|ÉteJÜ!, 
Interpretando el artículo 1.1 de dicha ley. el Superior Tribu- 
nal de Justicia de la Provincia de Tucumáíi ha declarado en la 
sentencia de fs. 43, dictada en la presente causa seguida por 
Eudoro Villagra comra Segundo Casiano Lescano, sobre cobro 
de pesos, ]mr indemnización, que dicho artículo no establece el 
procedimiento al cual debe ajustarse la demanda deducida. 

Y. a falta de esa enunciación, ha resuelto aplicar a la subs- 
^ mción de la causa el trámite ordinario que establece la ley 

Dicha resolución es, por su naturaleza, irrevísible (art. 14 
de la ley 48). por cuanto no envuelve cuestión alguna sobre de- 
recho federal. 

Por otra parte, ella no es definitiva, ya que ni termina la 
causa ni impide su prosecución. Fija simplemente el procedi- 

Si durante la tramitación del mismo, la libertad de defensa 
que garante el articulo 18 de la Constitución Nacional resultase 
violada, lo que no es dado suponer de antemano,, la parte agra- 
viada podría encontrar, en esta Corte Suprema, por vía del re- 
curso extraordinario que acuerda el artículo 14 de la ley 48 ci- 
tada, la rei>aración correspondiente. 

Por ello y sin desconocer que el Congreso de la Nación 
pudo fijar en la ley referida, expresamente el procedimiento a 
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seguirse, sin que ctlo importara una invasión de las facultado 
conferidas por la Constitución a las provincias (doctrina de es- 
ta Corte, t. 138. pág. 157), soy de opinión que corresponde 
declarar bien denegado el recurso deducido para ante V. E. con- 
tra la citada sentencia de fs. 43. 

Horacio R. Larrcta. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

BueoM Alie*. Sfptltmbft LC de IS28 

Autos y Vistos: 

Téngase por resoluicón lo dictaminado por el señor Pro- 
curador General, declarándose, en consecuencia, no haber lugar 
a la queja deducida, Notifíquese y archívese, devolviéndose los 
autos venidos por vía^de informe con transcripción de la pre- 

A. Bermejo. — J. Figueroa Al- 
corta. — Roberto Repetto. — 
M. Laurencena. 



Ofín Enrique Alio por la Provincia de Bunws 
doña Matilde Utro de 



Sumario ; 1" U propiedad publica del Estado Nacional o de los 
Estados provinciales, así como de las comunas o munici- 
palidades t-n el caso del artículo 2344 del Código Civil, so- 
bre las inmuebles que forman el objeto de aquélla, y a 
que se refiere al art. 2340. inciso 7» del mismo Código, ter- 
mina |*>r la desafectación producida por una declaración de 
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la administración, " por un hecho ele h misma, cu cuya 
virtud aparezca indudable que la cosa ha dejado de servir 
directamente al fin de uso y goce públicos, al cual hasta 
esc momento se encontraba destinada. Y tal desafectación, 
cuando es ordenada por la autoridad con facultades su- 
ficientes, produce el efecto general de cambiar la condición 
jurídica del bien, que se torna, a partir de elía. enajena- 
ble, prescriptible, embargable y regido, no ya por tas dis- 
posiciones del derecho administrativo relativas a la \xAkm 
de los caminos y de las calles, sino por el derecho civi!. 
a cuyo campo de acción ha ingresado como consecuen- 
cia de aquélla, y dentro del cual el Estado o la comuna 
ejercitan su poder jurídico sobre las cosas, en las condicio- 
nes fie sus otros bienes del dominio privado. 

2* Las municipalidades de la Provincia de Buenos 
Aires, han sido investidas, entre otros poderes, para llenar 
eficazmente los servicios e intereses locales que está a 
su cargo (Constitución de la provincia, nrts. 202, 204 y si- 
guientes) con la facultad de decidir y reglamentar dentro 
del ejido aprobado por el Poder Ejecutivo con interven- 
ción del Departamento de Ingenieros, la apertura, ensan- 
che, modificación, empedrado, conservación y mejoramien- 
to de calles, caminos, plazas, parques y paseos (articulo 47, 
inciso 23, ley orgánica de las municipalidades de la pro- 
viuda, fie 28 de octubre de 1889). siendo de propiedad 
(dominio) de los municipios los caminos municipales que, 
como los caminos generales o parciales y vecinales, son de 
uso ilimitado y común a todos los habitantes, es decir, 
de "uso público", (articulo 17, ley citada de caminos), 
correspondiente a las municipalidades la administración y 
venta de los bienes municipales y la concesión directa y la 
enajenación de los solares, quintas y chacras dentro del 
ejido (Constitución de la provincia, artículo 205, inciso 5» 
ver ley de ejidos de 3 de noviembre de 1870, artículos 2», 
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ítHásd <>-. 10, g$ 17 y siffnin.u... 24. 25. 2f. >N ítl 

Jey de 19 de julio de ISS7 sobre venta de terrenos en los 

citada* ''rt' 105 ! pt £ bI °\ artí ™'° 7 * le >' dc caminos * «f^ 

3» Resultando de las disposiciones lentes y anteceden- 
tes jud.cialcs y administrativos aducidos en autos, que las 
tierras de los ejidos municipales cuando no pertenecen a 
Irw particulares, son del dominio de las co minas, es evi- 
dente que la de Mar del Piala ejercitó un derecho legí- 
timo al vender a la señora de Mezquita, la que se trata de 
reivindicar por la provincia en el presente juicio, y que 
la compradora procedió de buena fe al adquirirla, en la 

daTfa vendió '° ^ leealmCnte '* municipali- 

4' Las causas |>ur las cuales se adquiere o se extingue 
eí derecho de propiedad, están previstas en el Código Civil 
y siendo la prescripción una de ellas, sus disposiciones de^' 
ben prevalecer sobre las leyes provinciales, respecto de las 
condiciones requeridas para que ella se produzca; en con- 
secuencia, carece de valor la defensa fundada en que sólo 
la posesión de terrenos de ejido, continuada durante cua- 
renta años sin interrupción, constituye título suficiente con- 
tra toda gestión de dominio por parte del fisco o de las 
municipalidades, cti virtud de lo dispuesto m la lev de 
ejidos cu su anieuln 5*. y. l N, r 1.. tatito, j^océde el re- 
chazo de la acción reivindicatoría deducida. 

Caso: Lo cxplic-, el siguiente: 



JUSTICIA r>F. LA NACIÓN 167 



tmm. m %& coit^ supuse i i) 

Y vistos * BüeI,0, Stp1ttmbn 15 ** tm 

Recitando: 1» Q ue don Enrimic jg- p reprcgcmacjun 
de h provmc.a de Buenos Aires, se presento ante esta Corle el 
13 de mayo de 1924, entablando contra doña Matilde turo de 
Me«,mta demanda de reivindicación de un terreno situado en el 
l*oraI marítimo de la cudad de Mar del Plata, partido General 
Fueyrredon, contiguo a la manzana 107 del plano oficial limi- 
tando según él, por el Ñor Este con la prolongación de la ave- 
nida i edro Luro: por el Nord Oeste con la manzana 107 y par- 

1 1 E T RbS: m Cl Sud ° eStC C ° n ,a elongación 

# k cahv San Martin y por ,| Sud ®te cor más terrena fis- 
cales de la costn maritiina. y cuya su|K>rficie aproximada es de 
cinco mil metros. Acompaña a ésta d plano de fojas 1 

| Une funda ta acción que entabla, en que cl terreno en 
cuestión pertenece al Estado provincial, estando consagrado su 
dominio en la ley de fondo, extremos q lie ofrece prohar si lo, 

SJ ?8J H 2Í5S - 2m ' 2m 24m - 2m - 2572 - 2759. 2758. 
2772. 2771 y concordantes del Código Civil f fojas 2 a 4). 



3» Que justificada la personería del señor Alió, como re- 
presentante de la provincia de Buenos Aires, y U «impetcncia 
ongmana de esta Corte, se confirió traslado a la demandada 
quien representada por el doctor Ricardo Cranwell. pidió antes 
de evacuarla, que la municipalidad de General Pueyrredón fuun 
citada de evicción. por ser ella quien !e vendió el terreno que se 
le reclama tfoias 4 a 8 y 10 a 15). 

• 

i rebeldía a la municipalidad par no haber- 
a pesar de halwr sido citada (fojas 14 
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;i 21) , y corrillo .1 la demandada el traslado que se le había con- 
ferido, lo evacuó éstu pidiendo el rechazo de la demanda, por 
los siguientes fundamentos de hecho y de derecho: 

a) Que según lo ha manifestado en otro juicio seguido 
por ta provincia contra ella, la municipalidad de Mar del PlaH 
resolvió en el año 1897. ejercitando una facultad que le confiere 
el artículo 47, inciso 5» de la ley orgánica municipal y el 17 de 
la ley de cercos y caminos, reglamentarios nvo y otro del ar- 
ticulo 205 de la le Constitución de la provincia, rectificar algu- 
nas calles y cambiar el trazado de otras, resultado de esa opera- 
ción algunas sobrantes que fueron mensurados y luego vendidos 
ta remate público, o venta privada, previa tasación de acuerdo 
ron la ordenanza dictada por aquella autoridad; b) que la de- 
mandada y la señora Casiana Luro de Rouaix, que eran propie- 
tarias de las manzanas irregulares números 106 y 107 del 
plano general de Mar del Plata, adquirieron, entre otras, um 
superficie de forma de polígono irregular, compuesta de 3392 
metros. 99 centímetros cuadrados, limitando al Nortean una 
extensión de 17 metros 32 centímetros calle por medio con la 
**ms0 105; al Xnrd Kste. t -n una extensión de 35 metros, 
avenida América por medio, con la playa del Océano; al Sud 
Oeste, en una extensión de 81 metros 70 centímteros. con la 
propiedad de ta misma demandada y de la señora Rouaix. entre 
el nuevo trazado del Boulevard Marítimo y las calles indicadas; 
c) qne en el mes de abril de 1900. el Concejo Deliberante 
autorizó al intendente para rectificar el Boulevard Marítimo y 
el Pueyrredón en la parte que da frente a las manzanas 106 y 
107, y para vender a la demandada tos sobrantes que resulta- 
ran, tajo la condición de dejar libre una superficie de 831 
metros 3íí centímetros, frente a la manzana 106 para la pro- 
iMiiL-íu-hin de ja calle líntre Ríos basta su intersección con el 
Boulevard Marítimo, acordándole dicha autorización en ejer- 
cicio de lo prescripto en la ordenanza de 16 de diciembre de 
1899; d) que, la fracción proveniente del segundo ensanche in- 
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corporada ¡t la manzana 107, se compone d". 909 metros con 
733 milímetros cuadrados; 8 metros 00 centímetros al Sud 
Oeste, limitando, calle San Martín por medio, con la manzana 
108; 96 metros 745 milímetros al Oeste lindando con el resto 
de la manzana 107; 12 metros 41 centímetros al Nord Oeste, 
lindando con el Boulevard América; y 95 metros II centímetros 
al Este, lindando con el Boulevard Marítimo: e) que. la frac- 
ción de tierra oemprada en condominio con djña Casiana Luro 
de Rouatx. pertenece hoy exclusivamente a la demandada, por 
haber adquirido la parte que correspondía en él a aquella señora, 
todo lo cual se comprueba con las escrituras respectivas, que 
no acompaña porque están agregadas a un expediente de prés- 
tamo que existe en la casa central del Banco Hipotecario 
Nacional, ofreciendo presentar en oportunidad copias de las 
mismas; f) que, la Municipalidad de Mar del Plata procedió 
a la rectificación de los bulevares Marítimo y Pueyrrcdón. y 
ensaitche de las manzanas mencionadas, en ejercicio de las fa- 
cultades propias que tienen las municipalidades autónomas en la 
provincia de Buenos Aires, facultades entre las que está com- 
prendida la de vender la tierra sobrante v arbitrar los medios 
de conciliar el interés público con el derecho de tos particulares 
que pudieran ser afectados por la rectificación y cambio de 
trazado de las calles; g) que. no obstante esto, la demanda 
afirma que la tierra que se reivindica es del Estado y que el 
dominio de éste se encuentra amparado por la Jey de fondo, 
pero no dice cómo adquirió aquél la propiedad de esa tierra; 
y que en cuanto a las citas en que se apoya, los artículos 2340, 
2342 y 2572 del Código Civil, observa resjjecto de ta primera 
Ccl articulo 2340) que lo que se reivindica no es una calle, sino 
el espacio que ésta ha dejado libre al ser rectificada; y respecto 
de la segunda (el artículo 2342), que esa fracción de tierra fué 
dejada para calle por el fundador del pueblo, con la interven- 
ción de los poderes públicos de la provincia, lo que implica 
un reconocimiento expreso de que ella no pertenece al dominio 
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que se invoca, aparte cíe que: o pertenece a) municipio donde se 
encuentra, o a los particulares que ta hubieran donado para uso 
común; y respecto de la tercera (el articulo 2572). que la ri- 
lada calle fué trazada sobre | a harninm; h ) qp¡, sj ¿ Citm \. 
derase que las tierras de que se trata son del dominio público 
del litado, por cualquier causa que sea. opone la excepción 
de falta de personería en el apoderado señor > lió v las mismas 
excepciones relativamente al Poder Ejecutivo, porque carece 
de facultades para obligar por ese acto a la provincia, pues el 
art. I* de la ley de 4 de febrero de 101, confiere a ese ,x>der la 
irtcutlad fie autorizar gestiones tendientes a hacer ingresar al 
erario bienes o valores que le pertenezcan y los bienes públicos 
del Estado no se ciiciniitran en ese caso, y que además la de- 
nuncia, según el articulo 5» de la ley de 6 de febrero de 1906, 
>ólo puede referirse a tierra ignorada, lo que tampoco ocurre' 
con la cuestionada en este juicio, pues la fundación del pueblo, 
la rectificación de las calles y la enajenación realizada se hicie- 
ron con la intervención del P. E. ; i) que, si la acción se enca- 
mina a reivindicar bienes del dominio privado del Estado pro- 
vincial, opone la "falta de acción", porque si esos bienes care- 
cieran de otro dueño, pertenecerían al municipio fie Mar del 
Plata, y no a la provincia como lo establecen los artículos 2* y 
4» de la ley del 5 de febrero de 190ÍÍ. concordantes con los 13 
y 14 de la de cercos y caminos, siendo de notar que la incor- 
l»oración de esas tierras a las manzanas irregulares del trazado 
del pueblo, ha sido aprobada por el R E. y registrada en el 
Departamentos de Ingenieros, y las facultades de la Mmiici- 
pafidad paita disponer de esas tierras, nvtmor¡ilas por el misino 
F. E. y cumplidas por el comisionado de éste, aplicando la or- 
denanza de 1899 sobre venta de sobrantes; j) que, la validez 
de la ordenanza en virtud de la cual se enajenó la tierra en 
litigio, no ha sido discutida, circunstancia ésta que abona la 
buena fe de la demandada, y como ti ádquirente de un inmue- 
ble con justo título y buena fe prescribe la propiedad de él por 
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ta posesión continua de 10 a 20 años, y ella ha poseída los te 
imi..s M i.e se h- mlan.an m más del tiempo nec^arig |*L 
a .irescn^íón en «WrfÉSta* al( .,„ t , |1)h¡ , n j ¡ 

lavor esa defensa í fojas 21 a 25). 

Qjft abierta la itfgpg a pnu-l* ( f ojas 6 vuelta)i sc d| . 

*Z ^ itUV **** tW fnjas 28 íl ^ Í«tó¿ también 

c-Mas soltado de acuerdo a foja, «7, se tenga pW reproducida 
tu «te j,„c.o. la que ambas partes produjeron en el orre juicio 
ante cs,a Corte, y en el seguido por la actora S* 
*U%m tt*M de, |p de la *at* GÉpfe*, números 

gur vencido el término de prueba, alegaron las partes de 
bien probado, el actor de fojas 128 a 135 vuelta v la <fem«vh 
da de fojas 136 a 157 vuelta. ' 



I* Q„e el terreno en reivindicación en este juicio cuya 
posesión no niega la demandada, se compone de dos fracciones 

resultado de la, rccnf.cacinnes del Boulevard Marítimo, habien- 
do adundo «na de ellas despnés de la primera rectificación, 
rt 12 de noviembre de 1898. en remate público y en condominio 
con dona Casiana Luro de Rouaix, que más adelante te transfi- 
rió su pane y la otra ella sola, en venta privada deanes de 
fe blinda rtriificación. d 24 de septiembre de 1000 (víanse 
escrituras de fojas 135. 142 y 152 del juicio seguido entre las 
mismas partes ante esta Corte; expediente 130). 

y 114 -'- habiendo alegado la demandada la prescripción v 
debiendo pronunciarse el Tribunal en primer término sobre di 
cha excepción, porque podría ser inútil resolver sobre lo prin- 
cipal dado su carácter, y de acuerdo con los precedentes esta- 
blecaos por esta Corte para los casos de jurisdicción originaria 
(fallos: entre otros, tomo 96. páginas 233 y 260; tomo 100 
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páginas 5 y 31), es necesario ante todo considerar si aquélla 
se ha producido, y si, en consecuencia, la demandada habría 
adquirido |x>r esa causa el dominio del bien reclamado por ri 
actor, en ta hipó* ,is fie que la Municipalidad que lo vendió no 
hubiera sido dueña del mismo. 

3* Que al alegar sobre el mérito de la prueba reproduce el 
actor, resumiéndolos, los argumentos formulados en el ya ei- 
t;ido juicio seguido ante este Tribunal entre las mismas partes, 
que son en síntesis; a> que, como la tierra reivindicada en una 
liarte, la contigua a la manzana 107. constituía la calzada 
del Moulevard Marítimo de Mar del Plata, que desde el 1S 
de junio de 1K74. se convirtió en una calle de uso común, y en 
la otra fué ganada al mar con material de relleno, esa tierra 
era un bien del dominio público y, por lo tanto, no alienable 
ni susceptible de apropiación privada; b) qtie, el título de 
dominio invocado jjor la demandada adolece de vicios de for- 
ma y emires de derecho que lo invalidan, porque la Municipa- 
lidad de General Pueyrredón jamás fué dueña de la tierr? rei- 
vindicada, pues el Estado provincial «o la puso bajo su domi- 
nio, fii la escritura otorgada por la Municipalidad a la deman- 
dada transfiere otra cosa que derechos y acciones; y porque 
e! remate público tic esa tierra no fué otra cosa que una co- 
media, no llenándose la condición de la subasta pública anuncia- 
da con dos meses de anticipación por lo menos, como lo pres- 
criben el art. 206. inciso 5* de la Constitución de la provincia 
y el 45. inciso 3* de la ley provincial orgánica de las munkipa- 
lidndes; c) que. si [xtr el no uso público prolongado y además 
por disposiciones municipales que cambiaron su anterior destino, 
esa tierra, una ve* jwseitla por la demandada, dejó de ser un 
l'iwi del dominio público, como no existia ley que ta hubiera 
puesto en el comercio, continuó siendo imprescriptible e inaliena- 
ble; d) que, aunque hubiera llegado a ser alienable y prescrip- 
tible, la demandada, no ha podido adquirirlo por prescripción 
norque no han transcurrido 30, sino 27 años desde 1898. en 
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que la Municipalidad lo anexó a] trazado tloj pueblo hasta la 
(raba del juicio de reivindicación y porque no teniendo título 
hábil ni buena íc. sinó al contrario, mala, la demandada no ha 
podido prescribir por diez años; e) que, la demandada comenzó 
a poseer los terrenos en reivindicación recién desde septiembre 
de 1915, de modo que no ha podido adquirirlos por la pres- 
rri|Kion ordinaria de diez años antes de la traía de este juicio 
iri vindicatorio. 

4* Que. si bien en el derecha del imperio romano las cosas 
públicas de] ¡Michlo romano y de las ciudades eran imprescrip- 
tibles "usiicapioncm recipiunt máxime res corporales, exceptis, 
relms. puntas pojnuli, Román ¡ vt Civitatum" (Gaius D. IV 
ar¿ edict. prqv : ¡ti IX XU. (H 9; ve: Upiatm. libro LXVIII. 
ad ed.ci. ... D. HUII, VIII 9). .se había llegado a declarar 
prescriptibles los bienes patrimoniales del emperador, los cuales 
ludían adquirirse |*>r cuarenta años de posesión a título de 
dueño (fmp. Anast. a Math. Godicts Repet. Praclect. VI-LXI 
14; y la ley V I, título XXIX, Partida I; tomó este concepto 
diferencial para la prescripción entre los bienes de uso público 
de las ciudades, villas, castillos, etc.. "en uso comunalmente del 
pueblo" y los bienes de los mismos de uso propio, que "maguer 
que sean de todos comunalmente non usan comunalmente del los 
todos", estatuyendo la imprescriptibílídad de los primeros y la 
prescriptibilidad de los segundos que podían adquirirse también 
|Hir cuarenta años a título de dueño, y nuestro Código Civil, 
esclareciendo y completando esa tradición en fuentes comem- 
! «raneas estableció, expresamente, para los bienes del Estado 
íieneral o de las provincias susceptibles de ser propiedad priva- 
da, es decir, jwra tos Inenes de su dominio privado, las mismas 
prescripciones que para los liieiies ríe los particulares, pero, no 
liara los de su dominio público ( artículos 954. 2336 a 2342 y 
siguientes, y 3951 y nota al 3952. Código Civil; ver artículo 
2227 Código Frangiis; ver Proudhon "Traite du domaine pu- 
blk". I, Xos. 209 y siguientes). 
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fallos he r«A crnm: sufiteiia 



? ®W SJ régimen municipal en las provincias argentinas 
tiene su origen en la Constitución Nacional que lo 1 )a expida 
como condición imltsptmsablc («ira garantir las instituciones 
provinciales (artículos 5» y I0fi de la Constitución Nacional), 
y los municipios, entidades esenciales por ella, del derecho 
público, son personas necesarias del derecho privado (articula 
33, inciso 3* Código Civil); y, ai consecuencia, las constitucio- 
nes y las leyes de las proviiK-ias at organizar el régimen muni- 
cipal y al atribuir a los municipios las funciones locales que 
íes corresponden, les han acordado los podrir- y asignado los 
bienes para llenar sus fines especiales. 

6* Que los bienes de los municipios son públicos o priva- 
dos, según sean naturalmente o estén destinados o afectados 
a uso público o sean solamente fie uso particular y propio de 
ellos ; y estos últimos bienes pertenecientes a la persona jurídica 
son prescriptibles de la misma manera que los bienes privados 
del Estado general o provincial y los de los particulares (ar- 
tículos 33, inciso 3' citado y 35, 39. 41. 42. 2340 inciso 7*. 2344. 
¿M0. $éí y nota del articulo 3952 del Código Civil; ver 
Código Fraileáis, artículo 2227 citado, y entre otros a Colín 
a Capitant. "Cours Elem. de Droit Civ. Franc,'*. 3» ed., tomo 
T, página 711). 

7" Que no puede argutrse contra las disposiciones del 
Código Civil relativas a la prescripción con norni^ contenidas 
tn Constituciones o leyes de las provincias, |M>r cuanto el Código 
Civil rs una ley superior a ellas, una de las leyes supremas de 
la República p»r haber sido dictada, en consecuencia, de la 
( onstít ueión Federal y jiorque nada contienen en contrario los 
tratados a que se refiere la última parte del articulo 31 de la 
misma Constitución (artículos 31 y 67. inciso 11»). 

8" Que la propiedad pública del Estado nacional o de 
las provincias, asi como de las municipalidades en el caso del 
art. 2344 del Código Civil sobre los inmuebles mié forman el 
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objeto de aquella y a que se refiere el art 2341, inciso 7» del 
citado código, termina por la desafectacióti de las misma pro- 
ducida por una declaración o |»or un acto, en cuya virtud apa- 
rezca indudable que la cosa lia dejado de servir directamente 
■i un fin de uso público al cual hasta ese momento se encontrá- 
is destinada; y tal desafectación cuando es ordenada por 
autoridad con facultades suficientes, produce el efecto general 
de cambiar la condición jurídica del bien, que, a partir de ella, 
se torna enajenable, embargable y regido, no ya por disposicio- 
nes del derecho administrativo, relativas a las policías de los ca- 
minos y de las calles, sirtó por el derecho civil a cuyo campo de 
acción ha ingresado como consecuencia de aquella, y dentro 
del cual el Estado o la comuna, ejercitan su |ioder jurídico sobre 
las cosas, en las condiciones de sus demás bienes del dominio 
privado (Maycr, "Derecho Administrativo", tomo III, página 
175; ttarthelemy. idein., ídem., página 458; Hauriou. pág. ¿57; 
ver Proudhon "Traite du dómame public" Nos. 210. 21 1 y 216 
y la nota del doctor Vélcz Sársfeikl al articulo 3952 del Código 
Civil; ver también CoKn et Capitant, obra citada, jwgtnas 
708 y 709>. 

9* Qnc las municipalidades de la provincia de Dueños 
Aires han sido investidas, entre otros poderes, para llenar efi- 
cr/mente l«s servicios e intereses locales que están a su cargo 
(Constitución de la fmivincin. artículos 302, 204 y siguientes), 
con la facultad de decidir y reglamentar dentro del ejido apro- 
bado |>or el Poder Ejecutivo con intervención del Departamen- 
to de Ingenieros, ta apertura, ensanche, modificación, empedra- 
do, conservación y mejoramiento de calles, caminos, plazas, 
TKtrques y (tascos ( 'artículos 47, inviso 23», ley orgánica de las 
munici|talidades de la provincia de 28 de octubre de 1890; ar- 
ticulo i7. ley de caminos y cercos de 8 de octubre de 1889), 
siendo de propiedad (dominio), de los municipios los caminos 
iiHUiici]Kiles. (pie como los caminos generales o parciales y veci- 
nales son de uso ilimitado y común a todos I»s habitantes, es 
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fefe de ^ público- pi , r . Iey dtíUl:t * — ^ 

«^^|er^ a las municipalidades la administración v ven- 
ta de los bienes mtmidpate y la concesión directa y | a enaje- 
nación *te '« -I-res. quintas y chacras dentro del ejido (CoL 
■ lunon de la provine*, articulo 205. inciso 5<. ver lev de ejido, 
de 3 i * .,ov,eml,re de 1870, artículos * inciso 2> ■ 9» ]0 
¡6. 17 y simiente* 24. 25. 36, 28. 30, ley de ,9 de julio de 
m#*X venta de terrenos en los ejidos de fes pueblos, ar- 
tículo 7V ley de cammos y cercos, citada, articulo 24, lev orgá- 
nica de las municipalidades citada, art. 47. inciso 30»).' 

10. Que el ejido primitivo del pueblo de Mar del Plata 
proyectado sobre el papel por don Patricio Peralta Ramos al" 
iNttj la fundacon del pueblo el 14 de noviembre de 1*73 v 
aprobado por el Poder Ejecutivo de la provincia de Buenos 
Aires, fue determinado sobre el terreno con melificaciones a 
aquel proyecto |w P | ¡ngehiert) Carlos de Chapeante en la 
mensura y (rajado aproados por el Poder Kjccutivo de a,,,,,- 
la prov,nc,a el 1» , h j imin fIe , 874 pfo^ ¡g¡ 
i atrie.o Peralta Ramos sobre formación de un pueblo, etc 
*mm- Ministerio de (Wnerno. Archivo. número d « 
010.212. expediente fojas I a 4. 9. 14 vuelta v 15 1/ „ 

& vuelta y 35 ) ; y fue ampliado, aparte del 
decreto de juli» i? de 1,%". por m dos rectificaciones por 
resolución de la Municipalidad respectiva, de acuerdo con lo 
el articulo 17 de la ley ríe caminos v cercos i 
en vista de los dictámenes del Asesor de Gobierno de la pro- 
vinca, de fecha 14 de febrero de IH9* y 4 de m.vicmbre ff( . Ijw 
y la «-solución m M*t Kjecntiv,, de aquella provincia, de 

5 - ,woo" ÜKS» dt ' 1898 ,Ver 0., número 

^ afl " l899 ' M.msterio de Obras Públicas de la provincia 
esentura y ordenanza sancionada por la Municipalidad de Mar 
fiel Plata con fecha 20 de diciembre de 1899). 

II. í>e | tierríl rt .¡ vindicada está constituida po" do« 
fracciones ,,ue por los dos sucesivos ensanche del ejido v tras- 
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lado tli- la linea del Bottlevar Marítimo hartó el Océano por 
decisiones de la Municipalidad de Mar del Plata, quedaron li- 
bres dentro del ejido, dejando de estar comprendidas en aque- 
lla vía pública (véanse espedientes citados en el cuaderno ante- 
rior y "Matilde Luro de Mezquita solicita el ensanche de las 
manwnas 10o y 107. Municipalidad de General l'm;vrrcdón. 
1899" archieo JJ» 666), vendiéndose por la Municipalidad la 
primera, en IS9S a doña Matilde Uro de Mezquita y a doha 
Castaña Litro de Rouaix, y la segunda a doña Matilde Luro de 
Mezquita en 1900. adquiriendo doña Matilde por dación en 
pago la pa«e de doña Casíana en 1899 (ver escrituras ngrega- 
das a fojas 135 del expediente número 130, seguido por h 
provincia de Buenos Aires, representada por don Enrique Alió 
contra doña Matilde Luro de Mezquita, sobre reivindicación 
también ante esta Corte). 

12. Que, en consecuencia, la desafectación al uso o destina 
público anterior a estas fracciones de tierra ha sido resucita 
I lor autoridad comjjetente. la Municipalidad, en uso de fa- 
cultades que le acuerdan las leyes, según queda evpuesto en los 
considerandos 9*, 10" y ti*, y aí hacerse las transferencias de 
csib cins fraccimics de la tierra reivindicada, ésta se encontraba 
m el comercio jurídico, siendo prescriptible, de acuerdo con lo 
dispuesto en el citado art. 3951 del Código Civil. 

13. Que, por otra parte, debe tenerse en cuenta, también, 
que sucesivas leyes y actos de la provincia, de 1819 en adelante, 
habían hecho salir estas tierras del dominio del 'Fsíítdo para 
¡ucorjxjrarlas a la vida del comercio, como puede vers- por tos 
testimonios de escrituras públicas y diligencias de mensmn que 
obran a fojas 1 1 y siguientes del expediente citado en el con- 
siderando anterior, y además, que la ley de ejidos de la pro- 
vincia y la de venta de tierras en los ejidos, ya citados, aut .rizan 
expresamente la enajenación de las que se encuentran dentro 
de los limites de aquéllos, de modo que la condición requerida 
por los artículos 2336 a que se refiere el actor, estaba va cttm 
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plida cuando m> realizo la transferencia por la Municiralkhd 
a favor de la demandada. 

14. Que el actor niega la calidad de justo título al de ad- 
qtusiaon f lo la fracción de tierra anexada a la manzana 107 
> comprada en remate publica |>or las señoras Castaña lairó 

Z t ° Uat * y MatÍWe Uro < le $mm> después de la primera 
rectificación del Boulevard Marítimo, porque la subasta fué si- 
mulada, e.i su concepto, y rsa circunstancia vicia de nulidad la 
transferencia en favor do aquélla; pero, esta objeción se $£¿ 
necc ante un sereno examen, pues si bien don Próspero Rouaix 
nprrsentante de aquéllas, concertó, primeramente con él Inten- 
dente Municipal la venta directa y el precio v condiciones de 
|*ago de dichos terrenos y c ¡ convenio fui aprobado por e! 
< oncejo Deliberante el 3 <1e noviembre dé J897. este mNmn 
en sesión del 19 de marzo de 1898, dispuso que el Intnulenk- 
benados todo, los requisitos fíales del caso, procediera a 
vender cu remate público y :1 subasta, los terrenos que re,iilun 
tnsauebados de las manzanas 106, 107. 108 v lió de la locali- 
dad, comunicándole el resultado en su debido Hem^". de lo 
que se infiere que dicho convenio quedó sin --ícelo: y 5t a esto 
se agrega qiíe el rciiíatc se . lYnnú , f 15 de mavo do jSfla Y í-té 
apiolado por ej Concejo IXtiherame delatando que ,-1 rema- 
tador había cumplido con todos los trámiies leales, ¡flcítiso el 
de la publicación de avisos m un mes. lodo lo ,,ue «stá relacio- 
nado en la escritura del 12 de noviembre de 1898. que obra 
en copia testimoniada a fojas 135 del exilíenle número 130. 
«c ve que el acto de la venta no revistió ninguno de los caracte- 
res de la simulación que puedan determinar su nulidad v afectar 
t i timlo do la demandada» 

15, (hit- el actor niega también, ti carácter tic justó timlo 
al corrcs|x«idÍcntc a la segunda fracción comprada por doña 
Matilde Litro de Mezquita a la Municipalidad de Mar del Plata 
romo .sobrante dejadn por ta segunda rectificación del Boule- 
vard Marítimo ampliatoria de la mañana 107, arguyendo que 
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el inciso » íféj artículo 206 de la Constitución vWe en h 
g»rt»U de Unenos Aires y e¡ articulo 47. inciso 1 de ia lev 

3^ *2¡! ^fW* * & "mn* provincia. exigen 
- .cmatc publico para Ja venta de los bienes municipales v 5 
enajenación fue hecha en venta privada. 

16. Que si bien es verdad que el inciso 6' <lcl artículo 20K 
de la Constitución vigente en la provincia de Buenos Aires que 
reproduce el inciso 0" del articulo 203 de la Constitución de 1873 
precnbe en general que las enajenaciones que las municipalida- 
des llagan de sus bienes, deben ser realizadas en remate público 
y anunciado por lo menos con „„ mes de ant ieipació.,. v qu, 
■a ley orgánica tíe las municipalidades de la provincia ha'reoc- 
ftdo tal d.spos t ció„ en el inciso » del articulo 47, es también 
verdad que el artículo 24 de la ley de caminos y cercos de 8 

L^V *" y * m argüida de 

mconst.tuc.onaI.dad en este juicio, prescribe que cada vez que 
un camino sea estrechado, desviado o cerrado por autoridad 
competente si estuviese en propiedad fiscal o municipal, cada 
toldero tendrá derecho de adquirir por compra en justa tasa- 
non, la parte colindante con su propiedad. 

17. si es verdad que esa prescripción se refiere en su 
comienzo a la desviación, estrechamiento o cierre de un "cami- 
no rural", es verdad también que el Boulevard Marítimo recti- 
ficado, era una avenida, limite del ejido de Mar del Piala por 
el lado de las llancas hacia el mar; y. por otra parte, la dis- 
jK>siciou del articulo 24 aparecería como absurda si se excluye- 
se de ella el sobrante urlano. pues no sería moral ni jurídica- 
mente acqrtable que un propietario rural lindero tuviese derecho 
preferente a adquirir por si. justa tasación el sobrante resultado 
de la desviación, estrechamiento o cierre y traslado de un ca- 
nimo, y que la Municipalidad pudiese quitar a una propiedad ur- 
iana su frente a una avenida o calle y obligar al propietario: 
o a adquirir al más alto precio en concurrencia con terceros sin 
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preferencia alguna, o a ténder a estos terceros a lia jo pnvin su 
inmueble o quedar con éste sin salida a la calle pública. 

I«. Ouc en este artículo 24 de la lev de caminos y cercos, 
se fundó la Mimici|»lidad de Mar riel Plata jara resolver en 
su ordenanza del 20 ele diciembre de 1809 fver articulo 7* de 
la lev de 19 de julio <le 1887). la venta directa de los sobrantes 
que resultaron de la segunda rectificación del Botilevard Mari- 
timo y ensanche de las manzanas 10fi y 107 a los propietarios 
de éstas (expediente traído como prueba, caratulado: "Matilde 
I uro de Mezquita solicita ensanche <lc las manzanas 106 y 107" 
y escrituras de fojas 152 del citado expediente seguido en esta 
Corte, número TJ0). 

19. Que no solamente no ha sido argüida la ley de caminos 
y cercos de ineonstitucionalidad. sinó que tampoco lo ha sido el 
articulo 7" de la ley de 19 de julio de 1887; ni consta en estos 
;Miti>s que la aplicación del articulo 24 de la primera de esas 
leyes por la Municipalidad de Mar del Plata, ni la del artículo 
7» de la ley de 19 de julio de 1887, ni la ordenan»! de 20 de 
diciembre de 1899. ni el remate de 15 de mayo de I89S, ni la 
venta dé la segunda fracción, de la señora Lttro de Mezquita, 
hayan sido argüidos antes de presentar esta demanda, ni en ti 
escrito con que ella se inicia, de nulidad y mucho menos que 
hayan sido declarados nulos, ni que nadie liara solicitado el 
renwte fiel sobrante proveniente del segundo ensanche, lo que 
pruelia que no hubo daño para terceros ni creencia en que el 
aplicar las citadas disposiciunes vigentes relativa* a sobrantes, 
se violaran reglas de la Constitución y de la )ty orgánica de las 
municipalidades o principios de justicia. 

20. Que por estas razones. la objeción relativa a la nuli- 
dad del titule» de atlquisición de la (arte de terreno en litigio 
oimpradu |>or la demandada el 24 de septiembre de 1900 des- 
pués de la segunda rectificación del Boulevard Marítimo y en- 
sanche de la manzana 107, nulidad fundada en que nu se vendió 
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21. Que en «fe de Ip expuesto en los considerandos ufe 
n«w y. reviendo las escrituras de fojas 135. 142 y 15? 1 
referido e^ienteWo 130. seguido entre las í¿Jf¿ - 
te que acatan: la primera, la transferencia hecha por la Z- 

de Roua,x de tos sobrantes del primer ensanche, el 12 de 
«eñora de Ronaix de su parte, el 27 de mayo de 1899 a favur 

t dafaWr de ,a m,8ma - dc * -brames del segundo 
chejas formas extrínsecas exigidas para la valide? del acto, no 
esposibte negarles el carácter de justo titulo para la prescrip- 
non (artículos 3999, 4010 a 4013 y sus notas) 

m Que cti cuanto a la falta de buena fe que «ribuve 
también d actor a la demamIada ¿ 

ST»tS ^ b '°* VÍCÍ ° 8 de nulidad * ow adolecían 

as transferencias hechas a 8U favor por la Municipalidad por 
(as causas recordadas: b> de que tampoco pudo ¡SE 

r ,r an . terK,rmeI,tC de » líou1cvard Maütimp que 
era un bien del dominio público de aquél 

23. Que las consideraciones conclusiones anteriores mues- 
tran que las adquirió.,*, se han realizado dentro de furnias 

lo tanto, queda por ellas desvanecidas la primera objeción. 

niáJll^ l^^l h *Í^3*J<S* hiendo la Mu- 
.nctpahdad de Mar del Plata, según las conclusiones a que he- 
mos llegado en los considerandos 9*. 10*. II* v 1V> f-icl 

cIk o rectif^acion de las calles, etc.. como la enajenación de los 
Arantes dentro del mismo y siendo ella la que desafee* la 
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parte del Roulevard Marítimo que forman las fracciones re¡- 
i indicadas, a so anterior destino publico, enajenándola*, es h 




ercer tjue aquéllas eran de 

2¿. Que esta Corte declaró en antiguos faltos, que 
ritar«.e nmm antecedentes (tomo f>4. pág. 298: tomo 96. |óg. 79: 
v tomo 1-4. [página 95 y, c|ticr las tierras fiscales situadas den- 
tro de ios ej ¡ilos (k- los municipios de la provincia de Buenos 
Aires, son del dominio de las comunas, invocando para llegar 



a CSta Conclusión: en 



mivinciales de 



IS54 y 1865 y m el último la Iry de ejidos de 3 de noviembre 
fie 1N70. En el segundo de estos fallos después de declarar 
prescripta la ar-ión del gobierno de la provincia "por ser ex- 
preso en derecho gtte el que ha poseído a titulo de propietario, 
durante cuarenta años un bien inmueble perteneciente al domi- 
nio privado del Ksiado, lo adquiere por prescri¡>cióii con arre- 
glo a la legislación en vigor con anterioridad *il Código Civil"; 
agrega : " que por lo que hace a ta .Municipalidad, con nrreglo 
a la^ leyes de la misma provincia, del Ut de octubre de 1K54 y 
íü de noviembre de ISíó, pert enere a la misma el dominio de 
1m> terrenos públicos- ubicados dentro de los limites I • su juris- 
dicción*' (considerandos ~" y 8*); y en el último: "que I.i lev 
de ejidos del de noviembre de 1K70. invocada por ambas par- 
tes, reconoce a las municipalidades, la admíni>i /ación, dominio 
y disposición de la l ierra situada dentro de los eji<los. ipie no, 
había pasado al dominio particular, como -r infiere: a) del 
mensaje del 9 de febrero de lNí>7 con que el Poder Ejecutivo 
acompaña a la Legislatura el proyectil respectivo^ en que se fi/o 
constar ente el proyecto confín, además, tanto la v< ma ctjro la 

representante genuino «le las conveniencias de cada municipio y 
que entran de este modo n. ejercitar una acción m:í« libre y am- 
plia sobre los íniereses que te están confiados: bj de las pala- 
bras con que el miembro informante indicaba en la Honorable 



: la 




t ámara de Diputados, entre tájelos fie ta ley, (!■■ darles (n 
ias muitícipalkladés), recursos propios asignándole- el producto 
de la venta de las tierras de Ins ejidos; c) éé informe produ- 
cido en el Honorable Senado en que se decía , o'ro de \>s pun- 
tos modificados, es quién debe tener, a quien pertenece el di- 
nero producido en estas ventas. Desde luego, pareo lógico que 
si los terrenos son del ejido y de propiedad municipal, el iti;- 
|*irtc de esos terrenos es renta municipal" (Diario de Sesiones 
de la provincia: Diputados, 1867. páginas 546 y 552; Senado- 
res, 1870. página 131). Que, además, si bien esa 
de ejidos del 3 fie nocienibre de 1870, dispuso en su 
3' que el Poder Ejecutivo luciera medir y dividir en solares, 
quinta* y chacras, los terrenos de los mismos antes que se env- 
ía enajenación de los de propiedad pública, "reconoció o 
a tas municipalidades el carácter de propietarias de di- 
terrenos" (artículos 4". 5". f.". 7". ir, y otros). 

26. Que alegando de bien probado el actor, en el juicio 
entre las mismas partes, citado en los considerandos 
anteriores, sostiene a fojas 205 que los terrenos de don Patri- 
cio Peralta Ramos, fundador de Mar del Plata, nunca alcanza- 
ron al Botitevard Marítimo, pues ios comprendidos en éste fue- 
ron siempre de propiedad del Estado que los puso en el dominio 
público, cuando aquel se formó, mientras que a fojas 228, dice 
que al salir del dominio público )wir la rectificación de aquél, 
na pudieron volver al dominio privado de Peralta liamos, 
porque éste "los había donado sin ninguna condición resoluto- 
ria, de un modo definitivo e irrevocable, y como no imitan p:.- 
sar al de ta Municipalidad, desde que los municipios no tteneíi 
(Uros bienes que los que adquieren por si y los que el articuki 
2344 del Código Civil determina", pasaron al del fisco pro- 
vincial. 




27. Que aparte de la no concordancia cutre estas dos afir- 
maciones del actor sobre el origen del derecho en que funda 
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la acción, la situación de la demandada seria jurídicamente la 
misma, en uno que en otro caso. pues, en cualquiera de los do.*, 
encontrándose tas dos fracciones que componen el terreno en 
litigio, dentro del ejido f véase escrituras citadas v plano de fojas 
2 del expediente caratulado: "Matilde Uiro de Mezquita soli- 
cita ensanche de las manzanas í> y 7"), pudo ella adquirirlos 
de buena fe. en la creencia sin duda alguna, de que pertenecían 
en propiedad a la Municipalidad, cuando ésta se las vendió de 
acuerdo con tas leyes provinciales recordadas, sin protestas del 
gobierno y i«ir el contrario, con 

como se verá más adelante. 



la mala te de la demandada pot razón del cono- 
cimiento que deliió tener cuando compró el terreno reclamado, 
de que ¿I pertenecía en propiedad a la provincia y no a la Mu- 
nicipalidad, no ofrece demostrarla como se ve. quedando asi 
subsistente ta presunción de buena fe que el artículo 400S del 
Código Civil atribuye al poseedor, la que. además, aparece ro- 
bustecida por los antecedentes relativos a las rectificaciones de 
los Ixiulevares Marítieo y l'ueyrredón, y a la venta de los so- 
brames que resudaron pomo consecuencia de aquéllas, a los 
propietarios de manzanas con frente a dichos boulevares. 

ijut. en efecto, cuando en 1K97 la Municipalidad pidió 
.-uHorización para hacer la primera rectificación det Boutevard 
Marítimo y ensanche de las manzanas 106. 107. 108 y 116. al 
gobierno de la provincia, este, de acuerdo con el dictamen de 
mi asesor, declaró que el asunto era de competencia de aqué- 
lla («Expedienté agregado sin acumular, letra G., número 47 1: 
v más adelante, cuando después de ta nuera rectificación y en- 
sanche, le consultaron tos comisionados, señores Miguel Martí- 
nez de Hoz y César Ceretti. si podían escriturar algunos so- 
brante.* vendidos a tos propietarios de tas manzanas colindantes, 
que el Concejo Deliberante les contestó: "Que podían hacerlo, 
teniendo en cuenta que la venta de los terrenos en el |>artí<1o 

fué autorizada v aprobada ñor la Mu- 
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nicipalídad respectiva" (expediente letra í. caratulado : Inten- 
dente Municipal de General Ptteyrrcdón. wfot$ rectificación do, 
los bouicvares Pucyrrcclón y Marítimo í. 



ie las razones que tuvo en cuenta el Poder Ejecu- 
tivo provincial para autorizar a los comisionados muinci¡wles 
nomhrados. a firmar las escrituras de referencia, importan 
evidentemente un reconocimiento de su pane, del dominio de 
la Munich, >alidad sobré aquellos terrenos. jmrquc $éh de dicho 
dominio podría dimanar sus derecho a vemd crios y escriturar- 
los y pnnpie tampoco se explicaría «pie si aquél los huliicra 
considerado de propiedad del listado, fuera la Municipalidad 
quien dispusiera, con su consentimiento, di? esos ojenes y de 
su producido, lu que se presume con torio fundamento, desde 
que nada objetó cuando aquélla le hizo sahei que vendería los 
sobrantes a los propietarios de las manzana!: ff uc debían en- 
sancharse, "lo que representaría una fuerte entrada para el mu- 
nicipio' 1 (expediente citado, letra (',., número 47). V si el 
mismo j;o|iicrno tuvo entonces, la creencia de que esos terrenos 
desafectados de las calles públicas cr¡m fie propiedad de la co- 
muna, con tanta más razón pudieron tenerla los compradores 
de los mismos, cuanto que declarando la ley de caminos y 
cercos de la provincia en su articulo 13 que: "son de propiedad 
de los municipios los caminos municipales existentes y los que 
en adelante se ahran y se construyan por disposición del gobier- 
no municipal de cada |>ariirio ". era lógico su[>oiier y así debió 
entenderlo entonces !;i provincia. ¡Indos los actos de su Poder 
Kjeeutivo que los terrenos comprendidos en los l>oulevares rec- 
tificados, una vez que salieron riel dominio público de la Mu- 
consecuencia, podía enajenarlos legítimamente. 

31. Que las disposiciones legales y las antecedentes judi- 
ciales y administrativos relacionados demuestran con toda evi- 
dencia, que Ins terrenos de dominio privado situados dentro de 
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los ejidos, cuando tío pertenecen a particulares, soti • 1er propie- 
flad de los municipios, y que. por |i> tanto, la comuna de Mar 
del Plata, jiroccdil e« uso de su derecho de propietario, al ven- 
der los sobrantes de referencia; pero, en el supuesto de que así 
v.n fuera, como entiende ahora el actor, es indudable, [ior lo 
ineiui-, que en atención n ello, los compradores pudieron tener 
la plena convicción de que lus adquirían legalmente, cuando 
aquélla se Ins vetulio. 

.>_'. Cjuc la defensa fundada en que sólo la jxjsesión de ena- 
nilla aun-, pública y tto interrumpida constituye título suíicten- 
ie contra una gestión del fisco o de las muñid ¡^¡idados, en vir- 
tud de ln dispuesto por el articulo 5*' de la ley de ejidos, carece 
también de fundamento, pues las causas por las cuales se ad- 
quiere o se extingue el dominio de las cosas, son materias del 
Código Civil, y siendo una de ellas la prescripción, sus dispo- 
siciones dében prevalecer sobre las leyes provinciales, tanto en 
ln referente al tiempo comp a las condiciones de la posesión re- 
queridos para que aquélla se produzca, como ha quedado escla- 
recido en el considerando Ü» ( véase artículo 22 del Código 
Ovil). 

33. Que. en cuanto a la falta del tiempo de posesión de la 
demandada, necesaria para la prescripción decenal, que alega 
también el actor en este juicio, como última defensa contra di- 
fluí excepción, diciendo en su alegato de bien probado: "que 
él primer acto posesorio de la tierra reivindicada, se llevó a cabo 
en septiembre de 1015. cuando el señor Mezquita, es|M>so de la 
demandada, dispuso de aquélla y la entregó :« la Municipalidad 
en calillad de préstamo, y a cambio de la 1if>eraeión de impues- 
tos", puede observarse que, estando amparado el |>oscedor de 
una cosa, por la presunción legal del articulo 4003 del Código 
Civil, según el cual se considera que aquélla comenzó en 
la fecha de su titulo, salvo prueba en contrario, corres- 
jH-irulia al actor esa pruelKt o la de que la posesión se ha- 
bría interrumpido antes de vencer el término ]>ara prescri- 
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bir y ella nó se ha producido; pues, lo único que resulta de la 
testimonia] rendida por él. es que antes de 1915 transitaban 
peatones jmr el terreno en cuestión, fo que no desvanece aque- 
lla presunción legal, porque el transito público pudo ser con el 
consentimiento expreso o tácito fiel propietario. V esto es tanto 
mas presumible cuanto que la manzana 107 comprendidos los so- 
brantes anexados a ella, después de la rectificación de! Honlevard 
Marítimo que forman dichos terrenos, estalta cercada en 1915, 
como lo prueba la nota del comisionado municipal de 17 tic 
septiembre de ese año (fojas 95). señor Marcelino Mezquita, 
solicitando en préstamo esa tierra para hacer un jardín, y en 
efecto, dice: ' sería, desde luego, retirada la red de alambre que 
la rodea" ; y esa red que también la ley presume construida por 
el propietario (art. 2519 del Código Civil), tenia una puerta 
frente al Gran Hotel, la que utilizaban los ircsajcros para ir a 
la playa, según declaración del doctor Manuel Rubio Egusqtúza 
(fojas 104), y otras más. frente al balneario, según la de don 
Martin Fábrega (fojas 112). 

34, Que, por otra parte. .Hinque estas últimas declaracio- 
nes no fuesen suficientes, aunque ese alambrado tío hubiera 
existido y el público hubiera transitad» libremente por el terre- 
no en litigio, tal cosa nada probaria contra la presunta toma de 
posesión de aquél por la demandada, en la fecha del título, por- 
tille después de tomarla pudo retenerla y conservarla por su sola 

|>or si o por otro (ar- 




Por estos fundamentos, no se buce lugar a la demanda, sin 
costas, atenta ta naturaleza de la defensa que ha prosperado. 
— Notifíquese y repuesto el pa|>e], archívese. 

R. Mknukz. — R. Repktto. — M. 

J. de la Torre. 

(1) En la misma fecha, y a mérito de la doctrina expues- 
ta en el presente fallo, el tribunal formado por los 
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lustros doctores don liainón Méndez, (Um Roberto Fcpctto y 
don Miguel I .aun m ena, y k>s señores conju<ces. doctores don 
Tuinas fí. Cuiten y dnn i'urhts M. i'nll. primimeió sentencia. 
iití disidencia, en la causa seguida entre- las mismas partes, ex- 
jiedieiitc letra A. I.ÍO, sol»rc reivindicación de otra fracción de 




/'/n¡ Enrique .-Mió por lu Provincia i/e fiitrnojt Aires ctmlra 
iUiñti Josefina Rhjlos tic Al&iya, sohrr rrivintlie.xión. 

Smmuio: f Se^iin ]n prest-ripio en los artículos 2.Uh a _OT 
del CÓdjg« ( ¡vil (Ve (¡aif Insiitiitiomim 1-1 1. Justiiuaun. 
Jiistrtuiioiuiiii. 'I et Kan par. 171; [-"reitas PwiyeeifSj I- I. 
h. II. C. II. par, Ni, están en el comercio es decir, s* *n : ns- 
cuptiMes tk- ser adquiridas y trasmitidas las cusís cuya 
enajenación no fuese expresamente prohibidla o dependíen- 
te de tina autorización pública, litera del comercio; a) ni 
absoluto, aquellas cuya enajenación hubiese sido prnhihida 
expresa mente por la lev o por acti>s cnt"R vivos o de nlti- 
tin voluntad permitidos por ella: 1 1 ■ en furnia relativa las 
(jite necesitan para mi enajenación de mu amcri/acion 
pn vía. 

J" l,i is 1 iiiHf-i del dominio público del es-lado ;"iier il. 
de li>> estados particulares y <lc los municipios, son los de 
nsn público, sea por su naturaleza o |«»r su afectación o 
destino a im servieiii de utilidad público, y ésto* últimos 
mientras dure esa afectación o destinos (ariimW. 2M7 a 
m% ím. 3640, ¿45, 2U4U y nota OV%. fivP fV. 
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Kan. pár, tÜ9; ver nota del doctor Vékz Sársficld ,il ar- 
tículo B$% del Código Civil ct Cofin y Capitán'. "Umrs 
Elcm. de Droit Civ. Krancaw", M. cduión f. ! págha 
WB a 713: y el Estado Nacional, los Estados provinciales 
y los ttmuicipins pueden, ni consecuencia, dentro de sus 
facultades constitucionales y legales, afectar los bienes pri- 
vados de las |KTsnrms de existencia vísihTt- a un :iso o ser- 
ívein público, sea aceptando y Consagrando jior un ario 
dentro de sus atribuciones, el oímimiemo <|ttc el propie- 
tario jKirliniIar haga de su bien ¡mra el servicio de utilidad 
colectiva, sea expropiándolo dentro de tas normas de la 
Constitución y de la ley ( Constitución Raciona!, art. 14 
cláusula séptima, art. 1". articutos 2.U7 a 2.14X, 2511 v 
2512. Código Civil, ley X'-' W). 

Las municipalidades de la Pmvinna de Bueno; Ai- 
res han sido investidas, ¡«ira atender con eficacia las .m- 
t iones y servicios locales :i mi cargo (Constitución de la 
provincia, articulo* 2(12 y 204 y siguientes), entre otras 
atri luiciones, cun la facultad de decidir y reglamentar den- 
tro del ejido aprobado ¡>or el Poder Ejecutivo ron inter- 
vención del Departamento de Ingenieros, la ''apertura, cu- 

m ¡en tos de calles, caminos, plazas, ¡«mates, paseos (ar- 
tículo 47, inciso 17, ley de caminos y cercos de 6 de octu- 
bre de 18S«M. siendo de "propiedad (dominio) de los mu- 
nicipios los caminos mmiici|tales ", como los caminos gene- 
rales o ¡jarcíales y vecinales son de uso ilimitado y común 
a iodos los habitantes o sea de "uso ¡milico" (art. 17, ley 
CÍtada de caminos), correspondiendo a las municipalidades 
la administración y venta de los bienes municipales y la 
concesión directa y enajenación de los solares, quintas y 
chacras dentro del ejido (Constitución de la provincia, ar- 
ticulo 205. inciso 5"; Vé ley de Ejidos de ,1 de noviembre 
ríe 1X70, ari. 2?, inciso 7", <>\ 10, 16, 17 y siguientes, 24, 
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25, 26. 28, 29. 30; ley de 19 de julio de 1887, sobre venta 
de terrenos en tés ejidos de los pueblos, art. 7*. ley orgá- 
nica de las municipalidades citada, inciso 30). 

4 W Los modos de af|iiirir y trasmitir los bienes corres- 
ponden al derecho civil y están legislados por el Código 
Civil, siendo la prescri|jción uno de los modos de adqui- 
sición. 

5? Las cosas qué están fuera de! comercio, no pueden 
ser objeto de los actos jurídicos, no son susceptibles de 
ni de prescripción (artículos 955, 2337. -'338. 
y 3952 del Código Civil). 

fi* Las enajenaciones inexistentes por falta de objeto, 
no pueden engendrar un justo título |»ara la prescripción 
(art. 953 citado y 4010 y siguientes. Código Civil» . 

7" Siendo necesario (art. 2758 y siguientes del Código 
Civil) para ejercer la acción rei vindicatoria, ser, directa o 
indirectamente, por mudos originarios o derivatorios. dueño 
del inmueble <pie se reclama, halwr perdido la post&íótl .e 
rl. y demandar al (pie la tiene, y no habiendo deinost ado 
el Estado provincial ser propietario del inmueble (pie rei- 
vindica, (pie no es de aluvión ni mucho menos de aluvión 
poMerinr al 1" de enero de 1871. ni bien sin dueño, ni bien 
vacante o mostrenco I artículos 2342. incisos V y 3" y 2524 
ftei Código Civil), sinó tierra que ha pertenecido a un 
propietario y poseedor, que h:: sido afectada al uso público 
y desafectad i después a pedido de un sucesor a titulo, a la 
*e? singular tkw intermedio de otro, y universal del a'i:i- 
; o propietario, por el Estado provincial, sohiv in.lu con 
la conformidad activa de la Municipalidad de Mar del 
Plata; al volver al comercio no ha podido entrar en el 
dominio y posesión del Estado provincial, pues, lo que no 
es materia fie este pronunciamiento, o ha retrovertido a los 
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Mi.Lsurt'ü tic sus antiguos dueños o :i la Municipalidad de 
.Mar del Plata, que ejercía el dominio sobre esa calle pú- 
blica, de acuerdo con las disposiciones citadas en el con- 
siderando 14. líu tales condiciones procede el rechazo de 
la acción reivindicatoría deducida. 

Oisa: Lo explica lo siguiente. 



1AUM l>K I.A COKTK SfPHBMA 

Bn«n« Aiffl. SeptiM^t 15 de 1»» 

Y vistos. 

listos autos seguidos por don Enrique Alió en represen- 
i ación de la provincia de Buenos Atre.i, contra doña María Jose- 
fina de Riglos de Alafia sobre reivindicación, de los que 
multa : 

yue a fojas J cttinj^m* don Enrique Alió entallando en 
ii.inibre y representación de la provincia de Buenos Aires, de- 
manda contra doña María Alzaba de Riglos por reivindicación 
de un inmueble ¡íoseído \mr ésta, situado en el litoral marítimo 
de la ciudad de Mar «leí Plata, paftidó de General Pueyrredón. 
jurisdicción de la provincia de Buenos Aires, compuesto de una 
superficie aproximada de 700 metros cuadrados, pidiendo se 
condene a la demandada a restituir ese inmueble en el término 
de 10 dias con (os frutos percibidos y dejados de jiercibir, ac- 
cesorias legales y costas. 

Que funda la demanda en que el inmueble que reivindica, 
situado en la man/ana 22<> { del plano oficial actual di- 
Mar del Plata), y que linda por el N'ord Kste con la explanada 
Sud. por el Xord Oeste con Amalia Arn.ua de Muñoz, por el 
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*r*t h+U tm Ana U*tra de Achával y ,„,r el Su-! ( i t -, t ,- nm fe 
Ttm» M Énh®m Boiik-ranl Mariiiin-, y MÍialaifo «, d tf)f . 
*iw* iNviNifaiAil; ha pmcmrrído y continúa fWrt«*cí«ido al 
Ma*. f#«*Hidal 4c H t(t .„»s Airo, cuyo dominio nmr^ de 
* «Ufanía y de no 1u>I*r nal i/.»!-, acto afguno j-ir el mol 
fcry» transferid*. »u derechi. a favur -le unen*, e iiu^an*- 
»" Ke*críf* P en ¡o, artitiifr^ 2.142. im\ 1", 2152 '.i-í4 M5« 
2**í, 24.*-/. 2572. 2759, 2772. y emendante* dd C¿ 
d^ro í'ñ íl, 

Onr acff difamia la jiirwlirctuii ..riyinaría de esta Cbfft y 
rnúfwU ta d. manda cu d MiitirJn i,ih- i„. m dirigía contra 
dofa ¿Jada Akaga «ir Rfcfc». l „, ir:t lI( , r - ia j 
kíiít-« de A baga ífo/as 17 a 21 se crnó irada«l<> de tila ía 
M * 2ti, prewniándow (a í„j-> 27,. «!. p JuJi., \. r; a rda 
* ****** m nnmUe y rej.n^-mad.'ii, ífc d'rña María Jowdína 
d* f?M"* y'M/ajfa. r*m un j-dt-r oloryarfo j-ir d i<i-,,r de ¿.ta. 
bfl Mam* krd..{fo Kb¿b,- y Al/aya. .^.nindu : la* i^rógcs 
mbUfta* Av defecto U-.il < n d modo de pr..r»mer U di-mamla. 
íaha (* t^.tk ría ( „ ¡ ; , di-nanda. (alta d»- ¡«er-sonería in d ai*»- 
ífenwntfemr. y en d l'.dir Kjecumo <li- la prodnda 

tt**»; y ; -:-ti: ;-. la ) »r*-iT!j«-í.'rti de diez y VeinU* íiÑ'- V la <)<• 

ir*fftf*. *dírít;tf : ,|,, h ¿dini-ion de <-as .vu )«dr,in*. a>í e«*no 
4* la fift-^rrfir íón, > d rctli ^,. ta dnnarida. coa wp^ríal 
. '/iwv* - ;i i-o-t,.,: i,i,|i f .,Hl„ w , „ r , 1)r ¡, n( . r 1 ,, r , lí ,¡ f j faM , 
rtírr'^i a ^«i |i»fé ftla*jiit.r. fjtiicn duna María Alzaba 
*k k't<¿ f i~ fr fría ;.<l<|i!ÍrííIi. <] doiiiinín dd ttint'udtlr' rnviiulícadi»; 
f kicnwU rkrtar ni un -f-iindi. -ir.-í. * ( m- d a|wdkt^fftf artírr 
t** t+iuUt ífi.*-rij.|M m 1-: matrícula <U- i.r.Miirudnrc». 

*JfU a í#da- 52. ía «Miiaiufada |K.r intdio dt- m Wpmm 
ofifr-iM i ! tra*.tadn, cxprc^nil... . ( n,- .„ „ tí ,-mtíh» dt 
"'>'«- «'"ti-i4i-rariMiii^ m 1*. jmtiíiuhIi* Fcfffoducia, ha- 
MtwvU ni í.rmtíi -rtitdica la- defin>a- c^rn -¡«Hidítiiu--* al 
íWrrftH» di* -ii r< [<n -* iitarti y («edicto la litación d<* evkdón de 
'-'^ -M «NpAr. crtaj«iantí- .I<4 htmftdjte rc-íviiulii-a.!.,. día- 



■ 
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ción que se había realizado sin que el seiíur lUaqukr com|*arc- 
cicra: y supliendo la omsiión del señor Itlaquicr y con reserva 
expresa de los derechos He su representada pi »r ta obligación de 
eviceión <jiie el señor Blaquier tenia j*ara con ella, venía, deses- 
timadas las excepciones dilatorias, a oponer las defensas peren- 
torias que competían a su |wulcrdantc ; acompañaba la escritura 
pública original de la venta hecha por don José Blaquier a duna 
.María Alzaba de Kiglos. en I.a Mata, ante ei escribano don Jo- 
¡§ M. Beruttí, del terreno qiiv el actor pretendía reivindicar en 
|a que consta : que el señor lílaquicr adquirió ese terreno de don 
Kduardo llealy, y id hizo inscribir a su nomhre en el Registro 
de la Propiedad de la provincia de Buenos Aires, y que hecha 
la trasmisión del dominio a la señora de Kiglos, se inscribió a 
nombre de esta: y, por último, {pie fallecida la nombrada se- 
ñora, se inscribió a favor de sus hijos; agregando que las tras- 
misiones del dominio del inmueble reivindicado ]hk compraven- 
ta o herencia, cuya relación bace en un otrosí, lian sido ins- 
criptas en el Registro de la Propiedad de la provincia de Bue- 
no* Aires, desde que se estableció éste y permiten seguirlo bas- 
ta principios del figlo ¡tasado, en que, en una fxirción mucho 
mayor lo enajenó el listado provincia!, del que era un bien 
privado entonéis; que. se ba alionado al misino desde nuw-lla 
enajenación basta 1924. el impuesto correspondiente a los bie- 
nes raíces posados |>or particulares; que, su mandante es, en 
consecuencia, un condomino con buena fe. justo titulo y pose- 
sión centenaria del bien que se pretende reivindicar. Que. en 
o-mbio, la provincia no expresa cuál es su titulo, a pesar de que 
e* evidente* que é! no puede chi- Ifiearsc entre los enumrados en 
el art. del «Ódigo C ivil, pero -i fuese un bien del do- 

minio público, no seria susceptible de ser reivindicado sino de 
una acción del gobierno ¡tara restituirlo al uso público; y no 
podría ser considerado un bien ignorado del Pitado, ni ser ob- 
jeto de mi pacto de "cuota lilis": y aún en la hipótesis tle que 
siendo mi bien del dominio público, fuera reivindicable, el Poder 




¡SI 
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Kjecutivu un poiiria ejercer la acción reivindicatoría sin autori- 
¡eaiíóii («fíiattó; cjite lamjwo puede considerarse bien priva- 
do rk-| Estaco* puesto que lo han adquirido de otros por enaje- 
nación que en su nrijn.ii deriva de la trasmisión que el Kstado 
provincial hizo de ¿} a tiulo oneroso. Xiega que la provincia 
tenga titulo alguno sobre el terreno que descrito y reclama; pi- 
dr el fechazo de [a demanda en tudas sus partes y opone en el 
otrosí, subsidiariamente en (firma expresa, la prescripción. 

(Jue conferido traslado de la excepción de prescripción 
opuesta ( fojas 59), fué contestada por la adora (fojas 62), 
negando míe ta demandada ni nadie que no sea la provincia de 
Unenos Aires tengan y nocen del dominio legal sohre la tierra 
oí reivindicación; negando, asimismo: que la posesión que ejer- 
cita la demandada sohre esa tierra, tenga ti tiempo lijado pnr 
la ley jura que haya podido realizarse la prescripción adquisiti- 
va; que la demandada tenga justo titulo irí título alguno, ni 
buena fe, -alvo la que deriva de su condición de menor, la que 
no [Hiede culirir las responsabilidades legales de los encargados 
de mi custodio y representación, solicitando se fié por evacuado 
il iraslado en firme y franca negativa y se ordene la a|KTlnra 
a prueba del juicio de reivindicación, 

<,hie abierto este juicio a prueba (íojaf¡ M vuelta), se ha 
producido ln que o-rre de fojas 70 a fojas l r 3 inclusive, de la 
que da cnenta el certificado del actuario de fojas 195; y. ade- 
mas la íutoni ha pedido (a fojas 73 ). y esta C orte ha resuelto 
(a fojas 75), tener enmn elenientos proditorios: 




ai Ivl testimonio de la escritura de compraventa otorgada 
poi don Patricio l'eralta liamos a don Juan Itarreiro Havio el 
10 de junio de 1K7X anle el escriltano don Kmilio Mínales; él 
de la otoñada ]«ir don Jtiag ISarreiro Navio a don Uiis M. So- 
liio/a el 5 de febrero de 1N7 ( J. ante el inisinn escribano: y el in- 
forme tic la Dirección Genera) tk Geodesia y l atastro del Mini- 
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Úmm G 12. 1924, testimonio y expedente tjue * hallan agre- 
gados en el juicio seguido ante este tribunal por la provincia 
de Buenos Aires contra San Juan S. A. Luid Company Limited, 

h) [-1 sentencia dictada en el expediente P. §J del Archivo 
de esta Corte, seguido por don Alberto Peralta Ramos contra la 
provincia de Buenos Aires sobre reivindicación, la |>ericia de 
fojas o|5 con su plano de fojas 5.Í4. y las escrituras corrientes 
de fojas 538 a 582 de ese expediente. 

el Kl expediente letra P. 517 bis de] Ministerio de (iobicr- 
no de i provincia de Rueños Aires, año 1873, caratulado: "Pa- 
tricio Peralta Ramos, sobre fundación de un pueblo en terre- 
nos de su propiedad, en el partido de líalcarce, denominado 
Mar del Plata." 

d) El expediente caratulado "Rtibles de Peralta Ramos 
doña Cecilia, su testamentaria", especialmente la mensura y ubi- 
cación de las hijuelas, con tos planos: el auto judicial de 'apro- 
bación de ellas, y consentimiento de los herederos de ese auto. 

p) líl exíK-diente G. % años 1894 del Ministerio de Obras 
de la provincia de Filíenos Aires, caratulado: "General 
Pueyrmlón Municipalidnd. sobre ubicación de terrenos en d 
ejido del pueblo," 

f I U copia autentica de los duplicados de mensura, m'i- 
ineros uno y cuatro <le General Pueyrredón. enviados a esta 
forte Suprema por la Díreción General de Geodesia y Catastro 
del Ministerio de < >hras Públicas de la provincia «clora, en el 
expediente 1.10. 

g) lM copia auténtica de la escritura de </>mpraventa otor- 
gada |Htr el Gobierno de la provincia de Hueuos Aires a don 
Ladislao Martínez en mayo 5 de 18.18 ante Hnsavtlhnso, tomo I. 
Ingina 187, reuiiida a esta Corte Suprema pot el escribano t!fá> 
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y>>r de ! ndiit-rno. agregada al cuaderno de prueTia cíe la actor» 
ni ei juicio número ÍÍ0, 

li h I.a carta impresa por. el doctor José M. Ahumada de 
S ik febrero di' 1918, y el informe, <me envió d mismo auten- 
ticándola, atirejjados al cuaderno de prueba de la actora en el 
juicio Seguido por la provincia de Btteítttó Aires Coíttfá Mar 
de] Piala Golf Club, número 175. 

fjue, las partes han producido mis eseritos aireando sobre 
el tncrilo de la prueba, corriendo él de ta actora de fojas 10fi 
a 239 v el de la demandada de fojas 2W;i 247 vuelta, poniendo 
los antos a despacho. 



1" f jue para dejar del todo i-clareeido este asunto, es in- 
dispensaWe ivmiMruir los antecedentes, hechos y normas 
i|ue van mostrando sucesivamente la generación de los derechos 
y llevando, por i'oiiMtniencias lógicas, morales y jurídicas, a la 
conclusión definitiva de rpe debe ser el fallo 

2' One en esos* antecedentes son |ns que sigilen « el decre- 
to de II de mar/o de lSlfi habia dispuesto el avance hacia el 
Sud de la iiíttca «le fronteras para dar mayor seguridad a los 
pobladores de ésta. <■ incorporar nuevas tierras a la pnhlacióu. 
industria y cotnereio. I'.l ¡soberano Congreso Nacional por san- 
ción de II de marzo de 1817. autorizó al Director Supremo del 
Estado a adjudicar en propiedad a los pobtadore.s la tierra de 
la nueva demarcación de fronteras, procediendo en ello confor- 
me a derecho y #1 perjuicio de las realas «pie el Congreso 
pr>cribie^e. 

El Director Supremo dictó con fecha 15 fie noviembre de 
181*. un decreto m el cual empresa ".|ue creyó siempre medio 
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muy opalino |«ara W0fa? la linca de írontvra d de "adjndi- 
car tierras en propiedad a los que quisieran poblarse cu ellas"; 
que reunió cu consulta una junta i xlraordinariu de autoridades 
civiles y jetes militares, la cual acordó que no podía avanzarse 
por entonces, más allá i& la laguna Ka(|iicl Xniiicul, y rpic. cu- 
ino habían avanzado más allá algunos pobladores con estableci- 
miento* de camjvo, manteniendo relaciones pacíficas con los in- 
digenas. era necesario aumentar tos establecimientos avanzados 
a esa laguna o ]>ara1e1os a la linea de ella, concediendo tierras 
a los que quisieran dedicarse a la ganadería r ) ¡incultura" : de- 
clara "que pilcílen, los que se defeidaii a ello, ocurrir al Supremo 
Gobierno a denunciar lus terrenos bajillos (pie gusten ocupar cu 
aquella demarcación, los cuales serán concedidos en merced 
siempre que tengan aquella calidad" (esto es. que sean en ver- 
dad baldíos), aun cuando hayan sido denunciados "y en exten- 
sión proporcionada a las facultades del poTilador y clase del es- 
tablecimiento que se intente plantificar": 'bajo la calidad de 
poblarlos dentro del término de cuatro meses, contados desde el 
día en que tomen posesión" y con la obligación precisa de con- 
tribuir con cuantos auxilios estén de su {íaric a secundar las 
disposiciones del Kstado. en caso de que los indígenas ejecuten 
alguna irrupción n otro acto hostil contra la mencionada linea. 

tonuniicado este decreto al Soln-ram» (_ (ingreso el 18 de 
diciembre de ISIS, éste observó que 'el listado nada había dado" 
a los que antes de ahora se lian establecido fuera de la linea 
de demarcación de nuestras fronteras y liada les ofrece a los 
que al présenle quieran hacer otro tanto y declaró qtic les co- 
rrcspondíít la propiedad de las tierras (pie ocupalum u ocupa- 
sen, no tanto por titulo de gracia cuanto de rigurosa justicia", 
siendo digno ¡leí Directorio que. además de franquearles los 
títulos, les manifestase la gratitud del Kstado, sin que pudieran 
considerarse de igual modo lM-neméritos los que de nuevo (do- 
blasen dentro y al amjiaro de la linea de frontera. 

Hictada la l '«institución de 1S1*>. el Congreso Nacional, en 
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vi-ia de una >oltcítud del gobernador intendente de Cuyo. rc*ol- 
vio i'l ? de octubre de 181 ( > : l* ?St]lie se facultase al Supremo 
Poder Ejecutivo para el repartimiento de tierras del Kstado: 
2" que. sólo alomáis terrenos se dieran gratuitamente: A v que se 
inearKase a una amisión de formar el reglamento para el re- 
(sirto, nombrándose al efecto a los diputados Funes, Villegas y 
C'horroarin." 

Don Pedro l";ipdevila solicito del Director Supremo del 
listado, buscando mejores campos para llevar los ganados de su 
< ^íaiifin situada en el jwrtido de (Juilmes, se le hiciera merced 
de un terreno lialdío situado como a cien leguas de esta ciudad 
¡ó Sur del Rio Salado, inmediato ;i la Mar Chiquita, comprendi- 
do rn la demarcación para mercedes fijada en el decreto de 15 
i\v noviembre de ISI8. y contenido en los linderos siguientes: 
por el frente ;il < tríente, el mar: |xir el fondo a) Oeste, las pani- 
|jíis desiertas ; por el Norte los límites de lo» terrenos pertene- 
cientes al coronel don Pablo José de Kzciza: y jwr el Sur estu- 
ltos desiertos: tierra que deliía abrazar dimensiones de cinco le- 
guas de frente y seis de fondo; pidiendo se le concediera gra- 
íuitanieme en propiedad, s<- ordenara su deslinde y amojona- 
tnmto y se le diera |h»csíóii. 

El Jo tli- agosto de 181 Y el Director Supremo del Estado, 
invocando la utilidad de la población, la cubura sitial que de 
ella dchía resultar a los indios, y la seguridad de la frontera, 
concedió eii propiedad tt <lon Pedro Capdivila el terreno detuin- 
riado como baldío y solicitado, "l»ajo la extensión y los limites 
que él designada", siri |>er juicio del mejor derecho de terceros; 
y con la condición de poblarlo dentro de cuatro meses contados 
desde el (lía de la [Otan ik- ¡xisesión y la muy especial de coo- 
perar, con toda clase de auxilio, jmra l¡i defensa común en caso 
de invasión de indios o de k< utilidad de ésto*, designándose al 
agrimensor don Kraucisco Mesura. p:u';i medir, deslindar y amo- 
jonar el terreno concedido y al alcalde de Hermandad y t'oman- 
■hntf Militar del jugar más próximo a la tierra concedida, co- 
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mu jllCK que debía intervenir en [;, ..«usura y dar i posesión 
al donatario. 

Dtsuelto a principio { \ v jsjo el SoUram, Congreso Nacio- 
nal [xir intimación del C^nUú de Buenos Aires; debitada en 
ufanos fie ésta la dirección suprema del lisiado, asumido por la 
provincia de Buenos A iros y las demás provincias el gobierno 
propio; celebrado con los indios el 7 de marzo de ese año el 
tratado de Mirafioros. estableciéndose la reciproca \r¡u t la linea 
divisoria de las fronteras en el terreno Ocupado por los hacen- 
dados más allá de esa linea, y el respeto recíproco de los terri- 
torios octt|>ados : ipicbrantadns esos ajustes |»r los hechos, vuel- 
ta al (Hibierno de la provincia de Buenos Aires la facultad de 
conceder tierras en merced |K>r la ley de M de febrero de 1821, 
decidido por éste concluir am f j síítteflia (k Lls (Ionaciuncs vn 
propiedad, entregando la tierra a la producción sin enajenar el 
dominio, y. dictados cti consecuencia, el decreto de inmoviliza- 
ción de tas tierras del Estado de \7 de abril v la declaración 
de ÍJ de octubre de 1S22 y la ley de 19 de agosto del mismo 
ano. autorizando el empréstito i.i Londres q«ge debía ser garan- 
tido jM)r ellas, se presentó don l'edro CaiHlevila invocando el 
testimonio del coronel don Juan Manuel de Rozas, del agrimen- 
sor don Francisco Mesura y del estanciero don Joaquín Suárez. 
al gobernador de Buenos Aires, enmiendo: que no había 
podido por las invasiones de los indios, obtener aún la mensura, 
deslinde y posesión del campo que le bahía sido concedido m 
merced, a pesar de haWr hecho lo posible viendo, al agrimensor 
-Mesura, que emprendió el viaje, y enviando carretas careida* 
con las maderas necesarias para hacer casas y corrales y gente 
para cuidar los ganados ]iara poblar ese campo. 

El Poder Ejecutivo de la provincia resolvió desfavorablemen- 
te la petición de Capdevila. dejando sin efecto la donación con 
arreglo "a lo acordado ]>or punto general", y mandó se le dcvol- 
' vieran sus documentos, haciéndosele salier que en el caso de eme 



resolusión lleva fecha 2 tic mayo de 1S23: 1 ;i]nlevih pidió re- 
consideración, arguyendo tjue él tu» solicitaba la merced, (raes 
ts'a ya le había >idu concedida, sinó la mensura y posesión t\nv 
m hahiait {kxtkto practicarse y tomarse por las invasiones de in- 
tHífe dv-dc 1819. JVn» por rtvmlucióu tic 5 (le Jjttniu de !í<2i m 
ord'ílir) cumplía' |o mandado. 

Rrserv¡indo»e el «tendió de propiedad. Candevlla formuló 
-"licitud i|c concesión en infitéiisis del mismo terreno que, rom- 
prendía el titulo ttfe iihtcwI. y previa información que !ii.?o del 
baldío y ríe bis tentativas di' poblar realizadas por él en 1X10. 
;n¿h y tu 1X22, Ir íut ; scorda«ln. el 11 de abril :k- 1820 por t i 
Presidente di- la Kt |u*il>lie;u ion arrullo a K ^ derechos di" 27 
y 2S de ^epiiemhrc «Ir 1824. sin perjuicio de lo* tfcüstoí de 
terceras 

Por la ley de 15 de febrero de 1X2^ se había rmiMilidadu 
!:■. deuda anterior del listado hítsja IS20, autorizándose !;t .,lev- 
tneión en hipoteca a stt pago de tuda la [ierra pública. 

El 12 de abril de lS2d designó el gobierno para practicar 
la mensura del terreno denunciado en Cnftteusjá jH»r Gipd.-vila 
y (pte era el mismo que le había sido concedido jw.r la anticua 
donación de 1X10. al agrimensor don Ambrosio Crámer. ijfiierü 
practicó la operación entre el 19 y el 21 dé abril de 182(), Tr- 
inó rumbo dejide el mojón esuninem Kste y fundo d¿Í tenci;o 
"le don Pablo ju>é Ezeiza y, desde ese punto se dirigió hacía <■' 
Snd Ksle, midi' udo cuatro mil varas hasta "la costa de la mar " 
l>r-de alb iíitdió dirigiéndn-,c al Snd i teste, cinco leguas y puso 
■ •tro mojón perteneciente a¡ fondo: y cuadró al Snd l'síe n.i- 
dietidó quince mil varas "hasta la costa", to que dió su trian* 
gnlo «le seis leguas cuadradas y dos decimos de Otra, de super- 
ficie, siendo difícil de medir, jmr lo escabroso del terreno hacia 
e| \ord Oeste en el fotidn, volvió al primer mojón que puso 
"di la costa sobre el trente", <ks«k ese punto midió cu la lla- 
nura al N'ord < leste cinco y puso otro mojón esquinero «jiie se 
halló sobre el fondo Sud del terreno de «Ion Pablo José Kzciza. 
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seguido de>dc el arranque. Cuadró en seguid;- al Sud Oeste mi- 
diendo otra.* cinco legua* y ¡himí otro mojón esquinero, y des- 
linda al Sud K>ie las cinco leguas quedaban hasta el mojón 
fe] secundo mojé»). í&fafel colocado allí antes. La jucihu- 
ra ¡tíiiá treinta y una teguas cuadradas y dos décimo* más que l i 
denuncia, quedando todo itemro del perímefo de la mensura. 
Ksla operación tirrnada p* >r t'rátner ti P de mayo, fué apm- 
Isida el 3) de octubre d<- IKJh. y ¡.j j^retin ftíe poblado imr 
Ca|nJevifa. 

Muerto este, su alhaeea testamentario don .Manuel UiiMer- 
tm Pinto. judicialmente autorizado, vendió y traspasó el 15 de 
<<ctul>re de 1828 a don Ladislao Martínez, ante el escribano de 
esa ciudad, don Mareos Leonardo Agreln. la estancia tic propie- 
dad de don IVdm CajMlevila, situada en el pítraje denominada 
La Lobería, a inmediaciones de la Mar Chiquita, con todo e! 
ganado y las poblaciones existentes. establecimiento formado 
en el terreno cuadrado de treinta y tina leguas 2110 de otra, 
también cuadrada, antes del dominio del Kstado. y coitceílido en 
eníitéosis a Capdcvila eii virtud de denuncia, con arreglo a dis- 
ixísiciones vigentes: pagando Martínez cincuenta y tres mil ¡te- 
sos moneda nacional corriente, al contado, por ja estancia di- 
cha; inscribiéndose la trasmisión del derecho cufiteutico en é 
Departamento Topográfico en H> de octubre de 182u. 

Al pedir la ¡nscripetón, el alliacea vendedor y el cómpra- 



lo de enajenación di' la concesión enfitcudci otorgada por ta 
sucesión ("apdevíla a Martínez, la cesión a f.-ror del comprador, 
riel derecho de la sucesión a la propiedad de los terrenos adqui- 
ridos |Hir la donación de ¿(> de agosto de 1819 y el titulo expe- 
dido en su razón, sin obligación de eviccióti y saneamiento y 
a rute \fnrtini-? iv.r su 



Restablecido el sistema de las donaciones graciosas para 
poblar, la nueva linea de fronteras j»or el (léetelo de 19 de sep- 
tiembre de 1829 y la ley de 7 de julio de 1830 que reconoció y 
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dio validez a tas antiguas mercedes con títl que los agraciados 
l«tr ellas hubiesen fundad" eíi los eaínpos concedidos; estableci- 
miento* permanente* de estancia, don Ladislao Martínez se pre- 
sentó en 27 de agosto de IS.ÍO. ame el juez de primera instan- 
cia en lo Civil de esta Capital, doctor Francisco del Valle, in- 
vocando esa ley y la cesión del derecho más arrilta expresado, 
y solicitó el reconocimiento en propiedad de las treinta y una 
IcgüaS y dos décimos que lialiian sido concedidas en merced a 
don l'edrn Capdcvila en 1K|9. previa información de haber si- 
do poblados esos campos. IVoditcida la información, y daiios 
los informes por el Uet>artamcnto Topográfico y vista fiscal, 
los dos favorables, declaró el juez, por auto de 18 de octubre 
de tS.1l), que don Ladislao Martínez estaba comprendido en la 
ley sobre mercedes de terreno;, y previas vistas favorables del 
liscal en Iti civil y hacienda y del asesor de gobierno, mandó 
ijiie le ouir^araTt. sin perjuicio de los derechos de tercero, el 
titulo de propiedad del terreno concedido a Capdcvila y medido 
por Crámer. las treinta y tina leguas 2 10. por decreto de « 

de noviembre de 1K30. expidiéndose escritura el 12 del mis- 
mo mes y afio. 

El 22 de noviembre de 1S30, se tomó raxún de ese título 
de propiedad y fué dada la posesión del terreno a Martínez 
como a dneñii. vi 27 de enero de IN.ÍI. 

El 3 de marzo de 1K.V.. se presentó é mismo Martínez 
ante el juez de primera instancia de esta ciudad, doctor Roque 
4áetK Peña, demmriaudo y solicitando cu enfiteusis unas so- 
bras-de tierras Iridias y de propiedad pública que tenia noticia 
existían entre stw terrenos simado* en el Volcán y en el jki- 
raje nombrado la Lobería Chica y que debian resultar de un 
error de mensura en el fondo de su terreno, cuya área debia 
ser alrededor de una Icjjua cuadrada, e informado el pedido 
l*or el Departamento Topográfico y hecha la información de 
1-aldio y de propiedad pública y aproliadn. previa vista fiscal, v 
consultados el fiscal de hacienda y el asesor de gobierno, se le 



DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 193 

concedió en enfiteusis a Martínez, jjor resolución del Poder 
Ejecutivo de la provincia de 4 de septiembre de 1837. man- 
dándose practiar la mensura. La presentación de Martínez ha- 
bía sido anterior a la ley de 10 de mayo de 1836, pero ella es- 
talla en vigencia cuando se le hizo la concesión del sobrante en 
enfiteusis. El I* de noviembre de 1837 se presentó Martínez al 
Poder Ejecutivo pidiendo se le concediese en compra por su 
valor pagado al contado, el mismo terreno baldío que por de- 
creto de septiembre anterior le había sido dado en enfiteusis, 
situado en Loticría Chica, dentro del campo que él poseía en 
propiedad, solicitando que, por la distancia y otras circunstan- 
cias, se dispusiese que, en vez de practicar la mensura, prac- 
ticara el cálculo de superficie el agrimensor que midió antes 
todo su terreno, y el terreno que ubicó a la Sociedad líural Ar- 
gentina, pues, esc agrimensor debía tener todos los datos, y pa- 
sado el expediente al De|>artamenio Topoyiaíico, éste, para 
expedirse, dispuso que informase el agrimensor don Ambro- 
sio Crámer, quien expresó que en la mensura que había prac- 
ticado con don Feliciano Chiclano por la Lobería Grande, el ■ 
costadci divisorio con la Lolwría Chica, ahora de don Ladislao 
Martínez, se encontró de cuarenta y seis mil ochocientas va- 
ras, en tanto que la primera mensura en la Lohcria Chica dio 
solamente cuarenta y cinco mil varas, resultando, en conse- 
cuencia, un aumento de 800 varas, cuya mitad multiplicada por 
tas tres mil varas de fondo del terreno, dalia veintisiete millo- 
nes de varas cuadradas del triángulo, y agregado a éste el va- 
lor del seno formado |x>r la costa sobre la hipotenusa de este 
triángulo, considerado también como de treinta mil varas y 
siendo la altura media ele este seno dos mil varas, resultaron 
treinta millones de varas, las que sumadas con los veintisiete 
millones, dan cincuenta y siete millones, que equivalen a una 
legua cuadrada y cincuenta y ocho centésimos de otra, valor 
aproximado fiel sobrante. Informado favorahlemrnte por el 
Departamento Topográfico, fué concedido en vecua a Martí- 
nez ti sobrante referido. ]«>r la cantidad de seis mil trescientos 
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veinte pesos, otorgándosele escritura el 5 de marzo ck* 18.W. 
l>os nieses después si* sancionó la ley que uliligaha a los eníi- 
u tisis a la compra de ]<>s terrenos <pic poseían en enfiteusis. 

En esta ciudad* el 12 ilc marzo de 1S47. don l-adislao Mar- 
iíik-í vende a clon José (¡regorio de Lc/atua fa estancia de su 
propiedad, llamada Laguna de tes Padres, situada en el partido 
de Mar Chiquita, jurisdicción de la provincia de Buenos Aires, 
con sus ganados y poblaciones, exceptuando los eneros c iitelu- 
yoido, tamhién. el área del terreno en propiedad, compuesta de 
treifita leguas cuadradas, dos décimas ¡«artes de otra, lindando 
por el frente con c! mar. ]>or el costado Norte con los señores 
Molino Torres y los señores l'Wcrs y Aikinson, y por el Sud 
con la Sociedad linral, cuyo terreno cunipn'i a la testamentaria 
de don IVdro Alcántara l'apdcvila, l.e vendí-, tamhién. una 
tracción de tierra de una legue cuadrada, más etneiteula y ocho 
centesimos de otra propiedad sny;>, que forma parte de la mis- 
ma estancia comprada al Estado, realizándose la venta ríe todo 
por siete mil quiuienias onzas de un» sellado, con exclusión 
■ le Rtojánas. El 1,1 de agosto de 1K56. don José Gregorio de 
Lezaina vende a don José Coellio de Meyrctles, quien compra 
por si, como sucio de don Domingo de Sáa l'ereyra, y «ano 
¡cpreseuiantc de íloñ [rento Evangelista de Souza. liaron de 
Maua. del consejero Joaquín IVrcyra de Paria, de don fosé 
Antonio de Pigiicrcdo (júnior), y de don Melitón Máximo de 
Son/a, las estancias de su propiedad, denominadas Laguna de 
los f 'adres, La Armonía y San Julián de Yivoratá, ¿oí» todos 
sus edificios, corrales, ganados, etc.. comprendiendo todo cin- 
cuenta leguas cuadradas y las cincuenta y tres centésimas par- 
tes r]e otra legua, laminen cuadrada, siendo el área di ¡i ¡ci- 
mera estancia denominada Laguna de los Padres, Situada en 
el partido de Mar Chiquita, treinta y una leguas cuadrarlas y 
dos décimos de otra, más una fracción de una legua cuadrada 
y veintiocho cíe otra, lo que en total da treinta y dos leguas, 
setenta y ocho centesimos de. legua, lindando esta estancia por 
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el fume con el mar, por el fondo con Francisco Sáen/ Valien- 
te y don Francisco Suarc*. y por el costado Xorte con los se- 
ñores B&m y Atkin.son. propiedad, en ese momento, ya del 
vendedor y que hace parte del contrato de venia, y por el Swl 
con la Sociedad Rural, venta que en total se hace por trama 
mil onzas de oro selladas, con exclusión de Riojanas. 

M adquisición se hizo cu la siguiente pro|>ore¡ón: una 
décima |>artc para cada uno de los señores Coelho de Mvy re- 
lies, don Domingo de Sáa Pereyra. Pereyra de Paria, fosé Au- 
tóiiio I-iguemlo (júnior), y Máximo de Sonata, barón de 
Maná, transfirió a don Juan Bautista López Goncálvez una 
de sus cinco décimas partes con fecha 26 de noviembre de 1856 
en esta ciudad, ante el escrilsmo don Juan Francisco Castello- 
te; don José Coelho de Meyrellcs adquirió de los señores don 
í. evangelista de Sonsa. KirÓn de Maná, Joaquín Pereyra de 
Paría, Melilón Máximo de Souaa, José Antonio de Fígucredo 
y Juan Bautista López Gongalvez, sus resj>ectivas parte? con 
fecha 15 de octubre de 1857, por escritura pasada ame el es- 
crilíano Castellote; el 24 de septiembre de 1860 adquirió ame 
el escrikmo Castellote la |nrte de su socio, don Domingo de 
Sáa Pereyra, quedando asi el señor Coelho de Mcyrcíles como 
único dueño. 

Sancionadas las leves de 7 de agosto de 1857. de venta de 
cien leguas cuadradas de tierras pública, existente al interior 
del Salado, dictada la ley de 8 de octubre de 1S57, reorgani- 
zando el Departamento TofHigráfico: la del 7 de octubre de 
1858 declarando del dominio público las fincas rurales y urba- 
nas donadas aún en donación remuneratoria desde el 8 de di- 
ciemhre de 1829 al 3 de febrero de 1852 y las dadas y ubica- 
das con k>Ietos ríe premios, exceptuándose a los enfiteutas que 
hicieron uso del derecho de compra y promulgada la ley de 2 
de septiembre de 1859, creando la Oficina de Tierras, a la 
que se daba como primera obligación indagar los bienes y tie- 
rras pertenecientes al listado y reclamarlos |*ir el agente fis- 



cal, pudíendo hacer presentar los títulos particulares cuando 
juzgase que la posesión comprendía terrenos públicos, presen- 
tados a la revisión los títulos de las tierras compradas a don 
José Gregorio de Lczama por el señor Coelho de Meyrelles, 
1 nerón declarados válidos por decreto del gobierno de Unenos 
Aires, de 6 de agosto de 1860. 

Kl 26 de septiembre de 1860. don José Coelho de Meyre- 
lles vendió a don Patricio Peralta Ramo*, por ante el cscri- 
battO de esta ciudad, don Francisco Castellte "tres estancias 
de su propiedad, situarlas al Sud de la provincia, denominadas 
1 .aginia de los Padres. San Julián de Vivoratá y 1.a Armo- 
nía, bailándose la primera en el partido de ta Mar Chiquita y 
compreiidiendo su área treinta y una leguas cuadradas y cin- 
cuenta y ocho centesimos de otra, formando un tndo de treinta 
y dos leguas setenta y ocho centesimos, lindnmlo jnir el frente 
por el mar; por el fondo, con don Francisco Sáenz Valiente y 
don Francisci Suárez; por el N'orie con tos señores Molino 
Torres; y por el Sud con ta Sociedad Rural." 

VA Departamento Topográfico cíe la provincia de Rueños 
Aires, reorganizado por decreto de 26 de octubre de IS52. ad- 
rpiirió organización definitiva i>or ley de de diciembre de 1857 
<jne le atribuyó, entre otras facultades, la de fijar un sistema 
de mensura y amojonamiento permanente de la^ propiedades 
rurales; la de formación del registra gráfico de éstas: la de- 
terminación geográfica de bis pueblos del Estado, y la de los 
principies de ellos, sus costas, ríos y arroyos, la traza de los 
pueblos, y levantamiento de sus planos; atribución de determi- 
nar las tierras de propiedad pública y fie propiedad privada; 
la de examinar y patentar a los agrimensores; la de velar por- 
que éstos cumplieran tas instrucciones generales mandadas a 
observar, pndiemlo el Departamento Topográfico ampliar y 
modificar éstas y hacer otras nuevas, 

Don Patricio Peralta Ramos solicitó del señor juez de pri- 
mera instancia en lo civil de esta ciudad, doctor Juan Agustín 
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García, la mensura y deslinde de las tierras adquiridas de don 
José Coelho de Meyrelles, y estas ojieraciones fueron decreta- 
das con fecha 25 de enero de 1861 y encomendadas al agrimen- 
sor Teodoro Differt. Differt comenzó su operación el 12 de 
marzo de 1861, reconoció los límites, tomó como punto de 
rumbo y de partida el mojón de fierro esquinero Sud del terre- 
no de don Juan Anchorcna, midió La Armonía y San Julián 
ríe Vivoralá y restableció el ángulo Norte del terreno de la 
laguna de los Padres y la Lotería Grande, midió hasta la cos- 
ta del mar. Marcó el ángulo Sud del terreno de la Latina (le 
los Padres, poniendo un mojón a 86 metros, tres decímetros 
de la costa. La dirección de la línea de la costa es la que le sir- 
vió |«ira dar la línea del frente al mar, de la Laguna de los "Pa- 
dres. "Los límites tlcscriptos. dice el agrimensor, comprenden 
la totalidad cíe los terrenos de la Laguna tle los Padres. San 
Julián de Vivoratá y La Armonía, comprendiendo entre ellos y 
la costa del mar una superficie total de ciento treinta y tres 
mil (pimientas cuarenta y nueve hectáreas, noventa y una área 
setenta y siete centiáreas, equivalentes a cuarenta y nueve le- 
guas cuadradas, cuatrocientas sesenta y chico mil ochocientas 
treinta y cuatro millonésimas ¡íartcs de otra: y. representando 
ios títulos respectivos una siqwrficie de cuarenta y seis leguas 
cuadradas, más cuatrocientas treinta y cinco mil ochocientas 
treinta y cuatro millonésimas partes de otra, también cuadrada, 
resulta un excesu de tres leguas cuadradas más cuatrocientas 
treinta y cinco mil ochocientas treinta y cuatro millonésimas par- 
tes de otra, también cuadradas, equivalente a nueve mil dos- 
cientas setenta y seis hectáreas, veinte áreas, ochenta y nueve 
c<r,u¡árcfts. cuyo exceso quedó incluido en e*tos limites." 

I-i mensura comprobó la existencia de un saladero esta- 
blecido en el puerto de la laguna de los Padres y separó en 
la división alrededor del puerto una fracción, la XIII. que se 
destínala para ser ejido del pueblo que don Patricio Peralta 
liamos proyéctala formar. En ella se fundo más tarde Mar 
«W Plata. 



M» FALLOS |)F r LA CORTÉ SUPREMA 

Differt se excusa con el presidente del Departamento "IV 
pográfico, en ciiahto su mensura pede contrariar Lis insirue- 
i-iniu-s gnu-rales, ya tjue no ha |>odido ajustarse a éttas pO? te- 
ner confeccionados los planos cuando han sido publicadas v<m 
instrucciones. 

Las instrucciones a fpic se refiere e! agrimensor Diífert. 
hnhian sido aprotada.; [wir t-1 gobierno de b provincia, a ti es 
días de octubre del mismo año, solire un proyecto del l)i ]«ir- 
taniento Topográfico, en el (pie se tomaban disposiciones ame- 
riores. modificadas o ampliadas, según los consejos de la ex- 
periencia, proyecto (pie había sido reformado en izarte después 
de una revisación hecha |Mir el asesor de gobierno. 

IW resolución de 20 de octulire dé 1865. el gobierno acep- 
tó la proposición .y la entrega míe Peralta Ramos le hizo de la 
tierra sobrante que resultó de la mensura general de sus te- 
rrenos, practicada jmr Differt. Hasta decir que adjudicado el 
Sobrante pm|w>rc¡nnaltnente, una pirte de él, compuesta de una 
legua cuadrada, o sea dos mil seteucieutas noventa y nueve 
hectáreas, ochenta y cuatro áreas, quince cenliárcas, fué ad- 
judicado a San Julián de Yivoratá y ubicado en ese campo 
otro tote del sobrante, se adjudicó a la T.aguna de tos Padres, 
entre las fracciones T y II de ella, *-s decir, lejos del frente ha- 
cia el fondo; este lote se componía de novecientas treinta y 
seis mil trescientas treinta millonésimas partes de una legua 
cuadrada, o sean dos mtl (pimientas veinte y siete hectáreas, 
noventa y cuatro áreas, veintiséis centiáreas y fué enajenado 
más tarde por el gobierno de la provincia a don Juan T*amís, 
escriturándoselo el 26 de febrero de I8fi.S. 

La ley de 10 de enero de 18íi7, declaró propiedad pública 
todos los sobrantes que resultaran dentro de las áreas de los 
propietarias particulares, llenados sus títulos legítimos con tal 
que exdieran al tino por ciento en medida lineal. El propieta- 
rio tendría seis meses desde la fecha de aproliación de la men- 
sura jxtra solicitar el sobrante de su campo; si no optaba j>or 



DE JUSTICIA ni- L\ NACIÓN 



199 



comprará i. tenía el derecho de fijar la ubicación de los so- 
brantes con tal que los dejara sobre un costado del terreno y 
en superficie continua sobre toda su 




Kl 14 de nockmbre de 1H7J. don Patricio Peralta fia- 
mas se prestutó al gobierno de la provincia de Buenos Aires, 
pidiendo la autorización necesaria para formar un pueblo que 
se denominaría Alar del Plata, en un terreno de su propiedad, 
sitlíado en el partido de Ualcarce y que debía ser asiento de las 
autoridades de ésta sobre el puerto conocido por Laguna de 
los Padres y cpic llámalo Mar del Plata, Exprésala que se lia- 
bia consagrado a la formación de este pueblo desde hacía años 
y nacía .siete que permanecía en él: que. no se trataba de un 
pueblo a crear, sino formado. Pifiaba las condiciones del cli- 
ma, la feracidad del suelo, bacía resaltar la ventaja de la es- 
tación próxima efe los lolx» marinos, de la abundancia de la 
piedra caliza y tierra hidráulica, del trigo que allí se produce, 
del puerto natural, frecuentado por buques, explicaba que exis- 
tía un saladero, un muelle de fierro, un molino de agua e igle- 
sia de piedra y cal, botica, imnadería. herrería y zapatería, etc., 
estaba listo el colegio municipal, había más de veinte casas de 
piedra, madera y ranchos ocupados por negficios, etc. Se pro- 
jMinía delinear, amojonar y nivelar un pueblo de cien manga- 
nas de cien varas por costado cada una. dividida- entre sí |>or 
calles de veinte varas de ancho las culmines y cuarenta las 
principales y de circunvalación, rodeado por quintas y chacras 
que tuviera en su totalidad una área de dos leguas y un quinto 
de otra. Ofrecía donar grr tintamente otorgando escritura, el 
terreno necesario para edificios públicos; cementerio, iglesia, 
municipalidad, hospital, escuela, juzgado, no podiendo en nin- 
gún tiempo ni raso, dársele otra aplicación. Pedía el monopo- 
lio <lel transporte por riel en el terreno destinado al pueblo. Fa- 
vorablemente acogida la pro¡>»s¡cióu )*»r el l)cj>artamento To- 
pográfico, fué pa*e>da a la Municipalidad de Ualcarce que in- 
formó a favor y después el fiscal de listado, quien formuló 
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observaciones relativas a la ubicación de las plazas y edificios 
público*, (elidiendo especialmente a que la traza del pueblo se 
modificara en la parte que dal»a frente al mar. entendiéndose 
que la ril)ora en ningún caso podría tener menos de cuarenta 
Vafa£ y diciendo que podría proponerse a! interesado la pro- 
yectase fie doscientas, i#ro opinando que deltia aproUirse la 
proporción. Peralta Ramos insistió en que la traza del pueblo 
mi debía ser mixtificada, quedando sobre una altura, pues de- 
bajp de las («arrancas en las que estaría la calle de cuarenta va- 
ras, quedaba perpeiulicularmente la costa baja, única que sufría 
los efectos de la marea. 

El 10 de febrero de IS74 el Poder Ejecutivo acordó el |>er- 
riiísp, disponiendo se dejaran cuarenta varas de ribera para 
avenida de circunvalación, como lo había proyectado Peralta 
Ramos, que fuera el pueblo asiento de tas autoridades y se eli- 
gieran por el Departamento TopográVo y el interesado lns te- 
renos pira edificios. 

HÍ 23 de febrero se comisiono al agrimensor señor Carlos 
de Oiapeauronge para hacer la mensura y traza del pueblo. 
Este comenzó su o]HTación el \¿ de mar/o, constatando que el 
terreno destinado para e! mencionado pueblo se liallah;i amo- 
jonado con los siguientes limites: al Xorte por el arroyo de la 
Tajiera. a! liste el Océano Atlántico, al Sur don Patricio Pe- 
ralta Ramos y al Oeste, don Ensebio Zuhiaitrre. Replanteó la 
mensura anterior (Diífert) buscando y hallando los mojones 
ite los dos lados que no tenían limites naturales, y entre ellos, 
el esquinero Snd colocado en las últimas barranca*, a los cien- 
to veinte metro- a la orilla fiel mar. Encontró casas construidas 
m linea y una iglesia que le sirvió de punto de pirlída para el 
rumbo general. Participaron en el concepto con que el señor 
de Chapeaurouge trazó el pueblo, el señor Peralta Mantos y el 
vecindario. A treinta y cinco metros de la orilla de la tiarrattca 
pliso el nominado agrrhnensor el esquinero Esle, y el esquine- 
ro Sud a cuarenta y tres metros de la barranca de mar, Las 
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extremidades de las calles orientadas de Sud Este a Xortt 
Oeste dejaron libre el lxnilevard de cuarenta varas sobre la ri- 
bera del mar. Para establecer tas calles transversales de Oeste 
a Hste midió "hasta la misma orilla de la Kir ranea", dejando 
señaladas las calles a cada ochenta y seis metros, seis décimos. 

Las vueltas de la barranca de mar no pcrmiteroti dar for- 
ma regular a algunas quintas, como lo explica de Chapeau- 

"Hallándose deseripto, dice la mensura, el ]>er ¡metro exte- 
rior iMir los distados Kord Este, es la costa del mar la que li- 
mita esas quintas, con excepción de las que se hallan compren- 
didas en las calles principales o su prolongación, que lo son ]k¡t 
una línea recta tirada a más de cuarenta metros de la costa ]>or 
la pendiente del terreno en este paraje basta llegar a la Ita- 
rranca. Durante esta operación don Patricio Peralta Ramos 
acompañó al señor de Chapeatirouge y la aceptó en todas sus 
partes. 

La mensura y traza del pueblo hecha por Giapeaurouge 
fué aprolada por decreto de 18 fie junio de 1874, 

La éfposa de don Patricio Peralta Ramos, dona Cecilia 
Robles, había fallecido en esta ciudad el 12 de iebrero de 1861, 
dejando sucesión. Su juicio sucesorio fué iniciado a principios 
de febrero de 1876; la cuenta de división y adjudicación en 
él fué hecha por el doctor Cosme líeccar, quien la presentó el 
2 de octubre de 1876, siendo aprol*ada por auto áé fecha 28 de 
noviembre de 1876 por el juez de la sucesión, doctor José María 
Rosa, mimbrándose al ingeniero propuesto, don Carlos de Cha- 
peaurouge, para que hiciera la ubicación del área adjudicada. 

Desde el 12 de febrero de 1862 don Patricio Peralta Ra- 
mos había hecho ventas en fechas diversas, del terreno medido 
por Diffcrt, habiéndole quedado tan sólo en 1873 dos fraccio- 
nes en la Laguna de los Padres : una de once leguas cuadradas, 
más seiscientos setenta y seis milésimos de otra con dos leguas 
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ílf frente al mar: lindando, al Xord Oeste con el sobrante ven- 
dido a don Juan de l-miis. al Sud Oeste ton don X. Martínez 
de Hoz, tlíHi I Vtlrii [.uro y don Xieasio HaddiT. y al Xord Ks- 
fe don Kusebio Zuhiaurre y el misino Peralta liamos (lote 
once); la otra do dos leguas cuadradas, más un quinto de ni ra 
en el paraje llamado Puerto, y que se destino más tarde para 
el pueblo de Malearte (íoie Xlllr Lindaba ésta al Sud Kste 
con la mar: al Sud Oeste con la área anterior, al Xord Este 
COti el arroyo de la Tapera y el Xord Oeste con don Kusebio 
Zuliiaiirre, í>e la primera fracción fueron vendidas dos mil 
ciento ochenta y cuatro hectáreas, setenta y cuatro áreas, veinte 
y cuatro ceniiáreas en muchas porciones desde el 10 de febre- 
ro de 1S/G al 31 de marzo de LS78. La sumida fué objeto de 
dus ventas: las de 22 de diciembre de 1S75 y junio 17 de 1876, 
a don Juan Harrciro líavio. 

l~a operación de Chapcaunnige se redujo, en cuanto a la 
determinación fiel perímetro. sobro todo a reconocer y cons- 
tatar los limites existentes resultados fie la mensura Dtffcrt, 
I>ara proyectar la división. 

Tomó, pues, como líase, el mojón de fierro situado sobre 
ía costa de la mar y reconocido como esquinero Oeste de don 
Patricio Peralta liamos, y Sml del ejido del pueblo de Puer- 
to Halcarce. 

Las nndidas corres|Míndiclites a la linea del fronte, se to- 
maron '"hasta la orilla de la barranca" o "hasta l:i costa", lado* 
Sud Oeste y Sud liste. 

Concluida esa operación, e lagrimensnr tenía que preceder 
a la división; comenzó por dividir el total del terreno en dos 
parles, la primera con algo más de miro leguas, «pie debían ser 
retenidas "entre varios compradores, y la segunda con algo 
más de Ires leguas, ubicadas sobre la costa y las que repartiría 
cutre siete herederos," Trazada la linea divisoria de las dos 
fracciones, y medidas éstas, fué entregada la primera a los 
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compradores m Ta propiedad que a cada unu corrcspontlítt. La 
&0im, cuya superficie era de tres leguas cuadradas. nuinien* 
tos ochenta y cine., centesimos de otra, niñeada entre la línea 
divisoria y la mar. podía ser fraccionada asi : t» la denomina- 
da del Cutio Corrientes: y _>■'. h situada en el ejido del pueblo 
de líalcarce. lista última se componía, a su vez. de dos fracciones 
h mayor situada en la parle Nord Oeste del ejido, lindando al 
Nord Oeste con don Kuscbio Zubiaurre, al Sud con doña Pc- 
trona Cardoso. al Sud Este su frente con el arroyo de la Tape- 
ra, su superficie era de dos mil trescientas sesenta y cinco hec- 
táreas, diez y nueve áreas, cincuenta y siete centiáreas. La frac- 
ción menor, niñeada entre las quintas del pueblo, sobre la costa, 
en el paraje denominado Lobería Chica, lindaba al Nord Oes- 
te calle en medio con quintas, y tenia sus "otros dos costados 
deslindados por la mar." 

La su|>crficie de esta era de doscientos sesenta hectáreas, 
setenta y nueve áreas, noventa y cinco centiáreas. Siendo la su- 
perficie tota] del ejido del pueblo, de cinco mil ochocientas se- 
senta y cinco hectáreas, setenta y nueve áreas, cincuenta y dos 
centiáreas y habiendo vendido don Patricio Peralta Ramos 
(eran las tres, doscientas treinta y nueve hectáreas, veinte áreas 
noventa y nueve centiáreas de la venta de diciembre de 1S75 
y julio de 1876 a Barreiro), en las* que estaba comprendido el 
pueblo y parte de las chacras, quedaban para la sucesión de 
doña Cecilia Robles, dos mil seiscientas veinte y cinco hectá- 
reas, setenta y nueve áreas, cincuenta y dos centiáreas, que se 
distribuían asi: dos mil trescientas sesenta y cinco hectáreas, 
diez y nueve áreas, cincuenta y siete centiáreas cu c! arroyo de 
la Ta[iera, y doscientas sesenta hectáreas, cincuenta y nueve 
áreas, noventa y cinco centiáreas en Lobería Chica. Debía divi- 
dirse el todo entre los herederos y el cónyuge, dándose a cada 
hijo un mil doscientas sesenta y tres hectáreas, cincuenta y dos 
áreas, sesenta centiáreas, según la cuenta de partición, dándose 
a don Patricio Peralta Ramos lo que quedara liquidadas las hi- 
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judas. !>>n Jacinto Peralta Ramos, que había comprado su 
parte a tres hermanos, formó con la suya cuatro hijuelas, o sean 
cinco mil cincuenta y cuatro hectáreas, düfc áreas, cuarenta 
Cc-ntrárcas. que fueron ubicadas ni dos f raccinnes : la primera, 
<Je cuatro mil seiscientas veinticuatro hectáreas, treinta y tres 
áreas, diez ceuliáreas, dando frente al mar el Snd Kste; la 
segunda, de cuatrocientas veinte y nueve hectáreas, setenta y 
siete áreas, treinta centiáreas, sin lindero al mar. 

Y a don Patricio Peralta Ramos se le entregaron dos mil 
noventa y siete hectáreas, veinte y siete áreas, noventa centi- 
áreas snhrc el Cal*» Corrientes, con trente a la mar en su cos- 
tado Sud liste, lindando al Xnr Kste con don Eduardo Peral- 
ta Ramos, al Xord Oeste con don Juan líarreiro y al Snd Oes- 
te fcbti don Xarciso Martínez de Hoz y se le adjudicaron en 
Lobería Chica, noventa y ocho hectáreas, setenta y cuatro áreas, 
treinta y una centiáreas qui le fueron ubicadas lindando por el 
costado Xord * >cste con quintas y manzanas i*e¡ pueblo, por el 
Xord Kste de frente eott ja m;ir, por el Snd Este ile frente con 
la mar. y por el Sud Oeste con don I.uis Peralta Ramos. I ,n 
operación comenzada en H de octubre de 1S76 y conelui<l;i en 
enero de 1S7K, fué aproada por el juez tic la sucesión, previo 
informe del Dei>artanieilto Topograffi^ el té de .K-tubre de 
1S7S. 

Ames de haberse aprobado la uu-usura, el 10 de junio de 
1X78. don Patricio Peralta Ramos vendió a don Juan Barreno 
Kavio las dos fraeciones que le correspondieron en el juicio su- 
cesorio tté doña Cecilia Nobles. Segtfh el instrumento de venta 
otorgado en esta ciudad ame el eserikmo don Emilio Morales, 
la venta comprendía : "dos fracciones de terreno de campo, 
situadas en el ¡«anido de Halcarce, antes Mar Chiquita, paraje 
denominado Laguna de los Padres, campaña de esta provin- 
cia; la primera fracción se compone ríe una área de 1242 cua- 
dras cuadradas, o sean 2095 hectáreas, 75 áreas y 20 centi- 
áreas y se halla dentro de los linderos siguientes: por el frente 
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al liste linda con el mar; por el Sud con el señor Martínez de 
H<«; por el \ortc con don Eduardo Peralta Ramos y por el 
Oeste con el comprador señor Barrara La segunda fracción 
se compone de veinte cuadras cuadradas, más o menos, de 150 
varas por cuadra, o lo que resulte de la mensura (juc oportuna- 
mente se practicará de esta fracción de campo que se halla en 
el paraje dicho y dentro de los linderos siguientes: por el fren- 
te al Este linda con el mar ; por el Norte y Oeste linda con don 
Jacinto Peralta Ramos y por el Sud linda con la testamentaría 
de doña Cecilia Kohles. Previniéndose que según la reducción 
practicada (Xir el Departamento Topográfico que pasa al com- 
prador, esta fracción tiene 33 hectáreas. 74 áreas y 80 centi- 
áreas, o lo que resulte de su mensura. " 

Don Juan Harreiro líavio vendió a don Luis M. Somoza 
con lecha 5 de febrero de IK79, en esta ciudad por ante el es- 
cribano Emilio Morales, estas dos fracciones. La escritura ex- 
presa (pie le vendió "dos fracciones de terreno de campo de su 
propiedad situadas en el partido de Maleare, antes Mar Chi- 
quita, paraje denominado laguna de los Padres, campaña de 
esta provincia; la primera fracción se compone de una área de 
1242 cuadras cuadradas o sean 2095 hectáreas. 75 áreas, 20 cen- 
tiáreas y se halla dentro de los linderos siguientes: por el frente 
al Este linda con el mar; por el Sud con el señor Martínez de 
Hoz. por el Norte con don Eduardo Peralta liamos y por el 
Oeste con el vendedor señor liarreiro. La segunda fracción se 
cotujHme de 20 cuadras más o menos de 150 varas cuadradas, 
o lo que resulte de la mensura que oportunamente se practica- 
rá de- esta fracción de campo que se halla en el paraje dicho y 
dentro de los linderos siguientes: por ct frente al Este linda 
con el mar; [>or el Norte y Oeste linda con don Jacinto Peral- 
ta Ramos y por el Sud linda con la testamentaría de doña Ce- 
cilia Robles. Previniéndose que. segúii la reducción practicada 
pfjr el Departamento TojMjgráfico, que pasa al comprador, esta 
fracción ñeñe 33 hectáreas, 74 áreas y 80 centiáreas, o lo que 
resulte <L su mensura." 
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Süftioza vendió el 20 de julio de 18»j en U Plata ante el 
escrihatm Joaquín Malarino ;i don Jacinto Peralta liamos, las 
mismas dos fracciones rU- tierra, ]-i estritura expresa que se 
vendieron: Mus fracciones de caüapQ, situadas tu tí partido 
de Pucyrredón. antes Ualcarce, paraje denominado Laguna de 
los I 'adres, jurisdicción de esta provincia, e<mi|muiéudose la 
primera fracción ríe I -42 cuadras cuadradas equivalentes a 
2935 hectáreas, 75 áreas y ítt» centiáreas y reconoce los siguien- 
tes liinleros; por su frente al Este con el mar; por el costado 
Sud con propiedad del stñ«jr Martincz de Hoz; por el Xortc, 
con don Eduardo Peralta liamos y por el Oeste con el señor 
líarreir»». La secunda fracción se coiuptme de 20 cuadras cu:i- 
dradas más o menos, de 150 varas la cuadra, equivalente a 33 
hectáreas, 74 áreas y 80 centiáreas. y se encuentra dentro de 
los límites siguientes: \*>r el frente Este con el mar: por el 
Norte y Oeste, el comprador señor Peralta liamos, y iw»r el 
Sud, con doña Cecilia Roldes." 

l>on Jacinto IVralta Ramos vendió a Eduardo Hcaly e! 
26 de enero de IKW en la ciudad de I-i Plata, ante el escriba- 
no don J. Eduardo Celiallos, registro de don Ricardo M. Hac- 
do. dos fracciones de tierra situadas en el ejido del puehln de 
Mar del Plata, |tartido de General Puevrredón. jurisdicción de 
la provincia de Buenos Aires, con la extensión y linderos si- 
guientes: primero: lotes contiguos 1, 2 y 3. manzana 225 del 
ptano respectivo, (pie dan unidos una superficie total fie .1179 
metros, 80 centímetros cuadrados, lindando |pf el Xord Este 
calle en medio, con fracción de manzana X v 226; por el Sud 
Oeste, con el lote X v 4 de la misma manzana 225; por el Nord 
< 'este, también calle en medio con la manzana 1,12 y |n»r el 
Sud Este con la costa del mar Atlántico. Segundo: una frac- 
ción de la manzana N* 226 de forma triangular con una super- 
ficie total de #43 metros, 3 f J centímetros, lindando por el Xord 
Oeste con la manzana 131. calle en medio; por el Sud Este con 
la costa del Océano Atlántico, y por el Sud Oeste con ta man- 
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zana 225, calle tai medio : formando, IKir tMftSrikWk 1:ls dos 
fracciones deslindadas una superficie general de 5365 varas 
cuadradas, es lo que constituyó la venta. Kl 22 de mayo 
de 18NU otorgaron los mismos don Jacinto Peralta Ramos v 
don Eduardo Healy. ante el escribano Rudo, una escritura 
rectificando la anterior en cnanto a !a posición, extensión y 
limites de los terrenos enajenados: y Peralta Ramos expresó, 
refiriéndose a aquella escritura que, habiéndose partido al rea- 
lizarse esa venta, de un error involuntario, porque el plano de 
(|iie se sirviera no determinaba con exactitud la ubicación, me- 
dida y limites de los terrenos vendidos, ¡*ir no halx-r dejado 
sobre la ribera del mar el agrimensor encargado de la traza y 
subdivisión el espacio necesario para el Houlevar Marítimo, 
que el eximente le tenia* expresamente encomendado, resnl-' 
lando de ello ia disminución de área y cambio de forma de 
la manzana Uf 225, y ta desaparición completa cíe la man/ana 
triangular fcfjt 226, ¡ara restablecer la exactitud de los hecbos 
lian convenido los comparecientes en que. la venta realizada a 
favor ílel señor Healy, comprende todo lo (pie queda de la 
manzana X* 225, y parte de la N» 131, que hoy lleva el K* 22U 
en el nuevo plano, y, en consecuencia, el señor Peralta Ramos 
declara que, Jos terrenos de su propiedad vendidos al doctor 
Eduardo Healy, tienen la ubicación, extensión y deslindes si- 
guientes: 1: La manzana trinagular N* 225 del nuevo plano 
con una superficie total de 1874 metros cuadrados y 89 centí- 
metros, equivalente a 250 varas cuadradas, lindando por el 
Nord Oeste calle en medio con la manzana W i¿2\ por el Sud 
Oeste, también calle en medio con la manzana 223, y por el 
Sud Este, con la ribera del Océano Atlántico, Iíoulcvard Ma- 
rítimo en medio. 2> Una parte de la manzana $F» 226 (antes 
l\ Ttf 131 con una superficie de 17 metros, 32 centímetros, o sean 
20 varas de frente al Sud Este por 69 metros, 28 centímetros, 
iguales a 80 varas de fondo por el lado Sud Ueste, terminando 
con un ancho o contrairente al Nord Oeste de 64 metros, 8 
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centímetros, equivalentes a 37fíO varas cuadradas, dentro de- 
jos siguientes linderos: por el Nord Este. Houlevard Marítimo 
en mediu la ribera del mar: por el Sud Este, con el mismo; 
por el \ord < >este, con el resto de la manzana N v 220, que se 
reserva el Señor Peralta Ramos, y ]w»r el Sud (leste, eallc en 
medid con la N v 1.12, lindando, la primera, por su frente Es- 
te, con el inar; por el Sud con propiedad del señor Martínez 
iIl- Hoz; |H>r el Norte, con Eduardo Peralta Ramos, y por el 
( k'ste con el señor Harreiro; y la segunda, por el frente a! Es- 
te con el mar. jxir el N'orte y ( teste con el comprador señor Pe- 
ralta Ramos, y por el Sud con doña Cecilia Robles. A su vez 
ion Euis M. Somoza los había adquirido comprándolos en esta 
ciudad a don Jtiari Harreiro et 5 de febrero de 1K7 ( > arrié el 
escribano don Emilio Morales. V don Juan Harreiro los nhtn- 
v& según esa escritura de don Patricio Peralta Ramos por com- 
pra hecha en 10 ríe junio di* lJs"K en esta ciudad ante el es- 
cribano Morales, habiéndolos obtenido don Patricio, según es- 
ta última escritura, por adjudicación en propiedad en el juicio 
-uceMtrio de su esposa doña Cecilia Robles. 

En 20 de abril fie lS°v se presentó al poder ejecutivo de 
la provincia don Jacinto Peralta Ramos, expresando que el 
jxidcr ejecutivo aprohó con fecha 10 de febrero de 1K74. la 
traza proyectada para la formación de un pueblo en los te- 
rrenos de propiedad de su señor psulrc don Patricio Peralta 
Ramos, fijando cuarenta varas de rilara en 'oda su extensión; 
qúc ese pueblo era el conocido por el nombre de Mar fiel Pla- 
ta, habiénclost cumplido todas las obligaciones impuestas, has- 
ta con exceso: que los terrenos eran de don Patricio Peralta 
Ramos, según sus títulos hasta las lenguas del agua; y entre 
el límite de la traza primitiva y tas cuarenta varas de rilwra 
queló una faja de tierra de propiedad fie don Patrio Peralta 
Ramos. |Htrque éste no creyó oportuno ampliar hasta el limite 
de su titulo la linea de mar, dado el poco interés que disfruta- 
ban entonces esas tierras de playas : qtie después del fallecí- 
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miento de su señora madre doña Cecilia Robles de Peralta Ra- 
mos, el terreno existente de propiedad de sus padres, fué co- 
rrs[K>ndiéndole al compareciente, también el lote adjudicado a 
su señor |»dre don Patricio Peralta Ramos, por compra que 
hizo a él; que el desarrollo de la población y la formación de 
una estación lialnearia dieron interés a los terrenos sobre la 
ribera, no incluidos en la traza primitiva y los sucesores del 
fundador del pueblq los dividieron, en manzanas, siguiendo 
aquella traza ; que ello no hiere derechos de terceros, y como ese 
ensanche no forma parte del ejido del pueblo, venia a pedir 
se aprobaran el plano que acompaña, declarándose comprendi- 
dos en el ejido de Mar tlel Plata esos terrenos- de la playa (pie 
están señalados en los planos con viso rosa y forman nueve 
manzanas. 

El Departamento de Ingenieros aconsejó rpic sólo en el 
caso de que el recurrente no haya enajenado lus terrenos so- 
bre esa |sirtc de la costa, podrían autorizarse las subdivisiones 
dejando sobre ellas y la cresta de las barrancas, el terreno ne- 
cesario para la vialidad pública (mayo 12 de 

El aseror de gobierno opinó que debía concederse la auto- 
rización sin perjuicio de los derechos de terceros, a quienes la 
nueva traza pudiera afectar quitándoles el frente at mar ; pues, 
tío se podia autorizar a don Jacinto Peralta Ramos a hacer al- 
teraciones en la traza si hubiera enajenado tos terrenos con 
frente a la costa. Pasado el expediente a informe de la muni- 
cipalidad de General Pueyrredón, v\ intendente municipal opinó 
qu no Había inconveniente en aprobar la subdi visión liccha j«>r 
Peralta Ramos, porque no perjudica a terceros y ha dejado con 
exceso terrenos sobre la ribera para la vialidad pública. Él pre- 
sidente del Concejo Delibrante hace constar que el Concejo 
Dclilierantc en sesión ordinaria de la fecha (19 de junio de 
1897), resolvió informar al ministerio de Obras Públicas de 
la provincia que no encuentra inconveniente en que se conceda 
al señor Jacinto Peralta Ramos lo que solicita, debiendo agre- 
garse dichos terrenos y sulxli visiones al plano oficial {fojas 7 
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vuelta y Ni. eleva el intendente ese iní orine f junio 20 ik* IS97, 
ís. 9i, y el í* de julio cié 1^7 el P. E. (le la provincia resuel- 
ve, en vista «leí dictamen del asesor «le gobicno y del informe 
de la municipalida«l «le General Pucyrredón, aprobar el ensan- 
che del ejido del pueblo de Mar del Plata, hecho |>or don Ja- 
cinto Peralta liamos, en terrenos «le su propalad, en ia for- 
ma que indica en el plano de te. I, rjejahdo a salvo los dere- 
chos de terceros, disponiendo i|iie se comunique al Departa- 
mento de Ingenieros y a la Municipalidad de General Pucy- 
rredi'm. 

Kl señor Kduardo Ilealy vendió el 22 de octubre de 1907, 
jH>r medio de su alinderado don Francisco Plack Neild, en La 
Plata, ante el escribano don José M. Ueruttí. a don José Bti- 
quier, una fracción de terreno de su propiedad, ubicatlo en el 
ejido del pueblo M;tr «leí Plata. partiiln de General Pueyríe- 
dón. jurisdicción de la provincia, la que es parte de la rúan- 
xana señalada en el plano respectivo con el N*" 22íí Catites Lítl. 
cuya figura es la de un cuadrilátera irregular que contiene las 
siguientes dimensiones: quince nvtros sesenta y seis centíme- 
tros de frente al Sud Oeste, igtial a diez y ocho varas, «liez y 
nueve centésiinos: diez y nueve fnetros cinco centímetros, igual 
a veinte y dos varas en su frente al Nord Kste. cincuenta y 
tres metros, sesenta y tíos centímetros, igual a sesenta y dos 
varas, tres mitísimos en et costado Sud tiste, y sesenta y cua- 
tro metros, cuarenta y tres centímetros, igual a sesenta y cua- 
tro varas, cuarenta centésiinos en el costado Xord Oeste. lodo 
lo que furnia tina superficie total de novecientos metros, sesen- 
ta y dos centímetros cuadrados, equivalentes a un mil doscien- 
tas cuarenta varas. i»clieiita y tres centésiinos. también cuaiírti- 
dos. lindando por su dicho frente al Sud Oeste con la calle Bo- 
lóvar. por su otro frente al Nord Kste con el lioulcvard Mari- 
tmiM, por el Sud Kste con la fracción número tres de la seño- 
ra Ana Lastra «le Achával. y por el Nord Oeste con el doctor 
Cernadas; corrcsjiondicudo al doctor Kduardo Healv el terre- 
itn vendido descripto por compra que hizo cu mayor porción 
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a don Jacinto Peralta Ramos, lo que así resulta de la respccli- 
va escritura dé venta <jtic éste le otorgó con fecha 26 <le enero 
de 1889, por ante el escrihuno de ta misma ciudad de La Pla- 
ta, don Eduardo J. Celrallos, en el registro de su adscripción, 
la que fué complementada por la escritura que otorgaron con 
fecha 22 de marzo del mismo año 1889. A su vez don José 
Blaquier en La Plata, en 3 de noviembre de 1911, vendió an- 
te el escribano don José M. Berutti a doña María de Atzaga 
de Ripios, una fracción de terreno de su exclusiva propiedad, 
niñeada en el ejido del pueblo de Mar del Plata, jurisdicción 
fie la provincia do Buenos Aires, la que es parte de la manza- 
na señalada en el plano respectivo con el N* 226 (antes 131), 
cuya figura es ta de un cuadrilátero irregular y que tenía las 
siguientes dimensiones : quince metros, sesenta y seis cent ¡me- 
tros de frente al Sud Oeste, igual a diez y ocho varas, diez y 
nueve centesimos; diez y nueve metros, cinco centesimos igual 
a veinte y dos varas en su otro frente al Nord Este ; cincuenta 
y tres metros, sesenta y dos centímetros, igual a sesenta y dos 
varas, tres centesimos en el costado Sud Este y sesenta y cua- 
tro metros, cuarenta y tres centímetros, igual a sesenta y cua- 
tro varas, cuarenta centesimos en el costado Nord Oeste, todo 
lo que forma una superficie total de novecientos treinta me- 
tros metros, sesenta y tíos centímetros cuadrados, equivalentes 
a un mil doscientos cuarenta varas cuadradas, ochenta y tres 
centesimos de vara cuadrada, lindando por su dicho frente al 
Sud Oeste con la calle Bolívar, |»r otro frente al Nord Este 
con la fracción número tres de la señora Ana Lastra de Acliá- 
va] y por el Nord Oeste con el doctor Cernadas. 

Las trasmisiones del dominio de este inmueble han sido 
inscriptas en el Registro de la Propiedad de la provincia de 
Buenos Aires desde 1889 en esta forma: a nombre de don Ja- 
cinto Peralta Ramos, (años 1889, folio 627), en Dolores; N» 
8653, folio 790 vuelta; 1907, Dolores, fecha 19 de diciembre 
de 1907 de una venta otorgada a 22 de octubre de 1907 por 
a favor de don José Blaquier, el lote dos 
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manzana 226, compuesta de novecientos treinta metros, sesen- 
U y dos centímetros cuadrados; en La Plata a 30 de diciem- 
bre de 1921 se adjudica en condominio en la sucesión de doña 
María de A Izaga de Riglos, a favor de Marta Josefina de Ri- 
glos Alzaga: Marcos Rodolfo de Riólos y Alzaga; Miguel An- 
j;el de Riglos y Alzaga, el bien de la referencia por loa folios 
33934-35, año 1922. Registro de General IMicyfrcdón, cons- 
tando el dominio en la actualidad a nombre de los mencionados 
berederos. . 

Kí jmpUCStÓ de contribución territorial de este inmueble ha 
sido abonado desde el año 190!, |»anida 2932, pagada segunda 
cunta, años 1902 y 1903, partida 2932 jvigas ambas cuotas añns 
VKH, 1905 y 1906, ixtrtida 745, pagadas amlías cuotas, ade- 
ma- construí los jugos \n*r los años 1907 a 1924, segunda cuo- 
ta inclusive (ver rceitKis v liquidación fie fs. 124 a 126 129, 
131 a 143). 

fes indispensable establecer eme entre don Luis M. Sonm- 
za y don Jacinto Peralta Ramos se otorgó en I«i Plata el 9 de 
junto de 1915 por ante el escribano Tomás M. A Imada, escri- 
tura rectificando y esclareciendo la de 20 de julio de 1886 
tlundo a las fracciones vendidas por aquel acto sus linderos 
verdaderos y sus dimensiones según los cuales la primera frac- 
ción tiene siempre frente al liste al mar y 1242 cuadras cua- 
dradas o 2005 hectáreas. 75 áreas, 20 cent i áreas ; y (asegunda 
también con frente al Este al mar y la dimensión de 20 cua- 
dras fie 150 varas cada una o lo que resulte de fa mensura, pre- 
viniéndose que, sectil fa reducción practicada por el Departa- 
mento Topográfico tiene 33 hectáreas, 74 áreas. 80 centiáreas, 
o lo que resulte de la mensura. 

Que la playa de la mar era considerada por casi todos los ju- 
risprudentes romanos, cosa de uso común ("de Istitutíonum", 
Di Justiniano, II. I parág. 1; Dig. I- Vil 1-2, 1). y aun cuando 
en las Instituciones de Justiniano se estableció que la playa 
se extendía hasta donde llegaban las mayores olas en invier- 
no — "est autem litus maris quatetms hiliemus fluctus maxi- 
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mus excurrit" — (Inst. IM 83) en ci Digesto, !ibro L„ titulo 
XVI) ("De !a significación de las palabras") se definió el li- 
toral marítimo simplemente como el espacio a <ton<le llegan las 
mayores olas (libro y titulo citados 96 y 112) ; y el Libro de 
las leyes de Alfonso X de Castilla, tomando esta última regla 
prescribió que "comunalmente jícrtenecen a todas las criatu- 
ras", . , "el mar, a su ribera" entendiéndose por "ribera de la 
mar cuando se cubre del agua dclla (piando mas crece en todo 
el año que en tiempo del invierno, o del verano" (leyes III y 
IV, titulo XXVIII. Partida 3*). 

4* Que el linde del mar es para itn territorio o un fundo 
un limite natural, que atribuido, permanece; y que determina- 
Iwi él derecho del propietario a la accesión aluvial (v. Bello, 
"Principios de I>erecho Internacional ", C. III. Nfl 2, y para 
el derecho civil argentino anterior al código, Aivarcz, "Institu- 
ciones adicionadas por Vélcz", lineóos Aires, 1834, libro 2\ 
tít. 1, N" 38 1 al fin. pág. 183). 

5* Que la solicitud de don Pedro Ca|>devila daba al terre- 
no baldío que pedía en merced el límite natural del Mar al 
Oriente, y esc terreno le fué dado liajo los limites que él de- 
siguala en su solicitud ; que esc mismo terreno de la merced fué 
el que se le concedió más tarde en eufiteusts; y el derecho 
eventual a la propiedad fie él por la antigua concesión pasó 
con el establecimiento de campo formado |*vr Capdcvila por 
venta a don Ladislao Martínez, y el Estado provincial de Bue- 
nos Aires vendió a éste esa tierra con esc linde natural y éste 
fué conservado al denunciar y comprar un sobrante que según 
Martínez debía existir dentro y al fondo de su terreno, ven- 
diéndose después éste a otro y trasmitiéndose siempre con su 
linde frente al mar, dado expresamente en los titulos hasta en- 
trar con ese linde natural del frente expreso en el dominio y 
en la jwsestón de don Patricio Peralta Ramos en 1860 después 
de una revisión y aprobación de los titulos por el Estado pro- 
vincial : y la misma provincia aceptó la devolución del exceso 




en el interior de las tierras, reconociendo asi la per- 
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manencia e %$oU^$$á de aquel límite natural a! frente del 
terreno. 

6* fjue la compra hecha por don Ladislao Martínez al lis- 
iado provincial cu 1830, del terreno arcifiniu en cuanto al li- 
li ira I marítimo, .se realizo, no a un precio la medida, sino por 
un solo precio el todo; y que sefiu la glosa del maestro Grego- 
rio López a la ley LXI, tít. XVIII, Partida 3». la compra he- 
cha de ese modo dalia derecho a todo el terreno comprendido 
en los límites designados sin suplemento de precio por la dife- 
rencia de medidas. 

Que es visible, examinando los antecedentes, que ni don 
Pedro Capdevila ni don Ladislao Martínez, ni el agrimensor 
tlon Ambrosio Crámer, obraron con el propósito de usurpar tie- 
rra al listado dentro de la línea que señaló el primero a la 
merced que pedia: la tierra se extendía en pampas desiertas 
habitadas por anu-r indianos que, durante el siglo XVII, ha- 
bían incorporado el caballo a su vida y convertido en hordas 
democrático-militares. y sobre ellas tratalia de avanzar la \x> 
Nación cristiana, olvidada* las prudentes disposiciones protec- 
toras de las leyes de Indias que, por otra parte, eran sobre to- 
do para indios agricultores (entre otras, leves XII. XIV, 
XV! I, XVII y XX, titulo XII, Rcc. de India's). 

La extensión de las tierras y la »m|x.Tfccción de los ins- 
trumentos, no i»ermitíau. sino medidas aproximadas. 

No sería justo asimilar a Capdevila y a Martínez a los 
usurj»adores de sobrantes a que se refiere la ley XV, título 
XII, libro IV de Ja Recopilación de Indias. 

Crámer expresó honradamente en 1820 el exceso en su- 
perficie del terreno (pie mensuró para Capdevila. Y conocido 
al medir la tierra de la Loliería Grande, el error en la medida 
anterior de la tinca colindante de la Loberia Chica, de la que 
Mariíiie/ era dueño, hizo este la denuncia, pidiendo en cufiteu- 
s : s el sobrante que resultaba de su terreno y solicitando des- 
pués en eoinprn. vendiéndoselo el Estado provincia] por un 
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solo precio, y computándose en la superficie todo lo atareado 
por la casta del mar. Esto muestra ( ,„é equidad v a pesar de 

terreno como de Martínez, se* 
Kiin la forma de la compra, teniendo el terreno límite inva- 
riable al frente, el Mar del Sur; pero, estando a su fondo 
altterto a las ¡ W mpas, se extendió, ,Jor aplicación, al sobrante 
m fe denunció existir hacia el fondo de él. el principio gene- 
ral de la moderada composición. Así, es justo considerar que 
el exceso en la medida contenido en el terreno comprarlo al Es- 
tado provmcial en 1830, por don Ladislao Martínez ¡>or Un 
solo precio y que podia considerarse formando un todo, con el 
!mmc natural de mar por el frente quedó, por h moderada 
compos.ción ^ 1836, incorporado definitivamente a él. aún 
cuando el calculo de Crámer no diera sino cifras aproxima- 

Ü r UC , 1 mCttmtaS <ÍC CrániCr y Diífert t!c,,í:i " ™™- 
zar desde el limitó natural de la mar - la línea de las más al- 
tas olas en invino y verano - según la ley de partida citada 
fey IV. fatuto XXXIII. Partida » y el hecho de que ellas 
heran como tmea exterior de la playa la de la costa, va la de 
la barranca en nada ha podido perjudicar la constancia expresa 
del taita natura en el títttlo de adquisición del dominio ni la 
po.es.on que fue entregada, en consecuencia, y sobre la I™ 
de aquel titulo. 

* Qm \ # ^#m> que la ley hubiese lK xlido alcan- 
zar al excedente en la medida que hubiera podido quedar den- 
m del terreno de la UgtUia de los Padre, después de reali- 
zada la mensura Differt. el sefmr Patricio Pera! a Ramos e - 
mgo a Estado provincia, en 1865, la denuncia que 1™ 
en aquella mensura y la aceptó el Estado como la liqu dadón 
v dcvolncmu de ( odo el sobrante que dentro de. terreo i te Z 
ral,. Ramos exisua: y si aun esto no hubiera bastado, la le v 

2 „ ; í % 1 Uitm °' m,nCil í>or la invanahilüM del 
hnnte natural del mar y por las disposiciones de esa ley. si la 
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superficie que excediese de ese I n]o de tolerancia si debió 
ser devuelta al listado, rio podía ser ubicada sobre la línea del 
mar. sino en el interior de !as tierras en donde ya lo había 
sido el sobrante anterior de la latina de los Padres por Pa- 
tricio Peralta Ramos con aceptación de (a provincia. 

10' Que. según Id prescripto en los artículos 2336 a 2339 
del código civil (Ve Caif, Institutíonum I-TI. J ustin iano, Ins- 
tituionum, lí et Rail. 1>arág. 171: Frcitas Proyecto, L¿ I, S. II 
C. II, parág, 8) están en el comercio, es decr, son susceptibles 
dr ser adquiridas y trasmitidas, las cosas cuya enajenación no 
fuese expresamente prohibida o dependiente de una autoriza- 
ción pública: fuera del comercio: a) en absoluto, aquellas cu- 
ya enajenación hubiese sido prohibida expresamente por la ley 
o por actos entre vivos o de última voluntad ptrmitulos por 
ella; h) en forma relativa la* que necesitan para su enajena 
ción de una autorización previa. 

II'-' Que las formas de vida local acrecen como las pri- 
mitivas formas sociales u-rri loríales : y, prir él "vest cum", el 
municipio, el concejo o ayuntamiento, cabildo abierto o cerra- 
do, se han incorporado a la tradición y a la organización ar- 
gentinas, estableciéndose en el art. S» de la Constitución Xa- 
lioiial. el régimen municipal como esencial para nuestra forma 
■ le gobierno, condición de garantía de las instituciones provin- 
tillés (ari-, 5 y 106); el Código Civil argentino dictado en 
consecuencia fie ella (art. 67, inciso 11"), ha reconocido esto* 
organismos fundamentales de nuestro derecho público corda 
personas necesarias de derecho privado (art. 3.1. inc. 3"'). con 
los bienes que para llenar sus fines les deben asignar los orga- 
nismos provinciales (art. 2344 Código Civil). 

1- J Que los bienes del dominio público, del listado gene- 
ral, de los Estados particulares y de lo smunkipios, son los 
de uso publico, sea ]ior su naturaleza o por su afectación o dcs- 
Tírin a un servicio de utilidad pública, y estos últimos mientras 
Útíté esa afectación o destino (arts. 2337 a 2342. 2344, 2640, 
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2645. 3646 y nota Código Civil (V. Proudhon "Dómame Pu- 
blic" m 210. 211 y 216; Aul»ry et Rau parág. 169; ver nota 
del doctor Veles al art. 3952 del Código Civil et Colin y Cap,- 
tant "Cours Elem. de Droit Civ. Francais". 3» edición, t I 
pag. 708 a 713). 

I3 V Que el Estado nacional, los Estados provinciales y los 
municipios pueden, en consecuencia, dentro de sus facultades 
constitucionales y legales, afectar los bienes privados de las 
l*rsonas de existencia visible a un uso o servicio público, sea 
aceptando y consagrando }ior un acto dentro de sus atribucio- 
nes d ofrecimiento que el propietario particular haga de sj 
bien para el servicio de utilidad colectiva, sea expropiándolo 
dentro de las normas de la Constitución y fie la ley ( Constitu- 
ción nacional, art. 14. cláusula séptima, art. 17, arts, 2337 a 
234$, 2511 y 2512 Código Civil ley fjT* 189), 

14" One las municipalidades de Ja provincia de Buenos 
Aires han sido investidas, para atender con eficacia las gestio- 
nes y servicias locales a su cargo (Constitución de la provin- 
cia, arts. 202 y ¿04 y siguientes) entre otras atribuciones, con 
!n facultad de decidir y reglamentar dentro del ejido aproado 
|>or el Poder Ejecutivo, con intervención del ]>c|mrtntnento de 
Ingenieros, la apertura, ensanche, modificación, empedrado, 
conservación y mejoramiento de calles, caminos, plazas, ar- 
ques. ]>ase,.s (art. 47, inc. 17, ley de caminos y cercos de 6 de 
octubre de 1*89). siendo de propiedad (dominio) de los mtf 
inttpios los caminas imnncijKiles que, como los caminos gene- 
rales o [jarcíales y vecinales son de uso ilimitado y común a 
toctos los habitantes o sea. de "uso público" (art. 17, !cy citada 
de caminas), correspondiendo a las nutinciitalidades lá admi- 
nistración y venta de los bienes numiciivdcs v la concesión di- 
recta y enajenación de los solares, quintas y chacras dentro del 
ejidtt (Constitución de la provincia, art. 205. inciso 5*; Vé ley 
de ejidos de 3 de noviembre de 1870, art. 2», inciso 7 9 10 16 
17 y siguientes. 24. 25 , 26, 28. 29. 30; ley de 19 de julio de" 
188/. sobre venta de terrenos en los ejidos de los pueblos, art. 
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7 '. ley de caminos y ferros citarla, art. 24, ley orgánica de las 
muuirq>atidadcs citada, inciso 30). 

15" fjue la zdtia ile tierra sobre la f arranca en cine se 
halla comprendido el bien reivindicado, iné convertida en ra- 
líe pública ÍUoulevar Marítimo) en 1874 por pedido y propo- 
rción del propietario y poseedor de esa zona de tierra, don Pa- 
tricio Peralta liamos, de formar el pueblo dividiendo su traza 
en manzanas separadas por, calles de las cuales la de circunva- 
lación debía tener cuarenta varas de ancho, y por autorización 
del Estado, de 10 de febrero de 1874 y trazado del pueblo y 
Ituulevard Marítimo hecho \*x el agrimensor designado con el 
consentimiento del propietario, y [wr última resolución del Es- 
tado, aprobando la mensura y trazado del pueblo, hechos per 
el .agrimensor [año de t«74'b 

ló' J (Jue quedamn fuera del comercio pasando al dominio 
público, las lonjas de tierra de Mar del Plata que, a pedido y 
proposición del pro|iietario y jniscedor de ellas, don Patrio Pe- 
ralla Raiiius, fueron en 1874 convertidas en calles públicas o 
sea. divisorias entre las manzanas clej pueblo, sea circunvalado 
a éste, en virtud de los actos de autorización dada \K>r el Ksta- 
do provincial, c! 10 de febrero de 1874 y de aprobación de 18 
de junio del mismo año del trazado del pueblo y Hmilcvard 
Marítimo, que el agrimensor designado, señor de Chapeaurott- 
ge, había realizado con el consentimiento del propietario. 

17* íjue la mensura ( 'hapcaiirnuge no podía, tampoco, va- 
riar el limite del mar del terreno arci finio ; y la traza del pue- 
blo hecha [Hir él, muestra que éste fué flcliueado con una ca- 
lle de cuarenta varas de ancho que lo limitáis hacia el mar, ca- 
lle que quedó sobre la barranca y no comprendió el talud entre 
la barranca y la linea de la playa. 

Itf' Que si bien la parte aetora ha pretendido que el Hou- 
levard Marítimo abrazó t*ula la zona entre la linea interna de 
esa avenida, es decir, la línea terminal de las manzanas del 
pHtíbtó J el mar. la proposición de don Patricio Peralta Ramos 
al I'. K. provincial, el ano de l*7 # í. su c ] ;ira insistencia ante 
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fas observaciones del fiscal del Estado, el texto del decreto 
de 10 di- febrero de 1874, la mensura de Chapeanrouge y ti 
decreto de 18 de jimio de 1874. convencen de que no fué afec- 
tada al uso público sino una extensión de cuarenta varas de 
anclm (treinta y cuatro metros, 64) contada desde la línea ter- 
minal de las manzanas del pueblo en la zona de las barrancas 
que daban sobre el mar, constituyendo el primitivo Houlevard 
Marítimo. 

19" Que la desafectaciún al uso público de la zona ocupada 
]x>r el Houlevard Marítimo, en que está comprendido el te- 
rreno reivindicado, se produjo el 1* de julio de 1897, como con- 
secuencia de la solicitud de don Jacinto Peralta liamos, quien 
había sucedido a título singular a su padre don Patricio Pe- 
ralta Ramos, ' antiguo propietario de los terrenos eit que fué 
fundado Mar del Plata, por medio de don Luis M. "Sumoza y 
don Juan Barreiro Gavio, siendo, al mismo tiempo, sucesor de 
él a título universal, solicitud que obtuvo la conformidad acti- 
va de la Municipalidad de Mar de] Plata, hecho esencial para 
esa desafectaciún. y en la cual dictó un decreto final el Poder 
Ejecutivo de la provincia, aprobando el ensanche propuesto del 
llamado ejido. 

JO' Que la demandada ha afirmado haber adquirido el te- 
rreno que la provincia reivindica, por prescripción, oponiendo 
esta defensa perentoria que delie ser examinada y resuelta pre- 
viamente ]>or su carácter y por tratarse de un caso de jurisdic- 
ción originaria (Suprema Corte, fallos, entre otros, tomo II, 
página 60, tomo 96, páginas 233 y 260; tomo 100, páginas 5 y 
31 : tomo 102, página 53, etc.) 

21» Que el Código Civil argentino, dictado, en consecuen- 
cia, de la Constitución Federal, es desde el 1" de enero de 1871. 
ley suprema de la República en materia de derecho civil, sin 
que las provincias puedan invocar contra él sus constituciones 
o sus leyes (arts. 67, inciso 11; 31 y 108 de la Constitución 
Nacional). 
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22* Que los modos de adquirir y trasmitir lus bienes co- 
rresponden al derecho civil y están legislados en el Código Ci- 
vil, siendo la prescrijición tmo de los modos de adquisición. 

2> Que cS Código Civil ha establecido en el art. 3951 
que los bienes susceptibles de ser propiedad privada, sean del 
Estado general, efe los Estados provinciales o de tas personas 
de existencia ideal o visible, están sometidos a las mismas pres- 
cripciones, es decir, si se trata de inmuebles, a la de diez años 
con buena fe y justo titulo, y a la de treinta años sin título y 
sin huma fe. 

24* Que comprando planos i el del trazado del pueblo de 
Mar, del Plata [>or el agrimensor Cbapeaurouge. el presenta- 
do por don Jacinto Peralta fiamos al Poder Ejecutivo de la pro- 
vincia en 1897 con su solicitud de ampliación del ejido de Mar 
<1< 1 Plata y los actuales del pueblo, se advierte que el inmuc- 
Me en reivindicación, está situado en su mayor parte dentro de 
!ns ,14 mclrOS, o4 (40 varas i del antiguo Poulevard Maritini i 
y solamente en una pequeña parte fuera de la línea exterior de 
esas JO varas M4 metros H 645 hacia el mar. 

25" One. en consecuencia, en aquella parte que ocupaba el 
antiguo Boulevard Marítimo, se ha encontrado fuera del co- 
mercio y en el dominio público desde el 18 de junio de 1874 
lir.'ta el 1" ftlliíi de 1,^)7. fecha, en que se produjeron, en h 
prirrura. afectación y en la segunda, la desafcctaeióti de esa 
/■.na »] ■ -a'].' pública, 

2(5» Que las cosas que están fuera del comercio, no pue- 
den ><t objeto de los actos jurídicos, no son susceptibles de 
enajenación ni de prescri|H.ión (artículos 953, 2337, 2338. 3951 
y 3952 del Código Civil) y, por lo tanto, la parte del terreno 
que se reivindica afectado por proposición expresa de don Pa- 
tricio Peralta Ramos y decisión expresa de la provincia al uso 
público, no lia podida ser vendido ni poseído a titulo de dueñn 
por ninguna persona jurídica <> visihle desde el ÍS ele junio de 
IS74. en qne se <lestinó a calle pública y el 1» de julio de 1897 
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en que fué desafectado a tal uso o servicio colectivo, debién- 
dose tener por no existentes los actos de aparente enajenación 
' o de aparente posesión realizados (artículos 953 citado, 1038, 
1041 a 1044. 2337 y 2333 citados, 2340 inciso 7* Código Civil). 

27" Que las enajenaciones inexistentes por falta de obje- 
to, no pueden engendrar un justo título para la prescripción 
(art. 953 citado y 4010 y sigs. Código Civil) ¡ en consecuencia, 
Healy ningún título podía dar, nada podía trasmitir, salvo en 
el caso de que hubiese adquirido el inmueble después de su 
desafectación. Y, en verdad, que no inscribió su título ni jxigó 
contribución hasta después del 1* de julio de 1897. 

2® Ouc desde el I* de julio de 1897 hasta el 11 de ju- 
lio de 1923. fecha en que se inició esta demanda, y aún hasta 
el 1 1 de febrero de 1924, fecha en que ella fué notificada, no 
han transcurrido sino entre 26 y 27 años y no los 30 necesa- 
rios para la adquisición por prescripción (arts. 4015 v 4016 
Código Civil). 

29* Que. en cuanto a la pequeña fracción del terreno que 
se reivindica, que quedó fuera de las cuarenta varas (32 me- 
tros, 64 1 de ancho del Houlcvard Marítimo y entre la línea ex* 
terior de éste y el mar, era enajenable y prescriptible |*>r no 
hade* sido afectada i*.r ningún poder o autoridad! pública, 
dentro de sus facultades, a un servicio o destino de utilidad 
enlccti-a: y ella, izando per ventas sucesivas de don Patricio 
Peralta Ramos a don Juan Jíarreiro Bavio, de éste a don Luis 
Somoza, de éste a don Jacinto Peralta Ramos, habiéndola ven- 
dido don Jacinto Peralta Ramos a don luluardo Healy, éste a 
don José [ílafjuiu. ha Iletrado hasta doña Alaría de Alzaga 
de Riglos. a quien lian sucedido a titulo universal los señores 
doña María Josefina de Riglos y Alzaga. «Ion Marcos Rodol- 
fo tle Riglos y Alzaga y Miguel Angel de Riglos y Alzaga. Ese 
título tiene por los motivos expresados en las consideraciones 
anteriores, el carácter de justo título (artículos 4010 y siguien- 
tes del Código Civil), existiendo al respecto buena fe, por 
cuanto ni el Kstado ni otros terceros han reclamado el domi- 
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nio de esa tierra antes tic que comprara ni en el mi «ínclito de 
comprar la señora A Izaga (lé K ij^los (art. 4(X>8 del Código 
Civil I. Concurren con independencia de la presunción de po- 
sesión ejercida desde ta fecha del titulo (ats. 403, 4010 y si- 
guientes del Código Civil), los actos de posesión ejercitados 
sobre lodo desde 1897, tomando y diviendo la tierra y el he- 
dió ile hatierse alionado los impuestos al Pistado sin terrup- 
ción Üesde 1001, A la altura del análisis hasta aquí realizado, 
corresponde declarar que la demandada no ha adquirido por 
prescripción la parte del terreno cuestionado, comprendido 
en l«'s 32 metros, M (cuarenta varas) del ancho del Houle- 
vanl Marítimo, y (pie, |>or el contrario, ha adquirido por 
la prescripción de diez años, con buena fe y justo titulo, la 
fracción de ese terreno que quedó más allá del Jíoulevard Ma- 
rítimo, es decir, del ancho de los 32, 64 metros (40 varas) 
hacía el mar. 

30* Que es menester, por lo 'auto, respecto del terreno rei- 
vindicado y no prescripto, entrar al fondo del asunto; y siendo 
necesario (artículo 2758 y stKuicntLS del Código Civil) ¡rara 
ejercer ta acción reivindicatoría, ser directa o indirectamente, 
por modos originarios o deri catónos, dueño del inmueble míe 
se reclama, hatn-r |»erdido la i>oses¡ón de él y demandar al cpic 
la tiene ;. no tiabietidO demostrado el listado provincial ser pro- 
pietario del ínimteM" que reivindica: que no es de aluvión ni 
mucho menos de aluvión posterior al 1* de enero de 1871; ni 
bien sin dueño, ni bién vacante o mostrenco (art. 2342, inc, 1* 
y 3* 2S24 del Código Civil, sino tierra que ha pertenecido 
a un propietario y poseedor, ha sido afectada al uso público y 
desafectada después.; pedido de u;i suasor a título, a la vez 
singular por intermedio de otro y universal del antiguo pro- 
pietario. j*or el Kstado nrt.vincial, sobre iodo con la conformi- 
dad activa de la Municipalidad de Mar del Plata, al volver al 
comercio, no ha podido trorat en el dominio y posesión del TCs- 
tad'i provincial, pues, io que no es materia de este pronuncia- 
HMCntP, o ha retrovertiilo a los sucesores de sus antiguos due- 
ños o a b Municipalidad de Mar del data, que ejercía el do- 
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minio sobre esa calle púTrlica, de acuerdo con las dis|Hisic iones 
citadas en el considerando 14. 

.íl" Que, jhir otra pifie, el Estado provincial enajenó esa 
fracción tic- tierra .1 don Ladislao Martínez en 1830; luego en 
1836 admitió, como correspondía, que el sobrante dentro del 
terreno se encontráis al fondo de éste, y se lo vendió des- 
pués, y en 1860 aprobó los títulos sin salvar derecho alguno; y 
aceptó, en 1865, de don Patricio Peralta liamos la devolución 
•leí excedente de medida en el interior de las tierras, dejando 
consolidarla así la propiedad de aquél, sobre todo en la inva- 
riabilidad de su límite sobre el mar: y que, en 1897, cuando 
pidió y propuso don Jacinto Peralta liamos la ampliación del 
ejido, las observaciones formuladas por el ÍJcfiartamento To- 
pográfico y i>or el asesor de gobierno, a esa petición y propo- 
sición, no se refiere a los derechos de dominio o de i>osesión 
<[tte el Estado provincia! tuviese o pudiera tener a loa terrenos 
sobre los cuales se extendiera el llamado ejido, o a la superfi- 
cie contenida en la calle que se desafilaba, entregándola al 
comercio, sino a las enajenaciones que hubiera podido realizar 
antes don Jacinto Peralta Ramos sobre tas tierras de esa jKirtc, 
de fa costa . situada más allá de la linea exterior riel Houlevard 
Marítimo y a los derechos de terceros que la nueva traza pu- 
diera afectar, quitándoles el frente a! mar, observaciones qué 
el PíKler Ejecutivo de la provincia tuvo presentes al salvar en 
el decreto de aprolnción los derechos de terceros, siti que hi- 
ciera mención siquiera de posibles derechos del Estado, 

Por las consideraciones expuestas, se resuelve rechazar la 
acción reivindicatoría entablada por la Provincia de Buenos Ai- 
res contra doña María Josefina de Rjglos y Alzaga, debiendo 
cada parte pagar mis costas, dada la forma de pronunciamien- 
to y la complejidad del asunto, Xotifúpicse y repuesto el pa- 
pel, archívese. 

Ramox Méndez. — Roberto Re- 

7E7TO. — M. I.Al'RKNCEXA. — 

Carlos K. Míxo. — Knri.jve 
Rtóiz t¡< iñaxi . 
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Don F.rnesto S. Maglione contra la Provincia de San Luis, so- 
bre inconstitnaonaiidad de una ley provincial. 

Sumario: 1» Al establecer el artículo 1», inciso 1* de la ley 
N" 4H y la número 1467, (pie corresponde a la Corte Supre- 
ma conocer en 1» Instancia dé las causas civiles entre una 
provincia y algún vecino de otra o de la capital, se ha 
referido, sin duda, a las regidas por el derecho común o 
que versen sobre derechos nacidos de estipulación o con- 
tato; no hallándose en estas condiciones la que origina 
una demanda contra la provincia de San Luis, por incons- 
liuicionalidad de la ley número 003, por ser ésta repug- 
nante al inciso II del artículo 67 de !a Constitución Na- 
cional y víolatoria del de los Códigos Civil y de Minería, 
dado que tal causa no afecta a ta provincia como persona 
jurídica, ni deriva de estipulación o contrato, ni está re- 
gida jK>r el derecho común, sino que constituye un caso y 
determina una situación en que la demandada actúa como 
poder administrador, rigiéndose los actos emanados por 
tal concepto, del ejercicio de su soberanía, por los princi- 
pios y disposiciones pertinentes del derecho público del 
Estado, instituido y aplicado en la órbita de su propia ju- 
risdicción. i>or lo que su conocimiento no corres¡w>nde a 
ta jurisdicción originaria de la Corte Suprema. 

J- I. a intrrprttación que las autoridades lóenles den 
a la* disposiciones del código de minería y la aplicación 
que hagan d<- las mismas, al igual de Uis de los otros có- 
digos enumerados i-n c! artículo 67. íncisf» 11 «le la Cons- 
titución ^aeional, no son susceptible de ser revisadas y 
mitificadas por la Corte Suprema por la via de un juicio 
ordinario entablado centra ellas, sino, en su caso, por la 
del recurso extraordinario del art. 14 de la ley X- 48, co- 
ma 1" tiene declarado una juripnuleneia constante, porque 
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U «acción civil» (¿no requiere ti art. \\ íhcími 1' de «licTia 
ley, i-s l.i regida por el derecho común, cuyo ejercicio en 
nada afecta ni mcnoscalia ta independencia de 
jtrovinciaies en su legítima esfera de acción. 

C<iso: I.o explican las piezas siguientes: 



OUTAMKN ])KI. SKÑOK l'KOl'T 'ftATKiK CENKkAL 

Buenn» Airea, julio II de IMJ 

$Uprtm& Curte: 

Don Krneslo S. Maglíotte denianda a la provincia de San 
I.nis para que se- declare inconstitucional la ley bíM de dicha 
provincia, por la que se autoriza al Poder Ejecutivo a contratar 
pur quince años la explotación de la sal del Behedero, Sostiene 
el demandante que esa ley es contraria al código de minería de 
la Nación y usurpa facultades del Congreso. 

ÍVrn el actor no pide decisión concreta sobre intereses o de- 
rechos couirovertidns. Xo somete a la Corte Suprema el caso 
contencioso indispensable paía que la justifia federal pueda 
ejercer jurisdicción, en conformidad con el artículo 2 de fa ley 
27. Xo intenta una causa civil, susceptible de ser juzgada por 
este tribunal, con arreglo a la ley 4S. art. 1?, inciso 1'. 

El ador incurre .en el error de creer que V. E. puede de- 
clarar en abstracto la tncoiist nacionalidad de las leyes, poder 
que ninguna cláusula de la Constitución !c atribuye. Olvida que 
lo único que el poder judicial puede hacer es declarar, a instan- 
cia de parte y cu un caso concreto, cuáles son las leyes aplica- 
bles al pleito, prescindiendo de las que sean repugnantes a ta 
Constitución. 

Pienso, pues, que la cuestión promovida es ajena a ta juris- 
dicción de la Corte Suprema. 
* 

José Xifolás MaiicHso. 
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Bueno» Airtt. Stpiitmbre tí de tft* 

Y vistos: Los seguidos por clon Ernesto S. Magtione con- 
tra la provincia de San I .uis sobre inconsiüueionatidad (Je una 
lev provincial, de (os que resulta: 

fjuc a ís. 6 y con los documentos precedentemente agre- 
gados, se presenta el señor .Maglioue exponiendo en lo subs- 
tancial; i|tic de acuerdo con lo dispuesto en M inciso 1" «leí 
art. 1* dt la ley 4S. entabla deinanda contra la provincia 
de San Luí* por inconstilucioualidad de la ley 603, por 
ser ésta repugnante al inciso It det art. 67 de la Constitución 
Nacional y violatoria de los códigos civil y de minería, 

Ohl el actor y otras personas se presentaron al Poder Eje- 
Cútívo de la provincia y en carácter de descubridores denuncia- 
r» ¿i una mina de cloruro de sodio, solicitando su concesión, ta 
que les fué denegada \wr decreto, fundado en la ley í»0.7 t 
con lo que el gobierno se ;q>arió de las disposiciones del códi- 
go de minería, que no permite lo que esa ley establece, esto 
es. el arrendamiento de las minas. 

CJue la ley impugnadla es inconstitucional, además, porque la 
concestón a que se refiere alia rea una superficie mayor que la 
que autoriza el código citado y porque, de acuerdo con otras 
disposiciones del mismo código, el Poder Ejecutivo debió otor- 
gar la mina cuestionada al primer solicitante y no ha rodirio 
arrendarla ni concederla, sino en las condiciones que prescribe 
la ley de fondo. 

Que en virtud de las consideraciones expuestas, pide que 
se declare inconstitucional la referida ley provincial Ef¿ 6X13 y 
se condene a la provincia demanda al pago de Jas costas dtl 
juicio. 
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Que acreditada jHpr información sumaria, y en cubito r ; „. 
lugar por derecho, la competencia de está Corte, se &¿. 
Here traslado de la demanda a la |>rovincia de San Luis ;r s . 
1" vta.). y ésta, representada jior dan Ignacio Amado, la 
contesta (fs, 26), pidiendo su rechazo cu el caso de ¿tic no 
prospere la excepción de incom^tencia de jurisdicción que opo- 
ne, con costas, * 

Que las importantes salinas de la provincia de San Luís, 
han sido en ¿pocas anteriores objeto de especulaciones preca- 
rias y de explotación, realizada a base de procedimientos rudi- 
mentarios, sin beneficio fiscal apreciahle, hasta que, en 1914 
)a legislatura sancionó la ley N* 603, autorizando al Poder Eje- 
cutivo para contratar por 15 años, previa licitación y por el 
precio mínimo de cinco mil pesos anuales, la explotación de la 
sa! de la laguna Heladero, donde está situada la que denunció 
el actor, y practicada la licitación, se adjudicó a favor del señor 
-Manuel Giner. quien trausfirió sus derechos, algún tiempo des- 
pués, a la Com,Kiñía Introductora de Huellos Aires, con autori- 
zación det hibierno provincial, iniciándose, entonces, el desarro- 
llo de esa industria en grande escaía, por el empleo de capita- 
les, maquinarias, obreros y la construcción de una vía férrea 
para transportar el producto a los puntos de consumo. 

Que cuando se eucontralia dicha compañía en el pleno des- 
envolvimiento de sus actividades, se presentaron al Poder Eje- 
cutivo varias solicitudes de concesión, entre ellas la del actor, 
a las que el gobierno no hizo lugar por decreto de 10 de no- 
viembre de 1919, fundado en que ilícitas solicitudes se refe- 
rían a las minas otorgailas por concesión anterior y en ejer- 
cicio tle la autorización conferida por la ley 603, la que 
fué saNCÍona<Ia con oliscrvación de las facultades constitucio- 
nales y legales de la legislatura provincial, pues se trata de 
bienes de la provincia, sobre los cuales tiene ésta, entre otros 
derechos, el de arrendarlo, sin que a ello se oponga el código 
de minería. 
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One teniendo la demanda como antecedente, la decisión ^n- 
hernativa a i\w se refiere el actor, lia debido éste agotar los 
arbitrios leíalos <pie tiene en el urden local, ya sea jxir la vía 
contencioso administrativa <> b|gn MV recurso o acción «le in- 
con>tituciona!idad. pues ambos medios si- encuentran legisla- 
dos en San Luís; a lo que si- agrega. «|iie la acción intentada 
ii<> es una acción civil, como lo requiere el precepto legal que 
se invoca, ni el fundamento de la misma en el inciso 11 del 
art. ti7 ile ta Constitución, puede serle favorable, tuda vez que 
la atribución del Congreso, de diciar los códigos comunes, es 
con la reserva de <|iu- éstos un alteran las jurisdicciones locales, 
y. («tr consiguiente, en la provincia ha podido aplicarse legal- 
mente in el caso, el código de minería y de sil interpretación 
sólo queda el recurso extraordinario del art, 14 de la ley 4S, 
que no se lia deducido en el suhjudtcc. 

Que abierta la causa a pruclta (ís. 4.1) y producida la que 
acredita el certificado del actuario a fs. Ti, se presentaron los 
alegatos de ís. 76 y S5 t y [irevio dictamen del señor procurador 
general (ís. 87), se llamó autos para definitiva a fs. 87 vta. 

Y considerando : 

fjue el actor ha fundado la jurisdicción a que se acoge, en 
la circunstancia de ser él vecino de esta capital y la demandada 
una provincia, factores sin iluda suficientes, en su concepto, para 
acreditar el fueru. de acuerdo con lo que prescriben los arts. 
lUl de la Constitución y 1", inciso 1" de la ley AS; pero, es ne- 
cesario, además, que el juicio tenga los caracteres que requiere 
esta última disposición legal, en cuya virtud ha de ser causa 
civil la (pie veFSC entre una provincia y el vecino de otra par- 
tí- para 'I' 1 *' v 's (il forte conozca en tales casos en primera ins- 
truida. 

Que fijando la interpretación y alcance del precepto cons- 
titucional aludido, se ha erpresado por este tribunal, que al 



en él ;irt, 101 de la Constitución qeu la Suprema 
Corte tenga jurisdicción originaria y exclusiva en los casos en 
que una provincia sea parte, im se refiere a aquellos en que 
quiera hacérsela responsable por los perjuicios que. crean su- 
frir los ciudadanos por los actos administrativos ti jurisdiccio- 
nales que ejerza dentro de la órliita de sus atribuciones, sitio cu 
las causas civiles que conira la provincia promoviese algún ve- 
cino o vecinos de otras o ciudadanos o súlnlitos extranjeros 
( l*'all(is. entre otros, tomo ( >, p£g¡ .1U1 ) ; y respecto a la dispo- 
sición legal referida, lia dicho ipic, al esialilecer el art. b\ in- 
cido tí» de la ley 4N y la X" 14í»7 que correspinde a esta Cor- 
te conocer en primera instancia de las causas civiles entre una 
provincia y algún vecino (le otra o cíe la Capital, se han refe- 
rido, sin duda, las regidas por el derecho común o ¡pe versen 
sobre derechos nacidos de estipulación o contrato (Fallos, to- 
mo 13). pág. M> y les allí citados). 

Que de los términos con que la jurisprudencia a que su 
refiere el precedente considerando, ha definid.» la materia cons- 
titucional y legal debatida en el caso, resulta la conclusión evi- 
dente de que la de autos nn es la causa civil que preceptúa le 
ley para la procedencia del fuero originario, ijorque supuesta 
efectiva la relación de derecho que se invoca, no afecta a la 
provincia como persona juridica. ni deriva de estipulación o 
contrato, ni está regida por el derecho común, sino que cons- 
tituye un caso y deetrmina una situación cu que la demandada 
actúa como jxnler administrador, rigiéndose los actos, emana- 
dos por tal concepto del ejercicio de su soiterania. por los prin- 
cipios y disposiciones pertinentes del derecho público del lis- 
tado, instituido y aplicado en la órbita de su propia jurisdic- 
ción ( Palios tomo 22. pág. 37: tmno 99, pág. 3G9). 

(Jue. como se observa en el dictámcu de fs. #7. no apa- 
recen en la presente causa los derechos controvertidos necesa- 
rios pira que exista el caso contencioso indispcnsahle al ejer- 



cicio de la innsUieciou la m>ticia lederal. y en 
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Ctoncs, su pronunciamiento respecto a ta inconstitueionalidad 
demandada, importaría, éjí realidad, una dedftñlííóíi tu ahs- 
tracto i'ari. 2», ley X- >7\. 

Que, por lo tteniás, rrsolviendo vstv, trilumal casos que 
guardan compela análoga coa el de autos, tía dejado estable- 
cido, qufi la interpretación que tas autoridades Incales den a las 
dís|»ostcinites tíéJ código de. minería y la aplicación que hagan 
de las ntisnias, al igual de las de tos otros códigos enumerados 
<n el articulo (i7. inciso 1 1 de h Constitución nacional, no son 
StíSCferitiiife de >er revisadas y modificadas (Mir esta Corte por 
ta vía de un juicio ordinario entablado contra ellas, sinó. en su 
caso. |Mir ta del recurso extraordinario del art. 14 de la ley 
V" -1$, como lo tiene sentado una jurisprudencia musíante, jxir- 
que la acción civil que requiere el art. I", inciso 1' de dicha 
ley, es la regida |>or el derecho común, cuyo ejercicio cu nada 
afecta ni menoscaba la independencia de los jvoderes provin- 
ciales en su legítima esfera de acción (Tallos, tomo 103, pág. 
tomo UX), pág. 2&¡F), 

En mi mérito y fundamentos concordantes de. la vista del 
señor proeUfador general* se declam que esta Corte ttq tiene ju- 
risdicción para conocer del presente caso. I,",, costas se pagarán 
en el orden causadas, atenta la naturaleza de la cuestión resuel- 
ta. \ntifiqtiese y repuesto el papel arcliivcsc, previa devolución 
del expediente alindado sin acumularse. 

A. !¡KKMI-,|o. - J, I'mi-KROA Al.- 
tORTA. — RAMON MkxDKZ. ■ - 
ROBEKTU 1ÍKPKTTU. - M. 1 ,AU- 
fUv\CKNA, 
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Don Alfonso ¡-'orino contra $ Ferrocarril Catira! de Hítenos 
.¡¡res. whrr devolución tle fletes. 

Sitntitno : Transcurrido con exceso los cuatro mesen \. que se 
refiere el artículo _'Ll K. del reglamento general de ferro- 
carriles, sin que Iludiesen sido observadas por no ser jus- 
tas i> razonables bis tarifas comunicadas a la Dirección 
General y publicadas dé conformidad con 'Id que dispone 
el art. +4 de la ley minien» 2S7.Í, el ferrocarril demanda- 
do pudo aplicarlas con perfecto dereclio a los transportes 

Cato : Lo explican las piezas siguientes 1 



SK NTKXCI A ¡EJRfci JTKZ |Í4 LO* CIVIL Y COM KRCI AI. 

Bueno» Air«, Setiembre i6 <tc i*3& 

Y vistos: Los promovidos por Alfonso Ferino contra la 
cni|#esa del ferrocarril Central de Unenos A, res, sobre devo- 
lución de dinero por fletes cobrados de más. 

V considerando : 

1" Que la actura manifiesta en su demanda, halier contra- 
tado con la demandada por intermedio de los ferrocai rile-i En- 
tre Kios, Xord liste Argentino y Central del Paraguay, com- 
liañías asociadas y combinadas, los transportes que ..crcdilan 
las cartas de porte a cpie se refiere la planilla que acennraña. 
en ta que consta todas las indicaciones, pertinentes y míe dan 
margen al reclamo que interpone por devolución de la s'.ima de 
un mil trescientos cincuenta y un pesos con ochenta cinta vos 
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moneda nacional, indebidamente cobrado*. La turna legal pa- 
r:t lo-; ir;uis|K.rtt- *|iu- motivan esta causa es la número d del 
Iil.ro 1» ferrocarril cíe Kntre Ríos, (wra procedencia o desiitm 
dé Paraguay, la cita! establece los jumos que índica la lani- 
lla romo legítimos. I.a empresa aumentó arliitrariameim t*sa 
tarifa mii llenar lo- rcuiiisilos del arfe 44. ley 2.S7.1 v 214 del 
n*ídamciHo. aumeiilps que el I .Kk r Kjccutivo declaró rtíiktí y 
cuja ilegalidad c improcedencia reconoció expresamente la de- 
mandada t-n untas elevadas al Ministerio de Obras l'ól.lk-as. 
Puhdift la aelora su derecho en los artículos 64 y 44, ky 2MS¡ 
disposiciones del código civil, capitulo di- lo dado cu |>ago de 
lo «{iic no se debe y áffí. 119/ del mismo. 214 del reglamento 
t*emx§\ y deemo del F'n.ln Kpotico. de agosto 21 de 1921, 

Termina solicitando so eotJí&jie a la demandada al pago de 
la suma expresada, con intereses y costas. 

I.a demandada en sn contestación, advierte que la actnr.i 
pretende cobrar la pirte corres) Elidiente al recorrido sobre el 
ferrocarril Central del l'urujjuay. cuya pro|K>rción de aumentos 
en los fletes t ir * procedería en mudo alguno devolver, pues las 
cuestiones ludidas con el gobierno argentino no pueden tener 
inerva para im|iedir aumentos de tari las en tt-rritr >rio extran- 
jero, • 

Haciéndo>e cargo la empresa demandada de la discusión 
mje promueve la actora. verifica una extensa argumentación, 
tu la que lia ajustado en todo momento SU conduela, a lo que 
establece la ley JS7.Í, y afirma su dereclto para aumentar las 
t irifas en la forma en que lo tu/o. Kstudia el alcance que del>c 
darse para este asunto al decreto del I*. K.. feclia agosto 21 de 
P21 y absteniendo.-*- en este casn ríe discutir su legalidad, He- 
rí a la conclusión de que la tarifa en cuestión quedo tácitamen- 
te aproada el 29 de enero de 1<J21, por lo que la obligación 
de devolver los aumentos que tal decreto estaMece, nada ten- 
dría que hacer con transportes iniciados después de esa fecha, 
ni, por lo lanío, om los que motivan estos autos. Por lo demás 
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la .-ictora verificó todos los pá$a$ >in reservas, salvedades ni 
primitas y étni arregtó a la jurisprudencia y derecho aplíca- 
te al caso, carece la ¡inora de derecho pura demandar, como 
I" hace, siendo tic mtm qiW ííítlguiia atingencia tiene el articulo 
IM7. cpií^j civil diado ptír la adora, en la «.loción «le este 
Mgfa. lUicgo (le otras reflexiones, termina la empresa deman- 
dada pidiendo se rechace la demanda, con costas, per ser impro- 
cedentes y contrarías a derecho sus pretcnsiones. 

3* Que, entrando a examinar el pumo relativo ;1 fa fija- 
ción de las tarifas por ¡«irle de la empresa, la intervención «pie 
en ello tiene el I'. F. de conformidad a la legislación en vi^ir 
y demás cuestiones propuestas y planteadas en la litis contes- 
tado, recuerda ti suscrito (¡ue en agosto 24 de 1923, realizó 
un extenso estudio con acopio de numerosos antecedentes de 
diversa inflóle, llegando a la conclusión de que la empresa fe- 
rroviaria en aquel caso demandada, debía devolver a la actor» 
respectiva, el importe de las simias abonadas de más en con- 
cepto de fletes cobrados con aumentos no autorizados, en los 
casos de que hubiera promediado protesta o reserva de repe- 
tición. Ver juicio de Romeo Colombo e hijo v. & C. del Oeste, 
cuya sentencia ya citada, del suscrito, fecha agosto 24 de 192.5. 
lisura publicada cu la (¡aceta del Foro 2221, 



IB Cámara Federal de la Capital falló, en 27 de octubre 
d<3 F'24. el juicio Juan |i. Gómez y. F. C. C. Córdoba, en cuya 
¡emenda se advierten una serie de reflexiones concordantes con 
las expresadas por el suscrito con anterioridad en el menciona- 
do ea¡ 



La referida sentencia de la Cámara, concuerda en gran 
parte con el pensamiento del que suscribe y ende, es facti- 
ble invocar esa sentencia para robustecer en lo pertinetuc a la 
presente. 

m Que tratándose en este pleito de pagos hechos, cuya re- 
petición se pr.Kura, sin que promediase protesta o reserva a su 
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respecto, cabe >¡«tii i"ÍL-:ir r jm - con fecha octubre 1- de 1024, es- 
tudió el firmante el asunto, contemplándolo desdo el punto de 
vista regido por los artículos 7N4, 7'.X). 791, 792. 793, "94, 4*»*) 
ü 504 del código civil y tallo de la Suprema Curte, registrado 
en el tomo S$ pág, $32; en cuy» estudio estableció que. casos 
como el presente, se encuentran comprendidos CU lo legislado 
por el art. 7 f 'l y lió Cn otro alguno, pues el codujo es terminan- 
te al estatuir que no habrá error esencial y de consiguiente itn- 
podhilidad de repetir ló que se hubiere payado, cuando se pa- 
ran* una deuda cuyo pago na tuviese derecho el acreedor a de- 
mandar en juicio, lo cual es bien distinto del caso contemplado 
pof el art. 7*>2. q lK . M . refiere al («i»o efectuado sin causa, v 
va de suyo rpie en Ja materia de los pagos efectuados por la 
tictora existió causa a juicio del suscrito, o sea el transporte 
verificado, siendo <le notar que no es lo mismo el pago Hecho 
sin causa y el hecho |Kir error esnecial o no esencial. 

Ku el pijntó 'píenos ocupa; se trata de un «error que se 
refiere a una modalidad de la Obligación y que no la altera en 
sus f»ascs fundamentales». Machado, tomo 2, pág. 621. Véase 
pnr lo demás, la sentencia aludirla del proveyenic recaída en el 
inicio Alfonso linos, v. F. C. C. de. Unenos Aires, (¡aceta del 
Foro 2553. 

A lo expuesto precedentemente, se atiene en lo presente 
CÍ suscrito, a fin de salvar de un modo formal y Categórico su 
opinión, atento a que la Cámara Federal en su prciucncionado 
fallo de octubre 27 de l*>24, caso lióme* v. V, S. C. Córdoba, 
y en julio M de l lf 25 caso Turres v. F. C. Pacifico, estima que 
en ca>os como el |>rese:ile. se trata de pagos efectuados sin 
causa. 

Como se advierte, la jurisprudencia de ese tribunal se 
orienta en un mismo sentido, y romo quiera que se hace difi- 
i i! lia pronunciamiento de la Suprema Corte snhre ese parti- 
cular, tío hay objeto práctico en insistir y sostener el criterio 



tm jrSihiA DE t'A X.U H>.\ 235 

opuesto. Bastará. : ,1 ( -frfl„. dejar a salvo la ..ptiiíón mtmm 
da;, como queda Hecho. 

4* Que en mérito de las reflexiones anteriormente formu- 
ladas, solo quedaría a femién del ¡itapdfi el pumo q>ie sl- re- 
laciona cun la nej-alíva cíe la demandada a devolver la propor- 
ción .1,.- alimentos en los fieles coms|,ondientcs al recorrido so- 
bre el ferrocarril Central c!ej Baraíitiay. 

Acerca d« este punto, entiende el suscrito que el art. 64 
fie la ley 2S7.Í citado por la actora. no puede surtir efecto en 
este juicio, a fines .le fundar la repetición de la proporción que 
corresponda a dicho recorrido ejecutado en tcriiorio extranje- 
ro, pues, snl.re éste carece aquella ley «le imperio y no tiene. |>or 
lo tanto, aplicación. 

Con esta breve consideración, fundamenta! por lo demás, 
jase resudto el punto en favor de la tesis sustentada por la 
empresa. 

Var las consideraciones que preceden y fundamentos |x>r- 
l ¡tientes o coneordantes de las sentencias dictadas por la Cáma- 
ra Federal de la Capital en octubre. 27 de 1924. caso Gómez v. 
F. C. C. Córdoba y noviembre 14 de 1924. caso Polmtto, Hon- 
doni y Cía. v. F. C. C. de Buenos Aires, fallo; condenando a 
a! empresa demandada del ferrocarril Central de Buenos Aires 
a devolver a Alfonso Forinos. las sumas percibidas de más, co- 
mo consecuencia de los aumentos de tarifas indebidamente co- 
brados, debiendo deducirse los importes que correspondan a la 
proporción de aumentos en los fletes sobre el recorrido reali- 
zado fuera del territorio argentino, según liquidación que prac- 
ticará la Dirección General de Ferrocarriles. Con intereses es- 
tilo Banco de la Nación, a contar desde la notificación de la 
demanda, sobre la suma (pie resulte liquidada. Costas por su 
orden, atenta la naturaleza de la causa y no prosperar «in to- 
tum» las pretensiones de la actora. Xotifíquese, repóngase el 
sellado, y o|mrt unamente archívese. 

Stiitl M. Esi ohar. 
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V vistos: Cor las consideraciones pcrtiencutt's hechas por es- 
te tribunal en lus casos de Gómez v. F, C. Central Córdoba, fa- 
llado en uctnhre 27 de 1924; Alfonso tinos, v. F. C. Central de 
Huenos Aires; Tomás Devoto y Cia. v. F. C, Central de Bue- 
nos Aires, resuellos en julio .1! de 1**25; A lena/ linos, v. F. 
C. Sud. de :tl>rit 21 del corriente año y de acuerdo coi) lo 
expuesto |M>r t*1 señor juez «a quo» en el segundo apartado del 
considerando $ del pronunciamiento recurrido, se confirma la 
sentencia apelada de fs. 40 en cuanto condena a la empresa del 
ferrocarril Central tic Rueños Aires a devolver a Alfonso Fo- 
rillo las suma> percibidas de más, couu» consecuencia de los 



los en los fletes sobre el recorrido realizado fuera del terri- 
torio argentino, según liquidación que practirá la Dirección Ge- 
neral de Ferrocarriles, con intenses estilo Banco de la Nación, 
desde la notificación de la demanda, sobre la suma que resul- 



Ku Cuanto a li> que el ador y demandado exponen en su ex- 
presión de agravios (fs. 55) y contestación (fs, 02), reprodu- 
ciendo el escrito presentado en los autos üerisso Un-- con- 
tra el F. C- Central de Huenos Aires, respeto a la devo\ieiór 
de gastos de aduana, debe declararse que tal cuestión no se ha 
formulado en primera instancia por ninguna de lus partes, y 
]»>v lo tanto, ella no lia podido ni ha sido materia de la senten- 
cia apelada, como erróneamente lo afirma el actor en la expre- 
sión de agravios mencionada, y siendo así. el tribunal no puede 
entrar a considerar una cuestión no suscitada en la presente 
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litis. 
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[.as costas de atutías instancias deben alunarse en el orden 
causado jior haber asistido a la jarte vencida razón probable 
para 1: tifiar, y si Iticn es cierto que este tribunal tiene reitera- 
tiainente y uniformemente resuelto juicios análogos al presen- 
te, en sentido contrario a lo sostenido por la demandada. sus 
sentencias no han sentada jurisprudencia, desde que aquéllas 
se encuentran |>endtentcs del pronunciamiento de la Corte Su- 
prema de Justicia de la nación, a mérito de los recursos inter- 
puestos y concedidos Devuélvase y remugase las fojas en pri- 
tnríi instancia. — /í. Xttxtr Anchorsm. — , MuraHna £,t- 
f&fa T, Jrias. — J. P. Luna. — José Marcó (en disi- 
dencia ), 



ÜISIDENCIA 



Cyw el presente juicio en que se demanda la 
de sumas percibidas de más por la empresa del ferrocarril Cen- 
tral ríe Rítenos Aires, como consecuencia de los aumentos de 
las tarifas, guarda análoga por sus fundamentos y anteceden- 
tes de beclin y de derecbo con los resueltos por este tribunal 
anteriormente, entre otros, el de Alfonso Unos, contra esta 
misma empresa y el Torre y Cía. contra el F, C. riel Btiá, por 
lo que resulta de general aplicación las consideraciones expues- 
tas |Mir el subscripto en los mismos. 

l'or ello, estimo que debe revocarse la semencia del serVr 
juez «a qim», corrí» nte ;i fs. 40 de este juicio seguido por Al- 
fonso Formo contra el F. C. Central de Hítenos Aires. 

Fu cnanto ai transarte realizado en territorio parajíuayo, a 
que alude la demandada, adhiero a lo expuesto en el conside- 
rando 4'-' de la sentencia recurrida. Sin costas. 

José Manó. 
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<Jue. por conformidad de Jas liarles, sc^i'm constancias de 
fojas i$ y _M. y autos tfe fojas 19 vuelta y 2.Í vta.. delien te- 
nerse como elementos proditorios ni estos ¡Hitos los produci- 
dos dti el jimio seguido |Mir don José l'ehtfío contra el ferro- 
carril Central Buenos Aires, sobre devolución de receso de fie- 
les, actualmente en esta Corte Suprema, a mérito de haUrsc- so- 
licitado como medida de para mejor proveer en los autos cara- 
tulados «lí enna linos, eontra el ferrocarril 



One las tarifas aplicadas a los transientes de que se trata 
en et presente juicio, fueron comunieadas a la Dirección Ge- 
nera! de l'err. .carriles el y 27 de oetulirc de 1<>20 y puUica- 
das de conformidad cutí lo que dispone el art. 44 de la ley 
X" 2K7X sejiím se hace constar en la resolución dictada por 
aquella oficina con tedia 3,1 de agosto de l c >21 y testimoniad i 
a fojas 1IS de los mencionados autos l'elufío J,«£ v. ferroca- 
rril Central Kucim-, Aires, tenidos a la vista por la razón apun- 

Ouc. por consiguiente, la demandada pudo aplicarlas con 
perfecto derecho a los transportes materia del pleito, toda ver, 
que en la fecha en que aquellos fueron realizados, ya hahiail 
transcurrido con exceso los cuatro meses a que se refiere el 
art. 2\3 E. del reglamento genera] tle ferrocarriles, sin que liu- 
bieran sido ohservadas por no ser justas o raznnahles, quedando 
asi. implicítamentc nprolwlas con arreglo al recordado precep- 
to reglamentario. 

Por ello, y por los demás fundamentos consignados en el 
fallo pronunciado por esta Corte con fecha 2 de agosto de 1936 
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en la causa seguida por Tomás Devalo v Cía. omtra Ir empre- 
sa del ferrocarril Central de Huenos .\irvs, se revoca la senten- 
cia apelarla. Xotif ¡queso y devuélvanse al trikmal de su pro- 
cedencia, donde se repundrá el |jji|kíÍ. 

A. IlKRMjrjO. — J. FlCl'KKOA Af.- 
KfJBKHT» 1-ÍHPKTTO. — M. LáV- 

kknckxa. 



Knta: E« la misma fecha la Corte 
resolución en el juicio seguido por el señor 
contra la misma empresa del ferrocarril Central Buenos 
por igiuil causa. 





Haneo de Córdoba apelando de una resol ueión de ía Caja de Ju- 
bihiáf.ues y Pensiones de Kntpleados Hancarhs. 

Sttmano; |? Versando el litigio so)»re la interpretación que co- 
ntsjKHida dar al artículo 21 de la lev 11,232, el cual den- 
tro de la economía fie aquella ley reviste maní f estatúente e! 
enráctci de un precepto dictado jxir el Congreso contó le- 
gislatura local. ya que ]>or su contenido, es de exclusiva 
aplicación a la Capital y territorios nacionales, la cuestión 
relativa a su inteligencia sería por eso mismo ajena al re- 
curso extraordinario que prestidme, conforme al inciso 3» 
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de Córdoha lia usado de sus poderes, ai fundar y legislar 
Sobre un I íntico de Estado, y también que esc derecho no 
ha rxKltdo ser desconocido o rt-slrín^wb* en su ejercicio pnr 
el Congreso cié la Nación, ni |«>r ninguno de los otros or- 
éanos fiel M>icrnu I 



I V acuerdo cotí el sistema |k>]íiíci> adoptado por 
ntfestra Constitución, los poderes de la sota-ratiía se en- 
cuentran divididos entre el gobierno nacional y los go- 
biernos provinciales ; los del primero revisten la calidad 
de supremos y absolutos, y se aplican ett tétto el territorio 
de la ki-púMtca, es decir, aún dentro del jhTtcnecientc a 
las propias provincias; los de los segundos, presentan los 
misinos caracteres, pero únicamente pueden ser ejercitados 
dentro de los límites territoriales de la provincia. 

4" Ninguna provincia puede legislar si no es cotí re- 
ferencia a las cosas y a las personas que se hallen dentro 
de su propia jurisdicción. 

El derecho reservado por las provincias, es el tic 
mudar un Manco de Estado sin facultad de emitir Itilletcs, 
y no el de fundar un Itaneo y sus sucursales en las demás 
provincias. 

ir U interpretación dada al art. 2] de la ley 
según la cual l;i sucursal del Banco de Córdoba, estable- 
cida en esta Capital, se halla sujeta al régimen de jubila- 
ción ile empleados Imncarins creado |w.r aijuclla, lío vul- 
nera los principios constados |Mir lus arls. 5" y 10+ a 
108 de la Coitstit lición. 



»: l.n explican las piezas siguientes: 
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Kistn.vcios mt. \>#mws¡fm w. i .\ caja 

Buenos Aire*, julio <Ü <¡t I9 L4 

\ istos : 

El decreto del I\ i:. de &. N. por el cual se incorpora a la 
sifcífrsrf fie- la l ajiii.il l-cdcra! riel Maneo de GárÜbba a la ley 
ll.J.ÍJ. este directorio resuelve reiterar la nota de fecha 21 de 
junio pjkÍm.. eti la st- comunicó a dicho Rano». míe debía 
proceder a .lar cumplimiento a ln establecido ni los artículo- 
7" y íp cte la ley X'- ||.2,U k-,jo apercibimiento (ega% Con- 
mínese |«ir última vez a la sucursal de! Banco de Córdolia cu 
la Capital Federal, a efectuar sus apunes legales dentro de Im 
ttfe rlí.is de la fecha de la tteítiííéaciún rpic se hará al señor pe- 
rcate tic la sucursal filada por el empleado de csís caja, don 
Saúl Rodrigue/. Saavcdra. — AMtfo Olívete. 



SliXTKXUA IÍE Ut I'AM.MÍA t'liDKKAl. 

buciioi Aiici, Julio F de 1925 

Vistos y con>iderando : 

Qilfl el Maneo de Córdoba apela (fe fe resolución de la Ca- 
ja Nacional ile Jubilaciones y I 'elisiones de Empleados de Muí- 
presas Ranearías, jxir la (|iie se continua jior última vez a su su- 
cursal de esta Capilíil. a efectuar los agirles a que se refiere 
la ley X" 1I.2.Í_>, y depilando los aportes, pide se revi «pie 
dicha resolución, y (pie se consideren provisorios (¡Sos depósi- 
tos mientras se resuelva la «lilis». 

Knnda la petición en ijtÉ la ley es optativa a su respecto; 
en <pa- >n sucursal está amparada ya por una ley de jubilado- 
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nea y pensiones ¡ y en que siendo un Banco de Estado, la rir- 
si .Ilición arlada vulnera la autonomía dé la provincia de Cór- 
dok-j, en cuanto impide el ejercicio de su derecho de legislar 
sobre sus propias instituciones y el personal que emplea cu ser- 
virlas (arts. 5". 1(4 y 108 de la Constitución Nacional). 

La circunstancia, agrega, de cjue una sucursal se instale 
en la.Capita de la República, no altera la naturaleza de aquel 
derecho y menos puede pretenderse que lo anula. 

Qpe la Caja sostiene (pe la ley .Y' It.232 es imj terática 
có cuanto >e relaciona con la sucursal estalilccida en isla Ca- 
pital, de ei.uinrniHlad con el ari. 21 que dispone: «Quedan 
comprendidas en los hcncíieios de la présenle, las empresas de 
l ian eos dé jurisdicción nacional, y las que tengan agencias o su- 
cur*ak> en la Capital Federal o territorios nacionales. tM de 
íiatio» provinciales y municipales pudran acogerse a sus l»e- 
neíicios. siempre ipic sus representantes y los de los emplea* 
dos los solicitaren dentro de los seis meses de mi promulga- 
ción. 

*K1 P¡ K.. a requerimiento del directorio, queda facul- 
lado para impedir el funcionamiento de cualquier Banco, su- 
eurs.il o agencia que omitiera reiteradamente el cumplimiento 
tfc tas oí iliciones impuestas por esta lev*. 

<>■ el lianeo objeta en contrario, «pie el pensamieUtO del 
légkJadtír lia sido hacer imperativa la ley para las empresas 
de Hancos | «articulares y. optativa para los Itálicos oficiales, 
nacionales, provinciales y municipales, y que asi lu revela la 
segunda ¡«trie del art. 21 ya mencionado, los antecedentes de 
la preijaración y discusión de la ley. y las palabras del miembro 
informante de la Cámara de Diputados, señor Catalán, quien 
se expresa asi: «... Comprende esta Caja a todos los Hálleos 
e instituciones de crédito de la Ivepúlilica, quedando a opción 
de las instituciones análogas, que he "gen por otras leyes de 
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cional, de la Provincia de Buenos Aires, de la Provincia de 
Tuciimán, etc.. acogerse a sus beneficios, si lo requieren den- 
im del plazo de seis meses de promulgada la ley. como lo es- 
tablccc en su art. 21». 

Que. es verdad, que en el proyecto primitivo de los dipu- 
tados Anastasi, Bas y Mora y Araujo. y en el presentado por 
la comisión de la Cámara de Diputado», no existía en su for- 
ma actual, la dis|H»s¡ción de referencia. En dichos provectos se 
legislaba, efectivamente, romo dice [a parte actora, dejando a 
los Báñeos nacionales, provinciales y municipales, la facultad 
fie acogerse o no a la ley: pero, durante la discusión en parti- 
cular del proyecto de la comisión, el texto del art. 21 fué cam- 
biado a propuesta del diputado (|, R.>. quien, fi- 
jando su projjósilo, dijo; «Se trata en mi prodición, de cam- 
biar la redacción del despacho de la comisión, que es optativa, 
pnr una forma imperativa que obliga a todas las empresas de 
I tañen que estén dentro de la jurisdicción nacional, a acogerse 
a los iK'Ticficios y cumplir las obligaciones de 




Kl diputado Anastasi. como presi* lente de la comisión, im- 
niíestó que ésta aceptaba la prodición 'jwnpje lo que ella 
ba querid... es establecerla imperativamente', 

I-as manifestaciones transcriptas explican la aparente con- 
tradicción entre lo rpic dispone el artículo y las jialabras pro- 
nunciadas antes de su modificación por el diputado Catalán, 
ai informar, en general, sobre el proyecto, y despeja toda duda 
riwrln al alcance que se quiso dar a la disposición en el sen- 
lido de hacer im|tcrativ«i la aplicación de La ley para las sucur- 
saks de los Bancos provinciales v munici|)alcs establecidas en 
la Capital de la República. 

Que al proceder así el Congreso, en uso de la atribución 
que le confiere el inciso 27 del art. & de la Constitución Na- 
C "h '°^ Í!l,ar cxc ,'"* iv * miente cn territorio de la Capital. 
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lunar, ui en rasión «le la materia, y un ha ludido, por consi- 
guiente, afectar ;i! autonomía de la provincia «le Córdoba. 

T.a i-.nna federal f& gobierno a qp» se refiere e! arl. 1" 
tle la Corntituetiíti nacional, supone la existencia de un poder 
general y ¡loflcrcs lóenles que afinan en su esfera propia eje 
accitm, y chi imperio en toda la República el primero, y sólo 
ni ui:a provincia determinada l<>s segundo*, de maiu'ra que es 
dmtro de sus r^pectiyois limites que los últimos ejercen todo 
r l ¡Kxíer no delegado al gobierno federal, con arreglo ai art. 
I' 1 ! >lr la Constitución nacional ( Suprema Corte, hallns. vol. 
1 W, pág. .KM ), 

1.1 derecho ile las provincias a! goce v '"¡crcieio de sus pro* 
] insiituciom«i rme la Cmistitución les reconoce y que Ú gt> 
li¡enw federal <te1>c respetar y garantizar Caris. 5" y 1(14 ¡i 107 i, 
delie, pues, entender* dentro del orden provincial respectivo, 
-mi rjiw una pueda extender el imperio de sie> instituciones al 
leriiiOrki de otra, | k irr j lie cuiouccs ésta vendría a quedar regi- 
da. ii" por -ii- propia.- ín-lÍHicioncs, siih'i jMir las extrañas. V 
t in e» apleahlc igualmente a la Capital l-Ydcral. la que tam- 
bién rene por la Coii-iinirión mi propio gobierno y está somc- 
lida a !a Jegi-hcióu exclusiva del Congreso ( l';i\h% citado, nr- 
t*a:¡<« .f», t>7 inciso 27, y Sí», inciso &*¡ t unstítueion Nació- 
nal v ley WB). 

' }-n- la circunstancia, con que también se arguye, de que la 
provincia ile Curdoki hayase anticipado a proteger al personal 
de -i! I tonco por ley provincial ck- jubilaciones y pensiones, no 
excluye la atribución ilel Congreso para legislar solire la ma- 
teria iit lo.- lugares dt- su jurisdicción, ya sea para hacer máj 
enea/ esa prot cceión . sea pan hacerla general o igual, naeioua- 
b,.:;i'h la. tendencia «pie se señala en la preparación de la lev. 

Id inconveniente reüulmmc del conctirso |e ambas leyes, 
•,'«•• >e patentiza p>r el hecho de q«e tanto el lianco citnio su 
per-. mal. t< n-;ui que hacer doble aporte¿ uno para la Caja mi- 
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cíou;iI. y otro para la provincial, no ha sido contemplado por él 
C.n-RSM im t remediarlo por disposiciones pernimiemcs o 
transitorias. &ém wm V( . z ^donada )a k . v nadon;i , ( , e , 
ta '"' mi:ir S " 1,R ' i;t Provi.K ial, con arreglo al principio sentado 
«i f> m 31 d? Ifl Constitución, pues se trata de un caso i(e ju- 
risdicción concurrente. 

% W emm> B la conveniencia o inconveniencia de hacer 

imperativa la ley. siendo éla de la jurisdicción del Condeso 

Nacional, nKlt( . ria runfiada a la discreción de ese poder, su- 

l'iv h nial no compete jn^ar M pwfer judicial. 

Por lo expuesto, no $¡c hace luyar a fa demanda v se con- 
firma la resolución apelada de fecha 24 de Julio de 1*124 míe 
erre a ts. 5, debiendo armarse | as costas en el orden mmda 
atenta la naturakva de la cuestión debida.. - José Moral 

Vmm ¡¡mu* r. . wito - & ,/. au» j,„-w„„, 

- /. P. f.HUlt, 
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Suprema Corte: 

m líanm de Córdoha. apelando de una resolución de la 
Caja de Iniciaciones y Pensiones de Kmpleados Mancará ln 
sostenido en esta causa, une la incor,.ornción de su sucursal 
en la Capttal Federal, ni ré-imen de ta lev \> 11.232 por h 
««re se le obliga „ efectuar los arríes que dicha lev estal.leee 
«; vrolalona de la autonomía provincial, que garantizan los ar- 
5*. KH a IOS y corcordantes ríe la Constitución Xaeio- 
m< m cuanto afectan a un Iianco oficial de la referida pin- 
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Gmio fa resolución recurrida de fs, nj, dictada por la Cá- 
mara Federal de A|»elación de la Capital, es contraria a lo* 
derechos invocados o|>ortuuameutc ¡ior el recurrente, y que 
háli constituido la materia del litigio, soy de opinión qtte el re- 
curso extraordinario tic apelación interpuesto, fundado ni el 
m- l-f la ley X 1 48. es procedente. 

Fu cuanto al fondo del asunto, lie tenido oportunidad de 
manifestar mi opinión tu d {-x]K-dkntc administrativo forma- 
do ]n>r la misma redamación del Banco de Córdolwi ante el P. 
f*. .Nacional, él que. (U' acuerdo con lo sostenido por d sus- 
crito, expidió un decreto que lia servido de. liase al Uanco pura 
la iniciación de la presente demanda. 

Transcribo mi dictamen, reproduciendo sus conclusiones; 
«Con arreglo a lo di-pucsiu en el ari. 21 de ta ley 11.2.12. que* 
dan comprendidas en sus beneficios las empresas de Itauco de 
Jurisdicción nacional, y las ipie tengan agencias o sucursales en 
la Capital l-'cdeial o territorios nacionales. I.a circunstancia de 
tener d Banco de Córdoba eStátóétMa una sucursal en esn 
Capital, hacéi pues, que dicha institución este sometida, en 
cuanto a la mencionada sucursal se refiere, a todas las obliga- 
ciones imi meslas jH»r la ley 11.232 antes citada, 

cierlo que esta ley establece en la segunda parte de su 
recontado art, 21, que las empresas de Ha neos provinciales y 
municipales podrán acogerse a sus lienef id is. siempre que sin 
representantes y los de los empleados lo solicitaren, dentro de 
los seis meses de su promulgación. Pero, claro está, míe este 
derecho de opción que. por cNeejicióu, confiere la ley, sólo defie 
ruteiulerse establecido en favor de aquellas empresas lancariaí 
provinciales ■> municipales que (te ningún modo se encuentren 
liajo el imperiu de mis preserq icioues. por no ser de jurisdic- 
ción nacional ni tener sucursal o agencias en la Capital Federal 
o territorios nacionales, ya que, concurriendo cualquiera de csr 
las últimas circunstancias, están todas las empresas, sean na- 
doua'es. proviticiales o municipales, obligatoriamente sujetas a 
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sus tone fie ¡os, en virtud <Jl'1 principio general contenido en la 
primera parte del aludido art. 21, 

fEl recurrente sostiene ente el Banco de Córdolia, [x>r su 
carácter de Hunco de Kstado provincia, no está comprendido 
hhU^torininenU' en las prescr¡i>eiuncs de la ley N« í 1.232 y 
manifiesta qtf acompiña la carta orgánica del Banco y un 
ejemplar de la ley provincial de jubilaciones f$ 2301, para 
comprobar (pie aípiél es una institución pública de ta provin- 
cia y <|ue siw empleados tienen derecho a obtener jubilación 
cuando han llenado los requisito» exigidos en la ley. 

«A este respeto, bástame hacer notar, anuo ya lo hice 
m el dictamen de fecha II de diciembre pikIm.. recaído en la 
reclamación presentada ante V. K., por el mismo Banco de 
Córdnlia, (pie sostenía estar exento del | Ki^o del impuesto de pa- 
tentes que, aparte de (pie la reclamante omite tener en cuenta 
(pie en níllgptl cas., los poderes provinciales pueden extenderse 
irtJs allá de sus limites u rrimriales y qp, de consiguiente, el 
|jorlir de las provincias jara establecer flancos (pie tío tengan 
facultad de emitir billetes, debe entenderse circunscripto, en su 
e;ereteio, a los limites territoriales provinciales, como (pie nin- 
gíifta «imposición constitucional faculta a las provincias |«ira 
ejercitar los poderes reservados, fuera de sus res|»ectivos límites 
ten ¡tonales, cabe observar (pie la sucursal de (pie se trata est.« 
situada dentro del territorio de la Capital J cdcrab en (pie el Con- 
&m & líi NVtón ejerce una legislación exclusiva, de acuer- 
da con U, estatuido en el art. o7, inc. 27- de la Constitución Na- 
cional, y (pie. ]*«• lo tatito, la pretensión del lianco de CórdoUi 
de sustraer la sucursal (pie funciona en esta Capital a las im~ 
|Hiskioiies de esa legislación, so pretexto de ipic se trata de un 
líanco de listado, es inadmisible, por cuanto ello significaría 
aceptar la existencia, dentro del territorio de la Capital, de 
dos (xHleres, lo (pie afectaría la integri<lad de la soberanía que 
ta Constitución acuerda a la Nación sobre dicho territorio. 

«Kn su consecuencia, soy de opinión (pie el Banco de 
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Córdoba, cu cimillo se relaciona cotí la sucursal establecida, cu 
esta Capital, se encuentra obligatoriamente sujeto a todos los 
beneficios y obligaciones de la ley X w 11.2.12». 

l'or estas consideraciones, estimo (jue corresponde eotitir- 
ifiar>e la semencia arlada en la pan;» que lia podido ser mate- 
ria del recurro. — Hítenos Aires, septiembre 2X de 1925,- — 
HpMtfo K. Lttrreta, 



IWl.l.O DE LA CORTE si* TREMA 

Butnot Aites, Septiembrt -U Se lÜtS) 

Auno y vistos: 

Considerando qiie la sentencia de la Cámara Federal de 
la Capital ha resuelto: 1", que la lev 11.2.12 comprende en su 
redimen a la sucursal del i ¡anco de Córdolw establéenla en la 
Capital Federal; 2* que el Congreso al disponerlo asi no ba 
excedido los limites ile su jurisdicciqtt» ni en razón del lugar ni 
en razón de la materia y no lia afectado. |>or consiguiente, la 
autonomía de la provincia de Córdolta. 

[hn> de estas dos cuestiones, la segunda es la única que ha 
quedado conipréntHtlá en el recurso extraordinario, toda ve. 
qp -1 propio apelante en el momento fie plantearlo y al tiem- 
po <b* deducirlo, lo lia limitado expresamente a la incoiistiincio- 
lialtdad de la interpretación admitida por la semencia. ( Véase 
foja.- IS y fojas f»7 i . 

'Jue, aún cuando asi no fuera, versando el litigio sobre la 
interpretación que corresponda dar al an. 21 de la ley 11.2.12, 
el cual dentro de la economía de aquella ley reviste maní ties- 
tamente el carácter de un precepto dictado ptr el Congreso co- 
mo (egislattira loca!, ya que por su contenido es de exclusiva 
aplicación a la Capital y territorios nacionales, la cuestión re- 
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lativa a su inteligencia seria por eso mismo ajena al recurso 
extraordinario que presupone, conforme al inciso 3 f de] art. 14 
de la ley 4S, la sanción dé nna ley de carácter general.. 

Ouc el recurrente, para sostener la inei msttiiieii mal iiiad 
del art. 21 de la ley I1.2.U vti cuanto por su interpretación se 
sujeta a la sucursal del l lauco de Córdoba, establecida en esta 
Capital, al régimen dé jubilación de empleados baucarios crea- 
do t>or aquélla, se ha fundad" tu que siendo la nombrada ins- 
titución de crédito un Manco dé listado provincial, de acuerdo 
o»n lo dispuesto |Mir los arts. S* y 104 a IOS dé la Constitución, 
representa e inviste como tal la soberanía de la provincia de 
Córdoba, correspondiéndole en ese concepto todos los derechos 
y prerrogativas inherentes a esa condición y es. por consiguien- 
te, tle su incumbencia exclusiva la jubilación del personal míe 
atiende el funcionamiento del Banco. 

Oue, désde luego, de Ja combinación de los arts. 104. 105, 
10í>. 107 y IOS de la Constitución, resulta evidente que la pro- 
vincia de Córdoba ha usado de sus i>oderes al fundar y legis- 
lar sobre un flanco fie Estado y también que ese derecho no ha 
podido ser desconocido o res) incido en su ejercicio por el Con- 
greso de la Xación ni por ningún» de los otros órgano» del 
f'obi.'r!]-. federal. La cuestión traída a ln decisión de esta Cor- 
te es. emptro. bien distinta. Consiste concretamente en salicr 
si aquel poder existe sólo para ser ejercitado dentro del terri- 
torio que ak'irea la soberanía fie la provincia de Córdoba o se 
extiende también fuera fie ese territorio, alcanzando, en cuanto 
al poder fie legislar, al territorio ícd^yalizadi de la Capital. 

Que <le acuerdo con el sistema político adoptado por nues- 
tra Constitución, los poderes de la soberanía se encuentran di- 
vididos entre el gobierno nacional y los gobiernos provinciales : 
l«s tlel primero revisten la calidad dé supremos y absolutos y 
se aplican en tixlo el territorio fie la República, es decir, aún 
dentro del perteneciente a las propias provincias: los de los se- 
gundos presentan los mismos caracteres, pero tínicamente pue- 
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den ser ejercitados dentro tic los limites territoriales de la pro- 
vincia. I.os poderes del gohierno general y los de los listadlos, 
aunque coexisten y son ejercidos dentro de los mismos límites 
territoriales, actúan se|Kirada é independientemente los tinos de 
los otros, dentro de sits resistivas esferas (Cooley, «Consti- 
tnttonal I .imitations», 7» edición. i>ág. m texto y nota 2). 

One en el ejercicio de los poderes que las provincias no 
han d'.'legado o se han reservado, conforme al art. 104 de la 
Conjunción, cada una de ellas es tmlqiemlieiitc de Unjas tas 
otras y deben considerarse, entre sí. como Kstados autónomos. 
La regla general de la autonomía cede sólo ante los ^nleres 
delegados id gohierno de la Nación, o en Kxlos aquellos caso:, 
<n que ía misma Constitución ha convertido el territorio do ta 
N'ación paia determinad.» efectos en un solo Estado, como ocu- 
rre, entre oíros, eni los cdn'entdós en los preceptos de los ar- 
tículos 7 J y S 1 ' y en el iiv $#á 11" del art. 67. 

Que ninguna provincia puede legislar si no es con referen- 
cia a las cosas y a las personas que se hallen dentro de su pro- 
pia jurisdicción, pues los poderes conferidos por ta Constitu- 
ción son |»ara sit ejercidos dentro de su territorio. I*a forma 
federal de guíñenlo, ha dicho esta Curte, supone la coexisten- 
cia de un |N>der general y de prnlcrcs locales que actúen en su 
esfera propia de acción y con imperto en toda la Nación el 
primero, y sólo en una provincia determinada el segundo, de 
manera que es dentro de sus respectivos límites que las últi- 
mas ejercen lodo el poder no delegado al gohierno federal, con 
arregle» al art. 104 de la Constitución (tomo U9, pág, 304; lío- 
naparte «versus' Tax Court 104 L\ S. 592). 

C*ue estos principios generales son de estricta aplicación al 
territorio de la Capital Federal, en sus relaciones con tas de- 
más provincias, pues aquel tiene tamht;n su gohierno local or- 
ganizado i>or la propia Constitución (arts. S6. inciso 3" y 07. 
incisos 27' y 28»). 
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Que. en consonancia con estos principios, la provincia de 
Córdolwi habría dejado de ser el soberano del establecimiento 
baiicarb establecido en la Capital Federal : las cosas y las per- 
sonas de las cuales él se sirve, han quedado sometidas a la ad- 
ministración de justicia de la Capital, a su derecho adminístra- 
tivn. a su poder de (Milicia y, en general, a su poder de legislar 
y de imponer con completa independencia de las autoridades 
provinciales. Por acto voluntario, la sucursal del Banco de Cur- 
do!» st- ha sometido a la jurisdicción de las autoridades que go- 
biernan el territorio federal. Y estamlo la soberanía del go- 
bierno de Córdoba por- definición, limitada a los poderes lla- 
mados a ejercitarse dentro de sus limites territoriales, no po- 
dría la nombrada provincia, a su voluntad, extenderla al terri- 
torio de otras o al de la Capital Federal, sin aumentar la propia 
Jurisdicción con desmedro de la <jue en igual medida corres- 
ponde a las últimas (Fallos, tomo 61. pág. 13.1). 

One es exacta la norma de derecho jiolitico. según la cual el 
gobierno de la Nación tío puede impedir o estorltar a los Es- 
tados, el ejercicio de aquellos poderes de gobierno que no han 
delegado o se han reservado, porque ]mr esa via podría llegarse 
a anularlos |>or completo. Y recíprocamente , es igualmente cier- 
to que las provincias, a su tumo, no pueden restringir o limi- 
tar ios poderes que expresa o implícitamente ]c han sido confe- 
ridos al gobierno de la Nación. Pero el caso planteado en este 
juicio, no comprende ninguna de esas dos situaciones que alu- 
den al juego de los jjoderes entre la Nación y las provincias y 
no al de las |>rovincias entre si. El poder de la provincia de 
Córdoba ríe fundar y legislar sobre Ríñeos no ha sido descono- 
cido ni vulnerado dentro de los límites de su soberanía, pues 
es en el territorio de ta Capital donde se encuentra la sucursal, 
y lo mismo seria si se encontrase en otra provincia. Y en ésta 
o en aquél, no existe otra soberanía federal, la cual no puede 
ser desconocida en cuanto al poder de legislación, sin quebrar 
la regla elemental de igualdad en que se encuentran las pro- 
vincias entre sí y respecto del territorio federal izado. 



/ 



•*» WÁWm UK LA CUkTK SCl'kliMA 

ijitv: confirmando las conclusiones anteriores, merece recor- 
(liir.se que el derecho reservado por las provincias, es el de fuu- 
d;tr un Banco de Petado sin facultad de emitir billetes, y no el 
de fundar un Banco y sus sucursales en ¡as demás provincias, 
tomo reza la cláusula relativa al poder atribuido sobre el ¡«in- 
di al gobierno de la Nación. De ser verdadera la tesis sosteni- 
da por la recurrente, llegaría*: m* liante ella, a atribuir al i>nder 
reservado por las provincias, la misma amplitud tute el confe- 
rido al gobierno de la Nación, no obstante la di lerenda funda- 
mental existente en la redacción de las cláusulas resijectivas. 

En mérito de estas razones, las emitidas por el señor procu- 
rador iieneral y los fundamentos concordantes de ta sentencia 
apelada, se declara, cuní ¡Hilándola en la parte que ha podido 
ser materia del recurso, que el art. 21 de la ley 11,232. en Ja 
í orina ipte ha sidn interpretado, no vulnera los principios con- 
sagrados }»>t los arts, 5 V y 1Q4 a 11JS de la Constitución. Xoü- 
íitptese y devuélvase, reuniéndose el pajiel en el tribunal de 
su procedencia, 

A. llKKMKJO. — J. FlClKKOA Al> 

cokta. — Ramón Mkxdez. — 

KOHKRTO RKI'KTTO. — ¿I. LaU- 
RR KNA. 



¡hniu Emilia Mayor Salinas, solicitando carta de ciudadanía 

Sumario: 1? por nuestra carta fundamental, al titulo de ciuda- 
dano son inherentes derechos, privilegios e inmunidades 
ipie no pueden considerarse circunscriptos al desantaño 
de la función del sufragio, dadu que, si así fuera, esto es, 
si a la |>ersonalidad ciudadana ta integrara el solo atributo 
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del ejercicio de los derechos ¡iol ¡ticos, cuando éstos se sus- 
penden o se pierden, se ¡íerderia también la ciudadanía, y 
iNir el lucho de estar excluidos del ¡udrón electoral los 
soldados, cabos y sarjamos del ejército y de la armada 
y los agentes de policía, entre otros, habrían dejado de 
ser ciudadanos, lo que siendo a todas luces inadmisible, 
demuestra la inconsistencia de la definición que circuns- 
crif)e la ciudadanía a la actitud legal para el ejercicio de 
los derechos políticos, y prueba, a «contrario sensu», que 
la pérdida o privación de éstos no implica, necesariamente, 
la privación o perdida de la ciudadanía. (Ley KS71, 
art, 2*- inciso 2*. apartado b) ¡ Ley X* 346. art, 8*; Fallos, 
tomo 92, pág. 55). 

2-' Examinadas en su conformación substancial diversas 
cláusulas de la Constitución farts. 20 y 21) y de la ley 
de 1869, N* 346 (arts. 3». 4*. &, 10. 11. I» inciso 2' y 
5"). se observa que ha trascendido ;i ellas la acepción co- 
mún que equipara en significado y equivalencia, las ex- 
presiones «nacionalidad y ciudadanía» ; por lo que carece 
* de fundamento la denegatoria de carta de ciudadanía so- 
licitada, debiendo resolverse el caso de acuerdo con el es- 
píritu de liberal amplitud con que las instituciones que nos 
rigen consagran los principios iíásicos de nuestra organi- 
zación civil y pftl¡t¡ca. 

3» T-a situación de incapacidad de !a mujer para el 
desemjXMio de la función cívica del sufragio, no amengua 
su nacionalidad, ni afecta su aptitud para el ejercicio de 
sus derechos civiles, ni proviene de expresa o implícita 
(|is|Kxsición constitucional o legal, y, por consiguiente, sólo 
obsta a la efectividad de tos derechos y defieres electorales 
fie la mujer, la omisión de la ley, que el Congreso pudo 
modificar otorgándolos e imiJoniéndolos, si así los juzga 
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conducente! al mejor servicio de los intereses generales de 
índole social y jKilítica que comporta el problema. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 



SENTENCIA DE!. Jt KZ FKDKKAL 

Córdobj. Julio de IS^B 

Y vistos: 

Los de la .solicitud de carta de ciudadanía de doña Emilia 
Mayor Salinas; y 

Considerando: 

I' Que ej art. 30 de la Constitución lia establecido en cláu- 
sula indudablemente comprensiva de anillos sexos, que los ex- 
tranjeros pueden obtener la nacionalización, residiendo dos años 
continuos en el territorio de la República. 

2 } Que en la ley N v 346, los conceptos de nacionalidad y de 
ciudadanía, diferentes en la doctrina, fueron tomados indistin- 
tamente para designar, ya el pleno goce de los derechos polí- 
ticos, o bien él simple vinculo jurídico que une la persona a la 
Nación, como lo declaró la támara Federal de la Capital, en 
el caso de Julieta Laftteri fie Renshaw. (Jurisprudencia de los 
Tribunales Nacionales, junio de 1911, ¡rag. 38). 

3» Que, entonces, resulta indudable que la mujer extranjera 
puede obtener ta naturalización nacional, por carta de ciuda- 
danía, sin que esto implique conferirle derechos políticos, re- 
servados sólo a los varones mayores de diez y ocho años, 

4* Que. de otro modo, se confundiría el derecho electoral 



* 
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con la calidad de argentino, en stt sentido internacional, esto 
es, de vínculo con la jíatria natural o adoptada, independiente- 
mente del ejercicio de aquellos derechos, y sea cual fuere el 
sexo o la edad de las personas, mujer o varón menor de diez y 
ocho años. La mujer adquiere su naturalización, sin lograr el 
sufragio, tanto como el ciudadano pierde el ejercicio de sus de- 
rechos |M>ltticos, sin extinguir su nacionalidad en el amparo de 
su liandera. 

5* Que con la sumaria de fs. I a 3, se han acreditado los ex- 
tremos exigidos por la ley de la materia. 

6» Que los infurmes requeridos a tas iwlicias de la Capital 
Federal, y esta ciudad, comprueban la identidad y antecedentes 
personales de la peticionante. 

Por lo expuesto, el informe de secretaria, y oído el señor pro- 
curador fiscal, resuelvo: otorgar a doña Emilia Mayor Salinas, 
la carta de ciudadanía que solicita, previa Ta promesa de prác- 
tica. Hágase saber y oficíese al Ministerio de Justicia. 

Julio B. Eckegaray. 



DICTAMEN OBI PROCURADOR FISCAL DE CAMARA 

Evacuando la vista que V. E. se ha servido conferirme para 
mejor proveer, con motivo de ta carta de ciudadanía solicitada 
por la señorita Emilia Mayor Salinas, debo significar a V. E. 
que no se me ocultan las dificultades que presenta el caso en 
cuestión, por no haber sido considerado en la ley especial de 
la materia; sin embargo, pienso que una interpretación amplia 
de la misma, fundada en el espíritu y en los propios términos 
del art. 20 de la Constitución Nacional que la informa, hará 
que sus puertas, generosamente abiertas a todos, no se cierren 
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jara la naturalización de l;i mujer, cuyo rol en los diverso* ór- 
denes de la actividad social, marea ya. entre nosotros, una nue- 
va y fecunda orientación. 

Bien es cierto que no es lo mismo el concepto de nacionali- 
dad y ciudadanía en et tecnicismo ciemiíico: [uto los textos 
nuestos constitucionales y legales Ion confunden, siendo rin- 
phado* indistintamente y con igual sentido, como r»curre con la 
clausula constitucional citada, al declarar r|iie no están oMiga- 
dus los extranjeros a admitir la «ciudadanía» y que ut .tienen 
la «nacionalización» residiendo dos años continuos en el terri- 
torio nacional, términos que tanilucu se repiten confundidos ew 
(a íéV especial N" 346, y en muchas otras, eptenp lluego lo vere- 
mos, donde la pd|hfa ciudadanía está empleada, a mi juicio, 
en el sentido de exigir la naeionalid.nl argentina como un requi- 
sito («ira |vwler desempeñar determinadas funciones públicas. 
Alcona y lionzalcz Calderón, en sus <>!>ras de «Derecho Inter- 
nacional I'rivado*. tomo i?, pá|. 253 y «Derecho Conslilucio- 
nal», tomo >■', p%. 222. resistivamente, par(ícq>an de esa opi- 
nión, lo mismo que Salvat y muchos otros. 

Kl art 00 ya recordado, se expresa con la amplitud de todas 
las cláusulas di- nuestro códiyo político al referirse a los extran- 
jeros en genera!, a quienes equipara a los «ciudadanos» en el 
pleno g,,ee de los «derechos civiles». s : n distinción de sexos ni 
exclusiones ni condición alguna, no exigidas tampoco para la 
nacionalización, más allá de los dos años continuos de residen- 
cia, que pueden disminuirse por servicios a la lícpúhlica, como 
sería, por ejemplo, el ejercicio del profesorado o la enseñanza 
a que M| refiere el art. 2\ me. ® ríe la ley de ciudadanía, acti- 
vidad ésta en la tjue juega la mujer un rol pre|)onder;mtc y no- 
toriamente eficaz en la cultura del país. 

La nacionalidad originaria como las naturalización adquirida 
no impartan siempre, como condición indtspcnsaMc. el ejercicio 
de los derechos políticos, según parece desprenderse del dicta- 
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incu del Señor fiscal. docíjpjF Fernando García Mi mía ño. porqué 
no finca allí tínicamente el concepto y el interés ilc las listad**, 
ni tam[>oco por parte de quienes lo solicitan, pues, de ío con- 
trario, lialiria <|ue concluir que el menor de IX años y ía mu- 
jer nacidos en el territorio nacional, no son argentinos, por- 
que, es condición de la nacionalidad la |H>tcstad política (pte la 
ley les niega. 

Sí realmente fuese inseparable, aunque reconozco cpic exis- 
tiendo la igualdad civil, el ejercicio de tales derechos es la con- 
scuencia primor* i ía) de la naturalización, perderían este carác- 
ter «ipso facto» los extranjeros, quienes, de acuerdo con ta ley 
electoral, liuliieran sido excluidos y, como sallemos, ellos se en- 
cuentran en la misma situación que los argentinos privados del 
voto por esas causas, por su edad, o por su condición. 

• 

l'ero decía. Kxema. Cámara, que además de la Constitución, 
liay algunas leyes nacionales y provinciales que emplean la 
palabra ciudadanía en un sentido que sólo se puede explicar 
como equivalente del de nacionalidad, por los fines que ellas 
se proponen: y así, en el orden nacional, se exige para las al- 
tas direcciones de la enseñanza universitaria, la eiu<ladanía de 
los que déUen desempeñarla: la ley X'-' 1893 de organización 
de los tribunales de la capital, para optar ef cargo de escribano 
público, art. 152: la ley orgánica de los tribunales de la pro- 
vincia, igual requisito [iara escribanos y secretarios, y en fin, 
algunas otras que sería inoficioso enumerar (estatutos de las 
Universidades de la Capital. Córdoba y La Plata, atrs. 10, 4Í, 
18 y 24). 

El ejercicio de los derechos políticos ninguna relación ni 
atingencia tiene con esos cargos, de modo que el requisito exi- 
gido no puede sino referirse a la nacionalidad, estableciendo la 
ley )»or la naturaleza de los mismos, un vinculo mayor con el 
l»ís. como es aquél. Si se tratara de un argeníno originario, no 
seria ciertamente al objeto de fijar ta edad mínima para desem- 
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pifiarlos, porque, además de la ciudadanía, se requiere de 22 
a .ÍO años, según Ins cargo». 

Interpretar de otra mani rá, es como sostener que las direc- 
c fííies superiores dé la enseñanza están vedadas a la mujer, lo 
m m contrario a la verdad y a nuestros propios intereses n .!- 
mralcs: y en ío que respecta al notariado. por la resolución fa- 
vorable de la Suprema Corte, en el caso de la señorita Angela 
i impcrehioli, revocando la sentencia tic las t ámaras en lo Ci- 
vil (le ta Capital, reunidas en tribunal pleno, lia dejado de ser 
ya una cuestión (Gacela del Poro, año 1922. mes de julio. pag, 
151». lo mismo que aquí en Córdoba, por acuerdn del suprior 
tnhnnal. de fecha mayo 12 del corriente año. ¿Cómo se conci- 
lla, entonces, ese ejercicio profesional con el requisito de la 
ciudadanía, si la mujer argentina no tiene derechos políticos 
aun .' Si es entendido que esas resoluciones no pueden modifi- 
car la ley. debemos convenir que el requisito de la ciudadanía 
es tomado como equivalente o sinónimo de nacionalidad, pumo 
éste que es tratado r v,r uno de los vocales de ta Cámara que vo- 
to en disidencia, el ductor Senitlosa. y liajo otro as|»ecto. el doc- 
tor Colmo, opiniones que la Suprema Corte incor]>oni tam- 
bién como fundamentos de su fallo. 

Va sea que se considere en nuestras instituciones confundi- 
dos esos términos expresando indistintamente un mismo con- 
fil'to. o ya. como enseñan los tratadistas, una significación di* 
versa, nada obsta a que una mujer extranjera pueda adquirir 
la nacionalidad sin que, ñor ahora, le sea iwrmitido trozar de 
la potestad política, exactamente como la mujer argentina, que 
tiene su nacionalidad originaria, privada, también, de! ejercicio 
de esos misinos derechos. 

Se afirma que los extranjeros naturalizados, a su condición 
de igualdad civil- no añaden más que la ciudadanía, pero olvi- 
dan que milejíendicntcmcnle de ello, quedan también tajo el 
amparo de la sol>erania argentina a que por igual tiene dere- 
cho la mujer; además de que la Constitución Nacional no con- 
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sidera al ciudadano cuino la expresión única de los derechos 
I>olilicos, sitió del conjunto de todos sus derechos, probándo- 
lo asi los textos mismos de los arts. 8* y 20: «Los ciudadanos 
de cada provincia gozan de todos los derechos, privilegios e in- 
munidades inherentes ni titulo de ciudadano en las demás.» 
«Los extranjeros gozan en el territorio de ta Nación, de todos 
los derechos civiles del ciudadano» y el 21, imponiendo a todo 
ciudadano argentino la obligación de armarse en defensa de la 
patria y de la Constitución, lo que. sin dttda alguna, atañe a 
la nacionalidad y no a ta ciudadanía, sí expresaran esos térmi- 
nos, en el sentido constitucional, cosas distintas, 

La Suprema Corte ha declarado uniformemente, que la mu- 
jer casada no tiene a los efectos del fuero, o sea para el ejer- 
cicio de sus derechos y cumplimiento de sus obligaciones en 
juicio, otro domicilio ni otra nacionalidad qu ta cíe su marido 
mientras permanece integro el matrimonio (10, 177; 30. 406; 
42. 128: 49, 382). lo que quiere decir, como en los casos ocu- 
rrentes, que fa mujer argentina pierde su nacionalidad adqui- 
riendo la det marido y. por [o tanto, la extranjera casada con 
argentino la pierde también tomando la de éste, de manera que 
la pérdida y la adquisición de la nacionalidad |>ara ta mujer 
con motivo de su matrimonio, según esa jurisprudencia, pro- 
duce un efecto jurídico que ninguna relación tiene con lo que 
caracteriza la ciudadanía considerada como el ejercicio de los 
derechos políticos. 

No obstante el erudito dictamen del señor procurador gene- 
ral, doctor Malaver. la Suprema Corttc ha insistido en su doc- 
trina en et fallo del tomo 42, pág. 128, la cual, con los respe- 
tos y la consideración debida a las decisiones del alto trilmnal. 
me permito significar qeu no armoniza con los principios infor- 
mativos de la materia, pues, como enseña Zeballos, «la nacio- 
nalidad es indivisible y si una persona la posee a los efectos 
de la jurisdicción, es decir, bajo el punto de vista de la com- 
petencia de los tribunales, ella se debe tener también para to- 
das las otras consecuencias de la vida jurídica, tanto en el de- 
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ncho pMm comí} en el priva.!», con las solas restricciones «me 
ese derecho estabíezca» (kU Xationalité», io„ lu ^ fffa 

Esa líinsp^éríciái pues; aunque en una fiequefia parte si- 
ca la chésftÓn del marco estrecho de la ciudadanía como'ima 
wrwecuejiciíi inseparable de la naturalización. entendida sólo 
(tomo el ejercicio de tas derechos políticos, no obstante el ftlri- 

fmm<> mnm qíí© en sus $ v 20 la ecrtistititcíon le 

asigna; 

El aniunu-ntn de que la función del veto no le ! ia si- 

d" -'f.rtíada a la mujer, impidiendo esa circunstancia su natura- 
hsacion, puede en cualquier momento quedar como un recuerdo 
del pasado; sí el Condeso en uso de sus facultades que le son 
pn.pi..>. dictase la ley permisiva, y como natía se o|xjiic a tilo, 
lia lua c(ue convenir, en principio, que es un derecho consagra- 
do por | ;i restitución, pues, de lo contraria sería repugnante 
a t ila. 

l-'inalmenie. Kxcmn. Cámara, el hecho que tamhién pudiera 
presentare como un razonamiento ©o contra, de que perdién- 
dose la ciudadanía de los extranjeros naturalizados por no en- 
rolar»©, de aeuenlo a los arts. 2 y lu de la lev M29. ilemtiestra 
,,m " la ,m, j ,T I"»""'* f.Iquirirla: pero es que los delires v las 
consecuencias de la nacionalidad no son conmucs. como suce- 
de aun respecto de los originarios mismos. T-a mujer argenti- 
na tampoco está M.,neiida a la prcscrí|,dón fiel enrolamiento 
sin unWgo. pierde su nacionali.lHd. a euaíqiíiér efecto que 
Ma. por casarse con un extranjero. Como se vé. son diversas 
las situaciones que determina el derecho ¡josttivo interno de ca- 
da piís IM)r la distima condición de las |>crsonas. 

SÍ de conformidad al gran principio de libertad y de rguaJ- 
dad civil, sancionado en el art. 19 de la Constitución Nacional. 
Itfnpn habitante puede ser privado cié que ta lev no prohibe 
jlO hay en qué fundar la negativa a la naturalixacióu de la mu- 
jer extranjera. 
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V. % confirmando la sentencia de l 1 ' Instancia, que así lo 
pítlo, hahrá ratificado con su valiosa opinión, la muy respetable 
«le la Cámara Federal de la Capital, en el caso de doña Julieta 
Lanteri de Rensliaw. a quien se acordó la carta de ciudadanía. 
( jurisprudencia de los tribunales nacionales, junto de 1911, 

pagina .18). 

¿km /. Possv. 



SKNTF.XUA m U l'ÁMAKA FÉDKRAL 

Córdoba, Diciembre W de 

Y visto*: 

Kl recurso de apelación interpuesto por el señor íiscal. con- 
tra la sentencia de fecha diez y ocho de junio último, corriente 
rt fs. S. dictada i»>r el señor juez federal de esta sección Cór- 
doba, en sus diligencias sohr<: carta de ciudadanía solicitada jwr 
doña Emilia Mayor Salinas, en la rpie ha resuello otorgar la 
carta tic ciudadanía solicitada, previa la promesa de práctica. 

Y considerando: 

Que de las presentes diligencias aparece que la señorita Knii- 
lía Mayor Satinas solicitó carta de ciudadanía, a lo (pie se opuso 
el señor procurador fiscal, afirmando que es inoficioso conce- 
ller la naturalización a las mujeres que no tienen jHir nuestras 
leyes, derechos políticos. 

Que el fallo de primera instancia hizo lujíar a la pretcnsión 
de la peticionante, sosteniendo que, de acuerdo a lo estatuid" 
por la Constitución en su art. 20. y aún a las disposiciones de 
la ley N v 346. que usa indistintamente Iris términos «nacional! 
dad» y «ciudadanía», para designar ya el pleno goce de tos 
derechos políticos, ya el simple vínculo jurídico <pie une ta per- 
sona a la nación, es indudable que la mujer extranjera puede 



PALLOS 0£ LA COR TU SUPREMA 

Obtener cía naturalización argentina por carta de ciudadanía» 
stn que dio implique la adquisición de los derechos políticos res 
servados a los varones mayores de diez y ocho anos, y qué de 
sirasi ' st " ^íúniría el derecho electoral con la simple ca- 
lidad de afemino en su sentido internacional, añadiendo qui- 
la mujer olí tiene la nacionalización, sin lograr d sufragio, así 
corno cf ciudadano píenle d ejercicio de ios derechos politicón 
sin t xtitifíuir su nacionalidad en el amparo de su bandera. 

•Jw. j»or su parte, el señor procurador fiscal de 1. Cámara, 
expidiéndose en la vista eme ésta ordenara para mejor proveer! 
adhiere a las dnctrinas sustentadas jnjr d «a quo», sosteniendo 
que nuestros textos Constitucionales apartándose del tecnicismo 
científico, han confundido los conceptos de '«nacionalidad» y 
«ciudadanía» . empleando estos términos indistintamente y en 
ij,'u;il sentido, como ..curre con la cláusula 20 de la Constitu- 
ción, dowle «<i declara que los extranjeros no están obligados 
a aceptar la ciudadanía y que obtienen la nacionalización re- 
sidiendo dos años continuos en d territorio di- la Repúhtica, y 
con muchas de las disposiciones de la itj, X' Mft, que en sít 
concepto, emplea la palabra «ciudadanía» en el sentido de exi- 
gir la nacionalidad argentina, corno un requisito para poder 
desempeñar determinadas fundones publicas, jvara cuyo ejer- 
eteio se exige esa condición, por ejemplo, en los puestos supe- 
riores de la enseñanza universitaria, de lo que deduce que no 
es inherenete a la condición de ciudadano, el ejercicio de los 
derechos políticos reservados a los argentinos varones mayores 
de diez y ocho años y que. por lo tanto, no hay prohibición ni 
obstáculo legal alguno que impida a las mujeres extranjeras 
obtener la ciudadanía argentina y, por lo tanto, la naturaliza- 
ción, únicamente a los efectos antes indicados de optar a cier- 
tos empleos y colocarse por ese medio en las mismas condirio- 
nes que las naturales de la República. 

Qwci como se ve. se lian planteado en este juicio importantes 
cuestiones de derecho público, jiara cuya resolución es necesa- 
rio fijar, ame todo, la acej»ción constitucional y legal de los 




ÜK JUSTICIA DE i, \ NACIÓN 

términos «nacionalidad», «ciudadanía» y «naturalización» prin- 
cipios supremos sobre los cuales reposa la organización ]»olít¡- 
ca y social, según la expresión de un pensador argentino; esta- 
blecer si los dos primeros conservan en nuestro derecho el siguí- 
firado clásico que seña'a entre ellos una distinción sustancial 
o si. por el contrario, son palaltras sinónimas que el legislador 
indistintamente siempre en idéntico sentido, para designar a 
todos los argentinos nativos y extranjeros que hayan adquirido 
la calidad de tales «nacionalizándose», de conformidad al art. 
20 de la Constitución, cualquiera que sea su sexo y su edad, ten- 
ga» o no derechos j»oliticos, é investigar por último, si la natura- 
lización, dados los fines que el legislador se propuso al estable- 
cerla, tiene ptir efecto priiic¡i>al y necesario el de otorgar a quien 
la oiitenga aquellos derechos, o puede concederse al sido oIh 
jeto de optar a determinadas funciones públicas o de colocar.se 
desde el punto de vista internacional, bajo el amparo de nues- 
tra ¡andera. 

Qim- antes de entrar al fondo de las cuestiones, conviene re- 
cordar lo que «en teoría», como lo reconocen el «a qtm» y el 
señor fiscal, se ha entendido y se entiende por nacionalidad y 
l»or ciudadanía y asi diremos, que «la nacionalidad es la con- 
dición de los individuos en el Estado de que son subditos, ct 
conjunto ite derechos y delieres que en tal calidad les compete, 
y ciudadanía, como la define el señor Estrada, la condición ju- 
rídica en cuya virtud los individuos intervienen en el ejercicio 
de la jioiestad política de una sociedad determinada.» Así, pues, 
según esta doctrina, ta nacíonalitlad es el género y la ciudadanía 
la especie : el ciudadano es nacional. ¡iero el nacional no es ne- 
cesariamente un ciuiladano y esa es la distinción que se sostie- 
ne, no han hecho ni nuestra carta fundamental ni la ley de ciu- 
dadanía, pretendiéndose que, según ellas, ciudadanía significa 
tanto como nacionalidad, y que el ciudadano no es el elector, 
sinó simplemente el argentino que goza tan sólo de los dere- 
chos civiles que la primera le reconoce, y que. jwr lo tanto. 
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la ftiujfer ar^ntjna, aun ruand.. m, haya nbtciuMtj tmlnvia «i el 
país l..s .IitwIm, políticos, es ciudadano y la extrSiijerá puéde 
serio sblicitáiiílo la cprr^pondleute rana de ciudadanía «na- 
eioiialijsandose* .» «uatür^íííándosé*, 

Que 11.. es esa, „¡„ tantargo, la doctrina de la imputación 
y la ley ele ciudadanbt; ella, por e] contrario, está en absoluta 
y manifiesta cfc.mradtcción con mttelia> de mis dis|k».ieiones. di- 
manera que no hay arguutentos, ni aún los que Se intuían en 
ta descuidada retlaccfón de algunos tedios legales que se invo- 
ca |Kira susteutarla, que pttedan lleva? al ánimo ni siquiera la 
sospéclia de que el legislador éíiteudiera que la ciudadanía es 
simplemente la nacionalidad y hada más. 

I yj indudable que la Constitución no legisla especialnieirte ><>- 
hre riamoiiaiidád ni la define, ni siquiera tita el térhünfa eti nin- 
guna de sus disposiciones; habla de «cindafianíai y de *mi- 
dadátit*» no de «nacionales» sioiplem&Jteí tan sólo el el an. 
29 emplea la (glabra «argentinos» y esta vea con evidente im- 
propiedad; ya que la prohibición aíli establecida tiene, sitl -lu- 
da alguna por fifi, poner a cubierto de toda arbiMrietladi ian- 
i" la vida, el honor y la fortuna de los argentinos, como de los 
extranjeros; y basta cuando faculta ; '1 Congreso ¡uira dictar 
«leu - generales de tiattiralMcíán y ciudadanía», prwcTibe que 
lia de hacerlo con sujeción cal principio dé la ciudadanía uatu- 

ral *'- I* & itaeionaHdad íiatürab como entiende Estrada «jtn- 

fttíbtera sido más cnrreein enunciarlo, 

l?cro este aparece silencio .id legislador no es ejíplicabie por 
el i-rntr «pie sé le atribuye, di- haber confundid" conceptos vin- 
culados entre si, pon» irreductibles por definición, enmo tos de 
nacionalidad y ciudadanía ; i>.ir el contrario, obedece a una cau- 
sa muy diversa que |mne de maniíjeStO la distinción esencial 
que el reconocía entre amlvos. 

\ diferencia de I.. qué bcttrré en E. U. de América y en ta- 
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«las las naciones europeas, la condición civil «le los extranjeros 
es cti nuestro país igual en absoluto a la de los argentinos, fie 
modo inte Ha hastadó a los constituyentes declarar cuáles son los 
derechos que reconocían y las «aramias que otorgakm a todos 
los habitantes de la Nación en su calillad dé hctftibrcs, para de- 
jar establecido cuales son los que. hecha abstracción de los |m>- 
1 ¡lieos, competen a los subditos del listado y son comunes a to- 
dos ellos sin distinción de edad ni sexo, y es, por lo tanto, 
perfectamente lógico qué después de formular esa declaración 
de garaiitíá y de derechos en la liarte general de la Constitu- 
ción, se {ircoeujura en la parte especial o aplicada, cuando or- 
gauizaísi el gobierno de la República, del ciudadano argéntin*: 
en su investidura clásica de «miembro del cuerpo que ejercita 
la potestad política de la sociedad», para determinar el mi que 
le corresponde dentro dei régimen institucional, las facultades 
y deberes que su condición le impone. Asi lo hicieron, ni efecto, 
principiando por imponer únicamente acllOs. como una carga y 
un honor de su investidura. la contribución de sangre en defen- 
sa de ta patria y de sus leves fundamentales, pura establecer 
l.'spués, que la ciudadanía, un la simple nacionalidad, s mjm- 
siio esencial para ser presidente, vicepresidente, legislador o 
imemhro de la Corte Suprema de Justicia de la Nación <"arts, 
-I, 40. 47. 74. "íi y 9/ C. X.t. alta?, ¡íosiciones publicas que no 
tienen su origen en los derechos privados comunes a argenti- 
nos y extranjeros, sitió en el ejercicio de una función política, 
atributo exclusivo de la ciudadanía. 

Me aquí, a juicio de ta Cámara, cómo la lev fundamental ha 
sancionado la antigua distinción entre ciudadanía y naciona- 
lidad, absieníéntluse de estatuir. directamente, sobre la Segunda 
j reconociendo el carácter esencialmente político de la prime- 
ra, lo que explica que aún al establecer con singular acierto en 
e! ¡lie. II'-' dt 1 arl. i>7. el «ju> m>1í» como principio al cual ha- 
bía de Sujetarse, indefectiblemente, el Congreso cuando !e,/Mn- 
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i i sobre cito, hablase «¡tii^ás impropiamente, dé «Sudadla» y 
lio eje *-nitHoti|Üidad natural», teniendo en vista, no a todos ios 
súticííttjs del lisiad... sino al ciudadano, al elemento activo ]M.r 
• ,cel<-ircia tjc la sociedad, invi-sli.li. de la potestad pnlilica que 
constituye su núcleo y su fuerza prepowlérantc ; y esta conclü? 
sióñ ataren- tanto más evidente cuanto qué a un admitirla, ca- 
recerían «!<• explicación razonable la ntayor parte de los pre- 
ceptos coiiKlimdnnales que se refieren a ta ciudadanía. 

Kl an. Jn la Omsiink-iún, que sé invoca como d más fir- 
me apoyo <l« la doétriiía contraria, es precisamente una de esas 
disposiciones iniiiteli|fib1es si se confunde la lOfeionálidaíl con 
la cindudaníai puesto qué al establecer que los extranjeros g*> 
/ t 111 t i territorio de la Xacidn «de todos los derechos civiles 
del ciudadano», r^copíice (mpHcitnmente que d ciu.ladan.. tie- 
iti además otros derechos, y como lucra de los civifeSi comu- 
nes a tocios los liabitantcs «Id país, un existen sitió 1..- poiíti- 
.-..v, ,',{,„ ] (l> que a él comiiieteii efusivamente y i>or ende, 
los que te caracterizan y distinguen del simple nacional v del 
extranjero. I.a cláusula es terminante y define cop toda dari- 
■ I..1 el concedo cojistitireiqnal .le la ciudadanía: el ciudadánit 
argentino goza, según ella, como argentino y al igual que l— 
i'viraujitns, de los derechos aviles que la ley fundamental re- 
conoce y garantiza a untos los hombres qiie migan a habitar 
un -ir., suelo y. ctMiib ciudadano, de oíros dereelios que s..'-. pj 
tiene y tpie son y no pueden ser ..iros, qué lm derechos polfi'% 
eos; -i a-i no hubiera dé entenderse, la frase «den-cltos civiles 
«i. ciudadano*, no tendría sentido alguno. Lo mismo puede afir- 
marse d. I an. 40. en cuanto dispone que para ser diputado es 
iiecesario tener cuatro años * li- ciudadanía en ejercicio, palnlmis 
Cítiií ultimas que manifiestamente si- refieren a los derechos 
! Oliticos qttó son nací ¡vos por ^u naturaleza, pirque implican una 
íunCíóm mientras que la nacionalidad es un estado, una situa- 
ción jurídica que cen^espondé aun a tos incapaces, que se :<V 
Uc, si- conserva o se cambia, pero de la cual no se dice une se 
eje cita, 
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Se ha dicho, anteriormente, que la obligación de armarse cu 
defensa (le la patria y la Constitución, lia sido impuesta tan só- 
lo al ciudadano como titular de los derechos jMiliticos, y ello re- 
sulta "II- la letra y del concepto del art. 21 de la inistna; de su 
letra, porque en é] se dispone que esc dclier incumbe «a tocto 
ciudadano argentino, «un» a tocio argentino*; de su concento 
clarísimo. porque los niños un pueden ser soldados y las muje- 
res, aún cüántlo pudieran, no deben serlo; luego él término «ciu- 
dadano» indica en esta disposición al argentino varón, en edad 
militar, que nuestras leyes han hecho siempre coincidir con la 
edad electoral. reconrjeiendo que miien por su desarrollo físico 
e intelectual, ¡se encuentre en condicioiics de servir a la patria, 
está igualmente calichado para ejercitar el más impórtame V: 
los derechos políticos: el del voto. 

Finalmente, que el art. de la carta fundamental cuya ¡'Ir 
terpretaetón |mij- la Suprema Gortte en el caso del diputado pro 
vincial K. Tak'inera, sentencia de 25 de julio de 1*M4, se 'ta 
lucho valer como argumento decisivo en contra de la distinción 
entre ciudadanía y nacionalidad, la supone necesariamente, por- 
que de otro modo no se alcau/a tule* ohjeto se propusieron los 
constituyentes al establecer (pie «los ciudadanos de cada pro- 
vincia gozan de todos Ips derechos, privilegios e inmunidades 
inherentes al titulo de ciudadanos en los demás», si entendían 
que esas iunutnidndes y privilegios de la ciudadanía, consisten 
Únicamente en el goce de los derechos civiles, inherentes al 
homlire, míe, a religión seguido, habían de reconocer y garan- 
lir en íornni solemne, en los arts. 14 a 20. a todos los habitan- 
tes del ¡jais, tanto argentinos como extranjeros, en cualquier 
punto del territorio de la República que se encuentren, ¿Qué 
significaría, en efecto, este titulo de ciudadano, que no confie- 
re por >i mismo a quien lo posee, ninguna facultad exclusiva de 
la investidura distinta de las que le corresixindian si no la tu- 
viera? ;.\ qué objeto desfigurar y empequeñecer el gran prin- 
cipio de la igualdad civil presentándolo como un privilegio in- 
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hercntc a la eiudadania ciran.1... en realidad, es deréeíto cotí 
a r<*fc* l..s hitantes del país? Lo que ej artículo consagra es 
la igualdad |>olit¡ra de todos tos riúdadanos de la fepffl&a 
para [orinar con «ellos un solo puel.fu». eqm ó decía él juez 
Fieltl mi.Ti.man.lu d „„■,„,,> pr«e|^ ,1,- | :i Constitución ¡.m.- 
r,cana ,n el Mío ^tado por la Corte Suprema en t -l cas,, Ta- 
blera: para fortificar el sentimiento imcfonalisfa v evitar que 
un exagerado Iteafismo pudiera prevalecer contra ¿1 creando a 
tav..r de i... nativos de una provincia una condición priviWia- 
■fn con relación a la de las otras, ^ro^fto a que resixmdeu 
Ominen los a,r. 67, toe. II--. < m res^tivanume atribuyen al 
tóngreso y niega,, :i fas py^, , ;i ían(I(;i([ ^ ^ 

yes de ciudadanía, .%í v itna ley provincial que «o reconociera 
derechos electorales sinó a tos nativos dé la provincia „TÍa ¡„. 
constrtiiciottal. Se 1.a dicho que la cíudatíania subsiste aun cuan- 
do i-I cuidadano se encuéiítre privado .Ir los dcreeltoa ¡H»IítÍeos 
""f «ujsa legal y que. ,.,„• [,, mntn. éstos no |>t,ecíen serle 
inherentes; pm la objeción « infundada, porque ho es exacto 
m n ' mi,l, '<' »«««KÍo ciudadano argentino quíeií pierde m u mm 
1-nnam.m, ,1 ejerciciu de los derechos , N ,lüicus. va , |lu . | a 
ciudadanía se define y caracterial | n posesión de ellos co- 

lia «*«™>«rado auterioriuertte y resulta, según se verá 

mas adelante, de ex|ircsas disnosíeiones de la tey üí* 346 par» 
la nial no hay di lerenda alguna entre el ejercicio -le dere- 
chos |nlitu-u k y el de la ciudadanía. 

Otra cosa seria si se tratara de una privación temporaria ,1.-1 
<* KmIos o alguno de los dersclíos de la ciudadanía 
porqne en tal caso, como en el de la privación ed la libertad 
«1 ra/..,, .Je uí W peí», ellos estarían suspendido,, per., no muer- 
tos. Se cuchen derecho, suspenso, per,, n„ eahr imaginar 
siquiera derechos -pie jamás puedan hacerse efectivos. 

JW CSO la perdida absoluta de ¡a potestad politiva lleva 

consigo la extinción de la ciudadanía, así como la esclavitud 
-mphea la negación de la 1¡h t -riad 1. ana. La Lurte Siipretná 
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di la Xaciún nada ha r*¡meitó eri «mira de la doctíioia Consti- 
tucional anteriormente expuesta, pues en é) caso del diputado 
provinn:- 1 Taliattera. ya mencionado, ni siquiera insinuó qué 
eii su concepto, ciudadanía y nacionalidad, fueran téWitios 
equivalentes dentro de la Constitución, y que, por lo tanto, ios 
«derechos inherentes a la cóndiclóh de ciudadano» a que se re- 
lien* i-| arl. 8* do la misma, sean tan solo h >s civiles, ha hi endo- 
se limitado a pronunciarse estrictamente sohre la cuestión de 
fueras t>F6vJncíales, diverja en ali-oluta de la presente. qm< se 
había llevado a su conocimiento, declarando qfcé según el sis- 
teiJifl Eederal de gobiériio que nos rige, las autoridades l. H *a~ 
les sólo ejereen et pocter un delegado; a la Nación, dentro di- lew 
limites dé sus respectivas jurisdicciones; que asi bien rl go¿ 
Ivierno federal garante a cada provincia el goce y ejercido de 
sus instilaciones, di.» debe entenderse dentro del orden pro- 
vincial resjiectivo, sin extender el imperio de las instituciones 
de la una al territorio de i.tra. porque injonees c-aa última 
vendría a quedar regida, no por sus propias instituciones como 
lo exige el art, IOS de la Constitución, siuó por las extrañas» 
y qw- cu cuanto aí art & que st- invocaba jara hacer valer, 
fiara dé la provincia donde Tahaiiera ejercía su míntial(ó é las 
Inmunidades dé legisjadoft a fin (le evitarle las consecuencias 
de un proceso criminal, «delw entenderse en el sentido ck- que 
los ciudadanos argentinos, únicos qjié reconoce la Constitución 
(vale decir, que no hay ciudadanos provinciales), gozan de 
iguales prerrogativas y derechos, cualquiera que sea el pun- 
ió dr la Xación cu que se encuentren», pero «ella se refiere 
a los privilegios e inmunidades inherentes al título de ciuda- 
dano y no se dirá que tengan ese carácter aquellos que se 
atribuyen únicamente a los miembros de una legislatura», 
siendo de advenir que la jurisprudencia norteamericana que la 
Corte citara cu ápoyo de su resolución, fué invocada tan sólo 
en cuanto se refería al punto en litigio y se resume cu este 
principio: «Los privilegios especiales que un Ksiado confiere. 
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lel*r. ser gozados en él iuismo fat honre), a minos que ob- 
tengan («) cotisentiitiiento de otros Estados», docena que, co- 
rno re ha dicho, ningitna atingeiícia tiene ebn las cuestiones que 
-t- ve .t rían t'ti el «suh judicc.» 

',):.« lo léy (Ir ciudadanía dictadla por el Condeso en WSSfi 
hftjt. fas inspiración^ «Id doctor l*éíez Sársíield y en cuya 

' '"' NtterriUiéron njtíéhos cié tos ^mtitoyentfes del frf). tío 
ha hvchn Sino m.,nuecr y doarmllar la doctrina eonstitucio- 
nal expuesta en el considerando anterior, pues va se la exa- 
mínc en mi contexto general o cu sus disposiciones i aniculares, 
lia ■!«• llegarse a la plena c^idimibre de que ella, como la 
C'oiijítituctórt, díktíngitc entre nacionalidad y ciudadanía y sólo 
.r.Ufdz la naturalización a los extranjeros varones mayores 
<!<■ c\\t?. y ocho afíOS, a fin de que adquieran ta ciudadanía, no 
i.i simple uaci.malid.Ltl argentina. NYnase. desde luego, que la 
¡ey }<a seguido uii método idéntico al de la Constititpióni tra- 
tando en el tjtufo i" y únicamente allí «de los argentinos», es 
decir, de la nacionalidad, y Ocupándose después de la naturali- 
zación y '!<■ la ciudadanía, une define por la posesióti de los de- 
rechos noNticos cuand.. establece en el árt. 7* míe «los argen- 
tinos que hubieren cumplido la edad de 18 años, gosfan de ellos 
conforme a la Constitución y a las leyes de la República*, des- 
pués de fialier definido la nadonalídad en el art. I ', diciendo 
que son argentinos todos li»s individuos fdc cualquier edad y 
sev.u. nacidos r» que nazcan dentro del territorio de la Re- 
pulí! iva. ,|ur se encuentren en las rondicii mes que enumera en 
sus inei>os segundó y siguióte*, dejando así establecido, expre- 
samente .pie en concepto de ¡égtslaíbr, la nacionalidad es. nmm 
se lia dicho, el «enero, parque corresponde a todos los siíIhIiIos 
del listado y la ciudadanía la especie: y ño calie siquiera, poner 
en duda que el ,-irt. ?■ de la ley .í4íi contenga, como se ha di- 
cho, una verdadera definición de la ciudadanía, jior lo menos 
l«ajo su aspecto principal y que más interesa para el esclareci- 
miento de las cuestiones a que ha dado lugar este juicio, no 
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sólo jHirque tinta situación jurídica se caracteriza \xtr los de- 
rechos que de ella se derivan y en el caso aquella dis|Hjsición 
establece cuáles son los (Míe exclusivamente corres] muden al 
ciudadano, sino pirque los arts, W y 'J" de la misma ley con- 
funden en un sitio concepto la ciudadanía y la potestad políti- 
ca, al enumerar el primero quiénes no pueden ejercer en la 
Kepúlilica lns derechos políticos, y disponer el segundo, refi- 
riéndose evidentemente, a esos individuos políticamente ihca- 
jiacitados por las causas que aquél establece (naturalización en 
piis extranjero, aceptación de empleos o honores de gobiernos 
extranjeros, quiebra fraudulenta, etc.) que: «solo el Congreso 
¡niede rilar relinliil ilación a lns que huliieseii perdido e! ejer- 
cicio de la ciudadanía». 

Ksta, \hk otra parte, es la doctrina que prevaleció en los de- 
bates a que diera (tjgar la sanción de ln ley fie ciudadanía, tan- 
to ni la (.amara de Diputados como en el Senado Nacional, 
donde ella recibió su forma dctinitva. Hastará ¡ara demos- 
trarlo, recordar lo que al respecto se dijo en la sesión de este 
euer]Hi del 13 de julio de 1869, al discutirse su articulo 1*. He 
aquí los términos en que se desarrolló aquel debate de pocos 
mininos, pero decisivo. |>orque estableció en forma auténtica el 
concepto del legislador en materia de nacionalidad y ciudada- 
nía: «Señor (irauel. — Desearía, señor presidente, projtoner 
una modificación a esta primera parte que principia dicien- 
do: Son argentinos: yo eren que para ser consecuentes con los 
propósitos de esta ley, 110 debía empezar definiendo ceta pala- 
bra en las condiciones en ipie lo hace, sino el objeto de la ley. 
Argentino es todo lo que tiene plata, es la palabra española 
y, ]Kir vonsiguienic. delieranins decir «son ciudadanos argen- 
tinos», puesto que estamos haciendo una ley de ciudadanía». 

Señor Aráoz f miembro informante de la comisión)) da al- 
gunas explicaciones generales sobre el proyecto. 

Señor Piñero: (miembro también de la comisión): «señor 
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preSidwrtte: Otra ligera fricación v>»y a dar mitre ta bker- 
\ariun del señor siiiadnr \h,t Santa Kc. Estas |>alal>ras csnti 
argentinos», son palabras simples que están expresando <■] pcn- 
samientó dé tina persona que nace aquí: pero n<> es ar^emñm 
ni cjcrcíei.i de la ciudadanía, de loa derechos poUtlCos, Él ar- 
gentino está en ejercicio de los derechos político*, el proyecte 
i" dice, después de |ns diez y oelio años para en adelante; esta 
c> la razón d<- \nnwr «argentino.» 

«Señor Mitre: h,r ejemplo, el niño «pie está inamaiicKi». 

Señor Granel: Pero no deja de mt ciudadano porque no 
vaya a votar, el niño que está en ta lactancia, Esta disposición 
riciie otra razón, porque necesita que se ponga una condición. 
Este ciudadano argentino no está en ejercido di- los derechos 
[«Oíítícós, pero si hubiese sido perjudicado por una nación cx- 
naujera. es muy probóle {fue requiriese como argentino <■! 
ejercicio pleno de sus derechos, Véase como es un ciudadano 
argentini »», 

*Sr. Aráojc; Observare al señor senador qué la ciudadanía 
es el ejercicio de los derechos políticos; tío él simple naci- 
miento»! 

Líespucs de estas palabras, la támara rechistó la enmiendn 
propuesta por el señor Granel y de conformidad a la opinión 
de ta senadores A ni,,/, Píñcro y Mím-. votó la poniera parte 
del articulo tal cOnío había sido proyectada. 

Vst, p^tes, la Ky 346, conformándose a la (. institución, re- 
conoce una fundamental diferencia entre nacionalidad y ciu- 
dadanía, ■ ¡ni* sanciona expresamente, \»iv repetidas veces, <| 
principio de une los derechos políticos son inherentes a (a coit- 
dición de ciudadano, deelarundó pe en eJtós radica la ciuda- 
danta; si esto es a-i. fas mujeres a quienes ni la Constitución 
ni la ley reconocen derechos polítieos, im smi ciudadanos. 
Esto -emudo. fácil es demostrar que la Ky \ ' .Uo sólo aemr- 
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da a los varones t;i natural ización porque en el sistema de la 
misma y conforme a la Carta Fundamental, ella tiene necesa- 
ria y exclusivamente por objeto, como se ha dicho ya, la ad- 
quisición de la ciudadanía, no de la simple nacionalidad argen- 
tina. Tur eso encabeza su titulo H con estas glabras: «De los 
ciudadanos por naturalización», la enumeración de los casos en 
que ésta puede obtenerse, diciendo: «son ciudadanos por na- 
turalización » (art. ¿*) y usa indistintamente como sinó- 
nimos, los términos «carta de ciudadanía» y «carta de natura- 
lización» (arts. 3*, 4^. 10 y 11), denotando de ese modo 
míe ella constituye para su adquirentc el documento que acre- 
dita, no solamente su condición de argentino, sinó de ciudada- 
no, doctrina que llega a formular «ín términis» ]w>r dos veces, 
en el art. Cv cpie. con la adición introducida por la ley 10.25o, 
dispone que los extranjeros que cumplan con las condiciones es- 
tablecidas, obtendrán «carta de natural ización», la cual les será 
otorgada por el juez de sección, ante quien la hubieren solici- 
tado y que «cuando el solicitante lo pidiere, el título de ciuda- 
danía podrá serle entregado previa comprobación de su identi- 
dad por el juez donde resida y si en esa localidad no hubiera 
juez, por el de la localidad más inmediata», añadiendo que 
«las mismas autoridades a pedido del interesado, le recibirán 
el juramento, en el acto de la entrega del titulo ríe ciudadanía». 

La ley de ciudadanía niega, por lo tanto, implícita pero cla- 
ramente a las mujeres extranjeras, el derecho a naturalizarse 
en la República, y conviene hacer notar que si no establece 
de un modo expreso esa prohibición, ello no debe atribuirse a 
inadvertencia, sinó, ]>or el contrario, a un explicable designio 
del legjslador, dada la época en que ella se dictó (1869), por- 
que en aquellos ticm¡>os de intensa labor constructiva, los es- 
clarecidos varones que echaron las Itases de nuestro régimen 
institucional, profesaban acerca de la organización de la fami- 
lia y de la misión social de la mujer, ideas abiertamente opues- 
tas a las modernas teorías, que pugnan por colocar a ésta en 
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«n pie (I*.- absoluta igualdad con el hombre, no sólo en el hri 
gar y en la vida civil, sitió también en el orden iwdítico: pen 
«ando que por ley de Eá naturaliza, superior a toda lev positi- 
va, corresponde a los varones la función directriz en el gobier- 
no de ¡os pueblos y es lógico que, bajo la influencia de tales 
principios, considerasen inútiles y basta pueril, i>or evidente, 

preceptuar en forma solemne que las lujas de extraño |>aís, no 
Jh idrian obtener en la República un derecho que sus leves nie- 
gan a las ar ¡.entinas. 

Que esta convición se afirma observando que en todas las 
leyes dictadas con posterioridad a la de ciudadanía, y que con 
ella se relacionan, tomo la ley electoral, la de enrolamiento y la 
militar, eí Cengreso ha incurrido en la misma voluntaria omi- 
sión, pues en ninguna de ellas se prohibe a las mujeres el ejer- 
cicio de los derechos que recuerdan, ni se les exime de los d 
beres que inqjoncn al ciudadano (arts. 1* y 2:, leyes 8871 y 
S12<); art. f~>2. ley 4707), llegando la última a establecer en sus 
arts. I o y -\ con manifiesta incorrección en los términos, pero 
también sin el menor peligro de ser interpretados como que 
comprenden en sus preceptos a las mujeres, que todo argentino 
está obligado al servicio militar y que esta obligación es igual 
para torios y dura veinte y cinco años. 

Qúe si prescindiendo de la lev de ciudadanía se considera 
esta cuestión, exclusivamente, desde el punto de vista de las 
disposiciones constitucionales, relativas á la naturalización, una 
de la< cuales, la del art. se pretende que autoriza a las mu- 
jere* a solicitarla para adquirir la simple nacionalidad argenti- 
na, tan sólo a los efectos ele colocarse ltajo la protección de la 
República, u optar a ciertos empleos, se llega siempre, al 'mismo 
resultado o sea que ellas no le reconocen ese derecho. 

Ks verdad que el citado articulo se inicia con una enume- 
ración de los derechos civiles que acuerda a los extranjeros, 
u ando el término «extranjeros* en su más lato significado y 
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comprendiendo en él, par lo tanto, y sin duda alguna, a las 
mujeres, pero una vez terminada esa enumeración, restringe 
el alcance de la [Kilahra limitándolo tan sólo a los varones, al 
dí$|íOtier que no están obligados (los extranjeros) a admitir 
la «ciudadanía» , añadiendo en seguida y con la misma limita- 
ción excluyeme de las mujeres, que acreditando residencia de 
dos unos en el país, obtienen «la nacionalización» o lo que es 
igual, «la naturalización, que causa la ciudadanía corrió 16 es- 
tablece expresamente con toda evidencia el art. 21, al cual se 
ha conformado en todas sus partes la lev X v 346, llamando a 
bs extranjeros naturalizados, ciudadanos argentinos «por na- 
turalización» y concediéndoles el privilegio de quedar libres de 
prestar o no el servicio militar por el término de diez años, 
contados desde el día en que obtenga «su carta de ciudada- 
nía», palabras éstas sobre las que llama un publicista la aten- 
ción a fin de que se las relacione con el art. 20, diciendo : «Al 
rteumento en que consta la «nacionalización» (art. 20), la ley 
suprema «lo desigua con el nombre de caria de ciudadanía* 
(art. 21). Así, para la Constitución, el naturalizado es un ciu- 
dadano y ya se ha visto que las mujeres no pueden serlo. 

Que si del examen directo de estas disposiciones se pasa a 
irvestigar qué entendían los constituyentes por «nacionaliza- 
ción» o «naturalización» y el fin que se propusieron al acor- 
dar a los extranjeros derecho a solicitarla sobre la base de la 
residencia de dos años en la República y hasta de un tiempo 
menor si el interesado alegase y prokise servicios a la misma, 
se llegará igualmente, a concluir que ellos no concebían la natu- 
ralización sinó como el medio de obtener la ciudadanía, sin lo 
cual ella sería tina institución inútil por falta de objeto, desde 
que como ya se ha dicho, el extranjero goza en el territorio de 
la Nación de todas las garantías y libertades reconocidas al ba- 
litante del país, cualquiera que sea su nacionalidad ; de todos 
los derechos civiles del ciudadano; y únicamente carece de los 
derechos públicos que a éste le competen en su calidad de tal, 
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di nimio que t;i himple nacionalización, sin ciudadanía, nada 
ludria hacerle adquirir ipic de antemano no tuviera, ni le aca- 
rrearía ventaja positiva alguna |>orque un puede considerarse 
en realidad, cinim tal, el simple cambio de bandera y. |jor lo 
tatito, tte protección en el orden internacional, mucho rapnos 
si »e tiene en cuenta i[ui' a la época en que nuestros constitu- 
yente* i if recia n a los extranjeras las nías grandes facilidades 
para naturalizarse, entendiendo i|iie. con i:lU«. cchalian las lia- 
ses para resolver uno de los más graves problemas de la vida 
nacional, la República Argentina era un ]»ais débil frente a las 
grandes potencias europeas de donde procedía fa inmigración 
deseada para jiolilar su vasto territorio; y este problema de la 
«nacionalización», •> sea de la asimilación a nuestra democra- 
cia de la gran corriente inmigratoria que los constituyentes 
preveían que habría de establecerse entre las naciones europeas 
y la República, COftStitttyÚ una de sus mayores preocupaciones 
[jorque, al mismo tiempo que pa1|>aban la necesidad de atraer 
los extranjeros a nuestro suelo y ponían los medios que coU- 
Ceptttabail conducentes para conseguirlo, ofreciéndoles, quizás 
con excesiva largueza, las más amplias garantías de libertad y 
bienestar, se daban cuenta del grave riesgo que ¡«ira un país 
)OVen y de escasa población como el nuestro, extrañaría e) lie- 
dlo de qíte Una vez radicados en él, permanecieran ajenos a su 
vida, indiferentes a su suerte, solidarizados con sus respectivos 
países ile origen, y para conjurar ese peligro, pensaron que 
lio existía medio más eficaz que «nacionalizarlos», facilitán- 
doles sin otro requisito que el de la residencia continua jior 
dos años en el territorio de la República, la adquisición tic los 
únicos derechos que no les acuerda y cuyo ejercicio había de 
adherirlos definitivamente a la patria adoptiva con los pode- 
piMis vínculos <|uc crea la ¡wiriicipaeión en las ludias políticas, 
y en el gobierno de un pueblo. 

Este es el fin positivo de altísima trascendencia para el país, 
[jCrsegutdp por nuestra ley suprema, al estatuir sobre natura- 
lización r|e los extranjeros: convertirlos en miembros activos 
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de nuestra democracia, no simplemente ofrecerles por puro 
alarde de presuntuosa generosidad, sin conveniencia alguna ju- 
ra el país, el amparo de su bandera frente a las más podero- 
sas naciones del inundo, o facilitarles el acceso a ciertos em< 
píeos en la Administración o en la enseñanza pública, franqui- 
cia esta última, para cllvn Jí oce nu cs necesario ser argentino, 
porque con mucha mayor amplitud la be reconocido como un 
derecho de indos lus habitantes del país, a los cuales declara 
en sus artículos 14 y lo, libres para enseñar y aprender, igua- 
les ante la ley y admisibles a los empleos «sin otra condición 
que la idoneidad», que es atributo persnnalísinto y no depende 
de la nación a que el individuo pertenezca. 

Í\I fallo de la Suprema Corte que cita el señor fiscal de Cá- 
mara, nn adopta en todas sus partes como éste parece insinuar- 
lo en su vista, los votos de los vocales de la Cámara de Ape- 
laciones de la Capital, doctores Scttiltósa y Colmo, que procta- 
ínaban la completa igualdad de derechos del hombre y la 
mujer en nombre de modernas orientaciones ideológicas, sinó 
tan sólo sus consideraciones concordantes con la sentencia del 
alto tribunal, limitándose a establecer que «sin entrar al exa- 
men de la condición jurídica de la mujer en nuestra legisla- 
ción», corresponde insistir, sin embargo, en que sean cuáles fue- 
ran las restricciones que jes están impuestas, ninguna autoriza 
a imponerles otras por interpretación extensiva de aquéllas, 
oponiéndose as!, injustificados reparos a garantías primarias de 
la Constitución, como ser la de la igualdad ante la ley, dere- 
cho de aprender, de trakijar. de no ser privado de ta que la 
ley no prohibe», con lo que «no puede armonizar una sentencia 
judicial que atmle de hecho, sin un fundamento legal expreso, 
un título de idoneidad profesional (el de escribano) legítima- 
mente adquirido». 

Que, finalmente, debe observarse que la naturalización que 
se solicita no sólo es improcedente, sinó que estaría destinada 
necesariamente a caducar dentro de un breve término, porque 
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¡a ky N» 8129 dispone en sus arts. 2». II y lo, que todo ciu- 
dadano naturalizado está oWíigadp al enrolamiento militar, ba- 
se del padrón electoral; que ¡os jueces federales comunicarán 
a tos -distritos militares corres] Hindicntes, las cartas de ciudada- 
nía que concedan, notificando a loa que se naturalicen la obli- 
gación de hacerlo dentro de los tres meses de concedida la 11a- 
turaluación, y final tnente, que el incumplimiento de esa olili- 
gación, Stiene romo pena la pérdida de la ciudadanía, sin que 
pueda readquirirse nuevamente, preceptos todos que no [xxiria 
cumplir la solicitante, |>orque las mujeres no están obligadas 
■ it servid» de las armas, ni tienen derechos polit¡«>s, para cuyo 
ejercicio es condición esencial el enrolamiento (art. 2" ley KUOj 

Por estos fundamentos se revoca la resolución apelada, de- 
negando a la señorita Emilia Mayor Salinas la carta de ciuda^ 
dártía que solicita. — Nemesio González, — En disidencia: A 
i i. r<>xs. . — E. R. Fierro. 



* DISIDKNiJtA 

Pof los fmu'amentos de la sentencia recurrida y los del die- 
lamente del >eí¡nr fiscal de Cámara, se la confirma. — A. C. 



DtCTAMKN 1)11. l'ROCURADOH GPNKRAL 

Bueno* Aires, Abril B dt l*M 

Suprema Curte: 

La Cámara Federal de Apelación de Córdoba, ha denega- 
do a doña Emilia Éayór Salinas la carra de ciudadanía que ha* 
1>ía solicitado. ¡«.r entender que mi condición de mujer la ¡n- 
lialiilitaba fiara íommtar dicho pedido. 
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Adhiero a l:i apelación interpuesta contra esa .sentencia poi 
el señor Procurador fiscal ríe U es; pregada Cámara. 

I-a aludida cuestión ha sido 'ralada y uniformemente resuel- 
la i>or los juzgadas federales de esta t apila), en sentido %o- 
r.diic a la peticionante. 

Y Ja Cámara de Apelación lia con firmado esta doctrina co- 
mo lo recuerda el señor juez federal de Córdoba ni la senten- 
cia por la cual concede la caria de ciudadanía pedida. 

Ku el carácter de procurador fiscal de dicha Cámara, emití 
con fecha 4 de mayo de l'M 1 en un caso análogo al presente 
(Rcnshaf de Lantén doña Julieta, solicitando carta de ciudada- 
nía el siguiente diciámeu: 

cEl art. 20 de la Constitución Nacional establece que los ex- 
tranjeros gozan en el territorio de la Nación, de todos los de- 
recho}! civiles del ciudadano; pueden ejercer su industria, co- 
mercio y profesión; poseer hiertes raíces, comprarlos y enajenar- 
los: navegar los ríos y costas; ejercer libremente su culto, it*. 
tar y casarse conforme a las leyes. No están obligados a admi- 
tir la ciudadanía ni a |>agar contribuciones forzosas extraordi- 
narias*. 

aüliticnen nacionalización residiendo dos años continuos en 
la Nación; pero la autoridad mtede acortar este término a fa- 
vor del que lo solicite, alegando y probando servicios a la Re- 
pública. 

«La ley 346 de 1869 en sus arts. 2*'. .V y 4*, determina déla 
fiadamente las condiciones requeridas, pira que los extranje- 
ros puedan obtener la nacionalización y en su art. *¡* establee*: 
que los extranjeros que hubiesen cumplido las condiciones de 
que hablan los artículos anteriores, obten'lnín la carta d*j nh- 
* turalización, que Ies será otorgada por el juez federal de sec- 
ción ante quien la hubiesen solicitado». 

«Ni el precepto constitucional del art. ¿0, ni las disposicio- 
nes de la ley N« 346. en cierto modo reglamentaria de aquel 
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pri-ccpto, sujetan ti di.ri.flif) de nacinnalizaeión de Jos extra- 
eros a ninguna condición de sexo, limitándose d primero i 
. xigir un término ciado de. residencia cOtttinua en la l^ctóli c 
introduciendo la segunda el requisito di- la edad para que Dtte- 
■la hacerse con t<>do discernimiento opción a la naturalización». 

«l'.u presencia di- estas disjHiMei«nies constitucionales y lega- 
les* es forzsoso reconocer que la recurrente señora Julieta Ijui- 
tCfi de Kciishaw. al optar por la nacionalidad argentina que 
solicita en el presente caso, ejercita un derecho consagrado jwr 
la Constitución Nacional, toda vez rpic con la información pro- 
ducida en estos autos, ha justificado en debida forma hallarse 
en las condiciones exigidas por la lev que rige la materia». 

«La principal objeción que hace el señor procurador fiscal 
en -u dictamen de fs. $ vta. para oponerse al otorgamiento de 
la carta de naturalización «pie solicita la recurrente, consiste en 
que la mujer no puede, según #1 opinante, adquirir la ciuda- 
danía argentina jwque, por nuestras leyes le está vedado el 
ejercicio ríe los derechos políticos. Este argumento de la oposi- 
ción, del señor procurador fiscal, es inconsistente y erróneo, 
l>or euanti» [arte de un error de concepto, confundiendo la na- 
cionalidad con la ciudadanía». 

«Lo «pie la recurrente .solicita en el presente caso no es la 
ciudadanía argentina considerada como el conjunto de derc- 
rhos y obligaciones concedidas o impuestas al nacional y que 
supone el ejercicio de los derechos políticos que están reserva- 
flus a un limitarlo y determinado número de individuos de la co- 
munidad argentina, según hayan éstos alcanzado la edad y 
reúnan las condiciones especiales establecidas en las leyes que 
legislan sobre la materia, siuó la nacional i/ación argentina con- 
siderada como el vinculo político ( ¡ U e liga tina |xrrsona con una 
Nación a la que opta doña Julieta L. de Renshavv, anqwrad^ 
en t i derecho consagrado en el art. 20 de la Constitución Na- 
cional y pide se le reconozca para los ulteriores efectos que 
estima y puede convenirle». 
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*No es de extrañar la confusión en que incurre el señor prn- 
curador fiscal en su díctamo] de fs. 3. pues, como lo hace no- 
tar el señor Manuel Montes de Oca en su obra sobre «Dcrc- 
cltu constitucional», la Constitución de la República y la ley de 
IS6 ( J no hacen la diferencia teórica entre nacionalidad y ciu- 
dadanía; una y otra emplean indistintamente estos términos; 
algunas veces ciudadanía importa lo mismo que nacionalidad; 
y otras, se restringe la voz ciudadanía para aplicarla al ejer- 
cicio de los derechos políticos». 

«Pero, anotada la diferencia existente entre la nacionalidad 
y ta ciudadanía, puede decirse que la ley 346 no es solamente 
de ciudadanía argentina, sinó también de nacionalidad. En efec- 
to, todas las disposiciones contenidas en los títulos I. IT y III, 
son relativas a la nacionalidad, pues conducen exclusivamente a 
establecer quiénes son argentinos por nacimiento y quiénes 
pueden serlo igualmente por naturalización. Sólo los títulos IV 
y VI, traen disposiciones pertenecientes a la ciudadanía pro- 
piamente dicha, o sean con relación al conjumo de derechos 
y obligaciones concedidas e impuestas al nacional que, como 
lie dicho anteriormente, supone el ejercicio ríe los derechos po- 
líticos». 

«Cor otra parte, este Ministerio considera extemporáneo >" 
fuera ríe lugar en el caso ocurrente, toda discusión que se sus- 
cite sobre el derecho de la mujer para ejercitar ja ciudadanía 
si ha de darse a esta última palabra su verdadera acepción téc- 
nica, porque ¡o que doña Julieta L; fie Rcnshaw reclama en 
estos autos, es el derecho a la nacionalización consogrado en el 
art. 20 de la Constitución Nacional, para todos los extranjeros 
sin distinción de sexo». 

«Sólo seria oportuno dilucidar esta cuestión si la recurren- 
te, invocando su próxima nacionalidad argentina (>or natura- 
lización, reivindicara uno de los derechos inherentes y derivati- 
vos de la ciudadanía, pretendiendo, por ejemplo,, inscribirse en 
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el Registro Cívico Nacional con el fin di* adquirir la calilla I 
>ir elector nacinual y emitir el voto en los comidos electOralcs>. 

«Por lo demás, supuesto que nuestra* leve* de nacionalidad 
aplicando el 4 jns soli» establecen que son argentinos todos los 
individuos nacidos <> que na/can. en el territorio de la Repu- 
liltca. es decir, que la mujer nacida en este suelo, por el solo 
hecho de este naciti tiento adquiere la nacionalidad argentina, y. 
desde Iw/v, si s ■ admite m nuestra legislación, como princi- 
pio general, que la mujer es susceptible de adquirir nacu na- 
lidad, no seria ¡¡H3to por razón de equidad, negar a la mi¡.ie r 
nacida luerá de estS República, [*>r su sola condición de sena, 
el Ierre'. n de la mcionalizarión reconocida a todos los extran- 
jeros por la O'iistiliKÍóu Nacional, porque esto atentad i a la 
igualdad proclamada constantemente \mr nuestra Carla l'nii- 
damcntal Cti beneficia de los habitantes del territorio ih la 
Nación?. 

Dando por rejKwIÜcido el dictamente precedentemente trans- 
cripto, j-or lus fundamento? del fallo del juez federal y las 
consideraciones cottcordaiitca de la vista fiscal de fs. 13*» |>ido 
a V. K. revoque la Eerítencta apelada en la parte que lia podido 
ser materia del murso. — Buenos Aires, abril 9 de 1926. — 
Uomtia h'. Lawéiti- 
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Rúenos Airei. Sepliemhfe :* de IBS* 

\ vistos: 

VA recurso extraordinario interpuesto y concedido contra 
sentencia de la Cámara Federal ele Apelación de Córdoba, dc- 
uegatoria de la carta de ciudadanía solicitada por la señorita 
KmiÜa Mayor Salinas. 
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Y considerando i 

Que la sentencia recurrida funda la improcedencia de ta so- 
licitud sobre que vma el caso, en que la Constitución y la ley 
invocada X* 34T>, han conformado sus disposiciones a la dife- 
rencia técitíca entre el concepto de «nacionalidad» y el de «ciu- 
dadanía», y consistiendo esta última cu la condición jurídica, 
en cuya virtud los individuos intervienen en el ejercicio de la 
potestad política de una sociedad determinada, no puede otor- 
garse a Ja recurrente |K>rque nuestras leyes no confieren a la 
munjer e! goce y ejercicio de los derechos políticos. 

Que planteada la cuestión en tales términos y aplicados ellos . 
en su expresión literal, es evidente que la sentencia de que se 
a|>cla ha dchido necesariamente resolver lo que resuelve; pero, 
siendo de consideración elemental que las concluioncs sólo son 
ciertas a condición de que lo sean sus premisas, procede el exa- 
men de éstas, para determinar en el caso, .si la ciudadanía se 
limita a la intervención de los individuos en el ejercicio de la 
potestad ]xj|ítica, y si la Constitución y la ley respectiva se han 
ajustado al tecnicismo doctrinario que hace la distinción teó- 
rica entre nacionalidad y ciudadanía. 

Que la interpretación restrictiva atr ¡huida» al concepto de 
ciudadanía, confunde a ésta en una acepción común con el de- 
recho electoral, excluyendo otros atributéis comprendidos en la 
expresión legal y jurídica de la ciudadanía, como son los de- 
rechos de protección y amparo que competen a un ciudadano 
I>or razón ríe su bandera y de su patria. Por nuestra carta fun- 
damental, al (iluto di- ciudadano son inherentes derechos, pri- 
vilegios e inmunidades que no pueden considerarse circunscrip- 
tos al desempeño de la función del sufragio; si asi fuera, es- 
to es, a la personalidad ciudadana la integrara el solo atributo 
del ejercicio de los derechos políticos, cuando éstos se suspen- 
den o se pierden, se perdería también la ciudadanía, y por el 
hecho de estar excluidos del padrón electoral los soldados, ca- 
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Ihjs \ sargentos di] ejército y ti armada, y l«>s agentes de po- 
licía, entre otros, habrían dejado de ser ciudadanos, lo que 
síéndo a lorias luces inadmisibles, demuestra la i»CQi^i$íenciá 
de la definición que circunscribe la ciudadanía a la aptitud le- 
gal jüira d ejercicio de los derechos políticos y ¡multa a «con- 
trarío sensu», que la perdida o privación de éstos rio implican 
necesarianietJte ta privación o la pérdida de la ciudadatiia. i Ley 
\" 887 1 , art 2\ inciso y. apartado b); ley X v 346, art, 8"; 
Palios, H'in'i 92, pág, 55). 

Une los preceptos conslitueii niales y legales que rigen la ma- 
teria debatida en estos autos, no han deslindado dciciminada- 
• mente en sn aplicación las diferencias teóricas o de doctrina 
entre nacionalidad y ciudadanía, circunstancia de «pie proviene 
la discrepancia de opiniones emitidas al respecto en la diluci- 
dación del punto controvertido. Desde luego, no es posible des- 
conocer que en el lenguaje corriente y, en general, la sinoni- 
mia de ambos términos constituye un hecho innegable; y exa- 
minadas en' su conformación substancial diversas cláusulas de 
la Constitución y de la ley de 1KG9. se observa que ha tras- 
cendido a ellas la acepción común que. equipara en significad» 
y equivalencia las dos expresiones referidas. Así, en los ar- 
tículos 20 y 21 de la Constitución, se emplean indistintamente, 
v en tal forma, los vocablos nacionalización y ciudadanía, que 
expresan, en realidad, el mismo concepto: y en el inciso 11 riel 
art. 67. al establecerse que el Congreso dictará leyes sobre es- 
la materia, con sujeción al principio de la «ciudadanía natu- 
ral*, se habría consignado una expresión desprovista "le senti- 
do legal, >i la voz «ciudadanía» no se interpretara como equi- 
valente de «nacionalidad», esto es. de aplicación fiel principio 
del «ju> sulií, que por ojwisición al «jus san^uims», es el que 
instituye la cláusula constitucional referida, 

Y. en este mismo orden ríe consideraciones, están compren- 
didas las que sugiere el texto expreso y la aplicación de que 
lu sido ojljeto la ley ¿¡j» .í-k». en la que tienen el mismo sen- 
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tifio l- igual significado );ls denominaciones «carta de ciuda- 
danía:» y «carta de naturalización» (arts. .1". 4". (t'', 10 y 11), 
y se emplea el término «ciudadanía de origen», que no se 
ajusta u la definición doctrinaría aludida, sinó en la acepción 
aqiiivalente de «nacionalidad», esto es, del vínculo jurídico del 
individuo con su país por razón ele su nacimiento (art. 1*. ine. 
2? y art. 5'-', ley citada). 

Que establecido, pues, el expresado concepto de la condición 
jurídica denominada «ciudadanía» y su evidente relación de 
equivalencia con el concepto de «nacionalidad» en su sentido 
corriente y legal, carece de fundamento la denegatoria recurri- 
da, debiendo resolverse el caso de acuerdo con el espíritu de li- 
beral amplitud con une las instituciones que nos rigen consagran 
tus principios básicos de nuestra organización civil y política. 

L>a situación de incapacidad de la mujer para el desempeño 
de la función cívica del sufragio, no amengua su nacionalidad, 
ni afecta su aptitud para el ejercicio de sus derechos civiles, ni 
proviene de expresa o implícita disposición constitucional o le* 
gal, y, por consiguiente, sólo obsta a la efectividad de los de- 
rechos y deberes electorales de la mujer, la omisión de la ley 
ipie el Congreso pudo modificar, otorgándolos e imponiéndo- 
los si así Ins juzga conducente al mejor servicio de los intere- 
ses generales de índole social y política que comporta el proble- 
ma institucional enunciado. 

Entretanto, y en las actuales condiciones de la cuestión (pu- 
se examina, nada justificaría la aplicación al caso, de un cri- 
terio de esquiva restricción, toda ve?, que la solicitante no pre- 
tende, ni se le podrían acordar otros derechos que los deriva- 
dos de la nacionalización, esto es, los que con ciernen a la mu- 
jer de nacionalidad argentina, y que ésta no pierde por el lu - 
cho de SU exclusión del padrón de enrolamiento y de los regis- 
tros de inscripción electoral. 

Por estos fundamentos, los concordantes de la sentencia dr 
primera instancia y dictamen fiscal de fs. 13. y de acuerdo con 
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lo expuesto y pedido por el señor procurador genera), se revo- 
ca la sentencia apelada, declarándose procedente el otorgamictt- 
to de la cartn de ciudadanía solicitada. 

A. Bf.KMF.JO, — . J. FlGUEKOA Al- 

corta. — Ramón Méndbz. — 
Huberto Repktto. — M. Laó- 
kkxcena. 



Domingo Gtáffigm, en la causa seguida en su contra, por in- 
fracción a la ley N* «871, sobre elecciones nacionales. 

Sumario: t* Interpretado im »r el fallo recurrido, una o más dis- 
posiciones de la pertinente ley especial del Congreso, y 
habiendo sido contraria su aplicación al derecho invocado 
y especialmente al de acusación que se atribuye al recu- 
rrente, existe, en el caso, la cuestión federal planteada en 
los términos que estatuyen los arts. 14 de la ley número 48 
y 6» de la ley N« 4055, y, en consecuencia, el recurso ex- 
traordinario es procedente: (Fallos, tomo 98, pág. 421: 
tomo 101, pág. 216; tomo 114. pág. 399 entre otros), 

2" Es contaría al texto expreso del art. 37 de la Cons- 
titución que establece que la Cámara de Diputados se com- 
pondrá de representantes elegidos directamente por el pue- 
blo «de las provincias y de la capital, que se consideran a 
este fin como distritos electorales» de un solo Estado, la 
interpretación del art. 90 tic la ley de elecciones naciona- 
les N v 8871, a mérito de la cual los sitios Serodino y Clar- 
ke. situados en la provincia de Santa Fe, constituyen dos 
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distritos distintos a los fines electorales previstos en ta 
referida disposición de la mencionada ley de elecciones. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 



SI-N-TKNCIA DEt JLEZ FEDEKAC 

Rr>urio. Octubre 2 de J«¡6 

Vista la presente causa correccional por infracción a la ley 
8871, seguida por querella de Domingo Bonifatti contra Do- 
mingo Graffigna (hijo), argentino, de veintitrés años, soltero, 
juez de paz de Serodino, con domicilio en el mismo pueblo, 
procesado por retención indebida de la libreta de enrolamien- 
to de Francisco Jacinto Ludueña, 

Y considerando: 

Que: 1" El ciudadano Domingo Bonifatti. inscripto en el 
padrón electoral de Serodino. con matrícula N» 168, de la cla- 
se de 1891, distrito militar 35, acusa a Domingo Graffigna 
(hijo), [K»r haber infringido, como juez de paz. la ley KK7I. 
durante la elección nacional del veintinueve de marzo del co- 
rriente año, caracterizándose dicha infracción por el abandono 
y cierre del juzgado de Serodino durante el desarrollo del acto 
electoral, y tamben ]x,r haberse ausentado Graffigna a la es- 
tación Clarke. ese mismo elj a . a tomar activa participación en 
la propaganda política en favor de] partido radical oficialista. 
Conceptúa que tales hechos, caen bajo las sanciones prevista:- 
por la ley 8871. y pide se condene a Graf f%iíi :i mfrir nueve 
meses de prisión, con costas (fs. 4 y 5). ' 

2* El acusado manifiesta que el día veinti.tcho de marzo se 
vió en la necesidad de trasladara: a Carrizales, a fin de enm- 
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plir itna orden del señor juez de ¡a 5* ntimitiaei 
daJ, dictada no recuerda en qué juicio; que j»o 
no pudo hallarse de regreso en Scrodino < sa inísnia noche, pe- 
ro bim ( 1 viaje en automóvil :tl dia Metiente, y habiéndose re- 
trasado ]Hir estar intransitables lo* caminos, llegó a su despa- 
cho esc mismo día veintinueve .i Us nueve huras; i«e perma- 
neció en Serodiuo desde ese momento hasta las dieciseis, hora 
t ti tjue se trasladó a Carrizales en automóvil, a fin de coitir 
u voto: que no actúa en política ni lia tomado ¡arte en la ul- 
lima campaña: míe de liaher estado ausente de Serodino du- 
rante todo el din veintinueve, como ítf pretende, el acusador i ..- 
tria levantado eonMancia en forma ante el escribano del pue- 
blo, señor Radamés J. Franco; y que la nnvnría de los certifi- 
railns de excusación que solicitan los electores, se Otorgan en- 
nuMiniente por la pOlícia (declaración indagatoria de ís .1 a 4 
y defensa ríe fs, 7). 

3* El art. 82, ine. l« de la ley ¿$7\, cnsjtigíi i los jueces de 
!'"* !; * directa o iiidirectaineiUe tomen participación TKitítica 
fíivftr de partido candidato dtítenninado. o que en cual- 
quier tiempo bagan acto de adhesión ostensible o de oposición 
mniii fiesta de emitir su voto. Eh il caso *.,uh judieje», cuatro 
•«>:i;<"s presenciales (Podio Fernández. Juan Samuro, Silvio 
Gutrrini y José Cotoftilx). (fs. S a IT*, afirman !ial¿?r \i>to a 
Demingo Graffiguá (hijo), durante l.i elección del vtWüiueve 
de marzo ultimo, repartiendn |m ditns del partido tadvi'^Ai- 
eialista entre los electores de Clarke; lo que importa. cieri.Xu n 
te. un acto de adhesión ostensible i partido determinad", ftraí- 
finan reconoce estuvo en Clarke ese día antes de las siete y des- 
pués dr [as dieciseis horas, lo que corml»n.v;¡ parcialmente i*¡ <l¡- 
cho de los testigos. I.a defensa ha tachado a Juan Santero [iot 
SCr chaufeur del acusador Ilonifatti. lo que autoriza a nnpein- 
!ir dé su declaración. Ha tachado también a IVdn i'ernán- 
■ liv por razones de enemistad; pero solamente declara .d res- 
¡icio Roni fació Escalante í f s. 73). de .suerte que í.i prijChK 
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de Ir. tacha es deficiente. Intentó, asimismo, demostrar. sin é\¡- 
tu, que líonifattti era fiador dé José Colomfxj. |jor el precio 
tic un automóvil. Quedan, entonces, tres testigos de cargo, con- 
: . .mies y contestes, en que el acusado faltó a su deber actuan- 
do, abiertamente, en ¡lolitica. durante la última elección nacio- 
nal .\o puede admitirse que anule el valor de esas declaracio- 
nes el hecho de haber sido prestadas jxir activos propaganriis 
ta* <lel partido demócrata, pues, como lo expresa el señor fis- 
cal en su dictamen de fs. 144. no basta semejante circunstan- 
cia para suponérseles interesados en el resultado de este pro- 
ceso basta el punto de incurrir en el delito de falsedad. Además, 
ios testigos sólo |jodrian resultar contrarios políticos del juez 
de SeriHlhio, en el especial ¡simo caso de que éste hubiera to- 
mado parte en ía ludia: y. entonces, admitir la taclia, equival- 
dría a dar por establecido que el juez de pax Graffigna come- 
tió el cielito. 

A ís. 36, aparece un ccrito firmado ]>or Juan de Dios Alar- 
cón, en el que, creyéndose ofrecido como testigo, asegura que 
fué fiscal del partido demócrata en la mesa 1» tic Clarke. y que 
es inexacto haya dicho que vió a Domingo Graffigna en tal 
localidad todo el día y haciendo política, pues únicamente lo vió 
en la tarde y cuando fué a votar. Esta manifestación que su 
;;utor califica de «sincera y espontánea», carece de eficacia le- 
gal, pues ni ha sido hecha bajo juramento, ni ante juez, ni cons- 
ta su autenticidad en otra forma, ni Alarcón fué ofrecido co- 
mo testigo (informe de secretaría, fs. 37). 

4* La ley 8871 previene en su art. 93. que dentro de cada 
colegio electoral el juez de paz respectivo mantendrá abiertas 
sus oficinas durante las horas de la elección, y el art. 81. inr. 
íí v , impone pena a todos los funcionarios creados por ella, cuan- 
do no concurran al ejercicio de su mandato, o mjustiücaí la- 
mente lo abandonen. Respecto de este segundo fundamento de 
la querella, el acusado reconoce que permaneció ausente de su 
desdicho al tiempo de comenzar la elección, y que luego lo 
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abandonó d<» horas antes de terminar ella, Kl ducumcnto de 
fs. 1 54 1 1 55. demuestra la necesidad de ausenlar.se a Garlee, 
f[ue Graffigna tuvo el din anterior, cumpliendo órdenes de un 
juez de 1* instancia; pero, no consta que le fuese igualmente 
ineludible cerrar el juzgado a las dieciseis horas e irse a Clarke 
a votar, puesto que en su carácter de juez de paz, obligado a 
permanecer en el despacho durante las horas de la elección, la 
ley Wl ln eximía expresamente del deber del voto (art. 7* 
inc. 2" ., ¡instaría, entonéis, la confesión del acusado i>ara dic- 
iar sentencia en su contra, admitiendo como atenuante el moti- 
vo que atribuye a la infracción y el haberse cometido solamen- 
te durante una parte del acto electoral. 

Los testigos Lucio Aníbal Gómez (fs. 15). Hermenegildo 
Riuli < te. 18), Pedro Rolognesi (fs. 22), Eleuterio Pauloni 
(fs. 26), Ciríaco Chávez (fs. 29), Félix Martínez (fs. 133 v.), 
Dante Posadas (fs. IOS vta,), Fahio Posadas (fs. 131 v.) f y 
Antolín Castellanos ( fs. 111 v.), declaran conformes y contes- 
tes que el juzgado de paz de Serodino permaneció cerrado du- 
rante la elección, no sólo en las horas que Graffigna confiesa, 
sinu en otras más. en que ellos acudieron a buscarlo; pero el 
valor probatorio dé tales declaraciones pierde gran parte de su 
importancia frente a la prueba ofrecida por la defensa, a saber : 
a) Félix Martínez y Faino Posadas, no indican ln hora en que 
vieron cerrado el juzgado; b) del documento agregado a fs. 
151, cuya autenticidad comprobó el secretario a fs. Ií>1, resol- 
ta que el «lia veintinueve de marzo, a las treces y cincuenta ho- 
ras, el acusado Graffigna se hallaba en Serodino y extendió 
en tos libros del registro civil el acto de defunción de Juau 
Adolfo Joaquín Avino, en presencia de Marcelino Escobar, 
■ It-nuncíamc del fallecimiento, y de los testigos Tetmo A. Lien- 
do y Miguel Adur; c) Ramón Quiniga. asegura a fs. 60 vta.. 
que el misino «lia. a las once de la mañana, fue al juzgado de 
paz de Serodilto, y allí Graffigna le dió un justificativo pira 
acreditar su ausencia de Rafaela: d| el testigo Vicente lX'tar- 
¡rfo afirma a fs. 64. haber obtenido un certificado de igual cía- 
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se a las diez y media de esc <lía. si bien cabe recordar que ofre- 
ció presentarlo (fs. 64). manifestó luego que no lo hallaba 
(fs, 66), y ahora resulta estar en poder del mismo juez de paz, 
que se dice lo otorgó, y es quien lo presenta con varias sema- 
nas de retardo (fs, 149) : e) los telegramas dirigidos a este 
juzgado por los testigos Gómez, Riuíi. Bologncsi, Pauloni y 
Chávez, para dar cuenta de no hallarse en su despacho el juez 
de Serodino el día de la elección, fueron expedidos todos des- 
pués de terminado el acto electoral (fs. 14, 17, 21. 25. 30), 

Apreciados prudentemente, los elementos de criterio contra- 
dictorios que resultan de esta enumeración, jiarece razonable 
la aplicación del viejo precepto jurídico que aconseja estar a 
lo más favorable al reo en caso de duda. 

5* A fojas 49, el defensor del acusado ha sostenido que el 
querellante carece de acción a mérito de lo dispuesto en el art. 
71 del Código Penal, Este argumento se formuló tardíamente, 
después de celebrada la audiencia de acusación y defensa; y, 
además de tardío; resulta improcedente ante el texto clarísimo 
de la ley 8871, art. 89: «todas las faltas y delitos electorales 
pueden ser acusados por cualquier elector, con tal que perte- 
nezca al mismo distrito electoral». Cómo lo tiene resuelto la 
Excma. Cámara Federal en el caso «Costcllo, Oscar, lesiones, 
expediente 1243|924», sentencia de noviembre 24 de 1924, e! 
art. 71 del código penal no priva de participación en los pro- 
cesos criminales a las personas que tengan interés en actuar 
como querellantes. 

6' En virtud de lo expuesto, corresponde dictar condena con- 
tra el acusado, como lo expresa el señor fiscal en su dictamen 
de fojas 144; y siendo dos las penas previstas por la ley para 
las dos infracciones cometidas (arts. 81 y 82, ley 8871), debe 
aplicarse el criterio del art, 56, código penal, falto: desesti- 
mando la excepción de falta de acción deducida a fojas 49 y 
haciendo lugar a la querella. Declaro, en consecuencia, a Do 
mingo Graffigna (hijo), infractor a la ley 8871 y lo condeno 
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a sufrir nueve meses de prisión, y a payar tocias las costas ilcl 
proceso, Y debiendo resolverse eu una sola sentencia todas \m 
cuestiones propuestas, fijo en veinte pesos moneda nacional la 
indemnización reclamada |tur el testigo Uoni fació Escalanttc ¡i 
fojas 74 vta. Proeédase a la inmediata detención del querella- 
do y cumplida que sea la pena, archívese el expediente. 

JífifH Alvares. 



SENTENCIA IIK LA CAMARA FEDERAL 

Rosario, Noviembre 15 d* ire.'i 

\ ista en acuerdo la causa seguida contra don Duniingo Graí- 
figoa (hijo), l»or infracción a la ley SSüi, y 

Considerando en cuanto a la nulidad : 

Oiu- la ley número 8S7I, concordante con la ley electoral 
anteriormente vigentes establece en el artículo 90. ipie: «tuda-* 
las faltas y delitos electorales parirán ser acusados por 
cualquier elector, con tal que pertenezcan al mismo distri- 
tn electoral»; y en el art. <>1. al determinar las realas a 
observarse en esta clase de juicios, que: «presentada la acu- 
sación, el tribunal citará a juicio verlwl y actuado, al acusa- 
ilor y al acusado, dentro de los diez días desputs de la cita- 
1 11 .11 1. 

Qtie estas disposiciones lígales, según lo ''a interprelado es- 
la cámara en el fallo que se registra l>ajo el N T '> M>'K causa con- 
tra Juan Miguel Crmcncla. y la Cámara Pederá] de Paraná en 
el iom<> 10*. |«íu. 3ló, excluyen indudablemente, el procedi- 
miento dé oficio, por cuanto exigen, e.vno condición previa a 
todo trámite, la acusación que, CU esti caso, no radica en el 
Ministerio Público, sitió en el cuerpo electoral del distrito a 
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cualquiera de cuyos miembros la Ifcj.' auiorií.a ¡i promovería, 
invistiéndolos, a este efecto, como lien ha dicho este último 
tribunal, de una función pública que, por su naturaleza^ esen- 
cialmente política, rio corres! wmr le ejercitar i ¡os magistrados 
del orden judicial. 

Oue en el csub judicc», la acusación se ha formulado tan 
sólo, por violación al art. H2. inc. 1" de la ley 8*71. seyún se 
desprende del acta de fs. 5, en razón de la participación politica 
activa que se atribuye al acusado, durante la elección, en el 
distrito electoral de Clarke., El abandono del juzgado de paz de 
Serodino no ha sido denunciado como fundamento de la acu- 
sación. sitió como circunstancia calificativa de aquella actua- 
ción, y al efecto de solicitar, como claramente se dice en ella, 
«pie en atención a esta circunstancia, se le aplique a Graffigna 
d término medio de ki i»ena establecida en el citado art. 82, 
con fas costas del juicio. 

Oír* aún admitiendo que la acusación fuera extensiva, tam- 
bién, al almidono del juzgado de paz de Serodino. durante las 
horas del coinicio, que se atribuye al acusado, ese hecho no 
lia sido previsto por la ley 8871 como delito electoral, y no co- 
rresppnde, por consiguiente, juzgarlo en esta oportunida, y 
\yor el trámite del juicio electoral. Y,l ¡nc. &> del artículo 81, 
ipie se ha considerado aplicable por el «a quo», no hace refe- 
rencia a los «funcionarios públicos» en general, ni tampoco 
a los «mencionados» en dicha ley, sitió es|tecialmente a los 
funcionarios «creados» por ella: presidentes de comido, etc., 
con los que no es posible confundir a los jueces de paz y de- 
más empleados de la administración nacional y provincial, que 
tienen funciones propias, anteriores c inde|>endientes de las 
electorales, a los que, cuando ha querido comprenderlos en sus 
Receptos, los ha mencionado de una manera iuefpiivoca. Y es 
un principio de derecho ineorjiorado a la legislación procesal, 
el de que en materia penal no puede aplicarse, ni i>or analogía, 
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otra ley que la que rige el caso, ni interpretarse ésta extensi- 
vamente en contra del procesado. 

íjue debiendo concretarse, en consecuencia de lo expuesto, 
la resolución a dictarse en esta causa, al delito emergente de 
la participación fHilitica que se atribuye al acusado, durante la 
elección en el distrito de Garlee, y resultando de autos, que el 
acusador, señor Honifatti. no pertenece al distrito electoral ci- 
tado, donde se- dice cometido el delito, sinó a otro distrito, el de 
Scrodmo, la acusación ]>or elector de distrito, base previa e in- 
dispensable para la apertura del juicio, no existe, y, por consi- 
guiente, éste no lia debido abrirse sin dicho requisito, ya que 
«O al agente fiscal, que solicitó se convocara a las partes a jui- 
cio verbal, sinó a los electores del distrito, según se ha dicho, 
ha confiado la ley la custodia de sus derechos cívicos. 

V. finalmente, en cuanto a tas irregularidades denunciadas 
pof el altngado del apelado en el informe *in voce» contra em- 
pleados del juzgado a cargo del doctor Carrillo, el tribunal no 
puede prenunciarse al respecto, porque, en primer lugar, tales 
hechos no han sido materia del recurso, y en segundo lugar 
porque la exposición verl>al no importa una denuncia en forma 

Por estas consideraciones, se revoca la sentencia de fs. 166 a 
]ó'< y si- di-clara nulo todo lo actuado, con costas en ambas ins- 
tancias a cargo del acusador. — Luís í '. González. — Girltn 
M Avila. - José M. Fierro (en disidencia). 



DISIDENCIA 

i 

Vistes: 

En acuerdo los autos caratulados «Graffigna Domingo (hi- 
jo), s, ¡infracción lev 887]> (exp. 467 ¡255) y , 



Considerando; sobre el recurso de nulidad: 
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I* Las forma:- sustanciales de la sentencia de fs. 16o a 169 
o J;is esenciales de] procedimientos que se dice violadas ]«ir el 
«a i|uo>. aludidas por el recurrente en la audiencia del 16 del 
corriente para fundar tí pedido de declaración de nulidad de 
aquellos, son las del art. 90 de la ley 8871, sobre reglas a ob- 
servarse en esta clase de juicios, y las del 509 C. de P. Y bien, 
las de ambos, como las de los 493 jí i Cde 1'., ban sido amplia- 
mente cumplidas, llenándose las Cormas ] rescriptas y conce- 
d ¡endose, hasta con exceso, a la defensa, facilidades en su 
pruelKi y alegatos ; sin halwr tenido, siquiera, ocasión de queja 
en circunstancia alguna (art. 513 C. de P.) El pretendido re- 
traso en el fallo, lejos de haberle restringido derechos a su | «ir- 
le, la ha beneficiado. Por tanto, es improcedente el recurso de 
nulidad, como se declara. 

En relación a lo principal : 

2* la excepción de falta de personería en el acusador parti- 
cular está desautorizada por lo categóricamente prescripto en 
los atrs. 4' Cód. Penal y 89 y 82 «in fine» de la ley 8871 ; a! 
establecer el primero que sus disposiciones se aplicarán, a to- 
llos los delitos previstos por leyes especiales, en cuanto éstas 
no dispusieren lo contrario; y los otros, dando acción para 
acusar los delitos que esa ley sanciona a cualquier elector del 
distrito donde se cometieran aquéllos; que, en el tstiü lite» son 
los de los arts. 80 y 81, en relación con los 4?, 33, 35. 45 y 92 
de la misma (la edición Lajouanc de que se sirve el suscrito, 
difiere, en la numeración de sus artículos, de la usada en la 
sentencia de fs. 166 a líi9 en una cifra de menos que en ést«'> 
A más, el proceso se ha seguido a instancia fiscal, conforme 
y desde el dictamen de fs. 2, de acuerdo al espíritu del i tic. 5" 
del art. 90, ley 8871. 

3* fx»s testigos Fernández, fs, 8; Guerrini. fs. 9 v. ; Co- 
lottibo, fs. 11; y Angel Pepe, fs. 41. declaran, formalmente, ha- 
ber visto al acusado Graffigna (hijo), durante la elección del 
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.?* de marzo próximo pasado, en Clarke, en el comité del par- 
lid»» Radical oficialista, expresión de aquéllos), repartiendo, en 
Persona, fiara fie él, a los adher cutes de aquél, boletas del mis- 
rfto; y conduciendo a éstos, desde el comité a las mesas recep- 
tivas de votos; actos típicos de favor y adhesión ostensibles a 
diclio partido, penados por el art. 81. ¡nc. 1*. lev 8871, Puede 
agregarse a estos testimonios irrecusables, el de Juan Santoro, 
de fs. 9 v., pues, como bien ha dicho la defensa a fs. 50 y en 
ta audiencia final; «trátase de delitos en que no puede haber 
(tanütificados particulares», ni, por lo tanto, intereses de la mis- 
ma clase afectados «por ser de orden eminentemente públicos, 
en que solamente la sociedad es la ofendida», no procediendo 
la tacha deducida. Menos alcanzarían éstas, con este justo cri- 
terio, a los otros testigos I*>r pertenecer a un partido político 
Opositor al oficialista; y el haberlas deducido, atribuyéndo- 
les etienútad por tal causa, importaba confesar ios hechos acu- 
bados, ya que, sólo en tal caso, podría haber aquélla. 

4* El pueblo Clarke dista varios kilómetros de Serodino, don- 
de el acqsátío es titular del juzgado de paz, los que median en- 
tre bs estaciones de los mismos nombres del F. C. Argentino. 
AI tenerse |tor acreditado, según el precedente considerando y 
el 3* ile la sentencia de fs, lírft. que el acusado actuó, durante la 
cleción del 29 de marzo próximo pasado, delictuosamente, en 
los comicios de Clarke. se deja igualmente establecido haber 
hedió abandbHb de su juzgado de paz de Serodino. ya qtte no 
te era |josíIi!c ubicuidad en aml>os puntos, con lo que el recu- 
rrente manifestóse teóricamente conforme en la recordada au- 
r! inicia final del 16 del corriente, 

"" Este bandono del referido juzgado lo declaran, formal- 
mente también, los firmantes de los telegramas de fs. 14, 17, 
31, 25 y 3Q, al haber reconocido su autenticidad, ratificádose en 
sus respectivos contenido^ y contestado satisfactoriamente a 
Cuantas preguntas Ies formulara el inferior sobre el particular. 
Este pudo, legítimamente, interrogar a esos testigos sobre los 
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delitos de qnt- se traía, aunque ni un principio se Ies llamara 
solamente jsini el reconocimiento de aquéllos; como pu- 
do interrogar a los demás testigos de autos y a quie- 
nes hubiera estimado necesarios, pues SU ]x>tcslad al res- 
pecto es plena, líl halier sido dirigidos esos telegramas 
después de terminado el acto electoral, lejos de privarles 
de su significado propio o amenguarlo, lo ratifica, refiriéndo- 
los a la duración total del comido. Mal puede tampoco desvir- 
tuar lo que expresa el acta de fs. 161. con prescindeucia de 
las graves denuncias del alagado, doctor Autelo, en la audien- 
cia riel dia 16 del corriente, a que se refiere el acta respectiva, 
cuando el jefe de la oficina reconoce, al final, que la hora «tre- 
ce», escrita en uno de los libros, ha sido enmendada sobre ras- 
pado. Menos les quita mérito el que algunos de los testigos 
referidos no indiquen la hora en que vieron cerrado el juzgado, 
Cuando enuncian halier ido numerosas veces ese dia al mismo, 
encontrándose siempre en ese estado. 

& Pero, el mismo reo ha confesado en parte suficiente pan 
su condena este delito, diciendo a fs. 3 v„ que volvió de Clarke. 
llegando a Serodino el dia 29 de marzo a las 9, yéndose el mis 
mo día a las 16 a Carrizales a votar; mientras debió haber es 
tado constantemente en el juzgado de paz de Serodino, desde 
las 8 hasta las 18 de ese dia 29, como lo diseñen y a Jos efet 
tos de los arts. 4'. 33, 35, 45 y 92 de la lev 8871. Las excusa- 
de haberse hallado en Clarke el día anterior, 28, en cumpli- 
miento de órdenes de un juzgado de la provincia, a más de n. 
haber sido acreditado, es inaceptable, ]>or cnanto, conforme al 
art, 31 de la Constitución nacional, las leyes de la nación tic- 
nen primada y preeminencia snbre las de las provincias. Y el 
art. 7:, inc. 2* de la ley 8871. le eximía de la obligación del 
voto: como el art. 18 de la 8129 le imponía el cambio de domi- 
cilio, del que resultaría no haber dado aviso, vencido como es- 
talla, el término respectivo, según el uombranuento de fs. 62, 
habiendo asi, incurrido en el delito que ese artículo define y 
IK'ua. reagravándole su situación actual. 
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7 V El concurso de delitos acudidos no es, como dice la sen 
leuda, et <lel art. 56 Cóti. Penal, sitió el del 55 del mismo. Trá- 
tase, en efecto, de hechos independientes (los de los arts. 80 
inc. 6" y 81, inc. 1<\ ley 8871. Un juez de paz es funcionario 
creado por ésta, al im|.«merle en su art. 92 la obligación dé 
mantener abierta su oficina durante las horas de la elección J, 
reprimidos con una misma especie de ]>ena. la de prisión, ya 
que imr el art. 305, Odo. Penal, ta de arresto epiedó convertida 
en aquélla. Kl art. 56 refiérese al caso de penas diferentes por 
su naturaleza, que no es el del *sub lite». I-a aplicable debe 
ser la resultante de la acumulación de las penas correspondien- 
tes a los diversos hechos, resultante que, por las circunstancias 
IKirttcularcs. en que no hay más gravante que la apuntada en 
el considerando ¡interior, ha -le limitarse a muy poco más de 
la de ainlios ininimos. 

8> Aunque la acusación pedia solamente nueve meses de pri- 
sión y ha consentido la sentencia, la facultad y el deber del tri- 
bunal para aumentar la penalidad, dentro del criterio del art. 
41. código |ienal. y las constancias de autos, subsiste inattcni- 
hk\ establecida por la jurisprudencia de la Suprema Corte (to- 
mo 135, pág. 3H, y la propia (Fallos : Nos. 4007. 4309. 524(>. 
5417 y 5801). 

Por tanto, motivos concordantes de la sentencia de t's. 166 o 
169 del 2 de octubre próximo pasado y los del dictamen del 
señor fiscal de cámara, de fs. 188, se confirma dicha senten- 
cia, con costas: modificándola en cuanto a la pena fijada, que 
se aumenta a diez y ocho meses de prisión. 

V de conformidad a lo prescripto en el art. 164 C. de P. y ¡- 
las facultades de superintendencia correspondientes al tribunal 
en relación a la grave denuncia del señor abogado del acusador, 
ductor Alario Antelo, en la audiencia del 16 del corriente, con- 
signada bajo su firma, por disposición de aquel, en la diligen- 
cia respectiva de secretaria de esa fecha, y habiendo la mayoría 
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del tribunal rehusado considerarla eu este acuerdo >■ fuera de 
él, como rehusara en silencio hacerlo con las de los escándalo» 
del año próximo pasado en el juzgado a cargo del doctor Juan 
Alvarcz, que motivara la queja del suscrito a la Suprema Cor- 
te en que ésta se declaró incompetente, resuelve: 1*, pasar co- 
pia de dicha denuncia at señor juez y al señor fiscal respectivos 
para la iniciación de las acciones penales a que hubiere lugar; 
y 2°, requerir del señor juez aludido, informe sobre lo ocu- 
rrido. 

José M. Fierro. 



DICTAMEN DEL PROCURADOR «KNERAL 

Sume» Airo, Julio "J de Ift» 

Suprema Corte: 

El juez de paz de Serodino, provincia de Santa Fe, don Do- 
mingo Graffigna (hijo), fué acusado por don Domingo Bóni- 
fatti ante el juez federal del Rosario, como infractor a la ley 
N*' 8871. sobre elecciones nacionales, hecho cometido en los 
comicios de diputados nacionales celebrados el 29 de mayo dé 
1925. 

Consistía la infracción imputada a Graffigna, a estar a los 
términos de ta comunicación de fs. 1, en haber abandonado és- 
te ct juzgado local de Serodino, trasladándose a Clarkc, loca- 
lidad de la misma provincia, donde hacia propaganda política 
eu favor de uno de los partidos en lucha. 

Sustanciada la causa, el juez federal condenó al acusado ;: 
sufrir nueve meses de prisión y al pago de todas las costas 
procesales. 

Apelada dicha resolución, la Cámara Federal del Rosario la 
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tta a vocado anidando todo lo actuado, por entender que el acu- 
sador Houifatti carece de personería para promover la cansa, 
j«»r cuanto no pertenece al distrito electoral di- Garlee, donde 
aparece cometido el delito, sinó al di- Serodino, lo que. en los 
términos del art. 90 de la expresada ley electoral, lo priva del 
derecho de acusar por la infracción denunciada. 

Esa afirmación apirccc confirmada expresamente por la cíí- 
mara a fs. 20.Í, al conceller para ante esta Corle Suprema <■! 
recurso deducido a fs. 199. 

Kl apelante (fs, 199 citada), entiende que la resolución de 
la cámara envuelve una cuestión de derecho federal. Cuando in- 
terpreta el alcance del referid» art. 90 de fa ley N" 8871, que 
dice: «Todas las faltas y delitos electorales |>»drán su acusad»* 
p»r cualquier elector, con tal que pertenezcan a! mismo distrito 
electoral . sin que el demandante esté obligado a dar fianza ni 
caución alguna, sin i ajuicio de las arciones y derechos del 
acusad», si la acusación fuese maliciosa». 

I a interpretación que la Cámara hace de lo que debe enten- 
derse por distrito electoral es lo que, según el acusador, cons- 
tituye el error de derecho en la sentencia recurrida, ya que. dice, 
el tribuna! apelad» ha tomado l H,r distrito electoral lo que en 
la terminología de la ley respectiva se designa com» colegí» 
electoral 

Com» se ve, la nulidad del proceso y la denegación del de- 
recho de acusar, fundado éste en dis|)ostciones de una ley espe- 
cial, constituyen un cajo federal de los previstos j>or el art. H 
de la ley X" 48; y. siendo la resolución en cnant» deniega al 
recurxeute par lici] «ación cu la causa, de carácter definitivo, pro- 
cede el recurso rxtra»rdinari» aludido (S. C, N. 118, .190). 

V. K.. c»m» he dicho, declaró procedente una causa análoga 
a la presente, que se registra en el tomo 98. pág. 421. 
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Kn dicha causa su discutir» el significado y alcance de los 
arts. 102 y 110 de la ley electoral Ñ« 4161. con motivo de l;i 
intromisión en la propaganda electoral de un funcionario en 
íavor de una candidatura determinada. 

Condenado dicho funcionario por el juez, su resolución fué 
revocada por la Cámara Federal de Apelación de la Capital 
de la Nación, absolviendo ;j| procesado. 

Se tratalia de la aplicación de disposiciones electorales análo- 
gas a las (¡ue se discuten en esta causa. 

V. E., como he dicho, declaró procedente el recurso. 

Ks, en mi opinión, lo que corresponde declarar en la presen- 
te causa. 

Tal es tu i dictamen. 

fíamelo A\ Larreta. 



FALLO DE I.A SUPREMA COKTE 

Buíiim Air«, Septiembre s« de Iftru 

Y vistos: 

El recurso extraordinario interpuesto y concedido contra sen- 
tencia de la Cántara Federal de Apelación de Rosario cu la 
causa seguida contra Domingo Graffigna (hijo), por infrac- 
ción a la ley N* 8K71 ; y 

Considerando: 

Que las constancias de autos acreditan que el recurrente Do- 
mingo líonifatti formuló ante el juez de sección de Rosario, 
denuncia contra el juez de paz de Serodino, Domingo Gra- 
ffigna. por infracción a la ley de elecciones nacionales número 
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S871, fundando la querella en que el acusado hizo abandono 
de su puesto de juez de paz, d din que se verificaba titia elec- 
ción nacional, y se trasladó a otra localidad, donde realizó ac- 
tos de pro| «ganda política en favor de uno de los partido* en 
lucha y, resuelta la causa por sentencia condenatoria de pri- 
mera instancia, en la que se aplican las disposiciones invocadas 
•le la referida ley db elecciones, la Cámara Federal de Rosario 
anula dicho fallo, fxirque según la inteligencia que atribuye al 
art. 90 de la ley 8871, el acusador no pertenece al distrito elec- 
toral donde se dice cometido el delito. 

Que en estas condiciones, habiéndose interpretado ct fallo re- 
currido una «i más disposiciones de la j^ertinente ley eluvial 
del G ingreso, y puesto que su aplicación ha sido contraria al 
derecho invocado y especialmente al de acusación que se atri- 
buye al recurrente, es indudable que existe en el caso, la cues- 
tión planteada en los términos que estatuyen los arts. 14 de la 
ley N w 48 y 6" de la ley «» 4055, y que, en consecuencia, el re- 
curso extraordinario es procedente, y así se declara (Fallos, 
tomo 98, pág. 421; tomo 101. pág. 216; tomo 114. pág. 399, 
entre otros). 

Que, en cuanto al fondo, se advierte, desde luego, que la cues- 
tión fundamental a resolver en esta instancia es la que ha sido 
determinadamente establecida por la decisión de que se recu- 
rre, al expresar que, resultando de autos que el acusador señor 
Bonifatti no pertenece al distrito electoral donde se dice comt- 
tido eí delito, sino a otro distrito, el de Serodino. la acusación 
por elector de distrito, base previa e indispensable para la aper- 
tura del juicio, no existe. \\ por consiguiente, éste no ha debido 
abrirse sin dicho requisito, antecedente en virtud del cual se 
anulan las actuaciones del proceso. 

Oue, si bien de los términos transcriptos pareciera que se ha 
abordado un punto de hecho ajeno al recurso, esto es. el de 
determinar (fue el denunciante pertenece a un distrito y no a 
otro, lo que en el fondo y en realidad se ha resuelto, por inter- 
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pretación del art. 90 de la ley K* 8871, es que Seroclinu y Cíar- 
ke. situarlos amitos en la provincia de Santa Fe, constituyen 
dos discos distintos, a los fines electorales de que se traía. 
■ *nio fundadamente se hace notar en autos, esa inter- 

pretación es contrario al texto expreso del art. 37 de la Cons- 
titución, que establece que la Cámara de Diputados se compon- 
drá de representantes elegidos directamente por el pueblo «de 
las provincias y de ¡a Capital, que se consideran i este fin co- 
mo distritos electorales de un solo Estado»; de manera que si 
la inteligencia del citado art. 90 fuera la que le atribuye e! fa- 
llo en apelación, dicha disposición legaí seria inconstitucional. 

A los efectos, pues, de la elección nacional a que estos autos 
se refieren, los sitios aludidos. Serodino y Clarke, pertenecen al 
distrito electoral de Santa Fe, y, por consiguiente, se ha llenado 
el requisito legal del caso, desde que el elector denunciante pe: - 
tnece al distrito donde se dice cometida la infracción acusada; 
la anulación de lo actuado carece, en consecuencia, de funda- 
mento legal 

Qtte en cuanto a la limitación con que se lia juzgado v re- 
suelto la querella, refiriéndola solamente a la infracción deri- 
vada de la propaganda política atribuida al funcionaría acuss- 
do. por estimarse lo relativo al abandono transitorio tic su pues- 
to de juez de paz, mino una mera circunstancia para calificar 
aquella actuación, el pronunciamiento recurrido a|jarece. tíu 
efecto, justificad. i snb-e este punto, por el hecho de que el acu- 
sador súlotyidio la aplicauoii del término medio de la pena, 
que prescribe el art. 82 de la ley electora!, insistiendo ?n dirí a 
¡iena en el memoria! de ís. 216. presentado ante esta Corte y 
sin hacer referencia a la pena mayor que habría correspondido 
por aplicación del art 81, inc. ó* de la citada ley N* 8871. 

Por estos fundamentos, los concordantes del fallo de primera 
instancia, del voto disidente de fs. 195, y el dictamen del se- 
ñor procurador general, se revoca la sentencia anehdit. y fíe 
acuerdo con lo que dispone ta primera parte del art. 10 de la 
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lev N v 48, y lo establecido en casos análogos (Fallos. tonio 99. 
pág, 414, entre otros), se resuelve que la Cámara Federa' de 
Apelación dé Rosario tome nuevo conocimiento «le estos autos 
y con arralo a las declaraciones dt- esta sentencia, juzgue nue- 
vamente la causa, del i ¡crido abonarse las costas en el orden caü- 
aadas, 

A. Uekmkjo, — J. Figueroa Al- 
corta. — Ramón Ménukz. — 
Roherto Repetto. — M. Lai ■ 

RKNCENA. 



Ferrocarril Humos .lircs al Pacífico contra la Comisión de Fo~ 
mentó de Jarán Castellanos, por interdicto de obra nuevo, 
sobre competencia, 

Sumaria: l" Procede el recurso extraordinario del articulo 
14. ley 48. contra una resolución denegatoria del fuero fe- 
deral invocado por razón de la distinta vecindad. 

2: Corresponde a la justicia federal, jtor razón de las 
[htm mas, el conocimiento de un juicio de interdicto dedu- 
cido iMir la empresa del ferrocarril Huenos Aires al Paci- 
fico, con domicilio cu esta Capital, contra la Comisión de 
Fomento Aarón Castellanos, institución de carácter mu- 
nicipal con asiento dentro del territorio de la provincia ¡de 
Santa Fe. 

> Si hieu las autoridades de una provincia pueden es- 
tar habilitadas por sus leyes u ordenanzas locales para" la 
apertura, conservación, ensanche o modificaciones de ca- 
lles públicas u otras análogas dentro del territorio de la 
misma, tal facultad debe entenderse sin perjuicio de las 
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garantías acordad^ [K»r la Constitución Nacional y Ja ley 
común a la propiedad y a la jurisdicción creada por aqi!¿ 
lía y las d-yes nacionales, según | a nacionalidad y vecin- 
dad de h ls |H:rsonas cuyos derechos sean afectados o sl- 
pretenda que lo son, por resoluciones administrativas. 

Cuso; Lo explican las piezas siguientes: 



V vistos: 



SENTE Xl'IA OKI. JUEZ l'KmíRAL 

Rosario. Abril aO d t 18» 



b.ste interdicto de obra nueva seguido por la empresa del fe- 
rrocarril Buenos Aítes al Pacífico contra la Comisión de Fo- 
mento de Aarón Castellanos, del eme resulta: 

I a ««presa mencionada, por medio de su representante debi- 
damente acreditado, se presenta exponiendo que la citada co- 
misión hnlwa dado principio a la construcción de un canal que, 
arrancando del pueblo Aarón Castellanos, debía terminar en la 
laguna La l'ícasa, desviando las aguas de su curso natural para 
derramarlas en dicha laguna, lo cual, aumentando el volumen de 
las contenidas en ésta, intensificaría notablemente, los ix-rjuicio* 
que el acrecentamiento natural del lago producía ya a la linea 
férrea que lo muta en parte, basta el punto de imposibilitar el 
trafico de sus trenes y privarla de prestar el servicio público 
a su cargo. Pide, en consecuencia, se mande suspender la obra, 
y en su oportunidad, deshacer lo hecho, fundándose i»ara ello 
en el antecedente referido, y en los atrs. 2499, 2500. 2516. 2647 
y 265J del Código Civil y 337 de la ley de procedimientos N v 50. 
así como en la sobre ferrocarriles nacionales N'> 2873. 

Acreditado el fuero federal en razón de la distinta vecindad, 
por tener su domicilio la actora en la Capital Federal y la cor- 
lioración demandada en esta provincia de Santa Fe (fs. 7 vi 
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Si, sc (lió curso :il interdicto, convocándose a las parles al jui- 
cio verbal correspondiente, previa orden de suepender Ins 1ra- 
k-ijos a que se refería la demanda. En ta primera audiencia, 
la acotra objetó la iiersoneria del apoderado de la demandada : 
nido éste, y habiéndose solicitado pronunciamiento antes de en- 
trar el fondo de la cuestión, el juzgado dictó el auto de fs. 20. 
rechazando la excepción y mandando proseguir oí juicio, s-.*- 
};iiu su estado. Denegado el recurso de apelación, se recurrió 
directamente al superior. que dispuso concederlo, y entrando 
a conocer cu el, con firmó el auto de fs. 20 (v. fs. 62). Mien- 
tras tanto, el interdicto había seguido su trámite, contestándo- 
se la demanda en la audiencia de fs. 22 y siguientes; manifes- 
tando en su defensa la Comisión de Fomento de Aarón Caste- 
llanos, que no era ella la (pie bacía o mandó hacer el canal de 
qtte se trata, sinó una comisión de vecinos; que la obra se rea 
I izaba COft el propósito de salvaguardar la salud pública: que 
«I canal no terminaba, como se decía, en La l'icasa, ¡sinó que 
estaba a mucha distancia de ellas y que el declive natural del 
terreno llevaría siempre las aguas, con canal o sin él. a dieh i 
laguna. En consecuencia, negaba los hechos expuestos i«ir b, 
adora en lo que no se ajusten a esta relación, y solicitaba el 
rechazo de la demanda. 

Miícrto el juicio a pruetai, aminas partes ofrecieron las qiu 
*e detallan en el acta de la misma audiencia (fs. 22) ; todas las 
cuales fueron recibidas oportunamente y agregadas al expe- 
diente, con excepción de la de inspección ocular, por haber de 
sistido de ella las | artes, en atención a las dificultades que o£n- 
tfih y en vista también, de que podia dársela por sustituida ven- 
tajosamente cnn la que realizarían los peritos al desenqjeñar 

su cometido. 

Vencida el termino de prueba, se señaló el día Id del mes 
en curso para la audiencia final, la que se relaizó con el re- 
bultado de que da cuenta el acta de fs. 1.15. quedando el jui- 
cio en estarlo de sentencia. 



DE JUSTICIA DE r.A NACIÓN 



307 



V Considerando ; 

1? ígJIíiB el fundamento jurídico de I;i acción posesoria dedu- 
cida, luí sido presentado con claridad: el ferrocarril actor, due- 
ño dé los terrenos sobre los que ha emplazado su línea de acuer- 
do con la cuncesión del Estado, y fin posesión de ella a los fi- 
nes fiel servicio público de comunicaciones y transportes que 
presta, se siente turlrado en esa posesión por las obras de un 
acueducto que. torciendo el curso natural de las aguas, las en- 
-niiza y dirige sobre dicha linea férrea en un punto que ofrece 
peligros, amenazando seriamente su estabilidad y el manteni- 
miento del tráfico, con el aumento considerable del caudal de 
«gijas que volcará en la laguna, ya desbordante fnrts. 2499 y 
_Yi34, Cód. civil). 

2* Que si el fundamento expuesto por el actor es teóricamen- 
te, firme, no sucede lo mismo con el hecho turtxidor de La po- 
sesión, pues la nueva obra denunciada, no aparece como t;,|. 
ni por el testimonio de las personas que han sido llamadas a 
declarar, ni menos por el informe de los peritos, nombrados 
uno por cada parte, quienes en su dictamen ilustrado con fo- 
tografías y planos descriptivos muy amplios, llegan a las si- 
guientes conclusiones: que el canal en cuestión, sólo en una 
pequeña liarte de su trayecto, desvía el curso natural de las 
aguas, siguiendo en la mayor extensión de su recorrido, la di- 
rección rpie éstas tomarían por propia gravitación, de acuerdo 
con el desnivel del terreno (puntos 10" al 14* y 1* a ÍO?, del 
plano X» 3) ; que el acueducto no afeita directamente la pose- 
sión de la empresa actora. jwrque no llega hasta la laguna I.a 
Piensa; que para producir el considerable aumento de las aguas 
de ésta, seria menester que se prolongara el canal de un largo 
fie seiscientos metros, atravesando una loma, a fin de que el 
agua encauzada vaya a volcarse en 1.a Piensa, y producir los 
perjuicios que se temen ( véase f.s 92), 

3" Oue. \mr otra parte, !a Comisión de Fomento demandada 
li;. alega. lo como su defensa principal, que ella no es autora ríe 
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la obra tiiiL-va materia de este interdicto; y la pruclia rendida 
acredita, en efecto «|tie la empresa de encausar las aguas plu- 
viales qtte inundan <-t cementerio y parte de las quintas de Aa- 
róe Castellano;,, fué tomada a su cargo, voluntariamente. por 
una comisión particular de vecinos, interesados en defender y 
sanear sus propiedades, a la vez que higienizar el cementerio. 
Consta, igualmente, que lodo el canal está abierto en terrenos 
<kl dominio privado, salvo unos pocos metros que pasan so- 
bre un camino público. |»ara cuya ocupación con esc objeto 
solicitaron y obtuvieron, los ejecutores de la obra, el permiso 
correspondiente de la comisión rlc fomento. ¿Tan escasa inter- 
vención constituye a ésta en autora de la obra y responsable 
■ ¡vilmente de los perjuicios que la misma pueda causar? Es 
indudable «pie no. 

4 W Que aún admitiendo los razonamientos de la adora res- 
pecto a] dominio de la comuna sobre el camino y el carácter 
de accesorio que tiene el canal construido en él. pertenecténdote 
por eso. y ]>or lo dispuesto en el art, 232S del código civil: aún 
-upue-ta ta realización de la obra por disposición y liajo la in- 
mediata vigilancia de la Comisión de Fomento demandada,' h 
acción entablada no seria procedente, jorque se trataría, en tal 
caso, de tina restricción al dominio impuesta por acto del po- 
der público en ejercicio de sus atribuciones, y regido ]mr el 
derecho administrativo (art. ifdl del código civil): do un 
acto que siempre, y en todas partes, se ha distinguido de los 
que las corporaciones ejecutan como personas jurídicas, suj-- 
fi<- al derecho común; de un hecho realizado por la comisión 
municipal demandada, en nombre de la parte ele soberanía del 
Estado, que tiene delegada jiara desempeño de su misión y mr- 
i<«r cumplimiento de los fines generales de aquél. Juzgar un 
acto de esa naturaleza ¡>or la via del presente interdicto, impor- 
taría -<>meUT a la revisión de Io> jueces la> medidas que adop 
ti- é! poder administrador, aplicando las reglas inflexibles del 
derecho privado, a relaciones y conflictos que se rigen por 
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otros pritR-ipins. como lú tiene resucito ja Suprema Curtí- en 
varios casos y especialmente en el qué se registra «i el volu- 
men 102. pág. 175. confirmando una sentencia en este sctRíítfb, 
de la Hxrnia. t ámara Federa! de Córdoba. 

IW estos motivos, el juzgado definitivamente. f ;i |la: recha- 
zando la presente aeeción ^sesoria, con costas. Insértese ha- 
«ase saber y ejecutoriada que sea. archívese el expediente, pre- 
via comunicación a la autoridad correspondiente, de que queda 
mu efecto la urden de sus^nder la obra, que s e dictó a fojas 
S vuelta. — Manm-l Carrillo. 



SENTENCIA DE l.A CAMARA FEDERAL 

Rotarlo, Julio 14 de IOTB 

Hn acuerdo: Vistos los autos seguidos por la empresa del 
ferrocarril Humos Aires al Pacífico contra la Comisión de Fo- 
mento de Aarón Castellanos s.J interdicto de ohra nueva fexp 

Conaiderando : 

Que la acción interpuesta contra la Comisión de Fomento del 
ptíebto de Aarón Castellanos, no se dirige a la persona civil 
que inviste dicha corporación, por acto jurídico cclchrado con 
la demandante, sino a la entidad política que, con tai denomi- 
nación ejerce el régimen municiiial en dicho pueblo, de confor- 
midad a la Constitución y leyes de la provincia de Santa Fe, y 
con motív., de hechos cpie se dicen realizados ju.r ella, compren- 
didos ni el desempeño (le las funciones públicas de seRiiridad e 
higiene que le corresponden (concretados especialmente en el 
informe «i„ voce» ante el tribuna), a „na parte del canal cons- 
truido sobre un camino del municipio), los que se rigen por el 
derecho administrativo (art. 2611. C. Civil), y no encuadran 
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entre las causas cuyo conocimiento atribuyen las leyes sobre 
jurisdicción y cnfujietuiicia u los jueces de sección ( Jurispru- 
dencia tle la Suprema Corte, tomo 9» pág. 21 l >: tomo 45. pág. 
IfcW y lomo 102, [>ág. 175). 

Por tanto, .siendo de excepción e improrrogable hi jurisdic- 
ción de los triliiuiales y jugados nacionales, y debiendo decía- 
r:tr de oficio su incompetencia, siempre (pie ella resulte de los 
autos (arts. I w y 3", ley N v 50f, asi se declara, i|tic<!amlo si» 
efecto lodo lo actuado ante el inferior, ton costas al actor, por 
ser quien ha ocasionado las actuaciones. Ratifiqúese y devuél- 
vase al juzgado de origen donde se repondrá el sellado que se 
adeuda. — ¡Ms / '. iUmcáUs. — Jasé \¡. fierro (en disidencia) 
' 'artos \L , Mía. 



DISIDENCIA 

Visios tu rúñenlo y considerando : 

1" 1.a éxcepcióll <le «no {Kirie», |x>r sostener la demandada 
no haber sídp ella quien construía el canal de desagüe, motño 
del interdicto. -*á desmentida ¡nir los informes de fs. ¡17 y 
US, en (pie el señor gobernador de la provincia y su director 
de obras publicas expresan, el primero a! sefibr ministro r \c, 
I íhras Públicas de la Nación, y el segunda al jefe de \-\ src- 
L-ión Puentes y Caminos dé la provincia, ser la Comisión de Fo- 
mento de Aarón Castellanos la «pie efectuaba sus trabajo*. SÍ 
bien ésta mención es incidental, se hace con repetición y en for- 
ma tertuinaute en lal sentido, con motivo de un hecho dfi fcú ins- 
|iección imhcrnaliva y al fundar la razón de ser de la oblti dis- 
cutida, ante las autoridades de la Nación, que reclamaUm de 
la misma con jurisdicción exclusiva en el régimen del ferroca- 
rril actor. Sería, a más, inwrosímil suponer que la Comisión 
de FoinentO aludida liuhicsc sido extraña a la realización de 
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obras de tal magnitud, a la vista de todos y dentro de su .-adió 
de acción, y de su competencia exclusiva. 

2" Subsidiariamente y en la hi[>ótes¡s de que asi no fuera, su 
resiMmsabilidad civil siempre existiría en el caso, por la cir- 
cunstancia, híen comprobada en autos, de ocupar el canal en 
construcción alguna calle o camino pública de su jurisdicción 
(declaración de Valentín Mcndiluce de fs. 102; confesión del 
intendente de Aarón Castellanos, don Antonio di Medio, de fs, 
105 vía. e informe pericial de fs. 65). Esa responsabilidad pro- 
cede de la disposición dej art. 2519 del Código Civil, estando 
firme la presunción (pie establece ante la ausencia de prueba 
contraria (Machado, «Comentarios», tomo ú v , pág. 456), pre- 
cisa que el interdicto del art. 2499 Código Civil deducido, com 
pete igualmente contra el |xjseedor actual, haya o no hecho las 
construcciones y aun ]>or las hechas contra su voluntad. Pero 
no sucedió tal, pues el jefe de la Comuna expresa a fs. 105 
vuelta, que conoció la obra y «no la prohibió» por verificarse 
sobre terrenos particulares, salvo una pequeña extensión en tina 
calle pública. 

3» La obra proyectada o su porción ya hecha, ; importaría 
o importó lurltación de la posesión o violación de algún dere- 
cho de la parte actorar Desde luego, ha de tenerse presente lo 
dispuesto en el art. 2634, Código Civil : «El propietario de una 
heredad no puede, ¡mr medio de un cambio que haga en el nw 
yé de su terreno, dirigir sobre el fundo vecino las aguas plu- 
viales que caían en su heredad». La demanda decía estar cons- 
truyéndose un canal por la Comisión de Fomento de Aaróu 
Castellanos, a terminarse en la laguna La Pieasa, cuyas obra* 
el inferior hizo suspender; que al desviar el curso natural de 
las aguas, «aumentaba la cantidad de las que recibía el terreno 
de la linea, acrecentando considerablemente los daños y difi- 
cultades que han producido basta ahora». Y bien; esto se ha- 
lla acreditado incontestablemente, con el dictamen pericial de 
fs. 65 a 92, cuya conclusión 3* de fs. 92 vía., dice asi : «El ca- 
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nal, que es motivo riel interdicto, «tal como ha sido hallado en 
el momento de la pericia, contribuirá a aumentar el volumen 
ilc la laguna La Picasa* con el agua procedente de los deslin- 
des de la laguna Castellanos y la excedente cpie se acumula an- 
tes en las depresiones del terreno que atraviesa en su recorridn, 
«perjudicando a las ohras del F. C. Pacífico» en proporciones 
variables, según la cantidad de lluvia caída». 

4* «Tal como lia sido hallado el canal en el momento de la 
pericia», se lee en la conclusión transcripta; pero, aquél debía 
prolongarse hasta La Picasa. Sobre el particular dicen los per i 
tos a fs. 86, que si se enriara una loma, donde llega ahora el 
cana!, y ]>or el cual va su traza, para lo cual bastarían ligeros 
trafvajeis de anido y pala de buey, se dc.icagaría hacia la parte 
ya construida de aquél e iría a la laguna un caudal enorme de 
agua encauzada por el costado Norte de un gran terraplén que. 
con un ancho de diez metros, se ha construido en el centro del 
camino. Aun sin prolongar su estado actual, es pergéñente a 
la solución que se impone, la conclusión 4* siguiente : «|xir un 
corso muy sinuoso, que responde 1 a los declives del terreno «las 
aguas excedentes» de la evaloración y absorción del suelo «des- 
cienden hacia I-a Picasa»; |>ern, con la rectificación del curso 
y el «encauzaiuicuto en el canal, se acorta la distancia, mejora 
la marcha y las aguas llegan a Iji Picasa en mayor cantidad y 
más rápidamente», La empresa actora cruza esa laguna en una 
extrusión de ocho kilómertos y tiene una estación en sus lx>r 
iles. 

I"! dictamen pericial aludido, es decisivo sobre los hechos 
alegados en la demanda. «El recorrido total del canal, dice a fs 
82 vía., es de 3ír*42 metros y desde su origen en el cementerio 
hasta llegar al punto N v 10. entre g. y f., con los codos que 
forma, va siguiendo aproximadamente la dirección del descen- 
so natural de las aguas. Pero, a partir de allí, debido al decliv- 
de (terreno, las aguas naturalmente toman rumbo al Norte, si- 
guiendo la dirección de la flecha para llenar unos terrenos Iki- 
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jos. que se ven en el planu. et) el punió u. y llegar después ¡i 
la vía. fíente al K. W..100. cu donde ta empresa ha táibcsdp 
debajo del terraplén tres tul>os de desagüe de 0.50, ta! como se 
ve en el plano, para dar jiaso a una parte de esas aguas allí acu- 
muladas, €que podrían perjudicar sus obras». Volviendo al pun- 
to 10' del canal, siempre con el plano 3 a la vista, notaremos 
<pic aquél no sigue ya la dirección de las aguas, que descienden 
naturalmente de los terrenos mas altos, pues, como acabamos 
de verlo, mientras las aguas toman rumbo al Norte et canal, en 
cambio, «corre en una sola línea recta hacia el Este, hasta lle- 
gar al punto c.» Desde aquí ef «rumbo ha sido desviado con ten- 
dencia al Sud Este» hasta d., «mientras tas aguas corren natu- 
ralmente hacia el Norte». V a fs. 85 vta. repite que la Comisión 
de Fomento de Aarón Castellanos, con propósitos laudables, es 
tá empeñada en establecer desagües fáciles de su pueblo, «tra- 
tando de echarlas en La Picasa» ; y que el «canal ya construido 
por aquélla produce el aumento de agua en dicha laguna, con 
los perjuicios consiguientes al ferrocarril actor». 

X'> No se ha presentado en autos prueba de declaración n 
resolución alguna de autoridad competente, ni siquiera de la 
Comisión de Fomento demandada, de la necesidad de esas obras 
de desagüe por razones impostergables; ni es punto consagra- 
do o axiomático que ella debiera primar sobre los derechos de 
la empresa actora, la cual surgió por motivos de interés público 
fie orden superior y general : argumento desistido en la audien- 
cia de la fecha |Htr ta parle demandada. En cambio v a lo me- 
nos, el consentimiento de la demandada a ta iniciación y prose- 
cución de las referidas obras y a su realización sobre la calle 
pública, que le pertenece jurisdiccionatmeule, la ha complicado, 
solidarizándola en las responsabilidades emergentes de dichas 
obras. En efecto, violado el derecho de la actora derivado del 
art. 2634, Código Civil, violación constitutiva de un acto ilíci 
ta (art. 1060, Código Civil), son aplicables al caso las disposi- 
ciones de los arts. 1 IOS. 1075, 1077 y 1081 del mismo; y la ju- 
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imprudencia ríe la Suprema Corte, del tomo íil. pag. 98. Este 
es tanto más pcrliencnte. cuanto que el «stih lite» cae bajo ta 
di-[>osición del art. 2497, Código Civil, desde que la turbación 
de la posesión ocurtda lio lia tenido por objeto hacer poseedor a 
su autor o autores, eorrcst>oiidicndo, entonces, ser juzgada la 
acción como indemnización de daño. 

7" 1.a coni|K.*tencia federal es evidente, pues tratándose de un 
juicio entre ]HTsonas de diversa vecindad en que la demandada 
radica en esta provincia, carece de valor legal el argumento de 
referirse aquel a materia regida |»or el derecho administrativo. 
I" que. no es exacto. sol>r«- todo cuando fio se lia demostrado 
une las disposiciones ixTiieiientes de éste se hallen en oposición 
a las que, en todo caso, serian de aplicación subsidiaria del de 
rcclin común, mencionadas precedentemente. 

Por lauto, se revoca, con costas cu ambas instancias, la sen- 
tencia ele fs. 136 a del 30 fie abril próximo pasado, conde- 
nándose a la Comisión de Fomento de Aarón Castellanos, a ni- 
velar o reponer, en el término de tres meses, los terrenos don- 
di se ha construido el canal motivo del juicio, al estado anterior 
a dichas obras y a no continuarla». 

José M-. h'itrro. 



DICTA MKN IJKL SKÑOk PROCURADOR GENERA!. 

BuMiAi Alrts, Mano 2 de L92t> 

-Suprema Corte: 

La Cámara Federal de Apelación del Rosario ha denega- 
do a la empresa del ferrocarril Buenos Aires al l'acífico, el re- 
curso de apelación interpuesto para ante Y. li., en la presente 
causa sobre interdicto que sigile contra la Comisión de Fomento 
de Aarón Castellanos, por eíiteder que la sentencia definitiva 
de ís. 159 no deniega a la recunnte el fuero federal y porque 
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ésta no ha ¿«fresado ni fundado el recurso míe deducía fáiitos 
de ís. U£*r 

Considero errónea esta afirmación. 

En la causa se ha invocado oportunamente el privilegio del 
fuero federai y el jiies, liállándole justificado debidamente pór 
razón de las personas y sin oposición de la parte demandada, 
se ha declarado competente para conocer ul litigio, y previa subs- 
tanciación, lo lia fallado rechazando la demanda. 

Pero la Cámara Federal del «osario ha revocado esta re- 
solución, dejando sin efecto todo lo actuado. ixjr considerar 
qm dchiendo regirse la discusión por principios de derecho ad- 
ministrativo, el caso «no encuadra entre las causas cuyo cono- 
cimiento atribuyen las leyes sobre jurisdicción y competencia 
a los jueces du sección», añadiendo (pie «siendo de excepción e 
improrrogable la jurisdicción de los tribunales y juzgados na- 
cionales, y debiendo declarar de oficio su incompetencia, siem- 
pre que ella resulte de los autos «así se declara». 

Entiendo que nr> puede darse denegación más terminante 
del fuero federal. 

Por otra [»artc, la naturaleza misma del punto resuelto y 
del derecho invocado, garantía de carácter, federal, son suficien- 
te expresión y fundamento del recurso deducido a los fines del 
art. 14 y 15 fie la ley 48, 

lío cuanto al fondo del asunto: la competencia federal 
surge, en mi opinión, por razón de Jas personas, como lo ha 
declarado el juez federal y, además, jwir razón de la materia. 

Por razón de las personas, [>orque se lia acreditado la dis- 
tinta vecindad de las panes. 

Por razón de Ja materia, la causa debe ser sometida a de- 
cisión de la justicia nacional, por cuanto en la misma se dis- 
cute el derecho que a la empresa ferroviaria asiste pttrS impe- 
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dir la prosecución de obras de desagüe que pueden poner en 
peligro I;l estabilidad de tas vías y el tráfico res|iectivo. 

Kn efecto, resulta de autos que la Comisión di- Fonicm • 
df Anrón t 'astíllanos, la sido demandada para que .-aispcnd i 
la ejecución de un canal de desagüe míe. según los informe- 
téemeos agregados, va a llevar a la laguna La Picasa tm abun- 
dante vandal de agua, producido por los desbordamientos dt 
la huitín Castellanos, con graves riesgos para las vías del íe- 
rmearríl demandante, que atraviesan la primera de las lagimas 
citadas. 

Como se vr, va a discutirse si existe o no peligro para la 
•*e^t.r : dad de las vías y la resolución que se dicte puede Regar 
¡i afectar el régime n de las mismas, cuya construcción y explo- 
tación se liare bajo el control de la ley general de ferrocarril».' . 
nacionales \" 2fS73. 

Los arts. 1* S v . inciso 10. 17, 71 y Hü de la inistna ley es- 
táu demostrando expresamente que cualquier modificación en 
el servicio de alcantarillas y desagües debe ser intervenido y 
roiitrnladn por la autoridad nacional, y las cuestiones que al 
respecto se susciten, en cuanto importa itm-rpretar y aplicar la 
ley especial citada, no pueden serlo sino por la justicia fede- 
ral (ari. J", inciso 1* y 4" de la ley Sí* 48), 

V. E. acaba de 'resolverlo recientemente en la causa que 
se registra en el tomo 145. pág. 225, de acuerdo cnu lo dteta- 
minad" por esta procuración general, 

l'or Id expuesto, soy de opinión que corresponde revoca' 
la sentencia recurrida, disponiendo que la Cámara Federal rea- 
simia la jurisdicción de que se lia desprendido en esta causa v 
dicte sentencia definitiva en la misma. 

lid luir d o Sana ir Mu. 
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FALLO líR LA SUPREMA rilRTK 

■uenoí Aires, Sepllembre de ÜIW 

Autos y vistos, considerando : 

Que al iniciar la demanda la parte del fem^rril BtKmo* 
\>rcs al lacheo, sostuvo la procedencia del f„ cro federal en 
razón de la distinta m ,„dad de las parte,. La Cámara Federal 
*l $?mio, sin rtesconocer la distinta vecindad, ha declarad, 
m üimo, qm \k cansa no encuadra entre abulias, ano am„d- 
mre.un corresponda « | a competencia de fas jueces de sección. 

Que lo primen» importa plantear una cuestión de carácter 
federal, y | r > seíJun do !a denegación del fuero invocado, esto ¿ 

, <, r 0,,nC ." ,,K ' I ,,t " <ld d <%H? «t™ ol recurrente fundara en 
una ley nacional. Ley 48. ari. 14, ¡nc 3ft 

m fm> ello así y teniendo, además, en cuenta «pie el 
cu,™ „, terpuestu por el escrito de fs. 166, en presencia de 
I- ...lecedentes de jurisprudencia en él invocados, no podía 

2 2"L?« d Ktrilurilin -™ ^torizadu por el art. 14 de la 
ley j\v i a (Jl , ejil deducida es procedente. 

En su mérito y ríe conformidad con lo dictaminado por el 
- ñor procurador general, asi se dolara. 

Considerando, en cuanto al fondo de la cuestión, por ser 
innecesaria mayor substanciación: 

Que la Cámara Federal del IWin. para arrihar a la de- 
claración de que (a causa no corresponde a la competencia .leí 
¡m do secc,ón, une la decidiera en primera instancia, se níi 
fundado en que «la demanda ,.□ sc dirige a la persona civil tf£ 
myisN la Comisión dé Fomento del puehlo Aarón Castellanos 
por acto jurídico celebrado con la demandante, sim> a la entidad 
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política que cun lal denominación ejerce el régimen municipal 
m dicho puchtu, ile conformidad a la Constitución y leyes d<* 
la provincia de Santa Pe, y con motivo de hechos que se dicen 
realizado- pOt <Xkt comprendidos en el desempeño de las fitn 

dones públicas de seguridad e higiene que le cfli^ooiiden las 

que se rigíifl pot el derecho administrativo (uri. 2611. Código 
Civil i * 

□fie, dé acuerda con lo dispuesto por el arl. 100 de la 
Constitución e inciso 2? de la lev X* 48, corresponde a los iri 
hunalrs federales el un«»cÍmÍento y decisión de las causas civí 
Ies en que sean partes un vecino de la provincia en que se sus- 
cite « I pleito y un vecino de otra o íle la Capital Kederal. 

tjtit- tratándose en el presente juicii» de un interdicto de- 
ducido por 9a empresa del ferrocarril Huenos Aires al Pacifico, 
con domicilio en esta Capital, contra la Comisión de Inimentn . 
Aarón Castellanos, institución de carácter municipal con asiento 
dentro del territorio ríe la provincia de Sania Fe, el conoci- 
miento de la causa ci>rres|jondc a la justicia nacional, por razón 
ríe las personas con arreglo a lo establecido en el anterior con- 
siderando. 

Utiv la cuestión «*iih jndiee» vi-rsa según la demanda, so- 
bre un derecho di- naturaleza civil, cual es el de hacer cesar la 
turbación o la agravación que para la propiedad del íerroiarril 
síglllÍH^ la construcción de un canal |>oi- el <pic se hacen correr 
las aguas <W los terrenos superiores. 

Que. ni el contenido de la causa üi la naturaleza de la en- 
tidad demandada, exelityen la jurisdicción tatlonU. En efecto, 
si bien las autoridades de una provena, ha dicho esta Corte, 
pueden otar habilitadas por sus Icvl s u ordenanza * locales! ixira 
la apertura, conservación, ensanche o modiísCUt iones de calles 
púl.licas u otras análogas dentro del territorio le la misma, tal 
facultad delie encenderse sin perjuicio de las guramis* acorda- 
das |n»r la Constitución Nacional y la lev couivm a la propiedad 
v a la jurisdicción creada por aquélla y las leyes nacionales, m<- 
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KÚn la naíáoiigiiécl y vecindad de | M perdías ci^os derechos 
Msm atc-cta,|„s n se pretenda que ki son, i»or resorciones vln.í- 
mjfrtí^ Pomo 95, ¿fe 102. Y Cantío en d & f Sn„ ^ 

Iw expresado M „ e ,„ d ^ piiesfe (k tjm . |as 
d- las prnv.uems hayan usado en un cas (Ic f arulti( |, s ¿&j¡¿. 

ÍT i*" M,s »o míen éstas «Henderse- ni ejer- 

citarse con detiímeníb de (a, aramias consagradas ,H, r í ;i 
j.nsUMu.nn y las leyes enmues. respecto de la propiedad rri- 

Pníí " mrum m * 

íjuc. seggn ^ la ¡uUTveneión de la justicia uaaunal ai 
. presente caso, quedaría Hnn.ada simplemente a determinar 
1,1 mL : 1,<L ? ^««va autoridad,, ,«,r la Comisión de K, 
memo . aron Castellanos, agrava o no la condición de los te 
rrenos de propiedad del actor, contrariamente a lo qíífe se,»u 

de la causa el examen de las facultades que cortespcMiden a di- 
<h* **Sm*to m asuntos de seguridad e higiene, sinó « ¿ 
£a de tales .aeullades, puede aquélla. a su ,rf>i t rio. Vu ,„ tT , r 
afectar la propiedad de los particulares. 

Kn su mérito, y de conformidad con lo dictaminado por 
el señor procurador general, se declara m , ;i p r , sclU( . ¿£ 
" JC ,U , <W C "™ 1 de la justicia nacional. En consecuencia, se 

T2¿ ,^f " , ^ ^,1,ti ! í,ll : l tlv ís - ,5a Notifi ^ y ^« 

tafoSfe l0S ****** I™ vía de 

M proente y del dictamen del señor procurado* general. 

A. Uermejo, - ). Fir,tn:itoA Ar.- 
fuRTA. - Ramón Méndfz. 

IÍOI1KHTO lÍEPMTTn. 
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Ühnis Sanitarias de /■/ \ lición contra ti ferrocarril Central Cor- 
ifofnt. S&tVV dei-oliurón de Simas de dinero. 

Sumario: j* Un caso resuelto por interpretación de la ley nú- 
mero que organizó la Dirección de las Obras Sani- 
tarias de la Nación, institución local como la ley que la 
crea, dictada por ej Congreso pira él régimen dé la C api- 
tal y Territorios Nacionales y, tu consecuencia, exenta de 
carácter federal, no puede fundar el recurso extraordina- 
rio autorizado por el art. 14 de la ley nacional de jurisdic- 
ción y competencia. 

1 ,} No trota ¡«ira la procedencia del recurso extraordi- 
nario preceptuado eu cí inciso 3* del art, 14, lev N? 4S, que 
se haya discutido durante el juicio la intcligencai de áJglitia 
cláusula dé la Constitución, o de nn tratado o ley del Con- 
greso ii una comisión ejercida en nombre de la autoridad 
nacional, requiriéndose, indispensablemente, qm* la. deet- 
>ióu definitiva sea contraria a la validez <lel título, dere- 
cho, privilegio o exención fundada en dicha cláusula. 

3» Es improeei lente la intervención de la Curie Su- 
prema en ejercicio de su jurisdicción apelada extraordina 
ria. cuando no ha habido decisión contraria al derecho re- 
clamado bajo e! imperio de la ley nacional. (Kn el caso 
IuiIki, por el contrario, reconocimiento del derecho invoca- 
do por el demandante). 

Caso: I.ii explica el siguiente: 



DK JUSTICIA DE I.A SACIÓ* 



321 



l-.M.LO CÍE LA t cikta SUPREMA (1 ) 

Buenos Airn. Septiembre 29 de J».ti 

\ vistos: el recurso extraordinario interpuesto y concedido 
contra sentencia de la Cámara Federal Apelación fie la Capi- 
tal en la cansa seguida jMjr las Obras Sanitarias de la Nación 
entura la empresa del ferrocarril Central Córdoba, i>or devolu- 
ción de sumas de dinero. 

V considerando 5 

Que la demanda lia sido deducida en concepto de que ta 
fKirte actora, regida por la ley m'iin. S,W, es una dependencia 
fiel gobierno de la Nación, y twr tal circunstancia, y de acuer- 
do con las disposiciones legales perrienentes (ley 5315, art. 10, 
decreto de 22 de enero de 1913. arl. L» inc. b.), dicha reparti- 
ción tiene derecho a exigir que el transarte de sus empleados 
y artículos de sn propiedad sea aforado en un 50 ojo fie las ta- 
rifas ordinarias. 

Que desconocido ese privilegio por la empresa demandada, 
ywir considerar que la referida ley orgánica de las Obras Sa- 
nitarias de la Nación les ha dado una completa autonomía, la 
sentencia recurrida confirma la fie primera instancia, que fun- 
dada en las invocaciones del actor, hace lugar a la demanda. 

Oue estos antecedentes acreditan que el caso de autos ha 
*ido resuelto por interpretación de la ley N» ,SSS9. que reorga- 
nizó la Dirección de las Obras Sanitarias de referencia, institu- 
ción local como la ley que la crea, dictada por el Congreso [Jara 
el régimen de la Capital y Territorios Nacionales y, en conse- 
cuencia, exenta de carácter federal, no puede fundar el recurso 
extraordinario autorizado por el arl. 14 de la ley nacional de 
inrwlin ión y competencia. (Faltos, tomo 105. p%. 103; tomo 
117. rtágínaa 15 y 22; ritmo 115. p=ig. 341. entre otras). 
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One crni arreglo a la proccptuado en el íftc. 3* del ari, 14. 
lev \' J 4K. y a to reiteradamente resuelto por esta Corte, no 
basta |vara la procedencia del recurso allí autorizado, que se ha- 
va discutido durante el juicio la inteligencia de alguna cláusula 
ele la Constitución, o ríe un tratado o ley del Congreso o una 
comisión ejercida en notnlire de la autoridad nacional, requi- 
riéudosc indispensablemente míe la decisión definitiva >va con- 
traria a la validez del título, derecho, privilegio o exención fun- 
dada en dicha cláusula. (Fallos tomo \M. pftg, 270 y los allí 
citatlós i. 

Que habiéndose invocada en el «sub judice* el derecho dé 
hacer transportar ¡visajeros y carga a iniiad de tarira, fundado 
en el art. 1", ¡miso del decreto de 22 de eneni de 1°43 y en 
el art. 10 de la ley 5315, procede observar al respecto, que es 
ti privilegio del actor y no el del recurrente el que se ha min- 
eado al amparo de estas disposiciones, y cpie la sentencia recu- 
rrida lejos de desconocer la existencia u valide/: de la invoca- 
ción aludida, la lia reconocido en toda la extensión que se le 
atribuyó ]«ir el demandante al hacerla valer. 

<Jue m e-la- condiciones la intervención de cst;i Corte en 
ejercicio de su jurisdicción, apelada extraordinaria. c> impro- 
cedente, desdi- que no ha habido decisión contraria al derecho 
reclamado bajo el anqiaro de la lev nacional. ( Kallns. tumo ll.í, 
pég, .145: tomo L2Í, p% 1SS; tomo 127. pág. 314 >. 

Kn SU mérito, se declara nu haber lugar al recurso. Xoti- 
fiquese y rcput-io el papel, devuélvanse al tribunal de proce- 
dencia. 

A. Bkrmejo, — - J. FtfíUEROíi Al- 

TORTA. — lÍAMON MÉNDEZ. — 

Roberto Rei'ktto. 

(1 ). Kn la misma fecha se dictó igual resolución en el jui- 
cio seguido entre ta- mismas partes, pnr idéntica causa. 
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ACLARATORIA DK SENTENCIA 

Bueno* Air», Octubre G de \:W 

Áuofcs y vistos: la aclaratoria solicitada. 

Y considerando: 

One esta Corte ha dejado establecido en la sentencia de 
fs. 2Ci9 y 70. «que es el privilegio del actor y no el del recu- 
rrente el ijue se lia colocado a! amparó de estas disposiciones, 
y <|Uc la sentencia recurrida, lejos de desconocer la existencia o 
valide/ de la invocación aludida, la ha reconocido en toda la 
extensión que se le atribuyó por el demandante al hacerla va- 
ler», por lo que declara improcedente el recurso interpuesto, 
desde que «np ha habido decisión umlraria al derecho reclama- 
do Mía él amparo de la ley nacional*, como lo ejdge el art. 14. 
inciso & de la ley N v 48. 

(¿tic. por consiguiente, ninguna importancia reviste a los 
efectos de ta procedencia del recurso extraordinario, la circuns- 
tancia de míe en el caso se haya impugnado por el recurrente la 
iiikrjirfiacióii atribuida al decreto de 22 de enero de 1913. to- 
da ve¿ que esta parte pretendía que se diera a las disposicio- 
m Cíe áquéj una inteligencia más limitada qué la que le ha 
datlo el fallo materia de la presente queja. 

A, Bermejo. — ). Figueroa Al- 
corta. — Ramón .Méndez — 
ROBERTO Remf.tto. 
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Don iltrtor Sibtltíl, (su sucesión) sobre muihión rfr tiienias, 
incompetencia ás jurisdicción por inhibitoria. 

Sumario . V> Kl demandado ante el juez de una sucesión que 
concurre ante <"l mismo y formula peticiones sin oponer 
ninguna excepción, prórroga h jurisdicción de aquél, ante 
el cual queda radicada y debe fenecer la causa. 

2* IX* acUcMo con lo preseripto por el art. 412 del 
Código (fe Procedimientos de la Capital, aplicable snbsi- 
diarianienlc en lo federal, el demandado ante un juez no 
puede abandonar el procedimiento sobre declinatoria mi- 
nado ante el mismo para recurrir al de inhibitoria ante 
i tro. 

Cilio : Lo explican las piezas siguientes; 

Al Ti» DEL J L'Kit EN f.O CíVlfc 

8u*n« Aires. Junio 1S «Je 

Autos y vistos. Considerando: 

'• 1 exhorto de fs. M, en tjtue i-l señor juez del Departamen- 
to d- i Centro de la Provincia de Bueno;. Aires, cofi asiento en 
la Ciudad d<* Mercedes, promueve cuestión de incompetencia jM*<r 
inhibitoria, a propuesta del demandado en estas actuaciones, se 
ha producido en circunstancia en que la Kxma. Cámara Pri- 
mera de \|Hl;icintie¿ confirmaba el fallo de fs. Ijjfj ilictado por 
el proveyente a rai/ de una cuestión i|ue el heredero don Vi- 
rente Mario Sibílla, el mismo que promueve la iuhibiloria aitte 
r! -tñor iinv reiptireule. dedujo aquí con idéntica finalidad. 
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Las razones que impusieron aquella resolución, dclicn for- 
josámentc considerarse subsistentes |>ara oponerlas a la reite- 
rada petición del demandado, que está comprolrado, aceptó en 
tilas la prórroga de la jurisdicción territorial. 

Por ello, dando por reproducido el proveído de fs. IS, lo 
expuesto [Hir la jvirtc adora a fs. 39 y lo dictaminado preceden- 
temente por el ministerio fiscal, resuelvo no aceder a la re- 
damación tpic se formula, y dando por trabada la contienda, di- 
rigir exhorto al señor juez de Mercedes, con transcrii>ción cíe 
las piezas enunciarlas, dictamen del fiscal de cámara de fs. 29 
y resolución confirmatoria de fs. 30, a fin de que remita los 
antecedentes a la Suprema Corte, a los fines correspondientes. 
Mácase saber y repóngase el papel. — /. Isaac Arrióla, — An- 
te mi: Ü. Romero. 



DICTAMEN- rtEI, SEÑOR PROCURADOR GENERAL 

Bueno» Aires, Sepilembre ?dt iu:t. 

Suprema Corte: 

Lo (pie la sucesión de don Héctor Sil. illa reclama del he- 
redero Vicente .Mario Sibilla, ante el juzgado de primera ins- 
tancia en lo civil de ta Capital de la Nación, donde tramita la 
expresada sucesión, es la rendición de cuentas del ejercicio de 
un mandato que el causante haliia otorgado al demandado. 

Este, al ser notificado de esta intimación, se allanó a ren- 
dir las cuentas y solicitó, a tal fin, diversas medidas proba- 
torias, 

Pero, al ser emplazado ijosteriormcnte para que efectuara 
dicha rendición, dentro del término de quince días, se opuso, 
aduciendo, entre otras defensas, la de incompetencia de juris- 
dicción en razón del domicilio de los interesados 
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Substanciada la exección, fué dc^ot imada, con costas, en 
ambas infancias, 

J>ijo, en esa oportunidad, el tribunal de apelación, al con- 
l ir ruar por su» fundamentos la sentencia del juez de 1* Ins- 
tancia. i|iK' ta excepción opuesta, a más de improcedente, era 
cxteni[K>ranea, j » »r cuanto se t ratafia de resoluciones ejecuto- 
riadas. 

No conforeje con e|!o, el demandado bahía deducido ante 
el jttzado de 1* Instancia en lo civil y comercial del Departa- 
mento dél (.'entro, provincia de Buenos Aires, inhibitoria, que 
le fué aceptada i>nr dicho juez, contra el de la Capital. 

Lo relacionado precedentemente, demuestra, en mi opi- 
nión, concluyentcmente, ta falta tic razón del demandado pura 
impugnar la jurisdicción del Jíiez de la sucesión. 

La causa quedó radicada desde un principio ante dicho 
jueü y ante el misino debe fenecer (art. 14, ley 48). 

El demandado prorrogó la jurisdicción del juez de la su- 
cesión tart. 12, inc. 4''. ley citada), al concurrir ante el mismo 
y formular [iliciones sin oponer ninguna excepción. 

Por otra parte, el sometimiento posterior del mismo de- 
mandad., al juez de la sucesión pára que resolviese la inciden- 
cia que, extemporáneamente planteara, ha hecho inaceptable la 
jironioeión de una nueva cuestión de incompetencia por inhi- 
bitoria ante el jtizgadó de la provincia antes citadn. 
i 

De acuerdo ton lo que prescribe el art. 112 del Código de 
Procedimientos <le la Capital, aplicable subsidiariamente en lo 
I-i'ileral. el demandado no lia podido akmtlonar el procedimien- 
to sobre declinatoria iniciado ante el juez de la sucesión, para 
recurrir al de inliihitoria ante el juez provincial. 

Kn ningún caso. pues, a este juzgado puede eorresponderle 
eonoeer en la causa. 
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J'ur lo expuesto, soy de opinión que la presente contienda 
delie resolverse en favo? de la competencia del juez de la Ca- 
pital de la Nación. 

Horacio A\ Lnrrrta. 



FALLO HE LA SI" TREMA CORTE 

Bueno» AJret, S*pH*mbre 3» de l»J3 

Autus y vistos: 

Por las consideraciones y fundamentos de] precedente dic- 
tamen del señor procurador general, que establece los liedlos 
y la apreciación legal de los mismos, con arreglo a las cons- 
tancias de la causa, y de acuerdo con la jttris prudencia de esta 
Corte, en casos análogos (Fallos, lomo 107, pág. 158; tomo 124, 
pág. 144 y 225. entre otros) se declara que el juez COirjpetente, 
en el caso, es el de primera instancia en lo civil de esta Capital, 
a quien se remitirán tus autos, avisándose al juez de Mercedes 
en la forma de estilo, con transcripción de esta resolución y del 
dictamen de referencia Repóngase el papel. 

A. Rkrmkjo, — J. Fiüi;eroa Al- 
cokta. — .Ramón Méndez — 
Roberto Repetto. 



I .U.1.US DE la CORTE SOPREMA 



N u T A S 

En la demanda deducida ]H«r don Alíred" Sauders contra 
la Provincia di- l Sueños Aires, por repetición de la suma de 
cuatro mil ciento noventa v cuatro pesos moneda nacional, pa- 
gados hajo protesta» en concepto dé Cttotas del impuesto creado 
|mr la lev ele dicha provincia, de 30 ele diciembre de 1907, dcs- 
linado a allegar los fundos necesarios para la apertura y pavi- 
mentación de un camino cutre (as ciudades de La Plata y Ave- 
llaneda, la Corte Suprema, con fecha 8 de septiemhrc de 192o 
y de conformidad con ]o dictaminado por el .señor procurador 
general, falló la causa, declarando que el impuesto establecido 
por la referida ley provincial es contraria a los atrs. 16 y 17 
de la Constitución nacional y. en consecuencia, (pie la expre- 
sada provincia debe devolver al actor la cantidad demandada, 
dentro del término de diez días, con sus intereses, a estilo de 
lo« rpie cobra el i ¡anco de la Nación . desde la fecha de la noti- 
ficación de la demanda. 



Kn la misma fecha, no se hizo lugar a la queja deducida 
por don Francisco Aimi en los autos Palma Unos.. José Julio, 
contra Pita y subioquilmos, por desalojo, por resultar de la cx- 
posición del recurrente, (pie ésic había sido oído en diversas 
instancias del juicio, que éste fué considerado y resuelto por 
aplicación de las leves procesales, que no fueron impugnadas co- 
mo violátoHas de la Constitución Nacional. 



En la misma fecha no se hizo lugar a la queja deducida 
por don Pedro E. Bravo, en los autos sucesorios de don For- 
tunato Martille/, sobre administración, dado que el recurrente 
liabia sido oído en el litigio, toda vez que de la decisión recaída 



DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 



en primera instancia apeló ¡«ra ante l;i Cámara de Apelaciones 
en lu Civil, la que modifico el pronunciamiento del «a quer», 
con lu <|in- se. habían llenado, en lu substancial, los requisitos 
uxigidos cíe la defensa. 



Kn diez del mismo tío se hizo hipar, igualmente. ;i la qüe- 
ja deducida por don Salíalo Rkcardi, en autos con don Eduar- 
do Elgucra, sobre cobro de ilesos, cu razón de no haberse lle- 
nado los requisitos legalmente requeridos (arts. 14 y 15. ley 
Xíl 48), pues no aparecía expresado el fundamento del dere- 
cho que se invocaba en las condiciones que establcre la referi- 
da ley. 



Kn la misma fecha la Corte Suprema, de conformidad con 
lo dictaminado por el señor procurador general, no hizo lugar 
a la queja deducida por don Kusebio Hravo. en los auto* Tony. 
liÜiS Roldan, Eusehio Hravo y Héctor Coaita, contra Pi- 
nero, Lacroze y González, tercería de mejor derecho, en razón 
de que procedía declarar bien denegados pnr h Cámara Fcdfe- 
. ral de Apelación del Rosario, los recursos de ablación y nuli- 
dad deducidos, toda vez que la apelación no encuadraba dentro 
de lo f|iie ]>rescriben los arts. 3f> y ¡6? de la ley 4055 y 14 de 
la numero 48 y, en cuanto al extraordinario, también interpues- 
to y denegado, porque las decisiones recaídas se limitaban a re- 
solver sobre puntos de beclio y de derecho común, interpretan- 
do y aplicando para el caso, disposiciones contenidas en ios có- 
digos civil y de procedimientos, !o que es extraño al recurso 
autorizado por el artículo 14 de la mencionada ley 48. 



Ctjn fecha trece y de conformidad con lo dictaminado por el 
señor procurador general, la Corte Suprema no hizo lugar a la 
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queja deducida por Demetrio f'anaioti en autos con doña Mana 
Lisio, sobre negativa maliciosa de deuda y contrato, en razón 
de (jtie en el incidente ijue dió origen al recurso de apelación, nu 
sr discutió punto alalino de derecho federal, resolviéndose aquél 
]Mjr disposiciones del código de procedimientos en lo criminal, 
y no hallarse comprendido éste en ninguno de los incisos, del 
art. 14 de la ley 4N. tjtte autoriza el recurrió extraordinario, agre- 
•CiitulnM-, además, que tani|H»co inidía determinar la procedencia 
del recurso, de acuerdo con el articulo 15 de la citada ley, la re- 
ferencia al art. 1S de la Constitución Nacional que hacia el re- 
curente, porque un tenia relación inmediata y directa con Ja 
cuestión debatida y. finalmente, [Kirqiic Ja resolución recurrida 
00 era de carácter definitivo y. por lo tanto, tampoco procedía 
el recurso por esta causa, con arreglo al art. <>" de la ley -1055. 



Eli quince de septiembre la Corte Suprema integrada con 
los iiiinistro> titulares, doctores don Ramón Méndez, don Ro- 
berto Rspctto y don Miguel Laurencena y los con jueces ducto- 
res don Enrique lítúz tmiuazú y don Tristán M. Avellaneda, 
fallo, sin disidencia, la causa seguida |>or don Enrique Alió, en , 
representación de la provincia de Uuciius Aires, contra San 
Juan Lamí y Cía.. Limitada, sobre reivindicación, en idéntico 
sentido y por analizas consideraciones, que la causa seguida 
contra Mar del Mata Gotf Club, Sobre reivindicación; senten- 
cia que se halla publicada en la pág. 304, del tomo 14fi de la 
colección de fallos. 



En la misma fecha, el tribunal, integrado con los ministros 
titulares, doctores don Ramón Méndez, don Roberto Repetto y 
don Miguel Laurencena. y los crmjueces doctores don Carlos 
M. Coll y don Carlos Saavedra Lamas, falló, sin disidencia, la 
causa segtnda por don Enrique Alió, en representación de la 
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Provincia M Buenos Aires, contra don Jacinto Peralta Raíaos, 
sobre reivindicación, en idéntico sentido y ]>or análogas consi- 
deraciones que la causa seguida contra .Mar del Plata Golf 
Clüb, sfiliri- réi vindicación; sentencia que se lialla publicada en 
(a pág. 304 del tomo 146 de la colección de fallos. 



En la misma fecha la Corte Suprema, integrada con los 
ministros titulares doctores don Ramón Méndez, don Roberto 
íícpctto y don Miguel Laurcncena, y los conjueces doctores 
don Carlos |\ Aldo y don Carlos Saavcdra I junas, falló, sin 
disidencia, la causa seguida ]>or don Enrique Alió, en represen- 
tación tle la Provincia de Unenos Aires, contra doña Cecilia 
Peralta Ramos de Pistache, sobre reivindicación, en idéntico 
Hentido y por análogas consideraciones, que la causa seguida 
t>or Mar del Plata Golf Club, sobre reivindicación, sentencia 
i|ue se halla publicada en la pág. 304 del tomo 146 de la co- 
becióu de fallos. 



En la demanda entablada ixtr don Orto Eranke y otros 
contra la provincia de Buenos Aires, por devolución de la su- 
ma de cuatro mil cuatrocientos veinte pesos con ochenta y circo 
r-entavos moneda nacional, pagados bajo protesta, en concepto 
de cuotas fiel impuesto creado por lay tle dicha provincia de 30 
de diciembre de PH>7, destinado a allegar los recursos necesa 
ríos |jara la apertura y pavimentación de un camino entre las 
ciudades de La Plata y Avellaneda, la Corte Suprema, con fe- 
cha 17 de seplicmhre de 1926, y de conformidad con lo dicta- 
minado por el señor procurador general, falló la causa, decla- 
rando que el impuesto establecido por referida ley provincial, 
es contrario a los arts. 16 y 17 de la Constitución Nacional, y, 
en consecuencia, que la expresada provincia está obligada a -lc- 
volver a los actures. dentro del término de diez días, la suma 
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reclamada, con sus intereses a estilo de los que colira el Banco 
df la Nación desde la fecha de la notfieación de la demanda, 
con costas» 



Con feelw veintidós no se hizo lugar a la queja deducida 
por la señora Tcnconi de Cuenhi y otros, en autos con el fe- 
rrocarril al Pacífico, sohre indemnización de daños y perjui- 
cios, por accidente ferroviario, en razón de que, dados los tér- 
minos en que se fonnulaha la queja y la mención que en ella 
-v hacia del un. JMN de ía ley iiaciunal de procedimientos, dehia 
entenderse que el recurso interpuesto era el extraordinario de 
aplación, el que sólo pioccde para ante la Corte Suprema cu 
los casos enumerados Cn el art. A'* de ta ley 4055, entre los cua- 
les no se encuentra el que aparece cuino objeto de la litis. 



Con fecha veintinueve, llfl se hizo lugar a la queja dedu- 
cida por don Juan José Romero (su sucesión"), en autos con la 
Municipalidad de la Capital, sobre expropiación, por no apare- 
cer que la cuestión federal sobre inconstitucional idad hubiera 
sido planteada en el pleito, o sea, enn anterioridad al fallo de 
última instancia de la jurisdicción local, como lo exige el art. 1 1 
dé (a ley 4S; a lo (fue se agregaba, que la cláusula constitucio- 
nal ¡nyocada, no tenia una relación directa e inmediata con tas 
cuestiones discutidas y resueltas en el pleito, como se requiere 
para la procedencia del recurso extraordinario, toda vez que 
t'l valor del inmueble expropiado, o el de la indemnización en 
su caso, no depende de la inteligencia que se atribuya a dicha 
cláusula, sinó de la apreciación que los jueces hagan de las pe- 
ricias y demás elementos de juicios acumulados a los autos. 



m 
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Pisa Xacional contra la sociedad Refinería de Azúcar de Une- 
nos Aires, .tabre expropiación. 

S tHtaria: El valor de los bienes deberá regularse jior el que hu- 
bieran tenido si la obra no hubiese sido ejecutada ni aún 
autorizada. (Artículo 15. ley 189). 

Caí ■ Lo explican las piezas siguientes; 



SENTENCIA Ui:i. JUCZ h'llllKKAl. 

Bueno» Air». Julio S( de lUM 

Y vistos: los promovidos por el fisco nacional contra la 
sociedad Refinería de Azúcar de Huenos Aires, sobre expropia- 
ción. 

V considerando : 

1" Oue el Poder Ejecutivo i>or intennedio del señor pro- 
curador fiscal, inició juicio de expropiación de cinco mil veinti- 
ocho metros con doce decímetros cuadrados, pertenecientes a l:i 
demandada, por cuya superficie afevtada a las obras de canali- 
zación y rectificación del Riachuelo, ofreció la suma de cincuen- 
ta y cinco mil ochocientos trece pesos con cuarenta y seis cen- 
tavos in'n., incluyendo en dicha suma el valor del terreno y la 
indemnización de los perjuicios emergentes de traslados de má- 
quinas, galpones, talleres, calderas, reconstrucción de hornos, 
molinos, chimeneas, etc. 

2> Que, realizada a ís. 27 la audiencia designada con arre- 
glo a lo establecido en la ley 1S9. la puto demandada manifes- 
tó que no aceptaba el precio ofrecido y qne, en consecuencia, 
correspondía nombrar peritos a los efectos del art. 6» de la ci- 
tada ley. 



311 



FM.t/)s oe u% corte suprema 



Designados esos peritos, se advierte <|w i-l del fisco esti- 
ma en cincuenta y tres mil treinta pesos con sesenta y dos cen- 
tavos ni ií„ el importe de la índemni/adón a acordarse, ¡n pr to- 
do concepto a cansí de la expropiación de que se trata, a la 
demandada. 

I -II perito de ésta lija dicho importe en la cantidad de no- 
vedemos ortce mil novecientos treinta y siete pesos con ocho 
centavos in]n„ y el perito tercero nombrado \mr el .suscrito, se 
fíala la Mima de ciento se«ent:i y dos mil trescientos cuarenta v 
sien- pesns, dentro de determinadas condiciones, amén de otra 
míe un fiju para responder a diversos rubros que menciona e.u 
su dictamen. 

,í" (Jue, en ta audiencia de f>. y memorial de fs. 18 a 
2o, amia* partes se han mostrado conformes en la procedencia 
tic la expropiación contemplada por las leyes 1*°- y 912$ 

Corresponde, de consiguiente, resolver el asunto tal cual 
uuedara planteado en la respectiva audiencia, y a ese efecto se 
ha verificado el estudio del caso de todas las constancias de 
autos. 

La demandada ha aportado cuanta proel a le ha convenido, 
y ;isi figuran dictámenes de ingenieros, contadores, escrituras, 
informes, etc.. en virtud fie decisión de la Cámara Federal. 

1.a cuestión subsidiaria de constituciou;didad a míe se re- 
firiera ese tribunal a fs. 1.10, no hay objeto de tratarla, loria vez 
que versaba únicamente sobre derecho a producir prueba por la 
demandada y ésta ha traído cuanta le ha sido menester, 

Examinadas las pericias de los ingenieros Moreno. F.tche- 
verry y Dassen, con la detención que el asunto requiere, encuen- 
ira el suscrito «pie este último hace un prolijo y sensato estudio 
del asunto, mereciendo ser tenido muy especialmente, en cuen- 
ta para ta deei>ión que so adopta. 

Los informes ríe los contadores designados jMir las partí -, 
ofrecen reflexiones que también tiene en cuenta el suscriio, asi 
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como se hace cargo de la demás documentación que obra en 
ñutos. 



A mérito ilu ías características del asunto, llega el suscrito 
:i la conclusión de que se hace indispensable, al fijar el ¡pipar- 
te de la mdemnización a acordarse por la expropiación de au- 
tos, no perder de vista rfwe se trata de una fábrica en plena cx- 
pMac.on. a J a qt|e .se le quila parte de su terreno, se determina 
su clausura momentánea, su demolición parcial, SU traslado en 
nena forma, y los queramos inherentes a semejante estado 
de cosas. 

El criterio judicial sé ilustra en este caso con ios dictáme- 
nes tu* figuran en el expediente, los cuales conviene ,K>nerIn 
de reheve, uo obligan al juez, se^ún lo tiene resuelto con reite- 
raron la jurisprudencia. Véase, entre otros. lo S juicios del fis- 
co con Fermepín. líritish .Struclural, tonsigüeri. Fiorito, Vasc- 
m ele del jaculo del suscrito. «Gacela del Foro», números 
856, 905, <X,2. \M4. 1572. 1790 y 2-)o8. 

Atento, pues, lo resuello por el suscrito. Cámara Federa! 
y Suprema Corte en dichos casos, cuya parte pertinente aplica 
en esta o^rtnnidad. lo expuesto en el dictamen del perito ter- 
cero mforme de los contadores y manifestación del señor pro- 
curador f.scal. de fs, 121. el juz^do encuentra equitativo y j„s- 
lu .jar de conformidad a lo preceptuado en los arts. 15 v 16 
* * I<v m la cantidad de trescientos mil pesos m \n.. como 
«"Porte de la mdcnuuzaeión a acordarse, quedando compren- 
dida en ell.-, todos los rubros, conceptos, daños y perjuicio, di- 
recto e mdirectos. vinculados con la expropiación, precio de la 
nerra. traslados, demoliciones, reedificaciones, pérdida de clien- 
tela, mieHrantos del negocio y explotación, realización de la fá- 

T" *?" " t,wI ° rU:into aIlItIc y ***** e1 Norial 
de la demandada, corriente a fs, 18. 

C-r las cmsideraciones que preceden, fallo: declarando 
iransíenda la fracción de lierra de la sociedad Refinería de 
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Azúcar de Hítenos Aires, materia de este juicio de expmpia- 
cióu, a favor dé la Nación, previo pago de la cantidad de tres 
cientos mil pesos m|n., en concepto de total indemnización. <le 
conformidad al art. 16 de la ley 189. Concédase a la sociedad 
expropiada el plazo máximo de doce meses, para la entrega del 
terreno entcrameiiie despejado en la zona afectada por el en- 
sanché. Costas a cargo de la Nación, de acuerdo con lo estable- 
cido en el art. 1S de la citada ley y lo resuelto por la Snprema 
Corte en mayo 14 de 1924: Empresa Puerto Rosario contra 
Banco Nacional. cGaceta del Foro» 2439, 

Saúl M. Escobar. 



SENTENCIA HE LA CAMARA FEUEKAL 

Buenos Ali«i, Julio 3 de IMS 

Vistos y considerando: 

One en atención a las serias consideraciones hechas cu la 
pericia de fs. SO a fs. 101, y a la manifestación de la («irte ex- 
propiante de fs. 121, de acordar un plazo de doce meses des- 
pulí de dictada semencia firme en este juicio, a la parte ex- 
propiada, para la entrega del terreno objeto del presente jui- 
cio, el tribunal considera cpic debe aceptarse íntegramente H 
monto de la indemnización fijada por el perito tercero, o sea la 
suma de ciento setenta y dos mil trescientos cuarenta y siete 
pesos min., en concepto de total indemnización por el precio del 
terreno y perjuicios ocasionados (edanum emergen* et htcnim 
cesans»). 

i'or ello, se confirma la sentencia apelada de fs. 205, que 
declara transferida a favor de la Nación, cinco mil veinte y ocho 
metros con doce decímetros cuadrados del terreno que en ma- 
yor extensión posee la sociedad Refinería de Azúcar del liia- 
Chuelo, y eonrcdr el plazo de doce meses después de ejecuto- 
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nada esta sentencia para su entrega, modificándosela en cuanto 
a la suma que se manda abonar, l a que se fija en la cantidad de 
ciento setenta y (los mil trescientos cuarenta v siete pesos m|n 
|wir todo concepto, con costas (art. 18, lev 189). — Marcelino 
liscahuhi. — T. Arias. — B. A. t^asar Aucf torca. — I P 
Luna. ~ Josc Marró (en disidencia). 



OISIOliNOJA . 

E) precio <]e catorce pesos c] metro cuadrado, según la 
mayoría de lós gritos, no es excesivo, y. legalmente, por el con- 
trario es el más aceptable, atenta la disposición del art. 15 de 
la ley 189, con arreglo al cual el valor de los bienes debe re- 
gutarse |M>r el que hubiesen tenido, si la obra no hubiere sido 
ejecutada ni autorizada. 

A este precio del terreno hay en justicia que agregar el de 
su rellenaniiento, de que hace mérito el perito tercero, fundado 
como está, fijándolo en | 5.300 (te. 84 vta. a 87), y no el que 
a su vez le asigna en S K74, por t . se concepto, el perito del actor 
sm dar mayor razón (fs. 49 vta.), y ello aunque el perito que 
tiene su nombramiento de la parte expropiada, lo silencia en su 
informe. 

Siendo el terreno expropiado ríe 5.028.12 metros cuadra- 
os, n de S 70.393.60. a aquel precio de $ 14 cada uno (te. 60). 
y esta indemnización de su relleno S 5.300. bav que fijar su va- 
lor total en ? 75.693/8 in'n. 

i 

La misma ley X* 189 estatuye que «la indemnización debe 
comprender todos los gravámenes o perjuicios q ue seail conse . 
cuencía forzosa de la expropiación, tales como el valor del te- 
rreno o edificio, plantaciones, depreciación por fraccionantes 
tos, explotaciones, etc., no debiendo, sin cmljargo. tomarse en 
consideración las ventajas o ganancias hipotéticas» (art. 16), 
y así hay que considerar, desde (uego, b que a este respecto 
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convienen ele más substancial los peritos, o sea, las indemniza- 
ciones por pilotajes, desarmes, traslados y montajes de galpo- 
nes, máquinas y calderas a más de otras instalaciones afecta- 
das por la expropiación, sobre todo lo cual los tres peritos se 
hallan en grandes discrepancias, ya que no en algunos de sus 
detalles, como que respectivamente aprecian las indemnizaciones 
en S 38.260; $ 127.807.40 y $ 75.000 (fs. 15 v.. 60 y 87 a 92), 

a) Asi en los pilotes y lo que les concierne, el perito del ex- 
propiado y el tercero, estiman su costo en $ 12.250, el uno y 
S 10.000 el otro aproximadamente (íí. 60 y 87 vta,), y a esta 
última estimación del>e estarse, teniendo en cuenta que el del 
expropíale no hace ninguna. 

h) La diferencia de apreciación en lo del desarme, trasla- 
do y montaje asciende a poco mas de $ 25.000, entre uno y ■ 
otro perito, y mucho mayor con la del expropiante, como en su 
orden fijan la indemnización por ese concepto en $ 85.327; 
$ 60.000 y $ 38.269 (ís. 60 vta., a 66, 88 a 92, y 45 vta., a 50). 

Los objetos de desarme, esqueletos metálicos, chapas de 
hierro, maderas, calderas, máquinas y tanques de hierro, debien- 
do hacerse los trabajos del traslado, de un punto a otro, dentro 
de un radio reducido de pocas varas. Por estas consideraciones 
y otras que fluyen por lo que diariamente se observa con mate- 
riales y trabajos de esta clase, acepto la tasación de $ 60.000 
hecha por el perito tercero. 

c) Además, este perito y el del expropiado aprecian la re- 
moción de las cañerías y reeolocaeión, en $ 5.000 uno y pesos 
6.800 el otro (fs. 92 y 71), y, pues que esta diferencia de tan 
luía consideración lo i>enii¡tc. hay que estar a este último im- 
porte, habiéndolo omitido en su informe el perito del actor. 

La refinería se ha visto necesitada por causa de esta ex- 
propiación, que justifican des de los peritos (fs. 73, 82 vta. y 
83), a ensanchar su establecimiento en la patte no expropiada, 
con 1017 metros cuadrados, adquiriéndolos por compra en pe- 
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ir* el metro, como lo comprueba la escritura de ís. 1S5 

Fs justa una indemnización con este motivo, que ellos hacen a 
mi manera, creyendo no puede ser otra que la diferencia de 
í 15.05 jwr metro, resultante del importe fijado al terreno ex- 
propiado con su relleno, y el de $ 33.33, o sea en todo aproxi- 
matemente 9.222.20 $. 

El último renglón y el más difícil de juzgar por las dife- 
rencias de los peritos, está cr la indemnización a establecer por 
la paralización de la fábrica durante tos. doce meses que des- 
pués de dictada la sentencia firme en este juicio, se ha conce- 
dido a la refinería para la entrega del terreno enteramente des- 
pojado o libre (fs. 120 y 121), diferencias éstas de tanta con- 
sideración que hasta su sola mención para avalorarlas, de pe- 
sos 5.720 f.s 51), $ 713.736 (fs. 75 a 77), y $ 30.000 (fs. 92). 
Sobre este particular, adhiero a lo informado por este último 
perito, el tercero, a base de lo que expresa bien enterado, de 
que la paralización general de la fábrica está en el traslado de 
las generadoras a vapor a más del cconointzador, los ventilado- 
res, la chimenea, etc., al igual que los galpones y demás en el 
plazo reducido de seis semanas o dos meses, siendo todo esto 
así, no obstante lo informado por los contadores a fs. 156 y 
siguientes. 

En consecuencia, adhiero al voto de la mayoría en cnanto 
confirma la sentencia apelada, que declara transferido a la Na- 
ción el tereuo objeto de la expropiación y en cuanto al pla/oj 
acordado para que la sociedad Refinería de Azúcar de Buenos 
Aires haga entrega del mismo. 

Disiento en cuanto a ta suma que debe abonar el expropia- 
do, i>or precio y perjuicios emergentes de la expropiación, la 
que de acuerdo con las consideraciones que lie expuesto, la fijo, 
en la suma de ciento noventa y un mil setencientos cincuenta y 
un jwsos con ochenta centavos mjn. por todo concepto, con 
costas (art. 38, ley 189). 

fose Marcó. 
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PALLO l>K LA SUPREMA CORTE 

Bllftio» Alrr». Oelubr* 4 de IOT6 

Vistos y considerando: 

Que la sentencia recurrida, haciendo suyos los fundamen- 
tos y conclusiones del informe producido por el perito tercero, 
señor Dassen (fs. K> a fs. 101), fija en la suma global de 
172..U7 $ el precio de la tierra expropiada a la sociedad Refi- 
nería de Azúcar de Buenos Aires, para las obras de canaliza- 
ción y rectificación del Riachuelo, y el monto de las indemni- 
zaciones que deberá pagarse a la misma compafiía por los per- 
juicios míe le irroga la privación de la |»artc de inmueble ma- 
teria de la expropiación. 

Que iwira establecer el valor de la tierra objeto del, juicio, 
el mencionado perito adopta como base, el precio unitsffflfcpa- 
gado |H>r la suciedad demandada al adquirir la totalidad del in- 
mueble, o sea S 12.34 por cada metro cuadrado, solución a to- 
das Jucos razonable y que contempla, además, la exigencia de 
la ley acerca de que «el valor de los bienes deberá regularse por 
el que hubieran tenido si la obra rio hubiese sido ejecutada ni 
aun autorizada» (ley W 1S9. art. 15). desde que dicha adqui- 
sición fué realizada pncos meses antes de dictarse la ley de ex- 
propiación X" 9lf6, en. virtud de la cual se ha iniciado el pre- 
sente juicio y toda vez que no existe razón alguna para poner 
en duda la sinceridad de los contratantes al estipular el men- 
cionado precio de venta. 

Que. ¡xir lo demás, dicha apreciación se encuentra corro- 
I «orada por resultados obtenidos en las subastas judiciales reali- 
zadas en los últimos años que precedieron a la sanción de la ley 
fie expropiación, y que tuvieron jxir objeto tierras de calidad 
semejante a la (pie constituye el motivo de esta causa, por todo 
lo cual es de presumir que el precio fijado a la tierra en ta sen- 
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renda traída cu apelación, traduce fielmente él valor normal 
del inmueble expropiado, con prescindencia del acrecentamien- 
to producido por la construcción o inminente construcción de ¡a 
obra publica. 

Que no son de tenerse en cuenta en c ] caso, los precios in- 
fonores fijados en otros juicios de expropiación de que cono- 
ció esta Corte, dadas las concluyeme* razones de que se hace 
mentó en el informe del perito tercero, particularmente la de 
que en aquellos casos sc trataba de terrenos Ikijos y anecadi- 
m ."adaptables a todo fin industrial y que si bien, por la obra 
üe canalizac.on del río, los propietarios expropiados eran pri- 
vados de una pequeña parte de sus inmuebles, la que. quedaba 
en su domimo aumentaría de tal manera en utilidad y valor 
que cnm K nsarí a con creces el cercenamiento de una parte de" 
sus propiedades, circunstancias que no concurren en el «sub 1¡- 
e», porque se trata de tierras altas que no son alcanzadas por 
las .mutaciones del Riachuelo, y que se encuentran ya dedica- 
das a un objeto industrial, es decir, que han hecho ya la evo- 
luaon que se esperad lucieran aquellas otras, como consecuen- 
cía de la obra publica. 

Que la indemnización que la sociedad demandada reclama 
provene del hecho de encontrarse establecida en el terreno ob- 
jeto de la expropiación, una parte de las construcciones ma- 
qmnanas e .nstalaciones ele la refinería, circunstancia que obli- 
ga al expropiado: a) a desarmar y retirar de la zona que 
abarca la expropiación, los galpones, máquinas y demás obje- 
tos que puedan aprovecharse, para armarlos e instalarlos nue- 
vamente en otros sitios del inmueble; b) a construir de nuevo 
aquellos que no sea posible remover; c) a efectuar terrapléna- 
meos y fundaciones y levantar muros en los sitios en que se 
instalaran nuevamente las maquinarias, galpones, etc.; d) a la 
remoemn de las cañerías existentes en el terreno expropiado- 
c) a paralizar la fábrica durante el tiempo necesario para efec- 
tuar los trabajos precedentemente enumerados, con la consi- 
guiente perdida de utilidades y de clientela. 
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Que, por razón de los perjuicios mencionados en los cua- 
tro primeros puntos del considerando anterior, la sentencia a pe- 
lan <l acuerda al expropiado una indemnización global de pesos 
8CL10Q y i>or la paralización de la refinería y otras compensa- 
ciones S 30.000, como puede observarse en el resumen que for- 
mula el perito tercero (fs. 9S vta.), cuyo dictamen lia sido acep- 
tado por el tribunal «a quo». 

Que si bien aparecen justamente apreciadas cu el men- 
cionado informe ¡«ricial, y, por lo tanto, en el fallo apelado 
que lo hace suyo, los perjuicios que se irrogarán a la demanda- 
da por concepto de traslación y reemplazo de los organismos 
de la fábrica ubicados en el perímetro afectado por la expro- 
piación, los relativos a la paralización de la fábrica y a su re- 
percusión inevitable en el patrimonio de la entidad social pro- 
pietaria del inmueble, han sido justipreciados con un criterio 
excesivamente estricto y que no contempla las dificultades y 
tropiezos que fatalmente ocurren en toda constracción de índole 
compleja como es la que nos ocupa. El dictamen recordado 
adopta como base el término de dos meses para que se trasla- 
den todas las instalaciones a sus nuevos locales y para que la fá- 
brica se halle en condiciones de recobrar su actividad normal; 
pero, para llegar a esa conclusión sería necesario, según la iriis- 
ma pericia; emplear medios extraordinarios, como es la realiza- 
ción del trabajo con turnos múltiples de obraos, y ajustar la 
lalnir de esos mismos turnos con la precisión de una máquina, 
sin la menor pérdida de tiempo, condición que sólo teóricamente 
podría aceptarse como de posible realización. Por otra parte, se 
calcula que las obras podrían realizarse en una época de escasa 
o ninguna actividad de la fábrica, lo que necesariamente supone 
una situación que no es seguro que se produzca, pues ello de- 
pende de la mayor o menor importancia de los negocios que 
realice la sociedad demandada en la época en que deba efec- 
tuarse la remoción y de las obligaciones que haya contraído con 
sus clientes. Por todas estas consideraciones, teniendo en cuen- 
ta también, la importancia de las utilidades de la compañía en 
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los últimos años, de que informan las pericias de ís. 156 a 
fs. 172, y el hecho de que la demandada se ha visto obligada a 
adquirir una fracción de terreno contiguo para reemplazar en 
parte el que se le toma para la obra pública, adquisición que ha 
efectuado a un precio muy superior a aquel que se fija como 
base a los efectos del presente juicio, resulta insuficiente !a in- 
demnización acordada. 

En su mírito, se fija en doscientos cincuenta mil pesos el 
valor del tereno y el monto de las indemnizaciones, reformán- 
dose así la sentencia apelada. Notifíquese y devuélvanse. 

A. Bermejo. — J. Figueroa Al- 
corta. — Ramón Méndez. _ 
Roberto Repetto. 



Compañía Argentina de Motores Deuts Otto Legítimo, S, A, 
contra la Provincia de San Juan, por cobro ejecutivo de 
pesos. 

Sumario : SÍ los documentos con que se promueve ejecución 
fueren firmados por autorización del que se dice obliga- 
gado, deberá acompañarse el instrumento de esa autoriza- 
ción o indicar el registro en que se encuentre, de acuerdo 
con lo dispuesto por el art. 470 del código de procedi- 
mientos de la Capital, supletorio en lo federal, serán la 
ley N* 3981. 

Caso: Lo explica el siguiente: ■* 
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I .M.LO Hi: l-A SI J'KFM A CORTE 

Buenoi Aire», Octubre 6 de UKfl 

Autos y vistus : teniendo \mr acreditada la jurisdicción ori- 
ginaria de esta Corte Suprema, a mérito de la información pro- 
ducida en estas actuaciones, resulta: 

Que la Comjiama Argentina de Motores Deutz Otto Le- 
giiinio, inicia juicio ejecutivo contra la provincia de San Juan, 
y pide mandamiento de embargo contra la misma, por la canti- 
dad de cinco mil setecientos veintiocho pesos con noventa y ocho 
centavo* un tneda nacional, con lo que se presupueste para ¡a- 
tereses y costas, acompañando el payaré de ís. 4 y el testimo- 
nio de la diligencia de protesto hecho contra el gobierno de 
la expresada provincia ante la Municipalidad, por no conocér- 
sele domicilio constituido en esta capital. 

V considerando : 

Que la presente acción ejecutiva es dirigida contra la pro- 
vincia de San Juan. que. como persona jurídica, solamente pue- 
de ser obligada por sus representantes legales dentro de las fa- 
cultades conferidas a éstos por los estatutos y las leyes o la 
Constitución en su caso, pues que, «se reputan actos de las 
personas jurídicas los tic sus representantes legales, siempre que 
no excedan los limites de un ministerio*. Kn lo que excedie- 
ren, agrega el codificador, sólo producirán efectos respecto de 
los mandatarios. (Art. 36, código civil). 

Kl contenido del pagaré, que delicrá ser examinado cuida- 
dosamente antes de proveer un mandamiento de embargo, co- 
mo lo prescribe el art. 253 de la ley 50, y art. 471 del có- 
digo de la Capital, consigna el reconocimiento de la cantidad 
de $ 5.72&9S. por igual valor recibido en mercaderías a entera 
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^íocckh,. s , rc cencía alguna a la ley o autorización legis- 
laba y Suscribiendo «por la provincia de San Juan v a méri 
to de la autorización conferida en acuerdo de gobierno de diez 
del corriente, junio, don Alarcial Izasa». 

Que como lo dispone el art. 470 del código de procedí- 
m.cntos de la Cantal, supletorio en lo federal según la lev 
numero 398 , si tes documentos con que se promueve Ü 
7 ft,erc ' 1 fim,ados P° r autorización del que se dice obligado 
deberá acompañarse el instrumento de esa autorización olí 
car ej registro en que se encuentre. 

vKi^Khl Ti énÚ0SC 1,Cnad ° ^ rC<1UÍSÍt03 ' P rueba de s " 
l y «rcurntancias de la obligación, podrían en 

todo caso ser producida e„ el juicio ordinal cor^udlenle 

tiva el^T í: nílamCI,t « s ' "° * * * «ción ejecu- 

ta entablad;». Hágase saber y repóngase el pai>el. . 

A. Bermejo. — J. Ficueroa Al- 
corta. — Ramón- Méndez. — 
Roberto Repetto. 



Daña Teófila Cmteros, ,« testamentaria, contiena de compe- 
tencia, 

Sumaria : La jurisdicción sobre la sucesión corresponde a los 
jueces del último domicilio del causante. (En el caso si 
bien la autora de la sucesión residía en esta Capital cuan- 
do falleció, no resulta!* demostrado que fuera éste su do- 
micilio real, sinó que ella se trasladó de Samiago del Es- 
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tero para hacerse asistir de la enfermedad de que falleció 
al poco tiempo, dejando allí instalada la casa de su propie- 
dad en que vivió hasta el día de su viaje). 

Cojo; Lo explican las piezas siguientes: 



DICTAMEN DEL f ROC URADOR GENERAL DE LA NACION 

Bucnot Air».. s«lrti«mb« 8 <•* M» 

Suprema Corte: 

Manuel Argañaráz y Mariano Paz, acreedores de doña 
Teófila Cisneros, iniciaron, en tal carácter, el juicio sucesorio 
de la expresada señora ante el juzgado en lo cjvil y comercial 
de Santiago del Estero. 

Cinco meses después, una heredera inició el juicio testa- 
mentario de la misma ante el juez de t? instancia en lo civil de 
la Capital de la nación. 

Trabada, con tal motivo, cuestión de competencia entre los 
expresados magistrtados para conocer en la causa, cuya juris- 
dicción ambos jueces se arrogaban en razón de considerar a la 
causante como domiciliada en la época de su fallecimiento den- 
tro de sus respectivas jurisdicciones, han enviado ka autos a 
esta Corte Suprema, para que dirima la contienda en ejercicio 
de ta facultad que acuerda el art. 9» de la ley 4055. 

La información testimonial producida en el expediente de 
la Capital, para acreditar el lugar donde la causante tuvo su 
último domicilio, se reduce a la declaración de seis testigos 
(fs. U a 14 de dicho expediente), que no dan mayor razón de 
sus dichos. 

En contra de esta prueba existe, en el expediente de San- 
tiago del Estero, la abundante, dociunentada y también test i- 
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njpnial, a que se refieren las constancias de fs. 28 36 38 4? 
75, 76 a 78. ' ' 

De ella se infiere que ta causante tuvo en Santiago del Es- 
tero su casa-habitación, la que abandonó en abril de 1924, tras- 
ladándose a Buenos Aires, para hacerse asistir de una enfer- 
medad, falleciendo el mes siguiente de su llegada. 

Los inventarios realizados en Santiago del Estero, demues- 
tran que dejó toda su documentación y papeles de negocio en 
su referida casa-liabitación, la que puso al cuidado de una Der- 
sona de su confianza. 

Sus obligaciones quirografarias e hipotecarias, las hab'a 
concertado en Santiago del Estero en época inmediata anterior 
a su viaje a Buenos Aires. 

Todo ello permite asegurar que al verificar dicho trasla- 
do, lo hizo en forma accidental, sin ánimo de cambair de do 
micilio. 

Este, pues, lo matnuvo en Santiago del Estero, por lo que. 
siendo el último conocido y de acuerdo con los arts. 92, 99, 100 
y 3284 del código civil, es juez competente para conocer en ].i 
sucesión el de dicho lugar, es decir, el de Santiago del Estero. 

Tal es di dictámen. 

I forado R. Larrcta. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bueno* Aires, Octubrt 6 de It» 

Autos y vistos: los de contienda de competencia entre un 
juez de I* instancia en lo civil de esta Capital y otro en lo civil 
y comercia) de la ciudad de Santiago del Estero, para conocer 
en el juicio sucesorio de doña Teófila Cisneros. 
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Y considerando: 

Oue la contienda proviene en el casa. de que amitos jueces 
se consideran competentes para entender en los autos mencio- 
nados, fundándose en el hec<>a de haber tenido la cansante su 
último domicilio dentro de sus respectivas jurisdicciones. 

Que, en efecto, mientras se tramitaba en Santiago del Es- 
tero el juicio sucesorio correspondiente, promovido por aeree- 
clores de la sucesión, se inició en esta Capital el mismo juicio 
por una de las herederas testamentarias, quien presentó suma- 
ria información de testigos para establecer que había sido es- 
l.i ciudad el último domicilio de la «de cujus», pidió, en eon- 
Miiieuna, que se Librara oficio al juez de Santiago, para que 
inhibiera, y mantenida por éste su competencia, por consi- 
dfrarSe el juez del último domicilio, ha quedado tratada la con- 
tienda en los términos que se expresan. 

Oue de los antecedentes y circunstancias de hecho den va - 
di í de las constancias de autos, y de que hace mérito el prece- 
dente dictamen, se deduce que, si bien la autora de la sucesión 
residía en esta Capital cuando falleció, no resulta demostrado 
q,ie fuera ést su domicilio real .toda vez que tas pruebas ofre- 
cidas al efecto carecen de eficacia ante la demostración coticln 
yi ti te de que la causante se trasladó de Santiago del Estero 
para hacerse asistir tic la enfermedad de que falleció al >ko 
tiempo, y dejó allí instalada la casa de su propiedad en que vi- 
vió basta el día de su viaje, y a la que, sin duda, pensaba vol- 
vei . como lo indica no sólo la circunstancia anotada, sinó tam- 
bién el antecédeme de que allí se han encontrad" sus papeles 
privados y documentos de negocios, como los relativos a un 
ci nitrato de edificación y obligaciones httwtecarias concertarlas 
ni pquclla localidad, a lo que se agrega que allí radicaban sus 4 
1 lieues. muebles o inmuebles, y que la propia familia de la se- 
ñora Cisueros. entendió «pie era aquélla su residencia efectiva, 
comió lo demuestra la cana acreditada a fs. 36 del expediente 
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de Santiago, en ta que se recomienda que se pongan en el dor- 
mitorio de la extima algunas flores de las plantas que ella cul- 
tivó con tanto cariño. 

Que, debiendo inferirse de estos antecedentes que la cau- 
sante de esta sucesión se hallaba domiciliada en la ciudad de 
Santiago del Estero a la época de su fallecimiento, es evidente 
que ile acuerdo con la ley y la constante jurisprudencia de esta 
Corte (código civil arts. 97, 99, 3284 y sus concordantes ; Fa- 
llos, tomo 138 pág. 27; tomo 140, pág. 420; tomo 142, páginas 
116 y 260, entre otros), es a los jueces de aquella localidad a 
quienes compete el conocimiento del juicio sucesorio de refe- " 
rencia. puesto que la jurisdicción sobre la sucesión corresponde 
a los jueces del último domicilio del causante 

En su mérito, y conforme con lo dictaminado por el se- 
ñor procurador general, se declara que el juez competente, en 
el caso, es el de lo civil y comercial de la ciudad de Santiago 
del Estero, a quien se remitrán los autos, avisándose al de esta 
Capital en la forma de estilo. Repóngase el papel. 

á. Bermejo. — J. Figueroa Ar.- 
corta. — Ramón íHéndez. — 

IÍOltKRTO ÜEPETTO. 



Don Luis Alberlo Tassada contra Sez-criano Olmos, sobre res- 
titución de bienes inmuebles, contienda de competencia. 

Sumario: 1* Un juicio sobre embargo preventivo no radica ju- 
risdicción y, por consiguiente, el demandado, al pedir el le- 
vantamiento del embargo, no prorroga jurisdicción alguna. 

2» Para que baya prórroga de jurisdicción es necesa- 
rio, de acuerdo con lo que prescribe el inciso 4», del art. 
12 de la ley 48, que el demandado conteste la demanda. 



860 FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 

3 V Promovida declinatoria, no puede abandonarse esa 
excepción para recurrir a la inhibitoria, ni ejercitar ambos 
medios sucesivamente (art. 12 del código de procedimien- 
tos de la Capital). 

Caso ; Ante el juzgado civil y comercial de la ciudad del Ro- 
sario, don Luis AIt>erto Tassada inició demanda sobre 
emtargo preventivo y restitución de bienes contra don Se- 
veriano Olmos, solicitando que la demanda fuera notifi- 
cada a ésta en la Capital Federal, donde accidentalmente 
residía. El acerado del demandado, invocando instruc- 
ciones recibidas de éste, se presento ante el juez de la 
causa cr-licitando el levantamiento del emliargo y ofrecien- 
do fianza al res[>ecto en razón de ser su mandante el úni- 
co propietario de los bienes embargados. 

Substanciada la incidencia, fué resuelta en contra de 
lo peticionado por Olmos, quien apeló para ante el supe- 
rior, y ante este tribunal solicitó se le permitiera actuar en 
papel simple en razón de haber solicitado del juez de la 
causa carta de pobreza para litigar, y antes de que el in- 
cidente fuera resuelto por la Cámara, desistió del recurso, 
anunciando que sometería el litigio al juzgado federal de 
la Capital de la nación. Mientras tanto, en los autos sobre 
restitución de bienes, el demandado comparece a juicio por 
medio de apoderado y opone la excepción de incompetencia 
de jurisdicción en atención a encontrarse su mandante do- 
miciliado en la Capital de ta nación, excepción de la que se 
da traslado y es contestada. 
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FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bueno» Aiw. Ottubit 8 de i-.oí 

Autos y vistos: 

Los de contienda de competencia entre un juez en lo civil 
y comercial de Rosario y otro de sección de esta Capital, para 
conocer en el juicio seguido por don Luis Allicrto Tassada con- 
tra don Scveriano Olmos, por restitución de bienes muebles. 

Y considerando: 

Que de las constancias de los autos del juez del Rosario, 
no aparece que el demandado ''aya prorrogado la jurisdicción de 
dicho juez, toda vez que las actuaciones ele la demanda so- 
bre embargo preventivo, no pueden surtir tal efecto, porque ese 
juicio no radica jurisdicción, y en cuanto a la demanda por res- 
titución de bienes, el excepcionante no ha prorrogado la juris- 
dicción, pues no ha contestado la demanda como habría sido 
necesario, de acuerdo con lo que prescribe el inciso 4' del art. 
12 de la ley 48, sino que, al contrarío, ha opuesto la excepción 
de incompetencia declarando la jurisdicción del juzgado. 

Que, promovida la declinatoria de referencia, y atento lo 
que establece el art. 412 del código de procedimientos de ta 
Capital, no ha podido abandonarse esa excepción para recurrir 
a la inhibitoria, ni ejercitar ambos medios sucesivamente, (Fa- 
llos, tomo 107, pág, 158; tomo 124, pag. 114 y 225, entre otros). 

Que, en estas condiciones, es manifiesta la improcedencia 
de la inhibitoria promovida, y así se declara. 

En su mérito y oído el señor procurador general, remítan- 
se los autos al juez en lo civil y comercial del Rosario, a los 



»3 



FALLOS DE LA CORTE Sl.l'RKMA 



fines de la prosecución ele la causa, avisándose al juez federal 
de ta Capital en la forma de estilo. Repóngase el papel. 



fhw Juan Matute! Canümris contra el Balito de la Xacióti . fr- 
tjcnttm. sobre nulidad de un contrato de prenda- agraria, 
contienda de competencia. 

Sumario: Iniciado ante un juez local por el Banco de la Nación 
Argentina, a mérito de la autorización cjuc le confiere el 
art. 1K de la ley 4507, un juicio ejecutivo por cobro de una 
obligación garantida con prenda agraria, corresponde tam- 
bién a dicho juez el conocimiento de una demanda instau- 
rada por eí ejecutado por nulidad del contrato prendario, 
i liada la conexión evidente y la relación inmediata entre 
ambos juicios, seguidos entre las mismas partes, sobre !a 
base del mismo instrumento público, resulta que la deman- 
da de nulidad importa, en definitiva, la promoción del jui- 
cio ordinario consecuente al ejecutivo que le sirve de liase, 
y es de derecho que la jurisdicción que quedó establecida 
t u éste, es la que puede ejercitarse para el conocimiento 
de aquél'). 

CüSO'. Lo explican las piezas siguientes: 




A. Bermejo. — J. Figueroa Al- 
corta. — Ramón Méndez. — 
Roberto Kepetto. — .M. Lau- 



IEXCENA. 
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DICTA MÉN DEti PKOCI KAÍIOK (ÍEXKKAL DE LA NACION 

Burnot Un», Septí*nbr« 53 de IflW 

Suprema Corte: 

La ley X» 9644, sobre prenda agraria, rip es federal, sino 
coniún, ampliatoria o modificatoria del código civil y del de 
comercio, según sus mismos arts. 27 y<38 lo establecen. 

I-a ejecución, pues, de un contrato de esta naturaleza, por 
razón de la materia, no corrcs[>onde ser sometida a la justicia 
federal. 

Por ello, y en ejercicio de la facultad de prorrogar la ju- 
risdicción local que a] Banco de la Nación Argentina acuerda 
el art. 18 de su ley orgánica N» 4507, dicto banco ha iniciado 
ante el juzgado de ]• instancia en lo civil y comercial de Ba- 
hía Blanca, juicio contra don Juan Manuel Canaveris, por cum- 
plimiento de un contrato de prenda agraria. 

Este inició, algún tiem[X) después, ante el juzgado federal 
de aquella ciudad, demanda contra el Banco referido, por nuli- 
dad dd mismo contrato, fundado en que, según la ley orgáni- 
ca citada, el Banco de la Nación sólo puede ser llevado a juicio 
ante los tribunales federales. 

Ello ha motivado la contienda de competencia trabada en- 
tre los magistrados referidos y que se eleva a V. E. para que 
la dirima. 

Habiendo ejercitado el Banco de la Nación e! derecho que 
la ley le acuerda, de renunciar el fuero federal cuando deman- 
da, para someter la causa a decisión de los tribunales locales 
de provincia, y teniendo de ello conocimiento el mismo deman- 
dado Canaveris, no ha podido, en mi opinión, deducir un nue- 
vo juicio en distinta jurisdicción de aquella, en la cual se en- 
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contraba radicádá la causa, por tratarse de una acción emergen- 
te de la existencia y ejecución del mismo contrato. 

Si el juez local de Bahía Blanca tiene jurisdicción, como 
.se le reconoce, para resolver el litigio sobre cumplimiento del 
o nitrato de prenda agraria presentado, debe necesariamente te- 
ñirla para conocer en todas las causas relacionadas edil el min- 
ino, entre las cuales, evidentemente, está la de nulidad que de- 
duce el deudor Canavcris. 

Lo expuesto me permite sostener que al juez de 1* ins- 
tancia de Bahía Blanca, corresponde conocer en la tramitación 
de estas actuaciones por hallarse la causa legalmente radicada 
en su jurisdicción. 

Ií orado R. Larrcta, 



l'A[.l,() DE I.A CORTK SUPREMA 

bueno* Alrts. Octubtc lt de IMS 

Autos y vistos: 

Los de contienda de competencia entre el juez federal de 
Bahía Blanca y el de primera instancia en lo civil y comercial 
de la misma ciudad, pira conocer en el juicio seguido por don 
luán Manuel Canavcris contra el Banco de la Nación, por nu- 
lidad de un contrato tic prenda agraria. 

Y considerando: 

Que en ejercicio de una facultad legal expresa (ley 4507 
art. 13), el Banco de la Nación promovió, ante la jurisdicción 
común, juicio ejecutivo por cobro de una obligación del señor 
Canaverís garantida con prenda agraria, y en trámite dicha eje- 
cución, el demandado entabló a su vez, ante la justicia federal, 
una acción de nulidad del contrato prendario referido, originan- 
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do estas actuaciones una contienda de competencia, p0r cuanto 
opuesta íHir el Banco l?i excepción tic incompettencia por inhi- 
bitoria, amlios magistrados sostienen su jurisdicción. 

Que la circunstancia de cinc el Banco, en uso de una pre- 
rrogativa no controvertida en autos, haya optado por d fuero 
común para instaurar el juicio ejecutivo que sigue contra su deu- 
dor, constituye un antecedente de influencia incuestionable so- 
tire la proposición o resolver, esto es. la jurisdicción que com- 
jK-tc en el caso a la acción de nulidad deducida. 

Que no es posible, en efecto, desconocer la conexión eviden- 
te y Ja relación inmediata cpie existe entre ambos juicios, se- 
guidos entre las mismas partes, sobre la liase del mismo instru- 
mento jurídico ipie el acreedor trata de hacer cf ortivo, en tanto 
(jue el deudor procura anular, que el primero invoca pira fun- 
dar su crédito, y el segundo inipiigun para eximirse del pagOi 
resultando asi. que, en el fondo, lo que persigue la acción de 
nulidad del contrato no es sinó la restitución de lo que se cobra 
en ejecución del mismo contrato, o en otros términos: que la 
demanda de nulidad importa en definitiva la promoción del jui- 
cio ordinario consecuente al ejecutivo que le sirve de causa, y 
en tales casos, ha dicho esta Corte en otros análogos al «sub ju- 
diccat, es fie derecho que la jurisdicción que quedó establecida 
en el juicio ejecutivo, es la que puede ejercitarse para el cono- 
cimiento del juicio ordinario. ( l'allos, tomo 'JO, pág. 225 ; tomo 
12.Í. pág. 138; ionio 127, pág. 71 k 

<JiU\ por lo demás, e indepcndicntcuKi'le de las considera- 
ciones que anteceden, procede observar, que v\ Banco de la Na- 
ción, titular en el caso del privilegio que importa el fuero federal, 
ha podido renunciarlo consultando sus propios intereses y op- 
tar jíor otra jurisdicción que la que en prmeri término le corres- 
ponde, como institución federal. < Argumento a contrario sensu 
del Fallo tomo lio, pág. 301 ). 

En su mérito, y de acuerdo con los fundan untos del dicta- 
men del señor procurador general, se declara que el juez rom- 
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pétente para conocer cu el juicio que origina la presente cpíi- 
i irruía, es el eje primera instancia en lo civil y Comercial de lia- 
hía Blanca, a quién, en consecuencia, se remitirán los ¡uitos, avi- 
sándose al juez federal en la forma de estilo, Repóngase el papel, 

A, Bermejo, — J. Figueroa Al- 
corta. — Ramón Méndez. — 
Roberto Rkpkttu. -- M, EíAtr- 

KKXlKNA. 



i hm Sültistiüflo Medina contra don Julio Moütagncr, pór. cobro 
cjécttlharo tic peso.*, sobre competencia. 

Sumario: No puede promoverse contienda de competencia para 
el conocimiento «te una causa terminada por sentencia de 
trance y remate, Xo tratándose de un caso di- jurisdicción 
universal, es improcedente la iulufiitoria solicitada, estando 
en manos de los acreedores solicitar las medidas preventi- 
vas correspondientes, o deducir tercerías de mejor derecho, 
y lialiít ndo dcclaradn el juez requerido la validez del rema- 
te sin perjuicio de las resultas de los autos. 

Caso : Lo explican las piezas siguientes ; 



HHTAMEN DEL SEÑOR PROCt/RAOOR tiENERAt 

Butno» Al/íi, Seplirmbre '3 de IQ-*H 

Suprema Corte: 

La incidencia ;i que se refieren las constancias de fojas 39. 
■lu, 41, 49, 50, 53 y 54 de estos untos, no constituyen una con- 
tienda de eoni|K'iencin. 
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En efecto, un riiisftip deudor, don Julio Montagncr. apa- 
rece demandado distintos «creedores, en flus juicios dife- 
retítesi seguidos uno ante el juez federal de J tijuy y en o|K) an- 
te el de T instancia en lo civil y comercial de la misma ciudad. 

En amia» ejecuciones es embargado el mismo feien y ven- 
dido por él juez local, en razón de carecer de los antecedentes 
que había j»edido el juez federal { fs. 41). respondiendo al pe- 
dido <jue esté le hiciera de suspensión del remate, 

En tal situación el iuez load declara la validez del n.i.aie, 
sin perjuicio de las resultas de los autos. 

Él juez federal sostiene que a él |e eorres[>ondc resolver 
sobre la enajenación dé los bienes eniÍKit^tlps y eleva los autos 
a V. E. iwira (pie dirima Ja contienda. 

No tratándose de un concurso que, |)or su universalidad, 
atraiga lus demás juicios y estando en manos de los acreedores 
solicitar las medidas preventivas correspondientes o deducir ter- 
cerías de mejor derecho, sin temer que sus intereses sean per- 
judicados, y atento ÍO resuelto ¡«ir el juez local sobre las ullerio- 
rttl; L fles del remate, creo míe a V, E. no corresponde intervenir 
en este conflicto, por no icner el mismo, él carácter de contien- 
da de competencia que pueda dirimirse fie acuerdo con lo dis- 
puesto en el arl. 9* de la ley 4055 (tomo IM\ pági 14). 

Tal es mi dictamen. 

lloradu A*. Ltnrchi, 



PALLO f>K LA lOkTt: SUPREMA 

Butnoi Aírw, Octubre ir. dr 1926 

AutOS y vistos : 
Por las consideraciones y fundamentos del precedente dic- 
tamen deí señor procurador general, en é que se consignan los 
hechos que acreditan las constancias de autos, y se determina 
la aplicación del derecho que concierne al caso, así como de la 
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jurisprudencia en otros análogos (Tallos, tomo 4S, p$g, 211; 
tomo 6$ pág. 19; tomo 121. pá£ 327 : tomo l.W. pág. 14), se 
declara que el «sut» judicc» no reúne Iíis caracteres de una con- 
tienda de competencia que a esta Corte corresponda dirimir en 
ejercicio de mis facultades legales. 

hu su mérito, devuélvanse los autos al j u/gado de su pro- 
cedencia, donde se repondrá el papel, 

A. lÍERMEJO. — J. FlOL'EROA M- 

corta. — Ramón Mkxoe/.. — 
M. 1.a ra en ce na. 



Dan Üanúngo Morena y don Federica Rothemhtrger contra la 
Compañía General de VerrvcitrrtLs de la Provincia de Bue- 
na® 4%Wt* sobre reivindicación y nulidad de venta. 

Sumario'. 1* Procede el recurso extraordinario del art. 14, ley 
4S. ni un caso en que, puesto en cuestión un título que se 
decía emanado de autoridad nacional, aquélla fué resuelta 
desconociendo!* dicho titulo. 

2» Resultando que el titulo invocado por la demanda- 
fia, o sea, la posesión otorgarla por el juez federal, había que- 
dado sin efecto por el desistimiento del respectivo juicio 
de expropiación, siendo sustituido por el t|ue emanaba de 
una compra privada a un tercero, la sentencia recurrida no 
desconoció ningún derecho fundado en titulo, que tuviera 
como base una resolución de autoridad nacional, por lo que 
corres]» nide su confirmación en la porte materia del re- 
curso. 



Caso: Lo explican el siguiente: 
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DICTAMEN DEL SEÑOK PROCURADOR GENERAL 

_ _ Buwoi Aire*. Septiembre 14 de IflM 

Suprema Corte: 

Los señores Domingo Moreno y Fcílerico Rothemfnirger, 
demandaron por reivindicación y nulidad de venta, a la Compa- 
ñía General de Ferrocarriles de la Provincia de Buenos Aires 
ante et juzgado de 1» instancia en lo civil del Departamento del 
Centro, provincia de Buenos Aires. 

Durante la tramitación de la causa, no se ha planteado ni 
resuelto cuestión federal alguna que autorice la interposición \a- 
ra ante V. E. del recurso extraordinario de ablación, deducido 
y fundado en el art. 14 de la ley 48. 

I-a causa ha quedado resuelta (wr interpretación y aplica- 
ción de disposiciones del código civil. 

Por lo demás, la sentencia definitiva fué dictada en última 
instancia por la cámara primera de apelaciones (fs. 99), sin 
<[tic contra ella se haya interpuesto recurso alguno ]>ara esta Cor- 
te Suprema de la Nación. 

Dicha sentencia quedó, pues, ejecutoriada, ya que el tér- 
mino para deducir et recurso extraordinario que acuerda el art. 
14 de la ley 48, no pudo interrumpirse por el de inaplicahilidad 
de ley deducido para ante la Corte Suprema de la provincia, 
que en lo local no es el trihunal de última instancia a que alude 
el art. 14 de la ley 48 y que carece de jurisdicción para resolver 
las cuestiones de constitución nacional y leyes federales a que el 
mismo se refiere. 

Opino, por tanto, que el recurso ha sido hien denegado para 
ante V. E. 



Horado R. Larrea. 
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FALLO 'DE l.A si PKKJIA CORTE 

Puf nos Atrti, Octubre 15 de 1»» 

mitos y VlStOJ : 

Kl recurso extraordinario interpuesto y tln-nt- ^:lc]« » contra el 
fallo (ir la Suprétiia Corte de la provincia di- Buenos Aires, ni 
los autos seguidos i«»r don Etomíngo Moreno y (ton Federico 
Rotheml>ur£cr contra la Compañía General de Kcrmcar riles dé 
la Provincia de Huenos Aires, sobre reivindicación y nulidad dp 
venta; 



V ( onsidemndo ■ 

Que según aparece de los amos venidos por vía de infor- 
me eñ el pleito, se lia puesto en cuestión nn título, que se decía 
emanado de autoridad nacional, fundado en la resolíición del 
juez federal; que otorgalia la posesión de líi fracción de campo 
i|nc motivara la reivindicación, y habiéndose resuelto la cues- 
tión, desconociéndole dicho titulo, la procedencia del recurso ex- 
traordinario no es dudosa, y así procede declararlo, de acuerdo 
a lo que dispone en su incis,, 1" el an. 14 dé la ley .V' 48. 

Y considerando, en cuanto al fondo del asunto, por ser iu- 
iiece-arío mayor sitli>taiieiaeión. 

Que la Compaña '¡cueral de Ferrocarriles de Buenos At- 
rt-, invijt-amlo la ley 4417. ]*ir medio de la cual se le concedía 
el derecho de construir y explotar una red de ferrocarriles de 
trocha angosta, se presentó ante el juez federal de La Plata, 
consignando una suma de dinero, y solicitó se 1c pusiera en po- 
sesión di- una fracción de campo en el partido de Carlos Te- 
jedor, perteneciente a don Juan Moreno, lo que asi se hizo en 
su oporttyndad, 

«Jue. según; consta del testimonio agregado a ís. 77 vuelta, 
<l representante de la empresa se presento nuevamente ante 
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el mismo juez federal, (Stprtesandb «que el terreno i*.r el cual 
la compañía inició el inicio de expropiación contra Juan Moreno 
es <ie prru-ne.ieia «le «Ion Julia.. Al «reí» Gutierre, de quicrj (o 
ad«pur.o cxtrajinücialmeme. como lo jtistifito c«n la escritura 
que acompaño. Hit consecuencia, solicito cíé V. S. : 1> Sé lites 
ofici« al Banco .le la Nación para que. con intervención dfel se- 
crotanoi se me devuelva la Mima deposifarda de dos mil noventa 
y dos pesos, «iez y nueve centavos moneda nacional, * Se des- 
glose y se m entogué, l»aj« ronstaneía, los títulos acompañados. 
.V Se archive este expeliente», todo lo cual fué resuello favo- 
rablemente por la autoridad judicial. 

íjue, riabendose terminado el juicio <]Uc por reivindicación 
signierart «Ion l^mingó Moreno y don Federico Rothemfmrger 
(cesionario di- doña Gms< ilación Moren.* González «le Kernándea) 
contra don Julián Moreno (oniérrez, éstos promovieron contra 
la Compañía General «le Ferrocarriles de la IWineia de Bue- 
nos Aires, tm juicio |mr «reivirulieaeión y nulidad de venta», so- 
bré la fracción de caipo situada en el partid., de C arlos Teje- 
dor, que «letentaha dicha compañía |«.r haberla adquirido de 
Julián Moreno (iuíiérrez. 

Otie el pleito fué resuello ¡k.,- el juez v la cámara primera 
«le apelaciones del Departamento del C entro de la provincia de 
lluenus Aires, haciendo lugar a la acción instaurada. 

(¿ue de la sentencia «Helada p«.r el tribunal de segunda ins- 
tanera, el apelante dedujo para ante la Superna Corte de la 
provincia «le Hítenos Aires, recurso de ¡uapttcahilidaii «le la ley 
y de drjctrina que le acuerda el art. 3J6 «leí código de procedír 
míenlos local, recurso .pie fué desestimado |>or sentencia 0- 
mente a is. 195 vta, de los autos principales. 

Que, de lo prea deméntenle expuesto, ye desprende (pie el 
titulo dedicado por la empresa demandada, o sea la posesión «.t«r- 
gada por el juez federal, haliia quedado sin efecto i>or el desis- 
tiniieíiío del juicio de expropiación, siendo sustituid*. |Kir el 
• pie einanaki «le la compra privada hecha a Julián MoretiO Gu- 
tiérrez. 
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Que. pcir lo tanto, la sentencia recurrida no ha desconocido 
ningún derecho mudado en titulo que tuviera como, liase una 
resolución de autoridad nacional. 

I\>r estos fundamentos y los pertinentes de la sentencia 
recurrida, oitío el señor procurador generaí; se con firma la re- 
sotución apelada en la parte materia del recurso. Notifiquese 
y repuesto el papel archívese, devolviéndose los autus venidos 
pm vi:i de informe con transcripción de la presente. 

A. lÍF.RMKJO. — J. FtGÜ-ÉRQX Al.- 

tciKTA. — Ramón Méndez, — 
M. LavreNCEXA. 



Dan Ramón Ramírez contra el gotaemo de h Xación, sobre 
cuMplimicnto de contrato. 

Su nutrió: La resolución de la Dirección General del Personal 
subalterno di* la armada, dando de baja a un contratado en 
1 1 cuerjKi de meslraiua de la armada, que por expresa de- 
claración del mismo, hecha en el contrato, se sometió a las 
leyes y relímenlos que rigen en la marina de guerra, por 
considerársele inapto jara el servicio, a causa de enferme- 
dad contraída con anterioridad a su ingreso en la misma, 
reviste el carácter de definitiva y no puede ser revisada 
por la justicia. (lilla fué adoptada por quien tenia juris- 
dicción exclusiva para ese efecto, artículos A\ y 36 del re- 
glamento orgánico del personal de la armada). 



Casa: f.n explican las pie/as siguientes: 
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SENTKXCIA HKL jtKZ l'KOKRAL 

Ll Piala. Noviembre 27 de IWiEi 

Y Vistos: Este juicio seguido ]mr Ramón Ramírez contra 
la Nación, sobre cumplinitcnto de contrato, o en su defecto por 
pago de daños y perjuicios. 

Resulta: h' Que, con fecha veintiséis tic junio tic i*ste año, 
se entabla la demanda por el actor, en esta forma: a) Que con 
fecha trece de abril de mil novecientos veintiuno, firmó contra- 
to en Rio Santiago, |*-r el término de tres años. para prestar 
servicios en la armada, en el carácier de herrero, conforme al 
sueldo fijado en el presupuesto, contrato que fué aproliado pre- 
vio reconocimiento médico. |ior id que se le consideró apto para 
dichos servicios, de cuya profesión tiene la cr»rres|>ondicnle pa- 
tente; li) Une después de prestar servicio, aproximadamente 
durante cinco meses, se le dio de lia ja con fecha veinticuatro de 
octubre de ese año. sin hak-r variado en nada absolutamente 
las condiciones en que entró a servir, y que en tal lia ja se dice 
qlW ha sido dada ]>or enfermedad, aludiendo a un expediente 
K. 12776. del que no tiene conocimiento, pero que puede afir- 
mar que no ha estado ni está enfermo, y que si se ha querido 
aludir a un defecto (pie tiene en un dedo, hace constar que ese 
defecto lo tiene desde el cuatro de mayo de mil novecientos 
diez y ocho, y no fué inconveniente para que se le contratara, ni 
jura traliajar durante los primeros cinco meses; c) Que. fun- 
dado en esas consideraciones, solicitó ser repuesto en el puesto 
l>or expediente que tramitó bajo el X'-' 7031 del Ministerio de 
Marina (sección general del personal), denegándose su pedido 
jxir resolución que le fué notificada con fecha veintiséis de 
mayo de este año. Funda su acción en los arts. 1197, 1200. 
1137. II 38, 1493. 1623; 496, 505 y 629 del código civil, y pide 
se condene a la Nación a cumplir el contrato, bajo pena de 
resolverse la obligación en el pago de daños y perjuicios. 
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- Corridos Tus tRtstactos del cuso a ís. 2,í, contesta la de- 
manda el señor praairador fiscal, pidiendo su rechaao, con cos- 
tas. Reconoce ser exacto que con fecha 13 de abril <le l'>21, fué 
contratado el actor. Sostiene que Cuantío se celebro dicho con- 
trato, \;\ otaki impedido ti ámeme el actor, para cumplir sus 
semeios profesionales a satisfacción, pues aparte de reconocer 
ésh en Sil demanda que el defecto <|0e tiene en im dedo (índice 
izquierdo), es anterior a dieÜO contrato, surge esto igualmente 
dt la solicitud de Uaj¡a formulada i>nr el actor con fecha 20 de 
septiembre de l l >21. Y del reconocimiento médico de ís. 9 vta.. 
5 que Ramírez, asi lo ha maní testado también, negándose a ser 
sometido a una intervención quirúrgica, que pnr estn el Minis- 
terio de Marina, con forme al inciso K. del rr.'.Vi del reglamcn- 
tn orgánico del personal subalterno, dictó resolución con fecha 
B de "-ctulire di- 19*1, disponiendo la haja de Kamirez, de la 
que. m .licitó reconsideración, la que fué denegada. Agrega que. 
la circunstancia de haber trabajado ti actor cinco meses, a pe- 
sar dr su defecto físico, no significa que ese defecto no cuns- 
tituyera un impedimento relativo j>ara su trabajo, y que ett 
cierto modo se hiciera aún más pronunciado y grave, a conse- 
cuencia precisamente de tal Irahajo, pues se trata de una cica- 
trización viciosa con anquilosis, que originó una retracción per- 
manente del dedo izquierdo que quedó en forma de martillo, 
delecta que e> sabido se hace cada vez más pronunciado, y au- 
mentan el impedimento I tara t ra! ja jar, y esto fué lo que te pasó 
a Ramírez. 

Termina diciendo que la locación de servicios se juzga par 
he* disposiciones de las obligaciones «le hacer, y según él au. 025 
del código civil, el obligado a prestar algún servicio debe eje- 
cutarlo riel modo que fué la intención de las partes, y el art. <>27 
del misino código estatuye, que si el hecho resultare im|x>s¡Me. 
híii cujpa del deudor, la obligación queda extinguida, jmr lo 
qiie pide el rechazo, con costas de la demanda. (Art, 1201 del 
código civil». 
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.1" Abierta l;i causa a prueba, se produce la certificada a 
ís. 45 vta., alegan las (Kiries sobre su mérito y queda el juicio 
en estad" de fallarse. 

V Considerando: 

] ■" Our dada la ínrma como se ha trabado la litis, no cabe 
«Unía que cuando el actor fué contratado* |n>r tres años, ya te- 
nia el defecto físico que motivó su traja, delectó que mt fué 
considerado impedimento |>ara el traTrajo por el cirujano fie la 
armada, doctor \. Sistema. <|ue lo declaró apto para el servi- 
cio con fecha 13 de abril de 3^21 fís. 10). 

2> Que además, es muy de tener en menta, que el perito 
médico doctor Allrarraeín. en su informe de fs. afirma que 
Ramírez actualmente no presenta enfermedad alguna (jlte lo in- 
hahilite |rara desempeñar sus funciones habituales y la lesión 
que presenta en el dedo índice de la mano izquierda, deforma- 
ción de éste producida por un traumatismo ¡«>r prehcncióii de 
un engranaje o máquina, no ha dejado una incapacidad para 
el trabajo de herrero, por cuanto Un hay perturbación de las 
funciones del dedo, ni trastornos sensitivos, ni motores por no 
halier cordón seccionado inerte o insensible, existiendo sensibi- 
lidad táctil, al dolí» y a la temperatura, no estando tampoco dis- 
minuido su motivilidad. 

3* Que en buena lógica; y en justicia, estos dos informe' 
médicos del>en primar sobre el de fojas 12 «(ta., que motivó la 
Iraja de Ramírez, Imja ijue éste no solicitó ni admitió. 

4* One las convenciones hechas en los contratos forman 
para las partes una regla a la cual débeií someterse como a la 
lev misma y obligan a todas las consecuencias epte pueden eou- 
siderarse virtual mente comprendidas en ellos ( código civil, ar- 
tículos 11U7 y IlySí. Ahora liieu, si ya tenia el actor la lesión 
dicha cuando celebró el contrato, es entonces, evidente, dado 
lo considerado, que fué aceptado y contratado, porque ese de- 
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íccto rio era capital y entonces no es lqgnt ni justo que p>r un 
acto unilateral, <|»te no se justifica* se perjudique al actor de- 
jándole sin trabajo a un obrero en condiciones sumamente ;i fu- 
rentes. 

Por ello, y las consideraciones concordantes aducidas por 
el actor, y de acuerdo con el arl. 7 de la ley 3'»52. fallo: admitien- 
do ta demanda, declarando que el actor tiene derecho para pedir 
a la Nación cumpla el referido contrato, o. en su defecto, para 
cobrar daños y perjuicios, teniéndose ctíftló base al efecto los 
Sueldos fijados ¡>or el presupuesto, según el informe tic fs. 33 
vuelta, sin costas, por lio hal>er sido solicitadas. Xotiftquese. re- 
gístrese y archívese. 

Clodomiro Zí¡víiIÍú> 



SEÍíTE.VClÁ DE LA CÁMARA FEOKKAI. 

La Plata, Abril H de l«9 

Vistos y Considerando: 

One el contrato de fojas 7. de servicio militar, no está re- 
gido ni en su fondo ni en su forma |Hir las disposiciones comu- 
nes, sitió jH>r las de carácter es|>eeia! rcs|>ectivas, bastando para 
convencerse de esto, cerciorarse de que el insimúlenlo citado 
>ó|n contiene cláusulas obligatorias para el sujeto que ingresa 
voluntariamente a la marina de guerra argentina, sometiéndose 
a las leyes y reglamentos que rigen la misma. 

Otie. por lo demás, en la filiación del demandante inserta 
en el referido documento, no consta su defecto físico, revelando, 
por tanto, (pie tío fué lomado en consideración a los efectos de 
<b 'terminar su aptitud jara el servicio. 

Que la solicitud de baja de ís. 12, ]»or las causas que la 
motivan, está suscripta por tres médicos de la armada y sus con- 
clusiones hacen plena te, para juzgar de la aptitud militar de 
los individuos, no podiendo ser desvirtuados por el informe mé- 
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dico de fs. 43] reproducido por un perito que no es tic la ins- 
t ¡ilición. 

J'or estos fundamentos se revoca la sentencia apelada de fo- 
jas 53 y devuélvase, — lasé Morcó, — /?. Guido Lavalte. — 
Antonio L, Mate maro, eu disidencia. 
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Bittnot Aire*. Oelubre W de 1036 

Vistos y Considerando: 

Que el demandante fué contratado para prestar servicios 
como herrero en el cuer(H> «le maestranza de la armada nacional. 
YA contrato fué celebrado el 13 de abril de 1913 y debía durar 
tres años (testimonio de fs. 10), pero cinco meses después de 
haber comenzado a regir, el contratado fué dado de laja por 
considerársele inapto para el servicio, a causa de enfermedad 
contraída con anterioridad a su ingreso en la armada. (Solicitud 
de fs. 12). 

Que al subscribir el contrato en cuestión, el actor declaró 
expresamente, (pie se sometía a las leyes y reglamentos que rigen 
eu la marina de guerra, lo que Ím|Hirta establecer que dichas le- 
yes y reglamentos se encuentran virtualmentc incorporados a la 
convención, y que. es con arreglo a ellos que delren resolverse 
preferentemente las cuestiones a que pueda dar lugar la ejecu- 
ción del contrato. 

Que el art. 30 del reglamento orgánico del personal subal- 
terno de la armaad dispone que «serán dados de baja los vo- 
luntarios contratados que, a consecuencia de enfermedades o he- 
ridas resultasen inútiles j*ara el servicio» y. a su vez, el art. 31 
del misino reglamento prescribe que dichas (rajas «serán dispues- 
tas exclusivamente por ta Dirección General del Personal». 

Que habiéndose ordenado la baja del demandante ]X>r la 
repartición administrativa indicada en el mencionado reglamen- 



FAl.I.os ÜV, tá CriRTK SUPRElíA 



fo, invocándose en apoyo de ]¡i misma la inaptitud ]j;ira el ser- 
vicio, resultante de enfermedad, la expresada resolución reviste 
el carácter de definitiva y un puede sit revisada por la justi- 
cia, toda vez que lia sido adoptada i»or quien tenia jurisdicción 
exclusiva para ese efecto, otorgada pir prescripcibnca regla- 
ineutarias que forman parle del contrato, es decir. ]mr la ley 
a que *e han sometido voluntariamente las jtartes. 

<Jue. a inayur álMndaniieutO, procede observar que los an- 
tecedente* acumulados en his autos alejan toda sospecha de ar- 
bitrariedad en la resolución ailuiiuísiraiiva de que se irata. pues 
>i Cflciieíitra apoyada |>or d iuíonne díil jefe del servicio sanita- 
rio y ¡K.r el dictamen de la junta de reconocimientos inéditos, 
qittí declaran al recurrente inapto jara el servicio (fe 12 v 12 
vuelta)'. 

En su nuriio, se con firma ta sentencia apelada de h, úS, 
sin cost&Sj por haher tenida sentencia favorable eu utia de las 
instancias del juicio, amecedeute que dentuestra que lia 'liÉbido 
. motivo verosímil para litigar. N'otifíquésc y devuélvase al tri- 
bunal de pTocc^£«ria iloitde m repondrá el papel. 

A. fiKkUKH). — J. FlGÜKROA AL- 
lOIMA. ... Ramón Mf.VOKZ. — 
M. I..\rm:.\i kxa. 



Antonio Pacini contra la Provincia de Mendosa, sobre co- 
bro de pegos; 

$M)t&¡ói Con arreglo al artieulo M, inciso 2" y articulo 42 del 
codígc cívitj las provincias son personas jurídicas tic exis- 
tencia necesaria ipie pueden ser demandadas y hacerse eje- 
cución en sus I »iei íes. y el cumplimiento de sus obligaciones 
civiles o comerciales está regirlo por la> disposib'ones de 
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los respectivos códigos quje ha sancionado el congreso y que 
no pueden ser alterados |>or las provincias. {Articulo 108 
de ]¡t Constitución). 

( tisú : [.o explica el siguiente : 
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Bueno* Aire», Octubre ls de IV26 

V vistos; 

Estos autos seguidos fxjr don Antonio Pacini contra la pro- 
vincia de Mendoza, sobre cobro de pesos, de los que resulta : 

Que a ís. 7 y con los documentos que agrega, se presenta 
el actor por medio de apoderado, exponiendo que durante los 
años 1922 y 1923 vendió al gobierno de ta provincia <le Mendoza 
tos artículos de zapatería a que se refieren los expedientes ad- 
ministrativos formados con tal motivo, y que en conjunto iíh 
portan la suma de dos mil novecientos cincuenta y un pesos 
moneda nacional. 

Que no habiéndole dado resultado las gestiones realizadas 
a fin de obtener el cobro de ta suma adeudada, y fundado en los 
artículos pertinentes del código civil, entabla la presente acción 
a objeto de que la demanda sea condenada a su |>ago, con inte- 
reses y costas. 

Acreditada la jurisdicción originaria de esta Corte, se co- 
rrió traslado de la demanda, la que fué evacuada a ís. 20 |H>r 
el representante de la provincia, quien expuso : que no habiendo 
recihido de su mandante los antecedentes relacionados con esta 
«litis», se encontraba imposibilitado de desconocer ni reconocer 
la veracidad de los hechos articulados en la demanda, debiendo 
por lo tanto atenerse al resultado de la prueha que el actor de- 
lúa producir. 
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Que, abierta la causa a prueba, se produjo la que expresa 
el certificado del actuario de fs. 52 y, pregados los alegatos de 
las [Kiries a fs. 54 y fs. 5f». se Hamo autos (Kira definitiva. 

Y Considerando : 

Que por el informe expedido por la contaduría general, a 
ís. 46 vta., y |»»r la nota del señor ministro de gobierno de la 
provincia de Mendn/a. de ís. 4, se reconocen los créditos recla- 
madas por el actor, a excepción del relativo al expediente nu- 
mero 2°>¡. |Hir doscientos pesos moneda nacional. 

Une respecto a esta partida ele doscientos peso*, el actor re- 
conoce en su alegato de fs. 54. haberla efectivamente cobrado 
del gobierno demandado. 

Que, en consecuencia, la provincia de Mendoza adeuda a 
don Antonio Pacini, por los conceptos a que se refiere esta de- 
manda, la suma de dos mil setecientos cincuenta y un pesos mo- 
neda nacional, eomo a su ve/., lo reconoce ta parte demandada 
en *ii alegato de fs. ?íi. 

Que con arreglo al art. .12, inciso 2" y arl. 42 del CÓdigO 
civil, las provincias son personas jurídicas de existencia necesa- 
ria míe pueden ser demandadas y hacerse ejecución en sus bie- 
nes y el cumplimiento «le sus obligaciones civiles o comerciales, 
está regido jxir las disposiciones de los respectivos códigos que 
ha sancionado el Congreso y que no pueden ser alterados por las 
provincias. (Art. IOS de la Constitución), 

Por estos fundamentos, se hace lugar a la demanda enta- 
blada y. por consiguiente, se declara que la provincia de Men- 
doza debe entregar al actor dentro del término de diez días, la 
suma de dos mil setecientos cincuenta y un pesos moneda na- 
cional, con intereses a estilo de los que cabra el Banco de la 
Eíacíón Argentina, contados desde la notificación de la deman- 
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■ la. sin es|wcial condenación en costas, pur no haher prospera - 
esta en ludas sus parte*. Nulifiques* ion el original, repón- 
gase él i «•-*■) y archívese. 

A. IÍKRMEJO. — J, FíGuFJlOA Al- 
corta. — Ramón* 11 ÉNPEZ, — Rn- 

BKkTO RePETTO. — M. r.AtlKKN 
CENA. 



/'«ña Dolores Parravieini de Sokm y otra, en los autos segui- 
dos por don Carlos Repetía y otros contra (a site están de 
don Jacoho Parravicim, sobre nulidad de testamento, fie 
eurso de hecho. 

Sumario : l" Para la pnicedeneía del recurso extraordinario del 
articulo 14, lev 48. np kasta que la decisión final desconoz- 
ea un derecho de carácter federal; ea indispensahie ¡¡ara 
ello, que esc derecho haya sido invocado ]>or via de acción 
o de exección corno punto comprendido en la controversia, 
pues sólo de esa manera queda introducido en el juicio y 
puede ser materia de pronunciamiento. (En el caso, la cues- 
tión fué planteada por primera vez. en el escrito en que 
se interpuso el recurso extraordinario). 

2* El examen de las condiciones de uno de los mieni 
hros del trihunal «a quo», para intervenir en la decisión del 
caso, y la consiguiente anulación del fallo dictado con el 
concurso de dicho magistrado, son cuestiones regidas ex- 
clusivamente por las leyes de procedimientos y de organi- 
zación de la justicia local, extrañas al expresado recurso. 



Cuso Ui explican las piezas siguientes: 
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DICTAMEN DFX SKÑOR rROCl'H AIKJR GENERAL 

Buenoi Airea, Octubre É de 1K6 

Suprema Oírte: 

Dictada sentencia definitiva por la cámara 2» de apelacio- 
nes en ln civil de la Capital cíe la Nación, eri la causa seguida 
por el doctor Carlos A. Repctto y otros contra la sucesión de 
don Jacobo J. I'arravicini, sobre nulidad de testamento, dos her- 
manas del .causante han prumovidd a fs. 1527. una cuestión sn- 
hre nulidad de la sentencia referida, por hal»er sido dictada és- 
ta integrando el tribunal un magistrado (fue, según las recurren 
tes, carecía de la designación legal requerida. 

La cámara ha desestimado la nulidad, entre otras razonen. 
|Kjr considerar que las peticionantes habian consentido, antes de 
dictarse la sentencia, la intervención del vocal de referencia ; 
y ha denegado, al mismo tiempo, el recurso extraordinario in- 
terpuesto |Kira ante esta Corte Suprema. 

V, K, tiene resuelto reiteradamente que la cuestión de si 
uno de los miembros de un tribunal está o no inhabilitado para 
formar parte del mismo, es ajena a la instancia extraordinaria 
que acuerda para ante la Corte Suprem el art. 14 de la ley 48. 
(81, 257: 87. 111 ; 107. 21 ; 121, 306 y 123. 143). 

Por I» expuesto soy de opinión que corresponde declarar 
bien denegada |wra ante V. Iv, el presente recurso. 

Horacio R. I.arrrta. 
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Ai _ Bura« Alrw, Octubre JI. de IÍ28 

Autos y vistos; 

El recurso de queja por denegación del extraordinario in- 
terpuesto (>or dona Dolores Parravicini de Soiari y doña Celina 
Parravicini de Mclo, de la sentencia pronunciada por la cámara 
segunda de apelaciones en lo civil de la Capital, en los autos se- 
guidos por don Carlos RepettO y otros con la sucesión de don 
Jmm Parravicini. sobre nulidad de testamento; y 

Considerando ; 

Que con arreglo a lo preceptuado por el art 14 de la ley 
E9" 48. y i»r el art. 6" de la ley N* 4055. sólo podrá deducirse 
l>ani ante esta Corte Suprema, el recurso extraordinario, cuan- 
do en un pleito se haya planteado alguna de las cuestiones de 
carácter federal enumeradas en loa tres incisos del recordado 
art. 14 y concurran las demás condiciones que allí se men- 
cionan. 

Que en el desenvolvimiento de este principio de la ley, s< 
ha declarado uniformemente por esta Corte, que la cuestión fe- 
deral debe ser propuesta a la decisión de los jueces locales en 
las instancias ordinarias del litigio, antes de la sentencia defi- 
nitiva; que las cuestiones de constilucionalidad que no se han 
debatido ante los tribunales ordinarios y se suscitan después del 
fallo de éstos y con motivo del fallo, no autorizan el recurso del 
art. 14 de la íey N» 48; que no es bastante a los efectos del re- 
curso extraordinario, la invocación de una cláusula constitu- 
cional hecha en el pedido de aclaratoria de una sentencia, y que 
el planteamiento de la cuestión federal debe hacerse en condi- 
ciones tales que habiliten al tribunal de Última instancia en el 
orden local, a pronunciarse sobre ella en la sentencia definitiva 
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< I'allos, tutiui 23, pág. 2+9; tomo 75, pág. 1R3; tomo 99, pág. 
231 ; tomo 104. pág, 146 y 407; tomo 107. pág. 273: lomo 1 10. 

95; tomo 112, |tág. 131 y 168: tomo 113, pág. 36; lomn 
1 14, pagj 442 y otros). 

Qtte no Iwista, por consiguiente, que la decisión final des 
. onozca un derecho de carácter federal. A los efectos de ta 
procedencia dél recurso, es indispensable que ese derecho haya 
sido invocado i«>r vía de acción o de excepción como ponto 
comprendido en la controversia, pues sólo de esa manera que- 
ría introducido én el juicio y puede ser materia de pronuncia- 
i mentó. 

ijue a estas mismas conclusiones ha llegado la Suprema 
Corte de los l istados Unidos, por aplicación de disposiciones 
de la ley judicíaria, ite la que fué tomado c4 art. 14 di- nuestra 
ley de jurisdicción y cnnqieteucia de los tribunales nacionales. 
• Hemos decidido repetidamente, ha dicho ese alto tribunal, que 
una apelación a la jurisdicción de la Corte no dehe ser el resul- 
tado do mía reflexión tardía o una mera ocurrencia, y que si se 
invoca algún derecho, privilegio a inmunidad fundado en la 
Constitución o leves de los Estados Unidos, tiene que hal>er sí- 
'lo plantead" y reclamado antes de la decisión final del caso en 
la Corte de la cual se recurre {Cooley Constitutiona! Limita 
uons, 7* edición, pág. 29 y M}. nota «a» y sus citas de jurispru- 
dencia). 

Que en el presente caso, según resulta de los autos remiti- 
dos por via de informe, la cuestión que se pretende traer a la ju- 
risdicción revisora de la Corle Suprema, ha sido planteada por 
primera vez en el escrito en que se interpuso el recurso extraor- 
dinario, esto es. después de pronunciada la sentencia que puso 
fin al litigio dentro de Ta justicia local y, por lo tanto, extempu 
ráneamentc a los fines de la apelación. 

Cíue. por lo tiernas, lo que en realidad se intenta obtener dr 
la jurisdicción apelada de esta Corle, es el examen de las con- 
diciones de uno de los miembros del tribunal «a quo» para in- 
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tc-rvcnir ,„ la decisión del caso y Ja consiguiente anulación del 
fallo d,ctado con el COncurso dc (Iicho cs ^ — 

t « que ^ Corte ha declarado por «ña constante jurispru- 
<lcnc.a que son extrañas al recurso entablado, porque se en- 

77Z^^- T'r ÍVamemP ,aS * Procedimientos 
) dc organ.zac.on de Ja just.c.a loca! (Fallos, tomo 102, pág 43 
>* l-¡í. pag. 143. entre otros), aparte de que dicha nulidad ha si- 
do ya desestimada por el tribunal « q „o* en su resolución dc 
fs. 1536 . mentó de consideraciones de hecho v de derecho pro- 
cesal su f,c.cntes para sustentar la decisión y que «cana i h 

I™ ~ T C ° rle Cn d ~* * P«ro derecho 
raer*] que ha sido interpuesto. 

Por ello, porque tratándose en la especie «sub lite» dc .m 
recurso excepcional ,>or su naturaleza, las disposiciones que Jo 
autorizan y re E Jamentan son de interpretación estricta (Fallo, 
tomo 97, pag. 2S5J; ¿ de acuerdo con lo dictaminado por el 
senor Procu^dor gener^ se declara no haber lugar a la queja 
deducida, Not.f,qi,ese y repuesto el papel archívese, devolvién- 
dose los autos remitidos por vía de informe con transcripción 
de la presente. r ^ 

A. Bermejo, — Ramón Méndez- 
Roberto Repetto. — M. Lau- 

HEN CEUTA. 



Pon Carlos S. A abone, don Antonio Atoara y don Guillermo Pa- 
dilla, solicitan regulación de sus honorarios devengados como 
arbitros en el juicio seguido caire el gobierno nacional y la 
Unión de Fabricantes de Tejidos de Yute en España. 

Sumario : La solicitud de regulación de honorarios tiene, en lo 
substancial, el carácter de una verdadera demanda, aunqtir 
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sometida al procedimiento sumario señalado |»r el art. 2" 
de la ley 3094/ aplicable en mérito cíe U> prevenido en él ar- 
ticulo 7'' de la misma. 

Caso : Lo explican las piezas siguientes : 



ALTO DEL JUEZ FEDERAL 

BuiftM Aire». A|o*lo 1* de IWA 

Autos y Vistos y Considerando: 

I* Que los actores Carlos Auhonc. Antonio Maura y Guiller- 
mo Padilla se presentan a fs. 1, solicitando al juzgado le regule 
los honorarios que cada uno estima en veinte mil |>csos moneda 
nacional, devengados en su carácter de arbitros en el juicio se- 
guido entre el Gobierno Nacional y la Unión Fabricantes de Yute- 
de España. Manifiestan que el nombramiento de arbitros emanó 
de un acuerdo celebrado entre aquellas partes, estableciendo el 
;trt. 6* del compromiso arbitra!, que los honorarios de los arbitros 
serán regulados por la Suprema Corte, pero este tribunal declaró 
con fecha mayo 6 ppdo., «que la regulación de los honorarios de 
los arbitros arbitradnres es un incidente del jucio arbitral, que 
l>or las dis|>osiciones citadas (se refiere a las que fundan la de- 
cisión), corresponde al juez que debió conocer de la causa a no 
mediar el compromiso, o sea cu el caso, al señor juez de sección 
en lo federal (art. 2". inciso 6 V . ley 48). 

2^ Que el procurador fiscal solicita a fs. 2 vta„ se declare 
la incompetencia del juzgado, par no halwr sido devengados ante 
él, los honorarios de referencia. 

Que los presentantes, como el señor procurador fiscal, in- 
sisten en sus manifestaciones a fs. 3 y 4. 

4» Que al resolver el punto en deliate. tiene en cuenta el sus- 
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cripto, lo decidido por la Corte Suprema e» la oportunidad invo- 
cada por los presentantes, así como ta que estableció el mismo tri 
bunal en su fallo del tomo JH, pág, M5. 

Por k> expuesto, resuelvo; declarar que corresponde al juz- 
gado fiel suscripto, conocer y decidir en la presente causa y. en 
consecuencia, dispongo se haga salicr al Poder Ejecutivo por in- 
termedio del Ministerio de Agricultura su iniciación, a los fines 
que hubiere lugar por derecho. Noti f íquese, repóngase el sellado 
y líbrense los recaudos del caso. Téngase por unificada la reprt 
sentacíóu en la i^rsona del señor Aul>one c intímesele constituya 
nuevo domicilio dentro del radio. Art. 6», ley 50, 

Saúl M. Escobar. 



SENTENCIA TtH IJV CÁMARA FEDERAL 

lnen« Aires. Oklrmbrc 21 d* I92r. 

Y Vistos: 

De acuerdo con lo dictaminado por el señor procurador fis- 
cal íle cámara, lo dispuesto por ct art. 7 de la ley 3094, y no re- 
sultando de autos que los actores hayan deducido la correspon- 
diente demanda por cobro de sus honorarios, sino que limítame 
a pedir la regulación de sus servicios profesionales prestados ex- 
tra) udicialmente. se revoca el auto apelado de ís. 6. Devuélvase. 
—Marcelino Escotada. — José Marcó. ~ T. Arias. — B. A. Na- 
sar Anchorrna. J. P. Luna. 



l-ALLOS OK LA CORTE SUPREMA 



VALLO 1* LA CORTE SUPREMA 

Bucim Alret. Oclubrt ST 4c tMS 

Y Vistos: 

Kl recurso extraordinario interpuesto y concedido contra sen- 
tencia de ].i cámara federal de apelación de ta Capital, revocato- 
ria de la decisión del juez federal, que hace lugar a la proceden- 
cia del )>cdido de regulación de honorarios de los señores Car- 
los Aulione, Guillermo Padilla, y Antonio Maura, arbitros en el 
juicio seguido entre el gobierno nacional y la Unión de Fal incau- 
tes de Tejidos de Yute de España, 

Y Considerando; 

Que de los términos del auto de fs. 6, revocado por la sen- 
tencia recurrida, y en el que el juez «a quo» declara su comj>e- 
tcncia para entender en la causa, y dispone la notificación al po- 
der ejecutivo por intermedio del ministerio resix-ctivo, se des- 
prende que dicho funcionario lia atribuido a la solicitud de re- 
gulación de honorarios, los caracteres de una demanda, la que se 
tía substanciado p»r los trámites iniciales airrespnndientes. 

Que ese significado del auto de referencia deriva, asimismo, 
del considerando 4* del mismo, en el que et juez expresa que al 
resolver el punto en debite tiene en cuenta lo decidido por esta 
Corte en la nport unidad invocada por los presentantes, así como 
lo que estableció este mismo tribunal en su fallo del tomo 111, 
p%, 315, esto es, que la solicitud de regulación de honorarios 
liene. en b substancial, el carácter de una verdadera demanda. 

Que. «latios estos antecedentes, no puede decirse que en los 
autos no aparece el factor esencial de la demanda, aunque some- 
tida al procedimiento sumario señalado por el art. 2" de la ley 
N* 3094, aplicable en mérito de lo prevenido por et art. 7" de ¡a 
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misma ley, mientras no se desconozca el derecho del deman- 
dante. 

En su mérito, oido el señor procurador general, se revoca 
la sentencia recurrida de fs. IJL Molifiqúese y repuesto e) papel, 
devuélvanse al tribunal de procidencia. 

A. ÜKkMKJO. — J. FlGUEROA Al.- 

corta. — Ramón Méndez. — Ro 

BtvHTO KlíPETTO. M. LAUREN- 

CENA. 



Sociedad anónima li'rit Hermanos y Cía,, apelando de una re- 
solución de aduana. Recurso de hecho. 

Sumario: Las actuaciones producidas con pusterioridad al fallo 
dictado por la Corte Suprema, y destinados a hacer efectiva 
la sentencia, no pueden dar lugar a nuevas «sentencias de- 
finitivas», susceptibles de autorizar los recursos que contem- 
plan los artículos 14 de la ley 48 y 3» y fi» de la ley 4055. 
piles son meras resoluciones procesales, derivadas de aque- 
lla decisión y encaminadas a determinar el cumplimiento 
efectivo de la misma. 

( \v¡a : Lo explican las piezas siguientes : 



I1HTAMEN OF.L SRÑOR PROCI'RADOR ÜENKRAI. 

„ Bwnoi Air». StpUtmbtt 7 de Ifttt 

Suprema Corte: 

Como se desprende del informe expedido a fs. 9, por la 
cámara federa! de apelación del Rosario, corroborado con la afir- 
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maeión del propio interesado, se recurre para ante V. E. contra 
un auto dirtado en ocasión del cumplimiento de una sentencia de- 
finitiva ya pronunciada en la causa. 

Cor ello, soy de opinión íjue corresponde desestimar el prc- 
•ientc recurso de hecho, deducido por la sociedad anónima Weil 
finos, y Ua.. en ta causa que siguió j>or apelación de un fallo 
de aduana. 

Horacio R, Lurrcta. 



FALLO DE LA CORTE Sl'PKK.MA 

■«MM Álttt. Octubre 39 dt ItftS 

Autos y Vistos y Considerando : 

Que según residía de los autos principales, el litigio fué de- 
finitivamente resuelto por sentencia de fs. 423. pronunciada por 
esta Corte, y habiendo sido devueltos al juzgado de origen, se 
procedió a la liquidación de los derechos y de la multa, produ- 
ciéndose, con tal motivo, resoluciones de las .cuales recurre el 
apelante. 

Que las actuaciones producidas con posterioridad al fallo 
dictado por esta Corte, y destinados a hacer efectiva la senten- 
cia, no pueden dar lugar a nuevas «sentencias definitivas», sus- 
ceptibles de autorizar los recursos que contemplan los arts. 14 de 
la ley 48 y É> y 6* de la ley 4055. pues son meras resoluciones 
procesales, derivadas de aquella decisión y encaminadas a deter- 
minar el cumplimiento efectivo «le la misma. 

En su mérito, de acuerdu con lo dictaminado por el señor 
procurador general y lo resuelto en casos análogos (Fallos, tomo 
142. pág. 317; tomo 138. pág. 138. entre otros), se declara no 
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Kaber lugar a la queja. Notifíquese y repuesto el papel, archí- 
vese. 

A. Bermejo. — j. Ficueroa Al- 
cokta. — Roberto Repetto. — 
M. Lal*rencena. — En disiden- 
cia: Ramón Méndez. 



OIS] den cía 

Buen 01 Alm, Oelubif di l»9 

Autos y Vistos ; 

El recurso de queja interpuesto |>or la sociedad anónima 
Weil Hnos. y Cia.. en los autos sobre apelación de un fallo de 
la aduana, contra la sentencia pronunciada en dicha causa por la 
Cámara Federal de Rosario, y 

Considerando : 

En cuanto a la procedencia del recurso, que al aprobar la 
liquidación practicada por la aduana de Rosario de los derechos 
y multas a cargo de la sociedad recurrente, el tribunal €a quo» ha 
filado el alcance del fallo de esta Corte, cuyo cumplimiento se 
persigue. 

Que tal pronunciamiento reviste todos los caracteres de una 
sentencia definitiva en cuanto sus efectos no pueden ser repara- 
dos por el mismo tribunal que lo dictó, ya sea en el presente 
juicio o en otro pleito distinto. 

Que es, asimismo, definitivo a los fines de la tercera instan- 
cia autorizada por el art. Í v de la ley N' 4055, no sólo a mérito 
de lo precedentemente consignado, sino también pirque una so- 
lución contraria nos llevaría a establecer que los fallos de esta 
Corte podrían ser desvirtuados o alterados |ior la inteligencia 
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que le atribuyan los tribunales inferiores al hacerlos cumplir, sin 
que pueda acuri irse <-n procura de la debida interpretación al 
tribunal en que tuvo su origen áJ fallo que se ejecuta y <pje. 
[sor lo misniii. del*' presumirse que se halla en mejores condi- 
ciones para asignarle su verdadero significado. 

1W ello y de acuerdo con to dispuesto en el art. 3'. inciso 
2" de la precitada ley X» 4055, oído el señor procurador gene- 
ral, se declara mal denegado el recurso interpuesto a fs, 555 de 
los autos principies, y en consecuencia, autos, debiendo el ex- 
pediente permanecer en la oficina po* et término de diez días 
o mtunes e imprororgahlcs a los efectos del art. *' de la ley 
4055* señalándose los dias martes, jueves y sábados, para no- 
tificaciones en la secretaria. Notifiquese y repóngase el pajH'1. — 
h'amón Méndez. 



iiohierno de la Xación contra don Vranrisfo I 'illafañc. sobré 
consignación de llares. 

Sumario: I* Kl hecho ile que el locador (Gobierno Nacional i 
haya continuado ocupando la casa alquilada al demandan- 
te, hasta cinco meses después de vencido el plazo del con- 
trato (1« de octubre de 1924). y pagado los arreitdamirn- 
mientos corres] jondiciitcs. no presupone su consentimiento 
a ia prórroga del contrato a mérito de la cláusula del mis- 
mo, t|iie establece «el Ministerio de Justicia c Instrucción 
RÚbl i en s<- resérvala la facultad de prorrogar el contra- 
to hasta el I* de septiembre «le I92fi». 

2"' Un contrato de locación celebrado }mr el Gohierno 
Nacional, no puede ser prorrogado j>or acto del iuiirís(cri<> 
r«q lectivo, dado que la prórruga obliga a la Nación. 

Gtjre Lo explican las piezas siguientes; 
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SKNTKNCIA IIKI. JI EZ FEDERAL 

eutnoi UiU, Octubre if¡ <H t»J* 

Vistos : estos autos de los que resulta : 

l v Que la directora de la Escuela comercial de Mujeres de 
ta Capital se presenta a fs. 6 y dice: que eu cumplimiento de 
instrucciones recibida;; del señor Ministro de Justicia e Instruc- 
ción Publica, y |»r halicrse negado don Francisco J. Villafañe 
a recibir las llaves de la casa calle Humberto I Jí»782 que octi- 
[Kiba la escuela, viene a depositarlas judicialmente. Pide se ten- 
tpi por hecha la consignación y se notifique al propietario. 

2" Que a fs. 7, don Francisco J. Villafañe, como represen- 
tante legal de su esposa, solicita se le {Minga en posesión provi- 
soria de la mencionada casa Humberto I N" 782, propiedad de 
doña lila tica Lójwz Lmibc de Villafañe. lo que se efectúa por 
intermedio del oficial de justicia. 

V contestando la demanda en el carácter invicado, dice a 
fs. 13: que impugna el dc|>ósito que se ha liedlo porque está 
vigente el ointrato t\v locación celebrado entre el Ministerio de 
justicia c Instrucción Pública y el presentante con fecha. 5 de 
octubre ile 1921, agregado a fs. 9; que la locación terminará el 
l v ile septiembre de I92íi. en virtud de balier hecho uso el lo- 
catario de la opción de dos años que se reservó al seguir ocu- 
pando la casa durante más de cinco meses después de la fe- 
cha que expresa la cláusula primera; que en 21 de junio de 
1924 el señor Ministro de Justicia e Instrucción Pública hizo 
al locatario una contraoferta rcspectQ al precio de arrenda- 
miento, para continuar la locación por cinco años más medían- 
le obras a efectuarse; que esa contraoferta fué aceptada y se 
concertó un nuevo contrato ¡«n cinco años a razón de $ 2030 mo- 
neda nacional, estando a cargo del presentante la construcción 
de obras ampliatorias; qtie para el locador, el contrato de 5 de 
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'«cttihre de 1921 era jtor cinco años a mérito de ta opción que 
.se reservó el locatario y, por tanto, éste se hallaba en ta obli- 
gación de renunciar, antes de hacer uso de ella, al ejercicio de 
la facultad reservada. 

Deduce reconvención contra el Gobierno de la Xación, por 
cumplimiento <lcl Contrato fie fs. y 10, y dice que se reserva 
la acción ]mr daños y perjuicios [Kira el caso que el locatario no 
cumpla cun su obligación de alonar los alquileres en la forma 
convenida, a los que agregará los que le lia producido el goce 
almsivo ite la propiedad ; (pie se reserva, también, la acción por 
cumplimiento del nuevo contrato que del* sustituir al vigente, 
y la tic indemnización de los daños y perjuicios que te causaría 
mi incumplimiento. 

Invoca los arte. 520, 521. 918, 919, 1204. 1556. 1559. 1604. 
1611 «in fine* y 1622 del código civil, y pide que se rechace 
la demanda f)or consignación y se baga lugar a la reconvención 
con costas. 

M (Juc a fs, 25 el señor procurador fiscal ratifica todo l»> 
actuado y en especial el escrito de ís. 6, y contestando la re- 
convenció» dice en síntesis: que el contrato de locación regía 
entre las partes desde el 1* de septiembre de 1921 basta el 1* 
de septiembre de 1924, prorrogable |>or dos años más a volun- 
tad del InML-itario; que durante la vigencia del primer periodo, 20 
meses antes de su vencimiento, el Gobierno de la Xación, pot 
intermedio de las pfrinas res|iectivas. bizo salier al señor Villa- 
íafie que no continuaría en lo locación de la referida casa, si no 
se hacían reparaciones en la misma, (pie requerían tas necesida- 
des crecientes de la escueta, lo que el demandado aceptó, ofre- 
ciendo efeciurJ;<s mediante nuevo contrato por cinco añus y ui- 
alquiler de $ 2030 mensuales : que convenidas asi las lases de' 
nuevo contrato «ad referendum», pasaron las actuaciones a la 
dirección de la Escuela Comercia) de Mujeres, a los efectos de 
-n redacción y firma : que ello quiere decir que ha existido ta 
voluntad expresa de una y otra fiarte, de dar por concluida la 
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locación el 1' de septiembre de 1924, para empezar a regir el 
nuevo contrato a realizarse; que concluida, entonces, la loca- 
ción por mutuo consentimiento, el Gobierno de la Nación ha 
permanecido en el uso y goce de la cosa sin contrato a tiempo 
indeterminado, y ha podido devolverla en cualquier momento, 
de conformidad con lo preceptuado en los arts, 1604, inciso 
y Ií>22 del código civil. 

IW lo expuesto, pide que se rechace la reconvención de- 
ducida y se declare procedente la consignación judicial de las 
llaves, con costas. 

4* Que recibida la causa a prueba, se produjo la que ex- 
presa el certificado del actuario, corriente a fs. 71 vta,, sobre 
el mérito tle la cual han alegado las («artes a ís. 72 y a fs. 91. 

Y Considerando: 

Que jsira decidir acerca de la consignación impuganada por 
el demandado, necesítase determinar cuál era la situación jurí- 
dica existente el 7 de febrero del corriente año. día en que la 
impugnación se efectuó. 

Que dados los términos en que se halla redactado el con- 
trato cad referendum» de fs. 9 y 10. aprobado por decreto del 
poder ejecutivo nacional, de 31 de diciembre de 1921. que en 
copia corre a fs. 97, la locación de la casa calle Humberto I nú- 
mero 782. se convino por tres años thasta el l* tle septiemhre 
de 1924». Por la cláusula sexta, el locatario se reservó la facul- 
tad de prorrogarlo hasta el I* de septiembre de 1926. 

¿ Usó de esa facultad ? 

Para afirmarlo, es necesario averiguar si el locatario ex- 
presó en forma ciara y precisa su voluntad o si produjo actos 
susceptibles de ser interpretados como una manifestación tle vo- 
luntad, o hechos que por ministerio de la ley ini|H>rtabar* Ta 
prórroga de la locación. 
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Que respecto ;i lo primero, tu> existe constancia (íe una de- 
claración expresa del locatario, ni espontánea ni a requerimien- 
tn del locador, de que continuaría en la ocupación de Ja casa 
hastá el 1* de septiembre ile 1926. en las condiciones estipuladas 
en e! contrato. 

íjne en cuanto a lo segundo, la resolución ríe 21 de ju- 
nio de !924, ts. 53 vta., del expedienté administrativo agrega- 
dii, iki es un acto que ponga de manifiesto la intención de usar 
He la facultad reservada en la cláusula o' del contrato de h. 9. 

Dispone que se haga saber al propietario; que la liase po- 
sible de negociación era el alquiler aconsejado por los asesores 
técnicos del ministerio, esto es. $ 20,10 mensuales, con la obli- 
iíación para el locador de ejecutar las obras de reparación y 
ampliación del edificio, reputadas indispeiisahlcs («ira que la es- 
cuela de mujeres pudiese continuar funcionando en ese local. 

Fijábanse, así, las liases de un nuevo contrato \hw el ter- 
mino de cinco años, en vista de la propuesta que formuló el lo- 
cador, fs, .15 vta,. al desistir de su ofrecimiento de vente» de la 

casa 

Antes, pues, que favorecer la tesis del demandado. 9a re- 
solución mencionada y la ilictada, en consecuencia, el 23 de ju- 
lio siguiente, ile ts. 55. demuestran con la mayor claridad el 
propósito de ]K)iier término a la locación convenida en 1921. co- 
mo conctuyentementc lo sostiene el señor procurador fiscal en 
SI l escrito de ctHHestación. 

Que ahora es oportuno inquirir si la ocupación durante cin- 
co meses, con posterioridad al 1" de septiembre de 1924, deter- 
minó la prórroga del contrato hasta 192o, de conof mudad con 
las disposiciones de la ley invocadas |«jr el demandado, especial- 
mente los art> 'MK 919 y 1622 del código civil. 

La expresión tácita de la voluntad, resulta de aquellos ac- 
tos por los cuales se puede conocer con certidumlire la existen- 
cia de la voluntar I. establece el art. 9 IX, tomado, en esta pirte del 

del proyecto fie Frcitas para el Brasil. 
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Savigny» cuyas ideas expone el codificado en sus notas a 
los arts. 918 y 919, dice en el párrafo 131 de sus Sistema del 
Derecho Romano actual: «La manifestación de la voluntad tá- 
cita, resulta de ciertos actos qeu teniendo un fin particular sir- 
ven, sin embargo, como medios para reconocer la voluntad; es- 
tos actos delwm ser tales, que se pueda deducir de ellos la volun- 
tad con certeza completa. Admitir una manifestación tácita im- 
plica siempre un juicio verdadero sobre un acto determinado, te- 
niendo en cuenta las circunstancias accesorias, juicio que ocupa 
aquí el mismo lugar que para la manifestación expresa la in- 
terpretación de los términos empleados. Frecuentemente el acto 
no Insta jior sí solo para establecer la manifestación de la vo- 
luntad, es necesario todavía el concurso de otras circunstan- 
cias; |hto. aun entonces, que se está autorizado para deducir 
del hecho solo la existencia de la voluntad, esta presunción pue- 
de destruirse por otras circunstancias». 

Auhry et Rau. tomo IV, párrafo 343: E^uiretit, tomo 15, 
N v 482; Itaudry l^acamineric, tomo 12, N" 43, entre otros au- 
tores, sostienen que el consentimiento puede resultar tácitamen- 
te de hechos o ele actos, que lo suponen o lo indican de una ma- 
nera Inequívoca j que los hechos de los cuales se induce el con- 
sentimiento, no delxMi dejar ninguna duda acerca de la volun- 
tad; que el consentimiento se da tácitamente cuando resulta 
de hecho que no podriau explicarse en su ausencia. 

Admitidos estos principios, en los que se inspiran los arts. 
l >18, 919, 1145 y 1146 del código civil, ¿puede concluirse que 
por el solo hecho de continuar et gobierno en la ocupación de la 
casa, después del V de scpliemhrc de 1924, ejercitó la facultad 
que se había reservado en ia cláusula 6* del contrato? 

Indudablemente no, porque ese hecho es susceptible de otra 
explicación: el propósito de ocupar el inmueble, sin término fi- 
jo, mientras lo estimare conveniente o hasta que el locador pidie- 
se la devolución, conforme a lo prevenido en el art. 1622. 

Esa disposición legal hacía necesaria una manifestación ex- 
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presa rie la voluntad ^lt- prorrogar el contrato, es decir, de ohli- 
)*ar a la Nación por dos años más. hasta el l v de septiembre 
de 1926. 

KI Gobierno se bahía reservado la facultad de usarla o 
no, teniendo en cuenta las necesidades <le la escuela. Antes del 
vencimiento del contrato (septiembre de 1924), el tocador debió 
requerirle que manifestase si usaría de la facultad de prorrogar, 
¡«.reme a falta de ello la continuación en la casa no podía tener 
-•tro alcance que el previsto en el art. 1622 ya citado. 

1.a mera ocu] ación, en tales condiciones, no importaba pró- 
rroga del contrato con término preciso, |*ir ministerio de la ley. 

Así lo ha resuelto en caso análogo la cámara civil 1* de la 
Capital, confirmando, con costas, el fallo de I* instancia («da- 
nta del Foro», 23 de diciembre de 1919. pág, 331 i. 

Las palabras «según cuntratn* que se leen en los recilxis 
de 16 y 30 de diciembre y 7 de febrero, más no en los de 3 
de octubre y 3 de noviembre, fs, 67 y 68. carecen del signifi- 
cado que les atribuye ei demandado en su alecto y un p«xlian 
suplir el requerimiento que omitió» 

V en cuanto al escrito de ís. 50 de las actuaciones admi- 
nistrativas, en que se menciona tía opción que se ha hecho has- 
ta el l - de diciembre de 1926». fué presentada el 13 de octubre 
con el fin evidente, de que se modificara la resolución de fs, 55. 

Que correspimde examinar el caso «sub judice» bajo otro 
aspecto aún. porque tratándose de actos que comprometen a la 
Nación, deben ser tenidos en cuenta tos preceptos del derecho 
administrativo y no solamente las dis|>osieÍones de la ley común. 

Ks indiscutible «pie el contrato rie locación se celebró |)or 
tres años, hasta el l" de septiembre de 1924. como queda re- 
cordado. 

Al vencimiento de ese término, el Gobierno juzgaría si era 
conveniente que la Escuela Comercial de Mujeres contimuisc en 
d local que oenpaki. y pata evitarse los trastornos consiguientes 
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a un traslado innecesario o un aumento en el precio de la loca- 
ción, se reservó la facultad de prorrogar el contrato. 

Pero esa prórroga no podía ser determinada por acto del 
Ministerio de Justicia e Instrucción Pública, jx>rque ella obli- 
gaba a ta Nación. 

Con arreglo a lo i-stahlecido en el art. 89 de la Constitu- 
ción Nacional, los ministros no pueden por sí solos, en ningún 
caso, tomar resoluciones a excepción dé lo concerniente al ré- 
gimen económico y administrad vu de sus rts|>eetivos departa- 
mentos. 

Conforme con este precepto, la ley N" 3727 establece en 
el art. 2", inciso 8", que corresponde a cada Miistro «intervenir 
en la celebración de contratos cu representación del Estado». 

, Al discutirse en la Cámara de Diputados el inciso resisti- 
vo del proyecto, según el cual correspondía a cada Ministro la 
celebración de contratos, el diputado señor Serú preguntó si 
había un error de redacción o si era realmente el concepto tal 
como se manifestalna, lo que se quería hacer prevalecer. Como 
los diputados, señores Bermejo y Vivanco observaran, respecti- 
vamente, cpic los ministros refrendan la firma del presidente 
en sus actos, proyectan el contrato, no lo celebran, fue rechazado 
el inciso en la redacción propuesta y se sancionó el texto vi- 
gente, quedando claramente establecido qtte los contratos no de- 
ben ser obra exclusiva de los ministros. (Diario de Sesiones de 
la Cámara de Diputados, año 198, tomo 1*, páginas 450, 483 y 
484). 

V bien: la ocupación de la casa calle Humberto 1 N v 782, 
por término fijo, liasta el 1* de septiembre de 1926, vale decir, 
la opción prevista en la cláusula ó* del contrato, no podría ser 
decidida por simple acto ministerial, porque importaba obligar 
l>or contrato a la Nación. 

Podrá alegarse que ya existia autorización derivada del de- 
creto de 31 de diciembre de 1921, pero ca1>e responder que lo 
único qué hizn ese decreto fué reservar ante el locador la fa- 
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cuitad de ligar a la Nación por un término preciso, si el P, E. 
lo estimáis conveniente al vencimiento del contrato. El presi- 
dente de ía Nación no delegó atribuciones en el ministro,, por 
que las suyas no son delegables. 

En mi sentir, es de aplicación al caso sub judíce» lo re- 
suelto por la Corte Suprema en el fallo del tomo 103. pág, 239. 

Que lo expuesto hasta para concluir que esta en lo cierto 
et señor procurador fiscal, cuando sostiene que la ocupación de 
la tasa con posterioridad al 1» de septiembre de 1924, fué sin 
término fijo, de acuerdo con lo dispuesto en el art. 1622 del 
código civil. 

Que siendo asi. debe declararse procedente la consignación 
(arts. 756 y Ifítl del citado código J. y no hacerse lugar a la re- 
convención por cumplimiento de contrato. 

Que no hay mérito suficiente para imi>oiier costas al de- 
mandado, porque ha podido considerarse con algún derecho ¡Ja- 
ra litigar en vista de la sentencia que cita en su alegato, aunque 
ella se refiere a tul caso no idéntico al presente. 

Por estos fundamentos, fallo: haciendo lugar a la demanda 
interjrtiesta por el Gohicrno de la Nación contra don Francisco 
J. Vil la f arle, sobre consignación, y rechazando la reconvención 
deducida. Repóngase las fojas, devuélvase el expediente admi- 
ministrativo y oportunamente archívense los autos. — Rodolfo 
S. Frrrer. 



SENTENCIA UK LA CÁMARA FEDERAL 

Buenos Al reí. Mirto U de 192» 

Vistos y Considerando: en cuanto al recurso de nu- 
lidad : 

Que si bien fué interpuesto y concedido en t« instancia, él 
no ha sido fundarlo ante este tribunal como correspondía, y por 
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otra parte, la sentencia recurrida no acrece dada con violación 
de la forma y solemnidad que prescril>cn las leyes, ni el proce- 
dimiento adolece de vicio alguno de los que por expresa disposi- 
ción de derecho anulen las actuaciones. Por ello, se lo rechaza. 

En cnanto al de apelación : 

l'or sus fundamentos, se confirma la sentencia de fs. 100. 
que hace lugar a la demanda interpuesta ]M>r el Gobierno de la 
Nación contra Francisco J. Víllafañe. sobre consignación, y re- 
chaza la reconvención deducida. Devuélvanse y repónganse las 
fojas en 1' instancia. — Hf. Escalada, — T, Artas. — /. P. 
Luna. — . José Marcó, 
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Buenos Aira, Octabrc de I9» 

Y Vistos: 

El presente juicio seguido |K>r el Gobierno de la Nación 
contra Francisco Villafafie, sobre consignación de llaves, veni- 
do en ablación de sentencia pronunciada por la cámara fede- 
ral «le la Capital, y 

Considerando: 

Que la «lirectora de la Escuela Superior Comercial de Mu- 
jeres, autorizada por el Ministerio de Justicia e Instrucción Pú- 
blica, celebró con don Francisco J. Villafañe, actuando éste en 
representación de su csjjosa, un contrato de tocación de ta casa 
calle Humberto I X" 782. cuyo tiempo de duración de acuerdo 
con las cláusulas primera y segunda, comenzaría a correr el 1* 
de septiembre de 1921, y terminaría el mismo día y mes del 
año 1924. Por la cláusula sexta, además, el Ministerio de Jus- 
ticia e Instrucción Pública se reserva la facultad de prorrogar 
el contrato basta el i» de septiembre de 1926. 
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Que toda la cuestión en el presente juicio se reduce a sa- 
Iwr si el contrato de alquiler de que se ha hecho mención, quedó 
concluido el I* de septiembre de 1924. emito lo sostiene el Go- 
bierno, o si debe entenderse que fué prorrogado hasta el 1" de 
septiembre de 1926, como to cree el apelante. 

Que d uso por el locatario de la «facultad de prorrogar», 
contenida en la cláusula sexta del contrato, suponía una mani- 
festación externa de voluntad, un acto de consentimiento ex- 
preso o tácito, en cuya virtud fuese posible arribar a la conclu- 
sión de que. ciertamente, el término de la locación había sido 
ampliado t>or dos años más, Art. 1145, código civil. 

Que. desde luego, el demandado no ha aportado a los autos 
la prueba de que el Gobierno haya prr>ducido acto alguno ver- 
hal i» escrito que contenga la manifestación positiva de su vo- 
luntad en el sentido de aceptar la oferta en la cual la locado- 
ra se había obligado a mantenerse hasta el vencimiento del pri- 
mer término del contrato. 

Que tainjKxvi ha demostrado por jarte del Gobierno la Úró- 
ducción de acto algún» de expresión tácita de voluntad, del eual 
pueda derivarse, de un modo inequívoco, la intención de hacer 
uso de la prórroga. Kl hecho fie que arpié! haya continuad» «cu- 
pando la casa alquilada hasta cinco meses después de vencido el 
plazo de contrato y pagad» los arrendamientos c«rresi)oiidientes, 
no presupone, en efecto, su Consentimiento a la prórroga, toda vez 
que admitiendo ese hecho, la interpretación igualmente posible, 
de que el Gobierno haya solamente entendido y querido conti- 
nuar en el uso y g»cc del inmueble en los términos autorizados 
por el art. lf>22 del código civil, el pretendido acto de la ex- 
teríorización de la voluntad de prorrogar seria de naturaleza 
equivoca y dudosa y, jxjr consiguiente, ineficaz puja fundar en 
ella la aceptación que se le atribuye al Gobierno. 

Que esta impasibilidad legal de interpretar el hecho de la 
continuación de! locatario en el uso del inmueble como un acto 
•le aceptación, aparece más claro todavía en el cas» «aub judice» 
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si se tiene cu cumia que de tocias las actuaciones del expediente 
administrativo aparece justificado que el locatario, por inter- 
medio de diferentes dejiendencias administrativas, expresó rei- 
teradamente que c] local era estrecho y carecía de las comodi- 
dad» impuestas por eí desarrollo creciente de la escuela, llegán- 
dose a decir poco más de un mes antes de la fecha en que ven- 
cían los tres años, «que el edificio necesitaba ser ampliado para 
llenar las exigencias del mismo». Decreto «le fs. 55. 

Iin mérito de estas consideraciones, y |wr los fundamento* 
de la sentencia apelada en cuanto hace suyos los de ta de !■ 
instancia, se la confirma en todas sus partes. Téstense por se- 
cretaría las palabras subrayadas del escrito de fs. 150, y hága- 
se saber a sus firmantes que deben guardar estilo. Notifiquese y 




al tribunal de procedencia donde se repondrá el 



A. Bermejo. — J. Fhiukroa Al- 
corta. — Ramón Menúes:. — Ro- 

HERTO REPETTO. 



NOTAS 

Con fecha primero de octubre de mil novecientos veintiséis, 
la Corte Suprema, i*>r los fundamentos del dictamen del señor 
procurador general, no hho lugar a la queja deducida por don 
David Carneiro y Cía., contra don Juan Rivera, sobre nulidad 
de marca, jjor cuanto la sentencia recurrida, pronunciada |»r 
la Cámara Federal de Apelación de la Capital, se había limitado 
a resolver un punto de hecho y de prueba referente a una pre- 
sentación extemporánea ante la oficina de marcas. 
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En h misma fecha no se hm* lugar, igualmente, a la queja 
deducida por don kúólto Contte (hijo), en los autos «Pérez! 
Héctor César, sobre nombramiento dé tutor», por aparecer de 
):t propia exposición del recurrente y de las copias acompañadas, 
qiie la cuestión debatida había sido resuelta aplicando e inter- 
pretando preceptos de derecho común contenidos en el código 
civil, lo que es extraño al recurso extraordinario, atento lo que 
divine el art 15 de la ley S* 48, eti sn secunda parte. 



Kn cuatro del mismo, no se hizo lugar a la queja deducida 
pir don Ismael C. Pace, en los autos seguidos por la Municipa- 
lidad de la Capital contra los herederos de don Domingo M. 
Pace, sobre desalojamiento, por no tratarse de ninguno de los 
casos previstos en el art. 14 dé la ley N¡* 48. ni guardar las cláu- 
sulas constitueiuíiaUs invocadas, la relación directa e inmediata 
con las cuestiones planteadas, toda ve* que la recusación (ji- 
los magistrados judiciales se encuentra regida exclusivamente 
|n>r las dispnsieittnes de la ley procesal, cuya aplicación escapa 
a la jurisdicción de la Corte Suprema, en el recurso extraor- 
dinario. 



Con fecha seis no se hizo lugar, igualmente, a la (¡neja in- 
terpuesta por d<>u Ismael C. Pace, en los autos a que se hace re- 
ferencia en la unta que precede, (>or aparecer de la propia ex* 
(íosición del recurrente, que la cuestión debatida había sido re- 
Multa en las instancias ■ mimarías, aplicando e interpretándose 
para el cas.», preceptos de derecho común, contenidos en los có- 
digos civil y de procedimientos, que no fueron cuestionados co- 
mo contrarios a la Constitución, todo lo cual es ajeno al recur- 
so fxtraordinariu de puro derecho federal, de acuerdó a lo que 
prescribe el art. 15 de la ley X" 48; agregándose, además, que en 
referente a! art. 18 de ta lev fundamental, cuya inobservan- 
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i-ia se alegaba, cabía observar, que según lo manifestaba el mismo 
recurrente, éste haltia sido oído, tuda vez que <lu ta resolución 
ilrl juez <U' l v instancia apeló pira ante la cámara civil segunda 
de apelaciones de la Capital, la tjue falló la causa ele fin iti vincu- 
le, de U) que resultlia que se bal ñau llenado, en lo substancial, 
tos requisitos de la defensa que contempla la cláusula constitu- 
cional íhvocada. 



Con fecha ocho la Corte Suprema, de conformidad con lo 
dictaminado por el seor procurador general, no hizo lugar al re- 
curso interpuesto por el ferrocarril Central Argentino, en autos 
con los señores Ballester y Molina, sobre expropiación, por des- 
prenderse de los autos principales, que sólo se habían debatido 
cuestiones de hecho suscitadas entre las partes, sobre el precio 
de la tierra a expropiarse y monto de la indemnización que de- 
bía acordarse por perjuicios, tomándose para ello en considera- 
ción los elementos de juicio suministrados \mr los (terttos y lu 
alegado al respecto y, además, por cuanto en io referente al 
art. 18 de la Constitución, cuya inobservancia se alegaba, cabía 
observar, que el apelante bahía sido oído en las instancias or- 
dinarias fiel pleito, habiéndose llenado con ello, en lo substancial, 
los requisitos exigidos por la cláusula constitucional invocada. 



fon fecha ocho de octubre de mil novecientos veintiséis, la 
Corte Suprema, integrada con los ministros titulares, doctores 
rlon Ramón Méndez, don Rolarlo Repctto y don Miguel Latt- 
rencena. y los conjueces doctores don Tomás K. Culleii y don 
Jorge de la Torre, falló, sin disidencia, la causa seguida por don 
EiMÍqtíe Alió t>or la provincia de Buenos Aires, contra doña 
Ana Lastra de Aehávah sobre reivindicación, en idéntico senti- 
do y t«>r análogas consideraeiones, que la causa seguida contra 
doña Josefina Kiglos de A Izaga, sobre reivindicación, sentencia 
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que se halla publicada en la pág. 178 del tomo 147 de la cola- 
ción fie Fallos. 



Con fecha trece de octubre de mil novecientos veintiséis, 
fué confirmarla por la Corte Suprema la sentencia pron iniciada 
l wr ^ cámara federal de apelación del Paraná, la que. a su vez. 
corifinno la dictada por el juez letrado del territorio nacional 
de Kormosa. (jue condenó a Estanislao Paredes, a sufrir la pena 
de diez y ocho años de reclusión, accesorias legales y costas, 
emno autor de los delitos de homicidio y rolm j>erpetrados en la 
persona de Alejandro Cano, el día 27 de abril de 1923, en tas 
proximidades del Puente L'riburu, en el camino que conduce a la 
Capital del expresado territorio. 



En la causa criminal seguida contra Martina Kelinqucu. 
por el delito de infanticidio, el juez letrado del territorio nació* 
nal de la Pampa Central, condenó a la procesada a sufrir la pe- 
na de quince años de prisión, accesorias legales y costas del jui- 
cio, sentencia que fué confirmada por !a cámara federal de ape- 
lación ile [.a Piala, Concedido el recurso |jfi apelación, la Cor 
te Suprema, entre otras consideraciones, teniendo en cuenta la 
titilación particular dé la procesada, su falta de educación y 
la miseria a que se veía avocada por la dificultad de ganarse el 
«tinento y atender a la crianza de su hijo, circunstancia ésta que 
debe tenerse especialmente en vista pata la graduación de la 
pena, según el art. del código penal, reformó la sentencia recu- 
rrida, imponiendo a la procesada el mínimum de la que esta- 
blece el art. K2. « sea, la de diez años de la misma pena, con 
c< islas. 



Con fecha quince no se hizo lugar a la queja deducida |kit 
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don Juno Ii. Col t ella y otros, en autos con don Pedro Bozzo, 
sobre usurpación de marca, Jjuf acrecer de la exposición del 
recurrente, que la cuestión de I» ti da, había sido resuelta en las ins- 
tancias ordinarias del pleito, aplicando c interpretando precep- 
tos de derecho común, ajenos al recurso extraordinario, de 
acuerdo a lo <pie dispone el art. 15 de la ley 48. 



En la demanda entahlada por don Silvestre Machínandiarc- 
na y otro, contra la provincia de Buenos Aires, por repetición 
de la suma de dos mil cuatrocientos noventa y seis pesos con 
doce centavos moneda nacional, pagados t>ajo protesta, en con- 
cepto de cuotas del impuesto creado por ley de dicha provincia 
de 30 de diciembre de 1907, destinado a allegar los recursos 
necesarios ]»ara la apertura y pavimentación de un camino en- 
tre las ciudades de La Plata y Avellaneda, la Corte Suprema 
con fecha 18 de octubre de 1926, de acuerdo con to dictami- 
nado |x>r el señor procurador general, falló la causa, declarando 
que el impuesto establecido por la referida ley provincial, es 
contrario a los artículo 16 y 17 de la Constitución, y que, en 
consecuencia, !a expresada provincia está obligada a devolver a 
los actores, la suma demandada, con sus intereses a estilo de 
los <pie cobra el Banco de la Nación Argentina, desde la fecha 
de la notficación de la demanda, con costas. 



Con fecha veintidós fué confirmada por la Corte Supre- 
ma ta sentencia pronunciada por la cámara federal de apela- 
ción de La Plata, que condenó a Severino Luro, a sufrir la pe- 
na de diez y seis años y medio de prisión, accesorias legales y 
costas, en vez de ta de diez y seis años y siete meses de re- 
clusión que le fuera impuesta por el juez letrado del territo- 
rio nacional del Chubut, como autor del delito de homicidio per- 
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letrado cu la persona de Angel (lanía, el clin cinco dé enero 
ilc mil novecientos veinticinco, en el jmmjc denominado El IV 
¡na. jurisdicción del exprimido territorio. 



En la misma fecha fué confirmada ptir la Corte Suprimí 
la sentencia pronunciada por la cámara federal de apelación de 
I -a Palta, que condenó a Clemente Aro, a sufrir la pena de diez 
y oclio años de reclusión, en ve/ de la de veintincico años de 
prisión, costas y accesorias legales, que Je fuera impuesta por 
el juez letradt» riel territorio nacional del Chuljut. como autor 
del delito de homicidio perpetrado en la persona de Adolfo Ta- 
inargo, el día .1 de julio de 1925. en Trelew. jurisdicción dé di- 
ehi» territorio. 



líu la misma fecha, fué confinnada por la Corle Suprema 
la sentencia pronunciada |x>r la cámara federal de apelación de 
l-i Mata, la que confirmó, a su vez, la dictada por el juez le- 
trado del territorio nacional de Hío Negro, que condenó a IV 
lilfi del Carmen A ranea, a sufrir la pena de doce años y medio 
de prisión, como autor del delito de homicidio perpetrado en la 
jH-rstma de Casimiro llermosilla. en el parage Hnanuluan, ju- 
risdicción de dicho territorio, el dia 17 de enero de 1*)23. 



En la misma fecha fué confirmada por la Corte Suprema 
la sentencia pronunciada jmr la cámara federal de apelación 
de í-i Plata, la que confirmó, a su vez. la dictada |>or el juez 
letrado del territorio nacional del Cluihut. que condenó a Juan 
Manuel Itáez, jxir el delito de homicidio perpetrado en la per- 
sona de Baltasar Bravo, y atentado a la autoridad, en la de Emi- 
lio Oviedo, a sufrir t í término de la pena establecida i»or el arf 
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79 del código |k?ikiI, o sea a la dé diez y seis añcts y seis meses 
de prisión, accesorias legales y costas del juicio. 



En la misma fecha fué confirmada por la Corte Suprema 
la sentencia pronunciada por la cámara federal de apelación 
del Paraná, que condenó a Pedro Faré a sufrir la pena de ca- 
tnree años de reclusión en vez de la de diez y ocho años de la 
misma pena, que le fue impuesta jior el juez letrado del terri- 
torio nacional de Formosa, como autor del delito de violación 
lier|K'trado en la persona de su hija IsaM Faré. de siete años 
de edad. 



En veinticinco del mismo, no se hizo lugar a la queja de- 
ducida por la Compañía Técnica e Importadora, sociedad anóni- 
ma, en autos con don Lorenzo Tortarolo, sobre ejecución de 
prenda agraria, en razón de que la cuestión debatida había sido 
resuelta interpretando y aplicando para el caso disposiciones 
de !a ley 9644, la que forma parte integrante del código de co- 
mercio, según lo establecido en el art. 26 de la misma, siendo. 
|H»r consiguiente, extraño al recurso extraordinario de puro dere- 
cho federal, de acuerdo a lo que prevé el art. 15 de la ley N v 48: 
agregándose, además, que la resolución motivo de la queja n<i 
revestía el carácter de definitiva como lo exige el art. 14 de la 
mencionada ley 48. 



En la misma fecha, no se hizo lugar a la queja deducida 
por eJ pénádo Manuel Garro, en razón de no resultar de Lis ac- 
tuaciones acomunadas eme se hubiera interpuesto para ante la 
Corte Suprema recurso alguno, de acuerdo con lo establecido 
|»r los arts, 14 y 14 de la ley 48 que se invócala. 
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Con fecha veintisiete se declaró improcedente la queja in- 
terpuesta por don Emilio Rosado y (¡mizález contra el presiden- 
te y secretario de la cámara de apelaciones en lo criminal y co- 
rreccional de la Capital, por no aparecer que el recurrente hu- 
biera interpuesto para ante la Corte Suprema, recurso alguno 
<|ue le hubiese sido denegado y, además, por no corresponder 
tampoco, al tribunal, el conocimiento de las denuncias que se 
formulan contra magistrados de la justicia ordinaria de la Ca- 
pital. 



En la misma fecha, no se hizo lugar a la queja deducida 
por David Alfonso Tahhi. en la causa seguida en su contra. 
IKir homicidio; jior tratarse de cuestiones que habían sido re- 
sueltas, aplicándose («ira el caso disposiciones de las leyes pro- 
cesales y de la lev orgánica de los tribunales de la Capital, todo 
*lo cual es ajeno al recurso etraordinario de puro derecho fe- 
deral. 



En la misma fecha no se hizu lugar a la queja interpuesta 
por don Salvador Romero, en la tercería de dominio deducida 
l>or doña Rosa L. de Demare. en el juicio seguido jx>r el re- 
currente contra Francisco Dentare, sobre cobre ejecutivo de 
(Htsos, |Mjr no aparecer de la exposición del recurrente y de las 
eopajl acompañadas, que se hubiera planteado durante el plei- 
to ninguna de las cuestiones enumeradas en los tres incisos del 
irt. 1 4 de la ley 48 ; agregándose, además, que la resolución re- 
currida no era la sentencia definitiva requerida por el citado 
art. 14, para la procedencia del recurso extraordinario. 



Con fecha veintinueve fué confirmada |mr la Corte Supre- 
ma la sentencia pronunciada por la cámara federal de apelación 
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de La Plata. <jue comidió a Murales Curamil a sufrir la |>enu 
de quince años de prisión, en véz de la de diez y seis años y 
Mtis meses de reclusión, que le fué impuesta |xir el juez letrado 
del territorio nacional del Chubut. cuino autor del delito de ho- 
micidio perjjetrado en la |>ersona de Ramón Licúan Quila pan. 
el día 25 de enero del año 1922. en Alto Río Mayo, jurisdic- 
ción del expresado territorio. 



Ku la demanda instaurada |»or don Luis Grct contra la 
provincia de Mendoza, por cobre de la suma de cuatro mil 
trescientos veinticinco pesos oro sellado o su equivalente, nueve 
mil ochocientos veintinueve |iesos con curenta y dos centavos 
moneda nacional de curso legal, provenientes de ocho títulos 
sorteados y ctt| Hiñes correspondientes al empréstito exterior de 
cinco por ciento oro sellado, de 1909, creado por ley de dicha 
provincia de 2X de ayusto del mismo año. la Corte Suprema con 
techa 29 de octubre de 1926. dado que la causa comprendía igua- 
les antecedentes y guardaka completa identidad con el juicio 
seguido por don Arnaldo l.uchiuetti contra ta misma provincia. 
Palios, tomo I.ÍS, pág. 402, en el qtie se dio jwr reconocida la 
autenticidad de los cupones, la legitimidad de la emisión de los 
títulos a míe los atpnnjea corresponden y la validez de las cláu- 
sulas u nliligiu iones consignadas en dichos documentos, resolvió 
la causa declarando ipte la provincia de Mendoza estalla obli- 
gada a pagar a los actores, dentro del término cíe diez días, la 
suma reclamada o su equivalente en moneda de curso legal, al 
cambió de doscientos veintisiete con veintisiete moneda nacio- 
nal. |x>r cien pesos oro. desde la notificación de la demanda, 
con costas, 



En el juicio seguida ]H»r dprt Maeedonio Varaschin contra 
la provincia de Mendoza. jtor devolución de ta suma fie treinta 
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mil ochocientos siete pesos con noventa y dos centavos moneda 
nacional, fraila bajo protesta, |>or conceptuar inconstituciona- 
les los impuestos a la uva establecidos |wr las leyes provinciales 
\" 758 y 75 t >. la Corte Suprema, en razón <le que el caso fie 
autos versaba sobre la misma materia y guardaba completa ana- 
ína ia, con los resuellos |Mir la misma, en las causas seguidas con- 
tra la misma provincia, ptir restitución de dinero, provenientes 
de los mismiis impuestos declarados ineontitucionales (Fallos, 
tumo 139, j>ág. ,1?S), pon lecha 29 de octubre de 1926 dictó sen- 
tetina, declarando <pie las mencionadas leyes N v 758 y 759, y sus 
respectivos decretos reglamentarios, contrariaban las garantías 
establecidas en la Constitución (art. 14), relativas a la libertad 
oV tndiajo, industria y comercio, y que, en consecuencia, la pro- 
vincia demandada debía devolver al actor en el término de diez 
días, la suma reclamada, con intereses a estilo de los (¡ue cobra 
él Banco de la Nación Argentina, contados desde la notificación 
de la demanda, mn costas. 



lüimsi/i Cotonisation Associat'ton contra la /'rovim h a"*- Smttn 
Fe, sobre th-vohtañn rfi? dinero. 

Sumario: |* La norma constitucional según la cual la igualdad es 
la base niel impuesto y de las cargas públicas, no excluye la 
facultad de! legislador para establecer distinciones o ft tr- 
inar categorías de oiiitribuyentes, siempre (pie tales clasi- 
ficaciones no revistan el carácter de arbitrarias o estén ins- 
piradas en un propósito manifiesto de hostilidad, contra de- 
terminadas personas o clases: y, examinada a la luz de estos 
principios, la ley de la provincia fie Santa Fe, .Y" 2O40, de 
17 dé diciembre de í**22. \*\x la cual se crea un impuesto 
al ausentismo, impugnada como violatoria dé los arts. lft. 
14 y 105 tic la Constitución Nacional, no aparece vulnera 
• la por ella la igualdad preconizada por ésta. 
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2» El poder de imponer de las provincias se extiende 
a todas las cosas que se encuentren dentro de s« jurisdic- 
vión territorial y formen parte de su riqueza pública, con 
tal que no vulneren algunas de las prohibiciones de carácter 
fiscal consignadas en los arts. 9, 10, U y IOS de la Cons- 
titución. El hecho de que se recargue el impuesto inmobi- 
liario cuando los propietarios resistivos estén radicados 
fuera del país, no desvirtúa su carácter eminentemente real 
sobre bienes situados dentro de la provincia y sujetos a 
su indiscutible jurisdicción. 

La libertad de locomoción asegurada por el art, 14 
de la Constitución, tío es un derecho absoluto. 

Comí Lo explica las siguientes piezas: 



DICTAMEN OKI, SEÑOR l'HOCUJÍ AIMIR GENERAL 

■ucdoi Air«. junio 18 de IttM 

Suprema Corte: 

J-a tjcwish Colonizaron Associatioii demanda a la pro- 
vincia de Santa Fe por inconstitucionalidad de un impuesto al 
ausentismo, creado como adicional de la contribución directa por 
la ley N v 2040. dictada por la legislatura provincial el 27 de 
diciembre de 1922. 

Sostiene la referida asociación, que dicho impuesto, que 
grava ta propiedad raíz con un porcentaje determinado y pro- 
gresivo, según aumente el valor de la misma cuando los propie- 
tarios, así sean éstos personas físicas, sociedades anónimas o per- 
sonas jurídicas de cualquier naturaleza, residan en el extranjero 
n tengan allí su principal directorio, es contrario a las garantía» 
que acuerdan los arts, 14, 16 y 105 de la Constitución en cuanto 
establecen la igualdad cómo basé de los impuestos y de las car- 
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gas públicas. >■ en cuanto disponen que las provincias si- dan 
v se rigen por sus propias instituciones locales. 

Por tules razones solicita la devolución de la simia de pe- 
gos 73.253 mjn. que afirma lialier fugado por el concepto del 
impuesto aludido, con más los intereses y costas del juicio. 

Que las partes, durante la tramitación fiel litigio, han discu- 
tido como cuestión fundamental, la conveniencia de tales im- 
puestos desde el punto de vista de la economía y de las finanzas 
provinciales. 

Este es un ptiiiti* que no corresponde ser analizado en la 
presente causa, en ta cine sólo puede alegarse Ja procedencia o 
improcedencia de los impuestos referidos, desde el punto de vis- 
ta constitucional, ya que a cada Estado provincial la Constitu- 
ción de la nación le acuerda el derecho de darse el régimen im- 
positivo que mejor entienda convenir a ssu intereses generales. 

Kn lo que respecta a la iua.nstiuicionalidad alegada, cal* 
<»1 ►servar, como argumento de orden general, que la demanda 
aparece instaurada cu defeftsa y protección de los intereses de 
juTSMiias ra" liradas fuera del territorio de 9a República. 

Y son éstas las que invocan Ta Constitución de la .Nación, 
en la que creen encontrar la protección para lodos sus dere- 
chos 

Iji caria fundamental, sin emkir^o, y como su preámhulo 
mismo lo indica, ha sido dictada y asegura sus beneficios ta 
todos tus hombres de! mundo que quieran habitar en el suelo 
argentino». 

I*a misma Constitución acuerda en el territorio de la na- 
iión, iguales derechos a los extranjeros que a los ciudadanos. 
i Articulo 20). 

V el art. 25. prescribe qett no (jodrá restringirse, limitarse 
ni gravarse cotí impuesto alguno «la entrada* en el territorio 
argentino, de los extranjeros. 
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lis, pues, dudoso, el derecho a invocar garantía* de carác- 
ter constitucional por quienes no reside» en el país » no están 
sometidos al régimen de sus instituciones légales. 

Eli lo qiié respecta a la libertad de permanecer y salir del 
terriiorio argentino, es obvio que el impuesto de referencia no 
restringe dicha libertad de locomoción, ya que él no recae di- 
rectamente sobre la |>ersona por el hecho de su traslado o per- 
manencia, que es lo que la Constitución ha entendido prohibir. 

Por otra parte, el concepto de igualdad imiwsitiva, tampo- 
co «¡«rece vulneradu por la ley referida, ya que el impuesto 
que la misma establece, recae pur igual sobre todos los contri- 
buyentes que se encuentran en igualdad de circunstancias, v no 
establece excepciones o privilegios qué excluyan n irnos <fe lo 
que se conceíle a otros. 

Ku cuanto a la- facultad acor<hula |Hir la Constitución (an. 
105), a las provincias para dars sus propias instituciones loca- 
les y regirse [jor ellas, es evidente, atento las consideraciones 
preinsertas, que ella no ha sido ultrapasada, eomo lo sostiene 
la actora, por la provincia de Santa Pe, al dictar una ley im- 
(K*sitiva, resalando las garantías acordadas l*>r la misma Cons- 
titución. 

Pnr lo que opino que la presente demanda no puede pros- 
|>erar. 

Tal es mi dictamen. 

Horacio K. Ltirretü 



V V'isttis: 



PALLÓ DE LA CORTE SÚFHEMA 

Buenos Aire.. Noviembre 4 de IMk 



La sociedad Jewisll Coloiiization Association demanda a 
la producía de Santa Fe |x>r devolución de la suma de setenta 
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y tres mil doscientos cincuenta y tres pesos moneda nacional, 
con mas los intereses y costas del juicio, fnndadá en las si^uien 
íes consideraciones de hecho y de derecho: 

Que el 27 de diciembre de 1922 la legislatura de la pro 
viñeta demandada, sattéionó la ley \" 2040, por la cual se erra 
un impuesto al ausentismo. El art. 2 de dicha ley, declara que 
>e considera ausentes a «las [icrsoiias que residan en el extran- 
jero permanente o temporalmente, siempre que hubieran estado 
Hura del pai* durante dos años con anterioridad; y el art, 
tiene como ausentes a *las sociedades anónimas y demás t>erso 
ñas jurídicas que tengan sti directorio principal fuera de la Re- 
pública». Kl impuesto creado se consideró como adicional de l;i 
cniitrífMición directa y su im|mHción obedecía a una escala pro- 
gresiva que tenia corno liase la valuación de los mismos inmue- 
bles afectados. 

t 

Q«e el gobierno de Santa Fe estimó que el impuesto men- 
cionado alcanzaba a la sociedad actora jwr el hecho de tener 
establecido fuera del país su directorio, y exigió anualmente, el 
pagO de las cuotas coTTespóndtentes, las que alcanzaron en 192.1 
a ] tesos veinte y cuatro mil novecientos treinta y cuatro con 
veinticuatro centavos; en 1924 a |)esos veinte'y cuatro mil qui- 
nientos diez, y seis con cincuenta centavos; y en 1925, a fiesos 
veinte y tres mil ochocientos dos con cincuenta centavos, o sea 
en total, la suma objeto de la demanda, cuotas (pie la Jewish 
Colonización Association afirma halwr payado solamente cuando 
¡l*a a incurrir en multas, ¡»or razón de la moni y halierlo hecho 
en todos los casos protestando ante notario fie la ilegitimidad 
del impne.-to. 

Que la referida ley ini|»os¡tiva carece de validez. \)or ser 
violaloria de los arts. 16, 14 y IOS de la Constitución de la 
nación. El primero establece que la igualdad es ta base de los 
impuesto; el segundo garantiza la lik-rtad de iHTiuanecer y sa- 
lir del territorio argentino, y el último» dispone que Las provin- 
cias se rigen \x>r sus propias instituciones locales, con lo que eir- 



DE JUSTICIA DE I.A NACIÓN 



407 



cvmscribe a loa limites del territorio de rada Estado la esfera 
.de acción de los ppílereá íjtíe se han otórgádó para su gobierno. 

Une él principio de igualdad i^Birece vulnerado por la ley 
impugnada de la provincia de Santa Fe. que sancionó una espe- 
cie de contribución territorial para los habitantes con residencia 
I Hermánente en el pifé, y otra para Tos ausentes de ta República. 
N'o puede dar.se una desigualdad más manifiesta: un mismo bien 
alxtna mas o abona menos, según la circunstancia accidental de 
la residencia de su dueño. Si éste cambia de residencia, cambia 
el impuesto sin otra causal : y al lado de un inmueble que paga 
determinado impuesto, otro de igual avalución soporta mayor o 
menor contribuciún. sólo |M>r la ausencia o presencia tcnqHiraria 
de su dueño. 

Oue. por oí ni parte, la val ución de la tierra se toma sólo 
como una liase, pues en realidad son las personas las une cons- 
tituyen la materia imponible. Se trata de una verdadera capi- 
tación, de una contribución sobre personas que, jnir el hecho de 
no residir en la provincia, escapan al imperio de sus leyes, desdé 
que éstas sólo tienen eficacia dentro de su territorio. Es. en su- 
ma, una ley dictada |«ira una determinada clase de |>ersonas. las 
ausentes, a quienes se las grava parcial y arbitrariamente. 

A mérito de tales consideraciones, y de lo (pie dispone el 
art. .11 de la Constitución, solicita que se declare inconstitucio- 
nal la ley N v 2040 de la provincia demandada, y se haga lugar a 
la demanda, como se ha solicitado en el exhordio. 

Corres] Elidiendo la causa a la jurisdicción originaria de la 
Corte, por tratarse de un caso regido directamente por la Cons- 
titución nacional, y ser |wrte una provincia arts, 100 y 101 de la 
Constitución (Fallos, tomo 97. pág. 272), se corrió traslado de 
la demanda, la que fue contestada a fs. 02 poí el representante 
de la provincia demandada, quien expone: 

Oue el impuesto de que se trata rió vulnera la igualdad pre- 
conizada i»or el art. 16 de la Constitución, poique ese principio 
fundamenta! sólo exige epte se establezcan contribuciones igua- 
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fc» para lodos los contribuyentes que se hallen en idénticas cou- 
[licipnes, y dentro d<s esc concepto es evidente que la ley pro- 
vincial que se impugna tu. c< mirarla c|¡sf nisk-íóii alguna de í;i 
Constitución nacionai, 

Que» por lo demás, dicho impuesto responde a doctrinas y 
üistetms económicos por demás conocido*, encaminados a cum 
kilir el ausentismo jtor considerárselo tmi> de tos grandes ma- 
les si »c jales y. por consiguiente, cuanto se intente para comba- 
tirlo, lejus de repugnar a los principios que la Constitución coti- 
sagra, ha de ser en beneficio del progreso y de la democracia 
que fueron objetivos primordiales de aquélla. 

Cita las opiniones de diversos economistas, en áipüyo de su 
lesi* y solicita el recháKO de la demanda GOn especial condena 
don, con costas. 

Recibida la causa a prueki (auto de fs. W> vUi.), y pruduci 
tía la (pie se expresa en el certificado de í>. 78. las partes liti- 
gaules presentaron mis rc>| «retí vos alegatos, llamándose los au- 
to» h ir;i sentencia. después de haberse oído al señor procurador 
general ( t >. 101 y ln_' vta, » y 

Considerando: 

One, por extensa- que se;m las facultades impositivas de 
la-* | provincias, sr encuentran, -in embargo, sometidas ;i las li 
mitacioties establecidas en la Constitución de la nación, entre las 
cuales figura, en primer término, la consignada en el art. 16 de 
dicha fey fundamental, que en lo pertinente al ca*n prescrilie 
«que la igualdad es ta hase del impuesto y de las cargas públicas». 

<Jue el recordado principio tío su propine sancionar en 
materia de impuestos, un sistema determinado nt una re-la fé- 
rrea jHir la cual todos )■■> bal litantes o propietarios del lisiado 
deban eoiitribuir cmi una cuota igual al stistenimieuto del go- 
hieruo. sino, M&ina)f!B, esial ilccer, o>mo lo ha dicho refwtida- 
nteute esta Corte, que en condiciones análogas se impongan gra- 
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páranles idénticos a los contribuyentes ( Fallos, tomo 105. jiá». 
273 ; tomo 117, feág; 22; truno 132. 198 y otros). 

Qíte„ por consiguiente, la norma constitucional de que se 
trata, no excluye la facultad del legislador jtara establecer dis- 
tinciones o formar categorías de contril inventes, siempre que ta- 
les clasificaciones no revistan el carácter de arbitrarias o estén 
inspiradas en un propósito manifiesto de hostilidad euntra de- 
terminadas ¡KTsonas ociases ( Kalfos. tomo 115. pág. 111: topo 
l ; 3l 402) : es decir, siempre que las distinciones, cajtego- 
rias o clasificaciones se a¡Miyen en una base razonable o resjíon- 
dan a una finalidad económica o social (Kallos. lomo 138» pá». 
.113: ü>oley. Taxation 3« ed. pá£ 75 y siguientes ■ WíUoygfthy, 
i m Thé O instituí ion, p%. 593). 

Que examinada la ley impugnada de la provincia de Santa 
Fe a la luz de los principios precedentemente recordados, no apa 
rece \x>r ella vulnerada la norma de igualdad preconizada \mr 
la constitución. Kn efecto, dicha ley clasifica en una categoría 
especial a los efectos de la contribución territorial, las propieda- 
des de i»ersonas que estén ausentes del pais desde más de dos 
años y las de per tenencia de sociedades anónimas o personas ju- 
rídicas que tuvieren su directorio prmcqial fuera de la Repú- 
blica, propiedades cuya contribución es recartíada en forma pro- 
gresiva con arreglo a una escala que fija la misma ley. Esta 
clasificación no puede ser tachada de arbitraria, desde que, cu 
primer lugar, asegura igual tratamiento a todas las i>crsonas o 
suciedades que se encuentren en idénticas condiciones, y toda 
vez que se halla inspirada en un propósito de gobierno y en una 
finalidad tic orden social, como es la de combatir el ausentis- 
mo, que le dan una liase de razonahilklad suficiente para justi- 
ficarla del punto de vista constituicoual. La posibilidad de que 
tal impuesto envuelva un error económico y pueda dar, en de- 
finitiva, resultados contraproducentes, porque desvíe de la pro- 
vincia demandada la corriente de los capitales extranjeros, no 
o instituye un óbice constitucional. Tales cuestiones, que atañen 
-plañiente a la conveniencia o a la justicia del impuesto, son de 
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la competencia fiel poder enMr^adó dé & sanción de la ley iin- 
pásirhíá y están sulkmlinadas, exclusivamente, a su discreción y 
:icierto, pues como decía el jucas Kield de la Suprema oCrte dé 
Ins listados Unidos: «I^i injusticia. los inconvenientes p la fal- 
ca de jMiIiiíca de las leyes de Estado, tto constituyen necesaria- 
mente una objeción a su validez constitucional?. ( 102 V. S, 7íWi, 

Que, |*>r !o tiernas, esta Corte al examinar la objeción de 
inconsiituciniialidad Formulada o mira una ley nacional qtie 
creaba un ini|iuesto. especial sobre las utilidades de las soeieda 
des anónimas, cuya dirección y capital inscripto un eslu vieran 
radicados en el país, y que segúri | niede observarse, establecía 
mía clasificación de natuárléza senit jante a la que se objeta en 
la presente «lilis», después de establecer el verdadero jgtigmtiéa* 
do del principio de igualdad cu cuanto al impuesto, ajj resulta : 
«Ninguna de estas ohpeceioucs puede hacerse al impuesto mate- 
ria del peitO, pues es uniforme para todas las sociedades cuya 
dirección y capital se encuentren radicados fuera del ]kiís y res- 
ponde a una orientación de la pofitica fiscal inspirada en razo- 
no de orden económico «pie descartan toda sospecha" de arbi- 
trariedad. I'oeo importa que la sociedad actora debiera conside- 
rarse nacional q extranjera con arreglo a las dis|>osieiones del 
derecho común vigente en la época de la sanción del impuesto, 
desdi- que la facultad legislativa pira establecer categorías den- 
tro dí; cada uita de esas clases de sociedades no puede conside- 
rarse discutible siempre que el impuesto sea uniforme para to- 
das la< que se encuentren cu igualdad de condiciones, es decir, 
dentro de cada categoría formada por la ley» ( Fallos, tomo 132, 
¡«agina 4o_!i. 

Que tratándose de una contribución destinada a gravar la 
propiedad rai* de la provincia, no es susceptible de la objeción 
formulada en la demanda de que sus efectos Son los de una 
cap ilación establecida sobre pCTsbrtás que se encuentran fttera de 
i»s limite* del Kstado y, |Kir lo tanto, del alcance de su potestad 
impositiva, toda ve/ «pie el poder de inqjoucr de las provincias 
se extiende a todas la> cosas que se encuentren dentro de su ju- 
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risdiccíón territorial y formen parte cíe su riqueza pública, con 
fie (jue no vulneren alguna <lt: las prohibiciones de carácter 
fiscal consistíais en los arts. 9¡ 10, 1 ] y 108 de la Constitu- 
tMn. El Hecho de que se encargue el impuesto inmobiliario cuan- 
•lo los propietarios respectivos estén radicados fuera del país, 
no desvirtúa su carácter eminentemente real sobre bienes situa- 
dos dehtrd (!e la provincia y sujetos u su indiscutible- jurisdic- 
ción. 

(Jue por análogas consideraciones debe desestimarse la ale- 
gación de que el gravamen cuestionado vulnera la libertad de 
locomoción aserrada por el art. 14 de la Constitución, pues 
independientemente de que ese derecho fundamental DO es ab- 
Plinto, cabe oliservar que en el caso se trata de un impuesto di- 
reto sobre ] tienes inmuebles, que tío se aplica por el hecbo de en- 
trar, transitar, |x:rnianccer o salir del territorio argentino, y que 
sólü recarga a los contribuyentes (pie residen con carácter jwr- 
i ñutiente fuera de la República, es decir, que no ejercitan nin- 
guna de las facultades acordadas por ul prvcc|rtn constitucional 
aludido. 

En su mérito y de acuerdo con lo dictaminado por el señor 
procurador general, se absuelve a la provincia de Santa Fe de- 
ja presente demanda, sin costas, atenta la naturaleza de las cues- 
tiones dekuidas. Notifiquese y repuesto el papel archívese. 

A. Hkrmkjo. — J. FmtiEROA Al- 
corta. — Ramón Méndez. — 
KoitEKTO Rki'rtto. — M. Lak- 

KENCTíN'A. 
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Ftitfvríffca .írmmir dv La i'hitn contra la Provincia di Hit, 
. nos Aires, sobre devolución de dinero e mconstUncinnoJidod 
•le fn ley til capital en giro. §*tepf$á£ dilatoria de falla de 
personalidad en H procurador de la actora. 

Sumarie; Qin arreglo a la última parte del artículo 1033 del 
código civil, tu iiTiíi escritura de poder otorgada a nombre 
de una sociedad, <|H»c transcribirse ios instrumentos (esta- 
tutos, actas, iic t. de las cuales emerge la justificación di* 
la personería jurídica de esta, la chiujmjsícíóii de su actual 
directorio y el carácter invocado por los comparecientes, p 
sea, los documentos habilitantes a que se refiere dicho ar- 
tículo y el K*M del expresado código. 

Caso: L*> iw plica al Miníente- 



CALLO m LA SUPREMA COSTE 

Buenm Aire*. NoWtmbre IB de l*¡6 

V Vistas: 

t«i expcecion dilatoria de falta de personalidad en el Oró- 
curador de la aetura opuesta i«>r él representante de fa provin- 
cia de Buenos Aires. 

V Considerando : 

Que la mencionada excepción se kisa en que la escritura 
de poder cuyo testimonio curre a fs. 1, fué otorgada en infrac- 
ción a lo prevenid" \**r el art. 1003 del código civil y es, por 
cniisiyiiiente. nula, conforme a lo preseripto i«»r el art. 1004 
del mismo código. 
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Qtte el citado art. 1003 del código civil dispone lo siguien- 
te: «Si los otorgantes fuesen representarlo» por procuradores, 
el escriliano rk-lie expresar qüe se le lia presentado el respeíti- 
vo |ioder, transcribiéndolo en el libro de registro junto con l:i 
escritura. Lo mismo delw hacer cuanilo Jas partes se refieran a 
aígñrjl otro instrumento púhlioi ( habilitante fie capacidad ), Si 
los instrumentos estuvieran otorgados o protocolizados en el rc- 
P&*9 4& *> hubiesen sido ya transcriptos en su pro- 

tocole! con anterioridad. Justará que éste de fe de hallarse ellos 
vn su protocolo, indicando la foja en que se encontraren y trans- 
cribiendo, solamente, la i»arte pertinente dpi mismo». 

(Jue, en el caso de la escritura de p«ler observada, los ins- 
trumentos (estatutos, actas, etc.). de los cuáles emergía la justi 
í ¡cat ión ríe la i>ersonería jurídica ríe la suciedad, la comiíosicióii 
de su actual directorio y el carácter invocado \mr los compare- 
cientes, constituían en relación a la escriniura de poder presen- 
talla en estos autos, los documentos habilitantes a rpie se refie- 
ren los arts. 1003 y 1004 del código civil. 

Qtie encontrándose transcriptos tales documentos en el re- 
gistro del propio escrtlKtuo otorgante, su obligación legal . de 
acuerdo con la última ]*arte del art. 1003, consistía: 1", en dar 
ó* de que ellos se hallaltan incorporarlos a su protocolo, indican- 
do la íoja corrcsiiouclicutc y. 2". en transcribir la parte pertinen- 
te de los mismos. 

Que el simple examen del testimonio ríe escritura ríe i)mler 
exhibido en los autos, muestra que el escrilvmo se ha limitado, 
al otorgarla, a indicar la foja de su protocolo en la cual existía 
la transmisión de los expresarlos documentos habilitantes, omi- 
tiendo torla repriKlucción acerca de la parte pertinente de los 
mismos. 

Que vi proiKísito perseguido jutr la Ivy X' 1 9098 fué, no só- 
lo equijtarar la condición de los documentos transcriptos en un 
protocolo a la que ya tenían los otorgados en él. sino, también 
a sustituir la simple referencia del folio por ésta y la transcrip- 
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eión de lu pertinente, a fin de que el solo contexto de Ja escri- 
tura permitiera conocer la amplitud, naturaleza v carácter de 
tas facultades en cuya virtud la repiesentaci.m habla tenido lugar. 

En. su mérito se hace lugar a la excisión contesta ]*>r la 
provincia de Humos Aires, con costas, Xotiíiijuese y repóngase 
el papel 

X Bermejo. — J. Ficueroa Al- 
corta. — Ramón Mí:mh;z. — 
Roberto Repetto. — M. l. AV ~ 

RKNCKNA. 



Banco ieh Xan'ó» Argentina contra ¡a sucesión de don Mimon 
¡y, Cohén, sobre cobro ejecutiva de pesos. Contiende de 
competencia. 

Stitnario: Las cuestiones subre competencia sólo pueden refe- 
rirse a juicios pendientes y un corresponde a los ya fene- 
cidos, cuyo conocimiento no puede ser materia de una cues- 
tión de esta Índole. 

l aso: Lo explican las piezas siguientes: 



DICTAMEN DEL SKÑOk l'KOt LRADOR GENERAL 

c ^ Butno» Aitci. Novl.mbfí de IWSB 

.Suprema t orte: 

El Banco ile Ja Nación Argentina demandó a la sucesión 
de don Mifnón S. Colien |Mir cobro de un crédito lupotecario, 
inte el juez letrado de! territnrio nacional del Chaco, dentro de 
niya jurisdicción estafa uhicado el inmueble afectado con hipo- 
teca. 
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U sucesión de Cohén se tramitaba ante el juzgado de 1» 
instancia en lo civil de la Capital de la nación, por cuya razón, 
él juez que conocía en la misma, se negó a diligenciar un exhor- 
to ¡ f ue le fue" remitido por el juez letrado, en el que se solicitaba 
se citase de remate a la sucesión demandada. 

Sostenía el juez de la Capital Federal que, tratándose de 
una causa deducida contra una sucesión, dehia ésta atraer a 
aquélla en virtud del principio de universalidad del juicio y de- 
prenderse, por ello, el juez letrado del conocimiento de la eje- 
cución hipotecaria. 

listo ha dado motivo a que se trabe la presente contienda 
de competencia, que ha sido elevada a V, E. para que la dirima 
en ejercicio fie la facultad cpie le acuerda el art. 9 de la ley 4055 

Considero ajustada a derecho la insistencia del juez letra- 
do en mantener su jurisdicción para conocer en la causa. 

Klla está apoyada por la constante doctrina de esta Corte 
Suprema, que ha declarado que las acciones por cobro de un 
crédito hipotecario contra una sucesión, no entran en la dispo- 
sición del inciso 4" del art. 3284 del código civil y que. en conse- 
cuencia, el conocimiento de una demanda jxjr un cobro de esa 
naturaleza, corresponde al juez del lugar donde se halla el bien 
hipotecado (98. 359; 110, 217; 123. 145 y otros). 

Soy, por ello, de opinión que la presente contienda dehe 
ser dirimida en íavor de la competencia del juez letrado del 
Chaco. 

florado fi. t.tirntu 
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Autos y Vistos: 

Los de contienda de coni{H.'tencia entre un juez en lo civil 
de esta Capital y el juez letrado del territorio nacional del Cha- 
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m, par* conocer en d juicio éjctmtfyo seguido |*jr el Banco cíe 
la dación contra la swcesióij de don Minión S, Cohén. 

V Considerando: 

Que las constancias cié autos acreditan que el juicio ejecu- 
tivo ti*- que se traía, ha terminado ]*>r sentencia de trance v 
remate (expediente fie la jurisdicción del Chaco, fs. 33 vta. ) 

Que. cu estas condiciones, y de acuerdo con la reiterada Jft- 
nsprudencia de esta Curte (Fallos, tomo 100. pág. 274: tomo 
121, f>á*í. 327, cutre otrosí, la inhibitoria formulada por el juty. 
■ le la Capital, invocando un juicio universal de sucesión, rió es 
procedente, toda vez que las cuestiones sobre cnm|>etencia sólo 
1 Hieden referirse a juicios pendientes y no comprende a los ya 
fenecidos, cuyo cuiuiciminto no puede ser materia de una cues- 
tión de esta índole. 

Por ello, y de acuerdo con lo ludido ]>or el .señor procu- 
rador gtmeral, se declara ■pie el juez letrado del territorio ua- 
comal del Charo, uo t-stá obligado a remitir a) juez de la suce- 
sión los autos del juicio ejecutivo de referencia, materia de la 
contienda. 

Kn coiiMTueticia, devuélvanse los autos correspondientes, y 
a sus efectos, a los respectivos jueces. Repóngase el pape-l. 

V Bermejo, - J. Fígüeroa Al- 
corta. — Ramox Mkkpm. ~ 
kottKRTo Rkpktto. — M. L\t - 

KENCE.NW, 
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Exhorto tlirigittp f<>r el jucs Ictmtfa ,/<•/ territorio nacional del 
Glúteo ai de primera instancia en h criminal y correccio- 
nal de $WÍ¡m iiA Bstma. (Su diliyeaciamhnto). 

Sumario : l* Correspondí- a la Corte Suprema dirimir un con- 
flicto entre ju$m de distinta jurisdicción, rcspwtn a las 
formalidades .nte debe licuar un exhorto librado por uno 
de ellos. 

2> Para que un exhorto dirigido por autoridades nació- 
nales a autoridades de provincia o nacionales, fuera de su 
jurisdicción, pueda diligenciarse, no se requiere más requi- 
sito que la firma del juez y el sello de tinta del juzgad» res- 
pectivo. 

Caso: Lo explican las piezas siguiente* : 



DICTA MKN tJÉÍi SK.VOK PROCURADO» GENERAL 

Bueno* Airea, Noviembre 10 de Itta 

Suprema Corte: 

Kl juez de 1» instancia en lo civil y correccional de San- 
tiago del listero, se niega a diligenciar el exhorto con que se 
encabeza estas actuaciones, y que le ha sido dirigido por el juez 
letrado del territorio nacional del Chaco, en razón, dice, de no 
venir el referido exhorto, debidamente legalizado. 

La incidencia ha sido reiteradamente resuelto por V. E. 
en casos análogos, ordenando el diligenciamiento siempre que 
el exhorto contenga, como en este caso, la firma del juez con 
el sello de tinta del juzgado. 

La doctrina de V. E. ( 141, 420; 146, 237 y otros), no pue- 
de ser contradicha, como se intenta por el fiscal general de la 
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Goítc de .aquella provincia, y |*>r el jiies (le la misma, a quien ti 
oficio precatorio va dirigido. 

Suy, p>r filo, (k; opinión *|uir corresponde devolver estas ac 
tiíAciones al juez letrado del Chaco, pira que reitere ej exhorto 
al de Santiago del Uslero, ya que éste está t$íigadp a darh- 
cumplimiento. 

fíomeio A*. LorratQ. 



VALLO I1K f.A SI J'HKM.\ i'OHTK 

Bueno* Aire*. Noviembre 1» de IKtf 
\iitos y Vistíif, Considerando r 

Que tratándose en el caso, de un conflicto entre jueces 
di distinta jurisdicción, resurto a las formal idades de un ex- 
horto librado pir lino de ellos, procede la intervención de esta 
Corte de acurn Ir» cotí los móviles y el alcance atril mido en rei- 
i erados casos análogos al art. 9^ de ta ley 4055. 

Que en ejercicio de la facultad conferida a este tribunal por 
el art. 10 de la ley precitada y art. 2 1 -' de la ley X-' 7099. soofe 
superintendencia general, se dictó el reglamento pira los juz- 
gados de los territorios nacionales y el de los juzgados de sec- 
ción, estableciéndose en el art. 7'-' del primero y 11 del según 
do. que siempre (¡ue hayan de li tirarse despachos dirigidos a 
autoridades de provincia o a autoridades nacionales fuera de 
su jurisdicción, se pindrá el sello en tima del juzgado con la 
firma del juez (acordada del _M de febrero de I90f>: Kallus. 
lomo '*0. pág. 9» ) . 

Que llenadas dichas formalidades en el exhorto de ís. 27. 
dirigido por el juez letrado del territorio nacional del Chaco 
al del crimen en lurno de la ciudad de Santiago del listero, teís- 
ta la observancia de tales requisitos para la legalización del des- 
pacho precatorio de referencia, sin que pueda ser óhice a su di- 
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licénciamiento las <!is|« liciones leales o de utm orden, que se 
invoquen \xtc el juez exhortado, tocia vez que, de acuerdo con 
la jurisprudencia rJc esta (.Virte y su interpretación y aplicación 
del art. 13 de la ley de jurisdicción y cohfjtét rucia X* 48, las 
prescrq>ciones de esa ley rei;liunenlaria del poder judicial dele- 
gado de la nación, sejjún c) art. 94 y siguientes de la Constitu- 
ción, dictadas de conformidad con esta {art. 67, inc. 28 ), si>n 
ley suprema de la nación a (pie todas las autoridades de provin- 
cia están obligadas a conformarse, no obstante cualquier dis- 
iMjsicióu en contradi i rpu- contenga las leyes o coiistil liciones 
provinciales (art. 31 de la Constitución ; Fallos, entre otros, to- 
rno 118, páp;. 202; lomo 119. pág, 21/; tomo 141, p%. 305 y 
jurisprudencia alli citada \, 

Por ello, y de conofrmidad con lo dictaminado \»,r el señur 
procurador -enera!, se declara que el Üéspatho fie que se trata, 
está en debida forma y del* ser cumplido \*>r el juez exhortado. 

V sus efectos, devuélvanse los autos al juez letrado del 
Chaco, a fin de (pie reitere su exhorto, con transcripción de la 
presente. 

A. ÜOMEJO. — j. FlGUEROA Al.- 
COKTA. RAMON' MÉKDRZ. — 

Roukrto Rnei-rro. ~ M. Lai*- 
ki:Mi:xA, 



luaH y Emilio Sfeh\ sumaria instruida efí $H contra, P or Étt^ 
tí arción clandestina de mercaderías. 

Sumario: Compete, originariamente, a la justicia federal, el co- 
nocimiento de una causa por contrallando, en la (pie las 
mercaderías materia de éste fueron detenidas fuera de la 
jurisdicción aduanera. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 
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Autos y Vistos: 



Al'TU ME JUEZ FEDERAL 

gutnoa Aire», Dfdembrr IK de It25 



Que en materia aduanera es principia general que la eom- 
[ ictericia tk' las aduanas .se extiende a los actos o delitos come- 
tidos dentro de su jurisdicción. 

Que por esa jurisdicción dehe entenderse la circunscripta a 
los lugares donde se realizan las operaciones y demás diligen- 
cias aduaneras. 

Que, siendo asi, y resultando de las propias constancias de 
autos, que el delito que se investiga* se hahria cometido en lu- 
gares donde la justicia nacional tiene exclusiva jurisdicción, 
corresponde su coníteimietito al suscripto. 

l*or ello resuelvo: no hacer Jugar a lo solicitado preceden- 
temente luir el procurador fiscal, y declarar la competencia del 
juzgado para conocer en este proceso. 

Y resultando de autos la semiplena pructai de la existen- 
cia del delito de contrallando, previsto y penado por los arts. 
1030 de las ordenanzas, y 52 tic la ley de aduana Sí? 4933. y 
elementos de juicio suficientes para considerar participes en el 
hecho a los detenidos Kmilio Sfeir y Juan Sfeir. cuyos demás 
antecedentes ¡tcrsonalcs constan de autos, los que han prestado 
declaración indagatoria, en cuyo acto han sido impuestos de Ta 
causa de su detención. Y encontrándose con las diligencias prac- 
ticadas, licuados los extremos del art. 366 del código de pro- 
cedimientos en lo criminal, resuelto: convertir en prisión pre- 
ventiva la detención que sufren los nombrados, la que deberá 
cumplirse en la Prisión Nacional, en calidad de comunicados y 
a disposición de este juzgado. 

A los efectos de lo dispuesto por el art. 411 del mismo 
código, trátase emliargo en los bienes de los procesados, suíi- 
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ciernes a cubrir la suma de cincuenta mil pesos moneda na- 
cional presupuestada para gastos y costas del juicio, debiendo 
asimismo, trabarse sobre las lanchas «Us Tres Marías» y «Mi 
Esiícranza». de propiedad del detenido Emilio Sfcir, a cuyo 
efecto se librará oficio al señor prefecto de la zona del Delta, 
y nómbrase depositario de las cmltarcacioiies de referencia al 
señor Tobías Padilla, lo que también se hará saber. Para el di- 
ligencian! iento del embargo de otros bienes, sirva el presente 
de suficiente despacho. 

Jantus. 

SENTENCIA DE LA CAMAKA FEDERAL DE APELACION 

V Vistos ■ """" A,rw * ** im 

IW sus fundamentos, se confirma el auto apelado de fojas 
34 vía., que declara la competencia del juzgado para conocer en 
esta causa y decreta la prisión preventiva de Emilio Sfeir y Juan 
Sfeir. Devuélvase. — ¡i. A. Nasar Aneharctm, — Marcelino Es- 
calada, — T. Arias. — /. P. Luna, — José Marró. 



DICTA MKN DE!. S.ÜÑOK PROCURADOR GENERAL 

Bucnoi Aire». » Stptftabre tft iKt 

Suprema Corte: 

El art. 1036 de las ordenanzas de aduana define lo que de- 
Iw entenderse por contrabando en las operaciones de importa- 
ción y exportación. 

Y el art. 1060 de las mismas, prescribe que: «Cuando en 
el sumann resulte un delito conexo, es decir, cuando un mismo 
hecli.) de transgresión a | íts leyes de aduana, dé lugar a dos ac- 
ciones diferentes, de las que una sea por delito común, cuya 
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acusación cyrres|>onde ;d ministerio púhlico, y cuyo fallo com- 
pete a los tribunales ordinarios, y la otra a la administración 
(K>r defraudación de la rema, el administrador pasará, si» re- 
«rfúciah, el sumario a! juez de sección a que pertenezca* para 
¡[lie las dos acciones sean instruida* .simultáneamente y falla- 
das por un solo y mismo juicio. Lo que queda establecido en 
este articulo, no obsta ¡«ira que la aduana pueda percibir la par- 
te de derechos ordinarios que se adeuden al fisco en los casos 
mencionados». 

Kl art 54 de l;i ley de aduana X" 11.281 establece. |>ur oirá 
liarte, que: «Los autores de delitos de contrallando definido |>or 
el art, 10.V> de las ordenanzas de aduana, serán castigados, ade- 
más de las penas míe aquéllas establecen, con arresto de un mes 
hasta prisión de tres años». 

El art. 5íi de la misma ley. dice: «En los casos de los ar- 
Ucúlos anteriores y en el de transgresión simultánea de las leyes 
de aduana y a las comunes, a míe se refiere el art. IDóO de las 
ordenanzas de aduana, los administradores substanciarán, admi- 
nistrativamente, las transgresiones aplicando las disposiciones que 
mrrcsjMindan a la infracción, ya se trate de contratando o de 
de fraudar iones, con arreglo a las precitadas ordenanzas, debien- 
do, enseguida, pasar los antecedentes a la justicia ordinaria, pa- 
ra que resuelva sobre el delito común O de las penas corporales 
que corres|M>udan*. 

Como se ve. en estos casos la ley ba establecido en favor 
de los administradores de la aduana, la facultad fie substanciar 
]H>r vía administrativa, las transgresiones, previamente a la re- 
misión de anteeedeules a la justicia para que resuelva sobre los 
delitos comunes y aplicación de penas. 

I'ero esto, i[ue es la regla general, tiene su excepción en lo 
dispuesto en el art. 1034 de la Q. O., según el cual «tas aduanas 
no i ««Irán imponer penas por infracciones a sus reglamentos, 
cuando éstas hayan pasado desapercibidas al tiempo del despa- 
cho, siempre que las mercaderías hayan salido de su jurisdicción. 
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debiendo recurrir a los tribunales nacionales, a quienes corres 
ponde en este caso el conocimiento dfe la causa». 

¿Este articulo, dijo la sentencia de primera instancia, cu- 
yos fundamentos luz» suyos V. E. cu el caso que se registra 
en la pág. 152 del tomo 90 de la colección de fallos respectiva, 
consagra la excepción de la jurisdicción administrativa de los 
jefes de aduana para conocer y resolver administrativamente 
los casos de contrabando o las defraudaciones a las rentas fis- 
cales 

«Los hechos de contrallando o las operaciones fraudulen- 
tas í|ue deben resolver administrativamente los jefes de las 
aduanas- están clasificados en términos generales por los arts, 
1036 y 1037 de las ordenanzas. En ellos se vé ipie la mente de 
la ley es darles facultades cuando las mercaderías están dentro 
ile su jurisdicción, limitándola cuando ya han salido de ella, 
siendo entonces la autoridad judicial la única (pie puede in- 
tervenir ...» 

Con arreglo, pues, a to dispuesto en el art. 1034 de las 
ti. O; y conforme a la jurisprudencia sentada |mr V. E. en ca- 
sos análogos, tomo 51. pág. 383; tomo 55, pág, 58 y tomo «JO. 
|»ág. 152, entre otros, el conocimiento de la presente causa com- 
pete originariamente a la justicia federal. por haber sido dete- 
nidas las mercaderías materia del contrallando fuera de la ju- 
risdicción aduanera, según así lo declara virtnaímente la reso- 
lución de fs. 34 vta., confirmada a ís. 52 por el tribunal «a quo», 
pronunciamiento que. por versar sobre una cuestión de hecho, 
no puede ser revisado por V. E. en el presente recurso extraor- 
dinario, que sólo es autorizado respecto de cuestiones de puro 
derecho federa!, según se infiere de lo dispuesto en el art. 14 
de la ley X' 48. Fallos, tomo 117. pág, 261 : tomo 120, 
145: tomo 124, pág. J70 y tomo 143, pág. 219. 

Por tanto, soy de opinión que corresponde se sirva V, E. 
confirmar el fallo arlado de fs. 52 en la parte que ha podido 
ser materia riel recursn extraordinario interpuesto a fs. 55. 

If anu ía A', i.arecta. 



FALLOS l>K LA sr t'KEM A rnKTE 



*V PALLO DE LA SUPREMA CURTE 

■ 

BiwnM Airei, Novlcmfcie U de ;«•> 

Autos y V istos: 

Por los fundamentos del dictamen del señor procurador ge- 
neral, se confirma la sentencia apelada en cuanto ha podido ser 
materia del recurso. Not i tupiese y devuélvanse. 

A. BERMEJO. — Ramón Memiez. — 
Roberto Repetto; — M. L-Atf- 

BKNl EN A, 



Don Joaquín M. Rodrigues, stt sucesión. Contienda de compe- 
tencia, 

Suttutrio : infiriéndose de lus antecedentes de la contienda de com- 
petencia, mte el causante de la sucesión se hallaba domici- 
liado en esta capital a la éjK>ca de su fallecimiento (inventa- 
rio en ella, no sólo de los muebles >' enseres de su casa-habi- 
tación, sitió también de los papeles une acreditalwri sus acti- 
vidades, y traslación e inhumación de sus restos en la misma 
ciudad). corresponde, de acuerdo con la ley y jurisprudencia, 
a los jueces de esta capital el conocimiento del juicio suce- 
sorio. 

Ca.w Lo explican las piezas siguientes; 
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t 

.Suprema Corte: 

K1 3 de mayo de 1923 falleció en Cañuelas, provincia de Rue- 
ños Aires, don Joaquín M. Rodríguez. 

Kl 24 del mismo mes. su esposa doña Virginia Adela Sitare/. 
Acostó, por si y |wr su hija menor María Teresa, inició la suce- 
sión del expresado Rodríguez ante el juzgado de \* instancia en 
lo civil de Ta Capital de la Nación. 

Por otra luirte, con fecha U de diciembre del referido año. 
otra persona, doña Clara González, invocando también el carác- 
ter de esjmsa de! causante, inició la sucesión de éste ante el juz- 
gado X'.' 2 de 1* instancia en lo civil y comercial de La Plata, 
atribuyendo a aquél contó álÉimo domicilio, el pueblo de Cañue- 
las, jurisdicción de la provincia de Buenos Aires). 

Por entender el juez de la Capital Federa! que dicho domi- 
cilio lo tuvo el causante en esta Capital, ha quedado trabada en- 
tre anilx* magistrados la presente contienda de competencia, para 
tina resolución han sido elevados los expedientes a esta Corte 
Suprema. 

Cualquiera que sea la situación legal tic las personas que han 
iniciado la sucesión de Rodríguez, cuyo vínculo de parentesco con 
éste y su derecho a sucederlc oportunamente deberán discutir y 
acreditar ante el juez que resulte comjHítcntc para el conocimien- 
to d la causa, aclarando asi la dudosa situación creada en autos, 
lo indudable es que el causante, aunque falleció en Cañuelas, don- 
de figuraba como propietario de una farmacia, tuvo eu la Capital 
Federal su último domicilio en la calle José Kvarísto Uriburu 

nóm. 325. 

-v 

Al hacerse allí el inventario de fs. 33, autos de la Capital, 
íueron encontrados los muebles de su casa-habitación, asi como 
sus títulos de propiedad, de obligaciones, documentos y papeles. 
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Consta, asimismo, ijue el cadáver del causante íue> traído a 
e»ra Capital jara mt enterrado en el Cementerio tlt-l Norte, se- 
gún factura de fs. 9 de la empresa de pompas fúnebres, expeíli- 
ila a cargo de doña Angela Virginia Suárez de Kodríguea. 

J-Il inventario hecho a fs. .í", en la farmacia de Cañuelas, co- 
rnil Mira la afirmación tic qiK* Rodríguez no vivía en dicha Idea- 
lidad, aunque allí pícese tener su establecimiento comercial. Tal 
& infiere de la lisia tíe muebles formulada a fs. 07. cuya escasez 
y estado inducen a afirmar, a falta de otros antecedentes, que no 
existen en autos, míe ellos no podían constituir el mobiliario ó 
ajuar de una casa-habitación. 

Las pocas probanzas proilucidas en el cN|iedicnte de La I 'la- 
la ¡«ra acreditar en esa jurisdicción el último domicilio del cau- 
sante* no alcanzan, en mi opinión, a destruir la prueba Contraria 
reunida en la Capital. 

Cor ello, y aplicando al caso de autos la docirina contenida ert 
el art. 3284 del código civil, consideró míe es juez competente 
|>ara conocer en esta causa al de la Capital de la Nación. por ha- 
her tenida en ella el difunto su último domicilio. 

Horario Latreta, 
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Butnoi Air», Noviembre 2" de W» 

Auto- y V istos : 

Los ele contienda de competencia entre un juez en lo civil de 
la Capital y otro de igual clase de la ciudad de La Plata, para c»i- 
nooer en d juicio sucesorio de don Joaquín M. Rodríguez. 

Y Considerando: 

Qtte la contienda previene en el caso, de que amitos jueces se 
consideran competentes para entender en los autos mencionado*. 
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tundándose en el hecho de haber tenido el causante su último do- 
micilio dentro tic sus eesp^tiyas |«nKt¡eaóne$. 

Que. tu efecto, mientras se tramita!* eu esta Capital el jui- 
cio sucesorio corres) mndiente promovido i*>r <|nña Adela Virginia 
Sitare* de Rodríguez a tituln de esposa del «dé eujus», sc inició 
en Lq Plata el mismo juicio |>or dona Clara González de K« K lri- 
gtiez. quien invocando el mismo título eme la anterior y soste- 
niendo que el domicilio real de! caúsame de la sucesión fué Ca- 
ñuelas, provincia de Huenos Aires, pidió se librara oficio al juez 
de fa Capital pura que inhibiera, y mantenido [«ir éste su com|K'- 
lencia jHir considerarse el juez del ultimo domicilio, ha quedado 
trátala la enmienda en los términos que se expresan. 

Q«e ríe los antecedentes y circunstancias de hecho derivados 
de las constancias de autos y de que hace mérito el precedente dic- 
tamen, sc deduce que. si bien el causante falleció en Cañuelas, y 
allí tenía una parle de sus bienes, aparece debidamente comprnta 
do su domicilio real cu esta Capital, calle José Kvaristu Uriburu 
X ' 325. donde han sido inventariados, no sólo los muebles y en- 
seres de su casa-habitación, sinó también los papeles y documenlos 
que acreditan sus actividades, y demuestran que aquí' residía cuan- 
do ocurrió, accidentalmente, su fallecimiento en la localidad refe- 
rida. 

Que corro1»oran esta conclusión la circunstancia de que los 
restos del extinto hayan sido traídos e inhumados en esta ciudad 
y el hecho de que las pruclas rendidas eu el expediente de La 
Plata no confirman la aseveración de que fuera Cañuelas su resi- 
dencia habitual. 

Que debiendo inferirse, pues, de estos antecedentes, que el 
causante de esta sucesión se hallaba domiciliado en esta ciudad 
a la éjioca de su fallecimiento, es fuera de duda que, de acuerdo 
con la le)- y la constante jurisprudencia de esta Corte (código ci- 
vil, arts. 97, 99 y 3284 y sus concordantes ; Fallos, tomo 138, pág. 
-V: tomo 140, pág. 420; tomo 142, pág. 1If> y 260, entre otros), 
es a los jueces de esta Capital a quienes comete el conocimiento 
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del presente juicio .sucesorio, ptiestn ipie la jurisdicción sobre las 
sucesiones corresponde ;i los jueces fiel último domiciio del cau- 
sante. 

En su mérito y conforme con Jo dictaminado por el señor 
procurador general, se declara que el juez comi*tentc ¡en el caso 
es el de lo civil de esta capital a ipiien se remitirán los autos, avi- 
ándose al de La Plata en la forma do estilo. KejMmgase el |iai>d. 

A, Bermejo, — J. Fk;ueroa Al- 
corta. — Ramos Mknoi.z. — 
Rohkhto Rki'Kíto. — M. Lwto- 

RKNXKSA. 



Ramón \Ittrna, criminal, contra, par hurta. ConttCtldá de tonipe* 

Uncía, 

Sumario: Corres|mnde a las autoridades militares juzgar y deci- 
dir un proceso instruido a conscriptos por hurlo de una bi- 
cicleta, cometido en el local de la Usencia de Aviación Xa val 
del Puerto líelgrano, (Zona militar sujeta exclusivamente 
;i las autoridades militares respectivas). 

Caro; Lo explican las piezas siguientes: 



l-.u i'uerlii Belgrano. a los veintitrés días del mes de octu- 
bre ile mil novecientos veintiséis; el Señor Juez de instrucción: 

Visto y Consideranelo : 

1" < Hie el art. 125 del código de justicia militar en que fun- 
da SU dictamen el señor procurador fiscal, entiende el suscripto. 
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se refiere ;i ius ¡nitores materiales del hecho; en el caso presente, 
a lo» cine se apoderaron ilegítimamente de la bicicleta. 

P Que el stijeÉí) Ramón Al urna ha tenido pariicijiacKiii en el 
hecho materia del proceso 41. en la localidad de Punta Alta, es 
decir, después de haher sido hurtada la bicicleta de la Escuela 
de Aviación Naval, 

& <¿tie et edificio ocupado j»or Ja Escuela de Aviación Naval 
con la zona de tierra a él perteneciente y que dentro de ciertos 
limites lo rodea, está comprendido entre los <jue e] código de jus- 
ticia militar estahlece en su ¡nciso 2?, art. 117. tajo el titulo «De 
la competencia de los tribunales militares ; y 

4* Que dicha escuela se encuentra dentro de la zuna reserva- 
da de esta liase naval, a la cual la entrada está limitada al iktso- 
nl militar, civil de los talleres o debidamente autorizado. (Se ad- 
junta un plano de dicha zona}. 

l)is|Hine: 

Dejar constancia de este auto en el pripceso 41, y remitir co- 
pia del mismo al señor juez federal de la ciudad de Había Man- 
ea, con los plintos de vista del suscripto en cuanto al dictamen 
del señor procurador fiscal y resolución de U. S. de fs. 79 a 81 
vuelta» por considerarlos dentro de ley ; y, en couscciieneia, la ju- 
risdicción militar en la substanciación del referido proceso, Sa- 
luda a V, S. muy atentamente. — /. Barharrostt. ~ Antonio Lo- 
sano, secretario. 
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. Bueno» Air», Noviembre K de 1S26 

Suprema Corte: 

Se procesa a los conscriptos de la armada nacional José AI. 

López y Francisco Latado. que prestan servicio en la lase naval 

* 
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<lc Puerto Belgrano, juprmie en complicidad con el («articular Ra- 
món Muñía, iuirturuii una bicicleta (Ir la puerta de ];i anilla cil- 
las oficiales de la Kscuela de Aviación. 

1*11 juez instructor de la armada se lia avocado el ctmoci mien- 
to de la causa, |«ir entender tpic él delito lialiia sido cometido [mr 
los referidos conscriptos dentro ele la /una militar de referencia. 

Por su [Jarte, el juez federal di' Üahía lílauca, que interviene 
eii el proceso segiiido ¡il intitular Muñía )>ur el mismo delito, 
lia considerado que su competencia deln* t xtenderse al juz^amkn- 
tii de los conscriptos autos citados, por cuanto éstos cometieron 
el delito porqué se les acusa, cu lugar no sometido exclusivamente 
a la jurisdicción militar. 

ton tal motivo se han elevado a V. K. estas actuaciones, (pa- 
ra que la Corte Suprema dirima la contienda de eoni]KtencÍa tra- 
kida entre toa precitadas jueces. 

Dé acuerdo con las constancias de autos y la demostración 
■me contiene el plano agredido a fs. 25 del expediente del señor 
juez federal, donde aparece marcada con lápiz ripjo la zona mili- 
tur reservada y dentro de ésta en cuadriculado, el local de la lis- 
cuela de Aeiaeión Naval, resulta comprobado, en mi opinión. qt|e 
el referid' p local se encuentra ubicado dentro de la zona militar 
indicada y |wir ellip sometido exclusivamente a dicha jurisdicción. 

De acuerdo con lo dispuesto púf el art. 1 17, inciso 2" del có- 
ílit-o de justicia militar es. pues, juez competente (iara conocer en 
ta presente causa al juez je instrucción de la liase naval de Puer- 
il i Betgrano. 

Ta! es mi dictamen. 

Horado K. Larreiti, 
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Buenos Aini, Noviembre 2ii de lltíti 

Alltfis y Vistos: 

Los de contienda de conij>eteticia t ra liad a entre el juca fede- 
ral de Había Blanca y un juez de instrucción de la armada |iara 
eunucer en el procesa pnr hurto instruido a los conscriptos José 
M. I />!*•* y Francisco Labado. 

¥ Considerando : 

Que si bien el hecho que se atribuye a los encausados cons- 
tituye por su naturaleza un delito del fuero común, para que 
sn juzgamiento eorrespnndiera en el caso a la jurisdicción terri- 
mrial ordinaria jwr Oposición a la militar, sería necesario t|uc la 
infracción se hubiese realizado en un tugar sometido exclusiva- 
mente a las autoridades civiles respectivas. 

Que, entretanto, consta de autos que el hecho imputado se 
cometió por los conscriptos aludidos en el local de la Escudadle 
Aviación Naval de Puerto (ielgrano. esto es, en una zona mili- 
lar sujeta exclusivamente a las autoridades militares coircs|jon- 
dicntes, y. en consecuencia, tratándose de un hecho que afecta di- 
rectamente el derecho e interés individual, cometido |>or soldados 
en el sitio y condiciones relacionadas, es a dichas autoridades a 
quienes eorres[)onde juzgar y decidir en esta causa, de acuerdo 
con las disposiciones legales pertienentes (Código de Justicia Mi- 
litar, arts. 117, me. y art. 125; Fallos, tomo 114, pág. 19.1 y 
jurisprudencia allí citada: Doctrina de los Fallos, tomo 113, pág 
405: lomo 115, p% 77; tomo lió, pág. 430, entre oíros). 

ICn su mérito y de conformidad con lo dictaminado por el 
M'ñor procurador general, se declara que el juez competente para 
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conocer en d presente caso, es el juez de instrucción de la Base 
Naval de Puerto Ifclgrano, a c^uien se k remitirán los autos, avi- 
sándose al juez federal de Había 1 llanca en la furnia de estilo. 

A. Bermejo. — J. Figueroa Al- 
corta. — Ramos* Menoez. — 
Roberto Repetto. — M. I.m - 

HKXCKNA. 
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Con fecha cinco ile noviembre de mil novecientos veintiséis, 
fué confirmada ¡mr la Corte Suprema la sentencia pronunciada 
por la Cámara Federal de A|>elacióu de la Capital. la que confir- 
mo, ¡i su vez, la dictada por el señor juez federal, une declaró 
i]ue el Kohierno de la Nación debía pagar a doña Fnuna González 
«le CnrMIini y a tloña .\faria Carmen González, l¡t suma de ochen- 
ta mil pesos moneda nacional, cu concepto de toda indemniza- 
ción por la expropiación de ta casa sita en la calle José Kvarjsto 
Uribuni X y 97o. en razón de estar dicha finca afectada por la 
construcción del pulid inico José de San Martín, aolor izada [>ur 
la ley X" 6026. 



hn tliez del mismo fué cotí firmada por la Curie Suprema, la 
sentencia pronunciada por la Cámara Federal de La l'lala, míe 
condenó a Amador Vivero a sufrir la pena de doce años de pri- 
sión, accesorias legales y costas, en vez de la de diez y seis años 
•le ta misma pena, une le fué impuesta por el juez letrado del 
territorio nacional del Río Xej-ro, como autor dd delito de ho- 
micidio perpetrado en la persona de Francisco Ancalan, d día 
17 de noviembre de 1923. en él paraje denominado Fitatamen. 
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jUrisítíccfón de la comisaría cíe Snrquiueo ¡íel expresado terri- 
torio. 



Con fecha diez y sirle no se. hizo lugar a la queja deducida 
por los .señores Kelisiarii. Spedaletti y Kivero en autos con don 
Luis María Tin lo, por rubro (Ja pesos, por resultar que en la es- 
pecie «suli lite», se había tratado de cuestiones regidas ]xjr el de- 
recho común, (]uc no pueden ser revísables jmr la Corte Suprema 
por vía de recurso extraordinario, de achirdo a lo ipie prc%é el 
art. 15 de la ley 48; agregándose, además, tpie en cuanto al art. 
IK de la C onstitución, cuya inobservancia se alegaba, de los pro- 
pios términos en (pie la queja se fundalia, resultaba que el ape- 
lante había sido oído en las instancias ordinarias del pleito, con 
lo (jiic se llenaron, en lo substancial, l«»s requisitos de la defensa 
en juicio. 



EjJ la misma fecha no se hizo lugar, igualmente, a la queja 
deducida por «Ion Hércules Yaceari en autos con don Lorenzo 
líaggio y otros, sobre desalojamiento, por resultar de la propia 
exposición del recurrente, (pie la sentencia apelada se había limi- 
tado a interpretar preceptos de derecho común, aplicándose para 
el caso, disposiciones contenidas en el código de procedimientos 
y ley 2860, ley de carácter local (pie no fué imputada como con- 
traria a la Constitución Nacional, todo lo cual es ajeno al recurso 
extraordinario de puro derecho federal, con arreglo al art. 15 de 
la ley N u 48. y lo reiteradamente resuelto. 



En ta misma fecha no se hizo lugar a la queja interpuesta 
por doña María H. Ramírez de Muñoz en autos con don líduar- 
do C Vcrnay, sobre desalojamiento, por no aparecer de la propia 
exposición de la recurrente, que se hubiera interpuesto ante el 
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tribuna] de ultima instancia y |»ara ante la Corte Suprema, recurso 
alguno que le hubiese sido denegado, 



Con fecha veintidós fué confirmada por la Corle Suprema 
la sentencia pronunciada j>or la Cántara Federal de Apelación 
'leí ¡'araná, la que confirmó, a su vez. la dictada por el juez le- 
tradci del territorio nacional fie Misiones, que condenó a [nocen* 
cío Aguirrc a sufrir la pena de reclusión perpetua, como autor 
del delito de homicidio Impetrado en la jiersona de su concubina 
licmarda Ui¡»ez, en dia H de noviembre de 1922, en eí tiraje de- 
nominado I-a Horqueta, jurisdicción de dicho territorin. 



En la cansa criminal seguida de oficio contra I'cdm Chen- 
í|U¡l!án o Chequillán, como autor del delito de homicidio jieqie- 
trado en la persona de Juan Chempq, el dia 25 de agosto de 
1924, en el paraje denominailo Plotier. jurisdicción del territo- 
rio nacional del Xeuqucn, el juez letrado de dicho territorio falló 
la cansa condenando al procesado a sufrir la [>ena de doce años 
de prisión, accesorias legales y costas, sentencia que íné confir- 
mada ¡Hir la Cámara Federal de Ablación de La Mata, Eleva- 
dos los autos en apelación, la Corte Surema con fecha 24 de no- 
viembre ile 1926, en razón de tratarse del delito de homicidio sim- 
ple, y teiitendofen cuenta la corta edad del procesado, su estado 
de ebriedad en el momento de cometer el hecho delictuoso, sin 
mahis antecedentes ni circunstancia alguna agravante, confirmó 
el fallo recurrido en cnanto a la calificación del delito y lo re- 
formó en cuanto a la pena, aplicando al reo la de diez años de 
prisión, con las costas del juicio. 



lín la misma fecha la Corte Suprema, en razón de estar 
sancionada por el honorable congreso la ley N'-' 11,358, que sus- 
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pende la ejecución y efectos de la N' 1 1 .2S*>. y ordena la devo- 
lución de los fondos recaudados por la Caja de Jubilaciones y 
Pensiones creada ]*>r la misma, declaró que carecía de objeto 
Itráctico la resolución del recurso extraordinario interpuesto por 
don Klido K. Relsigtiati, en la causa que le sigue a la Comjía- 
ñía Técnica Mercantil Sud Americana, sobre cobro de pesos, 
toda ve/ que el projiósito de la demanda y las pretensiones del 
recurrente, habian quedado salvaguanladas twr el art. 2> de la 
primera de las leves mencionadas. 



Kn la demanda entablada iior los señores Manuel Amarelle 
y don Francisco- Carlos Pedro Angelctti contra la provincia de 
Buenos Aires, por repetición de la suma de un mil seiscientos 
noventa pesos con cincuenta centavos moneda nacional, pajeados 
fxijo protesta, en concepto de cuotas del impuesto creado por í:i 
ley de dicha provincia de 3ú de diciembre de 1907, destinado a 
allegar los recursos necesarios pira la apertura y i>avinicntación 
de un camino entre las citula<les de 1.a Plata y Avellaneda, Ja Cor- 
te Suprema con fecha 29 de noviembre de 1926 v de conformi- 
dad con lo dictaminado por el señor procurador general, falló la 
causa declarando que el impuesto establecido ]xir la referida ley 
provincial, es contrario a los arts, 16 y 17 de la Constitución, y 
que. en consecuencia, la expresada provincia está obligada a de- 
volver ¡x los actores, dentro del término fie diez días, la suma re- 
clamada, con mis intereses a estilo de los que cobra el Banco de 
la Nación, desde la notificación ríe la demanda, con costas. 



En la misma fecha, la Corte Suprema se pronunció en igual 
sentido, en el juicio seguido por don Miguel Mentidla contra la 
misma provincia de Buenos Aires, f»r redición de la suma de 
diez mil cuatrocientos cuarenta pesos con noventa y seis centavos 
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moneda nacional, pagados bajo protesta, en concepto ríe cuotas 
del referido impuesto creado por ta expresada ley de dicha pro- 
vincia del 30 de diciembre de 1U07. 



F.n la misma fecha, la Corte Suprema, atento lo que dispone 
el art. 17, inc. 3* de la ley N* 4055, ordenó se ocurriera donde 
corresponda, en el recurso de queja deducido por don Vicente F. 
Villar, contra el juez federal de la Capital, doctor Rodolfo S, Fe- 
rrer, por retardo de justicia. 



En la misma fecha no ne hizo lugar a la queja deducida 
l«ir don Mariano Pastor en autos con los señores Gustavo y Her- 
nán Pares y Amonio Gol. j>or cobro de ilesos, en razón de que 
en la especie esub lite» se había cuestionado y resuelto acerca de 
ta aplicación de un precepto de la ley de sellos, relativo a la rc- 
potiición del sellado en un expeliente que tra.Mii ir a ante la justicia 
ordinaria de la Capital, disposición que es de carácter local en 
cuanto está destinada a aplicarse en la Capital dv la Nación, y, 
en consecuencia, SU inteligencia no puede autorizar el recurso ex- 
traordinario para ante la Corte Suprema. 



